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ANTECEDENTES OFICIALES 
DE ESTA P U B L I C A C I ~ N  

-+- 

DEL ACTA DE LA S E S I ~ N  ORDINARIA DE 2 7  DE MAYO DE 1889 

Fué presidida por el señor Ministro de Justicia é Instrucción P~íbli- 
ca, y asistieron: el señor Rector interino, don José Joaquín Aguirre y los 
Consejeros: Asta.Buruaga, Barceló, Espejo, Hurtado, Letelier, Montt, 
Prado, Puga Borne y el Pro-Secretario. 

En seguida el señor Ministro dijo: que, en atención á los relevantes 
servicios prestados por el señor don Jorge Huneeus, en su calidad 
de profesor del Instituto, de profesor y. miembro académico de la Fa- 
cultad de 1,eyes y Ciencias Políticas, de individuo del Consejo, dc 
Ministro de Instrucción Piíblica y de Rector de la Universidad, 
creía justo que la Corporación contribuyera por su parte á honrar la 
memoria de este adalid de la noble causa de la educación. 

Con este objeto, el señor Ministro formuló las siguientes indica- 
ciones: 

1. Colocar en la Sala principal del Consejo, y al lado de las efigies 
de las personas beneméritas de la Universidad, un retrato al óleo del 
señor Huneeus; 

11. Solicitar que se haga con fondos nacionales una edición de sus 
obras; y 
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111. Dirigir i la señora viuda y familia del señor Huneeus una carta 
de  pésanie en noinbre del Consejo. 

El señor Rector Aguirre agregó que é l  también hahíase determinado 
á presentar al Consejo algunas ideas con e1 propósito aludido; pero ya 
que el señor Ministro se había adelantado en ello, interpretando feliz. 
niente los deseos que parecían dominar en la Corporación, se congra- 
tulaba en aceptar lo propuesto, con tanta mayor razón cuanto que la 
palabra del señor Ministro representaba la del Suprenio Gobierno. 

Todos los señores Consejeros presentes adhirieron á las indicaciones 
del señor Ministro, que quedaron, por tanto, aprobadas. 

J. J o a q u i ~  AGUIKRE. 
Adolfo VaZdervanrn, 

Secretlrio General de la Universidad 

Universidad de Chile. 

Sarztia,oo, á 7 de Mayo de 1890. 

El Consejo de Instrucción Pública, deseoso de llevar cuanto antes 
á debido efecto la piiblicación de las Obras del señor don Jorge Hu- 
neeus, benemérito Rector de esta Universidad, acordó, en sesión de 
2 8  del mes próxii-[lo pasado, comisionar á VV., que están en posesión 
de todos los elementos necesarios, para que se encarguen del trabajo 
aludido, en la inteligencia d e  que, de7os dos inil ejemplares que se 
iinprirnan, mil doscientos corresponderán á los herederos del Autor. 

Seguro de que VV. querrán aprovechar esta circunstancia propicia, 
no sólo para honrar una vez más la Memoria del ilustre Padre de VV., 
sino también para el progreso de la Literatura ~a t r i a ,  cúmpleme trans- 
mitirles el acuerdo de ini referencia y ofrecerme de VV. inuy obseguen. 
te servidor. 

Roberto Pinto, 
Pro.Secretario. 

A los señores don Jorge, don Roberto y don Antonio Huneeus. 
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.Santiago, á r g  de Mayo de 1890. 

Señor Rector: 

Tenemos la honra de acusar 5 V. recibo de su atenta comunicación 
de fecha 7 del corriente, por la cual V. tiene á bien coinunicarnos que 
el Consejo de Instruccióil Pública acordó, en sesión de  2 8  del mes 
próximo pasado, encomendar á los infrascritos el trabajo de la publi. 
cación oficial de las Obras de nuestro respetado y ainadísiino Padre, el 
benemérito ex-Rector de  la Universidad don Jorge Huneeus, edición 
que el Consejo de Instrucción Pública ha tenido á bien solicitar en 
hoinenaje á la hfemoria de  un ilustre muerto y servidor suyo y en pren- 
da de estímulo á las Letras patrias. 

Al contestar la atenta nota de V., creemos excusado prevenir á V. 
que aceptamos la comisi6n con que nos honra el Consejo de  Instruc- 
ción Pública, con un reconocimiento cuya magnitud no podrá compa- 
rarse sino al celo, al esmero y á la prontitud con que sagradamente 
nos prometemos cumplirla. 

Al efecto, veríamos con satisfacción Jue á la mayor brevedad posi- 
ble, se dignara V. impartir las órdenes del caso á fin de que el hfinis- 
nisterio respectivo admita como representante nuestro, debida y am- 
pliamente autorizado por los dos últimos infrascritos para todas las 
diligencias de esta comisión, á nuestro hermano don Jorge Huneeus, 
que firma esta nota el primero. 

De esta suerte se facilitará para nosotros el pronto desempeño de  
esta comisión tan triste como grata, para cuyo honroso cumplimiento 
están dispuestos los infrascritos á postergar todo género de  ocupacio- 
nes 6 tareas voliintarias, manifestando así nuestra sincera gratitud al 
Consejo de Instruccióri Pública, ya que, en los estrechos límites de la 
vida humana no podría caber en manera alguna la manifestación de  
todo el infinito reconociiniento y toda la excepcional ternura que nos 
inspira é inspirará siempre la Memoria de nuestro Padre, superior y 
altísima, para nosotros, sobre todas las cosas de  la tierra. 

Dios guarde á V.-JORGE HUNEEUS.-ROBERTO HUNEEUS-ANTO- 
NIO HUNEEUS. 

Al señor Rector de la Universidad de Chile, don José Joaquín Aguirre. 
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SESIÓN ORDINARIA DEL 2 D E  J U N I O  D E  1890 

Santiago, d 16 de Marzo d ~ ,  r89o. 

Hoy se decretó lo que sigue: 
11Núm. 1,421.-Visto el oficio que precede, decreto: 
111.0 Comisiónase á don Jorge, á. don Roberto y :i don Antonio 

Huneeus para que lleven á efecto la publicación de las Obras del ex- 
Rector de la Universidad, don Jorge Huneeus. 

i ~ z . ~  La Tesorería fiscal de Santiago entregará á don Jorge Huneeus 
la cantidad consignada en el ítem 6 de la partida 27  del presupuesto 
de Instrucción Pública, con ese objeto. 

~~Refréndese, tómese razón y ~ o i n u n í ~ ~ u e s e . - B . h ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ . - L ? i i s  
Rodripuez Velasco. i I 

Lo transcribo á V. en contestación a su oficio número 47. 
Dios guarde á V. 

Al seííor Rector de la Universidad (1). 

(1) Publicado con las modificaciones hechas por el Supremo decreto nhmero 
1,536, de fecha 51 de Mayo del mismo alio. 



PROGRAMA DE ESTA P U B L ~ C A C I ~ N  

Las Obras del señor don Jorge Hunecus, se caracteri~an por su 
unidad, en razón de que su Autor consagró casi invariablemente sus 
labores y estudios científicos á una especialidad determinada del De- 
recho Público. Sus dos libros L a  Constitución ante el Congreso, y los 
Estudios \sobre Derecho Constitzlciotzal Conzparado, componen en reali- 
dad un solo cuerpo de doctrina y un solo trabajo 'mental, de que es 
parte sustantiva el primero de estos libros y parte referencia1 el se. 
gundo. 

La tendencia dictáctica es otro rasgo principal de los escritos del 
señor don Jorge Hunecus. 

En atención á esas dos circunstancias hemos clasificado esos escritos 
para su publicación completa. Los tres primeros volúmenes de estas 
Obras, comprenden los trabajos propiainente constitucionales del Au- 
tor; y hemos reservado para un cuarto volumen la agrupación de sus 
demás escritos de interés público. Entre éstos últimos hay piezas de 
carácter parlamentario, profesional é histórico. 

Hemos iiicarporado en ese cuarto volumen algunas páginas de in- 
terés didáctico, análogas por naturaleza á otras que se insertan, sin em- 
bargo, en La ConstltllczUn ante el Congreso. Esa disposición obedece al 
propósito de consultar mejor el fin docente que nos parece principal 
en estas Obras. En efecto, habiéndose alterado recientemente el progra- 
ma de la Asignatura de Derecho Constitucional, á cuyo servicio están 
principnlmente dedicadas estas Ot~ras, hemos creído más regular el 
componer tres primeros volún~enes solanlente de materias relativas al 
actual programa de esa disciplina universitaria, programa que se publi- 
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ca en la Lección Prelitizinar. Por ese motivo, las páginas aludidas, cuyo 
asunto correspondió alguna vez á la Cátedra que desempeñaba el Au- 
tor, han encontrado ahora su colocación más ordenada en el volumen 
cuarto de sus Obras, juntamente con los escritos de variado carácter 
que forman la parte hliscelánea de esta publicación. 

Los EDITORES 



ADVERTENCIA 
SOBRE LAS A G R E G A C I O N E S  H E C H A S  

A LA PRIMERA EDICIÓN 

Honrados por el Supremo Gobierno con el gratísimo cometido de 
llevar á etecto la publicación de las Obras de nuestro inolvidable 
Padre, hemos conservado íntegro y auténtico, sin la alteración más 
leve, el texto de La Corzstitución ante el Cung?eso. 

No obstante, heinos debido salvar, en notas adicionales, cierta cadu- 
cidad que los diez años corridos desde su primera publicaciQn (1879) 
venísn infiriendo á algunas de sus páginas y referencias. Esas notas re- 
producen fielmente las reformas verificadas durante esos años en nues- 
tra Constitución y en sus Leyes complementarias. Suele aún apuntarse 
en dichas notas relación sucinta de los antecedentes que pueden 
afectar á la inteligencia y aplicación de los preceptos constitucionales; 
pero sólo heinos insertado aquellos raros precedentes que, á su carác- 
ter de hechos autorizados, agregan el mérito de la novedad ó el pres- 
tigio de su fundamento. 

Buena parte de las notas con que se publica esta edición ha sido es- 
crita por el Autor mismo al margen de un ejemplar especial de su 
Obra. Las que por necesidad hemos debido agregar, van acusando ex- 
plícitamente su diferente procedencia. 

La alteración introducida en la numeración de los artículos constitu- 
cionales, nos ha obligado á intercalar al lado de cada cita, excluídas sola- 
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mente las históricas, el nuevo número de orden que al artículo citado 
corresponde. A riesgo de incurrir en una medida engorrosa, hemos 
querido, ante todo, facilitar y precisar el examen de las referencias. 

Se publican aún con estas páginas algunos documentos de interés 
docente. Uno de  ellos es la Reseña histórica de Za Constitución de 1833, 
pieza escrita por el Autor en Abril de 1887, á solicitud especial del 
Ministerio de  Relaciones Exteriores, á quien la pedía el Gobierno de 
los Estados Unidos de  Norte América para exhibirla en la celebración 
del primer Centenario Constitucional de aquella República; otro de 
ellos, es un estudio del Autor relativo á las facultades del Congreso 
reunido en las sesiones extraordinarias á que se refiere el actual artí- 
culo 159 de la Constitución; y es el otro una Lección preliminar que 
hemos redactado en las condiciones expresadas en la nota que la 
aconipaña. También incluímos entre los anexos de esta Obra, algunas 
páginas en que se agrupan observaciones y juicios del Autor relativos 
a la Ley electoral de 1884. Ese artículo, 6 más propiamente, esa co- 
lección de pensamientos, no lleva, en nianera alguna, la pretensión 
de comentar, ni siquiera la de apreciar de un modo completo la 
Ley cuyo plan y cuyo texto le sirven ocasionalmente de programa; su 
materia son ciertas generalidades de legislación electoral que asumen 
utilidad permanente, según lo expresamos en la nota que la precede, 
nota que enuncia asimismo los meritorios documentos que son base 
casi textual de ese artículo, en fe de lo cual damos aquí público tes- 
timonio de agradecimiento á sus autores. 

En los dos capítulos que agregamos á estLt Obra, no adoptamos sino 
principios é ideas de  autenticidad estricta y segura, á objeto de ex- 
cluir, como esmeradamente se ha excluído de la piiblicación entera, 
toda conc'lusión, todo concepto que no constare haber merecido la 
aceptación y el patrocinio definitivos del Autor. 

Los EDITORES 



L A  C O N S T I T U C I Ó N  A N T E  E L  C O N G R E S O  

COMENTARIO POSITIVO 

DE LA CONSTITUCIÓN CHILENA 



OBJETO Y. T~TULO DE ESTE LIBRO 
- 

Desde que tenemos el honor de desempeñar en la 
Sección Universitaria del Instituto Nacional la cáte- 
dra de Derecho Público y Administrativo, que nos fué 
conferida por decreto de 26 de Febrero de I 86 r ,  he- 
mos procurado dar á la enseñanza del Derecho Cons- 
titucional una tendencia positiva que, sin descuidar la 
teoría, hiciera conocer á nuestros alumnos la Constitu- 
ción de Chile en un sentido eminentemente práctico. 

Los cometitarios escritos antes de aquella fecha por la 
pluma magistral del señor don José Victorino Lastarria 
y por nuestro distinguido y malogrado amigo Juan Ma- 
nuel Carrasco Albano, son, en su mayor parte, un estu- 
dio teórico.critico de aquel Código. Hemos creído, en 
coiisecuencia, que convendría ernprender un trabajo que 
tuviera un carácter diferente y más apropiado al método 
de enseñanza que nos ha servido de guía en el profeso- 
rado. 

Con tal propósito, henios condensado en esta obra las 
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notas y apuntes que, desde largos años, venimos extrac- 
tando de los Bodetiaes de Sesiones de nuestras Cámaras, 
en todo aquello que se refieren á las discusiones habidas 
con motivo de la inteligencia y aplicación de Ios precep- 
tos contenidos en nuestra Ley Fundaiiiental, procurando 
clasificarlas de una manera precisa y metódica, que dé á 
conocer cuáles han sido las cuestiones debatidas, cuáles 
las opiniones emitidas acerca de ellas y cuáles las solu- 
ciones que han prevalecido. 

Aunque nuestro objeto principal ha ciclo el de un mo- 
desto expositor y compilador de los debates parlamenta- 
rios relativos á la Constitución que nos rige, nos permi- 
timos emitir también nuestra opinión personal en cada 
caso; entramos en ei campo de la teoría, cuando ello es 
menester; comparamos con Izs nuevas las antiguas dis- 
posiciones constitucionales que han sido ya corregidas 6 
alteradas, é indicamos todavía algunas de las reformas 
que, á juicio nuestro, convendría introducir en nuestro 
Código Político. 

De 10s objetos precedentes, es el primero el que do- 
tnina en nuestro trabajo, y es él, por consiguiente, el que 
nos ha decidido á bautizarlo con el título de L a  Consti- 
tz~ciótz axte el Cong~eso. Nos lisonjeamos con la esperanza 
de que nuestro libro evitará á los hombres públicos y á 
los estudiantes de nuestro país la molestia de registrar 
en cada uno de los casos dudosos que diariamente ocur- 
ren, los ya harto volurninocos boletines oficiales de se- 
siones del Congreso Nacional, que no  es siempre fácil 
tener á la mano, siéndolo aun menos procurarse publica- 
ciones tan escasas como el Semanavio& Santia30 y E l  
Progveso, que dieron á luz ,  aquélla las sesiones de 1842 
y ésta las de 1843, 1844 y 1845. 



Habiendo sido narrado el origen hístórico de  la Cons- 
~i tución de i 833 por el señor Lastarria eri la Introduc- 
ción que precede á sus Comentarios, no hemos caído en 

la mala tentación d e  reproducir lo que indudablemente 
desmerecería repetido por nosotros. 

Bástenos observar que comentamos la Cónstitución tal 

cual hoy existe, como se mandó publicar por decreto Su- 
premo de 1 . O  de  Diciembre de 1874, después de  la revi- 
sión que de  ella nos cupo la honra de hacer, por comi- 
sión del Congreso, en unión con los señores Senadores 

don  Alejandro Reyes y don Manuel Irarrázaval y d e  
nuestro colega de  Diputación e1 seiior don Isidoro Errá- 
zuriz, á fin de  ponerla en arinonía con la Ley de  reforma 

d e  8 de Agosto de I 87 1, con !a de 25  de Septiembre de  

r 873, con las dos de  1 3  de  Agosto de 1874 y con la 

.de 24 de Octubre del mismo año. 

Este volumen comprende nuestros est~idios sobre los 

artículos 1 . O  á 58 y 165 á 168 de la Constitución (1) .  

Un segundo completará el trabajo, extendiEndolo á los 
restantes, cuando otras ocupaciones menos premiosas nos 
lo permitan. Además de los elementos que tenemos ya 

preparados, esperamos poder contar para ello, como 

hemos contado para la parte que hoy ofrecemos al pú- 

(1) Tal era el contenido de esta parte de la Obraen la primera edi- 
ción. Eliminada ya la consideración de actualidad qne aconsejaba esa 
colocación de los estudios referentes á los antiguos artículos 165 á 168, 
se ha creído conveniente transponerlos, publicándolos ahora en el or- 
den que la Constitución les señala. 

Juzgamos también que es este el punto más adecuado para la inclu- 
sión de la Lecciúiz Pre¿iminar y de la Reseria Histórica de ¿a Constitucibn, 
documentos cuyos motivos y cuyos antecedentes se explican en una de  
Jas notas que preceden. (Nota de Zox Editores). 

2 
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blico, con el auxilio entusiasta de nuestro distinguido 
ex.alumno señor don José Luis Claro Solar, á quien nos 
hacemos un deber en dar las gracias por la cooperación 
inteligente con que ha tenido á bien favorecernos. 

Santiago, d 20 de E E ~ ~ Y O  de 1679. 



LECCIÓN PRELIMINAR 

AL ESTUDIO DEL 

DERECHO CONSTITUCIONAL POSITIVO Y COTlPARADO 
-+- 

(Redactada con sujecidn estricta al metodo 6 ideas del profesor del ramo don Jorge Hunceus) 

SUMARIO.-1. Acepción de la palabra Derecho.-2. Clasificaciones del 
Derecho.-3. Clasificaciones del Derecho Público.-4. Determinación del 
Derecho Constitucional.-5. Clasificación del Derecho Constitucional.- 
6. Origen de la Sociedad.-?. Origen y organización del Poder Piiblico.- 
8. Derechos políticos.-9. Nación 6 Estado: sus elementos constitutivos. 
-10. Del Gobierno.-11. Separación de los Poderes.-12. Formas de  
Gobierno.-13. Centralizacien gubernativa.-14. Diferencias sustanciales 
entre las Constituciones de 1828 y de 1833.-15. Enunciación de las re- 
formas introducidas en la Constitución de 1833.-16. Programa de la 
Asignatura de Derecho Constitucional Positivo y Comparado. 

1. ACEPCIÓX DE I,A PALABRA ~ ~ D E R E c H o . ~ ~ - - - L ~  palabra De- 
recho tiene varios significados. Ya significa la justicia absoluta, ó 
las acciones que Ia justicia absoluta permite ejecutar; ya el con- 

(1)  Hemos dado forma á ecta Lección Preliminar, estimulados por la capi- 
tal importancia de la materia y por la autenticidad y excelencia de las fuen- 
tes que nos han inspirado su redacción. En efecto, hemos podido disponer 
de cinco breves capitulos inkditos, escritos por el Autor en hbri l  de 1878 a 
modo de Introducción al estudio del Derecho Administrativo, entonces d e  
su Asignatura. Esos articulas, bien que no tanto los dos ultimos, que se titu- 
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junto de Leyes que rigen en una Nación ó sobre una materia 
determinada, v. gr., el Derecho Romano, el Derecho Comercial; 
y a  las facultades conferidas por esas Leyes y las acciones que 
permitcn ejecutar, v. gr., el Dcrecho electoral, el Derecho de com- 
peler ií Un dcudor al pago; ya significa también Za Ciencia de 
hs Leyes, eZArtede npZicoi./as; y ya, finalmente, se empleacomo 
sinónimo de  Iuzpz~esto, cuando se dice: el Derecho de  alcabala, 
los Derechos de Aduana. 

De  las varias acepciones de la palabra Derecho, es propia del 
Derecho Público la que significa Cz~e@.po de disposiciones de una 
especie; con lo cual se deja entendido que dicha voz responde 
á ese mismo concepto aplicada al Derecho Constitucional, que 
es una'de las ramas del Derecho Público. 

2 .  CLASIFIC.~CIONES DEL DERECHO.-Sin referirnos por aho- 
ra al Derecho Público, cxpondrernos la más comprensiva de las 
clacificacioncs del Derccho General, y de  la cual se puede de- 
ducir todas las otras, á objeto de señalar la situación y latitud 
del Derecho Público y de  sus ramas particulares en el dilatado 
cuadro de la Ciencia legal y política. 

Bajo aquel punto de  mira doccrite que concibe el Derecho 
como un cuerpo ó conjunto de Leyes, convienc distinguirlo pre- 
viainente en orden á su nlrtz~rntesa zi origetr. Esa división, ex- 
playada por Rélime y otros autores, se sintetiza en la siguiente 
$arma: 

l a n  Dc la AdministraciU~z, el uno, y Co~zn'icior2cs orgdnicas rlc la A dvzirzisiraciUrz, 
e l  otro, y que se insertan en toda su integridad en otro volumen de estas 
Obras, han sido una base para esta Lección; los tres capitulos de nuestra re- 
ferencia se deilo~iiinaii: Prulrgd7/~enos,-dedicados á definir y clasificar el 
Derecho en genei-al;-Dcl Esta& y D r l  Gobicvno; y fueron los tratadistas 

q u e  niás ayudaron al Autor a componerlos, Foucart, Laferrikre, BClime, 
E scriche, Story y Blcck. El diferente objeti~ o a que coilr ergian dichos 
capitulos, 3u relativa antigüedad y la consiguiente precisiGn en que nos he- 
mos visto de ti-atar mas de un punto en ellos oniitidos, nos han obligado 5 

a l  terar, conservaiido su texto en lo posible, la ilacihn de esas piginas, y B 
valerncs, para dilucidar las materias extrañas á ellas, de los fieles apuntes 
que alguno de lrs editores alcanzó á toniar de las explicaciones que en las 
seis  primeras clases del Curso iniciado en 1889, consagió el Autor al piogra- 
ana de esta Lección. (Notn de los Editores.) 
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Derecho es ~at~ralóFilosÓ$co en cuanto resulta dela con+ 
titución de nuestro sér y del orden establecido Por Dios mis- 
mo, ó mejor dicho, en cuanto es llLey que existe d e  Por sífr. 

Llámasele tambiCn Divixo, á causa de SU origen, 3' AbJ'ozato, Por 
que es el mismo cn todos los tiempos y cn todos 10s pueblos 
que tienen las mismas creencias. El Derecho es Positivo cuando 

es ilLey por el hombrell; sc denomina tainbisn Hzdrpzano 
porque es promiilgado por los legisladores, Y ~ e h t i v o  Porque es 

contingente y varía según los tiempos J r  l~lgares. 
~1 Dcrccho Natural se subdivide en Prziilznrio y Sect~n~zrio.  E[ 

Derecho Natural Primario comprende todas aquellas leyes tan  

estrechamente ligadas con la moral, quc eu imposible concebir 
s u  no existencia, de tal manera que cl legíslador, no sólo nci 
necesita promulgarlas, sino que ni aun tiene derecho de dzro- 
garlas; talcs son los principios qiie prohiben asesinar, robar, y 
el que ordena cumplir lo pactado. El Derecho Natural Secunda- 
rio abraza aquellas instituciones que no son tan necesarias á los 
ojos de la razón, pero que el buen smtido y las necesidades 
humanas, deben consagrar en toda Sociedad bien organizada; 
en este caso se encuentran la tcstanentifacción y la prescrip- 
ción. 

El Derecho Positivo se subdivide cn Derecho Escrito, cuando 
tiene un autor cierto: y en No escrito 6 Trndicional, cuando pro- 
viene de cosas ó costumbres cuyo origen se pierde e n  la,noche 

del tiempo. 
Atendiendo siernpre al mismo punto de vista, clasifícase ge- 

néricamente el Derecho en orden á su objeto, clasificación menos 
dogmática y más doctrinaria que la anterior. 

En  orden á su objeto, se divide el Derecho cn Pziblico y Pri- 
vado. Derecho Pliblico es el que regla las relacionis del Estado, 
sea ccn los otros Estados, sea con los particulares. Derecho 
Pvivado es el que regla las relaciones de los individuos entre sí, 
y se subdivide en Civil, Comercial, de Minas, de ProcecEiínign- 
tos, etc,  etc., según los objetos especiales á quc sc aplica. 

Debe tenerse prcsentc, sin embargo, que la distirición entre 
el Derecho Público y el Privado, no es tan marcada que deje d e  
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haber instituciones que pertenezcan á la vez al uno y al'otro. 
Tales son, por ejemplo, las reglas concernientes al matrimonío 
y al ejercicio de la patria potestad, ya que, si bien producen di- 
rectamente sus efectos entre dos personas determinadas, reBu- 
yen poderosamente en bien de la moralidad general y del orden 
público, no pudiendo, en consecuencia, ser derogadas por pactos 
ni contratos. 

He ahí el fundamento del Derecho /?zter~zzncional Privado, Ila- 
mado asi en contraposición al Dcreciw Ptiblzco Inkv,inciona¿, se- 
giin lo vereinos al indicar las clasificaciones particulares del 
Dereclio Público. 

El Derecho Internacional Privado es, pues, una rama de! Dere- 
cho Civil, que abraza las relaciones particulares que pueden exi,s- 
tir entre los ciudadanos de diferentes Estados, y todos los Dere- 
chos y todoc los intereses que se ligan íí la condición de los 
extranjeros en Chile y de los chilenos en país extranjero. Las 
cuestiones sobre Estatutos personales y reales, sobre nacionali- 
dad Ó cambio de nacionalidad, sobre Derecho de familia y de 
sucesíón, ejercidos por extranjeros, sobre ejecución de los con- 
tratos celebradosen país extralio y de las sentencias pronun- 
ciadas por los Tribunales de las demás naciones, y otros objetos 
aná!ogos, formari en conjunto el Derecho Internacional Privado. 
Sin duda, los principios de la Independencia y de la Soberanía 
nacional se encuentran comprometidos en esas cuestiones; pero 
ese compromiso existe con ocasión de los intereses y Derechos 
particulares de los individuos, mas no respecto de los Estados 
mismos, considerados como Cuerpos políticos y tomando en 
cuenta sus intereses generales Ó colectivoc. Hasta una época 
reciente se habían considerado incluidos en el Derecho de Gen- 
tes Universal, los derechos privados concerníentes al extranjero; 
pero la multiplicidad de las relaciones diarias que motivan esos 
derechos y de las cuestiones á que dan lugar, ha permitido tratar 
separadamente esta parte mixta del Derecho Privado y dcl Pú- 
blico, formando con ella, bajo el nombre de Derecho hzter7zacio- 
iznl PP-ivado, una rama especial de la Ciencia, cuya importancia 
va cada día en alimento. Derecho Internacional Privado es, se- 



gfin Fcelix, el conjunto de reglas según las cuales se juzgan los 
entre el Derecho Privado de las diversas naciones; en 

otros términos, el Derecho Internacional Privado se compone de 
reglas relativas á la aplicación de las leyes civiles y criminales 
de un Estado en el territorio de otro Estado extranjero. 

3. CLASIFICACIONES DEL DERECHO PÚBLICO. - Apenas ne- 
cesitamos advertir que el Derecho Público es susceptible, á la luz 
de cierto criterio, de ser clasificado en Natural y en Positivo. Esta 
clasificación es general á todos los ramos del Derecho, y apli- 
cable á cada una de sus especies. Tal es la distinción que emana 
del diferente origen y naturaleza que se les puede atribuir. 

De los varios objetos que el Derecho Público 'comprende, 
nace su fundamental clasificación en Derecho Público Externo, 
internacional 6 ct'e Gentes, con el cual se significan las reglas que 
dirigen las relaciones de los Estados entre sí; y en Derecho Pd- 
blico Interno, que se refiere á las relaciones del Estado con los 

individuos. 
Hemos visto ya que dentro del Derecho Público externo cabe 

distinguir el Derecho Internacional Público, relativo á las obli- 
gaciones y Derechos generales de los Estados entre sí, del Dere- 
cho Internacional Privado que más atrás fue definido. Clara- 
mente fluye de estos conceptos que el Derecho Internacional 
Privado es parte integrante del Derecho Público Externo; y que 
el Derecho Público Interno es el que puede contraponerse al 
Derecho Privado. 

Contraídos el Derecho Público Interno que trata de las rela- 
ciones de las autoridades entre si y respecto de sus subordina- 
dos, enunciaremos sil clasificación objetiva. Divídese en Consti- 
tz~cional Ó PoZz'tico que, en general, organiza los Poderes Públicos 
y estudia las atribuciones de las autoridades superiores del Es- 
tado; en Derecho Administrativo, quese ocupa de las atribuciones 
de las autoridades subalternas de la Administración, ó regla, si 
se quiere, la acción y competencia del Poder Ejecutivo, es de- 
cir, de la Administración central, de las administraciones locales 
y de la jurisdicción administrativa; en Derecho Eclesiástico, que 
fija las relaciones del Estado con la religión 6 religiones que en 
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él se profesan; y e n  Derecho Penaló Crij~zi~zaZ, que define los de- 
litos, designa las penas y determina el modo de ~ rocede r  para 
la averiguación de  aquéllos y la justa aplicaciGn de éstas. 

4. DETERA~INACI~N DEL DERECHO CONSTITUCIONAL. - 
Establecidas las clasificaciones anteriores, conviene demarcar 
los límites del Derecho Constitucional con la posible ~recisión 
y brevedad. 

No es de alarmar su confusidn con el Derecho Penal, cuya 
materia es absolutamente diversa, y que forma parte del Dere- 
cho Públi,-o principalmente, por cuanto son el Ministerio Pú- 
blico y oficiosamente la Sociedad entera, quienes velan por s u  
aplicación particular; ni con el Derecho Eclesiástico, cuyos ob- 
jetos son muy caracterizados, y que, por lo demAs, no existe 
como autoridad espccial en países sujetos, como el nuestro, al 
régimen patronatista ó concordatario, á virtud del cual provee 
la Constitución por sí misma á todos los asuntos que, distraídos 
del Poder temporal, forman el Derecho Público Eclesiástico in- 
dependiente. 

Pero ha sido hasta aquí imposible deslindar la intersección- 
del Derecho Constitucional y del Derecho Administrativo. Sólo, 
es dado avanzar ciertos signos peculiares del uno y del otro; y 
qne emanan de las definiciones erisayadas. El Derecho Consti- 
tucional trata de  la organizacihn de los Poderes Públicos, y esta- 
blcce sus atribuciones. H a  solido agregarse á esta definición. 
que ~ldetermina la forma de Gobiernol,; agregado superfluo que 
ni esclarece la extensión de este ramo ni completa el concepto, 
y a  que la forma de Gobierno se induce fácilmente de las insti- 
tuciones mismas, particularmente de la temporalidad ó vitali- 
dad de las funciones de su Jefe, -sin necesidad de que ellas de- 
claren explícitamente si el Estado se constituye en República &. % 

en Monarquía. Puede, sí, avanzarse que todo cuanto á aquellos 
objetos se rcfiera, caerá dentro de los Iímitcs del Derecho Cons- 
titucional; y que serán materia de Constitución los preceptos.. 
que fijen la organización de  los Poderes Públicos ó que afecten 
al ejercicio de sus atribuciones. 

Por la inversa, es sabido que el Derecho Administrativo pro- 



vee á la ejecución de las Leyes que contemplan las necesidades 
colectivas á que la previsióii individual no alcanza; es sabido 
también que, contrapuesta á la idea de Gobierno, la de Adminis- 
tración envuelve otra: acto 6 ejecución del pensamiento Ó volun- 
tad directivos; y que el Derecho Adniinistrativo no crea, impulsa 
ni reforma. Pero, la competencia de la Administración, si puede 
concebirse, no puede precisarse, como no sea cn forma negativa 
que la extienda á todo lo que el Gobierno y la Constitución n o  
comprenden; pues el alcance de aquél y la materia de ésta s e  
rozan muy estrechamente con los objetos propios del Derecho 
Administrativo, sin que pueda, en ocasiones, dccirse dónde 
acaba la obra legislativa, que dispone, ni dónde empieza la esfera 
de la Administración que reglamenta ó ejecuta. No basta el jui- 
cio que de la Administración puede concebirse á discernir lo que 

al Derecho Administrativo compete, por siniilares que una y otra 
entidad parezcan; los hechos errsefian, además, que el concep- 
to  Administrativo adolece de l)onderaciones, á las veces difí- 
ciles de subsanar, originadas por la forzada delegación que de- 
fiere al Ejecutivo la detnarcación prudencial de sus facultades: 
generalmente desvirtuado en sus aplicaciones, el régimen admi- 
nistrativo no ofrcce la base de observación que podría precisar 
los límites del Derecho Administrativo. 

Puede, sí, definirse la diferencia más característica del uno y 
del otro Derecho. El Derecho Constitucional abarca la organi- 
zación de todos los Poderes Públicos; es decir, del Legislativo; 
del Ejecutivo y del Judicial; el Derecho Administrativo sólo 
reza con las autoridades subalternas del Poder Ejecutivo que 
estudia en todos sus detalles. Aquél es, por lo tanto, general! 
y mucho más comprensivo que éste, cuyas materias son particu- 
lares, aunque extendidas á todos los órdenes de la Administra- 
ción y de los servicios públicos. 

Ambos con, en fin, de gran relatividad, que contrasta con l a  
estabilidad del Derecho Privado, hijas de sus objetos respectivos: 
si el Derecho Constitucional es la resultante de un estado social 
determinado, y si el Derecho Administrativo es un conjunto d e  
reglas enderezadas á satisfacer las necesidades sociales sustraí- 
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dasá  la iniciativa privada, es evidente que uno y otro deben re- 
flejar las peculiaridades de los diferentes pueblo~ para que rigen, 
y ceñirse á las constantes mutaciones con que el tícmpo altera 
sus objetos dentro de  un mismo pueblo. 

5. CLASIFICACI~N DEL DERECHO CONSTITUCIONAI,. -El 
Derecho Natural y el Derecho Positivo son, como acabamos de 
verlo, dos vastas divisiones que han sido subdivididas; porque 
las relaciones humanas pueden considcrarse bajo muchos puntos 
d e  vista importantes. Una de esas subdivisiones principales ra- 
mifica el Derecho Filosófico y el Dcrecho Positivo. 

Pero, concretándonos al Derecho Público, vemos que entre cl 
llamado Filosófico, Derecho ideal que determina el modo cijmo 
debieran reglarsc las relacioncs de las autoridades con los ciu- 
dadanos, para ser conformes con la idea de justicia moral y 
social; y el Derecho Positivo, establecido en forma determinada 
por las autoridades csmpctentes de un país, en conformidad Ó 

disconformidad con el tipo racional, hay algo que debe tomarse 
en  cuenta para organizar los Poderes Públicos y definir sus atri- 
butos. 

(Á qué leyes debc sujetarse esa organización? (Cuál es la 
fuente y autoridad del Derecho Constitucional? L a  teoría filo- 
sófica, ya sea teolrjgica Ó metafísica, es sien~pre revocable á duda, 
cuando no á rechazos tan significativos como los quc durante la 
Revolución Francesa le fueron prodigados; la ecpcculación es in- 
dividual, no se impone como evidente; sus prioridades pueden 
ser creaciones puramente imaginativas, y sus principíos son á 
menudo ajenos á los factores humanos, que ante la Historia han 
sido y son causa de los efectos á que el Derecho Constitucional 
debe proveer. Por otra parte, es fuerza que la Ley Constitucio- 
nal tcnga otra inspiración que el capricho de un pueblo, y pre- 
constituído un f~~ndamen to  superior á la deliberación y acuerdo 
d e  v~luntades singulares. 

Tan oscuro es el criterio científico que á cstas materias se 
aplica, que la Ciencia de la Política tiene por objeto primordial 
d e  sus estudios, la combinación de los principios generales que 
el Derecho Público FilosGfico sanciona, con las circunstancias es- 
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peciales de cada Estado. Menester es confesar, como dice Bat- 
bie, que esa Ciencia no ha llegado á conclusiones ciertas; 10 que 

s e  atendida la naturaleza del objeto que Se Propone, ob- 
jeto esencialmente variable y relativo. AS[, Por ejemplo, la Cien- 
cia de la Política podrá decirnos cuál es el régimen mejor para 
una Sociedad conocida; pero la naturaleza de las Cosas no la 
permite determinar un tipo absoluto de Gobierno aplicable á 
todos los pueblos, y ni siquiera á un mismo pueblo en todos los 

períodos de su existencia. 
Puede sentarse como una enseñanza de la Historia que el ca- 

rácter instable y de! Derecho Constitucional, re- 

pudia la base de dogmas absolutos que no sean dictados por 
necesidades ó consecuencias sociales. Las sociedades no afectan 
un solo tipo; ni un mismo pueblo conserva perpétuamente las 
peculiaridades que sucesivamente asume; lo que para un Es- 
tado es necesario Ó coriveniente, es subversivo ó imprudente 
para otro: y aún en aquél, lo que funda hoy un precepto Consti- 
tucional, ni lo exigía ayer ni lo toleraría mañana. Coinciden, etn- 
pero, las condiciones de las diferentes épocas y pueblos, en más 
ó menos materias, según les sean más ó menos generales y pro- 
nunciadas la cultura y las múltiples derivaciones que la acom- 
pañan. Tales son los hechos que todo rnomento histórico pre- 
senta; y el movimiento Constitucional no se detiene, porque los 
estados sociales, á que deben responder y adaptarse sus leyes 
constitutivas, generalmente progresan. 

Estas consideraciones no necesitan fundarse; creemos que 
basta enunciarlas; su comprobación y desarrollo, qiie no tene- 
mos para qué exponer, corresponden á una escuela científica 
de  cuyo métoda tuvo cl Autor la intuición. 

El Autor creyó definitivamente quc un sistema político debe 
huir de la utopía y de la inspiración preconcebida para ser ver- 
dadero ante la Ciencia; y entendió por verdadera toda proposi- 
ción de carácter permanente y universal á sociedades que con- 
sideró en grado de civilización más ó menos definido y uniforme; 
apenas es necesario decir que para aceptar como enseñanza las 
leyes de una Sociedad, tomó por requisito su adhesión al régi- 
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men Constitucional. Todos los hechos sociales tienen su razón 
también social: y cuando esos hechos son graves, conformes en 
la mayoría de los pueblos cultos sometido; al régimen Constitu- 
cional, y consagrados como estables por lapsos más Ó menos 
largos, hay la base de la general utilidad para creer que eso e s  
lo más conveniente y lo que debe prevalecer. Las materias que 
tales testirnonios abonan son, pues, susceptibles de investidura 
científica, salvo en cuanto se trate de aplicarlas á un país d e  
condiciones peculiares Ó sustancialmente diferentes. El Ilere- 
cho Constitucional se forma, pues, á juicio del Autor, no d e  
principios inconcusos, y sí de conclusiones inducidas de lo j u e  
la gran mayoría de las naciones cultas ha adoptado en una mis- 
ma materia. 

El Derecho Constitucional Positivo produce, por lo tanto, 
siempre que la observación puede estudiarlo á la luz de una 
experiencia irreciisable, el criterio sobre que puede levantarse 
como sistema más ó menos definido el Derecho Constitucional 
Científico, cuyas conclusiones no se generalizan corno tales mien- 
tras no es dado eliminar la frecuente influencia de aquellos fac- 
tores particulares que casi en todo país dictan instituciones d e  
eficacia puramente nacional. 

El método genuinamente inductivo empleado por el Autor 
ahorra, á nuestro juicio, todo encarecimiento de las ventajas á 
quc por su medio se alcanza. No siendo esta la oportunidad d e  
fundar el principio experimental adoptado por el Autor, nos 
hemqs limitado á las insinuaciones indispensables para la ex-  
plicación de su procedimiento, y muy señaladamente del obser- 
vado en sus Estudios de Derecho Cotzstit~rcionnl Covzpnrado. 

6. ORIGEN DE LA SOCIEL)AD.-El hombre y la Sociedad son 
inseparat>les; tal es el hecho y la ley que atestigua la.  vida del 
género humano. 

El hombrc, como sér físico, intelectual y moral, no existe sino 
en la Sociedad. Como ser físico, no vive ni se sostiei-ic sino mc- 
diante los cuidados de sus padres, de la familia, lo que consti- 
tuye la Sociedad primitiva; como sér intelectual y moral, no vive 

ni  se desarrolla sino mediante la educacidn. L a  acción del De- 
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recho se ejerce de hombre á hombrc, á consecuencia del vínculo 
natural é indisoluble que existe entre él y la Sociedad. Fuera de 
ésta no hay relaciones posibles ni duraderas, y donde esas rela- 
ciones no existiesen no podría haber derechos ni deberes. E l  
estado de natzraleza, confundido con la idea de aislamiento ab- 
soluto y opuesto al de  Sociedad, destruye toda aplicacihn del 
Derecho y del Deber, y destruye al hombre mismo que, según 
sus condiciones de existencia material y espiritual, no puede 
vivir urio en Sociedad, y que, según la historia, ese testigo de  la 
humanidad no lia vivido jamás sino en la Sociedad de  familia, 
d e  tribu, de pueblo. 

La Sociedad, es piies, el estado natural del hombrc, á quien 
ha sido impuesta por el Creador Ó por las Leycs superiores 
que rigen al Universo. 

7. ORIGEN I' O R G A N I Z A C I ~ N  DEI, PODER P¿TRLICO.-L~ 
primera necesidad de  una Sociedad es la constitución de  un Po- 
der Público, puesto que sin 61 la vida común se vería atormen- 
tada por el desorden en permanencia. Pero, si bien la organiza- 
ción de este Poder es indudablemente una necesidad general, la 
manera de organizarlo depende mucho de los tiempos y de los 
lugares, del grado de civilización, del estado de las costumbres, 
d e  la5 tradiciones nacionales y de otras circunstancias análogas 
que dan lugar á los diferentes sistemas de Gobierno: el Republi- 
cano y el Monárquico, el Unitario y el Federal, el Democrático 
y el Aristocrático, el Representativo y el Despótico ó Absoluto. 

8. DERECHOS PO~~ITICOS.-S~ el objeto del Poder Público es 
conservar el orden en la Sociedad, regirla y gobernarla, es claro 
que su obra es esencialrncnte de inteligencia, de capacidad. De 
lo cual se infiere que los Derechos Politicos, que consisten en la 
participación que se tiene en la organización y en el ejercicio 
d e  las diferentes ramas del Poder Público, no corresponden, 
como los Derechos Naturales, á todos los miembros de la Sacie- 
dad, sino á aquellos que reunen esa capacidad é inteligencia 
necesarias para conseguir aquel objeto. Tal es el motivo por que 
s e  excluye á las mujeres, v. gr., del ejercicio de los Derechos Po- 
Iíticos, ó sea del Derecho Electoral y de la Elegibilidad. 
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9. NACIÓN O ESTADO; SUS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS.- 
Toda sociedad de personas que vive en común, que tiene por 
objeto la conservación y felicidad de los asociados, que se go- 
bierna por leyes emanadas de sí misma y que es dueña de una 
porción de territorio, es lo que sellama Nación ó E s t a d o . ( R ~ ~ ~ ~ ) .  

Los elementos constitutivos del Estado, sin los cuales no e s  
posible concebir su existencia, son: la Indejende?z~ia y la Sobera- 
d a .  Aquella cocsiste en no recibir lcyes de otra. La Soberanía 
consiste eii la existencia de una Autoridad Suprema que la di- 
rige y representa. (BELLO). Según otros, la Soberanía es la fa- 
cultad que tiene una Nación para constituirse conforme á la inte- 
ligencia (6 conforme al sentimiento) de sus necesidades y á la 
conciencia dc  sus Derechos; y la Soberanía sería, entonces un 
elemento interno, como sería exte~no el de la Independencia. 

Al organizar la Autoridad soberana es necesario tener presen- 
te que no debe ser sustituída á la vol~ntad  y á la fuerza legítima 
de los individuos, sino en los casos en que no puedan éstos ejer- 
cerlas por si mismos sin peligro. Es  necesario dejar siempre la  
mayor latitud posible 6 la acción individual, sin sujetarla á 
otras restricciones que las reclamadas por el respeto al Derecho 
ajeno y por el interés del Estado. La  misión de la autoridad 
es prcteger la espontaneidad de pensamiento y de acción en el 
individuo, y no la de embarazarla ingeriéndose en cada acto d e  
su vida. E n  otros términos, corresponde d la Autoridad conser- 
var el equilibrio de  las fucrzas individuales, que pugnan por ad- 
quirir una independencia anárquica, y de  las fuerzas sociales, 
que propenden á una concentración despótica; ó sea, armonizar 
el Orden con la Libertad. 

Para consegui; este objeto, es menester recordar que el Dere- 
cho Político, más que otro cualquiera, consiste en el equilibrio 
de las fuerzas contrarias que luchan en la Sociedad, y que las 
Constituciones no se dictan para obedecer á sistemas fijos. En 
el Derecho Privado, que se ocupa dc las relaciones jurídicas de 
individuo á individuo, es posible consagrar principios invariables. 
E n  Derecho Público es esto difícil, porque en Política mientras 
más ideas adquiere el hombre, más derechos tiene, y á medida 
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que la instrucción se difunde, las Constituciones deben ceder ne- 
cesariamente y ha de adquirir mayor ensanche la base de las 

libertades públicas- 
,o. DEI, G o ~ ~ ~ ~ ~ ~ . - G o b i e r n o ,  en su sentido más lato, 6 

Poder político, es el conjunto de autoridades que rigen el Es- 
tado en el interior y 10 representan en el exterior. 

La palabra Gobierno significa también la organización de los 
diversos ramos en que se divide'el Poder Político. E n  este sen- 
tido dice el artículo 2.0 (hoy 1.") de nuestra Constitución, que  
iiel Gobierno de Chile es Popular Representa t i~o .~~ 

Por último, la palabra Gobierlro se refiere únicamente á la 
rama del Poder Político llamada iiEjecutivoli. E n  este sentido. 
la usa nuestra Constitución en el inciso 1.0 de su artículo gG 

(hoy 27) y en varios otros. 
1 1 .  SEPARI\CION DE LOS PODERES.-Se ha dicho ya que la 

Sociedad no puede existir sin un Poder. Agregaremos ahora 
que éste se divide y ramifica según el grado de civilización á 
que ha llegado el estado social. 

En  efecto, todo Gobierno lleva envuelto en sí mismo 'á lo 
menos el germen de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judi- 
cial, y la diferencia entre el Absolutismo y la Libertad consiste 
precisamente en la confusión ó cn la distribución de estos ele- 
mentos. Reunidos en un solo hombre ó en una sola asamblea, 
sea aristocrática Ó popular, constituyen la Monarquía absoluta, el 
Despotismo de la antigua Venecia Ó de la Convención de Fran- 
cia. Separados y equilibrados los unos por los otros, constituyen 
el Gobierno' Libre, el Sistema Representativo, Repúblicas como 
Chile y Estados Unidos, Monarquías como Inglaterra ó Bélgi- 
ca. Como dice Montesquieu: llpara que no se pueda abusar del 
Poder, es menester que, por la disposición misma de las cosas, 
el Poder detenga a l  Poderi~. Según la feliz expresión de El Fe- 
deralista, la acumulación de todos los Poderes, Legislativo, 
Ejecutivo y Judicial en las mismas manos, ya de uno, de pocos 
6 de muchos, y sea á título hereditario, de nombramiento pro- 
pio (self nppointed) ó electivo, puede declararse que es la verda- 
dera definición de la Tiranía. 
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En las Monarquías representativas, el Poder Ejecutivo, una 
d e  las ramas del Legislativo y aun algunos miembro:, del Judi- 
cial, ejercen sus funciones Ó pueden ejercerlas por derechos he- 
reditarios. En las Repúblicas de la misma espccie, todos los Po- 
deres emanan de la Nación que delega su ejercicio á individuos 
elegidos por cierto tiempo y nunca más allá de su vida. Pasado 
ese tiempo, el ejercicio de los Poderes debe ser delegado por 
una nueva elección, en lo cual consiste el Poder que algunos 
publicistas llaman Electoral, cuya existencia debe ser libre y en- 
teramente independiente de los otros Poderes. 

Pero además del Poder Electoral que sc ejerce por los ciuda- 
danos activos con Derecho de sufragio y sólo periódicamente, 
debe existir también, en todo país regularmente constituido, 
otro Poder Público que tampoco funciona permanentemente y 
ni aun en épocas fijas y determinadas, sino cuando él mismo lo 
tiene por conveniente. Ese Poder es el Constitzlyente, ó sea el 
que tiene el deredho de derogar, reformar Ó modificar la Carta 
Fundamental del Estado, y que viene á ser así la base de todos 
los demás, el que fija las reglas íí que éstos deben sujeturze y el 
el que determina, en consecuencia, la forma de Gobierno. Aun- 
que el Poder Constitzlyente no tenga en ciertos países, como en 
Inglaterra, una existencia propia y separada del Legislativo, en 
principio difiere esencialmente de este último, que no puede 
obrar ó funcionar sino dentro de los límites que aquél le traza. 
Así nuestra Constitución ha consagrado terminantemente su 
existencia en Chile en sus artículos 165 á 168 (156 á 159) y en 
la partc final del artículo 40 (31) que sujetan su reforma á res- 
tricciones mayores que las de la Ley. Por esto, y reconociendo 
tan importante diferencia, el artículo 1.0 de nuestro Código Ci- 
vil define la Ley diciendo que es lbla declaración de la voluntad 
soberana que, mnnz$estnda e?z la forma prescrita por la Consti- 
tuciójz, manda, prohibe ó permite,!; de lo que se iiifiere que la 
Constitución está sobre la Ley, es la Ley de las Leyes, y que si el 
Presidente de la República puede reglamentar éstas, no inviste 
tal facultad respecto de aquélla; porque, obedeciendo al prin- 
.cipio generativo dc  los Poderes Públicos, palmariamente mar 



feStado en la Revolución de 1789, el Poder Constituyente dicta 
la Carta, ésta es reglamentada por la Ley y ésta lo es á su turno 

los Decretos del Ejecutivo. 
~1 Gobierno Ó Poder Político creado por la Constitución dicta 

la Ley, 15 ejecuta y la aplica en caso de controversia. Delibera, 
obra y juzga. Resulta de aquí que el Poder Legislativo debe 
confiarse á Asambleas deliberantes, y que conviene que el Eje- 
cutivo sea unipersonal. En cuanto al Judicial, su organización 
es mixta, pues hay Tribunales colegiados y unipersonales. Y 
para conservar el equilibrio de los tres Poderes y evitar los abu- 
sos en que pueden incurrir, les otorga recíprocas facultades de 
vigilancia é inspección, que vienen á constituir lo que se llama 
Pon'erI~zs~ectivo ó Conservador, ó sea, la expresión d: la concien- 
cia social. 

12. FORMAS DE GOBIERNO.-La diferente atribución de los 
Poderes Públicos, da la forma de Gobierno. 

La clasificación de las formas de Gobierno se hace en orden 
principalmente á la organización del Poder Ejecutivo y, en tal 
sentido, hay Monarquzás y Reptiblicas; en orden á la opción ge- 
neral ó restringida al desempeño de los cargos públicos, y as{ se 
caracterizan los Gobiernos como De~+zocráticos y Aristoc~áticos; 
en orden á la unidad ó pluralidad de Instituciones en pueblos 
,que pueden no tener otro lazo común que una misma Represen- 
tación exterior, y los Gobiernos son, en tal concepto, Unitarios 
y Federales; finalmente, se clasifican los gobiernos en Absolutos y 
Rep~esentativos según que todas las funciones públicas ó algunas 
heterogéneas estén concentradas en una misma autoridad, ó se- 
gún que estén encargadas á Poderes Públicos distintos que, por 
lo menos, deben de ser tres. 

Son propias de la Monarquía, la vitalidad y la consiguiente 
irresponsabilidad del Gobernante, que reina, pero no gobierna, 
según la expresión parlatnentaria. En la República, la respon- 
sabilidad es general a todos los funcionarios, salvo la ficción 
indispensable de la irresponsabilidad legal del Cuerpo Político, 
que es en Chile el Congreso: éste podría, de hecho, dictar una 
Ley inconstitucional, como más de una vez ha ocurrido; su  inobe- 

3 
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diencia no tiene más fiscalización que la muy limitada del v e t ~  
Presidencial; propiamente, carece de sanción positiva. E s  asi- 
mismo, fundamental en la República la temporalidad de las fun- 
ciones Ejecutivas, único medio que permite hacer responsables 
á quienes las desempeñan. 

El  Unitarismo consiste en que rijan en todo el territorio del 
Estado unas mismas Instituciones sustanciales. La  Federación 
consiste en que los diferentes pueblos que constituyen el Esta- 
do, conservan, en grado mayor ó menor, sus Estatutos particu- 
lares. E s  preciso distinguir el Sistei?za FedemZ que existe cuando 
la Constitución federaliza, es decir, extiende á todo el territorio 
nacional alguna otra materia, además de las relaciones exterio- 
res; de la Federació?~ ó Asoczación de Estados que no tienen Auto- 
ridad ni Lcy comunes sino en c u a ~ t o  á las relaciones exteriores 
se refiere; al primer sistema obedecen los Gobiernos de Estados 
Unidos, de la Confederación Argentina y de la Suiza; tipo de 
la segunda forma federal, y tal vez único ejemplo importante, es 
el Gobierno Germánico. Puede anticiparse, por lo tanto, que pre- 
domina la tendencia de organizar Federaciones centralizadas en 
más Ó menos objetos, no sólo en el de la Representación y polí- 
tica internacionales. 

Si la irresponsacilidad Monárquica es, por ejemplo, ocasiona- 
da por su naturaleza á reacciones violentas, de que son medio 
las revoluciones, no puede decirse cosa semejante de la forma 
federal de Gobierno ni tampoco de la unitaria: su conveniencia 
ó inconveniencia está subordinada á las circunstancias, sin que 
pueda preferírselas en absoluto. 

E l  Sistema Representativo de Gobierno consiste en que el 
Poder Público, dividido, á lo menos, en tres ramas, la Legislativa, 
la Ejecutiva, y la Judicial, se ejerza por medio de representantes 
elegidos periódicamente por la Nación entera ó por parte nume- 
rosa de ella. Suele contraponérseles en la teoría el Sistema de 
Democracia pura, en la cual los servicios públicos son dirccta- 
mente atendidos por el pueblo, Sistema excluído del mundo de 
los hechos, relcgado al de la especulación y al de la historia. 
E a  forma Absoluta de Gobierno es aquella que concentra en una 
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misma Autoridad todas las funciones l)úblicas, 6 funciones he- 
terogéneas. La clasificación de Gobiernos Representativos y Ab- 
solutos, no se corresponde en todas sus partes, sin que puedan 

Gobiernos ser calificados en un sentido ni en otro: par- 
ticipan de ambas formas y son denominados ~9zi.rtos; tales son 
aquellos en que los atributos dc los Poderes Públicos no están 
divididos tan precisamente como á la csencia Ó á derivaciones 
del Régimen Representativo convendría: la forma de  Gobierno 
de Chile, por ejemplo, es Representativa, por más que á ese ca- 
rácter repugnen las atribuciones judiciales que tiene nuestro Eje- 
cutivo. No parecen enteramente definidos los puntos dc con- 
traposicihn esencial de la forma Representativa y de la forma 
Absoluta de Gobierno. 

La  forma Democrática de Gobierno es la que, proponiéndose 
el Gobierno de !a Nación por sí misma, llama al desempeño 
de las funciones públicas á todos los ciudadanos que reunen 
condiciones de capacidad, inteligencia é independencia. La  for- 
ma Aristocrática sólo da acceso á todos ó algunos cargos públi- 
cos, á determinados individuos 6 clases socialec. L a  Aristocracia 
era Teocrdticn cuando se la exageraba hasta el punto de que 
sólo personas eclesiásticas pudiesen optar á todas ó algunas fun- 
ciones públicas; y es OlZgdrquica cuando cl número de individuos 
ó de claces con los cuales tiene que formarse el Gobierno, es  
muy reducido. 

La  conclusión que sobre tan importante materia arrojan los 
hechos, es que de nada vale para la Ciencia el clasificar 6 defi- 
nir de un modo especulativo las variadas formas de Gobierno 
que puedan adoptar las naciones. Hay Repúblicas más puras 
quc otras: el Sistema de Gobierno de los .Estados Unidos d e  
Norte América, es más conforme con los caractéres Republica- 
nos que el sistema consagrado por la Constitución de Chile; 
ambos Países son Republicanos, sin embargo. Hay Monarquías 
que participan de síntomas de Aristocracia y de indicios De- 
mocráticos: en Gran Bretaña la organización de la Cámara d e  
los Lores es propia de aquella forma de Gobierno; y la de la 
Cámara de los Comunes e6 propia de esta última. Y tales fcnó- 
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menos, cuya relación sería ficil multiplicar, ~ o d r á n  ser altamen- 
te justificados y convenientes; pero, ante la abstracción Política, 
ellos son anomalías irracionales. 

Si  esto significara algo, probaría que las abstracciones no 
son aceptables en Derecho Constitucional. 

I 3. CENTRALIZACI~N GUBERNATIVA.-Al hablar de la Cen- 
tralización, materia que ha dado lugar á tantas discusiones y 
sobre la cual eitán divididas las opiniones de los publicistas, de- 
bemos, ante todo, distinguir con Tocqueville, la Centralización 
Gubernativa de la Adminish,ativa. 

Hay en todo país intereses comunes á todas las porciones de  
su territorio, tales como la formación de las Leyes generales, las 
relaciones del pueblo con las Naciones extranjeras; hay otros 
intereses que se refieren sólo á porciones determinadas del te- 
rritorio, tales como las empresas Municipales. 

Concentrar en un mismo lugar 6 en una misma mano el Po- 
der de dirigir los intereses de la primera especie, es establecer 
la Centralización Gubernativa. Concentrar del mismo modo los 
intereses de la segunda, es lo que constituye la Centralización 
Administrativa. Aunque pueda haber puntos en que ambas se 
confundan, y aunque aquélla adquiere una fuerza inmensa 
cuando se la junta ésta, se concibe, sin embargo, que exista la 
primera sin la segunda. Asf, en Estados Unidos, Gobierno Fede- 
ral, y en Inglaterra,Gobierno Unitario, existe una fuerte Centra- 
lización Gubernativa, y, no obstante, ambos ofrecen, como dice 
Vivien, el ejemplo de Gobiernos desprovistos de Centralización 
Administrativa ( r  878). 

Si por Centralización se entiende simplemente la existencia 
d e  un Poder Central, es claro que no p u d e  existir Nación al- 
guna sin ella; porque, como dice Barrot, toda Sociedad se for- 
ma necesariamente de cierta porción de fuerzas individuales 
delegadas y centralizadas. Pero esta Centralización es la que 
Tocqueville llama Gubernativa y es la única que pucde consi- 
derarse como condici6n orgánica de toda Administración. 

E n  cuanto d la Centralización Administrativa, á que general- 
mente se llama simplemente Centralización, no creemos que 
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pueda er igirs~ en máxima dogmática, en materias de Adminis- 
tración, puesto que si hay Naciones donde no existe, eso prue- 
ba que cuanto tiene conexión con ella pertenece al dominio de  
lo dependiendo su existencia y su mayor Ó rncnor des- 
arrollo de las circunstancias peculiares de cada país. 

I,OS publicistas franceses que tratan detenidamente de esta 
materia, no están muy de acuerdo sobre el particular. Así, 
unos, como Vivien, sostienen que la Centralización es la base 
de la Organización Administrativa, tomando esa expresión en 

el sentido que le da Tocqueville; y otros, y entre ellos 
este eminente autor, sostienen que ¡¡un Poder Central, por 

quc sea, por sabio que se le suponga, no puede por 
sólo dominar todos los detalles de la vida de un pueblo, por- 

que semejante tarea sería superior 5 sus fuerzas, y si se empeña 
en hacer funcionar bajo su dirección tantos resortes diferentes, 
se contenta con un resultado incompleto y se agota en inútiles 
trabajos. ii 

Estas mismas discusiones prueban una vez más que al decir 
que la Centralización es una condición orgánica de  toda Admi- 
nistración, se habla de la Centralización Gubernativa; sin dejar 
por eso de reconocer que la Administrativa existe también en 
la mayor parte de las Naciones, y que si bien su desarrollo 
exagerado mata la libertad, su ausencia absoluta produciría la 
anarquía en la generalidad de los cacos. L a  cuestión scria no es, 
entonces, sino la del grado de ensanche que debe dársela; cues- 
tión ajcna á nuestro resorte y que cada Nación resuelve según 
su conveniencia. L o  discutible no es, pues, el principio mismo, 
sino su desarrollo más ó menos vasto. 

14. DIFERENCIAS SUSTANCIALES ENTRE LAS CONSTITU- 
CIONES DE 1828 Y J ~ E  1833.-Sobre este interesante punto his- 
tórico, nos referimos á las numerosas alusiones contenidas en 
L a  Constitz~ción ante el Congreso, -particularmente en lo relativo 
5 la organización del Senado y á la reforma de la Constitución, 
-en la Reseña /zistórica de la Constitz~ción de 1833, y en las de- 
más publicaciones del Autor. 

Por ahora nos limitaremos á recordar que la Constitución 



38 OBRAS DE DON JORGE IIUNEKUS 

dc 1828 creaba un Vicepresidente, de elección popular, que 
hacía las veces de Ministro del Interior y de Consejero de Es- 
tado más antiguo para los efectos de reemplazar al Presidente 
de la República; no creaba el Concejo de Estado ni reconocía 
la jurisdicción administrativo-coiitenciosa; no instituía el estado 
de sitio; establecía Asambleas provinciales de mandato popular 
directo, y autorizaba la acusación del Presidente y del Vice- 
presidente durante el ejercicio de sus funciones. No es necesa- 
rio fundar la superioridad, hoy generalmente reconocida, de 
esas Instituciones sobre las que actualmente rigen á virtud de 
la Constitución de 1833. Del estudio de las Obras que á estas 
páginas se siguen, se desprende la ventaja de aquellas ideas 
sobre los preceptos vigentes. 

No puede decirse lo mismo de la tendencia.descentralizadora, 
y hasta federalista, que domina en la Constitución de  1828. Las 
Asambleas provinciales á que nos hemos referido, fueron des- 
graciadamente desacreditadas para lo s~~cesivo al investírselas 
con las gravísimas atribuciones enunciadas en el artículo 114 

de dicha Carta. Sin abogar en manera alguna por la Centrali- 
zación Administrativa, son de lamentar la inoportunidad y la 
absoluta inconveniencia de las propensiones simbolizadas en 
las Asambleas provinciales de 1828. 

15. ENUNCIACI~N DE LAS REFORMAS INTRODUCIDAS E N  

LA CONSTITUCI~N DE 1833 (1) .  

I . ~  La  primera reforma de la Constitución de 1833, fué la 
dispuesta por la Ley de 8 de Agosto de 1871, relativa á los ar- 
tículos 61 y 62. Se suprimió por esta reforma la reelección Pre- 
sidencial para el período inmediatamente siguiente. 

z . ~  La Ley de 21 de Septiembre de 1873 reformó el'artículo 54, 
modificando el quomnz de las Cámaras, que antes era la mayo- 
ría absoluta para ambas, y que pasó á ser de una tercera parte 

(1) Vid. certificado de páginas 68 y 69, Constituciin Politica de la Re&¿- 
dlica de Chile, 1888; y Edición Oficial de  1874, documentos. 

E n  esta parte empleamos la numeración antigua de los artículos de 1 .  
Constitiición. 



del  número de Senadores y de una cuarta parte del número d e  

Diputados. 
3.5 La Ley de 13 de Agosto de 1874 modificó el inciso 3.O del 

6.0, reduciendo los requisitos necesarios para natura- 
lizarse, á residencia de un año, declaración ante la Munici- 
palidad respectiva del deseo de avecindarse en Chile, y solicitud 
de Carta de Ciudadanía, suprimiendo las antiguas exigencias de  
ciencia, arte, industria, propiedad, capital y residencia de diez, 
de seis y de tres años, según los casos; reformó el artículo 7.O, 
pasando á la Municipalidad del Departamento de la residencia 
la atribución, antes correspondiente al Senado, de declarar sobre 
la legalidad de la naturalización, y reduciendo al caso del in- 
ciso 3.O del artículo 6.0 la necesidad de dicha declaración antes 
extendida á todos los casos de dicho artículo; modificó el nú- 
mero 6.0 del artículo 12, alterando levemente la forma en que se 
garantiza el derecho de petición y agregando á esa garantía la 
d e  reunión, la de asociacián y la de libertad de enseñanza; su- 
primió el inciso 3.O del artículo ro, excluyendo así la calidad 
de deudor moroso del Fisco de entre las causales que suspen- 
den la Ciudadanía, y suprimió, finalmente el inciso 5.0 del ar- 
tículo 11, esto es, abrogó la pérdida de la Ciudadanía Chilena 
por la residencia durante más de diez años en país extranjero 
sin permiso del Presidente de la República. 

4." Una segunda Ley de reforma Constitucional, fechada en el 

mismo año, mes y día, reformó los articulos 19, 23, 24, 25, 26 
y 27; instituyó por ese hecho los Diputados suplentes; sustituyó 
la Incompatibilidad parlamentaria de los Párrocos y Vice-Párro- 
cos tí la de los eclesiásticos seculares con cura de almas, y exten- 
dió á todas las Provincias y Departamentos de la República la  
Incompatibilidad parlamentaria, antes relativa, de los Intcnden- 
tes y Gobernadores; redujo la Incompatibilidad parlamentaria 
de,los no nacidos en Chile y no naturalizados por carta á las per- 
sonas designadas en el inciso 3.0 del artículo 6.0, y á cinco los seis 
años de anticipación con que se debia de estar naturalizado; adi- 
cionó dichas Incompatibilidades con las optativas establecidas 
para los empleados con residencia fuera del lugar donde sesiona 
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el Congreso, é institiiyó la Incompatibilidad absoluta del cargo. 
de  Diputado con el de empleado retribuído de nombramiento 
exclusivo del Presidente de la República, excepcionando el 
cargo de Ministro de Estado y extendiéndose dicha incompa- 
tibilidad á los Senadores, á virtud del artículo 32; y reorgani- 
zó, componiéndola de Senadores elegidos directamente por las  
Provincias en número tres veces inferior al de Diputados é insti- 
tuyendo los Suplentes, la Cámara de Senadores, que antes cons- 
taba de veinte miembros elegidos en la misma forma en que aun 
se elige al Presidente cle la República, por electores condicio- 
nados con las calidades necesarias para ser Diputado, y cuy@ 
sufragio provincial se verificaba por lista completa. Esta  misma. 
Ley suprimió los antiguos artículos 28, 29, 30 y 31 que regla- 
mentan el sistema de elección de Senadores, y los artículos 33, 
34 y 35, relativos á la renovación del Senado, á la duración d e  
las funciones Senatoriales y al rcmplazo de los Senadores falle- 
cidos ó imposibilitados, materias que se trataban después de 
esta reforma en los articulas 25, 26 y 27, posteriormente modi- 
ficados A su vez, y que, por entonces, dispusieron que los cargos 
de Senadores propietarios y suplentes durasen seis años, que el 
Senado se renovace por terceras partes en forma casi idéntica á 
la que actualmente rige y que se procediese á la subrogación 
de los Senadores fallecidos ó imposibilitados, en la primera re- 
novación del Congreso, conservándose en esta parte el sistema 
primitivo, sin mas alteración que la exigida por la diferente re- 
presentación sobre que se reorganizaba el Senado. 

5." Por Ley de 24 de Octubre de 1874 se reformó la parte 6.a 
del artículo 36, suprimiéndose la atribución legislativa de auto- 
rizar al Presid~nte de la República para usar de facultades 
extraordinarias con designación expresa de las facultades con- 
cedidas y del tiempo de su duración, y reemplazándosela por 
la de *)dictar Leyes excepcionales y de duración transitoria que 
no podrán exceder de  un año, para restringir la libertad perso- 
nal y la libertad de imprenta, y para suspender ó restringir e l  
ejercicio de la libertad de  reunión, cuando lo reclamare la ne- 
cesidad imperiosa de la defensa del Estado, de la conservacióni 
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del Régimen Constitucional 6 de la paz interior,,, con los agre- 
gados de que la sanción pcnal se aplicará por los Tribunales 
establecidos y de que, fuera de los casos prescritos, no podrá 
dictarse Ley que suspenda Ó restrinja las garantías que asegura 
el actual artículo 10; se reformó el artículo 37, sustituyéndose 
á la composición de siete Senadores, la de siete miembros de 
cada Cámara que organicen la Comisión Conservadora; se mo- 
dificó el artículo 58, alterando sustancialmente el carácter y 
facultades de dicha Comisión, constituida desde entonces en 
protectora de las garantías indiviciuales, autorizada para dirigir 
al Presidente de la República las rcpresentaciones conducentes 
á ese objeto, pudiendo reiterarlas para pedirle que convoque 
extraordinariamente al Congreso cuando, á su juicio, lo exigie- 
ren circunstancias especiales, para prestar ó negar el consenti- 
miento que para algunos de sus actos debc requerir dicho 
Presidente, obligada á dar cuenta al Congreso, en su primera 
sesión, de las medidas que hubiere tomado en desempeño de  
su cargo, y conminada con responsabilidad para antc €1 Con- 
greso por toda omisión en el cumplimiento de sus deberes 
constitucionales, estableciéndose, al propio tiempo, como re- 
forma correlativa, la responsabilidad absoluta del Presidente de  
la República y del Ministro del ramo por los abusos ó atcnta- 
dos de sus subalternos, á los que, á pesar de las representacio- 
nes dc la Comisión Conservadora, no hubiere el Presidente 
puesto término dentro de sus facuitades y en castigo del funcio- 
nario culpable; se modificó el inciso 3." del artículo 82, que auto- 
rizaba al Presidente de la República para velar sobre la pronta 
y cumplida administración de Justicia y sobre la conducta mi- 
nisterial de los Jueces, reduciéndose dicha autorización á velar 
por la conducta ministerial de los Jueces y empleados del Or- 
den Judicial, pudiendo, al efecto, requerir al Ministerio Público 
para que reclame las medidas disciplinarias del Tribunal com- 
petente 6 para que entable, en su caso, la correspondiente acu- 
sación. Por la misma Lcy de reforma se modificó también el 
inciso 6.0 del dicho artículo 82, reduciendo la atribución que 
faculta al Presidente de la República para nombrar y remover 
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Consejeros de Estado á los de su elección; se sustituyó, sin 
objeto sensible, la palabra delito por la de cri~?zenes en el ar- 
tlculo 92; y, reformando los artículos 93,94,95,96 y 97, redujo 
dicha reforma sus innovaciones á omitir el nombramiento de  
comisión que resuelva si hay lugar á la admisibibilidad Ó al 
cxamen de la proposición que acusa á un Ministro del Despa- 
cho, conse:-vando sólo una comisión de nueve diputados que 
informen sobre si hay lugar á la acusación; y á suprimir, asi- 
mismo, dos de los cuatro plazos de ocho días que antes se 
prescribían, á reducir á cinco días otro de ellos, y.á exigir, según 
parece, como imperativa la comparecencia del Ministro, que, 
conforme á los artlculos primitivos, era facultativa de la Cámara; 
se alteró, sí, en modo sustancial, reformando el artículo 98, el 
carácter del juicio de acusación, ,quitándose al Senado la po- 
testad discrecional en la caracterización del delito y en el dis- 
cernimiento de pena, y suprimiéndose la privación de ulterior 
recurso para el acusado; en reemplazo de estos preceptos se 
dispuso que el Senado juzgase como el Jurado, limitándose á de- 
clarar sobre la culpabilidad, para la cual se requiere mayoria 
d e  dos tercios y que importa la destitución dcl Ministro, quien 
es, en seguida, juzgado con arreglo á las Leyes y por el Tribunal 
ordinario, sin que haya diferencia entre este juicio y cualquier 
otro proceso criminal; en la reforma del misrno artículo 98 se 
preceptúa que las demás acusaciones que entablare la CAtnara 
d e  Diputados, se sustancien en la misma forma que la de los 
Ministros del Despacho. Completando la reforma del sistema 
d e  acusación de los Ministros, reemplazó esta Ley el articu- 
lo 101, que prohibía á los Ministros separad& ausentarse en los 
seis meses siguientes á su separación, por un artículo cntera- 
mente distinto, según el cual todo Ministro puede ser acusado 
mientras funciona y en los seis meses siguientes á su separa- 
ción del cargo sin que pueda durante este plazo ausentarse de 
la República, como no sea con permiso del Congreso, ó en re- 
ceso de éste, de la Comisión Conservadora. Reorganizó tam- 
bién esta Ley el Consejo de Estado, modificando el artículo 102 

y la parte I . ~  del 104 en la siguiente forma: tres de sus 
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miembros son elegidos por el Senado, tres por la Cámara de  
Diputados, y de los cinco restantes de nombramiento del Pre- 
sidente de la República, un consejero representa al Poder Judi- 
cial, antes representado por dos miembros, debiendo elegirse 
tambien un solo Consejero, no dos como antes se hacía, de entre 
10s ex-Dignatarios políticos, Diplomáticos ó Administrativos; 
se creó un Vice-Presidente que reemplace al Presidente de la 
República en la Presidencia del Consejo y que es el Consejero 
más antiguo para los efectos contemplados en los artículos 66 
y 69; se conservó sólo la voz y se privó del voto á los Mi- 
nistros de Estado; y, reformándocc la parte del mismo 
artículo 104, se sustituyó la atribución dc resolver las disputas 
suscitadas entre el Gobierno ó sus Agentes y sus contratistas 
que al Consejo competía, por la de prestar su acuerdo para 
declarar en estado de asamblea una Ó más provincias invadidas 
ó amenazadas en caso de guerra extranjera. Reemplazó, final- 
mente, esta Ley el artículo 161, que suspendía el imperio de la 
Constitución en los puntos declarados en estado de asamblea, que 
prescribía que no pudiera la Autoridad Pública condenar por sí 
ni aplicar penas en caso de usar el Presidente de la República de 
facultades extraordinarias, y que limitaba sus medidas al arresto 
ó translación dentro de la República, por una nueva disposición 
que determina las facultades que al Presidente corresponden 
en estado de sitio, limitándolas al arresto de las personas en 
sus casas ó en lugares que no sean de detención pública, y á 
su translación dentro del Continente comprendido entre Caldera 
y Llanquihue, reduciendo la duración de dichas medidas á la 
del estado de sitio y eliminando de su alcance las garantías 
Constitucionales de los Miembros del Congreso. 

6.a La  Ley de 12 de Enero de 1882 reformó los artículos 40, 
165, 166, 167 y 168, es dzcir, suprimió la condición del origen 
Senatorial antes impuesta á las Leyes sobre reforma de la Cons- 
titución y alteró radicalmente nuestro sistema de reforma Cons- 
titucional. Anteriormente, ninguna moción de reforma podía ser 
admitida sin el apoyo de  la cuarta parte de los miembros pre- 
sentes de la Cámara en que se la proponía; admitida que fuera 
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á discusión, deliberaba la Cámara sobre la necesidad de refor- 
mar el artículo ó artículos en cuestión, y resuelto afirmativa- 
mente ese punto por mayoría de las dos terceras partes, pasaba 
dicha resolución al Presidente de la República para los efectos 
que la Constitucion establece en su párrafo i1De la formación d e  
las Leycsll; y una vez establecida por Ley la necesidad de la re- 
forma, el Congreso de próxima renovación discutía y deliberaba 
en su sesión primera sobre la reforma en proyecto, originándose 
siempre, como ya se ha dicho, la Ley de reforma en el Senado, 
y procediéndose por lo demás en la forma Constitucional que 
rige la elaboración de las Leyes ordinarias, Actualmente, á vir- 
tud de la reforma cuyo texto extractamos, la reforma Constitu- 
cional puede emanar de cualquiera de las Cámaras; no se puede 
votar su proposición sin asistencia de la mayoría absoluta de  
los Micmbros de que se compone, rigiendo en lo demás las re- 
glas de los actuales artículos 32,41 y 42; no puede el Presidente 
de  la República vetar, sino sólo modificar y corregir el proyecto 
de reforma, requiriendo dichas modificaciones mayoría de dos 
tercios en ambas Cámaras para que el proyecto sea devu~ l to  al 
Presidente en la forma observada; si cn dichas reformas sólo 
coincidiese parcialmente el Congreso, sin insistir por la mayoría 
Constitucional en las demás reformas antes propuestas y modifi- 
cadas, sólo aquéllas pasarán al Presidente para su promulgación; 
pero se le devolverá el proyecto de proposición en sil forma 
primitiva si las Cámaras no aprobar,eii las modificacionec é in- 
sistieren por mayoría de los dos tercios presentes en las refor- 
mas ya aprobadas. Las reformas aprobadas y publicadas, se 
someten á la ratificación del Congreso inmediatamente siguien- 
te, para que sin alterarlas absolutamente, se pronuncie sobre 
ellas; principia la deliberaciGn en la que fué Cámara de origen 
requiriéndose para la votación mayoría absoluta del número de  
miembros, y mayoría absoluta de los presentes para dar por 
ratificada la reforma; ratificado el Proyecto, cumple promulgarlo 
al Presidente de la República, y queda desde entocces incorpo- 
rado como parte integrante en la Conctitución. Las reformas 
aprobadas se publican por el Presidente de la República dentro 
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de  los seis meses que preceden á la renovacióri del Congreso, y, 
por lo menos, tres meses antes de verificar las elecciones, anun- 
ciándose al país que el Congreso en elección tiene el encargo 
d e  aceptar y ratificar las reformas propuestas. Si este Congreso 
dejare transcurrir su período sin ratificar dichas reformas, éstas 
se tendrán por no propuestas. En sesiones extraordinarias pue- 
de  el Congreso ocuparse de los proyectos de reforma Constitu- 
cional, aun cuando no estén incluídos en la Convocatoria; y 
puede el Congreso ratificante prorrogar, por derecho propio, sus 
sesiones hasta noventa días sin convocatoria del Presidente, 
para ocuparse exclusivarncnte en la ratificación, si así lo acor- 
daren ambas Cámaras por mayoría absoluta de votos, requirién- 
dose para la votación la mayoría absoluta de sus miembros; 
pueden asimismo deliberar en todo caso sobre la ratificación 
d e  las reformas propuestas en las sesiones extraordinarias á que 
hubieren sido convocadas por el Presidente de la República, 
aun cuando este negocio no hubiese sido incluído en la Convo- 
catoria. 

7.a Finalmente, la Ley de 10 de Agosto de 1888 suprimió el 
artículo 1.0 que demarcaba la República, y el 9.0 quc instituía 
la inscripción en el Registro Municipal y el boleto de califica- 
ción; reformó el artículo 6.0, eliminando la distinción entre 
solteros y casados, y exígicndo en todo caso veintiún años 
para ser sufragante; oinitiéronse los requisitos disyuntivos de 
propiedad inmueble, de capital en Sir0 ó industria, arte, empleo. 
renta ó usufructo, y se les reemplazó por la inscripción en el 
Registro Electoral del Departamento, debiendo ser dichos Re- 
gistros, públicos y duradcros por el tiempo que la Ley determine, 
y debiendo dichas inscripciones ser continuas, sin Gtra intcrrup- 
ci5n que la del plazo que la Ley de Elecciones fije; suprimió la 
palabra distinciones en el inciso 4." del artículo 11, es decir, la 
pérdida de 12. Ciudadanía por la aceptación de distinciones de 
Gobierno extranjero, sin especial permiso del Congreso; y re- 
formó, por último, el artículo 19, disponiendo que se elija un 
Diputado por cada treinta, no ya por cada veinte mil almas, y 
por una porción que no baje, no ya de doce mil, sino de quince 
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mil habitantes, suprimiendo los Diputados suplentes, estable- 
ciendo las elecciones extraordinarias para las Diputaciones que 
vacaren dentro de los dos primeros años dcl período Legislativo, 
y prohibiendo hasta la próxima renovación la reelección del 
Diputado que hubiese perdido su primer mandato, por desem- 
peñar ó por aceptar empleo incompatible; reformó el artículo 24, 
suprimiendo los Senadores suplentes; el 25, borrando su parte 
relativa á dichos Suplentes; reformó cn idéntico sentido el artí- 
culo 26; reformó e1 artículo 27, establcciendo un reemplazo por 
elección extraordinaria del Senador que caducase, y prohibiendo 
hasta el próximo trienio la reelección del Senador que hubiese 
perdido su primer mandato por desempefiar Ó aceptar un empleo 
incompatible; y reformó el artículo 73, exigiendo, no ya la pre- 
sencia de las tres cuartes partes del total de Miembros de cada 
Cámara, sino sólo la de sus mayorías absolutas para el escrutinio 
y la rectificación de las elecciones de Presidente de la República. 
No creemos que ofrezcan interés superior las reformas verifica- 
das por la Ley de 24 de Octubre de 1874 en los primitivos artícu- 
los transitorios de la Constitución ni el reemplazo de sus nuevos 
artículos transitorios por el único artículo hoy vigente, verificado 
por la Ley de Reforma de 10 de Agosto de 1888; ya que aq::ellos 
artículos han surtido sus efectos, y ya que el único artículo tran- 
sitorio que tiene actualmente nuestra Constitución se reduce D 
conservar hasta la primera renovación su actual mandato á los 
Congresales suplentes, á reemplazar por éstos á los propietarios 
que murieren ó perdieren su mandato, y á proveer, en fin, por 
medio de elecciones extraordinarias, desobedecidas y sin cum- 
plimiento posible á la fecha, el rcemplazo de las Senaturías ó Di- 
putaciones que vacaren y cuyos suplentes hubieren fallecido ó 
estuvieren ya haciendo las veces de propietarios. 

L a  precedente exposición puede dar idea del movimiento 
Constitucional habido en Chile durante el lapso de cincuenta y 
siete años transcurridos desde que se promulgó la Constitución 
vigente. Aunque las páginas precedentes no son sino una repro- 
ducción casi textual de las reformas Constitucionales promulga- 

das hasta hoy, no hemos vacilado en dar esa forma, por árida y es- 
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téril que ella parezca, al inolvidable bosquejo que de tan intere- 
sante materia hacía el Autor á sus discípulos; pues creemos que 
el conocimiento positivo de esas evo!uciones legales es funda- 
mental é indispensable base para la formación de un concepto 
sobre la Historia Constitucional de Chile, desde 1833 hasta 1888. 

16. PROGRAMA DE LA ASIGNATURA DE DERECHO CONSTI- 
TUCIONAL, POSITIVO Y COMPARADO.-Al terminar esta Lec- 
ción, juzgamos oportuno insertar el Programa de la clase de 
Derecho Constitucional, Positivo y Comparado, propuesto por 
el Autor y consagrado por las prActicas Universitarias. 

Antes de reproducir ese Programa que prebaró el Autor, en 
desempeño del artículo 26 de la Ley de 9 de Enero de 1879, y 
cuyas materias sustantivas se desarrollan en las Obras del Autor 
que á continuación se publican, observaremos que las Leyes 
complementarias de la Constitución, si por tales se estiman las 
que legislan sobre asuntos en que la Constitución se ocupa, no 
son tan sólo las que en seguida se enuncian, sí que también 
muchas otras que, como la de Municipalidades, se estudian en 
diferentes Asignaturas Universitarias; recordaremos que las Le- 
yes interpretativas de la Constitución, relacionadas en dicho 
Programa, son cuatro, relativas, una al artículo 5.O, otra al ar- 
tículo 23, otra al artículo 67 y otra al artículo 162 de la Carta, 
según la numeración primitiva de sus artículos; y advertiremos, 
finalmente, que las Constituciones comparadas de un modo 
principal con la nuestra, son: de fecha 1215 la Inglesa, 1787 la 
Norte-Americana, 1824 la Brasilera (1), 1874 la Suiza, 1875 la 
Francesa y 1876 la Española. 

E l  Programa de nuestra referencia dice así: 
L a  enseñanza del Derecho Constitucional, Positivo y Com- 

parado comprende: 
1.O Reseña Histórica de la Constitución de 1833. 
2.0 Constitución Política de Chile, comentada con todas las 

(1) Derogada de hecho por la Revolución Republicana, próxima A susti- 
tuirse por el Proyecto de Constitución, que se someterá á la ratificación del 
Congreso convocado para el 15 de Noviembre de 1890. 
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cuestiones que se detallan en el Índice que se contiene al fin 
de  los dos volúrnencs de la obra titulada La Constitz~ción ante 
J Congreso. Esas cuestiones forman parte de este Programa. 

3.0 Leyes que han reformado la Constitución de 1833. 
4.0 Leyes que la han interpretado. 
5.0 Leyes de Expropiación por causa de utilidad del Estado, 

d e  14de Agosto de 1838 y de 18 de Junio de 1857. 
6.9 Leyes sobre Incompatibilidades. 
7.0 Ley de 16 de Septiembre de 1884 sobre Contribuciones, 

Presupuestos y Cuentas de inversión. 
8.0 Ley de 4 de Julio de 1878 sobre el Cómputo de votos. 
9.0 Ley de 10 de Septiembre de 1887 sobre Tramitación de 

solicitudes particulares. 
10. Ley de 4 de Septiembre de 1884 sobre Elección de los 

miembros de la Comisión Conservadora. 
11. Artículos 122 y siguientes de la Ley orgánica de Tribu- 

nales sobre nombramientos de Jueces por el Presidente de la 
República. 

12. Ley de 21 de Junio de 1887 sobre Reorganización de los 
Ministerios de Estado. 

13. Ley de 15 de Septiembre de 1883 sobre el servicio Di- 
plomático. 

14. Ley de 25 de Septiembre de 1884 sobre Garantias á la 
Libertad Individual. 

I 5. Sistemas Electorales. Ley General de Elecciones de 12 

de  Enero de 1884. Comparación de la misma con las Leyes de 
1833, 1842, 1861, 1869 y 1874. 

El Frofesor deberá comparar las disposiciones fundamentales 
de la Constitución Chilena con la Legislación Constitucional 
d e  los Estados siguientes: 

Estados Unidos de Norte América, 
suiza, 
Francia, 
Inglaterra, 
Brasil y 
España. 



SUCINTA 

DE LA CONSTITUCI~N DE 1.A REPÚBLICA DE CHILE 

JURADA Y PROMULGADA EL 25 DE MAYO DE 1833 
-6- 

(Escrita por don Jorge Huneeus á solicitud del Ministerio de Relaciones Exteriores de la 
República de Chile y con el objeto expresado en notas anteriores) 

Ninguna importancia tienen, para dar á conocer el origen de 
la Constitución que hoy rige en Chile, cl Rcglamento Provisorio 
sancionado el 14 de Agosto de 181 I, ni la Convención ajustada 
en 12 de Enero de 1812 entre los Delegados dela Junta de Go- 
bierno de Santiago y los de la de Concepcidn; ni el Reglamento 
Constitucional Provisorio sancionado el 27 de Octubre de 181 2, 

que rigió hasta el 6 de Octubre de 1813; ni finalmente, el Re- 
glamento para el Gobierno Provisorio, de 17 de Marzo dc 1814, 
que rigió sólo hasta el 23 del siguiente Junio, fecha en la cual 
don José Miguel Carrera asumió el mando Supremo en Junta 
organizada con el presbítero don Julián Uribe y don Manuel 
Muñoz de Urzúa. 

El régimen político que aquellos ensayos Constitucionales 
iniciaron, cayó por tierra, juntamente con la lapatria Viejall, en 
Rancagua el 2 de Octubre de 1814, fccha inicial dc la éra luc- 
tuosa que se conoce con el nombre de  reconquista Españolall 

4 
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y que terminó en Chacabuco, cl glorioso día 12 de Febrero 
de 1817. 

Después del brillante triunfo que las armas chileno-argen- 
tinas obtuvieron contra las españolas en la memorable jornada 
de Chacabuco, el Gcneral don Bernardo O'Higgins fué procla- 
m a d . ~  en Santiago por doscientos diez individuos reunidos en 
Asamblea popular Ó Cabildo Abierto, Director Supremo de la 
Xepzibdicn de Chile. Aqucl Gobierno no pudo ser, como es fhcil 
comprenderlo, recordando las circunstancias en que se organi- 
zó, sino un Gobierno de Iiecho, esencialmente militar y revesti- 
do de facultades omnímodas, incompatibles con todo Sistema 
Constitucional. 

Cuando se hubo proclamado soleinncinente la Independencia 
de la República de Chile, el I 2 de Febrero de I 8 I 8, y las hues- 
tes espaííolas hubieron cxperimentaclo n1Jeva y decisiva derro- 
ta cn los campos de Maipo cI 5 de Abril del mismo ario, fué 
forzoso constituir la República de una manera regular, aunque 
fuera sólo aparentemente. 

Dictóse, al efecto, la Constitución dc I 8 I 8, publicada el 10 de 
Agosto de aquel aíío y sancionada el 23 de Octubre siguiente. 

Apenas es necesario insinuar que esa Constitución, como to- 
das las que, poco ó mucho, han regido en Chile, establecía la 
forma de Gobierno Republicana y abolía la esclavitud. Acerca 
de tan graves problemas políticos jamás Iia habido divergencia 
de opiniones entre los chilenos. Pero, al confiar el Poder Ejecu- 
tivo á un Director Supremo casi omnipotente, aquel Código se 
cuidó poco del Poder Legislativo, que encomendó á un Senado 
coinpuesto de cinco Vocales propietarios y de cinco suplentes, 
todos nombrados por ese mismísiino Director Supremo. Esta 
sola circunstancia basta para comprender que la Constitución 
de 1818 no importó en realidad otra cosa que la consagración 
de la Dictadzlva de Iiecho, que á la sazón ejercía cl General 
OJHiggins, y quc en nada cambió la anterior situación de la 
cosa pública. 

1-Iubo de pen5arse, pot lo tanto, en dictar una nueva Consti- 
tuciói~ que desvaneciera la justísiina alarma causada por la pro- 
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longación de un Sistema Dictatorial que contaba ya con más dc 
cinco afios de fecha. 

Promiilgóse otra el 30 de Octubre de 1822. 
Más de.;graciada fué la nueva que su antecesora, pues había 

sido combinada también para mantener, inas ó menos velada- 
mente, toda la suma del Poder Público en manos del Director 
Supremo, cuyo mandato prolongaba por dim a.ños más todavía. 

Apenas tres meses alcanzó á regir la Coilstitución de 1822. 
El  28 de Enero de I 823, fecha de la abdicación del General 

~ ' ~ i g g i n s ,  puso término súbitamente á la existencia dc aquel 
Código, cuya muerte coincide casi con su nacimiento. 

La Junta Provisoria que asumió el Gobierno de la República 
el mismo día de la abdicación del General 07Higgins, ccdió 
pronto s ~ i  puesto al Capitán General don Ramón Freire. Cuando 
~ s t e  bizarro y simpitico Jefe desempefiaba la Dirección Supre- 
ma del Estado, sc promulgó, el 29 dc Diciembre de 1823, la 
Constitución Política conocida con el iioinbrc de aquel año. 
Obra, en su mayor parte, del señor don Juan Egafia, esa Cons- 
titución, que ha regido como Ley en ZIJ Jgdicial hasta cl 1.0 de 
Marzo cle 1876, era en todo lo demis en extremo complicada, 
difusa, reglamentaria y tan iinpracticable, que una sirizple Ley 
dictada el 10 de Enero de 1825, la dezlaró i~zsllbszj-tente erz todas 
slls partes. 

¡Fatal antecedente el dc  un Congreso Co~tstituZdo que derriba 
por completo la Coristitución misma que le había dado existen- 
cia! Ese fenómeno chocante de un Podcr meramente Legisla- 
tivo que se sobrepone 5 la Ley Fundamental que le dió vida, 
se repitió más tai:de con motivo de la reforma de la Constitución 
de 1828. 

Desde cl recordado día 10 dc Enero de 1825 Iiasta cl 8 de 
Agosto de 1828, fecha en que se promulgó la Constitución que 
lleva al pie la firma del Vicepresidente de la República, Gei~c-  
ral don Francisco Antonio Pinto, y la de los Ministros don 
Carlos Rodrígucz, don Francisco Ruiz Tagle y don JosP Ma- 
nuel Borgoño, la República careció-de toda Constitución pro- 
piamente dicha, 
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Semejante estado de cosas no podía prolongarse. La  inquie- 
tud natural de los espíritus, producida por los repetidos cambios 
en el personal del Ejecutivo, por movimientos militares del 
peor carácter, por cI justo dcseo de poner término á tan anómala 
situación y por la noble aspiración de alcanzar lo que se creía 
~ n á s  perfecto, contribuyó á generalizar la ideas federalistas. 

Algunos v;irones tan ilustrados como ilusos, creían encontrar 
en ellas un eficaz remedio para la salvación de  la República, 
suponiendo que el Sistema Político adoptado con tan buen éxito 
por los Estados Unidos de América habría de producir en Chile 
idénticos resultados. 

iError funesto que ha causado males gravísimos á mas de 
una de las Repúblicas Hispano-Americanas! 

Si es verdad que la Constitución de 1828, obra del Partido 
Liberal entonces imperante, adoptó la forma Unitdvid de  Go- 
bierno, debe reconocerse que en sus detalles no se ajustó á esa 
base. Al fijar en ocho el número de las Provincias en nuestro 
Territorio; al establecer en cada Provincia una Asamblea es- 
pecial compuesta de doce miembros, á lo menos, eIegidos di- 
rectamente por el pueblo: al confiar á esas Asambleas, distintas 
por siipucsto de las Municipalidades y de las dos CAmaras que 
formaron el Congreso Nacional, las atribuciones que detalla el 
artículo I 14 dc aquel Código, algunas de éstas tan graves como 
la de nombrar Senadores, la de proponer para los nombra- 
mientos de Intendentes: al hacer todo esto, se obró sin duda, 
cori los más sanos y más levantados propósitos; pero se echó 
en olvido que, en aquella época de desórdenes y turbulencias, 
era incriester organizar un Poder Ejecutivo central que estu- 
viera investido, siquiera, de las facultades necesarias para hacer 
efectivas la seguridad de los ciudadanos y la conservación del 
orden público. 

La  Constitución de  1828, bellísimo conjunta de principios 
liberales y de preceptos hábilmente combinados, es Lna de las 
más adelantadas que se conocen, Escrita por cl eminente lite- 
rato español don JosÍl Joaquín de Mora, encanta su lectura. 
Desgraciadamente, aquella obra simpática 110 correspondía á 



la verdadera y entonces poco satisfactoria situación dc la Ke- 
pública. Fué dictada medio siglo antes de la fecha en que ha- 
bría debido cerlo, y corrió la misma triste suerte que el des- 
tino había deparado á sus tres antecesoras, las Constituciones 
de 1818,1822 y de 1823. Aunque pretendió regir sin alteración 
solamente hasta el año de 1836, fijado para su reforma en su 
artículo 133, apenas alcanzó un lustro de precaria y ficticia 
existencia, cediendo el puesto, después de agitada lucha y de 
violentos trastornos, á la que fué jurada y promulgada el 25 de 
Mayo de 1833. 

¿Cómo pudo efectuarse esa reforma tres alios arites de la fe- 
cha que para ello determinaba la mismísima Ley Fundamental 
que se intentaba modificar? 

Para contestar la interrogación precedente, bastará recordar, 
á fin de no salir de los límites de este rapidísimo bosquejo, quc 
la guerra civil que, en la segunda mitad de 1829, estalló entre 
el Partido Liberal ó Pz;óiolo, á la sazón gobernante, y el Partido 
Conservador ó Pelzdcótz, tuvo sangriento desenlace á favor de este 
último, en el campo fatídico de Lircay, el nefasto día 17 de 
Abril de 1830. 

Enser?o:eado del Poder Público el Partido triunfantc, se 
preocupó muy principalmente de arbitrar algún medio que, sal- 
vando las apariencias, hiciera posible derogar la Constitución 
de 1828, que había sido cien veces violada y quc regía sólo no- 
minalmente. Toda reacción política es siempre más Ó menos 
violenta después de una lucha fratricida, y corno el sendero de 
la inconstitucionalidad había sido adoptado por el Partido Li- 
beral, cuando por una simple Ley declaró iizsztósistente la Cons- 
titución de 1823, el Partido Conservaclor dictó, á su turno, la 
Ley de 1.0 de Octubre de I 83 1, no para declarar insubsistente 
la Constitución de 1823, sino para aizticipar la fecha que ésta 
misma sefialaba para su reforma. 

Se ha indicado más arriba que el artículo 133 de la Consti- 
tución dc 1828 prescribía que, el año de I 836 convocaría el 
Congreso una gran Convención, con el único y exclusivo objeto 
de reformarla ó adicionarla, debiendo una Ley determinar el 
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procedimiento, el número de Miembros de dicha Convención y 
demás circunstaiicias. 

Esa Ley fué dictada anticipadamente el recordado día 1.O de 
Octubre de 1831, ordenando que la gran Convención destinada 
á reformar ó adicionar la Constitución, se reuniera á la ~xayor 
brevedad. E n  los veinte artículos que la componen, la Ley citada 
consignó todos los detalles del caso, y todos ellos fueron cumpli- 
dos, dando lugar A que se instalara solemnemente el 20 del recor- 
dado mes de Octubre de 1831, la Gran Convención que Co~tsti- 
tc~cz'n~zaline~zte no debió funcionar sino cinco años más tarde. 

Fué resultado de los trabajos de esa Convencicin la Constitu- 
ción Política de 1833, obra, en su mayor parte, del señor don 
~ a r i a h o  Egaíía, uno de los Miembros más caracterizados é im- 
portantes del Partido Conservador. 

No hay para qiié analizar esa Constitución, que debe publi- 
carse á continuación de estas líneas. Pero conviene, si, recordar 
que ella fué dictada obedeciendo, coino era natural esperarlo, á 
un espíritu diametralmente opuesto al que dominaba en su 
antecesora. Organizó la República sobre una base realmente 
unitaria; centralizó el Poder Ejecutivo más aún de lo preciso, 
introdujo cn nuestras Instituciones el estado de sitio, y es, para 
decirlo todo de una vez, la misma Constitución que hoy toda- 
vía nos rige, con las reformas efectiiadas en estricta conformi- 
dad á las reglas que ella prescribe, por la Ley de 8 de Agosto 
de 1871; por la de 25 de Septiembre de 1873; por las dos de  13 
de Agosto de 1874; por la de  24 de Octubre del mismo año, y 
finalmente, por la de 12 de  Enero de 1882, que cambió sustan- 
cialmentc el sistema anteriormente establecido para adoptar la 
reforma del propio Código Fundamental (1). 

(1) las Leyes de reforma citadas hay que agregar la de 10 de Agosto 
de 1888, proniulgdda con posterioridad P la publicacibn de esta Reseña. 
Coi110 se sabe, la últiiiia Ley de reforma ha suprimido los artículos 1." y 9 : O ,  

reforniado el 8.0, el inciso 4 . O  del articulo 14 g los rirticulos 19, 24, 25, 26, 
27 y 73 y suprimido los antiguos articulos transitorios 2." y s.", y los nue 
7-0s transitorios r .O y 2.0  Su iiunieración es la antigua de la Constituci6i1, 
(Arotn dc los Edifores) . 
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Si éste adoleció en su origen de un vicio evidente, es forzoso 
confesar que el transcurso de más de medio siglo lo ha purgado 
coi1 exceso. Cualesquiera que sean los defectos de que adolezca 
nuestra Constitucidn, que toda obra humana los tiene, debe re- 
conocerse que á su sombra nuestra joven República ha prospe- 
rado cual otra alguna de  sus hermanas, y ha alcanzado un 
puesto eminente entre las Naciot~es más serias, más cultas y 
más sólidamente organizadas. El Régimen Constitucional ha 
echado en nuestro suelo tan hondas raíces, que la raquítica y 
débil planta dc 1833, se ha convertido en un árbol semisecular 
y gigantesco, bajo cuyo frondoso ramaje se cobijan todos los 
buenos ciudada~ios que habitan el fecundo y ameno Territorio 
de Chile. 

Nadie, nadie absolutamente pretendería hoy en la República 
que el Código fundamental se reformara con desviación de las 
regias que él mismo tiene establecidas para tan interesante 
objeto! 

Tal es, bosquejada en pocas palabras, la Ilistoria de la actual 
constitución Chilena, al presente una de las más antiguas del 
miindo civilizado. El. Comentario Positivo de sus disposiciones 
se encuentra consignado en nuestro Libro La Cotz~titz~ci072 mzte 

el Co~zg~eso, al cual nos referiríamos si se quisiera entrar en de- 
talles. 



E n  desemfeño de la Coinisión que nos ha cofzferido el 

Congreso Nacional, ce~~tzjícamos: que, con arreglo n' das 

Reformas efectuadas hasta la fecha, sdlo el que sz@e es, 

conservando la n~zumeración prifnitiva de sus a~lirculos, el 

texto literal vzgente de la Constitució~z Politica de la Re- 

#ziblica de Chile. 

Sala de la Comisión, d 1 . O  de I3iciembl.e de z ~ ~ ~ . - A L E -  

JANDIZO REYES,  S e n a d o r . - M ~ ~ u ~ L  JOSÉ IRARRAZAVAL, 

Senador.-JORGE 2 . O  HUNEEUS,  Diputado por la Serena. 

- I S I D O R O  E R R ~ L U I Z T Z ,  Diputado por Caliquenesii (1). 

(1) Preámbulo de la Constitución publicada en 1877, omitido en la Edi- 
ción de 1888. Esta Edición lleva al frente el preámbulo Primitivo de la Cons- 
titución, y se termina con el certificado de su autenticidad literal. 

Naturalmente, se conserva en la Obra el texto Constitucioilal de 1874 
que es el comentado. (Nota de los Editores). 



R E P Ú B L I C A  DE C H I L E  

Del Territorio 

ARTÍCULO P~IIMERO (suprimido) (1) 

1iEl Territorio de Chile se extiende desde el Desierto 
de Atacama hasta el Cabo de Hornos, y desde las Cor- 
dilleras 'de los Andes hasta el Mar Pacífico, compren- 
diendo el Archipiélago de Chiloé, todas las Islas adya- 
centes y las de Juan Fernándezt~. 

Mucho se ha escrito para sostener la utiiidad de este artículo, 
tomado de las Constituciones anteriores á 1833, á nombre de la 

(1) Este articulo, y en consecuencia, el capitulo misnio, han sido suprimi- 
dos por el articulo 1.O de la Ley de Refornia Constjtucional, promulgada 
el 10 de Agosto de 1888. Aconsejada y fundada esa supresión en el Comen- 
tario, se ha creido conveniente conservarlo asi por su ralo;. histórico, cuanto 
por el prcstigio de la confirmación que aquella circunstancia agrega ri los 
juicios del Autor. Razones semejantes nos inducen a proceder en igual for- 
rna en los casos análogos que se presentan en el cuerpo de estas Obras. 
( r o t a  de los Editores). 
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necesidad de que un país que entraba á figurar en la categoría 
de  las Naciones Soberanas 6 independientes, manifestara al 
mundo civilizado la extensión de Territorio sobre la cual pre- 
tendía ejercer jurisdicción. Prescindiendo de digresiones acerca 
de su origen histórico, pues ellas á ningún resultado práctico 
nos conducirían, nosotros pensamos que la extensión de Terri- 
torio que abarca un país es iin hecho ntaterial, contingente y 
sujeto á continuas variaciones. Si esto es cierto, se llega á la 
consecuencia de que el artículo citado no es materia propia de 
una Constitución, que no está llamada á reconocer he;hos, sino 
á establecer Principios fundameritales que sirvan de base á la 
organización de los Poderes Públicos de la Nación, determi- 
nando, de una manera genera!, las atribuciones de cada uno de 
ellos. 

Considerada así la cuestión, podria sostenerse que el artícu- 
lo 1.O tiene por objeto impedir las enajenaciones ó desmem- 
braciones del Territorio que en él se menciona. Para llevar á 
efecto actos de tan grave naturaleza, se requeriría la inter- 
vención del Poder Constituyente; se necesitaría reformar el 
artículo, procediendo conforme á las reglas que para ello esta- 
blece la misma Constitución. 

Tal parece ser la mente del articulo, si se le quiere atribuir 
efecto alguno positivo. Ni aún el Presidente de la República, 
obrando de acuerdo con el Congreso, podría ceder porción al- 
guna del Territorio en él demarcado, ajustando al efecto un 
Tratado Internacioiial en la forma que previene el inciso ig del 
articulo 82 (art. 73) (1). 

Pero la verdad es que, si llegara á ocurrir un caso semejante, 
la Nación que, después de haber sostenido una guerra con Chi- 
le y de haber obtenido enCella la victoria, exigiera, por via de 
indemnización, una parte de nuestro Territorio, grande ó pe- 
quefía, no estaría probablemente dispuesta á aguardar que la 

(1) La cifra 6 cifras colocadas entre paréntesis a la derecha del número 
de orden de cada articulo, indica la numeración actual de la Constitucióq 
de 1833. 



reforma del artículo se verificara dentro del largo tiempo que 
podría ser necesario para dar cumplimiento á los preceptos 
contenidos en los artículos 165 á 168 de nuestra Ley Funda- 
mental. 

E s  probablc que en una emergencia semejante las autorida. 
des chilenas tendrían que sujetarse á las reglas que, para cele- 
bración de Tratados, establecc el Derecho Internacional, y nada 
más que á ellas. 

Supongamos, por otra parte, el caso inverso: que en lugar de 
cesión de una parte del Territorio, se tratara de ensancharlo, de 
adquirir una porción de Territorio extranjero. <Cómo se procc- 
dería para llevar á efecto Constitucionalmente esa adquisición? 
¿No contrariaría ella lo dispuesto en este artículo, ya que una 
vez consumada, los límites de la República no serían en ade- 
lante los que él determina? 

Indudablemente, los Convencionales de 1833 no previeron el 
caso, puesto que en toda la Constitiición no se encuentra pre- 
cepto alguno que tienda á resolverlo. No se pensó entonces en 
la posibilidad de que ocurrieran en Chile los cambios frec~ientes 
que en las Naciones del Viejo Mundo experimenta la extensión 
del Territorio Nacional, que hoy se ensancha y mañana se res- 
tringe, cediendo, la mayor parte de las veces en que ello ocurre, 
Cl. la dura é inflexible ley de la iieccsidad. 

Pero la circunstancia fcliz de que tales ca,mbios no se hayan 
efectuado en Chile y la poca probabilidad de que lleguen á 
efectuarse en lo futuro, no impiden la posihilidad de que al- 
guna vez ocurran, y preciso es que alguna de las Autoridades 
Constituídas sea competente para resolver acerca de tan grave 
materia. 

Nosotros creemos que, d falta de designación expresa en la 
Constit~ción, debe entenderse. que la facultacl de ensanchar el 
Territorio chilcno, mediacte estip~ilaciones ajustadas con la Na- 
ción cedente de la pcrción que nosotros adquiriéramos, no po-  
dría corresponder sino al Presidente de la República de acuerdo 
con el Congreso, dc la misma manera que se procedería en 61 

caso de todo Pacto Internacional. 
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El artículo que estudiamos ha sugerido otra cuestión. Se  ha 
querido deducir de su letra que C ile no puede pretender dere- k' 
chos sobre otra extensión de Territorio que la que en él está 
expresamente demarcada. 

Nosotros pensamos que semejante deducción es de todo pun- 
to  inadmisible: I.O, porque la Constitución de un país es iin Có- 
digo de Derecho Público Interno; y 2.O, porque siendo el único 
objeto posible de este artículo impedir las enajenaciones 6 des- 
mcmbraciones del Territorio, es evidente que no se refiere ni 
puede referirse sino á la porción del Territorio que él mismo se. 
ñala, 6 sea á aquella sobre la cual tenemos un derecho á todas 
luces it.icuestionable, mas nó á aquellas que, perteneciendo á 
Chile, podrían, sin embargo, serle disputadas. Así, el artículo 
impediría enajenar la Provincia de Santiago; pero no seria obs- 
táculo para que se cediera ó enajenase, por ejemplo, el Territo- 
rio Yatagónico. 

Para nosotros, el artículo 1.0 de nuestra Constitución no 
significa otra cosa que una prohibición impuesta á las Autorida- 
des de enajenar porción alguna del Territorio comprendido den- 
tro de los limites que en él se designan; pero él no dice que sólo 
ése sea nuestro Territorio; no nos prohibe cedcr el que dcntro 
de aquellos límites no cstuviere comprendido, ni nos impide en- 
sancharlo por medio de adquisiciones verificadas con arreglo á 
Derecho. 

De lo expuesto inferimos que el artículo que estudiamos no 
ha producido ni puede producir ventaja alguna en la práctica. 
Si á esto se agrega que tampoco es materia de una Constitu- 
ción, aíin concidcrado con relación á un punto de vista rigoro- 
mcnte científico, se llega á la .conclusión de que convendría 
suprimirlo por completo. 



De la forma de Gobierno 

ii El Gobierno de Chile es  Popular  representativo^,. 

iiLa República de  Chile es una é indivisiblei~. 

Presciridiendo de averiguar si las clasificaciones que nuestra 
Carta Fundamental da á la forma de Gobierno que ha aceptado 
para Chile, son ó no conformes á la teoría, porque no entra en 
nuestro plan detenernos eti el estudio de cuestiones meramente 
teóricas, creemos que los artículos 2 . O  (1.0) y 3.0 (2.0) de la 
Constitución podrían muy bien habcr sido redactados de una 
manera más clara y completa. 

El Gobierno de Chile es Po/sulnv por cuanto el pueblo, repre- 
sentado al efecto por los electores, designa las personas que 
deben ejercer las funciones de Miembro5 del Congreso, de Pre- 
siclente de la República y de Municipales. Es  Representativo, 
porque consistiendo estc sistema, según Stuart Mill, en que la 
Nación entera, ó al menos, una parte numerosa de ella, ejerza 
por medio de Representantes elegidos periódicamente, el Poder 
de Inspección Suprcma que le corresponde, la Nación Chilena 
lo ejerce, en efecto, por medio de las Cámaras, cuyos Miembros 
se eligen y renuevan periódicamente. 

Scgún esto, cs de la cxncia del Sistema Represectativo la di- 
visión del Poder Nacional ó Social en diferentes ramas, tanta? 

(") La nunieración que va entre paréntesis es la que tienen actualnie~ite 
los capítulos de la Constitución. 
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cuantas sean necesarias para que el Poder fiscalice al Poder, á 
fin de  que esa ~ h s ~ e c c i ó n  Suprema que compete á-la Nación sea 
eficaz y constante. Hé aquí por qué en todo país sujeto al Sis- 
tema Representativo, el Poder Nacional está dividido, por lo 
menos, cn tres ramas ó Poderes distintos: el Legislativo, el Eje- 
cutivo, y el Judicial; al revés de lo que sucede en cl Régimen 
Absoluto ó Despótico, que acumula en un mismo individuo ó en 
un mismo Cuerpo, funciones propias de más de uno de aquellos 
Poderes. 

Considerado el Sistema Representativo como acabamos de 
indicarlo, no'concebimos cómo podría la Naci6n ejercer la Ins- 
pección constante y eficaz á que hemos aludido, si ella misma 
no elige los Representantes á quienes confia ese cargo; y hé 
aquí cóino el Sistema Representativo, si ha de ser una verdad, 
tiene forzosamente que scr Populat: Así, en la Gran Bretaña el 
pueblo no elige á los Miembros de  la Cámara Alta, como tam- 
poco elige al Jcfc del Poder Ejecutivo; pero elige sí pcriódica- 
mente á los Miembros de la Cámara de los Comunes, que es 
así una Asamblea verdaderamentepopular. 

Más claro: entre dos Gobiernos Representativos, puede ser 
uno mAs Popzllavque otro, porque en aquél el pueblo elige ma- 
yor número de Autoridades que en éste, como sucede en Chile 
respecto de la Gran Bretaña; pero es bien seguro que donde se 
adopta el Sistema Represetttntivo, forzosamente el Poder Social 
ha de estar dividido en diferentes ramas 6 Poderes; y donde 
exista estñ división, que debe ser tripartita por lo menos, es 
también indispensable que aquella en quien reside la Potestad 
Legislativa y la Inspectiva, sea elegida por el pueblo, si no en cl 
todo, como sucede entre nosotros, en su parte principal, como 
sucede en Inglaterra. 

De  aquí resulta que la palabra Popular de que se sirve el ar- 
tículo que examinamos, está demás. Si nuestro Gobierno es 
Representativo, por ese mismo hecho es popular. Esto es para 
nosotros de toda evidencia. 

Agrega la Constitución en el artículo 3.O (2.0) que la Repú- 
blica de Chile es lluna é indivisiblcll. Se ve, pues, que ha adop- 
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tado el Sistema Republicano, que se contrapone al Monárqui- 
co, de la misma manera que el Representativo al Absoluto. 

Con la palabra Unn se ha querido indicar, sin duda, que 
nuestro Sistema de Gobierno cs Unitario, en contraposición á 
Fcderal. Y asíes, en efecto, porque todo nuestro territorio está 
sujeto á unas mismas Leyes, y porque todas las Autoridades 
Administrativas están subordinadas á un solo Poder Ejecutivo 
Central; Tal fué también el sentido que se dió á la palabra 
Utzn en la sesión de la Gran Convención de 19 de Noviembre 
de 1832. La palabra I?z&visible se agregd, según el Convencio- 
nal don Juan Francisco Meneses, lino tanto para precaver la 
Federación, cuanto, lo que sería peor que ella, dos ó más GO- 
biernos Independientes dentro del mismo territoriolt. 

Por lo expuesto se ve que, en lugar de sus articulas 2.0 (1.0) 

y 3.O (2.0) ,  habría sido mejor que la Constitucijn hubiera con- 
signado uno sólo redactado en estos tdrminos: llEl Gobicrno 
de Chile es Republicano, Representativo, Democrático y Uni- 
tario,,. Esta redacción habria guardado perfecta conformidad 
con las cuatro grandes clasificaciones que necesariamente Iian 
de aplicarse á todo Sistema de Gobierno. Se suprimiría de la 
Constitución lo que ninguna falta hace en ella, como son las 
palabras PopuZar é I~tdi-disiúZe; se redactaría convenientemente 
lo que está mal redactado, como,Ia expresión Una, y se agre- 
garía que el Gobierno de  Chile es Democrático, eii contrapo- 
sición ;i Aristocrático, cosa que nuestra Ley Fundamental no 
expresa clarainente, bien que ello se deduce naturalmente de 
los incisos 1.O y 2." del artículo 12 (10). 

La  verdad es que la forma de Gobierno de un país no depen- 
de de las palabras con que lo bautizan uno Ó ~ n á s  artículos de 
su Constitución, sino que es una consecuencia que fluye natu- 
ralmente de la manera como esa misma Constitución organiza 
el Poder Nacional y regla el ejercicio de las diferentes ramas ó 
Poderes en que lo divide. 

Mas ya que la Constitución nuestra, como lo hacen casi to- 
das, ha querido dar á conocer en su portada nuestro Sistemaxde 
Gobierno, nos parece que lo habría hecho de una manera más 

5 
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clara y coinpleta, si hubiera refundido los dos artículos que 
acabamos de examinar en uno sólo redactado en los términos 
arriba indicados. 

Observaremos de paso que, aunque el artísulo 3.0 ( 2 . 0 )  prin- 
cipia con la palabra Kepziblica, nuestro Sistema de Gobierno 
rio es, sin embargo, puramente Republicano. Algo tiene de la 
Monarquía Constitucional, puesto que, según el artículo S j  (74) 
la responsabilidad del Presidente de la República está limitada 
en ciiacto al tiempo y en cuanto á los crímenes por los cuales 
puede hacerse efectiva. Compárese la enumeracidn que hace el 
artículo 92 (S3) de los crímenes que autorizan la acusación con- 
tra iin Ministro del Despacho, con los dos únicos qur piiedeti 
servir de fundamento á la del cx-Presidente dc la Kepliblica y 
se notará que estc funcionario está rcvestido, cn parte no pe- 
queña, de la irresponsabilidad de uti Monarca Constitucional, 
lo que manifiesta quc la Constitución ha querido asignarle, du-  
rante su período, un rol análogo, colocándole sobrc todos los 
Partidos, y haciendo pcsar sobre los Ministros la responsabili- 
dad exclusiva de casi todos los actos de la Administración. 

1 1  La Soberatiía reside esencialmente e n  la Nación,  que 
de lega  s u  ejercicio e n  las Autor idades  que establece e s t a  

Constitución H. 

Este artículo consigna un principio, no establxe un precep- 
to. La Soberanía, ó sea la facultad de constituirse y de dictarse 
Leyes, es claro que reside en la Nación. Ésta, por medio de los 
ciudadanos activos con derecho de sufragio, delega su ejercicio 
en las Autoridades que la Constitución establece y que aquéllos 
eligen en !as votaciones populares. De aquí la existencia del 
Poder Electoral, el primero y el más importante de todos, puesto 
que designa íi las personas llamaclas á deseinpeñar el Poder 
Legislativo, al Jefe del Ejecutivo y á los Municipales. Designa 
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igualmente á aquellas que ejercen el Poder Constittyente, ya 
m 

que éste reside en el Poder IIegislativo, procediendo conforme 
á las reglas especiales que determinan los articulos 165 á 168 

(156 159). 
Si los electores sufragantes ejercen las funciones propias dcl 

Poder Electoral, es también obvio que son mandatarios dc la 
Nación, á cuyo nombre designan las personas que deben de- 
sempeñar las funcioncs de los otros Poderes que ya hemos in- 
dicado. Luego, es evidente que si los electores desempeñan un 
mandato de la Nación, deben tener las condiciones de cajnci- 
dad, iizteligefz~ia é zrtdejende?zcia que se requieren para el ejcrci- 
cio de todo cargo público. Y si el sufragio es un cargo #zih'ico, 
como lo cree Stuart Mil1 y lo creemos nosotros, es indudable 
que debe ser restringido y confiarse sólo á personas que tengan 
las condiciones indicadas. 

L a  teoría del SLI~I-agio Universal, basada en la errónea idea 
de considerarle como un Derecho, cae así por tierra. Si es un 
cargo público, y de primera importai~cia, no es facultativo cn 
el ciudadano elector votar ó nó cn las elecciones, como no de- 
pende de la mera voluntad de un mandatario cualquiera de la 
Nación desernpcliar ó nó el cargo que de ella hubiere recibido. 

Si las Autoridades que la Constitución establece, son meros 
delegados de la Nación, deben ajustarse eii todo á las prcscrip- 
ciones que aquélla determina. Si obran fuera de la órbita que 
ella les traza, se c~locan  en la misma situación del mandatario 
que procede infringiendo las instrucciones de su mandarite. E l  
mandant:, en tal caso, no qucda ligado por los actos del man- 
datario. 

De la misma manera, cuaiido las Autoridades violan las dis- 
posiciones Coiistit~icionales, en términos talcs que, dentro de 
ellas mismas, no se encontrare correctivo contra el exceso (lo 
quc debe siempre buscarse con empeño), nacería entonces para 
los ciudadanos el Derecl~o de Resisterzcia Ó dc  1~zs~~rrecciól~; 
Derecho que nosotros reputamos incuestionablc en el terreno 
de los principios, pero cuyo ejercicio no es justificable sino en 
casos verdaderamente extremos, como el que produjo la de- 
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claración de hallarse vacante el trono de Ínglaterra en Enero 
de 1689, tornando por motivo la fuga de  acoto 11, L'I otros ca- 
sos análogÓs. Cuando quedare algún arbitrio legal que hacer 
vale;, conviene siempre abstenerse de usar remedios que pue- 
den agravar la enfermedad que con ellos sc pretende aliviar, y 
sobre todo, de aqucllos que sólo el buen éxito justifica. Y el 
buen éxito no acompaíía siempre á los defensores de la Verdad 
y de la Ley. De ordinario, es compañero fiel de la fuerza y de 
la audacia. Ello es poco consolador; pero es algo que desgra- 
ciadamente confirma la Historia, cuyas lecciones no debemos 
desdeñar. 

D e  l a  R e l i g i ó n  

iiLa Religión de la  República de Chile e s  la Católica, 

Apostólica, Romana; con  exclusión del ejercicio público 

de cualquiera otrati. 

L a  prirncra parte de este artículo se presta á diversas inter- 
pretaciones. 

Si  hubiera de entenderse conforme á su tenor literal, esto es, 
como el reconocimiento de un hecho existente en el país, pen- 
samos que se habría consiiltado una redacción mi s  propia y 
tnác correcta, diciendo, por ejemplo, que la Religión de la ~ílzayorzá 
de los chile~zos es la Católica, L4#ostÓlica, Ronznna. Así entcnclida, 
la disposición á que aludimos debería suprimirse, porque, como 
lo hemos observado ya al ocuparnos del artículo 1.O (suprimi- 
do), las Constituciones no tienen por objeto reconocer hechos, 
sino establecer principios fundamentales para el buen Gobierno 
dcl país, 
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Inaceptable sería suponer siquiera que la Coi%titución ]laya 

querido imponer al Estado, en la disposición examinamos, 
una Religión determinada; porque, como heinos tenido ocasión 
de cxpresarlo en un Informe que, acerca de esta materia, tuvi- 
mos el honor de redactar y de presentar firmado en unión con 
varios Honorables colegas á la Cámara de Diputados en 6 de 
Julio de 1874, la esfera de acción del Código Fundamental 
está circunscrita sólo á intereses temporales, y el fomento y 
desarrollo de éstos de ninguna manera exige que se imponga 
Religión alguna al Estado, ya  que éste es algo esencialmente 
distinto de los individuos que lo componen, quienes, lejos de 
tener todos una misma creencia, están siempre divididos, bajo 
el aspecto religioso, en sectas diferentes. 

Tan cierto es esto, que aún los más decididos defensores de 
la disposición contenida en la primera parte del artículo 5.0 (4.0) 
afirman algo muy diverso, sosteniendo que ella iinpcrta una 
restricción impuesta á las Autoridades Coristituídas de respe- 
tar siempre, en el ejercicio de  sus atribuciones, las Leyes de la 
Iglesia Católica, Apostólica, Romana. 

Según esta tesis, el Congreso no podría aprobar Proyecto de 
Ley que contrariara las disposiciones Canónicas; si lo hiciera, 
violaría el artículo 5.0 (4.0) que exaininamos. 

Pero la verdad es que semejante opinión es tan inaceptable 
ante la teoría como ante los hechos. Ante la teoría, porque, 
admitiéndola se llegaría á la consecuencia de que la Soberanía, 
6 sea la facultad que tiene una Nación de darse las Leyes que 
más le plazca, no residiría ya en ella misma, sino en una Auto- 
ridad extraña y distinta de aquellas en quienes delega SLI ejer- 
cicio el artículo 4.0 (3.0) Ante los hechos, porque la misma 
Constitución contiene disposiciones que las Leyes Canónicas 
no aceptan, tales como la facultad referente al Exeqz~atz~r, que 
confiere al Presidente de la República y á la Ley, según los 
casos, el inciso 14 del artículo S2 (73); y porque más de una 
Lpy se ha dictado entre nosotros que tampoco guarda con- 

. formidad con los Cánones. 
No es, por consiguiente, esa la inteligencia que debe darse 
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al Mandato (3onstitucional. Nd; al disponer la primera parte 
del artículo 5.0 (4.0) que la Religión del Estado sea la Católi- 
ca, tomando como base un hecho social importante; declaró 
simplemente que esa Religión sería la única protegida por las 
Autoridades Constituídas. Por eso el artículo 80 (71) impone al 
Presidente de la República - la obligación de prestarle protcc- 
ción, como se ve por la fórmula del juramento que en él se de- 
termina. 

Y es esto tan cierto, que con la misma facultad con que 
Chile se impiiso aquella obligacidn, la sujetó en otros artículos 
á las limitaciones que juzgó convenientes, reservándose el con- 
junto cle atribuciones que constituycn el Patroizato Nacional, y 
que se detallan en los articulas 39 (30), pirrafo 3.0; 82 (73), pá- 
rrafos 8.0, 1 3  y 14; y 104 (95), párrafos 3.0 y 4.0 

El Patronato Nacional no tiene, por consiguiente, si1 origen 
ni en la costumbre, ni en Concordatos ó meros actos de toleran- 
cia de parte de la Santa Sede. L o  tiene en la voluntad misma 
de la Nación, que si quiso, por consideraciones dignas de alto 
respeto, pero de un carácter meramente relativo y variable, dis- 
pensar su protección exclusiva á un Culto determinado, ha es- 
tado en su pleno derecho para subordinar esa protección á las 
condicioi~es que estimó necesarias. Si el Culto protegido acepta 
ese favor especial, debe admitirlo con las limitacionesá que el 
Estado lo subordina. 

De  otra manera, forzoso sería admitir, como base para las 
relaciones de una y otra Autoridad, el principio de llLa Scpara- 
ción de la Iglesia y del  estado^^, único aceptable en teoría; 
único que evitaría por completo los conflictos á que da lugar el 
Sistema Patronatista, y único, finalmente, que, dejando en liber- 
tad plena á cada una de las dos Autoridades para obrar con 
completa independencia dentro de su respectiva esfera de atri- 
buciones, atribuye á Dios lo que es de Dios y al César 10 que 
es del César. 

Yosotros, partidarios de cse principio, no aceptamos la tesis 
de que el Patronato sea izherenie á la Soberazia Nacional. Nó; 
el Patronato es sólo una consecuencia de la protección que se 



dispensa á uno ó A varios Cultos determinados. Existirá donde 
eca protección exista; y como, á juicio nuestro, no es inherelzte 
5 la noción del Estado la obligación de dispensar favor especial 
A Religión alguna, cs claro que no creeinos que el Patronato 
pueda serlo tampoco en sentido absoluto. 

Compr,endemos ficilmente que, cuando en un país la gran 
mayoría de sus habitantes profesa un mismo Culto, la Ley Fun- 
damental, tomando cl hccho cual existe, y obedeciendo á con- 
sideraciones de un orden político y meramente yelativo, dis- 
ponga lo que~dispone la primera parte del artículo 5 .O (4.0) de 
nuestra Constitución. E n  Ciencias Políticas y Sociales nada hay 
de absoluto. Se adopta para la Nación aquello que más convie- 
ne, y no es difícil darse cuenta de cómo un sistema teórica- 
camente inadmisible, ha podido subsistir, mientras de él no se 
originaban conflictos cuya solución es considerada, en la mayor 
parte de los casos, como el sacrificio de la independencia de la 
Iglesia ante el Estado, ó el de la de éste ante aquélla, en países 
donde, como en Chile, no están definidzs las relaciones de  am- 
bas entidades por medio de irn C:oncordato. 

La  segunda parte del artículo citado excluye el ejercicio $22- 

blico de cualqiiiera otra Religión que no fuere la Católica, Apos- 
tólica y Romana. Excluye, en buenos términos, la Libertad de 
Cultos. 

La  Constitución no pensó, sin duda, que las Leyes son impo- 
tentes para sobreponerse á algo que está sobre ellas. Si  el Culto 
no es otra cosa que la manifestación externa de lo que cree 
nuestra conciencia, y si la conciencia humana es libre para pen- 
sar y para creer; {cómo puede ?zo serlo para dar forma y vida 
á lo que piensa y A lo que cree? Nosotros no lo concebimos, y 
pensamos que la facultad de tributar Culto á Dios es algo que 
nadie puede coartar, si para ello no concurren graves conside- 

%raciones de Orden Público, como sucede con todos los demás 
Derechos Primitivos y Naturales del hombre. 

Es tan exacto lo que acabamos de decir que, n' pesar de lo 
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dispuesto en la segunda parte del artículo 5.O (4.0), los Cultos 
Disidentes se han ejercido en Chile de una manera verdadera- 
mente pziblicn, si es público lo que se contrapone á secreto, des- 
de muy poco tiempo después de promulgada i a  Constitución. 

E n  el segundo discurso que pronunciamos ante la Cámara 
de Diputados el 3 de Julio de 1865, fundando nuestr? voto fa- 
vorable á la Ley Interpretativa de la segunda parte del artículo 
que examinamos, tuvimos ocasión de recordar que, desde el 
año 1837, á vista y paciencia del Gobierno Conservador que 
entonces nos regía, se fundó en Valparaíso la primera Capilla 
Disidetite establecida en el país (1). Recordamos también que 
tanto la Administración del General Prieto, como la del General 
Bulnes, la del señor Montt y la del señor Pérez, hasta la fecha 
indicada, nunca se habían considerado autorizadas para ordenar 
que se cerraran las Capillas Disidentes; lo: que manifiesta que 
todas ellas creyeron que la exclusión del ejerciciopzibl'ico de  los 
Cultos Disidentes no se refería al que se practicara dentro de 
edificios de propiedad particular, sin entrar a averiguar si éstos 
tenían aparatos Ó señales exteriores y visibles que dieran á co- 
nocer su carácter y destino. 

Esta interpretación, autorizada por una larga práctica de 
treinta años, es la que consagra la Ley de 27 de Julio de 1865, 
al declarar que por el artículo 5 . O  (4.0) de la Constitución se 
permite á los que no profesan la Religión Católica, Apostólica, 
Romana, el Culto que practiquen dentro del recinto de edifi- 
cios de propiedad particular, como tambidn fundar y sostener 
escuelas privadas para la enseñanza de sus propios hijos en la 
doctrina de sus Religiones. 

Mediante esa Ley y mediante la amplia libertad de imprenta, 
de reunión y de discusión de que se disfruta en Chile, podemos 
decir que hoy tenemos en él implantada dc  hecho la libertad de  
Cultos. 2Por qué entonces no poner en armonía nuestra Carta 
Fundamental con ese hecho honroso para el país, reformando 
el artículo 5.0 (4.0) de manera que quede asegurada Co~zstitucio- 

(1) Vid nnexqs nUins. I y 2. 



nal7trente la libertad de Cultos, como tiivimos cl honor de pedirlo 
ante la Cámara de Diputados, el 25 de Julio de 1865? (1). 

El extenso é interesante debate que entonces tuvo lugar, á 
propósito dc si exigía ó no reforma el artículo 5.0 (4.0), no fué 
infructuoso para el país. De  él resultó la L,ey Interpretativa á 
que hemos aludido, ya que no contó sino con diez votos favora- 
bles la declaración de rcformabilidad de dicho articulo, recha- 
zada por treinta y cuatro sufragantes contrarios (2). 

Entre los diez vencidos de entonces nos cupo la honra de 
contarnoi, siendo los nueve restantes, los señores don Juan Ne- 
pomuceno Espejo, don Tomás E. Gallo, don Manuel Garcia de 
la Huerta, don Marcial González, don Manuel Antonio Matta, 
don Ambrosio Montt, don Santiago Prado, don Jerónimo Ur- 
me'neta y don Benjamín Vicuña Mackenna (3). 

(1) Vid. anexo núm. 3. 
(2) Es interesante el decreto de 2 0  de: Diciembre de 1889, que libera de 

derechos de internación los materiales destinados i construir una Escuela y 
una Iglesia Anglicanas, y cuyo considerando 3 . O  estiriia que «las franquicias 
aduaneras, encaminadas i facilitar el cuinplimiento de los deberes religio- 
sos, no pueden limitarse i un individuo con exclusióil de otros, y deben 
extenderse á todos los habitantes de la República, sin perjuicio de la pro- 
tección especiallque la Constitución y las Leyes acuerdan al Culto Católico)). 

Este decreto, si no envuelve fuerza iegislativa alguna, es, en cambio, un 
sintoma social tanto mis significativo cuanto que tal vez interpreta, nlás 
bien que explica, las disposiciones i que se refiere el texto. (Nota los 
Ediinres). 

(3) Asistieron cuarenta y cinco Diputados i la sesión de 5 de Agosto de 
1865,en que se desechó la declaración de reformabilidad~del articulo 5." (4."). 
Aparte de los diez que votaron en favor, los treinta y cinco Diputados res- 
tantes, de los cuales uno se retiró de la Sala antes de la votación, fueron 10s 
siguientes: 

Amunitegui, Miguel Luis De-Putrón, Enrique 
Ariztia, Mariano José Errázuriz, Federico 
Barros Moran, Rliguel Echaurren Huidobro, Francisco 
Cruchaga, Miguel Figueroa, Nicolris 
Corarrubias, Alvaro Figueroa, Francisco de Paula 
Concha, híelchor de Santiago Izquierdo, Vicente 
Concha y Toro, hfelclior Lira, Josk Santos 
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En aquella memorable disciisión, en que por primera vez se 
defendió en nuestras Chmaras el principio de la Libertad Reli- 
giosa, sostuvieron la necesidad de la reforma del artículo 5 . O  (4.O), 
sin limitación algiina, los señores don Manuel Antonio Matta, 
don Manuel Recabarren, don Juan Nepomuceno Espejo y don 
Benjamín Vicuña Mackenna; defendieron la misma idea, limi- 
tánclola á la segunda parte del artículo, los señores don Ambro- 
sio Montt, don Antonio Varas, don José Eugenio Vergara y 
nosotros; é implignaron la necesidad de la reforma, los señores 
don Federico Errázuriz, don Pedro Félix Vicuña, don Joaquín 
Larraín Ganlarillas, don Melchor de Santiago Concha, don José 
Ciriaco Vshzuela ,  don Joaquín Rlest Gana, don Manuel An- 
tonio Tocornal, don Domingo Santa María, don Francisco 
Ecliaurren Huidobro, don Enrique Tocortial y don Miguel Ra- 
rros Morán, fundándose la mayoría de estos últimos en que 
bastaba la Ley Interpretativa para satisfacer las necesidades del 
país en orden á Libertad Religiosa. 

Los hechos, sin embargo, se han encargado de probar poste- 
riormentc que si ese fundamento pudo ser considerado entonces 
como exacto, no lo sería ya hoy para muchos de lo que lo ale- 
garon. Nuevas necesidades sociales, que catorce años hace, 
apcnas se dejaban sentir, y conflictos frecuentes eiitre las Auto- 
ridades Políticas y las Eclesiásticas, han dado cuerpo á una idea 
que entonces principiaba sólo á germinar, y van creando una 
situación tal, que la Separación de la Iglesia y del Estado, que 
nosotros aceptábamos en 1865 sólo en el terreno de los princi- 

Larrain, Bruno 
Larrain, Frailcisco de Rorja 
Lastra, Antonio de la 
Larin, José Galo ' 

Maturana, Marcos (General) 
Oralle, Luis 
Ossa, Nicoiriedes G. 
Pinto, José h3anuel 
Prieto y Cruz, :<ngel 
Padin, Vicente 
Pérez, Santos 

Reyes, Alejandro 
Solar, Francisco de R,)rja 
Santa Maria, Doinirigo 
Tocornal, hlanuel Antonio 
Tocornal, Enrique 
Tagle, Diego 
Vergara Rencoret, Francisco 
Vargas Fontecilla, Francisco 
Valenzuela, Ciriaco 
Zun~arin, Miguel 



pios y que muy pocos defendieron en aquella fccha, tendrá que 
llegar á ser una aspiración persistente de todos los que querrían 
ver satisfechas aquellas necesidades y cortada radicalmente la 
causa de esos conflictos. 

En  cuanto á nosotros, lo decimos con perfecta sinceridad, 
abrigamos la firme convicción de  que el sistema Patronatista, 
cuya base fundamental supone una armonía perfecta entre la 
Autoridad Política y la Eclesiástica, armonía que no pocas veces 
es dificil conservar, va perdiendo terreno á medida que el tiempo 
avanza. Con tal sistema, nada ganan el Estado ni la Iglesia. Y 
no se diga que conviene conservarlo por temor de que las pre- 
tensiones intemperantes de la Iglesia Católica pudieran avasa- 
llar al Estado, porque en el sistema de la Separación completa 
semejante pcligro es ilusorio. Manteniéndose la Iglesia dentro 
de los límites de su misión espiritual, quedaría cornpletamcote 
fuera de la acción del Estado. E n  todo aquello que correspon- 
diera al orden temporal, la Iglesia sería una persona jurídica 
szrjeta d la Ley, como todas las de esa clase. 

H e  aquí por qué los partidarios de la reforma del artícu- 
lo 5.0 (4.0) y de los demrís que con él se relacionan, han aumen- 
tado considerablemente desde 1865. El hecho lo comprueba: la 
moción que, para alcanzar esa reforma, se presentó á la Cámara 
de Diputados el 2 de Junio de 1874, está suscrita por los scño- 
res don Miguel Luis Amunhtegui, don Bclisario Prats, don Eu- 
logio Allendes, don Guillermo Matta, don Santiago Lindsay, 
don Joaquín Rlest Gana, don Rupcrto Ovalle, don Manuel 
Valdés Vigil, clon Enrique Cood, don Isidoro Errázuriz, don 
Leoncio Pica, don Manuel Rengifo, don Francisco Smith, don 
José Antonio Villagrán, clon Manuel Antonio Hurtado, don 
Ramón Valdés Lecaros, don Juan Nepomuceno Espejo, don 
Juan del Sol, don Ramón Vial, don Domingo Santa-María, 
don Nicolás Novoa, don Manuel Antonio Matta, don José 
Manuel Balmaceda, don José Salamanca, don Eulogio Alta- 
mirano, don Juan Gandarillas, don Segundo Molina y por no- 
sotros. 

Si llegara á convertirse en Ley la parte dispositiva de la mo- 
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ción á que acabamos de referirnos, lo que creemos acontecerá 
en época más ó inenos próxima, sin que sea menester precipi- 
tar  una solución que impondrá al país la fuerza misma de los 
acontecimientos y que sólo el ajuste de un Concordato podría 
retardar; pensainos que la reforma debería realizarse en cl sen- 
tido que indica el Informe á que hemos aludido más arriba (I), 

esto es: suprimiendo de la Constitución el artículo 5.0 (4.0), el 
párrafo 3.O dcl 39 (30), el artículo 80 (71), los párrafos S, I 3 y 14 
del 82 (73), d inciso 4.0 del 102 (93), y los párrafos 3." y 4.O 
del 104 (95), y reemplazando todas esas disposiciones por una 
sóla que, sin adoptar Culto alguiio Oficial ni privilegiado, ase- 
gurara ámpliamente A todos su ejercicio público y privado, sin 
otras limitaciones que las que, con arreglo á la Ley, reclamaren 
la Moral y el Orden públicos (2). 

De los Chilenos 

1 1  Son Chilenos: 
1 1  1 .0  Los nacidos en el Territorio de Chile. 
112.0  Los hijos de padre ó inadre Chilenos, nacidos en 

territorio extranjero, por el solo hecho de avecindarse 
en Chile. Los hijos de Chilenos nacidos en territorio ex- 
tranjero, hallándose el padre en actual servicio de la 
República, son Chilenos aún para los efectos en que las 

( 1 )  Vid. anexo niim. 4. 
(2) LaproposicMft de reforma Constitucional promulgada el 3 de hTovieiri- 

bre de 1884, relativa á la supresión del artículo 5." (4 O ) ,  y á algunas otras 
inodificaciones relacionadas con la materia, ha caducado el 31 de Mayo 
de 1888, por liaber dejado transcurrir su período, sin ratificarla, el Congre- 
so que se reno~ró constitucionalinente en esa fecha. (ATokz del Azdor.) 
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Leyes  fundamentales, ó c i~a lesquiera  otras, requieran n a -  

cimiento e n  el Ter r i tor io  Chileno. 

113.0 Los extranjeros q u e  habiendo residido u n  aí ío 

e n  la República, declaren a n t e  la Municipalidad del  Te- 
rritorrio en q u e  residen su  deseo  d e  avecindarse en 
Chile  y soliciten Car ta  d e  Ciudadanía. 

114.0 L o s  q u e  obtengan  especial Gracia de Natural iza-  

ción por  el Congresoil. 

Inciso primero 

L a  palabra Tert~itouio debe tomarse en este inciso en el senti- 
do figurado que tiene en Derecho de Gentes, porque esta dispo- 
sición es propiamente dc Derecho Internacional Privado. En 
efecto, en la solución de las dificultades que pudiera sugerir el 
conflicto de las disposiciones dc  nuestra Carta, en materia de 
Ciudadanía, con las que contuviese la Constitución de otro país, 
sobre la misma materia, podrían encontrarse comprometidas 
las relaciones de Chile con este último, siempre que concurrie- 
ran e11 un mismo individuo circunstancias que le colocaran en 
aptitud de elegir la Ciudadanía que le fucre ofrecida por Ia 
Constitución de la República y por la d r  otra .Nación cual- 
quiera. 

E n  estos casos, y siemprc que la Constitución einplea la pa- 
labra Tervifo~io en materias que se rigen por el Derecho Yziblico 
Exte~no, debe entenderse esa palabra eu cl sentido figurado que 
lc atribuye el Derecho de Gentes. 

Por el contrario, cuando la Constitución se sirve de la pala- 
bra Teryiforio en disposiciones de  carácter meramente Iizteritzo, 
como por ejemplo, cuando dice que el Territorio de Chile se 
divide en Provincias, ó cuando prohibe al Presidente de la Re- 
pública salir del Territorio durante cierto tiempo, sin permiso 
del Congreso, etc., etc., entonces, tratándose de reglas que en 
ningún sentido pueden afectar las relaciones de Chile con Po- 
tencias extranjeras, la palabra Tevritorio debe tomarse en su 



78' OBRAS DE DON JORGE f I U X E E Ú 5  
- - -  -- 

significacíón material 6 natural, en la misma que tiene según 
el artículo 1.0 (suprimido). 

Según esto, son Chilenos por nacimiento: 
1.0 Los individuos que hubieren nacido en el Territorio que 

materialinentc comprende la República de Chile; 
2.0 Los que hubieren nacido á bordo de buques de guerra 

chilenos, surtos en aguas territoriales ó en ciialesquiera otras, 
sin distinción alguna; 

3.0 Los que hubieren nacido á bordo de naves mercantes 
chilenas, surtas en aguas de la República ó en alta mar; y 

4.0 Los individuos que, nacidos en la casa de un Agente Di- 
plomático Chileno, residente en el extranjero, ó en la Legación 
Chilcna existente en el extranjero, gozaren de este derecho con 
arreglo á los principios de la Ley Internacional. 

L a  inteligencia que acabamos de dar á la disposición contc- 
nida en cl inciso 1.0 del artíciilo que examinamos, es la misma 
que le atribuyó la Cámara de Diputados en sesión de S de Ju- 
nio dc 1849, al resolver, por treinta y ocho votos contra seis, 
que don Juan Bello podia ser Diputado, á pesar de no haber 
pedido jamás Carta de Ciudadanía. 

L a  Cámara resolvió así que este malogrado y distinguido 
compatriota, era Chileno por ~zacinzierzto, por cuanto había na- 
cido en Londres en circunstancias de hallarse desempeilando 
su eminente padre, el señor don Andrés Bello, de nacimiento, 
Venezolano, el cargo de Secretario de la Legación Chilcna eil 
Inglaterra. 

De lo dicho re infiere que la Constitución, á pesar de la fór- 
mula imperativa con que encabeza la redacción de este articulo, 
no impone el cardcter de Chileno, sino que lo ofrece á aquellos 
quc, reuniendo las condiciones prevenidas en las diferentes 
dispr.>sicicnes que cl artícilo comprende, quisieren buenamentc 
accptarlo, cuando á la vez les cs ofrecida la Ciudadanía de  otro 
país por la Legislación en él vigente. 



Inciso 2." 

Para que un hijo de padre Chilefeno y de madre extranjera, 
nacido en territorio extranjero y avecindado en Chile, se repute 
Chileno, les menester que el padre sea Chileno por ~zacinzz'ento, 
ó basta que éste lo sea por do;?ticiZio ó porprhiZegio? 

Se  ha resuelto lo segundo por la Cámara de Diputados, en 
sesiot: de 21 de Agosto de 1850, y con sólo tres votos en con- 
tra, en el caso de don Carlos Bello, Diputado suplente por la 
Serena. Este caso, muy significativo porque la Cámara revocó 
un acuerdo anterior en que habla declarado nula la elección del 
expresado seíior Bello, decide la cuestibn en el sentido más 
favorable á la concesión de la Ciudadanía. 

Don Carlos Rello había nacido en Londres, pero antes que 
su seíior padre fuera Secretario de la Legación Chilena, circutis- 
tancia que le colocaba en situación muy diversa de la. de su 
hermano doii Juan. Sin embargo, como don Andrés Bello ha- 
bía obtenido, siendo don Carlos menor dc edad, Carta dc Ciu- 
dadano C/ti¿eno,por Gracia, y éste se encontraba avecindado e11 
Chile en e! momento de su clección para Diputado, la letra de 
la Constitución le amparaba, y la Cámara resolvió acertada- 
mente el caso, no distinguiendo donde la Ley Fundamerital no 
distingue. 

Antes de la reforma del artículo 7.O (6.0), que hoy se refiere 
sólo al inciso 3.O del 6.0 ( j . ~ ) ,  se suscitó otra criestión. El hijo 
de Chileno Ó Chilena nacido en territorio extranjero, ¿era Chi- 
leno por el solo Iiccho de avecindarse en Chile, como lo dispone 
el inciso 2.0 que esaminamos, ó necesitaba, además, Carta dc  
Naturaleza, según parecía disponerlo el antiguo artículo 7.0 (6.0)? 
Lo primero quedó resuelto por la Cámara de Diputados en el 
caso de don Carlos Bello que acabamos de recordar. Ella deci- 
dió: !!que don Carlos Hello está en posesi6n de los derechos dc  
Ciudadano Chileno y en aptitud de servir el cargo de Diputa- 
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do,,, á pesar de que jamCis pidió ni obtuvo Carta de ciudadanía. 
E n  el mismo sentido se han resuelto prácticamente muchos 
otros casos, como el de los señores don Félix María y don Juan 
de Dios Bazo; el de los señores don Fernando y don José Ze- 
gers Montenegro. Todos estos caballeros se han calificado entre 
nosotros y han ejercido la Ciudadanía activa con Derecho de  
Sufragio, sin kaber pedido ñi obtenido Carta de N~ztzr ~alizaciálz. 
Los dos primeros, nacidos en territorio Argentino, de madre 
Chilena; los dos últimos, nacidos en España, de padre que ob- 
tuvo Carta de Cizrdadano Chileno por Gracia (caso idéntico al de 
do11 Carlos Bello). 

Por lo demás, esta cuestión no puede ya surgir en presencia 
de la nueva y clara redacción que se ha dado al antes oscuro 
artfculo 7.0 (6.0) de nuestra Constitución. 

;Es Cl-iileno, aún para los efectos que expresa la parte final 
del inciso 2.0 del artículo 6.0 ( 5 .0 ) ,  el hijo de 7izntz're Chilena, na- 
cido en territorio extranjero, hallándose el padre en actual ser- 
vicio dc la República, y siendo éste extranjero? 

Este caso no ha Ocurrido en la práctica. Nosotros lo resol- 
veríamos en sentido afirmativo, porque, aunque la segunda 
parte del inciso principia por hablar de los hijos dc C/ziZe~zos, 
no debe entenderse que ha querido modificar la primera parte 
en que establece que basta la circunstancia de ser Chileno el 
padre ó la madre, y no aquél precisamente, para que el hijo 
nacido en territorio extranjero sea Chileno por el solo hecho 
de avecindarse en Chile. 

Luego, en cl caso que figuramos, el hijo de lgadre Chilena 
sería Chileno por el hecho de avecindarse en Chile. Esto es in- 
cuestionable. Y si nació cuando su padre, á pesar de ser ex- 
tranjero, sc encontraba sirviendo á la República, en cualquiera 
comisión 6 destino que 720 tuviera ca~ácter  UZplo~íí2átic0, habría 
adquirido aptitud para desempeñar aún aquellos cargos para 
los cuales se requiere nacimiento en el Territorio. Disposicio- 



LA CONSTITUCI~N ANTE EL CONURtSO 8 1 

nes de esta especie deben siempre ampliarse en su interpreta- 
ción, porqiie son de carácter favorable. 

Si la comisión ó destino que desempeñaba el padre en el 
momento de nacer el hijo en el extranjero, fuera de carácter 
d$Zonzdtz'co, entonces el hijo sería Chileno por nacimiento, según 
v 

más arriba lo dijimos y según se ha resuelto en el caso citado 
de don Juan Bello. 

Inciso 3,' 

L a  disposición contenida en este inciso ha reformado la que 
consignaba el inciso 3 . O  del artículo 6.0 (5.0) de la Constitución 
primitiva en varios puntos irnpÓrtantes, como es fácil deducirlo 
del simple tenor literal de ambos preceptos. 

L a  Constitiición primitiva concedía la Ciudadanía por donri- 
cilia sólo á~aqucllos extranjeros l~que profesaran alguna ciencia, 
arte ó industria, ó poseyeran alguna propiedad raíz ó capital en 
girott. La  Constitución reformada no establece esta condición, 
que, A nuestro juicio, estaba* muy lejos de importar una traba 

L 
que debiera ser removida, sino que era para Chile una garantía 
de qiie no se admitiría en el gremio de sus ciudadanos sino á 
los extranjeros verdaderamente iliistrados, honorables y labo- 
riosos. 

La  supresión de esa garantía es un defecto. Ningún interés 
puede haber en fomentar la inmigración de gente ignorante ú 
ociosa. Preferimos, cn esta' parte, la antigua disposición á la re- 
formada. 

E n  segundo lugar, se ha reducido de diez, seis ó tres años, 
que, según los casos, exigía la antigua disposición Constitucio- 
nal, á sólo iin año la residencia en la República que se requiere 
en el extranjero que solicita Carta de Ciudadania por domicilio. 

Esta reducción del término asignado á la residericia es con- 
veniei~te, bien que nos habría p'arecido preferible que, al ocu- 
parse de la Ciudadanía por domicilio, la Constitución se hubiera 

6 
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limitado á expresar qur la Ley fijaría las condiciones á que SU 

concesión debiera sujetarse. 

2Puede pedirse por vzedia de apoderado Carta de Ciudadanía? 
Pensamos que nó, y que la declaracióii exigida por este inciso 
debe ser personal. Si la califiacióit y la votación son actos que 
no es permitido ejercer por medio de apoderado, no se conce- 
biría que la base indispensable para la ejecución de aquellos 
actos importantes, cual es la concesión dc la Carta de Cizrdnd~z- 
fzfn, que es algo m!is quc un simple boleto de calificación, se 
sujetara á una regla diversa. 

E n  sesión del Senado de 23 de Agosto de 1854, el señor don 
Andrés Bello propuso la siguiente cuestión: ~ P u c d e  1)cdir Carta 
de Naturaleza un individuo que no reside en Chile, exigiendo 
la Constitución que preste su cleclaración ante la Miinicipalidad 
en cuyo territorio reside? El Senado resolvió que fzó en sesión 
de 1.O de Septiembre del inismo año. 

Sin embargo, en sesión de 13 de Julio dc 1866 resolvió lo 
contrario, malamente, á juicio nuestro, accediendo á la solicitud 
de dofia Jesús Muent, por su esposo don Saturnino Duozo- 
rrosa. 

E n  sesión de 2 del misrno mes y aíío, ocupándose dc las soli- 
citudes de los apoderados de varios espafiolcs ausentes, que so- 
licitaban para éstos Ciudadanía por gracia, se discutió cn el 
Senado si era admisible la repvese~ztnciólt cn esta clase de asuii- 
tos. E l  señor don Miguel María Güemes sostuvo, como soste- 
mos nosotros, la negativa, y en cstc sentido formuló indicación. 
Mas, el Senado, al rechazar ésta en la referida sesión de z de 
Julio de 1866, por once votos contra tres, decidió irnplicitamcnte 
lo contrario. 

Los precedentes, como se vc, son contradictorios. 



L a  concesión de la Ciudadania por gracia 2presupone servi- 
cios prestados al país? 

E l  señor don Santiago Prado sostuVo que sí en sesión de  la 
Cámara de Diputados, de 26 de Junio de 1866. Los señores don 
Jovino Novoa, don Francisco Vargas Fontecilla y don Alejan- 
dro Reyes dcfendieron la opinión contraria en sesión dc 4 dc  
Septiembre del mismo afio, y csta manera de ver es la que pre- 
valeció, como se manifiesta por las Leyes de 4 de Agosto y de 5 
de Octubre de 1866, la primera de las ciiales concedió gracia 
cspecial de naturalización á los quince espafioles que menciona, 
y la segunda al súbdito espafiol don Lorenzo A. Gorosti. 

Todas esas conccsiones hechas por ambas Cámaras en la 
Sesión de 1866, soti, á juicio nuestro, inconstitucionales. Pensa- 
mos como el señor Prado, porque si el.Congreso pudiera con- 
ceder Ciudadanía por gracia sin ?~estricciorzes de rziqwna especie, 
como lo sostuvo también el señor don Manuel Camilo Vial en 
sesión del Senado dc 14 de Junio de 1867, en tal caso no se 
cornprendcría á qué conducirían las restricciones quc impone al 
extranjero el inciso 3.O de estc mismo artículo. Prácticamente 
quedarían burladas, y por completo. 

Más todavía. Obrando como se ha obrado, se viola el inci- 
so 10 del artículo 37 (28)) según el cual la Ley no puedc decretar 
honores sino á los gvnndes sevvicios, y nosotros no coticebimos 
que pueda dispensarsc á un extranjero honor más alto que el 
de declararle ciudadano, concediéndole lo que publicistas y le- 
gislaciones tnodcrnas llamangrnit rtntcc~nliz~zció~z. 

A pesar de que el Senado resolvió la duda en un sentido 
contrario á nucstra manera de  ver, en varias ocasiones, en 1866, 
(scsiones de 18 de Junio, de I I y 18 de Julio), notamos que los 
señores Ministros don Alvaro Covarrubias y don Fcdcrico Errá- 
zuriz, se inclinaron A pensar como nosotrbs en la refcrida sesión 
de  14 dc Junio de 1867, separáridosc de la opinión del scñor 
Vial (don Manuel Camilo). 
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Los sefiores don Tomás Gallo Goyenechea, don Manuel An- 
tonio Matta, don Ricardo Claro y don Manuel Recabarren, fir- 
mantes de la moción presentada á la Cámara de Diputados en 
sesión de 23 de Octubre de 1866, con el objeto de conceder 
Ciudadanía por gracia á todos los ciudadanos de .las Repúblicas 
Alncricanas, de origen' español, que pisaran nuestro territorio, 
han manifestado su opinión en iin sentido conforme á la teo- 
ría aceptada por las dos Leyes arriba citadas. 

Las rcsolucioncs del Congreso que conceden la Ciudadanía 
por gracia, son de su exclt~siva competencia, y no materias de 
Ley. En consecuencia, una vez comunicadas tales resoluciones 
al Presidente de la República, la intervención de este funciona- 
rio debe limitarse á hacerlas ejecutar, despachando al efecto la 
correspondiente Carta. L a  práctica incorrecta, que hasta ahora 
se ha observado, de proceder respecto de esta clase de resolu- 
ciones como si se tratara de un Proyecto de Ley, carece de base, 
porque el Presidente no tiene para qué sancionar aquello que 
no puede modificar ni reprobar. 

Idéntica observación nos sugiere la practica inconstitucional 
dc sancionar y promulgar como Leyes las resoluciones que el 
Congreso dicta aprobando ó reprobando las cuentas de inver- 
sión que anualmente debe presentarle el Gobierno (art. 36 (27) 
parte I . ~ )  (1). 

la Municipalidad del Departamento de  la residen- 
cia de  los individuos que no hayan nacido en Chile, co- 
rresponde declarar si están 6 nó en el caso de obtener 
nat~iralizaci6n con arreglo al inciso 3 . O  del artículo ante- 
rior. E n  vista de la declaración favorable de la Munici- 

(1)  La Ley de 16 de Septieinbre de 1884 ha resuelto la cuesti6n en el 
sentido que nqui sostenemos. (iVutn del Ar&~v). 



palidad respectiva, el Presidente d e  la Repiíblica expe- 

dirá la correspondiente Carta d e  Naturalezai~. 

Este artículo ha sido reformado. Comparando la redacción 
nueva con la antigua, se observa que se ha concedido á la Mu- 
nicipalidad de la residencia de los individuos que no hayan na- 
cido en Chile, la atribución, que antes correspondía al Senado, 
de declarar si están ó nó en el caso de obtener natuialización 
con arveqlo al inciso 3.0 del artículo anterior. Con la agregación 
de las palabras que escribimos en bastardilla, se ha resuelto la 
cuestión á que llamainos la atención al ocuparnos del inciso 2.0 
del artículo 6.0 (5.0). T4a declaración de la Municipalidad es ne- 
cesaria dnicnnzelzte cuando se trata de la Ciudadanía por dami- 
cilio. 

1X * 'Y 

En sesión de 23 de Agosto de 1848, después de un debate sos- 
tenido por los señores don Juan de Dios Vial del Río y don An- 
drés Bello, el Senado resolvió, por siete votos contra cuatro, que 
IZO se hallaba en el caso de hacer la declaración previa prescrita 
por el artículo 7 . O  (6.0) de la Constitución, por estar sufriendo 
una pena infarnatoria la persona que solicitaba Carta de Natu- 
raleza. Prevaleció la opinión del señbr Vial sobre la del señor 
Rc-110, y nosotros pensamos que con razóii, porque la dcclara- 
ción previa, que antes correspondía al Senado y hoy á la 
Municipalidad respectiva, debe tener algún objeto, y éste no 
puede ser otro que el de cerciorarse no sólo de que el solici- 
tantc se encuentra en el caso previsto en el inciso 3.0 del ar- 
tículo 6." (5.0)) sino también de que no le comprenden las inha- 
bilidades que establece el artículo 11 (9.0). 

En sesión de I I de Diciembre de 1848, el Senado resolvió por 
unanimidad, que, durante las sesiones extraordinarias del Con- 
greso, podía despachar i~las solicitudes de los particulares que 



86 OBRAS DE DON JORGE 1-IONERUS 

pidieran la declaratoria de que habla el artículo 7 . O  (6.0) de la 
(:onctit~iciónl,; 

ilSon ciudadanos activos con derecho de sufragio, los 
Chilenos que habiendo cumplido veinticinco años, si son 
solteros, y veintiuno, si son casados, y szbiendo leer y 
escribir, tengan alguno de los siguientes requisitos: 

11 1.0 Una propiedad inmoble, ó un capital invertido 
en alguna especie de giro 6 industria. El valor de la 
propiedad inmoble, ó del capital, se fijará para cada Pro- 
vincia de diez en diez años por una Ley especial. 

1~2.O El ejercicio de una industria ó arte, 6 el goce de 
un empleo, renta Ó usufructo, cuyos emolutrientos 6 pro- 
ductos guarden proporción coi1 la propiedad inmoble, ó 
capital de que se habla en el número anteriortt. 

Este artículo considera el sufragio como un derecho. Noso- 
tros creemos que el sufragio es un cargo público, y que los in- 
dividuos que deben ejercerlo son verdaderos mandatarios de la 
Nación para el efecto de elegir las Autoridades en quienes ésta 
delega el ejercicio de su Soberanía. Nos referimos á Stuart Mil1 
en cuanto á la exposición de las razones que sirven de apoyoá 
nuestra opinión. 

Considerando el sufragio como un cargo público, se concibe 

(1) Reemplazado, A virtud del articulo 2 . O  de la reforma Constitucional 
ratificada el ro de Agosto de 1888, por el siguiente articulo: aSon ciudada- 
nos a c t i ~ o s  con derecho de sufragio, los Chilenos que hubieren cuinplido 
veintiún años de edad, que sepan leer y escribir y estén inscritos en los Re- 
gistros Electorales del Departamento. 

«Estos Registros serán piiblicos, y durarán por el tieiiipo que determine 
la Ley. 

aLas inscripciones serAn continuas y no se suspenderán sino en el plazo 
que fije la Ley de Elecciones~. (Nota de2 A r ~ t o y J ,  
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la necesidad de fijar para su ejercicio condiciones que lo res- 
trinjan en mayor Ó menor grado. Esas condiciones son las de 
c@ncidad, iltkl~e/zcict é irrdepetldeizcia de los sufragantes, cuyo 
conjunto forma el Pod8e.r Electoral. No concebiríamos que aque- 
llas condiciones sc exigieran siempre para el ejercicio dc la Au- 
toridad Legislativa, Ejecutiva ó Judicial, y que no se requieran 
para el de Autoridad Electoral, que no es ciertamente menos 
importante, por más que se la vea funcionar sólo de tiempo en 
tiempo y en períodos determinados. 

La Ley quc debe dictarse de diez en diez atas para cada Pro- 
vincia, fijando el valor de la propiedad, del capital, dc la ren- 
ta, etc., requeridos antes para calificarsc, zpucde dictarse en un 
plazo más corto? El señor Varas (don Antonio) soCtuvo que sí, 
en sesión de la Cáinara de Diputados de 16 dc Octubre de 1854, 
y as! lo resolvió la Cámara aprobando, por veintiséis votos con- 
tra tres, el Proyecto que se discutía. 

Nosotros pensamos que, para dictarla Ley decenal á que nos 
referimos, no es menester aguardar la expiración del decenio 
anterior; pero creemos, coi1 el sinipático y eminente estadista 
señor don Manuel Antonio Tocornal y Grcz, que la nueva Ley 
decenal no puede $vincipiar d ~ P g i r  sino á la terminación del 
deccnio comprendido en la Ley anterior. Esto nos parece evi- 
dente. 

En sesión de la Cámara de Diputados de 17 de Octubre 
de 1857, los señores don Antonio Varas y don Santiago Prado 
sostuvieron que la Ley no podía excluir del derecho de sufragio 
á aquellos que no excluye expresamente la Constitucicín. Igual 
opinión sostuvo el señor Varas, en sesión de la misma Cáinara, 
de 27 de Octubre de aquel año. 

( .  

Su manera de ver nos parece correcta, por más que en la 
práctica haya prevalecido la opinión contraria, puesto que tanto 
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la actual como las anteriores Leyes de Elecciones que han regi- 
do desde 1833 hasta hoy, lian excluído del sufragio á individuos 
que rio lo están expresamente por la Constitución. 

E n  sesiones de la Cámara de Diputados de 28 de Julio y 1.0 

de Agosto dé 1868, los señores don Francisco Vargas Fonte- 
cilla y don* Alejandro Reyes (entonces Ministros de Estado) 
sostuvieron que sería inconstitucional una Ley que presumiera 
que quien sabe leer y escribir correctamente, goza de la .renta 
necesaria para calificarse, salvo reclamación y prueba en con- 
trario. Los señores Diputados don Antonio Varas y don Do- 
mingo Santa María defendieron la tesis contraria, y aunque 
entonces no triunfó la opinión de estos últimos, la Ley de Elec- 
ciones de ~ z ' d e  Noviembre de 1874 la ha aceptado en el últi- 
mo inciso de su artículo 16 (1), y la ha aceptado también la Ley 
decenal, dictada ese mismo año, con la especial circunstancia 
de que la presunción que, con el carácter de simplemente legal, 
no se admitió en 1868, rige hoy en las Leyes citadas como pre- 
sunción de Derecho. 

Nos parece que la Ley de 1874 ha obrado constitucional- 
mente al establecer la presunción á que acabamos be aludir, 
porque ella pudo fijar coino valor de  la renta la suma de dos 
pesos, en lugar de la de doscientos pesos anuales para ciertas 
provincias. La  Ley puede, con tal que se dicte de diez en diez 
años, asignar á la propiedad, al capital, á la renta requerida 
para la Ciudadanía en ejercicio, el vnloy que quiera: el de un 
peso como el de diez mil. 

Por otra parte, es un hecho quc quien sabe en Chile leer y 
escribir, tiene de ordinario la renta requerida para calificarsc. 
L a  presunción de la Ley acepta lo que generalmente sucede, 
aunque la regla puede, sin duda, tener excepciones bien raras, 

(1) Igual cosa establece el articulo 39 de la Ley Electoral de 9 de Enero 
de 1884. (Nuta del A z r f o ~ ) .  



cvita los inniimerables abusos á que constantemente daba lugar 
el sistema que rigió hasta Noviembre de 1874. 

Nosotros tuvimos el honor de apoyar el último inciso del ar- 
tículo 16 de la Ley de Elecciones vigente, cuando se discutid por 
última vez en la Cámara de Diputados, en Octubrede 1874, 
y las razones de nuestro voto fueron las que acabamos de ex-  
presar. 

* 
d * 

E n  las calificaciones de Noviembre de 1875 ha ocurrido más 
de una vez el caso de solicitar su inscripción en el respectivo 
Registro mzljeres y eclesidsticos regz~lares. ¿Estaban éstos y ?qué- 
llas en su derecho al pretcndérlo? 

En cuanto á las nzzy>res, aunque es verdad que la Consti- 
tución no las excluye literal y terminantemente del sufragio, 
porque, indudablemente, nadie supuso en 1833 que pudiera 
sostenersc la afirmativa, nosotros creemos que no deben ser ca- 
lificadas, como creemos que una mujer no podría scr elegida 
Senador, Diputado, Ministro del Despacho, Presideiite de la 
República, etc., etc. La  verdad es que, ron excepción de ciertos 
empleos, como los de preceptoras, telegrafistas, etc., que no son 
cargos políticos, la rnujcr ha estado siempre excluída de toda 
participación en la organización y en el ejercicio de los Poderes 
Públicos. Esta exciiisión, aunque la Carta Fundamental no la 
haya escrito en tipo visible, provicne de razones de un orden 
superior: del que Dios y la Naturaleza han establecido al atribuir 
á la mujer en la Sociedad, y sobre todo, cn la familia, una serie 
dc deberes verciaderamentc incompatibles con el ejercicio activo 
de la Ciudadanía en toda su extensidn. 

Llamados d, resolver el caso práctiqamente, nosotros nos ne- 
garíamos á calificar mujeres (1). 

(1) El articulo 40 de la Ley Electoral de 9 de Enero de 1884, establece 
que no pueden calificarse las mujeres ni los cclesibticos regulares. (Notlt 
del Autor), 
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Respecto á los eclesidsticos regulares, resolvemos la cuestidn 
en sentido contrario. Prescindiendo de la cuestión de conve- 
niencia, y concretándonos al terreno del Derecho meramente 
Positivo, pensamos que los regulares tienen derecho á ser cali- 
ficados, si reunen las condiciones que exigc el presente artícu- 
lo (1). 

De nada sirve argüir en contra con la razón de que no pue- 
den tener renta, porque la Lzy los reputa civilmente miiertos: 
1.0, porque hoy se presume de Derecho que tiene la renta el que 
sabe leer y escribir, sin excejción algz~na; 2.0, porque la muerte 
civiles unaficción del Dcrcchoprivado, y, como tal, no produce 
la m u ~ r t e  politica, ni puede invocarse tratándose dc cuestiones 
que se rigen por el Derecho ~tíblici; y 3.0, porque si los eclesirís- 
ticos regulares no pudieran calificarse, es claro que jamás po- 
drían ser ciudadanos en ejercicio, y forzosamente carecerían 
sieuqre de la primera dc las condiciones que, para poder ser 
elegido Diputado, exige el artículo 21 (19) de la Constitución. 
Si esto fuera así, y si jamás pudieran gozar de renta alguna 
para los efectos políticos, careciendo también siempre de la se- 
gunda de las condiciones que ese artículo señala, ¿qué objeto, 
preguntamos, tendría el artículo 23 (21) en la parte que dispone 
que no pueden ser elegidos diputados los eclesiásticos regula- 
res? ¿Para quC excluir en el articulo 23 (21) á individuos que 
eran inhábiles para el cargo, por Zarccer de las condiciones 
señaladas en el artículo 21 (rg)? Luego, esta prohibición mani- 
fiesta claramente que la Constitución admitió que un eclesirís- 
tico regular, como ha sucedido más de una vez en la práctica, 
puede calificarse y cjercer el derecho de sufragio. 

11 Nadie podrá gozar del derecho de sufragio sin estar 

(1) VBase la nota anterior. 
(2) Este articulo ha sido suprimido por el articulo 1 . O  de la Ley de Re- 

forma Constituciohal de 10 de Agosto de 1888. (Nota del Auto?'). 
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itiscrito en el Registro de Electores d e  la Municipalidad 

á que  pertenezca, y sin tener e n  su poder el boleto de 
calificación tres meses antes  de las elecciones!i. 

De las disposiciones de este articulo no se deduce, en ma- 
nera alguna, como lo sostuvo el señor don Alejandro Reyes en 
sesión de la Cámara de Diputados de 23 de Junio de 1868, al 
discutirse en general la reforma de la Ley de Elecciones, que el 
Registro de Electores debe ser fo?*l;tlado por la Municipalidad 
misma 6 por Delegados de ésta. Lo Único que se deduce, y as1 
lo ha resuelto la actual Ley de Elecciones, es que cada Mzuzici- 
pio debe tener su Registro de Electores, y nada más (1). La ma- 
nera de formarlo depende de la Ley, y sólo de Csta. 

En sesión de la Cámara de Senadores de 14 de Julio de 1869, 
el señor don Manuel Camilo Vial, oponiéndose á una indica- 
ción del señor don Francisco de Rorja Colar, sostuvo que la 
posesión del boleto de calificación en los tres meses anteriores 
tí las elecciones, que este articulo exige, 110 es una mera fór- 
mula, sino que debe mediar ese término entre la fecha en que 
la calificación no puede ya ser objetada y la elección en que se 
presenta á sufragar el calificado. 

Nosotros pensamos que indudablemente debe mediar un tér- 
mino entre una y otra de esas dos fechas, porque es menester 
que, llegado el momento de las votaciones, se sepa siquiera 
quiSnes tienen derecho para sufragar en ellas. 

La Constit!iciÓn, que descendió en este articulo á detalles 
reglamentarios propios de la acción meramente Legislativa, con- 
cibió la necesidad de aquel plazo y estableció que sería de &es 
w~eses. ¿Por qué de tres meses y no de uno sol:? preguntamos 

(1) Véase sobre el particular, el título 111 de la Ley de 9 de Enero 
de 1884, derogativa de la Ley ri que el texto se refiere. (Notn de los Edi- 
tol'es). 
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nosotros. Y lo preguntamos con tanto mayor razón, cuanto 
que, supriniidas hoy por la Ley de 12 de Novienibre de 1874 (1), 
las mesas revisoras, y siendo, por lo tanto, inapelables las deci- 
siones de las Juntas Calificadoras, no divisamos la razón que 
pudiera alegarse para sostener que, una vez cerrados dejniti- 
vamente los Registros Electorales el I 5 de Noviembre, habría de 
carecer del derecho de sufragar en una elección extraordinaria, 
que tuviera lugar, por ejemplo, el 1.O de Enero inmediatamente 
posterior, el ciudadano que en aquella fecha había ya obtenido 
un boleto que nadie puede impugnar. 

Con relación á este artículo, pronunciamos en la Cámara de 
Diputados, en sesihn de 10 de Enero de 1877, el discurso que 
figura entre los anexos con el número 5. 

1iSe suspende la calidad de ciudadano activo con de- 
recho de  sufragio: 

111.0 Por ineptitud física 6 moral que itnpida obrar 
libre y reflexivamente. . 

i 1 2 . O  Por la condici6n de sirviente doméstico. 
114.0 (3.0) Por hallarse procesado como reo de delito 

que merezca pena aflictiva 6 infamanteii. 

En  los párrafos 5.0 y 6." de nuestras observaciones referentes 
al artículo 8.0 (7."), hemos recordado la opinión de los señores 
Varas (don Antonio) y Prado (don Santiago), en cuanto á la 
ciiesti6n de si sería Con;titucional una Ley que excluyera del 
derecho de sufragio á personas que no excluyere la Constitu- 
ción. 

Agregaremos, á propósito de la misma cuestión, que, á juicio 
J 

del señor don Manuel Montt, en carta dirigida al señor don 
Jerónimo Urmeneta, el 8 de Septiembre de 1857 (Ara?~cano, nú- 

(1) Y por la de 9 de Enero de 1884. (Nota del Azilo~), 



mero 1,857)~ una I,ey no pucde establecer otras causas de pérdi- 
da ó suspensión dc la Ciudadanía que las enumeradas en Cste y 
en el artículo siguiente. Esta misma opinión sostuvo el seiior 
don Pedro Pablo Olea en sesión de la Cámara de Diputados 
de g de Julio de 1868, y el seiior don Francisco Vargas. Fonte- 
cilla (Ministro del Interior) en sesión de 6 de Agosto siguiente. 
Los señores don Federico. Errázuriz (Ministro de Guerra) y 
don Domingo Santa María, combatieron, en la Última de las 
sesiones citadas, aquella manera de ver, sosteniendo que era 
Constitucional el artículo del Proyecto de Ley Electoral que ex- 
cluía del derecho de sufragio á los soIdados y clases del Ejérci- 
to, de la Armada y de la Policía. 

En este último sentido se resolvió la cuestión en la Ley de 
Registros de 1869 y así 10 ha resuelto nuevamente la Ley de 
Elecciones de 12 de Noviembre de 1874 (1). 

A juicio nuestro, carece de fundamento la disposición conte- 
nida en el inciso 2 . O  de este artículo. No es cierto que los sir- 
vientes domésticos, si reunen las condiciones requeridas para 
calificarse por el artículo 8.0 (7.0), carezcan de la independencia 
necesaria para sufragar, ni que se encuentren en condición tal 
que hayan de votar sdlo en el sentido que les fuere indicado 
por suspatrones. Si algo de esto podía temerse cn 1833, cuando 
la abolición de la esclavitud era todavía de fecha reciente, nos 
parece que hoy las cosas han cambiado por completo, y que no 
existe fundamento alguno que aconsejc conservar en la Cons- 
titución el inciso 2.0 de su artículo 10 (8.0). 

El inciso 3.0 (se habla del primitivo) de este artículo fué su- 

(1) Igual doctrina significan 10s incisos 6 . O  y 7." del rirliculo 40 de la Lev 
de 9 de Enero de 1884. (Nula del Azrtov). 
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primido por la Ley de Reforma de 13 de Agosto de 1874. NO 
habla, en realidad, motivo alguno para suspender la Ciudadanía 
activa con derecho de sufragio al deudorfiscal moroso. 

En cuanto al inciso 4.O (3.0) sólo tenemos que observar: I .O 

que, á virtud de lo dispucsto en el artículo 2.0 de la Ley Electo- 
ral de 12 dc Novicinbre dc 1874, la circunstancia de encontrarse 
procesado un individuo por delito que merezca pena a$ictiva, 
no suspende la calidad de ciudadano activo con,derecho de su- 
fragio, sino cuando fuerc co~ítzi?t dicho delito (1); y 2.0, que, según 
el Código Penal, promulgado en la misma fecha que acabamos 
de indicar, no existen en Chile penas Zttfnvza?ztes. 

11Se pierde la Ciudadanía: 
1 1  1.0 .Por condena á pena aflictiva 6 infamante. 
11 2.0 Por quiebra fraudulenta. 
113.0 Por naturalización en país extranjero. 
114.0 Por admitir empleos, furiciónes, distinciones ó 

pensiones de un Gobierno extranjero, sir, especial p'ermi- 
so del Congreso (2). 

1iLos que por una de las causas mencionadas en este 
articulo hubieren perdido la calidad de ciudadanos, po- 
drán impetrar rehabilitación del Senado!!. 

En cuanto al inciso 1.0 de este artículo, reproducimos las dos 
observaciones hechas con relación al 4.0 (3.0) del precedente. 

(1) La Ley Electoral de 9 de Enero de 1884 no distingue respecto de los 
delitos. (Nota n'cl Autov). 

(a) El articulo I ,O de la Ley de Reforma Constitucional de 10 de Agosto 
de 1888 11a suprimido de este inciso la pakabra distiitcionesi 



- - 

La disposici6n contenida en el inciso 4 . O  nos parece com. 
pletamente infundada y aun bárbara en muchos casos. Si la 
aceptación de empleos, funciones, distinciones 6 perisbnes de 
un Gobierno extranjero, entrafia la pérdida de la Ciudadanía 
cuando tiene lugar sin especial permiso del Congreso, ¿por qué 
no habrfa de producir el mismo efecto cuando interviene ese 
permiso? ¿Por qué es lícito en un caso lo que deja de serlo en 
otro? ¿Por qué Chile repudia del gremio de sus ciudadanos á 
aquel que ha merecido distinciones de un Gobierno extranjero, 
distinciones que honran á Chile mismo? 

Pero no es esto sólo. Al Chileno que reside fuera de su  país, 
se le impide admitir empleos ó funciones dc un Gobierno ex- 
tranjero, cuando ejerciéndolos puede, no sólo servir á la Huma- 
nidad, difundiendo, por ejemplo, conocimientos útiles, sino 
proporcionarse honradamente el sustento que necesita para si 
mismo y para su familia. Sele  impide ser en territorio extranjero 
profesor de establecimientos públicos; es decir, que nosotros 
prohibimos á nuestros compatriotas hacer lo que diaria y cons- 
tantemente hemos solicitado y solicitamos de los extranjeros 
que han contribuído directamente á la difusión de conocimien- 
tos útiles en nuestro propio país. 

Prohibicioncs semejantes no descansan en fundamento serio; 
ni hay motivo para suponer que la aceptación de distinciones ó 
empleos de un Gobierno extranjero, haga perder al Chileno sus 
sentimientos de tal, como no lo había antes para imponerle la 
pérdida de la Ciudadanía por el sólo hecho de haber residido 
más de diez alios en pais extranjero sin permiso del Presidente 
de la República, según lo disponía el inciso 5.0, suprimido por 
la Ley de Reforma de 1 3  de Agosto de 1874. 

Este artículo establece que se pierde la Cizdada~tla, no siin- 
plemente la condición de ci~rdadrt~zo activo coa derecho de sz~fvn- 
gio, por los cuatro motivos que en él se enumeran. Se picrde 
por consiguiente, la Cz'zia'aria~ziu pasz'z~a, ó sea, la calidad de Chi- 
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leno. Esto se deduce de la redacción del epígrafe, que no dis- 
tingue, y del inciso 3 . O  que incluye lila naturalización en país 
extranjero,,, entre las causas que producen aquella pérdida. Es 
obvio que el que se hace francés deja de ser Chilcno'para los 
efectos legales. 

Según esto, el Chileno que acepta un empleo de iin Gobiertio 
extranjero, sin especial pcrrniso del Congreso, picrde la Ch~da- 
d a d a ,  sin limitación alguna (1); deja de ser ChiZe~zo para la Ley 
y carece, por consiguiente, del derccho de pedir la protección 
de nuestra bandera, si fuere víctima de algún atropello injusti- 
tificable. ¡Bárbara pena impuesta al que acepta un empleo para 
vivir honradamente! 

Sabido es que, en época reciente, un joven Chileno se enroló 
en el EjCrcito Boliviano, siendo el General Melgarejo Presidente 
de la vecina República. Aquel jovcn fiié asesinado alevosamcn- 
te por persona notable en medio de un banquete vcrificado en L a  
Paz. La  familia trató de iniciar reclamacicín á causa de Iicclio 
tan escandaloso. Nuestra Cancillería se negó á atenderla, s6stc- 
niendo que aquel desdichado habia dejado de ser Chileno por el 
hecho sólo de haberse cnrolado cn el Ejército de Bolivia, sin es- 
pecial pcrmiso de nuestro Congreso. 

La  letra de la Carta apoya esta decisión de nuestro Gobierno. 

El último párrafo de este artículo establece que el que hu- 
biere perdido la calidad de ciudadano por alguna de las causas 
que en él se mencionan, podrá impetrar rehabilitación del Se- 
nado. 

(1) La Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago estableció cil 
Sentencia de 13 de Septiembre de 1884, la doctrina contraria; esto es, que la 
pérdida de Ia Ciudadanía por las causales que eiiuniera el articulo I I (9 .o),  

no importa pérdida de In mzciomzlin'ndpara otros efectos que lospolL~zcos. Eso 
puede ser muy cierto con relación i las causales I.~, 2." y 4."; pero 210 es 
con relación á la 3.", Ó sea, la naturalizaciói~ en pais extranjero? (iVotll &l 
B~~tor) .  



Nos parece que no hay lógica en la Constitución al atribuir 
esa facultad al Senado solamente. Debió conferirla al Congre- 
so, ya que es el permiso de éste el que, según el inciso 4.", se 
requiere para que la admisión de empleos, funciones, distincio- 
nes ó pensiones de un Gobierno extranjero, no traiga por con- 
secuencia la pérdida de la Ciudadania. La intervención que la 
Cámara de Diputados debe tener cn la concesión de aquel per- 
miso, puede burlarse por completo con la facultad otorgada al 
Senado en la parte final de este articulo. 

Nada más fácil. Sabedor el interesado de que la Cámara de 
Diputados no le otorgará permiso para aceptar una condecora- 
ción extranjera, por efecto de un sistema de conducta que de 
antemano se ha trazado, y que el Senado no acepta esa mane- 
ra de ver, admite la distinción si~zper~w'so alguno, y en seguida 
pide rehabilitación al Senado. Si  este Cuerpo la otorgara, como 
podría hacerlo, es evidente que la participación q;e la Cámara 
de Diputcrdos debe tener en estos asuntos se habría convertido 
en una ilusión. 

Verdad es que no es probable que el Senado otorgara reha- 
bilitación á un indi-ridu,~ que procediera como acabamos de  in- 
dicarlo; pero es indudable que, co~~cediéndola, obraría dentro 
de sus atribuciones, puesto que la Carta no limita en ningún 
seiitido el ejercicio de esta facultad. 

Derecho Público de Chile 

1iLa Constitución asegura á todos los habitantes cle 
la República: 

111.0 La igualdad ante la Ley. E n  Chile no hay clase 
privilegiada. 

7 
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112.0 La admisión á todos los empleos y funciones 
piíblicas, sin otras condiciones que las que impongan 
las Leyes. 

113.0 La  igual repartición de los impuestos y contri- 
buciones á proporción de  los haberes, y la igual reparti- 
ción d e  las demás cargas públicas. Una Ley particular 
determinará el método de reclutas y reemplazos para las 
fuerzas de  mar y tierra. 

114.0 La  libertad-de permanecer en cualquier punto 
de la República, trasladarse de uno á otro, ó salir de su 
Territorio, guardándose los Reglamentos de Policía, y 
salvo siempre u1 perjuicio de tercero; sin que nadie pueda 
ser preso, detenido ó desterrado, sino en la forma deter- 
minada por las Leyes. 

115.0 La inviolabilidad de  todas las propiedades, sin 
distinción de las que pertenezcan á pirticulares ó co- 
munidades, y sin que nadie pueda ser privado de la de 
su domit~io, ni de una parte de  ella por pequeña que 
sea, ó del derecho que á ella tuviere, sino en virtud de  
sentencia judicial; salvo el caso en que la utilidad del 
Estado, calificada por una Ley, exija el uso ó enajenación 
de  alguna; lo que tendrá lugar dándose prévian~ente al 
dueño 1;i indemnización que se ajustare con 61, ó se ava- 
luare á jiricio de  hombres buenos. 

116.0 El derecho de reunirse sin permiso previo y sin 

arlnas. 
1 1  Las reuniories que se tengan en las plazas, calles y 

otros lugares de  uso público, serán siempre regidas por 
las disposiciones de Policía. 

11El derecho de asociarse sin permiso previo. 
11El derecho de presentar peticiones á la Autoridad 

Constituída sobre cualquier ascinto de interés público ó 



privado, no  t iene<ot ra  limitación q u e  la de proceder  e n  

su  ejercicio e n  término3 respetuosos y convenientes. 

1 1  L a  libertad de enseñanza. 

117.0 L a  libertad de publicar sus  opiniones po r  la im- 

prenta,  sin censura previa, y el derecho de no pode r  s e r  

condenado por  el ahuso  de esta  libertad, s ino e n  vir tud 

d e  un  juicio e n  q u e  se califique préviamente el abuso  

por  Jurados,  y se siga y sentencie la causa con  ar reg lo  á 
l a  Ley. 11 

El epígrafe que encabeza este artículo importantísimo, es 
evidentemente impropio. E¿ Derecho PríbLico Irztevtzo de Chile 
lo forman no sólo las disposiciones que este artículo contiene, 
sino todas las comprendidas en la Constitución entera, en el De- 
recho Administrativo y en el Derecho Penal. La  Constitución 
misina consagra su capítulo X (IX), aparte del V (IV) que 
examinarnos, á la misms materia de que éste se ocupa: á ase- 
gurar los Derechos individuales. 

Todas ó la mayor parte de las Constituci0ne.i vigentes con- 
sagran disposiciones especiales tendentes á asegurar el ejercicio 
de esos Derechos, principiando, colno lo han hecho algunas en 
Francia, por una Dcciauaciólz de ¿os De~~cchos de¿ Ho?tzú~pe, ó dcs- 
tinando artículos ó capítulos á las Gavanizás itldivirCzroLes. Ma- 
teria es ésta e11 que debe ocuparse una Constitución, no porque 
el 1,egislador humano pueda privar al individuo de los Dere- 
clios innatos á sii propia naturaleza, de aquellos que le corres- 
ponden por el solo hecho de ser hombre, sino para asegurar 
esos derechos de tina manera eficaz, impidiendo que las Auto- 
ridades Constituidas puedan liinitarlos Ó atropellarlos impune- 
mente. 

Según esto, si a1 enumerar una Constitucitjn los derechos 
natlirales ó ~>rimitivos del individuo, aqucllos de que no puede 
ser privado sin violentar su n;ituraleza y facultades físicas, in- 
telect~iales y morales, incurriere en omisiones, no haciendo lné- 
rito de alguno dc esos dcrechos; de cse silencio no podría en 
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manera alguna deducirse que el individuo careciera Ó pudiera 
ser privado del ejercicio del derecho omitido. 

El derecho existe como condición necesaria de la existencia 
del individuo; es inherente á su sér mismo, y no hay Poder hu- 
mano, por elevado que sea, que pueda sobreponerse á aquello 
que emana de iina voluntad superior: la del Supremo Creador. 
Sí. Este nos ha dado la palabra, nos ha dado el derecho de 
manifestarla de viva voz, por escrito, 6 de cualquiera otro 11-10- 
do. De  aquí la libertad de imprenta. Si nos ha dado el movi- 
miento, la facultad de andar, noc ha dado también el derecho 
de reunirnos, puesto que si yo puedo ir al punto qiie más me 
plazca, pueden dirigirse al mismo ciento ó mil otras personas, 
que disfrutan de igual facultad. De aquí el derecho de reunión, 
que es una consecuencia necesaria de la libertad individual, del 
derecho que 10s franceses llaman de Loconzorió?~. 

El derecho de reunión, pbr ejemplo, no estaba asegurado á 
los habitalztes de la República por la Coi-istitución de 1533, tal 
como fué jurada y proinulgada. Hoy lo está, como lo están cl 
de Asociació?~ y el de Ense~Tar, mediante la Ley de Reforma de 
I 3 de Agosto de I 874. ¿Podría deducirse de aquí que, antes de 
esta última fecha, los habitantes de Chile carecían del derecho 
de reunirse, del de asociarse, del de eízseaar? Pcnsamos que 
nadie sostendría semejante despropósito. 

Pero si esto es verdad, lo es también que el silencio de la 
Constitución en tales materias puede dar ocasión á que el Po- 
der Legislativo y aun el Ejecutivo se consideren facultados para 
restringir ó reglamentar el ejercicio de los derecho5 que la 
Carta no asegurare de un modo expreso, iinponiéndoles trabas 
que los hagan del todo ilusorios. Así, en Francia no es lícita una 
reunión de más de veintq personas sin permiso de la Autoridad 
Administrativa. 

L a  Constitución de un país bicn organizado debe evitar tales 
extremos, y, para ello, debe nsí.gArar, lo que es muy diverso de 
colzcedev, á todos los /zabita!ztes del Estado, sean nacionales ó 
extranjeros, sin distinción alguna, todos aquellos derechos que 
corresponden al sér racional por el hecho stlo de serlo; cuidan- 



do de señalar ella misma los úriicos casos en que es lícito ;í toda 
Autoridad, aún al Legislador mismo, poner limitaciones al ejer- 
cicio de esos derechos. 

Así, y sólo así, puede el individuo sentirse libre y feliz en el 
estado de sociedad, cuando está seguro de que existe cierta 
barrera que ni aún la Ley puede salvar. 

Nuestra Constitución, con las nuevas disposiciones que la 
reforma verificada en 1874. ha introducido en el párrafo 6.0 del 
artículo que examitiamos y en la parte 6.8 dcl artículo 36 (27), 
consulta de un modo satisfactorio los principios fundamentales 
que deben regir en esta materia. 

Recoiiociendo que los derechos naturales del individuo exis- 
ten con anterioridad á. toda Ley humana, los asegura, los ajanzn 
en buenos términos, y así como la fianza es una obligación 
accesoria que supone una $vijzcipal, así las garantías que se 
crean á favor de un derecho, presuponen la existencia de éste. 
Y esas garnntzás ó segz~rinizdes son aplicables ii todos los hnbi- 
tatztes de la República, porque todos son miembros de la espe- 
cie humana y gozan como tales de idCnticos derechos ante la 
razón y la Ley natural. 

Hé aquí por qué si en materia de derxhos Políticos se esta- 
blecen siempre distinciones, más ó meiios marcadas, entre los 
nacionales y los extranjeros, ellas no son admisibles con relación 
á los dereclios primitivos ó naturales. Y por eso no las ha esta- 
blecido nuestra Constitución. 

L a  mayor ó menor participacibn que los individuos deben ó 
pueden tener sea en la organización, sea en el ejercicio de los 
Poderes Públicos, que es lo que esencialmente constituye los 
derechos Politicos, es algo tan relativo que cada Nación lo deter- 
mina según su conveniencia ó sus necesidades. 

Con los derechos Nntzrrales no sucede igual cosa. No tiene el 
Legislador facultad para quitarlos á nadie. Violaría la Ley tiatu- 
ral, la Justicia y la Moral, si lo pretendiera. 1x1 único que es 
dado al Legislador es determinar, y con perfecta claridad, las 
limitaciones á que esos derechos pueden sujetarse en su ejer- 
cicio, 
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La razGn dc csto es obvia. El derecho de mi vecino cs tan 
sagrado como el mío, y lo cs tanto ó más el derecho de la SO- 

ciedad, el derecho de todos, representado por el Estado t j  ci 
Municipio. 

Así el derccho de Pr@iea'ad que tengo sobre mi casa se 
limita en virtud dc Sentencia Judicial, cuando ésta, negándome 
á pagar lo que debo á un tercero, ordena que dicha casa sea 
vendida en subasta pública. Mi derecho se limita en tal caso por 
el respeto que es debido al de ese tercero. 

Y cuando la utilidad de todos exige la expropiación de lo 
que á alguien pertcnece, la Ley, si califica como cierta esa utili- 
dad, declara la expropiación, y limita así mi dercclio en consi- 
deración al interés gcneral. 

Las consideraciones precedcntes clan á conocer el fundamento 
de las limitaciones que nuestra Constitución, al asegurar los dc- 
rechos Individuales, impone á estos mismos dcrechos, y nos 
pe'rmite ocuparnos ya detalladamente de cada uno de los inci- 
sos que conticnr el articulo 12 (10). 

Inciso primero 

La  rr:tnera parte de este inciso es una consecuencia natural 
y lógica del Sistema Unitario de Gobicrno. La  Ley debe ser idén- 
tica para todos los habitantes dc la República. Así, no podría 
dictarse en Chilc una Ley de  Elecciones para la Provincia de 
Atacama, arreglada á ciertas bases, y otra Ley de Elecciones 
para las demás Provincias del Estado, ajustada á bases dife- 
rentes. 

Toda Lcy, á no ser que por su naturaleza se refiera á intereses 
~ncramcnte'locales, por el solo hecho de ser general, debe ser 
iddntica para todos los habitantes de la Nación. Todos y cada 
uno de ellos deben ser juzgados con arreglo á la misma Ley. De 
otra mancra, no existiría el principio de la &-uaZdad sancionado 
por la Constitución. 

Esa Igualdad no tiene otras exceliciones que las que deter- 
mina la misma Constitución para el ejercicio dc los derechas 
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Políticos: del derecho electoral y de la elegibilidad. No todoc 
piieden votar, ni todos tampoco son hábiles para desempeñar 
cargos ó funciones públicas. El ejercicio del primero de esos 
derechos se rige por los preceptos contenidos en los artícu- 
los SS0 á 1 1  (7.0 á 9.0) de la Coristitución. El del segundo, por 
las diversas disposiciones Constitucionales que determinan los 
requisitos necesarios para ejercer ciertos cargos públicos, y por 
las que puede dictar la Ley con arreglo á lo dispuesto en el in- 
ciso 2 . O  del articulo que comentamos. 

Fuera de estos casos, la Igualdad ante la Ley debe ser tan 
perfecta, que ésta no puede reconocer diferencias entre unos y 
otros habitantes del Estado, por ningún motivo ni pretexto. H e  
aquí por qué el artículp 57 de nuestro Código Civil establece 
que la Ley no reconoce diferencia alguna entre el Chileno y el 
extranjero en cuanto á la adquisición y goce de los derechos 
civiles que regla ese mismo Código. 

Segúii esto, la cxistencia de los fueros eclesiástico y militar, 
en la forma y extensión que tenían antcs del 1.0 de Marzo 
de 1876, fecha en que comenzó 5 regir la Ley sobre Organiza- 
ción y Atribuciones de los Tribunales, no era contraria á la pri- 
mera parte del inciso que examinamos, porque los eclesiásticos 
y los militares juzgados por el respectivo Juez eclesiástico ó mili- 
tar en causas civiles ó cn causas criminales por delitos comunes, 
debían serlo con arreglo á las ntismas Leyes civiles ó crinii- 
~iales que en lesas causas aplicaban los Tribunales ordinarios, 
juzgando á los legos. 

Pero es indudable que la existencia de aquellos fueros, antes 
de la fecha indicada, envolvía una verdadera infracción á lo dis- 
puesto en la segunda parte del inciso que estudiamos. Esos fue- 
ros no tenían otro objeto que conceder iin verdadero privilegio, 
notoriamente infundado, á dos clasrs del Estado: 10s clérigos y 
los militares. 

Cuando el fuero especial que una Ley establece en favor dc  
ciertos individuos, por razón del elevado puesto que ocupan, 
tiene por objeto no conferir un privilegio á tales perscjnas, sino 
más bien crear una garantía de imparcial administración de 
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justicia á favor de los individuos que con dichas personas litigan, 
entonces no hay violación del principio Constitucional que pro- 
hibe establecer en Chile clases privilegiadas. 

Así se explica la Constitucionalidad de los preceptos conte- 
nidos, con relación á este punto, en los artículos 37 y 67 de la 
Ley sobre Organización y Atribuciones de los Tribunales. 

Cuando esa Ley restringió, en su artículo 5.0, el fuero eclesiás- 
tico y el militar á las causas enumeradas en las excepciones 4." 
y 5.a de dicho artículo, y cuando dejó fuera de la jurisdicción 
de los Tribunales ordinarios los asuntos judiciales que pudieran 
promoverse en el orden espiritual, no violó el principio de la 
Igualdad ante la Ley, ni creó.tampoco en Chile clase alguna 
privilegiada. 

Absurdo habría sido que el Legislador hubiera establecido 
confusión entre los fueros meramente personales, que no tienen 
razón de ser, y los fueros ratiolze nznteria?, que son consecuencia 
indispensable dc la naturaleza misma de ciertos asuntos, y Que 
tienen que existir forzosamente en virtud de consideraciones de 
un orden verdaderamente superior. 

Que un Juez militar conozca en las causas de los rnilitares, 
por dclitos también militares, es algo perfectamente natural. 
Que los ministros de una religión conozcan de las cuestiones 
meramente es~~irituales que-con ella y sólo con ella se relacio- 
nan, es algo tan natural como lo anterior. La  existencia de  fue- 
ros de esta especie no implica violación de ningún precepto 
Constitucional. Propiamente hablando, esos fueros no deben ser 
considerados como tales ni se les puede aplicar esa denomi- 
nación. 

Las Leyes hoy vigentes en Chile guardan completa conformi- 
dad con los principios que brevemente dejamos apuntados 

Inciso 2." 

¿Puede la Ley exigir para el desempeño de un empIeo ó el 
ejercicio de una función pública, la ccndición de Chileno, natural 
ó legal, fuera de aquellos casos en que la exige la Constitución 
misma? 



Es indudable que sí, como lo manifiestan las expresiones de  
que se sirve la parte final del inciso 2.0 del artículo 6.0 ( 5 . ~ ) ~  al 
decir que las personas á que se refiere su segunda parte Irson 
Chilenos aún para los efectos en que las Leyes fundamentales, ó 
c~~elesqz~iera otrns, requieran nacimiento cn el Territorioll. Así, 
por ejemplo, la Ley de Organización y Atribuciones de los Tri- 
bunales requiere Ciudadanía natural ó legal para poder ser 
Magistrado de las Cortes y Juez de Letras. L a  Ley del Régi- 
men Interior 12 requiere también para poder ser Intendente ó 
Gobernador. 

Ni el Diccio~znvio de nuestro idioma ni los economistas nos 
dan A conocer la diferencia que existe entre las palabras Iw- 
puesto ó Contribz~cih. Nosotros no pretendemos establecerla, 
pues entendemos por If~tpuesto ó Corztribucián aquella parte de 
nuestros haberes que sc: nos exige, sin cargo de devolución, para 
hacer frente á los gastos generales del Estado ó á los locales 
del Municipio. Hay, pues, en toda contribución una verdadera 
expropiación, que no puede decretarse sino en virtud de  una 
Ley, como lo veremos al estudiar los articulas 148 y 149 (139 

Y 140). 
L a  palabra Haberes, que se emplea en este inciso, indicarfa, si 

se torna en su sentidc filosófico, que la Constitución haquerido 
que cada habitante del Estado pague impuestos en proporción á 
lo que tierze, nó á lo quegana, porque, según el Diccionario de la 
Real Academia Española, haberes significa llhacienda, bienesll, 
y hdcienda significa llel cúmulo de bienes y riquezas que uno 
ticnell. Según esto, el único impuesto verdaderamente Constitu- 
cional seria el directo sobre el cayital, nó sobre la rente. 

Sin embargo, el Impuesto Agrícola y el de Patentes Fiscales 
gravan la reizta calculada del contribuyente, lo que manifiesta 
que prácticamente se ha dado á la disposición Constitucional 
contenida en el inciso 3 . O  del artículo 12 (IO), un alcance que 
no guarda armonía con su tenor literal, 
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E n  cuanto á la repartición de las demás cargas públicas, ob- 
servaremos que el modo de completar la fuerza del Ejército y 
de la Armada se determina por las Leyes respectivas, y que no 
ha sido dictada todavía la Ley sobre organización de la Guardia 
Nacional. 

E s  un hecho que en Chile no existe el sistema de enganches 
forzosos para el Ejército y la Armada. No se conoce entre no- 
sotros el sistema de la catzsrr$cióit. Los enganches son,.en ge- 
neral, volilntarios. 

E l  principio que sanciona el inciso 3.0 del artículo 12 (10) de 
la Cons.titución, no se aplica evidentemente á aquellos casos 
que se rigen pc,r el Derecho I~ttenzacionnl El Derecho Pzíblico 
Este~~;zo prevalece sicmprc sobrc las disposiciones del Derecho 
Público mcramentc Interno de un país determinado. 

Así, un extranjero, por el hecho de ser habitante del Territo- 
rio Chileno, no está sujeto á la obligación de servir compulsiva- 
mente en el Ejército ni en la Guardia Nacional; ni estaría sujeto 
al pago de coiltribuciones de guerra. Donde habla el Derecho 
de Gentes, calla el Derecho Público Interno. 

El artículo 156 (147) de la Constitución impone sólo á los 
Chilenos la obligación de hallarse inscritos en los Registros de 
las Mi1ici;is. Y, en general, todas nuestras I,cyes, la dcl Régimen 
Interior, la de Municipalidades, la de Elcccioties, etc., etc., impo- 
nen sólo á los cizrúadanos Chilenos la obligación de desernpefiar 
cargos concejilcs. Puede asegurarse, por consiguiente, que de 
esa obligación cstd siempre exento el extranjero que conserva 
su calidad de tal. 

Inciso 4," 

La Libertad Individual, el derecho que en Inglaterra asegura 
el famoso BilL del Hadeas Corpzrs, y que los franceses han bau- 
tizado con el expresivo nombre de derecho de Locomoción, no 



tiene en Chile sino dos limitaciones: I . ~ ,  los I~cglamentos de 
Policía, y 2.a, el perjuicio de tercero, según lo dispuesto en este 
inciso. 

Este segundti caso, conocido con el nombre dc  Arraigo, se 
rige por las Leyes de Procedimiento Civil.&] arraigo se decreta 
siempre por el Poder Judicial. 

Los Reglajnetztos de Policía, emanados de Autoridad compe- 
tente, pueden limitar la Libertad Individual, como limitan el 
Derecho de Propiedad ó cl libre ejercicio de una profesión, arte 
ó industria, en los términos que dispone la Ley Orgánica de Mu- 
nicipalidades de S de Noviembre de 1854, y deben ser llamados 
más propiamente Oni?etzn?zzns. Nosotros, á pesar de la defectuo- 
sa redacción de dicha Ley en esa parte, creemos que tales 01-de- 
fcanzas iio deben dictarsc sino como medidas de Policía de 
Segz~-irZnd Ó de Snlul>ri~t~td. No concebimos quc, fuera de cstos 
dos casos, sea jamás lícito dictar disposiciones que limiten ó 
coarten preventivamente el primero y más precioso de los de- 
rechos del hombre. 

Preciso es reconocer, siti embargo, que á pesar de haberse 
abolido entre nosotros los pasaportes, tan odiosamente frecuen- 
tes en las tnác adelantadas naciones del Viejo Mundo, la Liber- 
tad Individual está muy lejos de encontrarse sólidamente ase- 
gurada en Chile. La  vaguedad de la disposición contenida en 
la última parte de este inciso, y la de las que establecen los 
artículos 135, 138 y 139 (126, 129 y 130) de la Constitución, 
han permitido al Lcgislador dictar reglas tan absurdas como la 
que sanciona el artículo 50,de la Ley del Regime11 Interior (1). 

Mientras no se dicte una Ley expresa sobre garantías á la Li- 
bertad individual ( z ) ,  obedeciendo á los principit~s en que está 
basado el Proyecto que, sobre la materia, presentó el señor doii 
Antonio Varas en alios pasados á la Cámara de Dipiitados, y 
que ésta aprobó, aunque no por completo, en 1875, creemos 

(1) Derogada por Ley de 23 de Dicieiribre de 188j. (N~tlt de los Edi 
tovrs.) 

(2) Dictada. ya, por fortuna, en 25 de Septiembre de 1884. ('Nota del' 
A~rtov.)  
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que esa preciosa Libertad estará siempre expuesta á ser atro- 
pellada en más de una ocasión, como ya lo ha sido desgracia- 
dnmente en no pocas. 

Volveremos sobre esta materia al ocuparnos'en los artícu- 
los 135 (1 26) y siguientes. 

Consideramos casi innecesario advertir que los en-franjeros 
quc, sin ser habitantes de la República, llegan á nuestro territo- 
rio por causa de cuestiones internas ocurridas en su país, gozan 
del derecho de asilo; y que este Derecho se rigc en todo por las 
disposiciones del Derecho Internacional y no por las de nues- 
tra Constitución. Así se defendió por el Gobierno, en sesión de 
la Cámara de Diputados de 28 de Noviembre dc 1866, la medi- 
da que tuvo por objeto internar al General Castilla y al Coronel 
Ralta, ambos emigrados peruanos, y obligarlos á residirá cierta 
distancia de aquellos puntos de nuestro Litoral, donde su per- 
manencia pudicra scr tina amenaza para la paz interior de nues- 
tra aliada y hermana 1aRepública del Perú.Invocar disposiciones 
de Derecho Público Ifzterno, cuando se trata de actos que se 
rigen por el Derecho Público EL-ferizo, es querer resolver un caso 
dado por Leyes que no le son aplicables, como hemos tenido ya 
ocasión dc observarlo. 

L a  disposición compleja contenida en este inciso del artícu- 
lo 12 (lo), asegura la i~~violabiliclad de todas las propiedades 
no sólo á los habitaiztes de la República, es decir á las personas 
naturales, sino también á las Conzz~nidaa'es, es decir, A las órde- 
nes de regulares aprobadas por la Iglesia Católica Aposthlica 
Romana. El objeto de esta disposición fih evitar que esas ór- 
denes pudieran ser privadas de sus temporalidades, como antes 
lo habían sido por decreto de 6 de Septiembre de 1.824, á pesar 
de que las Co~nztnidades no son evidentemente sino personas ju- 
rídicas para las Leyes del Estado, 



Se'ha incurrido en el error de  creer que la Constitución ase- 
gura la inviolabilidad de sus propiedades á las Corporaciones. 
Así lo dice el señor Carrasco Albano en sus Cojílzefttarios. Pero 
se sufre en esto una equivocación, porque el Derecho de las Cor- 
poraciones para adquirir y conservar bienes se rige por el Códi- 
do  Civil, y el de las Sociedades A~zófzimas por el Código de Co- 
mercio. Estas y aquellas no son personas ~zaturales, y no 
pueden, por lo tanto, tener Derechos Naturales. Su existencia 
es debida sólo á la Ley, y esta puede reglar sober,iiiamente to- 
das las condiciones de su desarrollo y de su extinción, lo cual 
no sucede con el ko~~zbre, cuya organización física, intelectual y 
moral es algo que el Legislador debe nccesariamente respetar, 
como ya lo hemos indicado. 

Sólo clos limitaciones impone el inciso que examinamos al 
derecho de propiedad. La  Sentencia judicial y la expropiacidn 
por causa de utilidad del Estado. La  Ley no podría, por consi- 
guiente, establecer ninguna otra. En  esto consiste la garantía 
que dicho inciso establece. 

Ida expropiación por Sentencia judicial, basada en el respeto 
al derecho ajeno,-al del acreedor, por ejemplo, que, no siei-ido 
pagado por su deudor, embarga y remata los bienes de éste,-se 
rige por las Leyes civiles. 

L a  expropiación por causa de utilidad del Estado, que entra 
por completo en los dominios del Derecho Público, ha sugerido 
serias é interesantes cuestiones. 

1.a La expropiación ¿puede decretarse por la Ley sólo á be- 
neficio del Estado, ó tambidn á beneficio de un Municipio, de 

una ciudad, etc? 
2.a La  Ley de expropiación &be ser especial para cada caso 

ó pl~eden dictarse Leyesge?ze~aZes para todos los casos análogos? 
3." {Sería Constitucional establecer ser~virt~~nzBre á favor del 

Estado sobre los fundos de los particulares? 
4.3 La propiedad cuya inviolabilidad asegura este inciso, <es 
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sólo la ~izate~+al ó se refiere también al trabajo, á la propiedad 
que llamaremos intelectual? 

¿Quién paga el honorario de  los hombres buenos que 
deben avaluar la indemnización, si no hubiere avenimiento? 

Y 6.a En  la indemnización á que tiene derecho el expropia- 
do, ¿se comprende el mayor valor que la cosa expropiada ad- 
quiere en razón de la expropiación misma? 

Refiriéndonos á la Ley del 14 de Agosto de r 838 en cuanto al 
procedimiento qiie se observa para organizar el juicio de hom- 
bres bucnos á que alude la parte final de este inciso, indicare- 
mos rápidamente la solución que se ha dado d las seis enuncia- 
das cuestiones. 

La  primera de las mencionadas cuestiones ha sido resuelta 
infinitas veces en el sentido de que sc puede dictar Leyes de 
expropiación, no s61o á beneficio del Estado, sino también á 
beneficio de un Municipio, de una ciudad. Son innumerables las 
Leyes que han declarado la expropiación de propiedades para 
el solo efecto de abrir calles, de ensanchar ó regularizar las 
existentes. 

A propósito de este punto, consideramos interesante rcpro- 
ducir aquí los párrafos del informe presentado á la Cámara de 
Diputados, en sesión de 4 de Julio de 1872, por su Comisión de  
Gobierno, informe recaído en la moción que los señores don 
Melchor Concha y Toro, don Francisco Baeza, don Maximiano 
Errázuriz,*don Migucl Cruchaga, don Belisario Heriríquez y 
don Joaquín Blest Gana, le habían presentado para declarar de 
utilidad pública los terrenos y edificios que fuerc menester 
ocupar para la apertura de la nueva calle de Santiago, deno- 
minada Avenida dcl Ejército Libertador. 

Ese informe, suscrito por los señores don Jerónimo Urmene- 
ta, don Domingo Arteaga Alcmparte, don Manuel Valdés Vigil 
y don Tadeo Reyes, dice así en la parte condilcente á la cues- 
tion que examinamos: 



#l .  .. Es fuerza conveiiir quc nuestra Carta Fundamental, al  
autorizar la expropiación por causa de utilidad del Estado, ha 
estado muy lejos de definir inequívoca y determinadanente lo 
que debe entenderse por tal utilidad. Esta falta de precisión, 
que no ha sido remediada hasta ahora por ninguna Ley regla- 
mentaria, da origen á nutnerosas y encontradas interpreta- 
ciones. 

"L3. utilidad del Estado ¿se encuentra solamente en aquello 
que aprovecha á toda la coinunidad ilacional, á todas las loca- 
lidades de la República, y que les aprovecha de un modo direc- 
to é inmediato? En tal caso, podría asegurarse que ninguna, 6 
casi ninguna, de las expropiaciones autorizadas por nuestros 
diversos Congresos ha sido Constitucional. Las expropiaciones 
más frecuentes, las que se autorizan para la construcción d e  
ferrocarriles, no lo habrían sido casi nunca, pues una vía férrea 
no beneficia en la mayor parte de los cacos sino á una porción 
más ó menos reducida de nuestro Territorio. 

llPor el contrario, la utilidad del Estado ¿estriba en cuanto 
puede contribuir á la comodidad, ornato y adelantamiento de 
cada localidad? En tal caso, debería autorizarse toda expropia- 
ción que. necesitaren las Municipalidades para formar paseos, 
construir teatros, llevar á cabo cualquiera obra. De esta suerte 
las Municipalidades vendrían á colocarse en una situación 
odiosamente privilegiada respecto del derecho de propiedad. 

l ~ L a  Comisión informante cree que entre esos dos extremos, 
igualmente inarlmisib!es, hay un término medio, más fácil de 
aplicar á cada caso práctico qiic de definir abstractamcnte. 

~lContrayéndose al caso en cuestión, considera que la apertu- 
ra de nuevas calles en esta Capital es una necesidad urgente- 
mente reclamada, no sólo por la facilidad del tráfico y la como- 
didad de los habitantes, sino también por las condiciones de 
salubridad y por la seguridad públicas. El aiiinento dc  la pobla- 
ción y del movimiento de la ciudad, hace ya carecer A Santiago . 
del aire, luz y espacio siificicntes para vivir en salud y para que 
la Policía atienda debidamente i la conservación del orden, á la 
guarda de las personas y propiedades. Esta carencia se hará 
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cada día mis  considerable, como tambiSn será cada día más 
difícil y costoso ponerle rcmcdio. Hay un acto de previsión en 
no permitir que ese tnal se aumente y llegue d ser irreine- 
diable. 

llEl mal indicado se deja sentir particularmente en los pun- 
tos extremos de esta Capital, donde se aglomera la clase indi- 
gente. Esta clase de nuestra sociedad es la que más reclama 
una modificación de sus pésimas condiciones actuales de vida 
y una vigilancia eficaz de la Policía. 

llEn atención á lo expuesto, la Comision informante cree que 
es de utilidad pública la expropiación de que se trata.11 

Segz~tzdn ct4estión.-PrActicamcnte se ha resuelto entre noso- 
tros que no es menrster dictar una Ley especial para cada caso 
de expropiación, pues se han dictado Leyec como la de Puentes 
y Caminos de 1842, y las que tienen por objeto la transforma- 
ción de ciudades como Santiago, Valparaíso y Curicó, en que 
se decretan expropiaciones en masa, á juicio nuestro, verdadera- 
mente inaceptables. 

Este punto se ha discutido en nuestras Cámaras en difcren. 
tes ocasiones. E n  sesión de 22 de Junio de 1846 el scrior don 
José Gabriel Palma, discutiéndose un Proyecto de Ley quc tcnía 
por objeto declarar de utilidad pública todos los terrenos más 
inmediatos á los puertos de la Kcpública que, á juicio del Go- 
bierno se creycren necesarios para formar en ellos poblacioncs, 
sostuvo que la expropiación debe ser declarada en cada caso 
particz~lar, y que mientras más general sea, menos podría el 
Congreso tomar conocimiento de un asunto que es de su in- 
cumbencia. 

E n  sesión de la Cámara de Senadores de 7 de Octubre de J 846, 
su Presidente don Diego José Benavente, manifestó talnbizn 
idéntica opinión, expresando que llcs preciso que en cuanta vez 
ocurra la neccsiclad de alguna enajenación para utilidad pública, 
ha de ser calificada por una Ley especial.,t 
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Sin embargo, la opinión contraria, que es la que ha prevale- 
cido, fué sostenida por los señores don Andrés Bello y don Ra- 
món. Errázuriz en e1 informe de la Comisión de Gobierno del 
Senado, que se inserta en el Boletín de la sesión celebrada por 
ese cuerpo el 20  de Octubre de 1846, y que se refiere al Proyec- 
to de Ley tendente A establecer poblaciones en todos los puer- 
tos menores habilitados de la República. 

Véanse, á propósito del Proyecto que el Senado aprobó en 
Junio de r 853, declarando de utilidad pública el territorio situa- 
do en la Provincia del Maule, denominado llLlanos de Arquénli, 
la solicitud elevada al Congreso por la Municipalidad de Con- 
cepción, que corre en la página 173 del Boletlu de Sesiojzes 
de 1854, y cl informe de la Comisión de Constitución, Legisla- 
ción y Justicia de la Cámara de Diputados que se encuentra á 
cantinuación, demostrando que el Proyecto del Senado era in- 
constitucional, por cuanto no acordaba indeteliztzización previa á 
los expropiados. L a  Cámara de Diputados modificó sustancial- 
mente dicho Proyecto en sesión de 31 de Agosto de aquel año, 
convirtiendo la expropiacidn en una autorización para adquirir. 

E n  sesión de la Cámara de Diputados de 10 de Septiembre 
de 1864, el señor don Antonio Varas, al discutirse el artícu- 
lo 2.0 del Proyecto de Ley sobre enajenaci6n de terrenos de indí- 
genas, sostuvo que la expropiación general que él contenía no 
era Constitucional. El señor Amunátegui (don Miguel Luis) de- 
fendió la opinión contraria en sesión de 13 del mismo mes y 
año, manifestando que las declaraciones de utilidad pública ge- 
néricas ó colectivas son Constitucionales, existiendo de ello nu- 
merosos ejemplos en nuestras Leyes. La  misma tesis sostuvo 
otra vez el señor Amunátegui, e11 sesión de la Cámara de Di. 
putados de G de Julio de 1865. 

La  práctica constante de nuestros Congresos guarda confor- 
midad con la opinión emitida por el señor Amunátegui. Ello 
es evidente; pero no nos prueba que ac;í se satisfaga debida- 
niente el objeto que la Constitución ha tenido en vista al asegu- 
rar la inviolabilidad de las propiedades. Si no se quiere correr 
el riesgo de que la garantia Constitucional se convierta en una 

8 
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vana ilusión, mediante la condescendencia del Congreso en dic- 
tar Leyes genéricas de expropiación, que hagan depender dc de- 
cretos del Ejecutivo una calificación dc  utilidad que no corres- 
pondc 5 éstc, es menester entonces admitir que la expropiaci6n 
no debe verificarse sino calificándose su utilidad por una Ley 
especial etz cada cclso pavtic?/lor ( 1 ) .  

Esta teoría, que es la nuestra, fiié la que nos indujo á negar 
nuestro voto al Proyecto de Ley sobre transformación de San- 
tiago, que la Cámara de Diputados aprobó en sesión de 10 de 
Noviembre de 1873. Aun cuando reconocemos que no ha pre- 
valecido en la práctica, creernos quc toda duda cn materia dc  
garantías individuales, debe resolverse en el sentido de hacerlas 
tan amplias como sea posible. 

Tercera cz~estió~z.-2Pu edc la Ley cstablccer servirL'llmbues á fa- 
vor del Estado? 

En  sesión del Senado de 27 de Septiembre de I 87 r ,  cl señor 
don Alvaro Covarruijias soctuvo que nó, impugnando el Pro- 
yecto de Ley que la Cámara de Diputados había aprobado, gra- 
vando los fundos de particulares con la servidumbre de telégra- 
fos. Dijo cl señor Covarrubias que no ca5c servzrh~nró~e (cuestión 
de Derecho Pviz~ado) cuando se trata de beneficiar al Estado en 
perjuicio de un particular (mestión de Dcreclio Público). Pro- 
puso, en conceciiencia, que el Proyecto se modificara decZ(zí~ar~n'o 
de utiZidadpzlllraca el tcrrcno necesario para la cot~strucción del 
Telégrafo Trasatidino, y así lo resolvió el Senado por seis votos. 
coctra cinco, habiendo sostenido el seííor don Manuel Camilo 
Vial una opinión contraria ,? la del scfior Covarrubias. L a  Cá- 
mara dc Diputados aceptó la modificación del Senado, y la Ley 
sc promulgó cl g dc Octubre de  1871 como Ley de e,rcpropiaciólz, 

(1) E1 señor do11 Luis Aldunate sosti11.0 el1 sesiór: del Sellado de 13 de 
Julio de  1887, la opinióii de que la Ley debe declarar la utilidad piiblica del 
objeto de  la obra; 110 la de  cada finca 6 propiedad. (iVot(z dedAuto~.) 



con un inciso segundo en que se determina que tanto d ese 
caso como á los delizds de igual nat~rralexa, son aplicables las 
disposiciones de la Ley de 18 de Junio de 1857. 

Creemos correcta la manera coino resolvió cl caso la citada 
Lcy de g de Octubre de 1871. El estableciiniento deservidum- 
bres á favor del Estado importaría lo misino que decretar ex-  
propiaciones sin i~zden~~zizctción previa a l  expropiado, y csto sería 
contrario á la Constitución. 

Cztarta ct~estió~z.-El trabajo forma partc de la propiedad y 
es inviolable como ésta. Así, pues, á menos que una Ley declarc 
expresamente que la obligación de hacer un trabajo ó dc pres- 
tar un servicio es gyatrríta, debe ser remiinerada. Así lo resol. 
vió la sentencia expedida en Valparaíso por el señor don José 
Alfonso el 1.0 de Junio dc 1868, aprobada por la Corte Supre- 
ma el 13 del mcs siguiente (1), en que se declaró que debía 
pagarse honorario por la Empresa del ferrocarril entre Santiago 
y Valparaíso á tres peritos que habían sido nombrados, con 
arreglo al artículo 2.0 de la Ley de 18 de Junio de 1857, para la 
cstiinación de ciertos terrenos.que dicha Empresa ncceiitaba 
para la prolongación de la línea. Ida referida sentencia se fun- 
da en el inciso 5." del artículo 12 (10) de la Constitución, y 
pudo también apoyarse en el artículo 149 (140) de la misma, 

Quilzta czrestió~z.-En casos de expropiación, e i  claro que el 
honorario de los ho~izbí,es bueizos qiie hacen cl avalúo de  la i ~ z -  
denzfzización prenia qiie se paga al interesado, debe ser de 
cargo al Fisco ó al Municipio en cuyo beneficio se declara la 
expiAopiación. De otra manera ésta causaría al expropiado 
un desembolso 6 perjuicio que no debe serle de cargo. Así 

( 1 )  Sentencia niirii. 1,278, püg. j 7 2 ,  Gncctr~ de 1866, 
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lo ha resuelto también la Corte Suprema en repetidas oca- 
siones. 

Sexta cz~estiólz.-Ha decidido también ese Tribunal que en la 
indemnización no debe comprenderse el mayor valor que la 
cosa expropiada puede alcanzar en razón de la obra que moti- 
va la expropiación (1).  Nos parece bien resuelto el caso, por- 
que la indemnización debe avaluarse según el orden de cosas 
existente en el momento en que se verifica la expropiación. 
De otra.tnanera no habría base fija para calcularla. 

Inciso 6." 

11121 derecho de reiinirse sin pemzisopvevio y sin armas. 
11Las reuniones que se tefzgan en las plazas, calles y otros lu- 

gares de uso público, serán siempre regidas por las disposicio- 
nes de Policía. 

11 El derecho de asociarse siiz pernziso p~evio. 
11El derecho de presentar peticiones á la Autoridad constituí- 

da sobre cualquier asunto de interés púb1ico.ó privado, no tiene 
otra limitación que la de proceder en su ejercicio en términos 
respet7~osos y conueniezrtes, 

llLa libertad de  enseñanza.^^ 

Comparando este inciso, que copiamos nuevamente, atendida 
la diversidad de materias que comprende, con el que existia en 
la Constitución antes de la Ley de Reforma de 1 3  de ~ ~ g o s t o  
de 1874, quc dice así: llEl derecho de presentar peticiones, á 
todas las Autoridades constituídas, ya sea por motivos de intc- 
rés general del Estado, ó de .interés individiial, procediendo 
legnly respetuosarnentet~; se observa que la Constitiición re- 
formada nsegzlra á los habitantes de la República el derecho de 

(1 )  Igual cosa resuelve la Ley de 18 de Junio de 1856. 
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rez~ízión, el de asociación y la libertad de eizseiznnzn, adciriás (le1 
derecho depetición, único en que se ocupaba el inciso primitivo. 

Reutzió?z.-El derecho de reunión, en la forma que hoy lo 
asegura Ia Constitución, cuando los que lo ejercen no cargan 
armas, no tiene otro límite quc el de regirse por las disposicio- 
nes de Policía las reuniones que tengan lugar eri las plazas, ca- 
lles y otros lugares de uso público. No se necesita de permiso 
previo para reunirse en el número que se quiera y donde sc 
quiera. 

Según esto, las autoridades administrativas no podrían jamás, 
como lo han hecho en ocasiones, prohibir las reuniones públi- 
cas ó fijar un limitc al número de las personas que puedan reu- 
nirse, so pretexto de que esas reuniones están sujetas á las dis- 
posiciones de Policía. Tratándose de las reuniones en lugares 
públicos, la Constitución habla de las que en ellos se tengafz, no 
de las que pudicran tener lugar. Presupone, por consiguiente, 
que la reunión se verifica, y que mientras se celebra, debe re- 
girse por las. disposiciones de Policía. Luego éstas no pueden 
impedir reuniones futz~ras, sino que deben limitarse á vigilar las 
actualmente existentes. 

E n  suma, vista sobre todo la disposición que contiene el in- 
ciso final de la parte 6.a del articulo 36 (27) de la Constitución, 
ésta á nadie confiere la facultad de restringir, suspender ó pro-. 
hibir el derecho dc reunirse sin armas, sino en los casos de Leycs 
excepcionales á que se refiere el primer inciso de la disposición 
que acabarnos de citar. 

A la luz de estos principios, es fácil comprender qiie no fué 
Constitucional el artículo 3 . O  dcl decreto librado por la Inten- 
dencia de Valparaíco el 17 de Abril de 1876, en que se facultó 
al Comandante de Policía de aquella ciudad para impedir toda 
re :~~ziÓ~t  que tuviera un carácter scdicioso. Las únicas reuniones 
que la Autoridad Administrativa puede impedir son las av;t~zadas. 
Si una reunión degenera en serliciosa, despzdds de iniciada y mien- 
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tras dnra, Iiabrá derecho para intimar á los amotinados quc se 
disuelvan, con arrcglo á las disposiciones que consigna nuestro 
Código Penal, sometiéndolos á juicio en caso necesario. Pero 
no cs lícito, después de reformada nuestra Constitución, prohi- 
bir re7~?zioizes que aún no han tenido lugar, porque la Autoridad 
Administrativapves?~wze Ó sospecha que pueden tornarse en secli- 
ciosac. 

Asociación.-El derecho de asociación tiene por objeto fines 
permanentes ó periódicos; el de reunión se aplica á fines tran- 
sitorios 6 accidentales. Un club fundado por un tiempo más 
ó menos largo, es una manifestación del derecho de asocia- 
ción; un meethzg, con u n  objeto especial, lo es del Derecho de  
reunibn. 

Peticióx-En sesión de la Cámara de Diputados de 1." de  
Diciembre de 1877, propósito de una solicitud ante ella pre- 
senta !.I por el reo de homicidio Miguel J. Triviños, dijimos lo 
siguientc ... 11I.a Constitución reformada y la antigua en nada 
difieren sustancialmente acerca dcl derecho de petición. Según 
la parte 6." del artículo 12  (10) de la reformada, el derecho de 
petición debe ejerccrsc procediendo en términos respetuosos y 
convenie?ztes. Según la antigua, debía ejercerse procediendo legal 
y respetuosamente. Toda la diferencia consiste en la sustitución 
de la palabra co~zveniente á la expresión legal. Diferencia cs esta 
que no lo es en el fondo, porque no es co?zveniente una solicitud 
que no es legal, y es en alto grado iizconveniente una petieión 
quc viola abiertamente la Constitución y que importa un ver- 
dadero desatino, porque no otro calificativo merece la idea de 
constituir. á la Cámara en Tribunal llamado á rever los fallos de 
los Tribunales de Justicia.,, ~lSolicitudes semejantes se devuel- 
ven, como vulgarmente se dice, sin m4s auto ni más trqslado, 



La incotnpetencia de la Cámara es algo tan evidente que no puc- 
de ponerse en duda.!, 

La Cámara, cn esa' misma sesión, lo resolvió así por treinta y 
ocho votos contra ocho, aprobando la indicación del señor don 
.]osé Manuel Balmaceda, que dice así: 11Oída la discusión pro- 
movida por la solicitud de  Miguel Triviños, la Cámara declara 
que IZO es competente para resolver sobre ella11. 

En sesión de 13 de Septiembre de 1862, la Cámara dc  Dipu- 
tados desechó por unanimidad la. solicitud que ante ella había 
elevado el señor don Fernando Urízar Garfias, pidiendo acor- 
dara acusar al ex-Presidente dc  la República señor don Manuel 
Montt, por cuanto aquella solicitud no había sido apoyada por 
ningún Diputado. 

La Cámara obró biet! en el caso á que acabatnos de aludir, 
porque el derecho de petición de un particular no puede ejer- 
cerse invadiendo atribuciones exclusivas de la Autoridad misma 
ante quien se eleva la solicitud. 

E n  sesión de 3 de Diciembre de 1866 resolvió el Senado, por 
seis votos contra cinco, que no se ~t'iera lectz~t~a á una solicitud 
que loc baratilleros de Santiago habían puesto en manos del 
Secretario con ocasión de la discusión de IaZey de Patentes. E l  
seííor dóii Alejandro Reyes, Ministro de Hacienda, sostuvo 
que, cuando las Cámaras funcionan en sesiones extraordinarias, 
no puen'etz prese~ztnrse ante ellas solicitudes que el Ejecutivo no 
haya incluído en la Convocatoria. 

Nosotros entendemos las cosas de otra manera. Todo hahi- 
tante del Estado puede elevar solicitrrdes á las Cámaras, bien 
sea que éstas funcionen ordinaria ó extraordinariamente. Las 
solicitudes dcben siempre ser kzá'as, á fin de que la Cámara, 
como lo l izo  la de Lliputados en el asunto dcl reo Triviños d 
que más arriba hemos aludido, y que ocurrió en el período de 
sesiones extraordinarias, califique la naturaleza de la solici- 
tud, y resuel:?a si es ó nó de su competencia. Si fuere nzateria 
de Ley el asunto á quc la petición se refiriere, las Cámaras no 
podrían reso1verIo en sesiones extraordinarias, á menos que en 
éstas se hallare incluída dicha petición. E n  los demás casos 
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pueden resolver acerca de esto lo que juzgaren conveniente. 
Esta es también la práctica que ha   re va lec ido en estos últi- 

mos años. 
El derecho de petición debe ejercerse en conformidad á lo 

dispuesto en el artículo I 59 (1 50) de la Constitución, para no 
convertirse en sedición. 

Libertad de enset2n1zaa.-Esta libertad, que consiste en la fa- 
cultad que cada cual tiene de enseñar lo que quiera, donde 
quiera y por los textos ó métodos que quiera; en la de fundar 
escuelas, colegios ó universidades particulares, no está en pug- 
na con la existencia del Estado docente que crean en Chile los 
artículos I 53 y 154 (144 y 145) de la Constitución. Así, la Ley 
de Instrucción Secundaria y Superior, que acaba de ser promul- 
gada (1) asegura á los habitantes dc Chile la facultad de crear 
establecirnientos de enseñanza, y la de enseñar pública ó priva- 
darnente por los métodos y textos que qiiieran, sil¿ s,t/jecihz d 
medida nZg'g2~nap~eventiva. Las Autoridades no pueden interve- 
nir en esos establecimientos, sino únicamente para ejercer las 
atribuciones de vigilancia y policía que se refieran á la mora- 
lidad, á la higiene y á la seguridad de los alumnos y de los em- 
pleados. 

Cuando se discutió en la Cámara de Diputados, en sesión 
de 17 de Octubre de 1873, la agregación de esta garantía á. las 
que enumeraba el artículo 12 (10), nosotros propusirnos que el 
párrafo referente á la libertad de enseñanza sc adicionara con 
la frase siguiente: lisia slqkció~z á ~nedidn n&-zu~n jveventiva~~. 
Aunqiie nuestra indicación (2) fué rechazada por treinta y cirico 
votos contra dieciocho, sin que se levantara una sola voz para 
impugnarla, hoy figura entre las disposiciones de la Ley de g de 
Enero del año actual (1879). 

(1) Diario Ojcial, núm. 549, de 13 de Enero de, 1879. 
(2) Véase nuestro discurso en aquella sesión (anexo nYm. 6 ) .  
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Al ocuparnos del artículo 15 I (142) trataremos de la libertad 
de profesiones, que es indudablemente el complemento indis- 
pensable de la libertad de ensefianza. Anticiparemos, por aho- 
ra, que hemos sido y somos convencidos partidarios de aquélla. 

Inciso 7." 

La libertad de imprenta, que no es sino una manifestación 
de la libertad del pensamiento, de la libertad de la palabra, sea 
verbal 6 escrita, ha sido asegurada por nuestra 
Constitución, al abolir la censura previa y toda traba que impi- 
diera al habitante de Chile el ejercicio del derecho de dar á 
conocer sus opiniones por la imprenta, sin restricción alguna. 

Esta libertad, necesarísiina en todo país civilizado, es condi- 
ción esencial del Sistema Representativo. Sin ella no habría 
medio alguno de fiscalizar los actos de los funcionarios públi- 
cos, y especialmente de aquellos que, como los Senadores y los 
Diputados, no están sujetos á responsabilidad alguna legal. 

Según la Constitución, no hay delitos de iítzpre7zta, por más 
que dieran á entender lo contrario los epígrafes de algunos de 
los títiilos de la Ley de 16 de Septiembre de 1846. Se puede, sí, 
abusar de esa libertad, y el abuso no puede ser castigado, sino 
después de haber sido calificado como tal por un Jzrrado. 

En  esta parte, la Constitución dejó un vacío al determinar 
que, calificado el abuso por el Jurado, la causa hubiera de se- 
guirse y sentenciarse col1 arreglo á la Ley; porque ésta pudo es- 
tablecer el sistema de la restrictiva Ley de 1846, que permitía á 
los Tribunales que conocen en segunda instancia de las causas 
criminales, anular por injusticia manifiesta y evidente el fallo 
del Jurado (art. 72 de dicha Ley), lo que importaba tanto como 
destruir y anular la independencia de &te. Si el abuso ha de 
calificarse por un Jurado, la causa debe ser sentenciada también 
por un Jurado, sin lugar á recurso iiltcrior por injusticia notoria, 
como afortunadamente lo dispone el artículo 34 de la nueva Ley 
de imprenta de 17 de julio de 1872, una de las más liberales 
que conocemos y que fiié el resultado de la experiencia práctica, 
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que el país había adquirido en los diez años anteriores, durante 
los cuales, á pesar de la Ley de 1846, había disfrutado de la más 
amplia libertad de hecho en la materia. 

La  verdad es que los abusos de la libertad de imprenta se 
corrigen por la imprenta misma. Un artículo se contesta con 
otro, y una mala publicación 6 un mal diario llevan en sí mis- 
mos el germen de su destrucción, porque, como muy bien lo ha 
notado el Príncipe de Bismarck, carecerán de suscriptorcs. 

Por lo demAs, es claro que no puede haber cielitus de in2prenta. 
El  delito podrá, como en el caso de injurias, cometerse por me- 
dio de la i7~tpveítta; pero ésta es tan independiente de aquél 
corno lo es el homicidio respecto del arma que se emplea para 
perpetrarlo. 

Al reconocer los enormes progresos que Chile ha liecho en 
esta materia en los diecinueve Últimos aAos, tributando á la Ley 
de 1872 el elogio que merccc, conviene observar que el país 
estA aún más adelantado que ella, porque, como lo ha manifes- 
tado el desenfreno de la prensa durante las elecciones de 1876, 
desenfreno que no tuvo otro correctivo que el de la opinión ilus- 
trada, ya nadie echa mano, salvo en casos muy contados, del 
recurso de acusar impresos injuriosos. Si la injuria es proferida 
por quien carece de prestigio, se desprecia y cae por sí sóla. Si 
tiene algún fundamento aparente ó es cobijada por un diario 
respetable, se refuta por el mismo medio. 

Notamos con satisfacción que el articulo 3.0 de la Ley de 17 
de Julio de 1872 no incluye cntre los abiisos de la libertad de 
imprenta, la excitación & la revuelta Ó al  dio contra las Autori- 
dades. Si los impresos que tal cosa pretendieran fuesen justos y 
fundados, clebcr de las Autoridades sería atender sus indicacio- 
nes. E n  el caso contrario, no habría por qué temer que el pais 
se conmoviera por excitaciones destituídas de razón. Por sí mis- 
mas se desvanecerían. 

Al terminar nuestras observaciones respecto del artículo 12 



(10) de la Constitución, llamamos la atención, como hemos te- 
nido oportunidad de hacerlo incidcntalmente, al párrafo final 
dc  !a atribución 6.2 del artículo 36 (27), scgún el cual, fuera de 
10s casos previstos en el primer párrafo de dicha atribución, es 
prohibido dictar Leyes (jcon cuánta mayor razón, simples decre- 
tos ó bandos!) que suspendan ó restrinjan las libertades 6 dere- 
chos que asegura el artículo que acabamos de examinar. 

Del Congreso Nacional 

iiEl Poder Legislat ivo reside en el Congreso  Nacional,  

compuesto de dos Cámaras ,  una  de Diputados y o t ra  de 
Senadores.  t t  

Para darse cuenta del verdadero alcance de este artículo, es 
menester considerarlo con relación á otros varios de nuestra 
Constitución. En efecto, según los artículos 40 (31), 43 (34), 

44 (39 ,  45 (3% 46 (37)) 47 (3% 48 (39)) 49 (40), 53 (44)) 
incisos I.O, 4.0 y 5.O del 82 (73) y 91 (82), el Prcsidentc de la 
Iicpública constituyr una tercera rama del Poder Legislativo, 
y una rama importantísima que concurre á la formación dc  las 
Leyes, iniciándolas por medio dc Mensajes; prorrogando las sc- 
siones ordinarias del Congreso; convocándolas á extraordina- 
rias; discutiendo cn las Cámaras por medio de los Ministros; 
modificando ó corrigiendo los Proyectos de Ley que hubieren 
sido aprobados por el Congreso, y aun rechazándolos por com- 
pleto, corno tendremos ocasión de notarlo oportunamente al 
ocuparnos en los diversos artículos á que acabamos de referir- 
nos. El Poder Legislativo no está, por consiguiente, confiado 
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e,rcIr~sivanzezte á las dos Cámaras, como podría alguien creerlo 
leyendo aisladamente el artículo 13 ( 1 1 ) .  Pensamos que éste 
habría sido más preciso y más conforme á la verdad, si se le 
hubiera agregado la expresión siguiente: llsin perjuicio de las 
atribuciones que, en la iniciativa, diccusión y formación de las 
Leyes, confiere esta Constitución al Presidente de la Repú- 
blica,,. 

L a  convenicncia manifiesta de confiar á dos Asambleas, y no 
á una sóla, la formación de las Leycs, es algo que todas las na- 
ciones cultas y regidas por el Sistema Representativo han acep- 
tado casi con completa uniformidad. El ensayo que en Francia 
se ha hecho del sistema de una sola Cáinara, ha producido fata- 
les resultados. 

Para convencerse de las ventajas que presenta el sistema de 
dos Cámaras sobre el de una sóla, nos referimos á la Lección XV 
de la Ifistoria de la Co?zstztució~t de Estndos Unidos, del céle- 
bre publicista francés Eduardo I,aborilaye, limitiíndonos á co- 
piar de la obra del mismo autor titulada Le Ynvti Libéral las 
frases siguientes: 

llNo tomar cosa alguna de la Inglaterra y formar con piezas 
de todo género una obra maestra que en nada se asemejara á 
lo conocido, tal fué la quimera de los Constituyentes de 1789. 

11Así es que, por desdén á los ingleses, rechazaron las dos Cá- 
maras, sin notar que esta división de la Legislatura, conservada 
por los republicanos de América, era una necesidad de todos 
los tiempos y de todos los lugares. Un Poder sin límites y sin 
responsabilidad no puede ser sino una forma de despotismo, 
sea que se confíe á un solo hombre ó 6 una Asamblea. MAS aún, 
de todos los regímenes, el más insoportable será siempre el 
despotismo bastardo de una Cámara única, porque con un sólo 
golpe paraliza al Gobierno, esclaviza al pueblo, favorece al mis- 
mo tiempo la anarquía y la tiranía. Si los Constituyentes hu- 
bieran tenido la modestia de consultar la Historia, habrían en- 
contrado el ejemplo del Largo Parlamento de Inglaterra y del 
Congreso de la Confederación Americana, dos Asambleas que 
perecieron por la anarquía; pero la experiencia nada importaba 



para los discípulos de Rousseau. Sabian todo sin haber apren- 
dido nada.,, 

Y más adelante añade: 
1 1 . .  . En todos los pueblos libres, la Representación Nacional 

está dividida cn dos Cámaras. Esta división es hoy un axioma 
político tantas veces verificado por la experiencia, que ya no se 
le discute. Se puede afirmar con plena seguridad que toda 
Asamblea única, sea Constituyente ó Legislativa, llevará al país 
á la ariarquía y á la revolución. InútiI es citar ejcmplos de esta 
verdad; sería, lo creo, imposible citar ejemplo alguno de lo con- 
trario. Una Cámara Única fué, según mi opinión, el craso error 
de la Rcvolueión (1789), la fuente de nuestros desórdenes y de 
nuestras miserias. LO que ha faltado á nuestros padres para 
fundar la libertad, es una segunda Cámara que mantuviese á la 
primera y quc fuera mantenida por ésta en el respeto á la Cons- 
titiición y á la voluntad nacional. El Poder absoluto lia embria- 
gado y perdido á nucstros legislado re^.^^ 

I,a misma opinión profesaba el eminente estadista francés 
M. Thiers. Fueron sus esfuerzos incesaritcs los que, después del 
orden de cosas á que dió lugar la caída del segundo Imperio 
eri 4 de de Septiembre de 1870, consiguieron establecer nueva- 
mente en Francia cl sistema de Ias dos Cámaras, que qu tua -  
mente se fiscalicen, y que es una garantía de que la Ley se 
discutirá siempre con calma y madurez, precaviendo las resolu- 
ciones que, en un momento dc  arrebato, puede arrancar A una 
Cámara la palabra de un orador eininentc. 

Con la existencia de las dos Cámaras cl país esta más segu- 
ro de que no surgirán los manejos poco esciupulosos de un 
Gobierno falto de dignidad. 

,Qué habría sido de la forma republicana en Francia si, cuan- 
do el Mariscal-Presidente dictó la famosa y desgraciada medi- 
da que lleva la fecha del 16 de Mayo de 1877, apoyada por una 
de las Cámaras, no hubiera existido la otra que, con tanta dig- 
nidad y entereza, la resistió hasta el fin, sin salir de la órbita 
legal, y obtuvo el triunfo de aquel.:siste~na sobre el de la reac- 
ción monárquica? 



11 Los Diputaclos y Senadores son inviolables por las 
opiniones que manifiesten y votos que emitan en el de- 
sempeño de sus cargos. 1 1  

iiNingún Senador ó Diputado, desde el día de su 
eleccióii, podrá ser acusado, persegiiido ó arrestado, sal- 
vo en el caso de delito i~zf~a~ganli si la Cámara á que 
pertenece no autoriza previamente la acusación decla- 
rando haber lugar á formación de causa. i r  

iiNingún Diputado ó Senador será acusado desde el 
día de su elección, sino ante sil respectiva Cámara, ó 
ante la Comisión Conservadora, si aquélla estuviere en 
receso. Si se declara haber lugar á formación de causa, 
queda el aciisado suspendido de sus funciones legislati- 
vas y sujeto al Juez competente.,, 

11 En caso de ser arrestado algún Diputado 6 Senador 
por delito infrgnnti, será p~iesto inmediatamente A dis: 
posición cle la Cámara respectiva ó de la Comisión Con- 
servadora, con la información sumaria. La Cániara 6 la 
Comisión procederá entonces conforme A lo dispuesto 
en la segunda parte del artículo precedente,!! 
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La inviolabilidad que la Constitución asegura á los Dipu- 
tados y Senadores se rcfiere sblo, como lo expresa el artícu- 
lo 1.1. (12), á las oji7zio)zes que manifiesten y DO@ que emitan 
cn cl desempeño de sus cargos. Lejos de referirse a los delitos 
que pudicren cometer, sea como individuos particulares, v. gr., 
un robo; sea como funcionarios públicor, por ejemplo, el cohe- 
cho, los artículos 15 á 17 (13 á 15) detcrrninan el procediinien- 
to  que debe emplearse para acusarles. 

Esa inviolabilidad es condición indispensable de la organi- 
zación de las Cámaras en el Sistema Representativo. Donde 
quiera que éste rige, aquella inviolabilidad estA asegurada á los 
miembros de las Cámaras. Y debe estarlo, porque es imposi- 
ble idear un sistema de Gobierno dentrodcl cual no exista al- 
guna Autoridad cuyos miembros 110 puedan estar sujetos á otra 
fiscalizqción que la de su propia conciencia y la de la opinión 
pública, manifestada por una prensa bicn dirigida. El Poder Ins- 
pectivo no puede organizarse como entidad distinta y separada 
de los demás, porque él también tendría que ser inspeccioiiado 
por alguien, y así la serie de poderes sería interminable. Por 
eso la inspecci6n Suprema que el país debe ejercer sobre las 
Autoridades constituídas dentro dc cierta medida, no puede 
tener lugar sino confiándola á los Representantes que la misma 
nacibn elige y renueva periódicainente para cjcrcer cl Poder 
Legislativo y, junto con &te, el Inspectivo. Ni habría otro me- 
dio de conseguir tan interesante resultado. 

Con la mira de evitar que, por mcdio de acusacioncs, perse- 
cuciones ó arrestos infundados, pudiera impedirse á los Dipu- 
tados y Senadores el libre ejercicio de sus funciones, los artícu- 
los 15  y 16 ( 1 3  y 14) disponen que, desde el día de su elección, 
éstos no podrán scr acusados, perseguidos 6 arrestados, salvo 
en el caso de cielito i7zfrngnrzti si la Cámara respectiva ó, en 
su receso, la Comisión Conservadora, no autorizare previamente 
la acusación, que ante ella debe iniciarse, declarando haber lu- 
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gar rí formación de causa. Esta declaración suspende las fun- 
ciones legislativas del acusado y lo deja sujeto al Juez compe- 
tente. * 

Esta garantía principia á existir desde la fecha en que se tie- 
ne conoci~~ziento o$(inlde la elección de los Diputados y Senado- 
res. E s  claro que antes se ignora legalmente quiénes son éstos, 
y por día de su elección no puede entenderse sino aquél en que 
ella es conocida para la Ley. Si la garantía principiara á existir 
solo en la fecha en que el Congreso abriera siis sesiones ó en aque- 
lla en que el Senador ó Diputado se incorporase á la Cámara 
respectiva, podría resultar que se intentaran medios indebidos, 
tales como acusaciones calumniosas ú otros análogos, para evi- 
tar que las Cámaras pudieran funcionar, y para impedir que 
sus miembros se incorporaran en tiempo oportuno. Conviene 
que el individuo electo para Senador Ó Diputado goce de la 
garantía á que aliidimos, desde que consta que ha merecido esa 
distinción de sus conciudadanos, y desde entonces debe sentir- 
se segiiro de que su persona será respetada. 

Antes de la reforma del artículo 161 (152) que, en su forma 
actual, dispone que aun durante el estado de sitio no sc podrán 
violar las garantías Constitucionales concedidas á los Dipiitados 
y Senadores, se suscitó la cuestión de si, vigente el primitivo 
artículo 161 (152), tenían cabida las garantías mencionadas 
cuando la Autoridad pública, previa declaración de estado de 
sitio, decretaba el arresto de un Senador ó Diputado, izo pnra 
pzde se Zesfo~wza~a cazLsa a&z~?za, sir20 zinicame?zte co7iio 71zedirtn 

de precaz~ción para  conservar ed srden. 
El señor don Jerónimo Urmeneta, Ministro del Interior, y 

el señor Diputado don Antonio Varas sostuvieron, en sesión de 
la Cámara de Diputados de 9 de Junio de 1859, que las garan- 
tías que los artículos 15 y 16 (13 y 14) establecen, no tienrn 
lugar ni son aplicables cuando sc trata dc arrestos ó traslacio- 
nes de  Diputados ó Senadores, decretados por el Ejecutivo en 



uso de las'facultades que emanaban de una declaración de es- 
tado de sitio. 

Esta opinión, que ha prevalecido en la práctica en más de un 
caso, como fué el del arresto del sefíor Senador don Francisco 
Ignacio Ossa en Septiembre de 1859, podía sostenerse antes de 
la ieforma del artículo 161 (152)~ fundándose en la letra de los 
artículos r $ y I G  ( I  3 y 14) que se refieren al caso de f o ~  nzaczó~z 
de causa. Nosotros, sin embargo, nos habríamos atenido con 
preferencia á 1a.opinión contraria, única compatible con la exis- 
tencia del Congreso. Nada impidiría al Presidente de la Reptí- 
blica decretar la completa disoliición de las Cámara., una vez 
que sc le reconociera la facultad de arrestará los miembros que 
la forman. La  Constitucicin Reformada ha obrado cuerdamente 
zanjando esta cuestión en el único sentido compatible con los 
sanos principios y la conveniencia pública (s). 

2 Pz~ecié una Cámat a apuobar á votar projosicio~zes de ceNszLva 
contra szs propios nziembros? L a  Cámara de Diputados opirió 
por la afirmativa, en sesión de 14 de Junio de 1859, al votar 
por unanimidad un acuerdo que declaraba que llel Diputado 
suplente por San Felipe, don Francisco Vargas Fontecilla, ha- 
bía fa1tado.á su deber de Diputado, retirándose de la Cámara 
en la sesión anterior y desentendiéndose de la orden del Presi- 
dente.,, 

En sesión de la misma Cámara de 23 de Junio de 1868, des- 
pués de un debate sostenido por el señor don Antonio Varas, 
en el sentido de que la Cámara carece de tal facultad, por ser 
ella incompatible con la inviolabilidad del Diputado, apoyando 

(1) Vkase Sentencia de la Corte Suprema, de 26 de Junio de 1885, en el 
caso del señor Diput;ido don Sinforiano Ossa, coniharía á sesenta dias de 
prisión. La Corte resuelve que la Sentencia condenatoria no debe gicuta~ie, 
sino pievia declaración de'la Cimara. NOS parece enorme el alcance que 
dicha Corte atribuye al articulo 1 5  (13)  de la Constituci6nJ que no se refie. 
re i penas impuestas por Sentencias, sino A causas que hagan de formarse. 
(Nofcz &l Azrtor.) 
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el selior don Joaquín Blest Gana, Ministro de Justicia, la tcsis 
contraria, se propiiso censurar al señor don Pedro León Gallo 
por haber tratado de infame calumniador al Ministro de H a -  
cienda. L a  de censura fué aceptada en la sesión del 
día siguiente por trcinta y nueve votos contra diez. 

Todavía la Cámara de Diputados, en sesión de 12 de No- 
viembre de 1878, aprobó, por treinta votos contra catorce, una 
proposici6n de censura contra el señor Diputado por Curicó don 
Angel Custodio Vicuña, por una palabra anti-parlamentaria 
que había pronunciado en la misma sesión contra el scfior Di- 
putado por Chillán don Aniceto Vergara Albano. 

Nosotros tuvimos el honor de  decir, en esta última sesión, 
que, aunque creíamos que una Cámara puede Constitucional- 
mente censurar á sus miembros, porque la inviolabilidad que la 
Coiistitución les asegura es extensiva solamente á las ojinio?zes 
y votos que emiten el2 el desentpe?2o de s l ~ s  ~.avgos, sin que de ello 
se infiera que les sea lícito faltar al orden, proferir injuria;, re- 
tirarse de la Sala cn ciertos momentos, ctc., ctc., creíamos tam- 
bién que debía hacerse uso de semejante facultad sólo cn casos 
muy graves y con suma parsimonia, sólo cuando hubieran sido 
insuficientes y se Iiuhieran agotado los remedios quc, para tales 
casos, tuviese previstos el Reglamento de Sala. 

Por eso votamos en contra de la censura propuesta por el 
scííor Diputado don Enrique Mac-Iver cn el tcrccro de los casos 
que dejamos citados. En  resumen, reconocemos la facultad dc  
la Cámara, pero no rec~)mendamos su ejercicio, quc puede dar 
lugar á peligrocos abusos de rnayorla. 

~ P u c d e  una CAmara imponer multas á sus micmbros por 
causa de inasistencia á sus sesiones, estableciéndolas cn artícu. 
10s de su Reglamento interior? El sefior don Joaqiiín Larraín 
Gandarillac sostuvo la negativa cn sesión de la Cámara de Di- 
putados de 21 dc Julio de 1866, fundándose cn que la Coiisti- 
tución no confiere á las Cámaras semejante facultad y en que 
la iriiposici6n .dc penas es materia clc Ley. 
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' L a  Cárnara opinó como el señor Lariaín Gaidarillas, recha- 
zando, por treinta y seis votos contra siete, el articulo qiie, so- 
bre la materia, le fué propuesto para adicionar su Reglamento 
en un proyecto de acuerdo que tenía por objeto ieglainentar la 
asistencia de los Diputados. PensamOs que el sefior Larraín y 
la Cámara tuvicron perfecta razón al resolver la cuestión pro- 
puesta en un sentido negativo (1). 

2De qué anteccctíente debe partir una Cá~znra papa dechvav 
que hay lzgar áfov~~znción de causa contra 21110 de SUS uzieuzbros? 
¿Bastará el solo hecho de presentarse algiiien acusándolos? 
Pensamos que no, y así se ha resiielto prácticamente la cues- 
tión. 
: En sesión de 29 de Julio de 1844, después dc una discu- 
siGn entre el señor don Manuel Montt y el seííor don Pedro 
~alazuelos, en que aquél sostuvo, y con mucha razón, que para 
desaforar á un diputado cra menester llque la acción se prescn- 
tara al primer aspecto fundada, que el hecho denunciado apa- 
i-eciera con el carácter dc  delito,,, la Cámara de Diputados de- 
scchó, por veintiún votos contra trece, la solicitud de desafuero 
que ante ella pendía contra cl scííor Diputado don Rafael Ga- 
tica (2). 

E n  sesión dc  3 de Octubre de 1854, la misma Cámara declard 
otra vcz implícitamente idéntica cosa, al aprobar por unaniini- 
dad cl informe de su Comisión de Legislación y Justicia, cn quc 
ésta pidió se procediera por el Juez dcl Crimen dc Saotiago á 

(1) Sin eiiibargo, los articulos rg  y 16 del Reglan~ento de la Ciimaia de 
Diputados de 20 d r  Junio de 1846, hoy vigente, modificrido en sesión de 
10 de Enero de 1885, resuelven la cuestión en u11 seritido nfivtrtnfivo, facitt- 
fando A la & n a r a  para iinponer penas y miiltas i los Diputados. La verdad 
es que esas disposiciones del Reglame~ito no fueron recordadas en el caso 
4 que se refiere el texto; sin que pierdan por eso nada de su fuerza el prin-. 
cipio aducido por el seiior Larrain G.  y la opini6n que iios'otros sostenemos. 
(ATota ,!el :l utov.) 

(2) Suplemento P El Pvoyveso, niini. 541, 
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levantar una información acerca de los hechos que don Andrés 
Arrieta imputaba al señor Diputado, General don José Igriacio 
García. 

En  sesi611 de 27 de Noviembre de 1875, la Cámara de Dipu- 
tados, declarando, por veintiséis votos contra uno (éste Último 
creemos fué el del señor Diputado cuyo desafuero se pedía), no 
haber lugar á la formación de causa solicitada por el señor don 
Belisario Henríquez contra el señor don Francisco de Paula 
Figuerba, aceptó las concl~isiones del informe que en aquel 
asunto nos cupo la honra de redactar para la Comisión de Cons- 
titucijn, Legislación y Justicia, el cual lleva las firmas de los se- 
ííores Balmaccda, Cood y Fabres, además dc la nuestra (1). 

Scgún ese informe, una Cámara no debe autorizar una acusa- 
ción contra uno de sus miembros sino cuando concurren copu- 
lativamente dos circunstancias: I.", la existencia plenanzente 
probada de un hecho que constituya delito 6 que se presente 
con el carácter de  tal; 2.a, que aparezca senzi-ple~znmente proba- 
do que cs el Senador ó Diputado cuyo desafuero se pretende, el 
tzufor responsable, c011zplice Ó enczct71.idar de ese hecho. 

No basta la sola imputación de un delito hecha á un Diputa- 
do ó Senador para que la Cámara respectiva declare haber lugar 
á formarle causa. En  tal caso el privilegio que la Constitución 
les asegiira á nada conduciria. N6; es menester que á la solici- 
tud de desafuero se acompañe un sumario, levantado por la 
justicia ordinaria, del cual se deduzcan los dos antecedentes á 
que acabamos de referirnos, ó, á falta de sumario, documentos 
que induzcan á idénticas consecuencias. 

Si la Cámara, una vez en posesión de tales datos, encucn- 
tra plenamente probada la existencia del delito 6 del hecho que 
se presenta con los caracteres de tal, y que el autor responsable 
cómplice ó encubridor de ese hecho es el Diputado ó Senador 
cuyo desafuero se pretende, dcbc declarar que hay lugar á for - 
mación d:: causa, devolviendo los antecedentes al Juez comp- , 
tente, á fin de que éste proceda contra e! culpablc en Ia forin a 
ordinaria. 

( t )  Anexo núm,  7 .  
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Si, á juicio dc la Cámara, no existiere el delito qur mot iva r~  
la acusación, ó no presentare ese carácter el hecho que se de- 
nunciar~ como tal, ó si aun en la hipótesis contraria, no hubiere 
semi-plena prueba contra el Senador 6 Diputado á quien se tra- 
tare de acusar, debe entonces declararse que no hay lugar á 
formación de causa, quedando en tal caso paralizada la acción 
de los Tribunales mientras el Senador 6 Diputado conserve su 
carácter de tal. 

Las garantías á que se refieren los artículos I 5 y 16 ( 1 3  y 14) 
no se aplican cuando se trata de delito znfrgaan2u". En este caso 
el Senador ó Diputado puede scr arrestado desde luego y debe 
ser puesto á disposición de la Cámara respectiva 6, en su rece- 
so, de la Comisión Conservadora, con la información sumaria 
que, para acreditar la existencia del delito y la circunstancia 
de haber sido sorprendido i?zfragarzti el arrestado, debe levan- 
tar el Juez que decretó el arresto ó ante quien fué conducido 
el arrestado, con arreglo al artículo 136 (127). La  Cámara 
ó la Comisión, en vista de esa información, procederá enton- 
ces en la forma que hemos indicado en los párrafos prece- 
den tes. 

E n  el citado artículo 136 (127), nos ocuparemos de lo que se 
entiende por :delito in frnganti, expresión vaga que ninguna 
Ley ha definido todavía entre nosotros (1). 

De la Cámara de Diputados 

iiLa Cárnara de Diputados se compone de  miembros 
elegidos por los Departamentos en votación directa, y en 
la forma que determinare la Ley de elecciones.ii 

(1) Lo está ahora por la Ley de Septiembre de 1884 sobreGarantias i 13 

Libertad Individual. (Nola del Autor.) 
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11Se elegirá un Dipu~ado por cada veinte mil almas, y 
por una fracción que no baje de doce mil. 

iiTambién se elegirán Diputados suplentes en el nú-S 
mero que fije la Ley.,! 

El artículo 18 (16) dispone que los Diputados serán elegidos 
por los Departamentos en votación directa y en la forma que 
determine la Ley de Elecciones. - - 

Los Departamentos á que la Constitución se refiere en este 
aitículo no son ni pueden ser otros que los que ella misma crea 
en el artícuio I 1 5  (106) para los efectos de la división territo- 
rial del país. Luego, los Diputados no podrían ser elegidos por 
fracciones ó pedazbs de un Departamento, infiriéndose de aquí 
que sería inconstitucional la Lcy que en Chile estableciera para 

(1) Reemplazado, virtud del articulo 3.O de la Ley de Reforma Consti- 
tucional de 10 de Agosto de 1888, por el siguiente: 

ase  elegirá un Diputado por cada.treinta iiiil habitantes y p8r una frac- 
ci6ii que no baje de quince tuil. 

aSi un Diputado muere 6 deja de pertenecer 6 la Cimara por cualquiera 
causa, dentro de los dos prinieros años de su mandato,. se procederá á su 
reeinplazo por nueva elecciOn en la forriia y tieinpo que la Ley prescriba. 

((El Diputado que perdiere su representación, por de~elnpefiar 6 aceptar 
un eii~pleo inconipatihle, n: podrá ser reelegido hasta la prbxima renova- 
ciOn de la Cámara)). 

El articulo 1.O de los transitorios de la citada Ley de Reforma, se relacio- 
na con el articulo 19 (17) de la Carta, por cuanto se refiere i los Diputados 
y Senadores suprimidos para lo sucesivo. Ese articulo, que es hoy el Unico 
transitorio de la ConstituciOn, dice asi: 

aLos Senadores y Diputados suplentes que sean elegidos con arreglo á las 
disposiciones Coiistit~~cionales vigentes, duraran en sus funciones hasta la 
priinera renowcibn de la Cáinara de Diputados. 

aSi en este tiempo muriere O perdiere su mandato algtín Senador b Di- 
putado propietario, será reen~plazado por el respectivo suplente. 

aSi el supleiite esturriere ya haciendo las veces de propietario 6 hubiere 
fallecido, O perdido su mandato, se procederzi al reemplazo con arreglo Q 
las disposiciories Constitiicionales refor1nadas.n (Nota de los Editores.) 



la elección de Diputados el sistema de las C i ~ c ~ ~ ~ z s c ~ ~ c i o ~ z e s  El'ec- 
tolales, que se practica en Francia, y que consistiría en dividir 
el Tcrritorio de la República en tantos Defnrtamentos Electora- 
Les cuantos son los Diputados que se eligen en toda ella, á fin 
de que cada ciudadano sufrague sólo por un candidato. 

Además de inconstitucional, el sistema de circunscripciones 
electorales violaría los principios en que debe basarse la organi- 
zación de una buena Ley Electoral, porque dejaría sin represen- 
tación alguna á las ininorías. 

Refiríéndose el artículo 18 (16) á la Ley en cuanto á la forma 
dc  la elección directa do los Diputados, diremos dos palabras 
acerca de los diferentes sistemas que aquélla podría establecer 
para dicha elección, como también para todas las elecciones di- 
rectas, 6 sca, las de Senadores, de electores de Presidente de la 
República y de Municipales (1). 

Esos sistemas son: 1.0, el de Lista Completa; 2.0, e1 de Lista 
Incompleta ó Voto Limitado; 3.0, el del Voto Acumulativo; y 
4.O, el del Voto Proporcional ó Cuotativo. 

El sistcma de Lista Completa, que rigió entre nosotros cn to- 
das las elecciones directas practicadas antes de la aplicación de 
la Última Ley Electoral de  12 de Noviembre de 1874 (z), sub- 
siste hoy todavía para las elecciones dc Senadores y de Electo- 
res de Presidente de la República (3). Consistiendo ese sistema 
en que cada sufragante vote por tantas personas distintas cuan- 
tos son los candidatos que deben ser elegidos, de manera que 
l a  lista se complete con nombres difercntcs, sin facultad de acu- 
mular, es claro que él consulta sólo la representación de la ma- 
yoría. El partido que cuenta con ésta, ganará la eleccidn de 
todos los candidatos que figuren en la lista, excluyendo de 
toda representación á la minoría. Tal sistema estrí ya defi- 

(1) Vid. adenxis el estudio que con el rubro Lcpislnción Electoral de Chi- 
le, publicó el Autor en la Revist(z Fortnse Chilc~za de 1.O de Noviembre 
de 1888, y que incluínios con el ní~rnero 8.O entre los Anexos de este volu- 
men. f Nota de los Editores.) 

(2) Derogada por la Ley de 9 de Enero de 1884. 
(3) Sistema vigente, segiiii la Ley de 1884; vid. inc. 3." de su  nrt. 65. 
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nitivnrnente condenado por la Ciencia y por la experiencia. 
El sistema del Voto Limitado Ó de Lista Incompleta, con- 

siste en que todo sufragante debe suprimir uno Ó más candida- 
tos de la lista, por ejemplo, uno de cada trcs, votando sdlo por 
dos, como lo dispone hoy la Ley para la eleccijn de Municipa- 
les (1). Este sistema consulta indudablemente la idea de dar re- 
presentación á las minorías, pero de una manera mucho menos 
satisfactoria que el Voto Acumulativo. Para persuadirse de ello 
bastará fijarse en que una minoría,.para obtener el triunfo segu- 
ro  de un candidato entre tres, necesita, con el sistema del Voto 
Limitado, contar con dos quifztos mds uno del número de votan- 
tes. Con el sistema del Voto Acumulativo sólo necesitaría de 
la tercera parte. 

El sistema del Voto Acurnulativo, que hoy se aplica entre nos- 
otios á la elección de Diputados (2), consiste en la facultad que 
el elector tiene de aplicar en favor de iin solo candidato un nú- 
mero de votos igual al de los candidatos que corresponde elegir, 
ó de distribuir este número de votos como le plazca, en favor de 
una ó más personas. 

Este sistema, aplicado en naciones donde, como Chile, no se 
hace la elección en un solo colegio en todo el país, ofrece el gra- 
vísimo iriconveniente de establecer una desigualdad verdadera- 
mente chocante entre el derecho electoral de los ciudadanos, 
según el Departamento en que lo ejercen. Así, un ciudadano elec- 
tor de Santiago, tiene diex votos; uno de Rancagua, ci?zco; uno 
de Linares, tres; uno de Copiapó, dos; y el de Ancud, s910 uno. 

Supone una organización compacta y buena disciplina en los 
partidos. Los errores de éstos pueden traerles consecuencias fu- 
nestas, como suredid en Valparaíso en las elecciones de 1876, 
donde el partido que contaba con la mayoría, puesto que ganó 
la elección del Diputado suplente, perdió, sin embargo, la elec- 
ción de cuatro de los cinco Diputados propietarios que corres- 
ponden ii ese Departamento. 

(1) Sistema vigente, según la Ley de 1884;  vid. inc. 4." de su art. 6 5 .  
( 2 )  Sistema vigente, segiin la I.ey de 1884;  vid, inc. 1.O de su art. 65.  
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En sesidn de la Cámara dc Diputados de I 5 de Junio de I 869, 
los sefiores don Joaquín Blect Gana y don Vicente Sanfuentes 
impugnaron como contraria A la Constitiición la idea del Voto 
Acumulativo. El señor don Antonio Varas sostuvo lo contrario, 
y. la Ley de 12 de Noviembre de 1874le ha dado la razdn, y con 
justicia (1). 

En efecto, no vemos de dónde podría deducirse la incoiistitu- 
cionalidad del sistema, aplicado dentro de cada Departamento, 
en la forma determinada por la Ley vigente. En  ninguna parte 
excluye la Constitución la idea de que la minorías tengan re- 
presentación en las Cámaras y en las Municipalidades. Lejos de 
eso, al hablar de las elecciones directas, se refiere siempre á la 
Ley en cuanto á su forma. 

El sistema del Voto Pro~orcional Cz~rtntiiio, en la forma idcada 
por el célebre publicista inglés Tomás Hare, teniendo todos los 
electores voto igual y de idéntico alcance, lo que supone la 
unidad de colegio en todo el país, es indudablemente el más 
perfecto de los sistemas electorales, porque asegura a todos los 
partidos una representación proporcionada á su fucrza efectiva. 

No podría aplicarse cn Chile, en toda su 1atitud;sin que se 
reformara la Constitucidn en cuanto determina que las eleccio- 
nes directas se hagan por fracciones territoriales, dos de ellas 
por Departamentos y una por Provincias. Nosotros desearíamos 
que este sistema sc estableciera para la elección del Senado, 
como lo indicaremos más adelante (2). 

Con relación á los artículos I 8 y 19 (16 y I 7) que examina- 
mos, se han suscitado algunas cuestiones.. 

En  sesión de la Cámara de Diputados dc 2 de Agosto de 1864, 
el señor don Manuel Antonio Matta, al discutirse cl Proyecto 
de  Ley que creó el Departamento de Coquiinbo, sostuvo que, 

(1) Vid. la d e  1684. 
(2) Vid. anexo núm. g. 
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con arreglo al artículo 18 (16), todo Departamento debía elegir 
por lo menos un Diputado, cualquiera que fuese su población. 
El señor Matta olvidó, al sostener esta opinión (que siempre ha 
sido rechazada), que el artículo 18 (16) debe relacionarse con 
el 19 (17), y que, fijando éste para la elección de Diputados cier- 
ta  base de población, un máximum y un mínimum, resulta, com- 
binando ambos artículos, que hay Departamentos que no pueden 
elegir Diputados por sí solos, cuando rio cuentan con el míni- 
mum de habitantes fijado en la Constitución. 

Esta quiere que la elección de Diputados se haga por los 
Departamentos, es verdad; pero lejos de disponer que cada De- 
partamento deba elegir por lo menos un Diputado, dispone que 
se elegirá uno por cada veinte mil almas (treinta milj,ypor una 
fracción que no baje de doce mil (quince mil). Luego, es claro 
que, aplicando literalmente la prescripción del artículo 19 (17), 
sólo podría elegir un Dipiitado el Departamento que tuviera un 
tnínimun dc habitantes de veinte mil (treinta mil). La fracción 
de doce mil (quince mil) á que se refiere dicho artículo, está 
unida á la anterior por la conjunción copulativa y,  no por la 
disyuntivx o, de manera que, según la letra de la Constitución, 
un Diputado puede representar un mínimun de veinte mil 
(treinta mil) habitantes y un máximun de treinta y dos mil 
(cuarenta y cinco mil). 

Sin embargo, todas lai L o y a  que han fijado el número de 
Diputados, han entendido )7 aplicado el precepto Constitucional 
corno si él hubiera fijado la cifra de doce mil (ántes de dzex mil, 
hoy de quince mil) como mínimun, y la de treinta y dos mil 
(antes treinta mil, hoy cuarenta y cinco mil) como máximun 
para la eleccidn de un Diputado. 

Y con el fin de evitar que los Departamentos cuya población 
no alcanzare al mínimun fijado por la Constitución, queden sin 
representación en la Cámara de Diputados, la Ley ha dispuesto 
siempre también que se anexen, para los efectos electorales, á 
otro Departamento de la rnisina Provincia, eligiendo cotijunta- 
mente el número de Diputados que correspondct á la población 
de ambos. Así, hoy eligen dos Diputados los Departamentos de 
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CopiapG y Caldera conjuntamente; uno los de Concepción y 
Talcaguano, etc. 

Para obviar el inconveniente de que dos Departamentos hi- 
cieran conjuntamente una elección, ei señor don Ricardo Claro, 
en sesión de la Cámara de Diputados de 25 de Septiembre 
de 1866, hizo indicación para que se variara la demarcación 
territorial de los Departamentos de Llanquihue y de Osorno, 
agregando al uno tantas parroquias del otro cuantas fuera ne- 
cesario para que ambos contaran con más de diez mil habitantes 
(entonces era ése el mínimun en Iiigar de doce y de quince mil) 
y pudiera así elcgir cada uno un Diputado, y nq tino sólo entre 
los dos. La  indicación fiié rechazada por treinta y tres votos 
contra cuatro, porque Constitiicionalmente no es admisible que 
un Diputado represente á un Departamento y á una. sección ó 
pedazo de otro. 

El deseo del señor Claro habría podido satisfaierse Constitu- 
cionalmente, dictando, con arreglo al inciso 5.0 del artículo 37 
(28), una Ley que alterara los límites y extensión de aquellos 
Departamcntos. 

* * * 

El nuevo artículo rg (17) de  la Constitución, además de  haber 
elevado d doce mil la fracción de diez mil habitantes que seña- 
laba el antiguo, ha agregado d éste un segtindo inciso que 
prescribe la elección de Diputados suplentes en el níimero que 
fije la Ley. 

Así se ha dado existencia Constitucional d los Diputados 
suplentes, que antes la tenían sólo en virtud de Ley. Nosotros, 
que creemos perjudicial esta reforma, tuvimos la honra de opo- 
nernos á ella en sesión de la Cámara de Diputados de 8 de 
Septiembre de 1873 (1). Más adelante, al ocuparnos de  los 

(r) Boletin cle Sesiones de 1873, pág. 484 .  
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Senadores suplentes, manifectarernos las razones de nuestra 
opinión (1). 

E n  consecuencia, nosotros suprimiríamos del artículo 19 (17) 
el inciso relativo á Diputados suplentes, y redactaríamos el 
primero, á fin de evitar ambigüedades, en la forma siguiente: 

iiSe elegirá un Diputado por cada veinte tnil habitantes y 
por una fracción que no baje de doce mil. Un Diputüdo no po- 
drá representar más de treinta y dos mil habitantes, ni menos 
do doce mii.t~ (2) 

11 La  Cámara de Diputados se renovará eii su totalidad 
cada tres añosli. 

Ninguna ciiestión sugiere este artículo. Tres años es un pe- 
riodo bien calculado; ni demasiado largo ni demasiado corto. 
Nos parece una buena base para determinar la duración que 
debería asignarse á otras funciones públicas, como lo notare- 
mos al estudiar la organización del Senado. 

ilPara ser elegido Diputado se  necesita: 

(1) Como se sabe, la opinión del Autor ha sido obedecida por los hechos, 
puesto que la Ley de Reforma Constitucioiial de 10 de Agosto de :S88 ha 
supriniido los Senadores y Diputados suplentes, eri los articulas que en pigi- 
na anterior reproducimos (Nota de los ErEttoves.) 

(2) Las proporciones y fraccioiles que el Autor nlenciona y sobre lae 
cuales propone refornia, estin hoy alteradas, como es sabido No inserta- 
mos en este párrafo del texto los niinieros señalados por la Ley de ~ ~ o s t o  
de 1888, para evitar ambigüedades 6 parentesic iniitiles, pues el Autor trata 
en el del nuevo articulo 19, que, segi~n lo hemos dicho, ha sido reformado 
por segunda vez y en todas sus partes, siendo hoy el r 7  en la numeración 
Constitucional. (Nota de los Editores.) 



11 I .O Estar en posesión delos  derechos de  ciudadano 
elector. 

112.0 Una renta de quinientos pesos, á lo menos.rt 

Aunque, según lo dispuesto en el inciso primer? del artículo 
que examinanlos, es menester que el individuo electo para Di- 
putado (y para Senador, según el artículo 32  (26) c.& califica- 
do, porque si no lo estuviere es claro que no podría votar, con 
arreglo á lo prescrito en el artículo 9." (suprimido), se ha resuelto 
constantemente lo contrario, prescindiendo de la letra de-la 
Constitución. 

E n  efecto, en Marzo de 1843 fueron elegidos Diputados por 
Chillán los señorcs don Antonio Varas y don Antonio García 
Reyes. Ni aquél ni éste se habían calificado en Noviembre 
de 1842, quizás por no tener entonces veinticinco aiios de edad. 
Los tenian, sin embargo, cuando fueron elegidos, cinco meses 
después; pero abrigando dudas acerca de la legitimidad de  su 
elección, lo hicieron presente á la Cámara cuando dsta abrió sus 
sesiones en Junio de 1843. L a  Cámara resolvió que dichos se- 
ñores podían funcionar como Dipu'tados, aun cuando evidente- 
mente no estaban en posesión de los derechos de ciudadanos 
electores, desde que no se habían calificado con arreglo á lo 
prescrito en el artículo 9.0 (suprimido). 

Pocteriormcnte ha regido siempre la .misma práctica, y sin 
reclamación alguna. Así en 1870 el señor don Abdón Cifuentes 
fué clecto Diputado por Rancagua, sin estar calificado, porque 
en Noviembre de 1869 se encontraba ausente dc Chile. Hoy  
mismo los señores don Manuel Irarrázaval y don Adolfo Ibá- 
fíez son Senadores, á pesar de no estar calificados, pues se en- 
contraban ausentes del país en Noviembre de 1875, fecha de las 
pendltimas inscripciones electorales. Y como éstos sería fácil 
citar infinitos casos idénticos. 

No han faltado tampoco casos en que individuos inscritos en 
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- 
el KEgistro de Electores respectivo, á pesar de no tener v e i d -  
c i ~ ~ r o  años de edad y de ser solteros, han ejercido el cargo de 
Diputados, s i n  reclamación alguna. Nos parece evidente, sin 
embargo, que esa práctica es contraria á la Constitución, pues 
si ésta exige para el desempeño de un cargo público la condi- 
ción de estar en posesión de los derechos de ciudadano elector, 
es claro que, d fortion y corno antecedente indispensable, exige 
en el electo las condiciones que menciona el articulo 8.0 (7.0) 
de la Constitución (1). 

Igualmente lia sido violado el segundo inciso del artículo 21 

(19). Más de iin caso podríamos citar de individuos que, sin 
tener la renta de quinientos pesos á lo mcnos que dicho inciso 
exige para poder ser elegido Diputado, lo han sido, sin embar- 
go, y han conservado su puesto sin reclamación alguna. 

Nos parece que prácticas tan abiertamente contrarias á la 
Constitución no deberían autorizarse. Buena ó mala, la Ley es 
Ley, y mientras lo sea, debe respetarse. 

11 Los Diputados son reelegibles indefinidamente. 1, 

Los fundamentos de esta disposición son tan obvios que no 
necesitan comentarios. Ella existe en todos los países donde 
rige el Sistema Constitucional Representativo, y no ha sugerido 
ni cs posible sugiera dificultades en su aplicación práctica. 

1lNo p~ieden ser elegidos Diputados los siguientes in- 
dividuos: 

i i  l o s  Eclesiásticos Regulares; 

(1)  Merece recordarse, no obstante, que, por la vez priiiiera, en 1879, 
anuló la Ciiliara una elección con motivo del requisito de la edad, la del 
señor don Carlos Alduiiate Solar, que carecia de ella. (Nota de¿ Autov.) 
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11 Los PArrocos y Vice- Párrocos; 
1 1  Los Jueces Letrados de primera instancia; 
11 LOS Intendentes de Provincias y Gobernadores d e  

Departamentos; 
i i  Los Chilenos á que se refiere el inciso 3.0 del artícu- 

Ip 6.0 (5.0). si no hubieren estado en posesión de  su Car- 
ta de Naturalización á lo menos cinco años antes de su 
eleccihn. 

iiPueden ser elegidos, pero deben optar entre el cargo 
de  Diputado y sus respectivos empleos: 

1iLos empleados con residencia fuera del lugar de  las 
sesiones del Congreso; 

iirI'odo Diputado que, desde el momento de  su elec- 
ción, acepte empleo retribuído de  nombramiento exclu- 
sivo del Presidente de  la República, cesará en su repre- 
sentacidn, salvo la excepción consignarla en el artícu- 
lo go (81) de esta Constituci6n.11 

Para manifestar nuestra opinión respecto de este artículo, 
debemos establecer antes ciertos antecedentes. 

En nuestro concepto, hay dos rnotivos que exigen el éstable- 
cimiento de las Incompatibilidades Parlamentarias, como tuvi- 
mos el honor de expresarlo ante la Cámara de Diputados en 
sesión de 17 de Octubre de 1873, al discutirse la reforma del 
primitivo artículo 23 (el actual artículo 21) de la Constitución. 

E s  el primero, la necesidad dc hacer efectiva ia división del 
Poder Público en diferentes ramas. Esa necesidad no puede 
satisfacerse si se permite que se acumulen en un mismo indivi- 
duo funciones propias cle ramas 6 Poderes distintos. Sería im- 
posible obtener la separación del Poder Ejecutivo y del Judicial 
si se permitiera que un mismo individuo ejerciera á la vez las 
funciones de Presidente de la República y de Presidente de la 
Corte Suprema; de Ministro de Estado y de Ministro de un 
Tribunal Superior; de Intendente y de Vocal de una Corte; de 
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Gobernador y de Juez de Letras; de Subdelegado y de Juez de 
Subdelegación. 

L a  misma consideración milita tratándose de las funciones 
de los Poderes Ejecutivo y Judicial respecto del Legislativo. 
Por eso el Diputado ó Senador que fuere elegido Presidente de 
la República, pierde aquellos cargos por el solo h-echo de aclmi- 
tir este último. Aunque la Constitución no lo expresa termi- 
nantemente, ella reconoce el principio de las Incompatibilidades 
hasta el punto de decir, como dice en su artículo go (SI), que 
no son itzco+?zjatibles las funciones de Ministro con las de Sena- 
dor ó Diputado, manifestando así que consentía en que la rcgla 
general de las Incompatibilidades tuviera en ese caso una ex- 
cepción, y dando ii entender muy claramente que tales funcio- 
nes habrían sido irzco~~~atihles si no se expresaba lo contrario. 

l'or idéntica razón vemos que, aun cuando tampoco lo ex- 
presa la Constitución, no' puede un mismo individuo ejercer 

conjuntamente los cargos de Senador y dc Diputado. qué 
conduciría la división del Congreso en dos Cámaras si ambas 
coiitaran en su seno con un mismo personal? 

Obedeciendo siempre al primero de los fundamentos que he- 
mos apuntado, la Constitución Reformada prohibe absolutamen- 
te que los Intendentes y Gobernadores, cualquiera que sea la 
Provincia Ó Departamento que los digiere, puedan ser Senadores 
ó Diputados, ampliando asi la prohibición limitada que, res- 
pecto de aquellos funcionarios, establecía la Constitución primi- 
tiva sólo en cuanto á ser elegidos por la Provincia ó Departa- 
mento que mandaran. 

L a  misma razón fundamental en que nos ocupamos, sirve de 
apoyo á la inhabilidad impuesta á los Jueces Letrados de pri- 
mera instancia. Y en ella también nos fundábamos nosotros 
para proponer ante la Cámara de Diputados, en sesiones de 17 
y 20  de Octubre de 1873, que idéntica inhabilidad se hiciera 
extensiva i ~ á  los Magistrados de los Tribunales Superiores de 
Justicia,, (:), indicación que la Cámara rechazó pur treinta y 
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cuatro votos contra veir~ticuatro, en sesión del 24 del mismo 
mes y aíío (1 ) .  

El segundo motivo que, á juicio nuestro, exige .el estableci- 
miento de Iiicompatibilidadcs Parlamentarias, proviene de las 
atribuciones inspectivas ó conservadoras que ejercen las Cátna- 
ras: la de Dipiitados, acusando á ciertos funcionarios públicos, 
y la de Senadores, juzgándolos. 

De  aquí la necesidad de evitar que ciertos empleados, cuyo 
nombramiento es exclusivo del Presidente de la.República y 
posterior á la elección,,continúen formando parte de las Cáma- 
ras, á fin de evitar que consideraciones dcg~at i t~~dcomprorne tan  
su independencia. De  aquí tambiCn la necesidad de que tam- 
poco puedan formar parte de las Cámaras aquellos empleados 
cuya rei?zoció~t penda sólo de la voluntad del Ejecutivo, y cuya 
independencia pudiera amenguarse por teitzor á una destitución 
arbitraria. 

E l  Último inciso del articulo 23 (21) salva el primero de los 
dos inconvenientes que acabamos de apuntar,. disponiendo que 
todo Diputado que, desde el momento de su eleccidi~, acepte 
empleo retribuído de nombramiento exclusivo del Presidente 
de la República, cesará en su representación, salvo la excepción 
que, respecto de los Ministros de Estado, consigna el artícu- 
lo go (81). Pero no toma en cueuta el segundo de los inconve- 
nientes enunciados, como nosotros lo propusirnos, al discutirse 
la reforma de este artículo, indicando que las funciones de Di- 
putado fueran incompatibles con las de todo empleo rentado 
y permanente, cuyo no~~zbrnmiento 6 renzocióiz estuvieran sujetos 
sdlo cí la voluntad del Presidente de la República ( 2 ) .  

(1) Vid. la Ley de 31 de Agosto de 1880, sobre Jiicompatibilidades Judi- 
ciales, compleilientaria del articulo 169 de la Ley de Organizaci6n y Atri 
buciones de los Tribunales; el núriiero 8." del articulo 1." de aqiiella Ley 
establece incompatibilidad entre el cargo de Juez y los cargos de Senador 
o Diputado. (Noto de los Editores.) 

( 2 )  Con i~iotivo del rloilibrdiniento de Interidcnte de Tarapacá, recaido 

10 
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Exatninando las diferentes disposiciones quc contiene el a r -  
culo 23 (21), observaremos, en cuanto á las dos primeras, refe- 
rentes á los eclesiásticos regulares, á los Párrocos y Vice-Párro- 
cos, que estas exclusiones, tomadas dc  la Constitución primi- 
tiva no tienen para nosotros otro fundamento que la necesidad 
de evitar, dentro del sistema de relaciones del Estado con la 
Iglesia establecido en Chile, el influjo que el clero podría ejer- 
cer en la dirección de la cosa pública, ocupando pucstos en las 
Cámaras. Consideración cs esta que nosotros no admitiríamos 
una vez separados el Estado y la Iglesia. 

L a  reforma del artículo 23 (21) suprimió la prohibición que 
para muchos existla, de que los Obispos pudieran ser elegidos 
D i ~ ~ u t a d o s  ó Senadores á consecuencia dc la frase lllos eclesiás- 
ticos seculares que tengan czrm de nllnrtsit, de que se servía el 
artículo primitivo Si es indudable que los Obispos ejercen cura 
de almas, era indudable también que no podían scr elegidos 
Diputados Ó Senadores, según la letra del atitiguo precepto 
Constitucional. Sin embargo, el hecho es que lo fueron, y sin 
reclntnación alguna, en más de un caso. Así el señor Vicuña 
fué Senador, siendo Arzobispo de Santiago, y el selior Donoso 
lo f ~ ~ é  también en 1861, siendo Obispo de la Serena. 1.a nueva 

en el seiior don Guilleriiio Blest Gana, Oficial del Iiegistro Cirii de Valpa- 
raiso, á In sazón, se promovió la grave cuestiún de si 1~is Iiicoilipatibilidades 
establecidas bajo dirersas formas por la Constitución y las Leyes, sdlo irii- 
portan prohibición de ejercer conj~intairiente las fi~nciones incoii~patibles~ ó 
supoi1-n precisanieiite oposicibii entre esos eiripleos, de :iiodo que por la 
acep2acibn del u110 cesa el otro. 

La duda promovida fue soliicionada por el siguiente decreto: 
rrSaiitiago, 6 de Mayo de 1890.-Vista la precedente solicitud del Iriteii- 

dente de 'I'arapacit, don Guillermo Blest Gana, y con el inérito de los in- 
inforiiies expedidos sobre el11 por la Corte de Apelaciones de Santiago, 
decreto: 

Declárase vacante el ernpleo de Oficial de Registro Civil de In circuns- 
cripción priiliern del departamento de Valparaíso. Tómese razOn y comu- 
11ic~11e~e.-~.i~s1~~~~~~.i ,-~11is k'oclriyi~ez vehsm.~ (fyd~r 10s Erlitoi.es.) 
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redacción, que se refiere sólo d los párrocos y vice-párrocos, 
confirma y legaliza la práctica observada. 

- Nada tenernos que observar en cuanto á la exclusíón de los 
Jueces Letrados de primera instancia. Hemos indicado ~ n á s  arrí- 
ba su fundamento, y nos limitamos A lamentar que no se hicie- 
ra extensiva en 1873 á los Magistrados de los Tribunales Supc- 
riores dc  Justicia, respecto de los cuaIes inilitan las mismas 
razones, y con mayor fuerza todavi'a, que hacen necesario ex- 
cluír de las Cámaras á los Jueces Letrados. 

Las consideraci~~ncs que aconsejan cxcluir de las Cámaras á 
los Magistrados dc 105 Tribunales Superiores de Justicia, fueron 
sólidamente expuestas por cl sefior don Francisco Marín en se- 
sión de1 Senado de 25 de Junio de 1869, citando las opiniones 
dcl eminente jurisconsulto Lord Hrougliam, dignas de ser recor- 
dadas con respeto (1). 

Sin embargo, la moción del señor Maríii, que tenía por obje- 
to  excluir del Congreso i los Magistrados dc los Tribunales Su- 
periores, fué recliazada en general, por siete votos contra seis, 
cri la sesión del Senado de 28 dcl mismo mes y aíío, después de 
haber sido impugnada como contraria A la Constitucióii por los 
señores don Federico ErrAzuriz, don Mclchor de Santiago Con- 
cha y don Manuel Camilo Vial. 

Nosotros, partibarios decidido? de esta excIusiÓn que, como 
lo hernoc dicho ya, tuvimos el honor de proponer ante la Cá- 
mara de Diputados e1 20 de Octubrc de 1873, cuando &sta cjer- -- 
tía las funcioncc d é  verdadera Consfitryeilte, rechazariatnos tarn- 
biér~ una ITey ordinaria como la que propuso al Senado cl 
honorable señor Marín, pues creemos que no cs lícito al Poder 
Legislativo crear inliabilidades para el ej=.rcicio dc cargos pú- 
blicos, ampliands el número de las que crea el Poder Constztzl- 



ye~zte. Si la Constitución no hiibicra previsto el caso, podría 
admitirse que la Ley llenara los vacios de que aquélla adole- 
ciera. Pero cuando la Constitución cstatuye acerca de una ma- 
teria y establece una inhabilidad expresa para ciertos y deter- 
minados casos, nos parece evidente que su voZt~~ztad es qge esa 
ilthabz'lldad exista zinica y e,rcIt~sivarrzerzte etz esos y izo en otros 
cffsos. 

Por idéntica razón pensamos que Zn Ley nojod~ia nn@Ziar las 
causas de incompatibilidad que cstablccen los dos últimos pá- 
rrafos del artículo 23 (21) reformado (1). Hoy la Constitución 
dispone acerca de Incompatibilidades, y si sólo establece dos, 
es claro que la Lty 120 podria aumentctr e l  izziutero de Estas (2). 
De otra manera, se caería en el absurdo de que una simple Ley 
podría crear exclusiones que las Chmaras, cuando obraban como 
Cuerpos Constituyentes en 1873 y 1874, rechazaron por buenas 
ó por malas razones. 

Para establecer en Chile nuevos motivos de exc!usión ó nue. 
vas causas de incompatibilidad en el ejercicio de las funciones 
de Diputado ó Senador, nos parece evidcnte que se necesitaría 

(1) Resuelto el caso en contra de esa opinión por la Lcy de 31 de Agos- 
to de 1880, ya citada- Binriu Qlicial de 1.O y 2 de Octubre de 1880. (Nota 
del Az~tor.) 

( 2 )  E l  12 de Diciembre de 1888 sc Iia promulgado una Ley de Jncompa- 
tibilidades Parlaiiieiitarias, queera, A juicio del Autor, y que es ante la doc- 
trina del texto, evideiitcmetite inco~istitucioiial. Esa Ley repugnaba al 
Autor, principalmente por cuanto hace intervenir en  qrado importaiite ai 
Poder Legislatiyo en su propia orpnizaci6nJ con mcnosprecio del precepto 
y de  la mente Constitucionales que, al iiicluir entre las mateiias de Consti- 
tiicibn las inhabiljdades y las Inconipatibilidades Parlamentarias, han entre- 
gado al Z~uder CunstiLryentc la reforma d e  esas Instituciones, y la Iian sus- 
traido al Poder Legislativo que, de otra suerte, aparecería generándose á si 
propio. Dentro del orden Constitucional, dicha reforma no pudo hacerse, 
pues, sino por las Autoridades y coi1 los tráiiiites que la Carta Fundamental 
preceptúa para sil propia iiiodificacibn. 

He! aquí el texto de esa Ley; 
UARTÍCIJLO USICO.--Todo empleo, funcióii b coi~iisiún públicos retribuí- 

dos, es inconipatible con el cargo de  Diputado b Senador. 
«Esta disl~osición no es aplicable A los Miernhros del C~i igrcso mientras 

dure su actual mandato.)) (Nota de los Editores.) 



reformar la Constitución (1). No bastan para cllo 1,eycs orcli- 
narias (2). 

- Hemos indicado más arriba el fundamento cn que descansa 

la prohibición de que los Intendentes de Provincia y Goberna- 
dores de Departamento puedan ser elegidos Diputados ó Se- 
nadores. La  Constitución Reformada en esta parte vale más 
que la primitiva. 

En  el párrafo 6.0 del artículo que examinamos, se excluye de 
las Cámaras á los Chilenos á que se refiere el inciso 3.0 del artí- 
tículo 6.0 (5.0)) es decir, á los Chilenos por domicilio, si no hu- 
bieren estado en posesión dc su Carta de NaturalizaciSn á lo 
menos cinco años antes de su elección. 

Con relación á este punto, la disposición primitiva del artícu- 
1ó 23 (21) establecía que no podrían ser Diputados los indivi- 
duos nacidos fuera de Chile, sino cuando hubieran estado en 
posesión de su Carta (te A7aturalexa, á lo menos seis años antes 
de  su elección. 

Según esto, todo Chileno por extracción, por domicilio ó p9r 
privilegio, estaba' sujeto á la restricción precitada. Y todavía 
era cueciionable, como lo hemos indicado al ocuparnos en cl in- 
ciso 2.0 del artículo 6.0 (5.0)~ si el Chileno por extracción dcbía 
ó no obtener Carta de Naturaleza para ser reputado como tal. 

Con la mira dc zanjar esa dificultad y para evitar cuestiones 

(1) &lis adelante se inserta la Proposición de Reforma Constitucional, ya 
promulgada y pendiente para ante el prOxirno Congreso, relativa de modo 
muy principal al articulo 23 (21) de la ConstituciOn. (Nota de los Edi- 
tores.) 

(2)  Esto se aplica á las Incon~patibilidades P~zrlai?~e~ztrzrios, no' á las In- 
con~patibilidades entre las fiinciones ~zrdicinlcs y las Acininistrrr¿ivns, punto 
acerca del cual nada dispone la Constitución, segiin lo dijimos en sesión de 
la Cámara de Diputados de 17 de  Junio de 1880. (Nota del Autor.) 



I S 0  OBRAS D E  DOX JORGE IIUNEEUS 

análogas á la del caso ocurrido con el señor don Carlos Bello, 
A que hicimos referencia al ocuparnos en el inciso 2.O del artículo 
6.0 (5.0), nosotros tuvimos la honra de proponer á la Cámara de 
Diputados, en sesiGn de 20 de Octubre de I 873, el párrafo 6.0 del 
artículo 23 (21) en la forma que actualmente tiene y que guar- 
da conformidad con el artículo 7." reformado (hoy 6.0). Nues- 
tra indicación inereció la aprobación unánime de la Cámara, en 
sesión de 24 del mismo mes y allo, quedando así establecido qiie 
los Chilenos por en-lrnccidrt y por p141iZegio á que se refieren los 
incisos 2." y 4." del artículo 6." (s."), no están sujetos á restric- 
ción alguna para poder ser elegidos Diputados, y que la condi- 
ción de haber poseído la Carta de Naturaleza cinco años antes 
de la elección rige sólo respecto de los Chilenos por donzicilio á 
que se refiere el inciso 3." de dicho artículo. 

Después de haber establecido quiénes no pueden ser elegidos 
Diputados, el articulo 23 (21) reformado determina que deben 
optar entre el cargo de Diputado y sus respectivos empleos: 

1." 1,os empleados con residencia fuera del lugar de las se- 
siones del Congreso, y 

2.' Los Diputados que, desde el momento de su elección, 
aceptarrn empleo retribuído de nombramiento exc¿z~sivo del 
Presidente de la República, salvo los Ministros de Estado. 

L a  primera de estas dos Incompatibilidades se explica por sí 
sola. La  exige la naturaleza misma de las cosas. 

En  cuanto á la segunda, adolece del defecto de ser incomple- 
ta, como lo hemos indicado más arriba. La Cotistitución se ha 
preociipado sólo dc evitar que el Ejecutivo pueda ganarse la 
adhesión de los Diputados, confiriéndoles empleos rcntados de 
excZr~sivo nombramiento suyo; pero no se ha cuidado de evitar 
el peligro, mayor todavía, de que la independencia del Diputa- 
do puede verse amenazada con la perspectiva de una destitu- 
ción también sujeta á la excZt~siva voluntad del Presidente de la. 
República, 



Esta inconsecuencia se habría salvado si se hubiera admitido 
la idea que nosotros ,propiisimos la Cámara con relación 6 
este punto en la sesidn ya mencionada. 

En la forma que hoy tiene el último párrafo del artículo 23 
(zr), ha dado lugar A la siguiente cuestión. 

Habiendo sido nombrado Relator de la Corte de Apelaciones 
de Santiago el señor Diputado por la Ligua don Abraham 
Konig, el señor Diputado por Petorca don Pedro Montt sostu- 
vo, en sesión de 1.0 dc Agosto de 1876, que aquél, por el hecho 
de haber aceptado la Relatoría, había perdido la Diputación, 
porque el nombramiento es la clesignación de una persona para 
cl desempeño de un cargo, y la facultad de nombrar del Presi- 
dcntc de la República, no de32 de sey exclzlsiva porque la Ley 
haya limitado el campo en que pueda ejercerse, bien sea que la 
limitación proccda de propuestas quc deban hacer otras Auto- 
ridades, ó de las condiciones que dcba tener el nombrado. 

Esta opinión del señor Montt fiié combatida por nosotros y 
otros señores Diputados, sosteniendo que, si las cosas se enten- 
dieran en ese sentido, todo nombramiento hecho por el Presi- 
dente de la República prodiiciría el efecto de hacer perder su 
Diputación al nombrado, careciendo entonces de importancia 
la palabra e.rcZ?~sivo que emplea la Constitución. No pudiendo 
tal consecuencia admitirse en buena lógica, es forzoso concluír 
que la facultad de nombrar no es exclz~sivn del Presidente de la 
República, cuando, como en cl caso de los Relatores, tiene que 
decidirse por alguno de los individuos que le fueren propues- 
tos en las ternas formadas por las Cortes Superiores de Jiis- 
ticia. 

Y corno nosotros lo entendió también la Cámara de Diputa- 
dos, resolviendo, en sesión de 3 de Agosto de 1876, por sesenta 
y dos votos contra dos, que el señor Konig no había perdido 
sri Diputación por haber aceptado el empleo de Relator. 

La verdad es que, como lo hicimos notar á la Crírnara en 
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aquella ocasión, el precepto á que aludiinos trae consecuencias 
absurdas. Si algún Diputado fuese nombrado, por ejemplo, 
Contador Mayor, perdería la Diputación, porque ese nombra- 
miento es exclusivo del Presidente de la República, quien-lo 
verifica por sí y ante sí, sin ternas ni propuestas previas. Y si 
otro Diputado fuese nombrado, v. gr., Contador de Resultas, no 
perdería la Diputación, porque este empleo no es de nombra- 
miento exclusivo del Presidente dc la República ( I ) ,  desde que 
debe 'proceder á propuesta del Contador Mayor. Sin embargo, 
es evidente que un Contador Mayor está colocado ,en una con- 
dición más independiente y segura que un subalterno suyo, ya  
que aquCl no podria ser destituído sino con acuerdo del Senado 
ó de la Comisión Conservadora, al paso que éste puede serlo 
por el Presidente de la República, sin mAs trámite que el in- 
forme, favorable ó desfavorable, del jefe, 6 sea sin traba algu- 

na ( 2 ) .  

(1) Este empleo es ahora de nombramiento exclusivo del Presidente de 
la KepUblica, confornieal articulo 2 . O  de la Ley Interpretativa de 7 de Julio 
de 1884 que reproducimos á continuaciiin: 

c(Aal.icv~o 6x1~0.-Para los efectos de lo dispuesto en el inciso final del 
articulo a3 de la Constitución, se declara: 

UI." Que no son enipleos de nombramiento exclusivo del Presidente de 
la Rephblica los que se proveen con el acuerdo 6 R propuesta de otros Po- 
deres Constit~~cionales, 15 en virtud de propuestas enlanadas de algunas de 
las Corporaciones creadas por las Leyes, a que se refiere el articulo 2 . O  de las 
antiguas disposiciones transitorias de la Constitución. 

cz." Que son einpleos retribuidos de nonibraniiento exclusiro del Presi- 
dente de la República, todos los demás que le corresponde proveer, cual- 
quiera que sean la naturaleza del cargo, la forma en que se satisfaga la retri- 
bución y la procedencia de esta.;, 

E l  Senado, en sesión de 2 2  de Septiembre de 1884, aplicando esta Ley 
Interpretativa, declaró que habia caducado el mandato de seis de sus miem- 
bros (los señores Novoa; Cuevas; Vergara, J. E.; Lillo; Gandarillas, Pedro; 
y Valderrama, Adolfo). 

Seghn el articulo 16 de la Ley de 21 de Junio de 1887 sobre Reorganiza- 
cióii de los Ministerios, los Sub-Secretarios y demás empleados de las Se- 
cretarias de Esrado pueden ser elegidos, pero deben optar entre el cargo de 
Senador 6 Diputado y sus respectivos empleos. (Nota del  auto^.) 

(a) Vease sobre el inciso final del articulo 23 ( i r )  de la Constitución, el 
discurso que pronuncianios en sesi6n de la Cámara de Diputados el 9 de 



Creemos que, para evitar anomalfas de esta especie, conven- 
dria reformar el artículo 23 (zI),  estableciendo'que no pueden 
ser elegidos Diputados los empleados rentados cuya destitución 
estuviere sujeta sólo á la voluntad del Presidente de la Repú- 
blica. 

Agregando al articulo esta exclusión y la de los Magistrados 
de los Tribunales Superiores de Justicia, pensamos que consul- 
taría todas las garantías apetecibles en la grave materia de In- 
compatibilidades é Inhabilidades Parlamentarias, sin caer en 
exageraciones que coriviene siempre evitar (1) .  

Todo lo dicho en cuanto á los Diputados, al ocuparnos en el 

Septiembre de 1880.-Boletín de Sesiones de La Cá?rtnrn de Dipz~tn(?os, volu- 
men de 1880, pág. 661. (Nota del A Z ~ O Y . )  

(1)  Se someterá á la ratificación del prbximo Congreso, la Proposición de 
Reforma Constitucional proiriulgada el 12 de Diciembre de 1888, cuyo arti- 
culo 1.O sustituye el articulo 21, antiguo articuio 23 de la Constitución, 
por el que á continuación reproducimos. Nos perniitinios llamar la aten- 
ción sobre las ideas generales que el Autor expone en esta parte de su 
Obra, y nos referimos con ocasión de esta ProposiciGn de Reforma y de la 
Ley de Incoi~~patibilidades inserta más atras, al párrafo 5." del capitulo V de 
los Estudios sobre Devtcho Constiiztcional C~in$ararlo. 

El articulo 1.O de la Proposición de Reforma, dice asi: 
~ A R T ~ C I J L O  PRIA~ERO.-S~ sustituye el articulo 21 (antiguo art. 2 3 )  de la 

Constitución Política por el sicuiente: 
~ ~ A R T .  21. NO pueden ser elegidos Diputados: 
R 1.O LOS Eclesiásticos regulares, los I'árrocos y Vice-Párrocos. 
a2.O Los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia, los Jue- 

ces de Letras y los funcionarios que ejercen el Ministerio Publico; 
((3." Los Intendentes de Provincia y los Gobernadores de Plaza O Depar- 

tamento; 
a4.O Las personas que tienen 6 caucionan contratas con el Estado sobre 

obras publicas 6 sobre provisión de cualquiera especie de articulas; 
((5." Los chilenos á que se refiere el inciso 3." del articiilo s.", si no hu- 

biesen estado en posesión de su Carta de Naturalización á lo menos cinco 
años antes de ser elegidos. 

<El cargo de Diputado es 'gratuito 6 incompatible con el de Municipal y 
con todo .empleo público retribuido y con toda funciGii 6 coi~iisión de la 
njisnia naturaleza. E l  electo debe optar entre el cargo de Diputado y el en)- 
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articulo 23 (zI), es aplicable2 los Senadores, á virtud de lo dis- 
puesto en el último párrafo del articulo 32 ( 2 6 )  (1). 

De la Cámara de Senadores 

iiEl Senado se compone de Mienibros elegidos en 
votación directa por Provincias, correspondiendo á cada 
una elegir uri Senador por cada tres Diputados y por una 
fracción de dos Diputxlos. 

J J S ~  elegirá e n  la misma forma un Senador suplente 
por cada Provincia para que reeniplace á los propietarios 
que á ella correspondan.it 

iiTanto los Senadores propietarios como los suplen- 

pleo, función 6 con~isióii que desempeñe, dentro de quince dias si se halla- 
re en el territorio de la Republica, y dentro de ciento si estuviere ausente. 
Estos plazos se contarán desde la aprobación de la elección. -4 falta de 
opción declarada dentro del plazo, el electo cesara en su cargo de Dipu- 
tado. 

uil'irigún Diputado, desde el nlornento de su elección y Iiasta seis meses 
despuks de terminar su cargo, puede ser nombrado para [unción, comisión 
O empleos públicos retribuidos. 

uEsta disposición no rige en caso de guerra exterior ni se extiende 10s 
cargos de Presidente de la República, Ministro del Despacho y Agente Di- 
ploniático; pero sUlo los cargos conferidos en estado de guerra y los de Mi- 
nistro del Despacho son coiiipatibles con las funciones de Diputado. 

«El Dil~utado, durante el ejcrcicio de su cargo, no puede celebrar 6 cau- 
cionar los contratos indicados en el número 4.O,  y cesará en sus funciones 
si sobreviene la inhabilidad deaigiiada en el número 1.O) (Nota de los Edi- 
tores.) 

(1) Coiiio se r e r i  más adelante, la Proposición de Reforma preinserta, es 
extensiva al articulo y pirrafo citados en el texto. 

(2) El inciso 2.0 de este articulo ha sido suprimido por el articulo 1 . O  de 
la Ley de Reforma de 10 de Agosto de 1888. (Nota de los Editores.) 

(3)  El  articulo 1." de la citada Ley de Reforma ha borrado en este arti- 



tes, permanecerán en ejercicio d e  siis fuiiciories por seis 
.años, pudiendo ser reelegidos indefinidamente. 1 1  

1 1  Los  Senadores propietarios s e  renovarán cada tres 

años en la forma siguiente: 
iiLas Provincias qiie elijan un número par de  Sena-  

dores, harán la renovación por mitad en  la elección d e  

cada trienio; 
1iLas que elijan iin número impar, la harán en  el pri- 

mer trienio, dejando para el trienio sigiiiente, la del 

Senador impar que no se  renovó en el anterior; 
11 L a s  que  eligan un sólo Senador, lo renovarán cada 

seis años, aplicándose esta misma regla á los Senadores 

suplentes. t i  

Los tres artículos quc preceden han remplazado á los artícu- 
los 24 á 31 y 33 y 34 (numeración antigua) de la Constitución 
de 1833 cn su forma primitiva, quedando suprimidos los artícu- 
los 28, 29, 30, 31, 33 y 34 (numeración antigua). 

El nuevo sistema adoptado por la Constitución Reformada 
para la organización y elección del Senado, fué motivado por 
los icconvenientes á que daban lugar los antiguos artíciilos 24 

culo la palabra ataiito» y la frase upropietarios como los suplentes»; por 
manera que él ha iquedado en la forma siguiente: uLos Senadores periria- 
necerin en el ejercicio de sus funciones por seis años, pudiendo ser reelegidos 
indefinidamenten. (Notlz dc los Editores.) 

( r )  El  mismo articulo 1.O de la Lvy de Reforma Constitucional de 1888 
ha eliiriinado la palabra ((propietarios~ en el inciso I.O, y las palabras uapli- 
cindose esta rnisma regla i los Senadores suplenteso en el inciso final de 
este articulo. 

Apenas necesitainos recordar que todas estas reformas han sido ocasiona- 
das por la supresión de los Senadores y Diputados suplentes. (Notrz de los 
Edifores.) 
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á 34 (numeración antigua) (menos el 32 (26) que no ha sido 
reformado) y que el señor don José Victorino Lastarria expone, 
con su habitual claridad y precisión, en sus Comentarios á di. 
chos artículos, que terminan con las siguientes palabras: 

llToca á la Historia apreciar los resultados de este sistema (el 
que establecía la Constitución antigua), pero á la Ciencia Polí- 
tica'le corresponde condenarlo como vicioso, porque en último 
anAlisis es un arbitrio hipócrita adoptado para disfrazar el ver- 
.dadero origen de uno de los Cuerpos Legisladores, haciéndolo 
aparecer Nacional, cuando propiamente está en el Ejecutivo 
que lo nombra, y que por este medio puede conculcar todas 
las ventajas del Sistema Democrático Representativo.,, 

L a  Ley de Reforma de 13  de Agosto de 1874 ha modificado 
sustancialmente el orden de cosas que, relativamente al Senado, 
había regido hasta entonces, en cinco puntos itnportantísimos. 
Son los siguientes: 

1.0 L a  elección de Senadores, quc antes era indirecta, ha pa- 
sado á ser directa; 

2.0 Dicha elección, que antes se hacía por toda la República, 
se hace hoy por Provincias; 

3.0 Cada Provincia elige un Senador propietario por cada 
tres Diputados Ó fracción de dos, lo que eleva einúmero de Se- 
nadores, que antes era fijo y sólo alcanzaba á veinte, á una cifra 
mayor, que guarda proporción con el número de Diputados; 

4.0 Cada Provincia elige hoy un Senador suplente. Antes se 
elegían nueve Suplentes por toda la Repú.blica, pero sólo en 
virtud de Ley. Los Senadores suplentes tienen ahora su exis- 
tencia asegurada por la Constitución (1); y 

5.0 Los Senadores, que antes funcionaban por nueve años y 
se renovaban por terceras partes cada tres años, funcionan hoy 
sólo por seis años y se renuevan por mitad cada tres años. 

Todas estas modificaciones importantes, que tenían por ob- 
jeto corregir los defectos patentes del antiguo sistema, fueron 

(1)  Los Senadores suplentes ha11 sido suprin~idos, juntamente con los 
Diputados suplentes, por la Ley de Refor~iia Constitucional de 10 de Agosto 
de I 888. (Nota rie los Editores.) 
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aceptadas por la Camara de Senadores en sesión de 7 de Di- 
ciembre de 1870, y por la de Diputados en la de 27 de Octubre 
de  1873, por mayorías considerables. 

La  segunda de esas modificaciones, referente á la elección de 
Senadores por Provincias, dió lugar, sin embargo, á un intere- 
sante debate en la citada sesión de la Cámara de Diputados. 

E n  ella tuvimos el honor de proponer, en lugar de los artí- 
culos 24 A 31 de la Constitución antigua, uno solo, redactado en 
los términos siguientes: llEl Senado se compone de un número 
de miembros igual á la tercera parte del de la Cámara de  Di- 
putados.-Los Senadores son elegidos en votación directa por 
los ciudadanos activos con derecho de sufragio de toda la 

República, en laa forma que determina Ia Ley de Elecciones~i. 
Nuestra indicación, que dejaba á la Ley la adopción del sis- 

terna de elección directa que juzgara preferible, fué rechazada 
por veintisiete votos contra catorce. 

En  la tnisma sesión fué tambidn rechazado, por veintisiete 
votos contra diecisiete, el artículo propuesto por los rniem- 
bros de la Comisiin de Constitución seííores don Antonio Va- 
ras, don Domingo Santa María y don Joaquín Rlest'Gana que 
decía así: 

1lEl Seliado se compondrá de cuarenta y ocho Senadores. 
Los Senadorcs serán elegidos por toda la República en vota- 
cion directa, con vufu ~a~-u~~tr~Zativo.~i 

Nosotros creíamos, con los señores miembros de la Comisión 
de ~onstitución y con el seííor don Manuel Antonio Matta, que 
defendió junto con el señor Varas el artíciilo propuesto por 
aquélios, que los Senadores debían ser elegidos por el voto di- 
recto de todos los ciudadanos clectores de la República, disin- 
tiendo solamente en el punto ya  indicado, de dejar á la Ley 
la adopción del sistema de elección directa que juzgare prefe- 
rible. 

El seAor don Eulogio Altamirano, Ministro del Interior, de-  
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fendió el sistema de elección por Provincias, manifestando la 
dificultad con que se tropezaría para uniformar los votos de to- 
dos los ciudadanos electores, si la elección hubiera de hacerse 
en un solo colegio por toda la República. 

E l  sefior Matta, reconociendo que esa dificultad podía admi- 
tirse respecto á los Diputados, por la circunstancia especial de  
tener representacirh local que llenar, sostenía que ella no 
tendría lugar respecto de los Senadores, que debian ser los re- 
presentantes de toda la Nación, y reforzó, á nuestro juicio, sóli- 
damente el Informe de la Comisión, que nos pertnitimos trans- 
cribir á continuación, en la parte referente á la organización 
del Senado. 

llEn la parte de la reforma relativa al Senado, decían los se- 
ñores Varas, Santa MarIa y Blest Gana, nos hemos visto preci- 
sados á separarnos casi completamente del Proyecto (el aprobado 
por la Cámara de Senadores) sobre que informamos. El Senado 
según el Proyecto, nada representa, no es más que otra Cámara 
de Diputados, elegida por Provincias y que dura más largo 
tiempo. Y decimos qiie nada representa, porque la división de 
Provincias, según nuestro régimen, no es t i  calculada para cons- 
tituir de ellas una ectidad social; es una simple demarcación 

w 

territorial, para facilitar el régimen Administrativo. El Depar- 
tamento es el centro de intereses locales que la Municipalidad 
administra; hay en él una verdadera personalidad, con intere- 
ses comunes, intereses que el Diputado puede también repre- 
sentar, no obstante su mandato general. Para que la elección 
del Senado por Provincias tuviese algún significado, sería mc- 
nester que variásemos la organización de la Provincia, que 
constituyamos de ella una personalidad; en buenos términos, 
que nos encaminemos á un régimen federal. Si ese es el pen- 
samiento que ha prevalecido, muy del caso habría sido expre- 
sarlo. Por nuestra parte, no deseamos encaminar la República 
al régimen federal; no creemos, en consecuencia, que convenga 
crear .esta personalidad política de Provincia, y si que debe 
desarrollarse y fornentarse la personalidad del Municipio. No 
aceptamos, pues, la elccción del Senado por Provincias, porque 
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no será más que una segunda Cámara de Diputados, menos 
numerosa y de más larga duración. 

, ,La Constitución constituye hasta cierto punto á los Dipu- 
tado, en representantes de Departamentos; ¿no convendría 
constituir la otra Cámara en representante directo de la Na- 
ción entera? Este pensamiento hemos tomado por guía para la 
elección del Senado. Auinentamos el número de miembros que 
la Constitución le asigna, hasta cuarenta y ocho, y, como el 
Proyecto, establecemos que se elija por votación directa, pero 
con voto acumulativo por toda la República. Los Senadores 
representarán entonces al país entero; serán cl resultado del 
voto de los ciudadanos en general. La  Cámara de Diputados, á 
más de su representación general, tendrá también en sus miem- 
bros la representación de localidades: el Senado será la repre- 
sentación directa de la RepúbIica. 

AlEsta forma de elección es, más ó inciios, la que publicistas 
de nota señalan como la Única capaz de dar á una Asamblea la 
representación efectiva de un pueblo. Pdra constituir al Senado 
en Representante de la Nación, ella es el más seguro medio. L a  
elección de Senadores por Provincias, puesto que no hay el pro- 
pósito, no hay tampoco conveniencia en constituirlos represen- 
tantes de intereses locales, da por resultado que son Senadores 
los que han obtenido el voto de quinientos electores y que no 
lo so11 los que han obtenido el voto de cinco mil. En  la Provin- 
cia de Valdivia, que elige dos Senadores y en quc sólo hay 
ochocientos calificados, los que obtengan cuatrocientos un vo- 
tos, son Senadores, y en la Provincia de Santiago, donde hay 
once mil calificados, los candidados que hayan obtenido cinco 
mil votos, no son Senadores. iNo es una verdadera aberra- 
ción que no pueda ser Senador el quc cinco mil ciudadanos 
designan, y que, sin embargo, pueda serlo el que designan 
cuatrocientos uno? Si se trata de representación local, bien 
se comprende que la mayoría dc los elector& de la locali- 
dad designe el candidato: pero tratándose de una represen- 
tación general, es absurdo que no sea Senador el que tuvo 
la designación de cinco mil ciudadanos, y que lo sea el qiic 
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sólo fué designado por la duodécima parte de ese número. 
liNosotros, que tenemos en la Cámara de Diputados la repre- 

sentación local, debemos buscar en la otra Cámara la represen- 
tación de la Nación entera, haciendo que toda ella en común, 
concurra á designar sus miembros. De  esta manera caracteriza- 
mos una y otra Cámara, y haremos que esta división corres- 
ponda á un pensamiento. 

1lDiscurriendo como es necesario bajo el supuesto de que en 
lo futuro haya libertad en la elección, ¿cuál será el resultado 
probable de la elección d e  Sena'dorcs hecha según proponemos? 
Que recaiga en individuos que por sus servicios, por sus talen- 
tos, por su espíritu emprendedor, ó por otras circunstaiicias 
análogas, sean conocidos del país entcro. De otra manera no se 
comprenclería que electores de diversas Provincias, los designa- 
sen por sus votos. Los hombres que sobresalen, serán, pues, los 
que vayan á ocupar asiento en el Senado, y el país ganará in- 
dudablemente en ello. 

11Comprendemos que se dude de ese resultado si también se 
duda de que las elecciones lleguen á ser libres entre nosotros. 
Mas el abuso, que sería muy justo tomar en cuenta al dictar 
una Ley común destinada á reprimirlo, no debe tomarse como 
antecedente cuando se trata de Leyes Constitucionales. Si la 
influencia oficial ha de continuar dominando entre nosotros, si 
se ha de ejercer con la intemperancia de que hemos visto ejem- 
plo, si nos liemos de declarar incapaces de corregirla por me- 
dios legales, si la opinión píiblica no ha de levantarse lo bas- 
tante para servirle de freno, cualquiera que sea la forma de 
elección que se adopte, esa influencia se impondrá brutal ó frau- 
dulentamente. Pero ese estado no puede ser normal, ni es posi- 
ble basar las Leyes Constitucionales en el supuesto de su conti- 
nuación. Scría lo mismo que sujetar la vida del hombre en 
salud á reglas dictadas en el supuesto de un estado de enfer- 
medad. 

llEl sistema de elección que adopta el Proyecto del Senado, 
discurriendo en el supuesto que se ponga en prictica sin que la 
acción oficial lo perturbe, no da bastantes garantías de accrta- 
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dos nombrarnikntos. Las prefereiicias de localidades, las rela- 
ciones personáles, influirán en la designación de candidatos, y 
si en todas las Provincias hay vecinos muy honorables, no es 
frecuente que reunan también las condiciones de c~mpetencia,  
de ilustración y de experiencia de los negocios públicos, que la 
coiiveniencia del país reclama en los Senadores. Prevalecerá con 
frecuencia en 1a~'designaciones el espíritu de localidad con des- 
ventaja Para el Senado y para el pais. 

llEl sistema de elección del l'royecto del Senado, da, por otra 
parte, gran preponderancia á las mayorías locales, aunque scan 
minorías insignificantes comparadas con la mayoría del país. 
Para dar representación á las mayorías locales, está la elección 
de Diputados, que se hace por Departamentos. Para clar repre- 
sentación á la mayoría nacional, el Único camino es la foriria 
de elección del Senado, que proponemos. L a  grande influencia 
que con el sistema del Proyecto del Senado han de tener las 
mayoría5 locales, produce un efecto que debe tomarse en cuen- 
ta. Los electores en minoría en una Provincia, no tienen motivo 
ni aliciente que los decida á tomar parte en una elección, en 
que la mayoría local impondrá la Ley; y el espíritu público, que 
conviene fomentar en un país Representativo, decaerá induda* 
blcmente. Pero en una elección común i toda la República, las 
minorías locales de ciertas Provincias no pueden contar jamás 
sus votos como perdidos; porque, conformes en ideas con las 
minorías ó mayorías de otras Provincias, siempre les alienta la 
esperanza de que sus esfuerzos no serán estériles.7i 

Idas consideraciones que preceden justifican nuestra manera 
de ver en cuanto á la idea que tenemos del carácter de Cuerpo 
Representante de los intereses nacio~znles que habríamos desea- 
do invistiera el Senado, adoptando para la elección de sus miem- 
bros el sistema propuesto por los señores Varas, Santa María y 
Blest Gana, y tan bien defendido por el señor Matta. 

Nos es grato, sin embargo, reconocer que el sistema dc clec- 
cicin por Provincias en votación directa, es inmensamente supe- 
perior al de elección indirecta en toda la Kepública. Así como 
una larga experiencia de este Último nos había hecho conocer 

1 1  
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sus perniciosos resultados, la aplicación que ya ha tenido aquél 
nos permite atestiguar que con él ha ganado' enormemente 
nuestro mecanismo Constitucioilal. 

Otro de los puntos en que diferin~os también de la reforma 
que realizó la Ley de 13 de Agosto de 1874, es, como 'lo hcmos 
indicado al ocuparnos del artíciilo 19 (17)~ el relativo á la crea- 
ción de Senadores suplentes (1). E n  la recordada sesi6n de 27 
de Octubre dc 1873, propusimos sólo que el número de Sena- 
dores fuera igual á la tercera parte del de Diputados, refirién- 
donos nada más que á los propietarios. Ida I.cy de Reforma ya 
citada ha (lado á los suplentes una esis:encia Constitucional, 
que antes no tenían; y es curioso observar que, apenas promul- 
gada, la reacción se pronunció de iiria manera tan marcada, que 
la Ley de Elecciones de I 2 de Noviembre del mismo aíío, redujo 
el número de los Diputados suplentes á sólo u720 por cada De- 
partamento, sin considerar para nada el número de propietarios. 

El sistema de elegir suplentes para las CAmaras, es comple- 
tamente desconocido en la Legislación Constitucional de todos 
los países bien organizados. No se eligen en Inglaterra, en Bél- 
gica, en Suiza, en Estados Unidos ni en el Brasil etc., ctc. ¿Por 
qué? Porque sucede á menudo que, perteneciendo el propieta- 
rio y el suplente á distintos partidos, nacen de allí choques 6 
intrigas, por desgracia demasiado frecuentes, qiic hacen de la 
asistencia á la Cámara una cuestión de cábalas, más q u e  otra 
cosa, y colocan á la fracción territorial representada por ambos 
en el caso singular de querer hoy lo que inaííana rechazará, ó 
viceversa. 

Más natural y conforme A los sanos principios es el sisteina 
de elegir Representantes en eleccioiies extraordinarias, para 
llenar las vacantes que ocurrieren eil las Cimaras. E l  pueblo 

(1) Suprimido, como se ha dicho, por 1ü Ley de Keforilia de 1888. (i\;utrt, 

CIE LOS Edito~cs.) 



se familiarizaría así con el ejekcicio del derecho electoral, habi- 
tuándose á'conkiderarlo como un acto ordinario de su vida polí- 
tica, y 'se evitarían los inconvenientes que dejamos apuntados. 

Por otra parte, la elección de suplentes no salva el inconve- 
niente que con ella se quiere evitar. Así, en él caco ocurrido con 
la Provincia de Valparaíso en la cleccidn Senatorial de  1876, 
se ha visto que ella ha carecido de representación-en el Sena- 
do, por cuanto uno de los Senadores propietarios, el señor don 
José Luis Rorgoíío, y el Senador suplent-e, seiior don Santiago 
Lindsay, fallecieron muy poco tiempo después de su elección. 
Falleciendo ó imposibilitándose á la vez el propietario y el su- 
plente, ien qué condicidn queda la fracción territorial que los 
eligió? ?No valdría más Iiabcr adoptado el sistema de cleccio- 
nes extraordinarias que liemos indicado? 

En sesión de la Cámara de Diputados de 3 1  de Octubre 
de 1573, nos opuci~nos también 5 que el pcríodo asignado á la 
duración del cargo de Senador se redujera de nueve años á seis. 
Comprendemos bien que no puede invocarse en +bstracto prin- 
cipio algupo para rcsolver que los Senadores funcionen por llueve 
aííos más bien que por ocho, por siete ó por seis. Pero pensamos 
que esta cuestidn puede decidirse, y muy ncertaclamente, en el 
terreno concreto, esto e;, tomando en cuenta 1a.duraciÓn asig- 
nada á las funciones de Diputado y, sobre todo, á las del Pre- 
sidente de la República, sin echar en olvido las reglas á que se 
sujeta la formación dc las Leyes, en ciianto á la mayoría que 
se requiere para que prevalezca el voto de las Cámaras sobre 
las opiniones del Ejecutivo, manifestadas en f a m a  de veto sus- 
$ensino ó de simples covreccioizes 6 ~~zodz~caciones. Todo esto es 
inencster que guarde cierta relación armónica, y que consulte 
el eqüilibrio que debe existir cntre las diferentes ramas del Po-  
der Legislativo. 

Si se estableciera que la Cámara de Diputados se renovara 
en su totalidad cada tios uflos, y que la duraciGn de las funcio- 
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nes del Presidente de la República fuera de c2~at1,o años, sería 
aceptable que los Senadores funcionaran por seis, renovándose 
por terceras partes cada das años, como siicede en Estados Uni- 
dos; bien que, permitida allí la reelección inmediata del Presi- 
dente, la base del sistema, menester es confesarlo, cae por tierra. 

No siendo admisible en una República la creación de un Cuer- 
po oligrírquico, compuesto de Scnadorcs permanentes, vitalicios 
é irresponsablcs, nos parece que, conservada, como acertada- 
mente se ha conservado, la duración actual de los Diputados por 
tres afíos, y la de la Presidencia por cinco (que nosotros eleva- 
ríamos hasta seis, sobre la base de que los Senadores funciona- 
ran por nueve, y se renovaran por terceras partes cada tres'años), 
no ha habido razón alguna de peso en apoyo de la reforma que 
examiiiatnos. 

Parece que ella ha sido tomada de la Constitución Belga, se- 
gún la cual los Senadores son elegidos por Provincias, funcio- 
nan por ocho afíos, y se renuevan por mitad cada czdntro. Y 
como allí las funciones de los Diputados tienen esta última du-  
ración, se ha asignado una ctable á las de los Senadores. Mas csto, 
que ha podido aceptarse sin inconvenientes en una Monar- 
quía, no tiene razón de ser en una República. En  aquel sistema 
de Gobierno puede prescindirse del Rey al fijar la duración 
de las funciones de los miembros de cada Cámara, porque 
las de aquél son vitalicias y hereditarias, no cabiendo entre 
unas y otras relación alguna de tietnpo. Eii una República su- 
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cede todo lo contrario; las funciones del Presidente son tan 
te~?zpoffales y electinas coino la de los Senadores y Diputados, 
y debe por lo mismo buscarse cierta relación entre ellas, relación 
que sirva de garantía al país contra la presión indebida que el 
Ejecutivo podría ejercer en las elecciones, y que á la, vez, pon - 
ga al Gobierno, y con éste á la Nacihn misma, á salvo de los 
cmbarazos que podría ocasionar una renovación casi completa 
del personal de ambas Cámaras, verificada bajo la influericia 
inmediata de un espíritu exaltado de mal entendido patriotis- 
mo, que, aun cn la hipótesis de ser debido á sentimientos no- 
bilísimos, podría acarrear á la NaciGn funestos resultados. 



Un Senado, cuya totalidad 6 cuya mayoría tlc miembros cs 
elegida en un mismo momento, Ó cuyas renovaciones parciales 
guardan poca distancia, de manera que la renovación total 
quepa dentro de un solo período Presidencial, jamás ofrecerá, 
en el ejercicio de sus funciones Legislativas y en el de las Ju- 
diciales que la Constitnción encomienda al nuestro, las mismas 
garantías de imparcialidad que si la renovación de sus miem- 
bros se hace evitando esos graves inconvenientes. ¿Qué habría 
sucedido en 1868, cuando la Cárnara de Diputados acordó, tan 
injustamente, acusar ante el Senado á cuatro Magistrados de 
la Corte'Suprema, si todos los miembros que formaban enton- 
ces nuestro Cuerpo de los Ancianos, hubieran sido elegidos 
en 1864 y en 1867, es decir, en momentos en que nuestra at- 
mósfera política estaba saturada de antipatías contra el partido 
que se creyó atacar iniciando aquella triste acusación? N o  

habría sido imposible entonces que los cuatro Magistrados del 
primer Tribunal de la República. hubieran sido tan injusta- 
mente co?zdenados, como fueron injustamente acusados. Si algo 
salvó á Chile del dolor de agregar á la historia una nueva y ver- 
gonzosa página de lo que es en realidad la justicia administrada 
por altos cuerpos políticos, fué probablemente la circustancia 
de  quedar aun en el Senado un residuo de Senadores elegi- 
dos en 1861, bajo el-influjo de circunstancias, de ideas y aun 
de pasiones diferentes. 

Tales fueron las consideraciones que, en la citada sesión de 3 I 

de  Octubre de 1873, nos indujeron á rechazar la reducción á 
seis afios de los nztezie que la Constitución de 1833 asignaba al 
período senatorial. 

;!Cuando falleciere algún Senador ó se imposibilitare, 

por cualquier motivo, pa ra  desempeñar  s u s  funciones, 

( 1 )  A ~ ' i ~ t l l d  del articulo 4 . O  de la Ley de Reforma Coiistitucional de ro 
de Agosto de 1888, este articulo ha sido reemplazado por el siguieíite: 

@Si pn Senador muere 6 deja de pertenecer a la Criinara por cualquiera 
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la Provincia respectiva elegirá en la primera renovación 
otro que lo subrogui. por el tiempo que le faltare pzra 
llenar su periodo Constitucional. 

1 1  Jgual procedimiento se adoptará siempre que un Se -  
nador se encuentre en alguno de los casos del artícu- 
10 23 (21).11 

Este artículo refoitnado, que reemplaza al antiguo artículo 35 
(hoy suprimido, como igualmente los que lleveban los númc<oS 
28, 29, 30, 31, 33 y 34)) sólo difiere de éste eri cuanto prescribe 
que la elccción del Senador reemplazante se haga por la P;O- 

vincia respectiva, y en cuanto contiene el inciso 2.O, que se re- 
fiere á los casos del articulo 23 (21). La  primera modificación era 
consecucncia dc las reformas introducidas en la eleccidn de los 
Senadores; la segunda da claridad rí algo que habría podido, sin 
embargo, deducirse de la Última parte del artículo 32. Bueno es 
haber estab!ccido, sin dar lugar á ambajes, que las mismas cir- 
cunstancias que inhabilitan para continuar siendo Diputado, in- 
habilitan también para el cargo de Senador. 

¿Podría, con arreglo al artículo 27 (25), proccderse á elegir Se- 
nador reemplazante de un Senadoisuplente quepasard á ser pro- 

causa antes del ultinlo año de su mandato, se proceder6 6 su reemplazo por 
nueva elección, por el tiempo que le falte, en la forma y plazo que la Ley 
prescriba. 

«El Senador que perdiere su representación por desenipeñar 6 aceptar 
un empleo incoinpatible, no podrá ser reelegidolante~ del prjximo trienio., 

Esta reforma es, corno'sv ve, correlativa con la introducida en los inci- 
sos z y 3." del actual articulo 17 (antes 19) de la Constitución. Respecto 
de su primera parte, puede consultarse en el Comentario que precede un 
parrafo relativo á la supresibn de los Senadores suplentes: en 61, como en 
otras páginds de estas Obras, se encuentra indicada la reciente reforma de 
que ha sido objeto, entre otros, este articulo de la Constitución. (Nota o'c 
los Edttorrs.) 



pietario? Esta cucstión se suscitó cuando regía el artículo 35 ( I  ) 
y fué resuelta afirrnativamenre en dos casos. En  1858 el señor 
don Manuel José Balmaccda fué elegido Senador reemplazante 
del señor don Manuel José Cerda, para el caso en que este últi- 
mo, entonces Senador suplente, fuera elegido pi-opietario, como 
lo fué efectivamente. E n  1864 el señor don Patricio Larraín fué, 

su vez, elegido Senador reemplazante del suplente señor don 
Eugenio Domingo Torres, que pasó á ser propietario. 

Esto nos parece deplorable, por más que, atendida la antigua 
organización del Senado, estuviera cn la conciencia pública que 
los Senadores eran todos elegidos por el Ejecutivo. Como éste 
adivinaba, sin duda, ciiálcs de los suplerites pasarían, despztés de 
la elec~ióiz, á ser propietarios, dccretaba así la elección de reem- 
plazantes de aquellos suplentes que preveía no podrían conti- 
nuar siéndolo. Calculando una imposibilidad futz~ra, se decreta- 
ba de a?ztrl?zaizo una elección indebida. Y nosotroc no vacilamos 
en calificarla de esta manera, porque nos parece incuestionable 
que cuando la Constitución ha dispuesto que se elijan Senado- 
res reemplazantes, es sólo para aquellos propietarios ó suplentes 
que hzlbiere~z fallecido ó se hubiercn impasibilitado por cualquier 
motivo, antes de la renovación inmediatamente posterior á la 
fecha del fallecimiento ó imposibilidad. De otra manera, cada 
tres años debería procedersc á elegir r'cemplazantes de todos 
los Senadores, porquepz~ede suceder que, después de la elección, 
fallezcan ó se imposibiliten para desempeñar sus funciones. 

iiPara ser Senador, se necesita: 
11 I .O Ciudadanía en ejercicio. 
1 1  2.0 Treinta y seis años cumplidos. 
113.0 No haber sido cotidenado jamás por delito. 

(1) Se refie~e á la numeracióri antigua; su articulo 3 5  había sido supri- 
mido por Ley de Reforma Constitucional de 13 de agosto de 1874. (Nota de 
los Editores.) 
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114.0 Utia renta de  dos mil pesos á lo menos. 

iiLa condición exclusiva impuesta á los Diputados e n  

en el artículo 23 ( 2 1 )  comprende también á los Setia- 
dores. 1 1  

En cuanto al primero de los requisitos que se exigen pnrnpo- 
der ser elegido Stiiador (no para serlo, como dice impropiamen- 
te el artículo), reproducimos lo dicho al ocuparnos del inciso 1." 

del artículo 21 (19). Decimos igual cosa del cuarto requisito, 
refiriéndonos á lo expuesto con relación al 2." del citado artícu- 
lo 21 (19). 

El requisito de tener treintay seis afios cumplidos no ha su- 
gerido cuestión alguna. 

El tercero, de no. haber sido jamás condenado por delito, ha 
sido interpretado prácticamente en el sentido de rcferirse sólo __  -- - 
á los delitos comunes, no á los políticos. Esta interpretaciónE 
guarda conformidad con la que la Ley Electoral ha dado tam- 
bién 5 los delitos á que se refieren los artículos IOJT 1 I (8 y 9) (I& 

según lo hemos manifestado al ocuparnos en éstos. Vigente hoy 
en Chile un Código .Penal que clasifica los delitos en tres cate- 
gorías: el crirtzen, el siq+Ze delito y lafnlta, pensamos que la con- 
dicicín exigida por el número 3 . O  del artículo 32 (26) para poder 
ser elegido Senador, no es comprensiva de las faltas. Absurdo 
sería que un individuo que hubiera sido condenado ií una multa 
de diez ó veinte pesos por no haber hecho barrer la parte de la 
calle á que da frente su casa, ó por haber cargado armas sin 

(1) E l  Autor se refiere 5 la Ley Electoral de 12 de Norieiiibre de 1874, 
vigente cuando el escribía; rzcuérdese, no obstante, que la Ley Electoral 
de 9 de Eiiei-o de 1884, ri diferencia de la ae 1874, 110 distingue respecto de 
uilos y otros delitos, según la nota del Autor al Último pirrafo del Comen- 
tario al articulo I o (8). (Nota & los Eclitores.) 
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permiso de la Autoridad Administrativa, ó por otro de'los he- 

chos que clasifican como faltas los artículos 494,495 y 496 del 
Cddigo Penal, quedara, por sólo semejante condenación, inha- 
bilitado perwtuarnentc para ser Senador. Comprendemos que, 
tratándose de crímenes Ó simples delitos, el condenado en razón 
de ellos pucda ofrecer pocas garantías de moralidad y de honra- 
dez para un cargo tan importante. No sucede igual cosa con el 
condenado por infracción de meras disposiciones de policía, 
que nuestras Leyes no llamaban delitos cuando fué dictada la 
Constitución de 1833. 

El último párrafo del artículo 32 (26) reproduce, paia las 
elecciones de Senadores, tudas las disposiciones establecidas 
para las de Diputados por el artículo 23 (21) (1). Así, los indi- 
viduos que no pudieren ser elegidos Diputados, á pesar de tener 
las condiciones exigidas por el artículo 21 ( ~ g ) ,  no podrían tam- 
poco ser elegidos Senadores aun cuando reunieran las que 
exige el artículo 32 (26). Asi, conforme también á lo dispuesto 
cn la parte final del artículo 27, son igualmerite aplicables á los 
Senadores las prescripciones contenidas en los tres últimos 
pirrafos del a r t ícu!~  23 (21)  (2). 

(1) El articiilo 2 . O  de la ProposiciOn de Reforma Constitucional proinul- 
gada el 12 de Dicierribre de 1888, quiere que se reemplace este inciso del 
articulo 32 (29) por el siguiente: 

 LO dispuesto en el articulo z r  (antes 23) respecto de los Diputados 
comprende también á los Senadores)). (f%ta de los Edttores). 
- (a) L.L referencia á la parte final del antiguo articulo 27 (actual art. 25) 

no es ya congruente en raz6n de que todo este articulo ha sido refornrado, 
y cambiddo su inciso segundo. hTo obstante, el seritido de la obserracibn 
subsiste y es fácil percibirlo si se considera que el inciso 2." del antiguo ar- 
ticulo 27 se referia a l  articulo 2 3  (hoy 21); y que el nuevo inciso 2 . O  de 
aquel articulo reproduce la idea de los tres Últimos iricisos, relativos :L In- 
compatibilidades del articulo 23 (hoy 21) de la Constitucibn. (Noto cle los 
Editores.) 
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Atribuciones del Congreso, y especiales 

de cada Cámara 

llSon atribuciones exclusivas del Congreso: 
i11.a Aprobar ó reprobar anualmente la Cuenta de la 

Inversión de los fondos destinados para los gastos de la 
Administración Pública que debe presentar el Gobierno 

1 1 2 . ~  Aprobar ó reprobar la declaración de g:Jerra, á 
propuesta del Presidente de la República. 

ii3.a Declarar, cuando el Presidente de la República 
hace dimisión de sri cargo, si los motivos en que la 
funda, le imposibilitan, ó nó, para su ejercicio, y en su 
consecuencia, admitirla ó desecharla. 

114.~ Declarar, cuando en los casos de los artícuios 74 
y 78 (65 y 69) h~ibiere lugar á duda, si el impedimento 
que priva al Presidente del ejercicio de sus firnciones, 
es de tal ~laturaleza que deba procederse á nueva elec- 
ción. 

Hacer el escrutinio, y rectificar la elección de 
Presidente de la. República conforme á los artículos 67, 

68, 69, 70, 71, 72 y 73 (58, 59, 60, 61, 62, 63 y 64). 
ii6.a Dictar Leyes excepcionales y de duración transi- 

toria q11e no podrá exceder de un año, para restringir la 
libertad personal y la libertad de imprenta, y para sus- 
pender ó restringir el ejercicio de la libertad de reunión, 
cuar-ido lo reclamare la necesidad imperiosa de Ix defensa 
del Estado, de  la conservaci6n del régimen Constitucio- 
nal ó de la paz interior. 
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iiSi dichas L~&S señalaren penas, su aplicación se  
hará siempre por los Tribunales establecidos. 

 fuera de  los casos prescritos en este inciso, ninguna 
Ley podrá dictarse para suspender ó restringir las liber- 
tades ó derechos que asegurs el articulo 12 (lo).!) 

Este artículo principia por establecer que son e,zclzcsiz~as del 
Congreso las seis atribuciones que en 61 se enumeran, á diferen- 
cia de las materias de Ley íí que se refiere el artículo 37 (28). En 
estas últimas tiene intervención el Presidente de la República, 
como tercera rama del Poder Legislativo, al paso que en aqiie- 
llas atribuciones que corresponden sólo al Congreso y nada más 
que á éste, semejante intervención es Constitucionalmente inad- 
misible, por más que en la práctica se observe que el Ejecutivo 
sanciona los acuerdos del Congreso, aprobatorios de las cuentas 
de inversión de los fondos públicos, como si se tratara de verda- 
deros proyectos de Ley. 

Ta.1 práctica está en pugna abierta con la Constitución, como 
lo estaría el que el Presidente de 'la República pretendiera tam- 
bién intervenir en el ejercicio de las atribiiciones 3.", 4." y 5." 
que este artículo tnenciona. No podemos decir igual cosa de la 
zea, porque el Congreso aprueba ó reprueba la declaración de 
guerra á propuesta del Presidente de la República, á quien es- 
pecialmente corresponde la facultad de declararla, conforme á 
la parte 18.a del artículo 82 (73); ni tampoco de la parte 6.a, 
porque ella misma se refiere ri Leyes excepcionales y de dura- 
ción transitoria que restringen ó suspenden el ejercicio de cier- 
tas libertades, y en toda Ley interviene el Presidente de la Re- 
pública en. la forma ya expresada. 

De lo expuesto se desprende fácilmente que, en iealidad, de 
las seis atribuciones que este artículo enumera como exclt~sivns 
del Congreso, no lo son ni la 2." ni la 6.a La eriumeración, por 
lo demás, es incompleta, porque hay otras atribuciones que la. 
Constitución confiere al Congreso, sin que sean materia de Ley, 
tales como la de coilceder Carta de Ciudadanía por privilegio ó 
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gracia, á que se refiere e1 inciso 4." del artículo 6." (S."), y la de 
otorgar los permisos que requiere el inciso 4." del artículo I 1." 

(9,") E n  el ejqcicio de éstas, el Presidente de la República in- 
terviene (1) tan indebidamente como en el caso de los acuerdos 
aprobatorios ó reprobatorios de las Cuentas de Inversión, que no 
importan materia de Ley, sino verdaderas sentencias. Es  tam- 
bién atribución exclusiva del Congreso, y no materia de Ley, la 
concesión de indultos particulares, en el caso previsto en la par- 
te final del inciso 15 del artículo 82 (73). 

Antes de la reforma que ha experimentado la parte 6.a del 
artículo 36 (27), cuando era lícito dictar Leyes que autorizaran 
al Presidente de la República para usar de facultades extraor- 
dinarias, cosa que hoy no puede hacerse, interesaba determinar 
cuáles eran las atribuciones legislativas cuyo ejercicio no podía 
delegarse en el Ejecutivo mediante la concesión de semejantes 
facultades, ya que había prevalecido la opinión de que podía 
Constitucional~nente hacerse tal delegación aún en circunst'an- 
cias normales, y revestirse al Presidente de la República del 
ejercicio del Poder 1,egislativo en asuntos que no tenian atin- 
gencia alguna ni con la conservación del orden en el interior ni 
con la seguridad exterior dei país. 

A juicio nuestro, nunca, ni aún dentro del antiguo sistema de 
facultades extraordinarias, habría podido el Congreso delegar el 
ejercicio de ninguna de sus atribuciones excZz~sz'vas, ni el de aquc- 
llas que, siendo materia de I,ey, requerían la intervención ex- 
presa del Congreso, según preccptos especiales de la Constitu- 
ción. E n  este caso se encontraban: la aprobación de los Tratados 
Internacionales (parte 1 9 . ~  art. 82 (73); la declaración de es- 
tado de sitio en caso de conmoción interior, hallándose el Con- 
greso reunido (parte 2.a art. 82 (73); la Ley sobre el plan 

general de Educación nacional (art. 153 (144) y parte 5." 

(1) No interviene ya, porque en materia de cuentas de  inversibn, la Ley 
de Septiembre de 1884 ha resuelto la duda conforme la opinibu que aqui 
sostenemos; y porque, en cuanto á los perniisos, el Congreso mismo ha 
cambiado la antigua fórmula, redactindolos ahora como acuerdos, y no como 
Projectos de Ley. (Nota del Aztor.) 
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del art. 2.0 transitorio antiguo y suprimido); la formación 
del Presupuesto de 'gastos públicos (art. 155 (146); las Leyes 
interpretativas de la Constitución (art. 164 (155); y las Le- 
yes sobre Reformabilidad y Reforma de la misma (arts. 165 
á 168 (1 56 á I 59) En todos estos casos la Constitución hace 
mérito expresamente del Congreso, de las Cámaras; de manera 
que, aun siendo, como son, tales asuntos materias de Ley, lo 
cran.de Leyes tales que no podían ser dictadas por el Presiden- 
te de'la República solo, á título de Delegado del Congreso y de 
investido por éste con 'facultades extraordinarias. Nunca ha- 
brían podido éstas extcnderse á los casos que acabamos de men- 
cionar. 

Hoy, por fortuna, todas estas dudas han quedado zanjadas 
con la reforma de la parte 6.a del articulo que examinamos. El 
Congreso no puede aliora 'delegar sino la atribución de imponer 
contribuciones á que se refieren el inciso 1.O del articulo 37 (28) 
y el artículo 148 (139). La redacción de este último, en que nos 
ocuparemos á su tiempo, manifiesta que el Congreso puede alr- 

torzza.nl; no sólo al Presidente del la República, sino á las dcinás 
Autoridades del Estado y aun á los individuos para imponerlas. 

Primera atribución 

La  primera de las atribuciones excdusiz~as del Congreso es la 
de aprobar ó reprobar anualmente la Cuenta de Inversión de los 
fondos destinados para los gastos de la Administración Pública 
que debe presentar el Gobierno. 

Nos parece que no se necesita de mucho esfuerzo para com- 
prender que cuando el Congreso ejerce esta atribucidn, funcio- 
na, no como Poder Legislativo, sino como Autoridad llamada á 
inspeccionar y á juzgar los actos del Ejecutivo. Sus acuerdos 
son, en tales materias, verdaderas sentencias que aprueban (5 
reprueban esos actos, y de una manera definitiva. Absurdo se- 
ría que el Ejecutivo, que es en estos casos la parte á quien afecta 





los demás Estados, considerara que semejante evciitualidad no 
había llegadc~ todavía. 

amaras En este grave negociado, como en tantos otros, las C '  
pueden indudablemente obligar al Prcsidcnte de la República 
á dictar medidas contrarias tal vez á su opinión, trazándole 
cierta Política Internacional, como le trazan á menudo cierta 
Política Interior, mediantc los procedimientos que parlamcn- 
tariamente se observan para obtener, por ejemplo, un cambio 
de Ministerio, no obstante que es tambidn atribución especial 
del Jefe del Ejecutivo la facultad de nombrar y remover á los 
Ministros del Despacho. 

Así como las cámaras influyen en el nombramiento de los 
Ministros, sin que por eso les corresponda nombrarlos, igual 
cosa puede suceder con la declaración 'de guerra respecto dc  la 
cual sólo les confiere la ConstituciGn la facultad de. aprobarla ó 
de  reprobarla. 

Ida aprobación ó reprobación que el Congreso debe prestar 
á la propuesta dc declarar la guerra que le hiciere el Presidente 
de la República, <en qué inomcnto debe tener lugar? <Podría el 
Congreso autorizar al Ejecutivo anticipadamente para decla- 
rarla, cuando á juicio de éste llegare el caso de hacerlo, ó debe 
someterse á aquél la proyectada declaración, cuando llegue el 
momento prcciso en que el Presidente de la Kepública consi- 
dere ya indispcnsable hacer uso de la atribución que le confiere 
la parte 18.a del artículo S2 (73)? 

Nosotros estamos por esta segunda solución, reconocicndo 
que la primcra cuenta en su apoyo con el precedcntc dc la Ley 
de ro de Octubre dc 1836, en que se autorizó al Presidentc dc la 
Repúbiica para declarar la guerra al Gobierno del Perú, en caso 
de no obtencr de Sste reparaciones adecuadas á los agravios 
que había inferido á Chile. A pesar de la autarización que en- 
volvía este acuerdo del Congreso, el Presidente de la República 
le somctió la declaración de guerra que el Ministro Plenipo- 
tenciario de Chile, señor don Mariano Egaña, había hecho al 
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Gobierno del General Santa Cruz, y el Congreso la rntifcó so- 
lem~zeittefzte por acuerdo promulgado el 26 de Diciembre del 
mismo año. 

A juicio nuestro, el Congreso jamás ha debido delegar el 
ejercicio de una'atribución exclusivamente suya. Desde que le 
corresponde aprobar Ó reprobar la declaración de guerra á pro- 
puesta dcl Presidente de la República, nos .parece de'  todo 
punto evidente que no podrá encontrarse en situación de pres- 
tar ó de negar esa aprobación, sino cuando, llegad6el momento 
que -1 Ejecutivo considera ya decisivo, se le someten todos los 
antcccdentes relacionados con el asunto 6 indispensables para 
formarse juicio cabal y concreto del caso en cuestión. Esta fué 
por otra parte, la manera como procedió el Presidente de la 
República en Scptiemb;e de 1865, cuando la flota espafiola 
mandada por el Almirante Pareja nos pasó su ultimáturri de 
bloqueo. 

Tercera y cuarta atribuciones 

No han tenido aplicación todavía. 

Quinta atribución 

La  facultad de hacer el escrutinio de la elección de Presi- 
dente de la República se ha ejercido por el Congreso regular y 
periódicamente, cada cinco años, desde 1836 hasta 1876. La  de 
rectificar dicha elección no se ha ejercido todavía. No ha ocu- 
rrido en Chile caso alguno de dispersión de votos en las elec- 
ciones Presidenciales, durante la vigencia de la Constitución 



Bexta atribución 

L a  redacción primitiva de ;este párrafo, antes de su reforma 
promulgada por la Ley de 24 de Octubre de 1874, era la si- 
pie'nte: Autorizar al Presidente de la Repziblica para qzde use de 
facultades exiraordi~znrias, debiendo sieíltpre seAal'arse e,rjresn- 
mente las facz~itades que se le co~zceden, y fijar un tieuqo determi- 
fzado d /a u'uraczótt de eda Ley. 

Como se ve, el ejercicio de la facultad que examinamos era 
materia de Ley según la disposición antigua, á pesar de estar 
enumerada entre las atribuciones exclz~sivas del Congreso, lo 
cual manifiesta ó que la redacción de la Constitiición fué mala, 
ó que no se dió ésta cuenta exacta de lo que esa expresión real- 
mente significa. 

L a  disposición reformada se encuentra en idéntico caso, pues- 
to que principia por establecer que es atribución excZz~si~ra del 
Congreso la de dictar Leyes excepcionales y de duración tran- 
sitoria, y es bien sabido que el Presidente de la República con- 
curre también á la formación de las Lcyes. Por lo demás, esta 
impropiedad de redacción en nada afecta al carácter de la atri- 
bución que examinamos, porque nos parece evidente qiie nin- 
gún Congreso se anticiparía á revestir al Presidente de la Repú- 
blica de facultade's extraordinarias, como antes sucedía, ó á 
restringir el ejercicio de la libertad personal, de la de reunión, 
y de la de imprenta, como hoy podría suceder, sin que previa- 
mente el Ejecutivo hubiera solicitado la adopción de semejan- 
tes medidas y manifestando su absoluta necesidad, coizcz~rriendo 
así en el ejercicio de tan delicada atribución. Se ve, por consi- 
guiente, que ella ha sido, que es y qiic debe ser materia de Ley. 

A pesar de que la disposición Cotistitucional que examinad 
mos, sujetaba la concesión de facultades extraordinarias á dos 
limitaciones: la I.", señalar expresamente.las facultades conce- 

12 



1 7 ~  OBRAS DE DON JORGE IIUHECUS 

diclas, y la 2.", fijar uri determinado tiempo á la duración de la 
Ley; se aplicó de una mancra tan singalarmente monstruosa, 
que fué mcnester acometer su reforma, reclamada irnperiosa- 
mente por la opitiión ilustrada del país desdc el año 1849. 

La  Ley de g de Noviembre de 1836 (1) facultó ai Presidente 
de la República para llproceder sin sujetarse á las formalidades 
prevenidas en los artículos 139, 143 y 146 (130, 134 y 137) de 
la Constituciónll, entregando así la libertad individual y la in- 
violabilidad del hogar al capricho del Ejecutivo. Otras Leyes 
de facultades extraordinarias autorizaron al Prcsidcnte de la 
República para destituir empleados sin sujeción á las f ~ r m a l i -  
dades prevenidas en cl inciso 10 del artículo 82 (73), incusrien- 
do  así en la anomalía de suspender preceptos Co~zstitz~cio~~aZes 
por medio de simples Leyes ordinarias. 

E l  desenfreno se llevó en esta materia hasta el punto de dic- 
tar el Congreso la fatnosísima L:y de 31 de Enero de 1837 (z), 
que dice así: llEI Congreso Nacional declara en estado dc sitio 
el territorio de la República por eZ tiefrzpo que dz[f)nre la actual 
guerra cert e l  Peni, y queda en consecuencia nz~toriz~zrla el Pre- 
sidente de la República para usar de todo el Yodev Pziblico que 
si1 prude~zcza hallarc necesario para !regir e/ Estado, sin otra Zi- 
ntitació~z que la de no poder condenar por, sí, ni aplicar pcnas, 
debiendo emanar estos actos de los Tribynales establccidos, ó 
que CII adela~zte estableciere e l  nils~tro Pt*esidinie ,, . 

Esta Ley incalificable violó la Constitución, asignando á la 
duración de las facultades extraordinarias un tiempo indeter. 
minado (el que durare la guerra); la violó, 120 fija1zdo Las fncul- 
tail'es concedidas, pues subordinó todo á la pn~dezcia del 
Ejecutivo; la violó, fácu1:andole para cstablccer Tribunales que 
sólo piiedcn ser creados por Ley, con arreglo á los artículos 
IOS y rog (99 y 100). ¡Ya se ve! Esto último no debe pareccr 
sorprendente, desde que el Ejecutivo quedaba revestido de la 
plenidud dcl Poder Público, pudiendo legislar sobre toda mate- 

(1)  BoZrti>r n'c las L(ycs, libro VII, ~ i g .  78. 
(3) Bo/etiit de ZUS Lq,es, libro VII, pig. 93. 



ria, como lo hizo cfectivainente durante los años 1837 y 1838. 
El ~o$greso  desapareció de Chile cn ese bienio verdaderamente 
dictatorial y sólo creyó necesario funcionar dos veces, la una 
para dictar honores Ci la memoria del señor don Diego Porta- 
les y la otra para tributarlos A la del señor don Agustín Eyza- 
guirre (1). El Presidente de la República legislaba durante ecc 
tiempo sobre irnplicancias y recusaciones, sobre recursos de  
nulidad, sobre juicio ejecutivo, sobre tachas de ebriedad, y so- 
bre mil materias que ninguna relación tienen con la seguridad 
del Estado. Establecía Tribunales, como los Consejos de guerra 
permanentes, y, en suma, su prt~de~zcia era el único Iítnite de 
sus omnimodas facultades. 

Y todo esto sc hacía en nombre de la Constitución, que á 
pesar de la redaccidn vaga de la antigua parte VI de su arti- 
tilo 3 6  (actual 27) y dc su antiguo artículo 161, en el cual nos 
ocuparemos á su tiempo, en manera alguna autorizaba semejan- 
tes aberraciones. 

Como muy bien lo manifestó el tan justamente llorado y dis- 
tinguido estadista señor don Manuel Antonio Tocornal y Grez, 
en sesión de la Cámara de Diputados de 23 de Julio dc 1857, 
llel Poder Legislati710 no es tlelegnble bajo ln fort~za de fncztltades 
e,rtraordinarins especialts, shzo efz circu7zsta1zcias e.t-trnof d i m -  
yias especiales, y cz~a7zdo asi lo exzja la co7zserz~aciórz del or- 
de~z ptíblico. La  delepció~z del Poder LegisZatir~o en fzrerxa de 
czralqtdiera otra razcíz, es i~zco~zstztzrcio~~nl~~. Esta opinión justi- 
sima, que fué combatida en aquella sesión por el señor don Eu-  
genio Vergara, 110 fué la que prevaleció bajo el imperio de la 
antigua parte G.a del artículo 3 6  (actual 27), como lo rnanifics- 
tal1 los casos quc liemos recordado, á pesar de que, peilsando 
como el señor Tocornal, creemos que no era concebible la exis- 
tencia de facultades extraordinarias sino en vista de circuns- 
tancias también cxtraordinariñs. Y con él, opinamos que el 
Congrcso sólo podía delegar en el Presidente de la Rcpública 
aquellas de sus atribuciones Zegislntiz~as, no las exclrtskicrs, que 

(1) l'olrtin de lns Lves, libro VII, pigs. 249 y 2 50. 
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fueran necesarias para restablecer cl ordcn público conmovido 
en el interior ó la seguridad del país, amenazada por álguna 
potencia extranjera, ya que, fuera de estos dos casos, no puede 
haber otros que constituyan circzinstancias extraor~2'i?2nrias espe- 
ciales. 

Según esta teoría, sólo eran delegables en su ejercicio las 
siguientes atribuciones ~ e ~ i s l ~ t i v a s :  I . ~ ,  la de imponer contribu- 
ciones, según el artículo 148 (139); z.", la de gastar fuera de 
presupuesto; 3.a, la de aumentar la fuerza pública; 4.", la de 
crear ó suprimir puertos mayores y aduanas, en caso de guerra 
exterior; y s.", la de permitir la salida de tropas nacionales fuera 
del territorio. Fuera de estas atribuciones, cuyo ejercicio era 
materia de Ley en circunstancias ordinarias, no era c~ncebible, 
por más que se haya hecho mil y una veces lo contrario, la ne- 
cesidad de delegación, que había llegado á ser en Chile habi- 
tual y constante, siempre que se trataba de Leyes de larga 
extensión. 

En casos como éstos no es menester que el Poder Legislati- 
vo se desprenda de sus atribuciones, confiriendo al Ejecutivo la 
facultad de ejercerlas. NÓ; en tales casos, como se hízo con e1 
Proyecto del Código Civil, con el del Código de Comercio, con 
la nucva Ley de Imprenta en 1872, se discute y aprueba un 
Proyecto formado de antemano por Comisiones competentes, y 
se aprueba así un trabajo conocido y concreto; lo que es muy 
diverso dc  conferir al Prcsidcnte de la República autorización 
para dictar la Ley que le plazca sobre una materia dada, sin 
traba ni restricción alguna, como tan frecuentemente ha suce- 
dido. 

Como quiera que sea, y reconociendo que no prevalecieron 
las opiniones del scñor Tocorna1,-que en esta materia han sido 
siempre las nuestras, y las que también siempre hemos tenido 
la honra de sostener,-la nueva forma que hoy tiene la parte 6.a 
del artículo 36 (27) salva toda dificultad y evita las absurdas 
consecuencias del antiguo sistema, como se entendía y aplica- 
ba entre nosotros. 

Hoy, mediante la reforma de la parte 6.3 dcl artículo 36 (27), 



el Congreso no puede delegar (1) sus atribiicioncc; Legislativas 
en el Presidente de la República, porque ningún preccpto Cons- 
titucional le confiere la facultad de hacerlo, salvo sólo el caso 
del artículo 148 (139)~ que no ha sido reformado. Sólo cuando 
lo reclamaren: 1.0, la necesidad imperiosa de la lZefensa del Es- 
tado, y 2.0, la de la conservación del régimen Constitucional ó 
de la paz ilzterior, podrri el Congreso dictar Leyes exccpcionalcs 
y de duración transitoria que no podrd exceder de z u n  ano, y sólo 
para restringir la libertad personal y la libertad de zinzprenta, y 
para szispender ó restringir el ejercicio de la libertad de rezrnión, 
bien entendido: 1.0, que si dichas Leyes señalaren penas, su apli. 
cación se hará siempre por los Tribunales establecidos (no por 
los que despzrés se cstablecieren); y 2.0, que fuera de los dos ca- 
sos que quedan indicados, ?zi?zgnna Ley (¡cuánto menos los de- 
cretos $ bandos de las Autoridades Administrativas!) podrd 
dictarse para suspender ó restringir las libertades 8 derechos 
que asegura el artículo 12 (10). 

L a  redacción clara, precisa y bien significativa de la nueva 
disposición Constitucional á que acabamos de referirnos, salva 
todas las funestas consecuencias á que daba lugar la torcida 
interpretación qiic se atribuyó á la antigua y satisface las jus- 
tas aspiracioncc quc, desde tantos años atrás, había manifesta- 
do  la inmensa mayoría del país. Con esta reforma y la del ar- 
tículo 161 (152) no hay ya peligro de ver establecido en Chile, 
bajo el amparo aparente de la Constitución, un régimen verda- 
deramente despótico y dictatorial. ¡Séanos permitido esperar 
que, mientras llega el momento de suprimir pgr completo de 
nulostra Constitución el estado de sitio, seguirán transcurriendo 
los años sin que sea menester qiie,el Congreso haga uso de las 
facultades limitadas que hoy le confiere la nueva parte 6.a del 
artículo 36 (27), y sin que el referido estado de sitio, aun con el 
alcance también limitado que hoy le asigna el artículo 161 (1 52) 
reformado, vuelva jamás á declararse en Chile! 

(1) Esta opinión fuk sostenida por los señores don Jost5 Clemente Fabres, 
don Pedro Montt y don Manuel Recabarren en sesión del Senado de 8 de 
Julio de 1887. (~Votn del Afrtov.) 
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Cuando el Congreso, en uso de la atribución que le otorgaba 
la antigua parte 6.a del artículo 36 (27), autorizaba al Presi - 
dente de la República para dictar una Ley dentro de cierto pla- 
zo, ¿podía éste, una vez dictada la Ley, y antes de vencido el 
plazo ?e la autorización, modificarla por sí solo? 

Esta cuestiln sc suscitó en sesión de-la Cámara dc  Diputados 
de 7 de Diciembre de 1S64,á propósito de las críticas que se ha- 
cían á la Ordenanza de Aduanas, que, en virtud de la autoriza- 
ción conferida por Ley de 25 de Julio del mismo año, había dic- 
tado el Presidente de la República el 31 dc Octubre siguiente. 
El Ministro de Hacienda, señor don Alejandro Reycs, sin afir- 
marlo categóricamente, insinuó la idea de que, estando aún 
vigente el término de seis meses fijado a la autorización, podía 
el Ejecutivo, antes de vencido este plazo, reformar la Ordenan- 
za ya dictada. El señor don Miguel Luis Amunátcgui sostuvo 
la opinión insinuada por el señor Reyes, citando cn su apoyo 
hechos prácticos. A pesar de  éstos, la opinión contraria f i ~ é  de- 
fendida, á nuestro juicio victoriosamente, por los señores don 
Manu,l A. Matta, don Jovino Novoa y don &ligue1 Cruchaga, 
para quienes toda autorización concedida al Ejecutivo caduca- 
ba por el hecho mismo de promulgarse el dccreto-ley que, en 
virtud de ella, sc hubiere dictado, siendo menestcr dictar otra 
Ley ó conceder una nueva autorización para que aquélla pudie- 
ra ser derogada ó modificada. 

ilSólo en virtud de una Ley se puede: 
i i  1.0 Imponer Contribuciones de  -cualesquiera clase ó 

,iaturaleza, suprimir las existentes, y determinar en caso 

necesario su repartimiento entre las Provincias 6 Depar- 
tainentos. 



11 2.0 Fijar anualmente los gastos de la Administracidn 
Pública. 

113.0 Fijar igualmente en cada año las fuerzas de  mar 
y tierra que han de mantenerse en pie en 'tiempo de paz 
ó de  guerra. 

( 1  Las contribucioties se decretan por sólo el tiempo de  
dieciocho meses, y las fuerzas de rnar y tierra se fijan 
sólo por igual tériiiiiio. 

114.0 Contraer deudas, reconocer las contraídas hasta 
el día, y designar fondos para cubrirlas. 

11 5.0 Crear nuevas Provincias ó Departamentos; arre- 
glar siis limites; Iiabilitar puertos mayores y establecer. 
Aduanas. 

116.0 Fijar el peso, ley, valor, tipo y denomiriacidn de  
las monedas; y arreglar el sistema de pesos y medidas. 

117.0 Permitir la introducción de tropas extranjeras en 
el territorio de la República, determinando el tiempo de  
su permanencia en él. 

118.0 Permitir que residan cuerpos del Ejército per- 
manente en el lugar de  las sesiones del Congreso, y diez 
leguas 5 su circunferencia. 

119.0 Permitir la salida de tropas nacionales fuera del te- 
rritorio de la República, señalando el tiempo de su regreso. 

irro. Crear 6 suprimir empleos públicos; determinar ó 
modificar sus atribuciories; aumentar ó disminuir sus do-  
taciones; dar y decretar 'honores públicos á 
los grandes servicios. 

1 1  1 1. Conceder indultos generales ó amnistías. 
1 1  I 2 .  Señalar el lugar en que debe residir la Represen- 

taciGn Nacional y tener sus sesiones el Congreso.ii 

Antes de examinar sepxadarnente los diferentes incisos de 
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que consta este artículo, observaremos que, siendo la Ley, según 
lo dispone el artículo 1.O de nuestro Código Civil, iiuna declara- 
cjbn de la voluntad soberana que, manifestada en la forma pres- 
crita por la Constitución, manda, prohibe ó permite,,, es inmensa 
la esfera de acción del Poder Legislativo. Irnposiblc sería enu- 
merar todas las materias de Ley, y si la Constitución ha deta- 
llado algunas en el artículo 37 (28), ha sido sólo con el propósito 
de evitar que, en caso alguno, pudiera el Ejecutivo creerse fa- 
cultado para dictar por sí solo disposicioiles referentes á ellas. 

Incixo primero 

De  las materias reservadas á la Ley, ninguna más grave y 
de mayor interés que el establecimiento, supresión y subsisten- 
cia de las Contribuciones. Fácil es comprender entonces el fun- 
damento de las diversas disposiciones que, además de las dos 
contenidas en el articulo 37 (28), les consagra la Constitución 
en íos artículos 12 (10); inciso 3.O; 40 (31); 128 (1 rgj, incisas 7.0 
y 8.0; 148 y 149 (139 y 140). No sería admisible imponer Con- 
tribuciones á un pueblo, si este mismo no las votara por medio 
de sus Representantes. Confiada á la Asamblea de éstos la fa- 
cultad de crearlas y de suprimirlas, ejerce asi una influencia 
decisiva sobre el Poder Ejecutivo, á quien concederá ó negará 
subsidios, según la marcha que siga y el grado de confianza 
que inspire. 

Nunca se ha presentado en Chile el caso de discutir si el Con- 
greso puede ó nó negar las Contribuciones (1). No existe en la 
Constitución precepto alguno que lo resuelva; pero ya que en 

(1) Nunca se presentb el caso hasta los dias 2 ,  7 y 9 de Enero de 1886, 
en 10s cuales la Cárnara de Diputados discutió sobre la imposici0n de las 
Contribuciones, concluyendo por cIplazaulns, á consecuencia de la obstruc- 



esta materia nosotros hemos imitado á los ingleses, conviene 
recordar que: i1La Cámara de los Comunes, como lo dijo el 
Conde Grey el 17 dc Mayo de 1832, ejerce sobre la corona un 
derecho de  vigilancia tal, que puede rehusar el Impuesto en ca- 
sos extremos. Ella no se ha visto, desde la Kevolución, en la 
necesidad de poner en ejercicio esa facultad. Así, para derribar 
en 1784 á la Administración Pitt, se limitó á aplazar la discu- 
sión y votación del Presupuesto, oponiendo una resistencia que 
aquél venció por otros medios (I).!! 

Aunque el artíciilo 14s (139) dice que sólo el Co?zgrero puede 
imponer Contribuciones, debe tenerse presente que cl artículo 37 
(28), por una parte, y el 149 (I~o), por la otra, declaran termi- 
nantemente que el asunto es materia de Ley, lo que prueba, una 
vez más, que la Constitución no ha sido muy feliz en sus re- 
dacciones cuando ha querido determinar aquelio que es del 
resorte excZt~siz~o del Congreso. Y ndtese todavía, como lo he- 

ci6n de la minoria. Bluntschli sostiene que una negntmn genernl de los Im- 
puestos es siempre un absurdo. (Droit Pz~blic Génkral, pags 77-81.) 

Es notable un articulo publicado por el señor don Jos6 Victorino Lista- 
rria, el recordado mes de Enero, en El Merczrrio de Valparaiso y en El Fe- 
rrocarril de Santiago, en el cual estudia los efectos que produce la falta de 
la Ley que autoriza el cobro de las Contribuciones. El señor Lastarria des- 
envuelve la opini6n de que la falta de la Ley periódica que autoriza el cobro 
de las Contribuciones establecidas por Leyes vigentes, importa la su$ensió?z 
de irstas s610 respecto del Poder Ejecutivo. Vease, además, sobre la denegación 
O aplazamiento de la discusidn de las Contribuciones, la oprnión del seiíor 
don Manuel Montt, que reproducin~os en el último párrafo del Conlentario 
al inciso 2 . O  de este articulo. (Nota del Autor.) 

En Junio de 1890 acordó el Congreso aplazar la discusión de la Ley que 
autoriza el cobro de las Contribuciones. Los efectos de esa medida, efectos 
que pesriron sobre e l jn is  desde el 1." de Julio hasta el 13 de Agostc de ese 
mismo año,-fecha en que S. E. el Presidente de la República carnbió de 
Ministerio,-no fueron ciertamente los que le asigna el señor Lastarria en el 
articulo á que el Autor se refiere, y que el mismo Autor reprodujo en sesión 
del Senado de 31 de Diciembre de 1888. (Nota de los Editores.) 

(1) FISCHEL Y VOGEL, Const. d'A~tgleteríe, vol. 11, pag. 349. 
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mos observado ya al ocuparnos de la parte G.a del artículo 36 
(27), quc el Congreso puede autorizar especialnzexte, no sólo al 
Presidente de la República, sino á otras Autoridadcs, las Muni- 
cipalidades, por ejemplo, para imponer Contribuciones. 

Así se ha practicado conctanteinente en conformidád á lo 
dispuesto en el artículo 148 (139). 

Partiendo la Constitución del principio consagrado en la par- 
te 3." del artículo 12 (lo), de que los Irnpucstos y Contribucio- 
nes deben rejartime igualmente entre todos los habitantes de 
la República á proporción de sus haberes, ha determinado, cn 
el inciso 1.0 del artículo 37 (2S), que cl repnrti~niento de las Con- 
tribuciones entrc las Provincias ó Departamentos sólo puede 
hacerse cn virtud de una Ley, y cn cl inciso 7.0 del artícu- 
lo 128 (1 19) establece que corresponde á cada Municipalidad 
Iincer cl repaytz~lzieato de las Contribuciones que hubieren cabi- 
do á su respectivo territorio, en los casos en que la 1,ey tio 
haya cometido esa atribución á otra Autoridad ó personas. 

Estas disposiciones no se han aplicado en Chile, sin duda por- 
que el sistema de Impuestos ideado por la Constitución, aunque 
el más perfecto en teoría, ec algo que ha quedado reducido á la 
categoría de una mera recomendación y que muchos consideran 
de todo punto impracticable. No.sotros no 110s contamos entre 
estos pesimistas, y creemos que, si no en toda su extensión ni 
de una manera absoluta, puede implantarse con ventaja el sis- 
tema de la Constitución, en una csfera reducida y concreta, que 
establezca en Chile alguna vez uti impuesto directo sobre los 
haberes, llamado á nivelar anualmente las entradas y los gastos 
de la República. 

Pasando ya ocuparnos en las diversas disp~siciones que con- 
tiene el artículo 37 (28) y principiando por las cuestiones que 
han sugerido cn la práctica los incisos 1.0  y 3.0 (este último en 
la parte quc determina que las Contribuciones se decretan por 



sólo el tiempo de dieciocho mescs), debe observarse ante todo, 
que las Leyes que se dictan en cz~alqztier tienzpo ordenando la 
ijlrposición de Contribuciones ó la supresión de las existentes, 
so11 de una naturaleza muy diversa de las que se dictafz cada 
n'ieciocko nzeses declarauclo s+bsistentes ú azltorixn?ido eZ cob?*o de 
las ya establecidas. 

Si la Constitución se hubiera limitado á expresar que sólo en 
virtud de una Ley es posible crear Ó sz~prinzir Contribuciones, y 
no hubiera ordenado que éstas se decretaran sólo por el tieiripo 
de dieciocho meses, se llegaría á la consecuencia dc que una vez 
creada por Ley una Contribución, sería punto mcnos que impo- 
sible suprimirla sin la concuriencia de la voluntad del Presiden- 
te de la Republica. Ida razón es clara: una Ley rige mientras 
otra no la deroga, y la dcrogacihn de la Lcy, siendo Ley, re- 
quiere la intervención del Presidente de la República, que pue- 
de devolverla con modificaciones ó rechazarla por complcto con 
arreglo al artículo 45 (36). E s  fácil comprendcr que el Ejecutivo 
no se sentiría dispuesto, en la mayor parte de los casos, á acep- 
tar la supresión de Contribuciones que podrían proporcionarle 
recursos para sostcncrse. 

De aquí, para evitar tales consecuencias, la necesidad absolu- 
ta de que las Leyes sobrc Cantribuciones se decreten sólo por 
iin tiempo corto y limitado, de la misma manera que las que 
autorizan gastos, las que fijan el monto de la fuerza pública, las 
que permiten la residencia de cuerpos armados en cl lugar don- 
de el Coiigreso funciona. Si Leyes como éstas se dictaran con 
el carácter de permanentes, el Ejccutivo podría prescindir del 
Congreso, desatender sus advertencias y aún disolverle por com- 
pleto, sin que !os recursos le hicieran falta. 

Mas, cuando la Ley de recursos tiene una duración breve, es 
claro que antes de expirar el término asignado á su vigencia, el 
Ejecutivo se verá obligado á recabar de las Cámaras tina r,ueva 
Ley que le permita cobrar las ~oniribuciones, sin violar el pre- 
cepto contenido en el artículo 149 (140) de la Constitución, y 
sin incurrir en las penas quc el artículo 157 del Código Penal 
impone al empleado público que, sin un decreto dc Autoridad 
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competente, deducido de la Ley que autoriza la cxacción de una 
Contribuciótl ó de un servicio personal, los exigiere bajo cualquier 
pretexto. 

Así, la corta duraciGn de las Leyes de Contribuciones, de Gas- 
tos Públicos, etc., son para el paíc la garantía más segura de 
que el Congreso vivirá y será respetado. Un  Gobierno qu:: tuvie- 
ra fondos y pudiera gastarlos sin intervención del Congreso, Re- 
presentante del país, haría imposible de todo punto la existen- 
cia del Sistema Representativo. 

Nuestra Constitución, comprendiéndolo perfectamente, quiso 
que las Contribuciones se decretaran sólo por el tiempo de die- 
ciocho nzeses, según prácticamente se ha resuelto desde hace ya  
largos años, á pesar de que no falta quienes piensen que ese 
tiempo debe ser sólo de un alzo, de la misma manera que el que 
asigna el jnciso 2.0 de estc artíciilo á la Ley que fija los gastos 
de la Administración Pública, y el párrafo 1.0 del inciso 3.0 á la 
que determina el monto de la fucrza de mar y tierra. 

L a  cuestión de si las Contribuciones deben decretarse anual- 
mente ó cada dieciocko meses, fué debatida en sesiones de la Cd- 
mara de Diputados de 7 y g de Enero de 1850, sosteniendo el 
señor don Manuel Montt la primera opinión, y el señor don 
José Victorino Lastarria la segunda. Esta última es la que ha 
consagrado ya la práctica de largos años ( r ) ;  y sin desconocer 
la fuerza que en el terreno de la conveniencia y de la lógica 
Constitucional, tienen las razones aducidas por el señor Montt 
en el debate recordado, debe reconocersc que el señor Lastarria 
contaba en su apoyo con el tenor literal de la Constituciin ( z ) ,  

Pero esta no sólo ha buscado garantías de vida y respetabili- 
dad para el Congreso, establecicndo un sistema que obliga al 

(1) Y la que ha consagrado también la Ley de 16 de Septiembre de 1884, 
en su articulo I .O (Nofn del Au~oY.)  

( 2 )  Las Contribuciones pueden decretarse por ntcnos, no por mis de die- 
ciocho meses; esta opinión ha sido sostenida por el señor don Francisco Puel? 



Ejecutivo á pedirle subsidios y apoyo con frecuencia, de mane- 
ra que una simple negativa de las Cámaras para ocuparse de 
una mera autorización para el cobro de las Contribuciones, bas- 
taria para que Cstas quedaran suprimidas, una vez vencidos los 
dieciocho meses de la autorización anterior; sino que ha pasa- 
do  todavía más lejos, disponiendo en su artículo 40 (31), que 
las Leyes sobre Contribuciones, de cualquiera naturaleza que 
sean, sólo pueden tener principio en la Cámara dc Diputados. 

L a  parte del artículo 40 (31) que acabamos de recordar, tie- 
ne inmediata relación con el asunto que nos ocupa y con la 
interesante cuestión, resuelta ya  afirmativamente, de si la Ley 
que cada dieciocho meses se dicta autorizando el cobro de las 
Contribuciones, debe ó no detallarlas. 

E n  efecto, enumerándose las Contribuciones en la Ley que 
manda dictar la Constitución cada dieciocho meses, y debiendo 
esa Ley tener principio en la Cámara de Diputados, se com- 
prende fácilmente que, por el mcro hecho de no incluir una 6 
más Contribuciones en la nomenclatura que debe detallarlas, la 
Cámara de Diputados sola, por sí y ante sí, hace de todo punto 
imposible el cobro de la Contribución ó Contribuciones exclui- 
das de la enumeración. La  razón es obvia. E l  Senado puede 
modificar el Proyecto que le remita la Cámara dc  Diputados, 
sin duda alguna; pero no podría incluir en él una Contribución 
cxcluída por ésta, sin convertirse por el mismo hecho en Cáma- 
ra de origen en materia de Contribuciones, cosa que la Consti- 
tución prohibe. El Presidente de la República, por su parte, se 
guardaría muy bien de  devolver con modificaciones ó correc- 
ciones el Proyecto de Lcy que autorizara el cobro de las Con- 
tribuciones por dieciocho meses, I.O, porque correría el riesgo 
de quedarse sin ellas, mientras el Congreso resolvía acerca de 
esas correccioi~es, ya que de ordinario estas autorizaciones no 

nia, en sesi011 del Senado de 8 de Enero de 1886; por el señor don J. V, 
Lastarria, en el articulo antes citado, y por nosotros, en el discurso que pro- 
nunciamos en sesiUn de 2 de Enero de 1886, en la Cámara de Diputados, y 
que incertaiiios bajo el rdbto Contri6ucior~cs, en el pkrrafo 8." del capitulo 
de los Estzrriios sobre Derecho Constitucional Contpnrnth. (Nota a'el Autor,) 
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se votan sino cuando está para terminar el período de la ante- 
rior; y 2 . O ,  porque el Presidente de la República carece de la 
facultad de devolver al Congreso con adiciones los Proyectos de  
Ley que éste le remite, y no podría, por consiguiente, agregar 
una Contribución excluída de la enumeración contenida en el 
Proyecto. Menos todavía desecharía éste cn el todo, porque, en 
tal caso, se tendria por 720 propuesto, ni se podría proponer en 
la sesión delnzisnro mZa; y siendo así, ninguna Contribución po- 
dría cobrarse, absolutamente ninguná, mientras no se dictara 
la Ley prescrita por la Constitución, lo cual no podría hacerse, 
en este caso imaginario, sino en algiina de la sesiones de los dos 
alzas siguie~ztes á la devolución. 

El caso, como se ve, es de todo punto imposible. ¿Qué Go- 
bierno ce atrevería á cobrar durantejun año ó más, Contribucio- 
nes no autorizadas por Ley, haciéndolas caducar él mismo por 
el hecho solo de vetar el Proyecto aprobado por las Cámaras? 
Puede, por consiguente, afirmarse que la Ley que autoriza cada 
dieciocho meses el cobro de las Contrit>uciones, enumerándolas, 
no es, por la naturaleza dc las cosas, susceptible de ser obser- 
vada ni desechada 1)or el Presidente de la República. ¡Feliz 
combinación, que destruye cn este caso los efectos del veto Pre- 
sidencial, haciendo que sobre 61 prevalezca la voluntad de la 
Nación, representada por la Cámara dc  Diputados! 

Hemos dicho que está ya resuelto que la Ley que autoriza 
cada dieciocho meses el cobro de las Contribuciones, debe enu- 
merarlas (1). Las dictadas en 18 de Enero de 1877, y en 2 2  de 
Julio de 1878, detallan todas las Contribuciones fiscales cuya 
cobranza autorizan, y la segunda menciona también una á una 
las Contribuciones municipales y aún las Contribuciones y emo- 

( 1 )  V i d .  Ley de 16 de Septiembre de 1884 , arts. 1.O y 2.0, que asi lo dis- 
pone. (Nofa del Az~tov.) 
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lumentos establecidos á favor de Instituciones de bcneficicncia 
Ó de instrucción y de funcionarios públicos. 

Recordemos los antecedentes que han procurado al país esta 
feliz solución de iin punto tan interesantc. 

La  idea de que la Ley que autoriza el cobro de las Contri- 
buciones (ó que decretaba su subsiste~zcia, como antes se decía) 
debía mencionarlas todas, fué insinuada por primera vez en la 
Cámara de Diputados por el señor doctor don José Gabriel 
Palma, en sesión de g dc Octubre de 1846. 

En  sesión de 13 dc Marzo de 1864, discutiéndose en particu- 
lar, en la Cámara de Diputados, el Proyecto de Ley que tenía 
por objeto lldeclarar subsistentcs por el término de dieciocho 
meses las Contribuciones legalmente establecidacll, el señor don 
Antonio Varas prescntó un contra-Proyecto, compuesto de  tres 
artículos, en los cuales sc detallaban la5 Contribuciones. Los tres 
artíciilos dc dicho Proyccto quedaron para segunda discusión. 
Esta tuvo lugar el 17 del mismo mes y año, aprobándosc los dos 
primeros artículos, ó sea la enumeración de las Contribuciones, 
con sólo dos votos en contra. E l  artículo tercero del Proyecto, 
quc tenía por objeto prohibir el cobro de toda Contribución, di- 
recta ó indirecta, quc no estuviera cnumerada en los anteriores, 
continuó discutiéndose en sesión de  12 dc Abril siguiente, que- 
dando aplazada la discusión hasta la sesión de  4 de Junio. E n  
esta sesión, renovada ya la Cámara de Diputados á consecuen- 
cia de  las elecciones de Marzo anterior, el Ministro de Hacienda 
señor don Alcjandro Reyes, al discutirse el artículo 3.0 del 
Proyecto del sefior Varas, hizo indicación para que toclo éi 
se refundiera cn un solo artículo, que lo redactaba en la 
forma acostumbrada. Esta indicación fué combatida por los se- 
ñores Diputados don Waldo Silva, don Manuel Antonio Matta, 
don Santiago Prado y por el sefíor Varas, autor del Proyecto 
que cl señor Reyes deseaba modificar. Á pcsar dc quc los artí- 
culos 1.0 y 2.O, que enumeraban las Contribuciones, habían sido 
ya  aprobados por la Cámara, ésta, volviendo sobre los pasos 
de la Cámara anterior, accptó la indicación del señor Reyes por 
treinta y un votos contra veintid6s, A rcnglón seguido resolvió, 
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por veintinueve votos contra veintisiete, lino enumerar una á 
una todas las Contribucionesti, y, en la misma sesión, aprobó 
con sólo tres votos en contra el I'Poyecto siguiente: 11Se decla- 
ran subsistentes por e1 término de dieciocho meses las Contri- 
buciones existentesti. 

El seííor don Antonio Varas suscitó la misma cuestión en 
sesión de la Cámara de Diputados de 24 de Noviembre de 1870, 
indicando nuevamente quc debian enumerarse todas las Con- 
tribuciones en la Lcy respectiva. La indicación del seííor Varas 
dió lugar á un extenso debate que ocupó varias sesiones (las de 
3, 6, 10, 13 y 15 dz Diciembre del mismo año) y que terminó 
con el rechazo de la indicación, por treinta y seis votos contra 
veintiuno. 

Por tercera vez promovió el señor Varas la cuestión en sesión 
de la Cámara de Diputados de 2 0  de Juiiio de 1872, proponien- 
do una moción que detallaba todas las Co~~tribucioizes Fiscabs 
cuya cobranza se trataba de autorizar. Pero, en sesión de 4 de 
Julio siguiente, la Cámara resolvió nuevamente 120 enumerar las 
Contribuciones, por treinta y nueve votos contra veinticuatro, 
desechando la indicación de don Manuel Aritonio Matta para 
que se declarase que en la Ley Constitucional de subsistencia 
de las Contribuciones debía hacerse la enumeración completa 
de ellas, indicación que fué apoyada por los señor,es Varas y 
Cood (don Enrique) y combatida por el señor don Ramón Ba- 
rros Luco (Ministro de Hacienda) y por los señores don Enri- 
que Tocornal y don Vicente Sanfuentes. 

Hasta el 29 de Diciembre de 1875 continuó dictándose la Ley 
sobre subsistencia del cobro de las Contribuciones en la forma 
establecida por la práctica. Esta desapareció, al fin, gracias al 
Proyecto presctitado por el Ministro dc Hacienda señor don Ra- 
fael Sotomayor, en que detallaba las Contribuciones fiscales, y 
que fué aprobado por la Cámara de Diputados en sesión de 3 
de Enero de 1877, siéndolo después por el Senado y convirtién- 
dose en Ley de la República, que se promulgó el 18 de 1: nero 
de 1877. 

Tanto esta Ley como la última, promulgada cl aa dc Ju- 



Ln CONSTITUCIÓN ANTE CONGRESO 193 

lio de 1878, autorizan tarnbién el cobro de las Contribiiciones 
rnunicipalcs, con la sola diferencia de que la primera se refiere 
á ellas en globo en SU artículo 2.0, pues enumeró sólo las fisca- 
les en el primero, y de que la segunda ha enuincrado dctallada- 
mente las unas y las otras en sus artículos 1.0 y 2.0, destinando 
el 3.0 á las establecidas á favor de'Instituciones 6 personas dis- 
tintas del Fisco y de las Municipalidades (:). 

Con motivo de la moción que el señor Varas presentó á la 
Cámara de Diputados en sesión de 20 de Junio de 1872, á que 
antes hemos aludido, en la cual se enumeraban sdlo las Contri- 
bucioiles fiscales, se di6 cuenta, en sesión de 27 del mismo mes 
y año, del informe que, sobre dicha moción, presentó la mayo- 
ría de la Comisión de Hacienda, suscrito por los señores don 
Manuel Antonio Matta, don Enrique Coo~d, don José Besa y 
don José Ramón Cánchez, en que se  proponía, no sdlo la enu- 
meración de las Contrib~icioncs fiscales, la de las Empresas na- 
nionales, Monopolios fiscales y servicios públicos generales, sino 
también la de las Contribuciones municipales. Conjuntamente 
se dió cuenta del informe de la minoría de dicha Comisión, 
suscrito por los señores don Nicomedes Osca y don Domingo 
Fernández Concha, en que se proponía la aprobación del Pro- 
yecto en la forma usual de declararse subsistentes por dieciocho 
meses las Contribuciones legalmente establecidac. 

E n  la discusión de ambos informes, que tuvo lugar en dicha 
sesiótl y en la de 4 de Julio siguiente, aprobándose, corno ya lo 
hcmos dicho, el de la minoría, el señor don Enrique Cood ex- 

( 1 )  La Ultiiiia Ley que autoriza el cobro de las Contribuciones p ei 
pago de los servicios fiscales que sc c.v$rcsnn en ella (inc. 1 . O  de su art. 1.O) 
es, i la fecha en que esto escribimos, la de 13 de Agosto de 1890; su 
articulo 2.O E I Z Z L ~ I Z C Y I I  las Contribuciones municipales; p el 3 .O, los ernolumen- 
tos y Coiitribuciones establecidos á favor de Instituciones de Beneficen- 
cia 6 Instrucci611 y de fcincionarios públicos, cuyos cobros se autorizan. 
(flota CIE los EClit<1ms.) 

13 



194 OBRAS DE DOS JORGE IIUNEE.US 

presó, por lo que hace á las Contribuciones municipales, que su 
opinión particular en el seno de la Comisión f~ i é  que no debían 
enumerarse ni tocarse para nada; que en la discusión de la Ley 
constitucional sobre siibsistencia de las Contribuciones sólo 
debía tratarse de la apreciación de los fondos generales para 
los gastos públicos; que las Contribuciones niunicipales estaban 
ya  impuestas por Ley; que los presupuestos municipales se foi- 
man y aprueban todos los años en la forma determinada por la 
Ley Orgánica, y que la Cámara no tenía para quC examinar si 
esas Contribuciones, qiie la Constitución llama A~4iirios en su 
artículo 128 (1 19), necesitan aumento 15 diminución: 

Muchos años antes que el señor Cood hiciera las precedentes 
observaciones, el seííor Presidente del Senado, don Mariano 
Egaña, y los señores Senadores don Juan de Dios Vial del Río 
y don Diigo José Retiavente las adujeron en sesión del Sena- 
do de S I  de Agosto de 1844, á propósito de la discusión de un 
Proyecto de  Ley qué tenía por objeto establecer la Contribu- 
ción de  Matadero a favor de la Municipalidad dc Santiago, sos- 
teniendo todos tres que cuando la Constitución habla de Coz- 
tribz~ciotzes en los incisos 1.0 y 3.0 del artículo 37 (actual 28) y 
otros, se refiere sólo á las naciotznles, no á las municipales. 
Aunque el señor Senador don Andrés Béllo sostuvo lo contra- 
rio, y, en consecuencia, que las Contribuciones mz/nic$ales no 
pueden tener su origen sino en la Cámara d e  Diputados, ni pue- 
den decretarse por más de dieciocho meses, el Senado aprobó 
el Proyecto por seis votos contra cinco, fijando en cEie,: alros la 
duración del Impuesto (1:. 

Considerada la Ley que autoriza el cobro de las Contribucio- 
nes con relación á la poderosa influencia que ella proporciona 
al Congreso en la direccidn de  los negocios (le1 Estado, nos pa- 
recen fundadas las observaciones de los señorcs Egaña, Vial 
del Río, Benavente y Cood, ya que es imposible desconocer que 
las Cámaras no tienen intervención alguna en los asuntos mu- 
nicipales, dcsde que no aprueban los presupuestos de los Cabil- 

( 1 )  Vid. El Prog~cso, s~lpienleilto al r i ~ i ~ i i ~ r ~  555. (ivo~olir cid i í i r ! ~ > ' . )  



dos, ni examinan sus cuentas delnversión, ni fijan kl monto de 
sus fuerzas de policía. I,uego, no deberian tampoco ocuparse en 
las Contribuciones I~cales, sino cuando se tiatara de establecer- 
las conforme al inciso 8 . O  del artículo 128  (119) (1). 

' A pesar de esto, y, si no por.consideracioncs de Constitucio- 
nalidad, de evidente conveniencia á lo menos, las dos últimas 
Leyes ya citRdas sobre auiorización para el cobro de las Con- 
tribuciones, han resuelto la cuestión en el sentido de que debe 
hacerse mención, y mención detallada, de las Contribuciones 
~fzz~nic$nles en la Ley Conctitucional que se dicta cada diecio- 
cho meses (2). Y es de advertir que, en la discusión de la pri- 
mera de las dos Leyes citadas, la Cámara de Dipiitados exclu- 
yó, á indicación nuestra, la Contribución fiscal de la Media 
annata de la enuineración propuesta en el Proyecto del señor 
Sotomayor; y que, en la discusión de la segunda, excluyó tam: 
bién más de un Impuesto municipal hasta entonces cobrado (Ju- 
lio de 1878), confirmando así la verdad de las observaciones con 
que más arriba hemos apoyado esta útil innovación introducida 
en nuestras prácticas parlamentarias. 

Ni se arguya contra ella, como se ha pretendido haccrlo, que 
las Contribuciones sólo pueden szqrirrzirse en'virtud de una Ley 
y no en fuerza Únicamente de la voluntad de la Cárnara de Di- 
putados; porque una cosa cs sz@rivzir una Contribucidn ~iz~rnn- 
te el té~utiuo Co~zstit~~cio~znl de su existencia, para lo cual es 
indudable que 4c requiere uiia Ley, 6 sea la voluntad de las dos 

(1) Eii Iiiglaterra, la Asamblea. de los Jueces de Paz, que son 6 la vez Ad- 
niiriistradores y Rlagistrados, rota los Inipuestos locales del Condado, sin 
intervención del Parlariieiito.--B~1.1i1~, D ~ o i t  Pl~bZic cZ Ad~/ti/lisfrn¿if, volu. 
nie IV, p a g  2 18. (iLí>ta n'c Z(zpri/t~enz B(ficia'n.) 

Vid. sobre esto la parte relati1-a i las ntrihacioiies de las Alunicipalidri- 
des, en los Est~sr(ius ~06i:e Zl~recha Constitztcio?zal Contpar<zil.o. (Nota n'e los 
E(fitores. j 

(2) Asi lo ha dispuesto taiiibikn la Ley de 1 6  de Septieii~bre de 1884. 
Las autorizaciones iliiilitadas concedidas por Leyes, coiiio la de 17 de 

Octubre de 1877, relatira al eii~pedrado de las calles de Talca, caducan a los 
dieciocho meses si 110 se renuevan, porque iniponeil, indirecta pero iiiuy efi- 
caziiieiite, una verdadera Contribución al vecino que paga el eiiipedrado. 
(Nota del Azrtov.) 



Cámaras y la del Presidente de la República; y otra muy dis- 
tinta es negarse á autorizar la subsistencia de una Contribución 
-por un nz~evoperiodo Co~tstitz~cional de dieciocho inesec, para lo 
cual basta la negativa de la Cámara de Diputados, en la cual 
-deber: necesariamente tener principio las Leyes de esa especie. 

Y nada-tiene esto de anómalo, porque tal es la naturaleza de  
la prerrogativa de la Cámara de origen. Así, por ejemplo, isería 
posible dictar una Ley de amnistía si el Senado se negara á 
aprobarla; aun cuando tal fuera el deseo de todos los miembros 
de la Cámara de Diputados y el del Presidente de la Repú- 
blica? L a  parte final del artículo 40 ( 3 1  j, en cuanto determina 
que las Leyes sobre amnistía deben tener principio en el Se- 
nado, rcsuelve negativamente esta pregunta; y por iddntica 
razón debe resolverse en el mismo sentido el caso de las Contri- 
buciones, tratándose de la Cámara de Diputados. Si esta no 
quiere dictar la Ley, no habría medio de obtenerla. Y comolas 
Contribuciones no pueden decretarse por más de dieciocho me- 
ses, no permitiendo la Constitución establecerlas permanente- 
mente ni por un tiempo mayor, es claro que cuando la Cámara 
de Diputados no autoriza el cobro de una Contribución para el 
período Constitucional de dieciocho ineses intnediatamegte pos- 
terior, no deroga una Ley, porque la que autorizaba el cobro de 
dicha Contribución para el período que está por terminar, ca- 
duca por completo y dqa de ser Ley una vez que este período 
expira. Nó: lo que, en tal caso, hace la Crimara dc  Dipiitados 
es negarse simplrmente á aprobar, en esa parte, un Proyecto de 
Ley que debe surtir efectos en lo futuro; y esa negativa se ma- 
nifiesta excluyendo de la enumeración el Impuesto que, á juicio 
de dicha Cámara, es innecesario Ó inconveniente, y cuya nueva 
creación para un nuevo período no quisiere ésta autorizar. 

Cuando se discurre de una manera distinta de la que acaba- 
mos de indicar, se echa en olvido la naturaleza especial de las 
Leyes sobre Contribuciones, desentendiéndose de que éstas ca- 
ducarían por sí solas, y sin necesidad de Ley alguna, si, expi- 
rado el período de dieciocho meses asignado á su duración, no 
se dictara otra Ley que las creara ó autorizara su cobro por un 



nuevo período, Precisamente en esto estriba la influencia que 
el Congreso debe ejercer en la dirección de la cosa pública, y es 
esto lo que constituye la enorme importancia de la prerroga- 
tiva que nuestra Constitución ha confiado á la Cámara de Dipu- 
tados, reservándole la iniciativa en la formación de las Leyes 
sobre Contribuciones, de cualquiera naturaleza que fueren. 

Cuando en 12 de Enero de  1864 se puso en discusión en la 
Cámara de Diputados el Proyecto de Ley sobre subsistencia 
de las Contribuciones legalmente establecidas por el término 
de dieciocho meses, el señor don Francisco Puelma hizo indica- 
cidn para que se exceptuaran de la declaración de subsistencia 
las Contribuciones procedentes de  las bulas de cruzada y de 
carne, mientras no fueran sometidas á la aprobación del Con- 
greso. Esta indicación suscitd un largo debate en que el referido 
señor Puelrna y el señor don Santiago Prado sostuvieron que 
esas bulas importaban, por una parte, diqosicio~zes ge~ze?,ales 
que, con arreglo al inciso 14 del artículo 82 (73), no podían te- 
ner vigor en Chile sin la aprobación del Congreso, y, por la 
otra, verdaderas Contribuciones que requerían la misma apro- 
bación, conforme al artículo 148 (159) de la Constitución. 

Los Ministros señores don Manuel Antonio Tocornal y don 
Domingo Santa María sostuvieron la tesis contraria, quedando 
la indicaciiit~ para segunda discusión. 

E l  señor don Manuel Antonio Matta la promovió de nuevo 
en sesión de 4 de Junio de 1864, y después de un corto debate 
en que él sostuvo que las bulas de cruzada y de carne importa- 
ban verdaderas Contribuciones, y el señor don Joaquín Larraín 
Gandarillas lo contrario, la Cámara de Diputados rechazó, por 
veintiocho votos contra veinte, la referida indicación. 

Nosotros pensamos, como los señores Tocornal, Santa María 
y Larraín Gandarillas, que las bulas de cruzada y de carne no 
son sino una erogación voluntaria de parte de 10s fieles católi- 
cos, que sólo les obliga en el fuero de la conciencia, y cuyo 
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pago no puede jamás hacerse compulsivo por las Autoridades 
políticas del país. Siei-ido esto así, es claro que no importan una 
verdadera Contribución, porque ésta no existe desde que no 
puede compelerse al contribuyente 6 satisfacerla, Ó desde que 
éste no incurre en sanción alguna material y externa si viola la 
disposición que crea el Impuesto. 

Lo volz~ntario de una Contribución no la cxcel~túa de la regla 
que acabamos de indicar, pues ello se refiere sólo al origen de la 
Contribución misma. Así, si se dictara una Ley que autorizase al 
Gobierno para aceptar doriativos, y yo, porqw quiero, me obligo 
á darle mensualmente cien pesos, tal Contribución seria volz~n- 
taria en su origen: pero, una vez que me la impuse y existien- 
do Ley que la autorizara, podría contpelérsente j~~dicial71zente n' 
pagarla, cosa que jamás puede hacerse para obtener el pago de 
las erogaciones prescritas por las bulas de cruzada y de carne. 

Luego, éstas no son Contribuciones para la Constitución ni 
para la Ley. 

Tampoco creemos que csas bulas importen rEisposiciones gene- 
rales en cl sentido en quc emplea estas expresiones el inciso 14 
del artícrilo 82 (73), porque, para los efectos de  ese inciso, se ha 
resuelto coiistante~nentc que sólo son disposicionesgenerales las 
mateii1.i de Ley, y no es materia de Ley aquello que atañe úni- 
camente A la conciencia religiosa dcl individuo, ni aquello que 
carece de sanción externa y de fuerza compulsiva. 

En  consecuencia, pensamos que no se ha violado la Consti- 
tución por los diversos Prcsidcntes que han concedido e1 pase 
á las bulas mencionadas, procediendo sólo con acuerdo del 
Consejo de Estado. 

Inciso 2.0 

Sólo en virtud de una Ley .;e puede, conforme al inciso 2.0 

del artículo 37 (28), $jar alzz~al~7ze?zle los gastos de la Adnti?zis- 
traciÓ7z Pziálica. 

Esta interesante disposicicín está [íntimamente relacionada 
-con la de los artículos 8 2  (73), parte 12; 89 (80); 105 (96), inci- 
so 4.0Ly I 5 5  (146)~ en todos los cuales la Constitución ha bus- 
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cado garantíss eficaces para que los fondos públicos sean inver- 
tidos con pureza y legalidad. 

El fundamento filosofico de estas disposiciones es análogo al 
de las referentes á Contribuciones, y su fuerza tan evidente, que 
no hay para qué detenerse á manifestarla. Poner en manos del 
Ejecutivo la facultad de invertir los caudales públicos discre- 
cional ó arbitrariamente, sería minar por su base los cimientos 
del Sistema Constitucional Representativo. 
. Esto dicho, exarninemos las variadas cuestiones que en la 
práctica se han suscitado á propósito del inciso 2.O del artícu- 

10 37 (28). 
O 

O O 

Yrir~zera cttestión.-¿Cómo dcbe formarse el Presupuesto? L a  
Constitución quiere en su artículo 155 (146) que sea aprobndo 
por  las Cdnzaras, por manera que, aun cuando regía la antigua 
parte 6.a del artícula 36 (27), éstas no habrían podido delegar 
jamás, ni nunca lo hicieron, en el Presidente de la República 
la facultad de aprobar el Presupuesto de los gastos públicos. 

. El  Presupuesto debe formarse, dividiéndolo en tantas seccio- 
nes cuantos soti los Departamentos en que están divididos los 
Ministerios de Estado. Así lo dispone el artículo Sg (So), al or- 
denar que cada Ministro presente anualmente al Congreso el 
Presupuesto de los gastos que deben hacerse en sus respedtvos 
Depn~,tanzentos en el año siguiente. 
, Más aún. El artículo I 55 (146), quiere que para que un pago 
sea admitido en cuenta á las Tesorerías del Estado, lo sea á 
virtud de un decreto cn que se exprese la L5y (inciso 12, artícu- 
lo S2 (73), ó la parte del Presupuesto aprobado por las Cámaras, 
en que sc autoriza el gasto. Luego, cada seccihn del Presupuesto 
debe subdividirse en partidas, que detallen los gastos de uní1 
manera clara y metódica, .estableciendo las distinciones que 
proceden de la diferente aplicación que ellos deben tener (1). 

(1) Vid. articulo 4." de la Ley de 16 Septiembre de 1884. (Nota del 
Autor.) 
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Sería, por consiguiente, inconstitucional aprobar un Presu- 
puesto que consultara la suma de quince mi!lones de pesos para 
todos los gastos públicos. L o  sería también aprobar uno que 
asignara dos millones para el Departamento del Interior, medio 
millón para el de Relaciones Exteriores, medio millón para el 
de Justicia, igual suma para el del Culto, y así cantidades en 
globo para cada sección. Para proceder conforme á la Consti- 
tución, es indispensable formar el Presupuesto como se forma 
desde hace largos años, dividiéndolo en tantas secciones cuan- 
tos son los Departamentos Ministeriales, y subdiviendo cada 
sección en tantas partidas cuantas sean las diversas materias en 
que los fondos deben ó pueden invertirse; lo cual se consulta dc 
una manera más fácil y lógica, subdividiendo las partidas en 
tantos items cuantos son los diferentes capítulos de gastos que 
correspondan á una misma categoría, á una misma oficina, á 
una misma necesidad pública, etc., etc. 

Pero no debe confundirse la for7?zacióz del Presupuesto con 
su di.rcz~sión. L a  Constitución determina, es verdad, las reglas á 
que deben sujetarse las Cámaras para forf~zar las Leycs, pero no 
determina la manera como éstas deben ser discz~fidas. Materia 
es ésta que se rige por 10s Reglamentos, en cuanto fueren apli- 
cables al caso, ó por acuerdos de las Cámaras mismas. La  divi- 
sión de las discusiones en general y particular, los trámites de 
primera, segunda y aún de tercera discusiíjn particular, son asun- 
tos en que la Constitución nada tiene que ver y que las Cáma- 
ras arreglan según su soberana voIuntad, subordinándose, como 
es natural, á los preceptos que ellas mismas han aceptíxdo en 
sus Reglamentos interiores, Ó á sus propios acuerdos, en cuanto 
no estuvieren previstos en aquéllos. 

PrActicainente las Cámaras discuten separadamente el Presu- 
puesto de cada Ministerio, considerando separadamente también 
cada una de sus partidas (1) .  El Presupuesto de cada Ministe- 
rio se ha discutido B veces en general; otras veces ha habido 

(1) Por medio de una sola Comisibn mixta, según el articulo S O de Ley 
de 16 de Septiembre de 1884. (Nota del Avtov.) 



una sola discusión general para todo el Presupuesto. Cada par- 
tida se somete á discusión particular, sometiéndose á primera, 
segunda y aun á'tercera discusión. 

L a  práctica, en lo referentc á la discusión general, ha sido 
'diversa. Para nosotros, ella no implica cuestión alguna Constitu- 
cional, sino simplemente de prudencia y de buena táctica par- 
lamentaria. Nada impediría que una Cámara sometiera, por 
ejemplo, á discusión cada ítem del Presupuesto separadamente, 
si lo creyere necesario, así como nada ha impedido aprobar el 
Presupuesto, en una sola discusión, en ciertas ocasiones. 

Así, cn sesión de la Cámara de Diputados de 19 de Noviem- 
bre de 1858, el Ministro del Interior señor don Jerónimo Ur -  
meneta propuso que iise aprobaran los Presupuestos para 1859, 
presentados por el Presidente de la República, en los mismos 
términos que los había aprobado el Senado,,. Esta indicación 
fué apoyada por los señores don Antonio Varas, don Evaristo 
del Campo, don Santiago Prado y don Francisco Puelma, y 
coriibatida por los señores don Alejandro Reyes, don Manuel 
Antonio Matta, don Alvaro Covarrubias y don Domingo Santa 
María. La  indicación del señor Urmeneta se votó en sesión 
de 22  del mismo mes y año, después de un largo debate, resul- 
tando aprobada por cuarenta y tres votos contra uno, y abstc- 
niéndose la minoría de votar por las razones que expresa la 
protesta á que se dió lectura en la misma sesión (1). 

En sesión de 25 de Septiembre de 1865, la Cámara de Di- 
putados, aceptando la indicación que habfamos tenido el honor 
de hacerle cl día anterior, aprobó sin discusión particular los 
Presupuestos para 1866, en la misma forma que le habían sido 
remitidos por el Senado. 

E n  este segundo caso, nuestra indicaci6n fué aceptada por 
toda la Cámara, de manera que en él fué correcto el procedi- 
miento observado, porque, según el Reglamento Interior de la 
Cámara de Diputados, puede omitirse el trhrnitc de discusión 
particzdar si así se acuerda por u~znninzidad. 

( 1 )  Vid. Sesio~zes de la Cdrnnra de Diputados, 18 j8, pig. 445.  (Nota delAutor.) 
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No pensamos lo mismo respecto del primer caso antes cita- 

do, pues, lejos de aceptarse en él por una?zzlnidad la idea de 
omitir la discusión particular de cada partida del Presupucsto, 
fué vivamente combatida y por una minoría respetable. En  
este sentido, considerainos fundada la protesta á que dicí lectu- 
ra el señor don Domingo Santa-María en la citada sesión de 2 2  

de Noviembre de 1858 (1). 

Seganda ctlestió?z.-¿Es vetable el Presupuesto? 
Aun cuando la fijación aniial de los gastos de la Adminis- 

traciGn Pública es materia de Ley, según cl inciso que exami- 
narnos, debe reconocerse que La Ley de Yresupuestos, si fuere 
iina sola, tendría un carácter tan especial coino la que autoriza 
por dieciocho meses el cobro de las Contribuciones, y la que 
fija anualmente el monto de las fuerzas de mar y tierra que 
hayan de mantenerse en pie en tiempo cle paz ó de guerra. 

E n  efecto, Leyes que se dictan para producir sus efectos en 
en periodo inmediato de un año ó de dieciocho meses, no son 
susceptiblcs de ser vetadas por el Presidente de la República, 
conforme al artículo 45 (36). Los efectos que el veto Presi- 
dencial produciría, conforme á ese artículo y á los artículos 47 
y 48 (38 y 39j, serían nada menos que dejar al Ejecutivo sin 
medio alguno de hacer los gastos p5blicos y obligado á licen- 
ciar toda la fuerza armada tan luego como principiara el año 
en que el ~ r e s u ~ u e s t o  vetado debería haber comenzado á regir. 

E n  realidad, y así lo quiere la naturaleza misma de las cosas, 
la aprobación de los Presuliuestos, en la hipotesis sobre que 
discurrirnos, sería atribución exclusiva del Congreso, como lo 
hemos dicho oportunamente tratando de la Ley que autoriza el 

(1) Merece recordarse el caso ocurrido en 1879. Con  not tiro de haberse 
aprobado en el Senado, con fecha 15 de Diciembre de dicho afio, por veinte 
votos coritra uno, una proposición aniloga á la citada en el testo, la Cámara 
de Diputados, el 2 0  del n~isiilo mes, corrigió el  oto del Senado, y con en- 
tera razón. (~Yo in  del Autor.) 
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cobro de las Cai-itrihuciones. No sería así, si se considerase el 
Presupuesto como un conjunto de  tantas Lejles cuanto son los 
ítems que lo componen, cucstión cn cuyo estudio pasamos á 
ocuparnos. 

8 
8 A 

- Tercera nrestiÓ~z.-El Presupuesto anual de los gastos de la 
Administración Pública ies una sola Ley, ó un conjunto de tan- 
tas Leyes cuantos son los ítems que comprende? 

Esta cuestión se ha debatido infinitas veces, se ha resuelto 
en diferentes sentidos, y hoy mismo no está decidida todavía 
por el medio único como podría serlo, cual sería una Ley intcr- 
pretativa dictada conforme al artículo 164 ( 1  55) de la Consti- 
tuc;ón. 

Recordemos algunos de los casos ocurridos. 
E n  sesión de 19 dc Octubre dk 1849 y siguientes, el Senado 

aprobó el Prcsupuesto del Interior y de Relacisncs Exteriores, 
sin incluir en él partida alguna referente á la Legación en 
Roma. Remitido dicho Presupuesto á la CAmara de Diputados, 
ésta, á indicación del Ministro del Interior y Relaciones Exte-  
riores señor don José Joaquín Pérez, hecha en sesión dc 29 del 
rnismo mes y modificada por el señor don José Victorino Las- 
tarria, agregó una partida que consultaba los gastos de la ex- 
presada Legación, pero sólo por cuatro meses. Devuelto el Prc- 
supuesto al Senado, este Cuerpo, á indicación de sil Presidente, 
el señor don Diego José Renavente, apoyada por el señor Pérez, 
modificó la nueva partida que había introducido la Cáinara de 
Diputados, asignando fondos para dicha Legación hasta doce 
rizescs, ó sea para todo el año 50, y esto lo hizo el Senado por 
unanimidad, á pesar de haber sido Cámara de origen respecto 
,del Presupiiesto. 

Es  claro, estonces, que si se creyó con facultad para modifi- 
car la partida agrcgada por la Cámara de Diputados, fué porque 
consideró á ésta como Cámara de origen respecto de esa nueva 
partida, y á esa nueva partida como una Ley especial, suscep- 
tible de ser modificada por la Cámara revisora. 
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Devuelto el Presupuesto á la Cámara de Diputados con esa 
modificación introducida por el Senado, se suscitó en aquélla, 
en sesioi~es de 27 de Diciembre de 1849 y de 2 de Enero 
de 1850, un largo debate á fin de averiguar si hila Cámara ne- 
cesitaba las dos tcrceras partes de los votos de sus miembros 
presentes para insistir en su anterior acuerdo,,. Los señores don 
Federico Errázuriz, don José Victorino Lastarria y don Sal- 
vador Sanfuentes, fundados en que el Presupuesto es un con- 
junto de Leyes, y en que la Cámara de Diputados era Cámara 
de origen respecto de la nueva partida agregada por ella, sos- 
tenían quepnra ilzsistir ésta en su anterior anlerdo (debieron 
decir: para aceptar ó rechazar la modificación introducida por 
el Senado en esa nueva Ley), necesitaba sólo mayoría absoluta, 
conforme al artículo 51 (42). 

Los señores don Manuel Montt, don Manuel Antonio To- 
cornal (Ministro de Justicia] y don Antonio Garría Reyes 
(Ministro de Hacienda), fundados en que el ~ r e ~ u p u e s t o  es una 
sola Ley, y considerando entonces como mcra adición hecha 
por la Cámara revisora la partida agregada por la Cámara cle 
Diputados, sostenían quc ésta necesitaba mayoría de dos ter- 
cios para insistir en ella, aplicando á este caso la misma regla 
que se habría aplicado si aquella adición hubiera sido rechazada 
por el Senado, cuando en realidad este Cuerpo había submodzjf- 
~ a d o  una nzodificación introducida en el Proyccto de Ley por la 
otra Cámara, de lo cual no ha sido este el único ejemplo ocu- 
ryido, como lo notaremos al ocuparnos en el articulo 5 I (42) ya 
citado. 

L a  Cámara de Diputados, después de la discusión á que 
acabamos de aludir, resolvió, en la segunda de las secioncs ci- 
tadas (2 de Enero de 1850), que necesitaba dc los dos tercios 
para insistir en su anterior acuerdo, ó, lo que era equivalente, 
que bastaba simple mayoría absoluta para aceptar la modifica- 
ción del .Senado, que fué, en efecto, aprobada en la misma se- 
sión por sólo ventidós votos contra dieciocho. 

Ida Cámara de Diputados no a,ceptó, por consiguierite, en el 
C 

caso citado, la opinión de que el Presupuesto se considere como 
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un conjunto de Leyes. Ello se deduce de la discusión habida 
con motivo de la proposición votada, que á nuestro juicio, no 
se fijó correctamente ni fui  la que debió votarse. 

E n  sesión del Senado de 27 de Julio de 1859, el señor don 
Manuel José Cerda presentó un Proyecto de Ley que tenía por 
objeto declarar que cada ítem del Presupuesto debe considerar- 
se como una Ley especial, & fin de evitar que, rechazado un 
ítem, quedara sin efecto toda la Ley, como debh suceder, h su 

jkicio, si todos los ítems formaban parte integrante de una Ley 
única. Y decimos á sujuicio, porque, como lo manifestaremos 
al estudiar los artículos 50 y 5 I (41 y 42), no es esa nuestra 
opinión. > 

El  señor don JosC Joaquín Pérez manifestó que el Proyecto 
era llcontrario á la Constitución, que considera á todo el Presu- 
puesto como dza sola Ley,,. Habiéndose dejado el Proyecto para 
segunda discusión, ésta tuvo Iiigar en sesión de 24 dc Agosto 
del mismo año. En ella, el señor don Manuel José Balmaceda 
modificó el Proyecto en el sentido de que el Presupuesto que- 
dara aprobado por el Congreso á lo nienos iin mes antes dc  
principiar el año en que debiera comenzar á regir; pues con 
esto sc salvaba el peligro que inducía al señor Cerda íí presen- 
su Proyecto, y se evitaban los inconvenientes que presentaba la 
idea de considerarse como una Ley cada ítein del Presupuesto, 
porque, siendo así, cada ítcm debería sujetarse á tres discusio- 
nes, üna general y dos particulares, lo que embarazaría y aun 
podría hacer interminable la discusión de los Presupuestos. L a  
discusión quedó pendiente hasta la sesión de 8 de Agosto del 
año siguiente, en la cual, después de un debatc en que apoya- 
ron el Proyecto el sefíor Cerda y el señor Mi~is t ro  del Interior, 
don Antonio Varas, y lo combatió el señor Pérez, el Senado lo 
aprobó con sólo ZLIZ voto en contra (el del sefior Pérez), en la 
forma propuesta por el señor Balmaceda, agregándole un inciso 
que disponía que liel desacuerdo de las Cámaras sobre una ó 
más partidas del Presupuesto, no obstaba, sin embargo, para que 
las partidas aprobadas por ambas surtieran sus efectosil, lo que 
equivalía á resolver implícitamente la cuestión, según el modo 



de petisar del señor.Cerda. E n  sesión de 26 de Agosto de la 
(Iámara dc Diputados, se di6 cuenta dc dicho Proyecto, que ha 
quedado hasta ahora paralizado. 

En  su sesión de ;o de Noviembrc de 1862, el Senado fué aún 
más Cxplícito. S e  trataba de una indicación del señor Senador 
don Eugcnio Domingo Torres y del señor Ministro de Hacien- 
da don José Victorino Lastarria, para incluir en la partida 28 
dcl Presupuesto del ramo el item que asignaba á don Fernando 
Urízar Garfias el monto de la jubilación que le había ¿torgado 
el Presidente de la República, confortne á la parte r r  clel ar- 
ticulo 82 (73). Esta indicación del señor Lastarria había sido 
rechazada por la Cámara de Diputados en sesión de 4. de No- 
viembre del mismo año, por treinta y dos votos contra seis. E l  
señor Cerda, Presidente del Senado, sostuvo que no podía dis- 
cutirse la indicación, por considerarla contraria á lo dispuesto 
cn el articulo 42 (actual 33) de la Constitución, desde que, 
siendo cada ítem una Ley, la Cámara de Diputados, que había 
ya desechado la que se proponía ante el Senado, no podría, si 
éste la aprobaba, considerarla otra vez en las sesiones de aquel 
año. El señor Torres no consideraba cada ítem del Presupuesto 
como un Proyecto de Ixy ,  é hizo indicación expresa para que 
se admitiera á discusión el ítem propuesto por el señor Minis- 
tro de Hacienda. El  seilor don Máximo Mujica, apoyando al 
señor Cerda, ~lsostuvo que el Presupuesto contiene tantas Leycs 
cuantos son los gastos públicos que abraza, porque todo gasto 
se hace por una Ley expresa, debatida y sancionada como cual- 
quiera otra Ley fuera del  presupuesto^^. Votada la indicación 
del señor Torres, se rechazó por nueve votns contra dos, decla- 
rando así el Senado implícitainente que el ítem que se negaba 
á discutir importaba un Proyecto de Ley especirrl desechado ya 
por la Cámara de Diputados. 

Los señores don Alvaro Covarrubias y don Alejandro Reyer 
sostiivicroii tambiCn, en sesión del Senado del 29 de Noviem- 
bre de 1875, que cada partida dcl Presupuesto es una Ley se- 
parada. 

La Cámara de Diputados, por su parte, al aprobar, como lo 



hiio, por vcinte votos contra ocho, en sesión de 19 de Jui-iio de 
I 877, el inciso 5.0 del artículo 5.0 del' Proyecto de Ley refcrcnte 
á la manera de formar y aprobar la Ley de Contribucioncs, el 
Preiupuesto y la Cuenta de Invcrsión, inciso que dice que llcadn 
itetem de¿ Pyeszguesto es uizn Ley,,, ha manifestado su opinión en 
cste último sentido de una mancra bien significativa. 

E n  scsidn del Senado de 13 de Enero del afio actual (1879), 
el sefíor don Antonio Varas dijo, considerando una de las mo- 
dificaciones introducidas en el Presupuesto de Justicia por la 
Cámara de Diputados, quc, para él, todo el Presupuesto es mzn 

sola Ley, y qc~iie, no habiendo acuerdo de las dos Cámaras, toda 
la Ley queda fuera de coinbatc. 

L a  diversidad de opiniones es, como se ve, constante y com- 
pleta. 

Y la cuestión está muy lejos de ser insignificante; porque si 
sc considera cl Presupuesto como una sola Ley, la desaproba- 
ción de un ítem por la Cámara revisora deberá scr reputada 
como mera corrección ó modificación, que la Cátnara de ori- 
gen puede rechazar por simple mayoría, con arreglo al artícu- 
lo 5 1  (42) ,  nccesitando dos tercios la Cámara revisora para 
in~ist i r  en ella, y no pudiendo desvirtuarse esta 'insistencia 
sino por el voto de los dos tercios también de la Cámara de 
origen. 

Si, por el contrario, el Presupuesto se considcra como un con- 
junto de tantas Lcyes cuantos son los ítems que lo forman, des- 
aprobado uno de éstos por la Cámara revisora, la de origen 
necesitaría desdc luego dos tercios para insistir en su anterior 
aprobación, con arreglo al artículo 50 (41). 

Luego, pues, de la manera como se entienda la cuestión, de- 
pende la soli~ción del caso, ya conforme al artículo 50 (41) 6 
al ; I (42) de la Constitiición (1). 

Por otra parte, si el Presupuesto se considera como una sola 

(1) Vid. el inciso 3." del articulo 9.0 de la I,ey de 16 de Septienibre 
de 1884, que resuelve liz czrestio'~~ defi , t~( lo en el inisilio sentido que nosotros 
indicamos en la prigiria siguiente, 110 obstante que el articulo 3 . O  de la ruis- 
nia Ley, dispone, en kz fonrtcz, lo contrario. (Nobiz del Azrtou.)  
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Ley, es evidente que el Presidente de la República, como lie- 
mos tenido ya ocasión de indicarlo, carecería de la facultad de 
devolverlo desechándolo en el todo, 6 modificándolo ó corri- 
giéndolo, so pena de correr el riesgo, sobre todo en el primer 
caso, de carecer de Presupuesto a l g ~ n o  para el año siguiente, lo 
que no sería Constitucional. 

E n  cuanto á nosotros, pensamos que la cuestión no es tan di- 
fícil como pudiera creerse en vista dc  los precedentes que he- 
mos recordado, eligiendo los más notables de entre los muchos 
ocurridos. 

Pensamos como el señor don Ramón Luis Irarrázaval, en 
sesión de la Cámara de Diputados de 15 de Octubre de 1845; 
como el señor don Salvador Sanfuentes, en sesión de la misma 
Cámara de 2 de Enero de 1850; como el señor don Máximo Muji- 
ca, en sesión del Senado de 10 de Noviembre dc 1862; como la 
Cámara de Diputados misma, en sesión de 19 de Junio de 1877: 
esto es, que hay en el Presupuesto tantas Leyes cuantos son loc 
gastos que en él se autorizan, de la misma manera que un Código 
comprende tantas Leyes cuantos son los artículos ó disposicio- 
nes de que corista. 

Si  cada 'ítem del Presupuesto no fuera una Ley, icómo se 
comprendería que lo fueran las que todos los años se dictan 
concecliendo suplementos á un ítem determinado?  sería Ley 
la autorización para aumentar la suma calculada de un gasto y 
no lo sería la que facultó la inversión de la suma ampliada? No 
se haga, pues, cuestión de la circunstancia insignificante de estar 
escritos todos los ítems en un mismo libro ó cuaderno, porque 
esto no altera la naturaleza y el carácter de las dispojiciones 
diversas que se escriben unas en pos de otras, como lo notaremos 
otra vez al ocuparnos en el artículo 51 (42). 

Tampoco admitirnos que sea inconveniente para resolver que 
cada ítein es una Ley, la necesidad de someterlos separadamen- 
te á tres discusiones, una general y dos particulares: I.O, porque 
tal necesidad no la prescribe la Constitución; y 2.O, porquc las 
Cámaras, por medio de acuerdos particulares, salvan ese incon- 
veniente, adoptando reglas especiales para la discusión de un 
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Proyecto que contiene una larga serie de I,eyes, como lo han 
hecho cn la discusión del Código Civil y de Ics demás dictados 
con posterioridad, y como lo ha hecho la Cámara de Diputados 
en 1872 con la Ley de Imprenta, y en 1877 con la de Navcga- 
cióii. 

m 
8 8 

Czrnrta cuestióu.-¿Pueden suprimirse, disminuirse Ó aumen- 
tarse en la discusión del I'resiipuesto las partidas ó ítems refe- 
rentes á .empleos públicos creados por 1,eyes anteriores y de 
efectos permanentes, y las relativas á los sueldos asignados por 
esas Leyes á dichos empleos? 

Ninguna cuestión se ha suscitado con más frecuencia que 
ésta. No ha transcurrido casi un sólo~aíío sin qiie haya sido ma- 
teria de debate en nuestras Cámaras. Sirvari de ejemplos los ca- 
sos que pasamos á recordar. 

E n  sesión de la Cámara de Diputados de 22 de Agosto 
de 1845 (I:, habiendo hecho indicación el seííor don Rafael 
Larraín Moxó, al discutirse cl Presupuesto de Instrucción Pú- 
blica, para que se rechazara la partida refcrentc á los sueldos 
de la Universidad, el señor don Antonio Varas, Ministro de 
Justicia, y el señor don Ramón L. Irarrázaval, Presidente de la 
Cámara, la impugnaron alegando, cntre otras razones, que esos 
sueldos estaban fijados por una Ley especial, y que mientras 
ésta no sc derogase por otra, la Cámara debía aprobar todas 
las partidas conformes con las Leyes, no pudiendo éstas supri- 
mirse ni rebajarse en la discusión del Presupuesto (2). Igual 
opinión sostuvieron cl mismo seííor Irarrázaval y el seííor doc- 
tor don José Gabriel Palrna en sesión de 29 del mismo mes 
y año (3), á propósito de haberse indicado que se suprimiera la 
factoría del cstanco, alegando que en la discusión del Presu- 

(1)  Vid. El P~vog~eso,  niim. 876. 
(2) Idéntica opiniOn habian sostenido los señores don Juan irIanuel Cobo 

y don JosE Ignacio Eyzagiiirre en  sesión de la Camara de Diputados de 8 
de Norieinbre de 1843. Vid. El Progreso, núm. 305. 

(3) Vid. El P ~ o g ~ e s o ,  ntim 879. (i\iai~w riel i l t l to i . )  

14 
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puesto n D  puede tratarse de la supresión de oficinas Ó estable 
cimientos creados por Ley, sin que antes se haya ésta dero- 
gado. La misma opinión reprodujo el scñor doctor Palma en 
sesión de 24 de Septiembre siguiente ( I ) ,  tratándose de la su- 
presión del sueldo de doscientos pesos del oficial de pluma del 
Consulado de Santiago. Dijo que parecía ya principio recono- 
cido que el sueldo establecido por iina Ley, no puede suprimir- 
se sin haber derogado aquélla. 

En sesicin del Senado de 26 de Octubre de 1845 (2), pro- 
pósito de ciertas reducciones pedidas en la partida Ce gastos 
relativa á la Academia Militar, el señor don Mariano Egaña dijo: 
que siempre que en el Presupuesto se propone una partida de 
~fectospevnta~zei~tes, ya para aumentar la dotación de un estable- 
cimiento -6 ya para hacer un gasto que ha de continuar todos los 
años, se ha exigido un Proyecto de Ley; que cuando la suma 
debe invertirse en solo 1112 d o ,  basta con que se ponga en cl 
Presupuesto. 

Votadas las reduccioncs, fueron desechadas, aprobáiidose la 
partida original, por siete votos contra cinco. 

En sesión de la Cámara de Diputados de 15 de Octubre 
dc 1845 (3), puesto en íliscusión el ítem 2 . O  de la partida 3.8 
del Presupuesto de Guerra, referente al sueldo del Capitán 
General don liamón Freire, que, estando en retiro, fué llamado 
durante la Vice-Presidencia del señor Irarrizaval, A la Comi- 
sión Calificadora de Retiros en que servía en esa fecha, se suscitó 
un largo debate entre el referido señor Irarrázaval, Presidente 
entonces de la Cámara de Diputados, y el scñor don Antonio 
García Reyes, á consecuencia dc haberse modificado dicho ítem 
en el Senado, aceptando la indicación de la Comisión dc Pre- 
supuestos, que propuso no se asignara A diclio General sino el 
sueldo de retiro. El sefior Irarrázaval sostuvo que cl Congreco 
clebía aprobar el ítern original, porque de otro modo dejaría sin 
efccto una incdida Administrativa dictada con perfecto derecho. 

(1) Vid. BI Progreso, 11i1111. 89;. 
(2) Vid. EZPvagvcsa, niim. 902.  

(3) Vid E1 P~ogvau, núm. 91 y. 



El señor García Reyes combatió semejante teoría, porque se- 
gún ella los decretos gubernativos impondrían Leyes al Con- 
greso, y el Presidente de la República haría por sí solo lo que 
no debe hacerse sino en consorcio con la Legislatura. 

Votada la modificación del Senado, fué rechazada por veiil- 
ticuatro votos contra seis, y en sesión del 17 mismo, dicha Cá- 
mara, reconsiderando su acuerdo, resolvió no insistir en él, 
quedando aprobado el ítcin en los términos que lo glosaba cl 
Presupuesto original. 

El señor don Manuel A. Tocornal Grez hizo indicación, en 
sesión de la Cámara de Diputados de 23 de Octubre de 1848, pa- 
ra que se aumentara de ochocientos á mil pesos el sueldo dc cua- 
tro mil que el Presupuesto asignaba al Intendente de Atacama. 
E n  lasesión siguiente, de 30 del mismo mes, el señor don Anto- 
nio García Reyes se opuso á dicha indicación, porque, á su juicio, 
llen los Presupuestos no conviene que la Cámara éntre á hacer 
reforrnas en los ramos del servicio público, y el Presupuesto se 
debe limitar á consignar cl resultado que den Ias otras Lcyes 
especiales anteriores á éltt. El señor Tocornal: defendiendo su 
indicación, la consideró lldel número de aquellas á que se ha 
dado el nombre de e~~elelzttfnles, las cuales pueden ser aumenta- 
das 6 disminuídas por la Cámara. Manifestó que si se tratara 
del sueldo de un Ministro de la Corte Suprema ó de otro em- 
pleado de esta categoría, sería él de la misma opinidn del señor 
Garcia, porque en tales casos debe cons~~ltnrse sólo si dichos 
sueldos son (í nó conformes co?z las Leyes m~terio??es; pero que 
su indicación debía considerarse como una asignación irtdepett- 
die~zte del sueldoll. Se  s igdó una discusión sobre si debía consi- 
derarse e1 gasto como eventual Ó permanente, y, votada final- 
mente la indicación, f~ t é  áprobada por diecinueve votos contra 
doce. 

En  sesión de la Cáinara de Diputados del 26 de Agosto 
de 1850, el mismo señor Tocornal, al discutirse la partida 2 2  del 
Presupuesto del Interior apoyó la solicitud de los empleados de 
la Intendencia de Valparaíso para que se les aumentara el 
sueldo, ~lhaciéndolo de un modo eventual hasta el año veiii- 
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dero, en que el Presidente de la República presentaría un Pro- 
yecto de Ley que le diera carácter *de  estabilidad^^. E l  seííor 
don Fernando Urizar Garfias combatió la idea propuesta, pues, 
aunque creía en la justicia de la medida, pensaba, como lo ha- 
bía indicado el Ministro del Interior, señor don Antonio Va- 
ras, que el aumento no debía hacerse en el Presupuesto, y que 
si una Ley habíaj jado el sueldo, otra debía auífzefztarZo. La  in- 
dicación fué, sin embargo, aprobada. 

En  sesión de la misma Cámara de 26 de Agosto de 1851, al 
tratarse de la partida 26 del Prccupuesto del Ministerio del In- 
terior, el señor Tocornal, co~~tcstando al Ministro del ramo, 
señor Varas, quien creía poco arreglado á la Ley aumentar el 
sueldo á los empleados al tiempo de discutirse el Presupuesto, 
manifestó que lino creía fuera inconverzz'erzte el intercalar nuevas 
partidas, porque una nueva ito z'??zpoi%wia Zu dero,.-nc&rt de Zn 
Ley acerca de los sueldos de que deben gozar los empleadosll, y 
conforme con esta opinibn, hizo indicación para que se asigna- 
ran dos mil pesos como sueldo al Gobernador de Caldera, indi- 
cación que fué abandonada por su autor, una vez que se le hubo 
manifestado que el Departamento de Caldera no había sido 
creado todavía. La  partida fué aprobada sin aumento alguno. 

E n  sesión de g de Agosto de 1852, el señor don Enrique 
Tocornal rciter6 la indicación para dotar con un Gobernador al 
puerto de Caldera; pero ella no se tornó en cuenta, á consc- 
cuencia de  haber observado el señor Varas que era necesaria 
una Ley cspeiial para crear esa Gobernación y que pronto se 
presentaría al Congreso el Proyecto del caso. 

E n  sesión de la Cámara de Diputados de 18 de Agosto del 
mismo afio, con motivo de una indicación del Ministro de Jus- 
ticia señor don Silvestre Ochagavía, sobre el sueldo del Obispo 
de la Concepción, el señor don Santiago Gandarillas observó 
que llsi el Gobierno no puede deponer á un Obispo, no había 
otro recurso que suspenderle el sueldo, y que si la Cámara .no 
estaba facultada para suprimir partidas, era inútil que se le pre- 
sentaran los Presupuestos~t. El señor Ministro del Interior, don 
Antonio Varas, contestó: I1que no era estéril la presentación de 



los Presupuestos porque la Cámara no pudiera quitarle el sucl- 
do á los empleados; que el Ejecutivo tiene que fijar los gastos 
de la Administración para que el Congreso introduzca modifi- 
caciones ó agregaciones eiz la parte eventz~ad; que de otra mane- 
ra no debía procederse, porquc es preciso respetar los derechos 
que la Constitución asegurall. L a  indicación del señor Ganda- 
rillas fué, sin embargo, aprobada, en votación secreta, por die- 
'cisiete votos coiitra catorce, en la forma condicional impugna- 
da por el señor Varas. Dice así: llRenta del Reverendo Obispo 
de la Concepción, para nra~zdo vuelva d szr diócesis, 5,000 pesosll. 

E n  sesión del Senado de 2 de Julio de 1855 el Ministro de  
Justicia, señor don Francisco J. Ovalle, hizo indicación para 
que el sueldo de los Canónigos de Concepción se igualara con 
los de Santiago. El señor don Máximo Mujica manifestó que 
ello debía hacerse no en el Presupuesto, sino por una Ley espe- 
cial E l  señor don Juan de Dios Correa combatió también la 
indicación, y, habiendo quedado para segunda discusión, en la 
sesión siguiente de 4 de Julio, contestando este señor á las ob- 
servaciones del Ministro, manifestó quc lila renta de los em. 
pleados fza sepuede aumentar ó disminuir por sólo una indica- 
ción, porque la Cámara no tiene facultad para ello; si una Ley les 
sefialó la renta de que disfrutaban, otra debía ser la que se les 
asignara la que se pretendía concederlesll. El Ministro contestó 
á este argumento con el hecho de que la Ley que fijaba la ren- 
ta  á los Canónigos, les concedla una mucho mayor que aquella 
de que gozaban según el Pr'esupiiesto vigente y que emanaba 
de una Partida inserta en el Presupuesto de 1848. Votada la 
indicación, resultó empate; votada nuevamente en la sesión 
siguiente, resultó nuevo empate, motivo por el cual se decla- 
ró desechada, por nueve votos contra cuatro, en sesión de g de 
Julio. 

E n  sesión de la Cámara de Diputados de 24 de Julio del mis- 
mo afío, se aumentó, por veinticuatro votos contra veintidós, la 
partida 12  dcl Presupuesto del Ministerio del Interior con dos 
ítems de quinientos pesos como sueldo de los Gobernadores de 
Arauco y de Nacimiento, A pesar de la opinión del sciior don 



114 ORRAS Di? D O S  JORGE ITUNEEUS 

Jeróninio Urmeneta, quien creía que sólo en virtud de una Ley 
se pueden variar los ítems del Presiipiiesto que emanan de Le- 
yes especiales. 

En sesión de 23 de Jiilio de 1858 el Senado-aprobó, pordoce 
votos contra dos, la indicación del señor don Manuel J. Ralma- 
ceda que establecía qlJe en la discusión de los Presupuestos no 
se puede aumentar Ó disminuir sueldos, ni fijarlos nuevos, re- 
quiriéndose para todos estos casos Ley especial. Sin embargo 
el mismo Senado, cn la sesión siguiente, de 26 de Julio, aprobó 
el aumento del sueldo del Director de la Escuela de Artes y 
Oficios por siete votos contra cinco, á pesar de que el señor don 
Rafael Larraín hizo notar la contradicción en que se incurría 
con el acuerdo de la anterior sesión. El señor don Diego José 
Benavente observó que se trataba de un siieldo anual y el señor 
don José Joaquín Pérez sostuvo que el Presupuesto es una Ley 
como cualquiera otra; que el Senado estaba en su derecho para 
aumeiitar el siieldo de que se trataba desde que era una parte 
de esa Ley. Idéntica opinión sostuvieron los señores don To- 
más Gallo, don Manuel A. Matta y don Domingo Santa María 
en sesión de la Cámara de Diputados de 29 del mismo mes y 
año, combatiéndola los señores don Antonio Varas, don Fran- 
cisco Puelma, don Juan Herrera y don Santiago Prado. 

En sesión de la Cámara de Diputados de 15 de Noviembre 
de 1858, se suscitó nuevamente el misino debate, con motivo 
de haber propuesto el señor don Manuel Antonio Matta que 
se redujera en quinientos pesos el primer ítem de la parti- 
da 3." del Ministerio del Interior. El objeto del señor Matta 
al indicar que el sueldo del Presidente de la República se re- 
dujeta en aquella suma, era resolver la duda que había queda- 
do pendiente cn la szsión de 29 de Julio anterior, en la cual 
sólo se había aceptado que podrían aumentarse, pero no dismi- 
nuirse, en la discusión del Presupuesto los sueldos fijados por 
Leyes especiales. El señor Matta fué apoyado por los señores 
don Alejandro Reyes y don Nicomedes Ossa, y combatido por 
el señor Ministro del Icterior don Jerónimo Urmeneta y por 
el sefior don Eugenio Vergara. La Cáinara, votando la indica- 



ción del señor Reyes para que, en general, se declarara si po- 
drían alterarse en el Prcsupucsto los gastos fijados por Leyes 
preexistcntes, resolvió la ncgativa por veintitrés votos contra 
diecisiete. Idéntica resolución fué adoptada por dicha Cámara, 
en sesión de 17 de Noviembre del rnismo año, por veintinueve 
votos contra once. 

En sesión del Senado de 27 de Julio de 1859, el señor don 
José joaquíti Pirez sostuvo, al discutirse el aumento de sueldo 
al Obispo de Ancud, que en la discusión de los Presupuestos 
se puede aumentar ó disminuir los sueldos de los empleados, 
El señor Cerda (don Manuel José) presentó entonces la moción 
de que hemos hecho mdrito en otra parte, á fin de considerar 
cada ítcm del Presupuesto como una Ley, y, en consecuencia, 
el Senado aprobó iinlinimemente la partida original, reserván- 
dose !a discusión de las indicaciones referentes á ella para 
cuando se considerase la moción del señor Cerda. 

En sesión de la Cámara de Diputados de 19 de Noviembre 
de 1866, el scñor don Miguel Cruchaga hizo indicación para 
reducir á docc 1ni1 pesos el sueldo del Presidente de la Kepú- 
blica. Combatida por los scñores Ministros del Interior y de 
Hacienda don Alvaro Covarrubias y don Alejandro Rcyes, y 
defendida por su autor y por el seííor don Manuel Antonio 
Matta, la indicación fué desecliada por treinta y cinco votos 
contra tres. 

En sesión del Senado de 7 de Agosto de 1867, el señor don 
Alvaro Covarrubias se opuso á una indicación hecha por el se- 
ñor don Juan de Dios Correa para suprimir la Oficina de Esta- 
dística, porque, creada por Ley especial, se necesitaba también 
de Ley especial para suprimirla. El Senado aceptó esta manera 
de ver la cuestión, rechazando, por catorce votos contra uno, la 
indicación propuesta. 

En sesión de la Cámara de Diputados de 16 de Octubrc 
. dc 1867, á propósito de una indicación del señor don Manuel 

A. Matta para reducir proporcionalmente los sueldos de los mi- 
litares que excedieran de mil pesos, el señor don Fernando 
Urízar Garfias sostuvo que es ilegal suprimir en el Presupuesto 
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gastos que tienen su origen en una Ley, sin que ésta sea dero- 
gada por otra, pues, según él, el hecho de ct>nsignarlos en el 
Presupuesto no tiene otro objeto que manifestar el monto total 
de los gastos públicos, mas no la necesidad de aprobarlos de 
iiuevo. Después de un largo debate, en que la opinión del señor 
Urizar Garfias fué combatida por los señores don Manuel An- 
tonio Matta y don Domingo Arteaga Alemparte, la indicación 
fué rechazada por cuarenta y ocho votos contra tres. 

E n  sesión del Senado de 2 de Agosto de 1869 los señores 
don Francisco de Horja Solar y don Francisco Javier Ovalle 
combatieron, entre otras razones, la indicación del señor don 
Federico Errázur-iz para suprimir la partida referente á la Iiis- 
pección de Escuelas, con la de requerir esa supresión 1112(z Ley 
esi/eciaZ, desde que rí una también especial debía su existencia. 

La  partida fiié aprobada por once votos contra cuatro. 
En  sesion de 29 de Diciembre de 1870 la Cámara de Dipu- 

tados aprobt5, por cuarenta votos contra trece, la indicación 
del señor don Tadeo Reyes para aumentar los íteins referentes 
á los sueldos de los Secretarios de las Intendencias de Santia- 
go y de Valparaíso; por treinta y cuatro votos contra diecinue- 
ve, la de aumentar también Ins sueldos de los oficiales de las 
Secretarías de ambas Intendencias, y la d.: don Guillermo 
Matta para elevar el sueldo del oficial de estadlstica de la In-  
tendencia de Santiago, por veintinueve votos contra veintiuno. 
El Senado, en sesión d e 4  de Enero de 1871, rechazó todas estas 
indicaciones por nueve votos contra dos, i1á causa de hallarse 
aquellos sueldos fijados por Leyes especiales y de no poder, 
por tanto, ser alterados cn la discusión del Presupuestoll, según 
lo observó 'el señor don Alvaro Covarrubias. E n  sesión noc- 
turna del k i smo día la Cámara de Diputados resolvió no insis- 
tir en sus anteriores acuerdos. 

E n  sesión del Senado de 23 de Octubre de 1871, los seiiores 
don Alvaro Covarrubias y don Alejandro Reyes impugnaron 
una indicación hecha por el señor don Manuel Camilo Vial 
para elevar á seiscientos pesos el sueldo del escribiente del 
Fiscal de la Corte de Apelaciones de Santiago, por razones 
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idknticas á las que el expresado sefior Covarrubias había he- 
cho valer en la recordada sesión de 4 de Enero anterior; y en 
vista de ellas, el señor Vial desistió de su indicación. 

I,a Cámara de Diputados, en sesión de I I de Noviembre 
de 1872, aprobó, por treinta y tres votos contra diccisCis, la in- 
dicación del señor don Cornelio Saavedra para aumentar en 
seiscientos pesos el siieldo de los Gobernadores de Araiico y de  
Nacimiento. 

En  sesión de 3 de Diciembre de 1873 el Senado aprobó por 
unanimidad el aumento del sueldo del Secretario de la Corte de 
la Serena, de cuatrocientos á mil pesos, acordado por la CL- 
mara de Diputados cn sesión de 18 de Noviembre anterior, á 
pesar de que el sueldo de cuatrocientos pesos estaba fijado por 
la Ley de 1845 que creó las Cortes de la Serena y de Concep- 
ción, y no obstante que nosotros tuvimos el honor de combatir 
dicho aumento, que aceptábamos en forma de gratificación, á fin 
de no violar las reglas que constantemente han sostenido en la 
meteria la gran mayoría de nuestros estadistas. 

Otra vez, la Cámara de Diputados suprimió, en sesión de 12 

de  Diciembre de 1876, en las partidas relativas á las Intenden- 
cias de Linares, Biobío y Arauco,.un empleo auxiliar de cada 
una, á pesar de que esos empleos debían su existencia á las 
Leyes de 11 de Diciembre de 1873 y de I 3 de Octubre de 1875, 
que crearon aquellas Provincias. E l  Senado hizo igual cosa, 
aprobando tambidn estas supresiones en sesión de 22  del mis- 
mo mes. 

Por último, en sesión de 23 de Octubre de 1878, la Cámara 
de Senadores, al discutir el Presupuesto del Ministerio del Inte- 
rior para el año actual, acordó, por siete votos contra seis, supri- 
mir las gratificaciones asignadas por Ley especial á los Intenden- 
tes de Atacama, Coquimbo y Valparaíso, habiendo manifestado 
el señor don Josd Victorino Lastarria que, aunque el Prcsupues- 
to  es una Ley y puede, por lo tanto, modificar ó revocar las ante- 
riores, piensa que ese principio sufre modificación tratándose 
de sueldos fijados por Leyes orgánicas de oficinas ó servicios 
públicos. Como las referidas gratificaciones no han sido fijadas 



218 OGI:AS IIE DOY JORGE IIUNEEUS 

por Leyes de ese carácter, el señor Lastarria votó por la supre- 
sión de aquéllas. L a  Cámara de Diputados, pensando tal vez 
de distinta mancra, incluyó las mencionadas gratificaciones 
en el Presupuesto citado, y habiendo vuelto el Senado sobre su 
aciierdo, figuran hoy en el Presupuesto corriente (1). 

Como ha podido notarse por la serie de casos que hemos rc- 
cordado de entre los innumerables ocurridos en nuestras Cá- 
maras, la práctica ha variado mucho en la manera de resolver 
la cuestión que nos ocupa. H a  habido casos en que el Congrc- 
so ha aumentado sueldos al formar el Presupuesto, y los ha ha- 
bido en que ha suprimido en él empleos creados por Leyes es- 
peciales. 

Las razones aducidas por quienes sostienen la omnipotencia 
de las Cámaras al discutir los Presupuestos, no nos parecen 
convincentes. No creemos que el Presupuesto sea una Ley id&- 
tica á todas las demds, porque cs una Ley a~zzral y no de efectos 
permanentes. Tampoco pensamos que sea inútil consignar en 
los Presupuestos aún áquellos gastos que, al tiempo de la 6 s -  
cusión, no pucden scr alterados, porque, sin tenerlos todos á la 
vista, sería imposible que el Congreso fijara, con mediana dis- 
creción y prudencia, el monto de todos los que deben hacerse 
en el año siguiente. 

Para nosotros, y respetando mucho la opinión contraria, que 
no es la que ha prevalecido, la creación ó supresión de empleos 
públicos, y el aumento ó diminución de sus dotaciones, son 
materias, no de la Ley auzcnC que fija los gastos de la Admi- 
nistración Pública, conforme al inciso 2.0 del artículo 37 (28), 

sino de las Lcyes especiales y pe?.rnarze~ztes á que se refiere el in- 
ciso 10 del mismo artículo. 

Si los empleos públicos establecidos por Leyes especiales y 
permanentes pudieran suprimirse en la discusión de los Presu- 
puestos; si durante ella los sueldos que aquéllas fijaren á los em- 
pleados pudieran ser aumentados ó disminuídos á virtud de lo 

(1) Esto se reFere al Prcsupuesto para 1879. E n  las Leyes de Presupiies- 
tos posteriqres ri esa, figuran partidas andogas que conceden las mismas 
gratificaciones de que habIa el texto. (Notn (le los Edifovcs.) 
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dispuesto en el inciso 2 . O ,  ¿á qué conduciría la disposición con- 
tenida en el inciso IO? 

No nos parece posible dar solución satisfactoria á esta pre- 
gunta dentro de la teoría que combatimos, y que combatimos, 
no sólo por considerarla en pugna con la letra y el espíritu del 
citado inciso 10, sino también por reputarla contraria á la con- 
veniencia pública, que no se consultaría debidamente si, al 
discutirse los Presupuestos, se fuera á retocar y trastornar la 
organización de las oficinas públicas, creando ó suprimiendo 
empleos permanentes y aumentando ó disminuyendo sus dota- 
ciones. 

Es evidente quc la crcación de un empleo permanente y la 
fijación del sueldo no se decretan por el Congreso, en casi la to- 
talidad de los casos, sino para la satisfacción de necesidades 
también permanentes ó de larga duración. No se concibe, en- 
tonces, cómo pudiera alterarse en la discusión de una Ley que 
va á surtir efectos sólo durante un neo, lo que la Ley misma, y 
u'ña Ley dictada con más madurez y detención, ha querido que 
rija fija y constantcrnente. 

Si es posible disentir en cuanto á la mancra de apreciar las 
consideracio~~es de conveniciicia y de madurez en cl procedi- 
miento, que abonan, á nuestro juicio, la opinión que sostene- 
rnos, no comprendemos, sin embargo, cómo podría ella ser 
rechazada sin una violación clara y manifiesta de la Consti- 
tución. 

En efecto, como muy bien lo indicaba el señor don Miguel 
Luis Amunátcgui, eti cesión de la Cámara de Diputados de g 
dc Agosto dc 1864, "es inconstitucional derogar una Ley por la 
supresión de uno ó varios íterns del Prcsupuesto, porque la tra- 
mitación á quc la Ley Fundamental ha sometido la aprobación 
de los Presupuestos, es distinta de la quc exige para la deroga- 
ción de una Leyll. 

No podrá negarse que la derogación de una Ley requiere la 
aprobación de ambas Cámaras y la del Prcsidcnte de la Repú- 
blica, por manera que, ejerciendo éste su prerrogativa de devol- 
ver el Proyecto derogatorio desechándolo cn el todo ó vctándo- 
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lo, paralizaría ó dejaría sin efecto la derogación acordada por 
las Cámaras, por un afio ó más, conforme á lo prescrito en los 
artículos 45, 47 y 48 (36, 38 y 39). Más claro, no puede dictar- 
se Ley alguna, sea o nó derogatoria de otra, sin que el Presi- 
dente de  la República ejerza las facultades que le confieren los 
artículos 43 á 48 (34 á 39) de la Constitución. 

Pues bien, la consideración precedente, que es obvia por de- 
más, se desprecia por completo si se admite que en la discusión 
de los Presupuestos las Chmaras pueden suprimir ó alterar ítems 
referentes á empleos y sus sueldos basados en Leyes especiales 
y de efectos permanentes; porque con este procedimiento se 
arrebatan las atribuciones. que en la formación de las Leyes 
competen Constitucionalmente al Presidente de la República. 

Así, y 'suponiendo que los Presupuestos fornzetz una sola 
Ley, como ésta no sería vetnble por la naturaleza misma de las 
cosas, según en otra parte lo hemos indicado, suprimida del 
Presupuesto de Justicia, por ejemplo, por la sola voluntad de 
las Cámaras, la partida referente á la Corte Suprema y todos 
los íterns de que consta, el Presidente de la República no podrfa 
hacerobservaciones, y la Ley que creó ese Tribunal quedaría 
derogada, tal vez sinlsu voluntad y aun contra su opinión. <Es 
esto admisible? 

Y si el Presupuesto se' considera, según lo reputamos noso- 
tros, como un conjunto detantas Leyes cuantos fueren los ítems 
de que consta, suprimiendo un ítem que cons'ultara el sueldo 
fijado por Ley especial á un empleo público, tal como el de un 
Ministro de Estado, y suprimido sólo por las Cámaras en la 
discusión del Presupuesto, el Presidente de la República ten- 
dría que resignarse, porque los ítems sz@rimidos, del mismo 
modo que los Proyectos de Ley desaprobados, no se remiten al 
Ejecutivo, y no es concebible que se ejerza veto sobre resolu- 
ciones negativas del Congreso, ni que se observe ú objete lo que 
no existe, lo que las Cámaras suprimen ó desechan y que á na- 
die rcmihn en seguida. El Presidente de  la República puede 
vetar, sin duda, aquello que se le remite aprobado por ,el Con- 
greso; mas ~cGrno vetaría lo desechado por éste? 



Véase, pues, cómo la opinión que impugnamos vulnera las 
prerrogativas Constitucionales del Ejecutivo, ya sea que el Pre- 
supuesto se corisidere como una sola Ley ó como un conjunto 
de Leyes. En uno y otro casos se llegaría, aceptándola, á la 
anómala conclusión de que Leyes dictadas por las tres ramas 
del Poder Legislativo (las dos Cámaras y el Presidente de la 
República), se derogaban Ó suspendían sin la concurrencia de 
una de ellas, y nada menos que sin la de aquella á la cual la 
Constitució~-i ha conferido la alta y gravísima atribución del veto. 

Pero, á todo esto se dirá que igual coia sucede con las Con- 
tribuciones, las cuales, según oportunamente lo dijimos, quedan 
suprimidas por la sola voluntad, no ya del Congreso, sino sólo 
de la Cámara de Diputados, si, vericido el término de dieciocho 
meses de su subsistencia, esta Cárnara no las incluye en la nue- 
va Ley dictada para el siguiente período Constitucional; que de 
idéntica manera, cuando el Congreso, que debe fijar todos los 
gastos públicos en la Ley anual á que se refiere el párrafo 2.0 

del artículo 37 (28) de la Constitución, no incluyere uno ó más 
gastos en dicha Ley, debe reputarse también suprimido. 

Nosotros, reconociendo, como nos complacemos en reconocer, 
que todo gasto público, sin más excepción que aquellos que son 
por su naturaleza variables, extraordinarios é imprevistos á la 
vez, debe ~ecesnrianzente incluirse en el Presupuesto, porque el 
inciso 2.0 del artículo 37 (28) 110 establece distinciones; y reco- 
nociendo todavia que, aunque es verdad que todo gaCto previs- 
to, sea extraordinario ú ordinario, autorizado por una Ley com- 
plementaria del Presupuesto de un año, dictada conforme á lo 
dispuesto en el artículo 155 (146)~ cesa de .hecho y no puede 
continuar haciéndose en el año siguiente, si no sc incluye en el 
Presupuesto de este último; pensamos, -sin embargo, que las 
Leyes especiales y de efectos permanentes que se dictan con- 
forme al inciso 10 del citado artículo 37 (28), son de un ca- 
rácter diferente, porque tanto la naturaleza de las cosas como 
la Constitución así lo quieren. 

No se dictan Leycs organizadoras de oficinas Ó servicios pú- 
blicos, Leyes de planta, en buenos términos, para que surtan 
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efecto sólo durante iin año. Cuando esto quiera hacerse, nada más 
fácil que crear el destino sólo por ese tiempo y en el Presu- 
piiesto, como se ha hecho en'la Oficina de Contabilidad General 
v en cien otros casos. Destinos creados de esta manera, pueden 
suprimirse también del mismo modo. No sucede igual cosa con 
los que deben su existencia á Leyes de otra especie. 

Las Leyes que organizan servicios públicos, v. gr., la de Tribu- 
nales, la de Ministerios, etc., etc., son, sin duda alguna, perma- 
nentes, aunque ellas no lo digan, porque el inciso 10 del artí- 
culo 37 (28) no expresa que las Leyes á que él se refiere sean 
anzlales, como lo hacen los incisos 2.O y 3.O, y cuando la Ley 
que crea una oficina ó empleo no señala la fecha en que ha de 
cesar, es claro que debe continuar existiendo hasta que otra Ley 
derogatoria disponga lo contrario, y en la formación de esta ú1- 
tima compete al Ejecutivo una enorme participación Constitu- 
cional, de que no puede privársele obrando correctamente. 

Como se ve, nosotros no aceptamos la opinión de que el 
Congreso no pueda niodificar ó derogar en la discusión del 
Presupuesto ~liizgz~mz Ley de gastos públicos. Nó; admitimos 
esta manera de ver súlo respecto de las Leyes que crean em- 
pleos ó los suprimen, y dc las que aumentan ó disminuyen sus 
dotaciones, con propósitos estables, fijos y permanentes, porque 
sólo á ellas son aplicables las consideraciones que, á nuestro 
juicio, se desp r -den  de la prescripción contenida en el tantas 
veces citado inciso 10 del artículo 37 (28) (1). 

E n  cuanto á todas las a'e!~tds, con la sola limitación que indica- 

(i) Así lo ha resuelto el inciso 1 . O  del articulo 9." de la Ley 16 de Sep- 
tienlbre de 1884 al establecer que las iilodificnciones de la especie indicada 
en el texto, se discutan y tramiten coiilo Leycs independientes de la Ley de 
Presiipuestos. Sin eiubargo, y B pesar de lo dispuesto en ese inciso, y lo 
que es peor, i p e ~ a r  de lo dispuesto en el ni~niero ro del articulo 37 (28) de 
la Constitucibn, el Congreso, en sesiones de 2 1  6 28 de Diciembre de 1888, 
ha supriiiiido el sueldo asignado por Ley permanente á una de la Promoto- 
rias Fiscales de Santiago. ¡Funesto precedente que, en lo posible, procuramos 
evitar! ( ~ I ~ o t ~ z  de¿ A z ~ ~ o Y . )  

Vid. el discurso pronunciado por el Autor en sesibn del Senado de 26 
ríaDicieil111re de 1888: anexo nUniero 10. Véase, ademis, la lJarte final del 
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remos al ocuparnos en la cuestión siguiente, pensamos, no sólo 
que las Cámaras pueden suprimir ó modificar los gastos auto- 
rizados por ellas, en la discusión del Presupuesto, sino que no 
sería Constitucional hacer tales gastos en el aíio en que ese 
Presupiiesto va á regir, si no se hubieran incluído cn él expresa- 
mente. 

* * O 

Qzlinta n~estiótz.- L a  Ley que debe expresarse en el decreto 
que ordena el pago, para que éste sea admitido en cuenta á las 
Tesorerias del Estado, cuando no es el caso de imputarlo á 
parte alguna del Presupuesto aprobado por las Cámaras, ¿debe 
ser dictada sólo dz~ra?zte la vigelzcia del Presupuesto del año en 
que el pago se decreta, 6 puede haberlo sido con nnteuioridad, 
de manera que en 1878, por ejemplo, puede imputarse irn gasto 
á una Ley dictada diez, veinte, 6 treinta años antes? Más claro: 
aquella Ley des peri~rnaente, ó es sólo Ley adicio~zal y conqVe- 
nzenta~ia del Presupuesto, que caduca con éste? 

Cuestión es ésta, que, aunque relacionada directamente con 
el artículo 1 5 5  (146), lo está también, y de una manera graví- 
sima, con el Presupuesto de  gastos públicos, motivo por el cual 
nos anticipamos a tratarla aquí, observando un orden rigurosa- 
rnciite metódico de materias. 

Si la cuestión propuesta hubiera de resolverse en el sentido 
de que es Constitucional imputar en un año dado á Leyes dic- 
tadas ahtes de ese año, uno ó más gastos públicos, se llegaria 
entonces á la consecuencia de que el Presupuesto serviría de 
bien poca cosa, puesto que en él no se fijarían todos los gastos de 
la Administración, JT se violaría así los preceptos del artículo 37 

rubro I'resllpr~cslos tlc,qzslos~iibli~~os del pirrafo S.O, capitulo V de los ihtii- 
dios sobre Derecho Co~~sti tncinna~ Co~tifinrndo. 

Los Tribunales de Justicia, ante 10s cuales ocuirih dan Robustiaiio Vera, 
dejeinpeñante de la referida Pron~otorin Fiscal de Santiago acabaiide decla- 
rarle por Sentencias conformes de prinicra y de segunda iristancias, dereclio 
i que se le retrib~iyan sus trnb:ijos. Vid. E¿ :'Ie~rocarril, de 24 de Abril de  
J &,o. (illofa dc b s  E(li~orcs.] 



(28), inciso 2.0; del artículo Xg (80), y del 10s (96), inciso 4.O; los 
cuales hablan de esos gastos, sin distinciones ni cortapisas de 
ningún género: de donde se infiere que en el Presupuesto deben 
ser comprendidos todos, absolz~ta~?zelzte todos, bien seanjijos ó 
variables, ordinarios ó extraordi~zauios, y aún los z'f?tprevistos, den- 
tro de la única medida en que sea posible calczrlar lo que no es 
dado prevdr. 

Los gastos ocasionados por Leyes referentes á creación de 
empleos y fijación de los sueldos, y, por consiguiente, por las 
Leyes de planta, que organizan las oficinas y servicios públicos, 
siempre que tienen un carácter más ó menos estable y perma- 
nente, deben ser incluidos en el Presupiiesto, aunque no pz~edafz 
ser a1ter;:dos en su discusión, por razones de buen orden y de 
notoria conveniencia, según ya lo hemos manifestado. 

Todos los demás gastos autorizad~s por L2yes especiales, re- 
ferentes á cualesquiera otras materias, caducan con el Presu- 
puesto durante cuya vigencia se dictaron, si no se reproducen 
en cl Presupuesto siguiente, porque ese es, Cl juicio nuestro, cl 
único carácter de la Ley distinta del Presupuesto á que sc refie- 
re el artículo I S S  (146): Ley puramente adiciona! y complemen- 
taria del Presupuesto en ejercicio. 

L a  única excepción que á esta inteligencia del artículo cita- 
do puede admitirse, es la referente á aquellas Leyes que auto- 
rizan gastos que, por su naturaleza, fucren variables é i~;$~,evis- 
tos conjuntamente, como los que pueden imponer Sentencias 
dadas contra el Fisco en los pleitos de-éste, y los demás autori- 
zados por las Leyes de 28 de Diciembre de I 841 y de 12 de Sep- 
tiembre de 1846 (1). Y la razón de esta única excepción ernana 
de la fuerza misma de las cosas, que rio pcrrnite prever lo que 
es iftzprevisto, pues dejaría de serlo una vez que se calculara con 
más ó menos certidumbre. 

Y aún esta dificultad se salva, en parte, asignando en globo 
una partida para gastos imprevistos en el Presupuesto de cada 
Ministerio. 

(1) Vid. el articulo 14 de In Ley de 16 de Septiembre de 1884. (Noti2 tlcl 
A z~tor,) 



La práctica de algunas de nuestras Administraciones no ha 
guardado conformidad, sin embargo, con nuestra manera de 
ver, pues nada ha sido más frecuente que incluír en los Presu- 
puestos sólo los gastos fijos y ordinarios. no haciendo en ellos 
mención alguna de los extraordinarios autorizados por Leyes 
especiales, coino si éstas pudieran tener vigor no incorporándo- 
se en el Presupuesto de los años posteriores á su fecha. 

Más todavía. Se ha incurrido en la corruptela de imputar 
gastos á Leycs que no autorizan gastos, sino que rcglamentan 
el ejercicio de ciertas atribuciones Constitucionales del Presi- 
dente de la República, corno la de  jubilaciones, la de monte- 
píos, etc. 

Todo esto, por fortuna, ha merecido ya la candenación seve- 
ra de la opinión, y podemos hacer notar con satisfacción que 
los Presupuestos de los años 1877, 1878 y 1879, incluyen todos 
los gastos, sin exceptuar los extrao~dinnvios autorizados por 
Leyes especiales, y procuran asignar á los gastos variables un 
monto que no deje en descubierto al Erario, y que corte el abu- 
so de echar mano del sistema irregular C inaceptable de  hacer 
impiitaciones á iuzflrevistos, para suplir las faltas de partidas 
previstas agotadas, en lugar de pedir, como debe hacerse, suple- 
mentos al Congreso en cada caso particular. 

L a  interesante cuestión á que nos estarnos refiriendo, hoy de- 
cidida ya en su verdadero sentido, no se ha suscitado con gran 
frecuencia en nuestras Cámaras antes de estos últimos años. No 
han faltado, sin embargo, voces autorizadas que, en +oca rela- 
tivamente remota, han dado 5 la palabra Ley de que se sirve el 
artículo 155 (146) de la Constitución la inteligencia que noso- 
tros le damos. 

Así, en sesión de la Cátnara de Diputados de 30 de Octubre 
de 1848, con motivo de una indicación hecha por el señor don 
Ramhn Rozas R'lendiburu para que en el Presupuesto de Justi- 
cia se consultaran las sumas necesarias para plantear las Cortes 
de Concepción y de Coquimbo, qiie habían sido creadas por 
Ley de 1845, el señor don Salvador Sanfuentes, Ministro del 
ramo, manifestó que era efectivo que el Gobierno estaba deci. 

15 
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dido á establecer cuanto antes esas Cortes, pero que considera- 
ba ir~zitid prest-pzdestarpurtida u&uouna con ese objeto,por estar el 
Ejeczitivo s?~$cientevtente az~torizado para hacer todos los gastos 
que exigiera el establecimieitto de esos Tribuizales por la Ley de 
sz4 ci.eació?z. 

El señor don Manuel Montt, Presidente entonces de la Cá- 
mara de Diputados, impugnando la opinión manifestada por el 
señor Sanfuentes, la refutó victoriosamente en el discurso, que, 
por su claridad y precisión, copiamos cn seguida: 

1.Se ha emitido, dijo el señor Montt, una opinidnl que juzgo 
de malas consecuencias en el orden Administrativo, y esto me 
mueve á tomar la palabra. 

~ l S e  dice que se puede hacer un gasto que no está incluído en 
el I'resupuesto, con tal de quc se halle autorizado por una Ley. 
Yo creo que no basta la existencia de una Ley, sino que es 
preciso además que el gasto esté comprendido en el Pi-csupues- 
to del año en que va á tener lugar. Es  una de las atribuciones 
dc las Cámaras fijar anualmente los gastos del servicio público, 
y esto es precisamente lo que hacen por medio de los Preiupues- 
tos cuyo valor y fuerza sólo dura por un año. E1 gasto, pues, que 
no está comprendido en los Presupuestos, no está fijado en 
aquel año por las Cámaras, y por consiguiente no puede Ilevar- 
varse á efecto. Por este principio se consulta~i en los Presupues- 
tos, tanto las cantidades que deben gastarse en virtud de una 
Ley, como las que están destinadas á satisfacer necesidades 
eventuales, y que experimentan frecuentes variaciones; excluída 
alguna de estas cantidades, no se podria llamar fijada en aquel 
año, y por lo tanto, no seria lícita su inversión. Autorícese el 
gasto por sólo la existencia de una Ley dictada tres años há, 
y tcndretnos por consecuencia que se puedcn emplear todas 
aquellas sumas para que autorizaban las Leyes españolas, y se 
pucde proveer y dar renta á empleos, como lenguaraz de indios, 
por ejemplo, creados por aquellas Leyes. Habría en1estc caso 
para el Cuerpo Legislativo la i~ iás  completa incertidumbre dc 
la inversión de  los caudales públicos, que sólo él debe fijar y 



determinar cada año. La discusión misma de los Presupuestos 
sería en su mayor parte inútil bajo esta hipótesis, porqlie debía 
quedar limitada á sólo las partidas eventuales, no habiendo 
ninguna ventaja en examinar las que están fundadas en una 
Ley, puesto que basta la sola existencia de la Ley para auto- 
rizar permanentemente el gasto. 

llEl artículo de la Constitución que manda lbque ningún pago 
11 se admita en cuenta á las Tesorerías del Estado, sino se hi- 
1 1  ciese á virtud de un decreto en que se exprese la I,ey, Ó la parte 
11 del Presupuesto aprobado por las Cámaras, en que se autoriza 
11 aquel gastoll, dió en otro tiernpo lugar á dudas graves sobre la 
presente cuestión. En efecto, este artículo parece no requerir, 
para la legitimidad del gasto, mAs que una de estas dos cosas: 
una Ley que lo autorice, Ó una parte del Presupuesto en que sc 
apruebe. Pudo, pues, sostenerse en otra época, de una manera 
más 6 menos plausible, que era lícito gastar una suma que eina- 
nace de una Ley aun cuando no estuviese comprendida en el 
Presupuesto. Mas la inteligencia del artículo Constitucional (1) 

ha sido determinada y deslindada por una disposición legisla- 
tiva, y en el día no pueden succitarse dificultades y cuestiones, 
ni abrigarse duda alguna. E s  pues, ya convenido que las Leyes 
de que habla este artículo de la Constitución son las #osteriores 
al Presupuesto, que son un sz.@enze~zto de él ó un Presu1)uesto 
adicio~zal, que conserva su valor hasta que en el año siguiente 
vuelve á aprobarse por la Cámara el nuevo Presupuesto general. 

1lSi el Gobierno, como se ha dicho, está dispuesto á verificar 
pronto los nombrarnicntos de Jueces para las Cortes de la Se- 
rena y Concepción, es preciso incluir en el presente Presupues- 
to los sueldos de es tos empleo s.^^ 

Habiéndose dejado la indicación del señor Rozas para scgun- 
da discusión, ésta tuvo lugar cn la sesión de S de Noviembre 
siguiente, agregando el scñor Montt, á lo dicho en la dc  30 de 
Octubre, lo que sigue: 

(1) Se aludia Blas Leyes de 28 de Dicieiiibre dc 1841 y de 12 de Septieiii- 
bre de 1846. (Notiz dc lnjvi?izern cdicio'n.) . 



- - - 

1 1  Aunque en la sesión pasada se discutió la cuestión que aho- 
ra se promueve, voy, no obstante, á recordar algunas observa- 
ciones á la Cámara, porque, en mi concepto, importa mucho 
que en esta materia queden reconocidos sin contradicción los 
principios. 

1dSe dijo entonces y se sostiene ahora que el Presidente de la 
República podría decretar un gasto que emanase de una Ley, 
aunque no estiiviese incluído en el Presupuesto. Yo juzgo que 
esto no es lícito. Es  una de las atribuciones exclusivas del Con- 
greso fijar anualmente 10s gastos de la Administración pública, 
para que en cada afio se gaste sólo las cantidades que han sido 
fijadas y determinadas, y no más. Para llenar este deber se exa- 
minan y aprueban todos los años los Presupuestos, de manera 
que lo que no está incluído en ellos no puede gastarse, aún cuan- 
do exista una Ley anterior que disponga tal gasto. Si los Pre- 
supuestos no tienen este efecto, poco menos que inútil sería sil 
adopción anual, porque la mayor parte de las partidas que en 
ellos se cncuentran no son otra cosa que la repetición de lo qur  
disponen Leyes anteriores. Sosteniéndose que se piiedc pagar 
sueldo á los funcionarios que se nombren para las Cortes de la 
Serena y Concepción, porque tres años há se dictó una Ley so- 
bre esta materia, debía pretenderse también que se borrasen del 
Presupuesto las rentas de todos los empleados en los diversos 
ramos de la Administración, porque acerca de todos ellos exis- 
ten igualmente Leyes anteriores que determinan estas rentas. 
Pero no es esto lo que quiere la Constitución, pues exige termi- 
nantemente, sifz disti?zgtlir entre los gastos, que todos ellos sean 
fijados y determinados en cada año; ya en otra vez me parece 
haber manifestado el diverso efecto que producen las Leyes an- 
teriores y las posteriores al Presupuesto, relativamente A la pre- 
sente cuestión. 

llLa opinión que acabo de emitir está de acuerdo con la prác- 
tica observada por el Gobierno. Una Ley del Congrcso autori- 
zó al Presidente de la República para invertir doscientos cin- 
cuenta mil pesos en la construcción de una casa que sirviese 
para el Instituto Nacional. Anualmente se ha colocado en el 



Presupuesto la cantidad que prudcncialmentc se 1ia creída podía 
gastarse en este objeto en cada año. Agotada la suma que se 
había calculado para el presente, el Presidcntc de la República 
ha pedido ocho mil pesos mBs para continuar la obra, y el Con- 
greso recientemente acaba de acordar este gasto. Estos ocho 
mil pesos son una parte de los doscientos cincuenta mil, y ni el 
Presidente de la República pensó que para invertirlos le basta- 
ba la autorización de la Ley anterior, ni las Cámaras formaron 
tampoco semejante concepto, puesto que expidieron tina nueva 
Ley, que habría sido enteramente superflua conccrvando la pri- 
mera el vaIor que re pretende darle. H e  aiudido á cstc caso por 
ser muy reciente, no obstante que hay otros muchos que podrían 
servir igualmente de comprobación del principio que estoy sos- 
teniendo. 

 recurrir ya á los Presupuestos, ya á las Leyes anteriores 
para invertir una cantidad, es ejccutar gastos que no han sido 
fijados por el Congreso para aquel año, y esto no puedc menos 
que producir confusión en la inversión de las rentas públicas y 
también en las cuentas que de ella deben rendirse. Este resulta- 
do  es el que me ha movido á tocar de nuevo esta c u c ~ t i ó n . ~ ~  

Terminado el discurso precedente, que nos parece decisivo, 
la Cámara aceptó la manera de ver de su autor, aprobando, por 
veintidós votos contra once, la agregación de las nucvas parti- 
das referentes á las Cortes cle Concepción y de Coquimbo. 

Opinión idéntica á la que en 1848 había sostenido el señor 
dop Manuel Montt defendió el señor don Alejandro Reyes en 
sesión de la Cámara de Diputados de 2 de Diciembre de 1858, 
al tiempo de discutirse la Cuenta de Inversión. Dijo el señor 
Reyes, entre otras cosas, que lien materia de gastos públicos 
no creía que hubiera otra Ley suprema que la de Presupuestos, 
á no ser las que fueren dictadas posterio~mezte por ambas Cá- 
maras para suplir alguna necesidad urgente .. . que el Gobierno 
no está autorizado para decretar ni el gasto de un centavo sin 
que sea apoyado en alguna partida del Presupuesto Ó en una 
Leyposterior dictada por el acuerdo de ambas Cámaras,:. 

A juicio dci señor Reyes, no es lícito hacer imputaciones de 
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gastos á Leyes anterio?,es al año en que el gasto se decreta, ó, 
lo que tanto vale, esas 1,eyes alzkrio~es no rigen despuds del 
año dentro del cual se dictan si no son aceptadas en los Presu- 
puestos posteriores. 

Y en el rnismo sentido que los señores Montt y Reyes resol- 
vió el Senado la cuestión en el siguiente caso, ocurrido en sesión 
de I 5 de Julio de 1868. 

Se discutía el Presupuesto de Hacienda, y el mismo señor 
Reyes, entonces Ministro del ramo, hizo indicación para que 
se consultara una partida final de un millón de pesos para los 
almacenes, muelle y otras obras fiscalcs de Valparaíso. Habien- 
do el señor don Melchor de Santiago Concha promovido la 
duda de si quedarían vigentes las Leyes que antes se habían 
dictado autorizando esos mismos gastos, una vez aceptada la 
partida propucsta, el señor don Federico Errázuriz, Senador y 
Ministro de la Guerra, hizo indicación para que dicha partida 
se glosara expresando que, en la referida suma de un millón, 
quedaba incluida la cantidad que A principios de 1869 no se hu- 
biera alcanzado á invertir conforme á las dos Leyes cxtraordi- 
nariamente dictadas para efectuar aquellos trabajos. 

El Senado aprobó la pxrtida en esta forma por unanimidad, 
de lo q.ic puede deducirse que, á su juicio, no habría sido lícito 
invertir en 1869 suma alguna imputable á las dos Leyes cita- 
das, si de éstas no se hubiera hecho mérito expresamente en el 
Presupuesto de ese año. 

Posteriormente, cuando asomó la práctica contraria á la opi- 
nión que sostenernos, levantó siempre vivas protestas, hasta 
que al fin el imperio del sistema correctamente Constitucional 
se ha establecido con firmeza. iEsperemos que con firmeza 
también se mantenga! (1). 

O . 
Sexta cz~estióe.-La inversión de las sumas consultadas en 

(1) Vid. articulos 13 y 14 de la Ley de 16 de Septiembre de 1884, que re- 
suelven la cuestión en el sentido que aqui sostenemos. (¡Vota del A z ~ ~ o Y . )  
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10s Prcsupuestos <es obligatoria para el Ejecutivo, Ó es para éste 
meramente facultativa? 

E n  sesión de la Cámara de Diputados de 10 de Diciembre 
de 1869 se debatió esta interesante cuestión. Fiié promovida 
por cl señor don José Manuel Pizarro, con motivo de no haber- 
se invertido por completo en 1869 la suma de ocho mil pesos 
que en el Presupuesto corriente se consultaba para la fábrica 
del templo dc  San Fernando. 

El seiíor Pizarro y el señor don Manuel Antonio Matta sos- 
tuvieron que las cantidades fijadas en el Presupuesto para ob- 
jetos deter~?zi~zndos deben necesariamente invertirse en su tota- 
lidad en dichos objetos, y el señor don Ramón Barros Luco 
dijo: que "el Gobierno está en la obligación de invertir las par- 
tidas que han sido acordadas por el Congreso en los objetos á 
que ellas son destinadasil. 

El señor don Joaquín Blest Gana, Ministro del Culto, y los 
señores don Francisco Vargas Fontecilla y don Alejandro Re- 
yes, sosteniendo lo contrario y generalizando demasiado, adu- 
jeron ejemplos un tanto inconducentes, como el de la cantidad 
que sc coiisulta para caminos, sin observar, tal vez, que el Prz- 

. supuesto no deteruzinn en qué caminos ha de invertirse, lo cual 
no sucedía con el gasto á que se refería el señor Pizarro, el cual 
era fijo en su monto y dek r~~ i? tndo  en su fin. 

Nos parece indudable que cuando el Presupuesto asigna un 
gasto3jo e?¿ su ftzo?tto y deter~?~iilado e7.t su okrjeto, aplicable en fa- 
vor de una persona natural ó jurídica, cl derecho que ésta ad-  
quiere es correlativo de la obligaciOn que pesa sobre el Go- 
bierno de hacer el gasto. No sucede igual cosa con la partida 
d e  caminos y con todas aquellas que se refieren á gastos even- 
tuales J. de carácter inrietert?zi?zado. Estos son, por su propia 
naturaleza, verdaderamente condicionales, pues están subordi- 
nados d circunstancias variables, que sólo el Ejecutivo puede 
calificar. Así, si no ocurrieran deterioros en los caminos, no se- 
ría menester gastar en repararlos. 

En  el primer caso, las Leyes del Presupuesto ifqbonen fin deber 
al Presidente de la República; en el segundo, le confieren una 
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autorización. E n  el primero, el gasto es obligatorio para el Eje- 
cutivó; en el segundo, cs meramente facultativo. 

A pesar de que el caso suscitado por el señor Pizarro incidía 
en el primero de los dos que acabamos de apuntar, la Cárnara, 
queriendo mirar la proposición de dicho señor como un voto de 
censura, la rechazó por treinta y nueve votos contra diez. Reso- 
lución es esta quc no nos parece ajustada á los buenos princi- 
pios J' que no aconsejaríamos fuera imitada en casos análogos. 

S@tiuza cuestión.-¿Pueden las Cámaras negarse d dismtir 
los Presupuestos hasta que se cambie el Ministerio? 

E n  Chile jamás ha ocurrido el caso. Sólo ha tenido lugar el 
de aplazar dicha discusión hasta que se conociera el personal 
de un Ministerio que estaba para nombrarse. 

Este último caso tuvo lugar en sesidn de la Cámara de Se- 
nadores de 10 de Agosto dc 1857. La  indicación de aplnza- 
mielzto fué hecha por el señor don Fernando Lazcano y defen- 
dida por el sefior don José Joaquín Pérez. La  combatieron los 
scñores don Máximo Mujica y don Dicgo José Benavente, y 
fué aprobada por once votos contra siete. 

Nos parccc incuestionable la facultad que, en aquel caso, 
piiso en ejercicio la Cámara de Senadores. No se trataba en- 
tonces-de lzegarse absobtamente á discutir los Presupuestos. La  
indicación tenía por objeto in,?uir en la designación de las prr- 
sonas que debian formar el nuevo gabinete, y es indudable que, 
aunque la facultad de nombrar los Ministros depende sólo de 
la volz~ntad del Presidente de la República, conforme á la par- 
te 6." del artículo 82 (73), en el Sistema Parlamentario las Cá- 
maras pueden servirse de medios como el indicado, para que el 
Gabinete tenga este ó aquel color político. En  esto consiste 
precisamente la ventaja de los Gobiernos Representativos. 

Más todavía. Si las Cámaras quisieran izegarse á discutir los 
Presupucstos, podrían hacerlo, aunque jamás lo hayan hecho, 
de la misma manera que podrían negarse á discutir las Contri- 
buciones ó aplazar su discusión. Á propósito de esta facultad, 
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decía el señor don Manuel Montt, en sesión de la Cámara de Di- 
putados de 7 de Enero de 1850, lo que sigue: llElderecho terrible 
de siispeiider las Contribuciones no puede usarse sino en casos 
szlma7?zente e,~traordi~zarios, contra un Gobierno, por ejemplo, 
que conculcasc todos los derechos, que violase todas las Leyes, 
y ejerciese en todo sentido una verdaderay odiosa tiranía. Para 
evitar los levai~tamientos populares que suelen acontecer en 
estos extremos, ha pz~esto la Constitución eit vtafzos &l Congreso 
esta amta tewible, cuyo uso no puede ser legítimo sin que inter- 
vengan las misinas causas que legitimarían una revolución. So- 
bre las revoluciones debe caer la execración pública y sobre los 
actos que encaminan necesariamente A ellasl,. 

El señor Montt reconocía en el Congreso e l  der~cho de es- 
grimir en los casos extremos á que aludía, el arma terrible de 
svspender las Contribuciones. Pensando como él, creemos que 
sóZo en casos de esa nutzwaZeza podría también ejercer el de 7ze- 

garse á discz~tir los Presupuestos. Rcconocemos en él la fantl- 
tnd, deseando y esperando que jamás llegará el caso de tener 
que ejercitarla. 

Inciso 3." 

A pesar de que este inciso se refiere, en general, á las fuerzas 
de mar y tierra, y ri pesar de que es incuestionable que estas 
las forman no sólo el Ejército y la Armada, sino también la 
Gzlardia Naciortal ó Jlilicias, y aún la PoZich, es un hecho que 
el Congreso, al discutir anualmente la Ley á que alude dicho 
inciso, ha fijado sólo el monto de las fi~crzas del Ejército y de 
la Amtada, que no son sino una parte del todo de nuestras 
fz~erxas de mar y tierra. 

Para convencerse de que estas expresiones no son sinónimas 
.y de que la Constitución no las emplea promiscuamente, basta 
recordar algunas de las atribuciones que ella confiere al Presi- 
dente de la República. 

Así, según la parte g.a del articulo 82 (73), el Presidente no 
puede conferir por sí sólo, fuera del campo de batalla, los em- 
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pleos ó grados de Coroneles, Capitanes de navío y demás oficia- 
les superiores dcl Ejél.itoy Arrizada; á pesar de que, confortne 
á las atribuciones I G  y 17 del misino artículo, le corresponde 
lldisponer dc la fi~erza de ntnr y tierra, organizarla y distri- 
buirla según lo hallare por conveniente, y mandarla personal- 
inente en ciertos casosil. Si, según estas atribuciones, el Prc- 
siciente es Jefe superior también de las ~Miliiias, porque se 
comprenden en la fz~erza de uzznry tierra, y si lo es aún de la 
Policia, atendida la organización que ésta tiene entre nosotros 
según las Leyes del Régimen Interior y dc Municipalidades 
jcómo se cotnprende entonces que, cuando se trata de atribu- 
ciones del Congreso, la Guardia Nacional tio forme ya parte 
de la fuerza dc mar y tierra? 

Bien se concibe que el Congreso no intervenga en la fijación 
de las fuerzas de Policia, desde que éstas son locales y corren 
á cargo de las Municipalidades, cuyos gastos cl Congreso no 
está llatnado á fijar por la Constitución. 

Pero la Guardia Nacional presta, ó debe prestar .servicios de 
carácter general, y los gastos que ocasiona son sufragados por 
el Fisco. Ella depende del Presidente y puede hacerse servir 
para mil abusos. Luego, por razones idénticas á las que militan 
respecto del Ejército y de la Armada, el Congreso debería fijar 
en cada año el máximum dc los individuos que pudieran ser 
enrolados en las Milicias, repartiendo ese número entre todos 
los Municipios de la República, proporcionalmente á la pobla- 
ción de cada uno. 

a + 8 

Del inciso que cxaminamos puede surgir otra dificultad, á 
causa de la contradicción que se nota entre cl plazo dc un a970 
que señala en su primer párrafo, y el de dieciocho meses que 
indica en el segundo, al referirse á las fuerzas de mar y tierra. 

E n  la práctica, la,cuestión no se ha suscitado, porque siempre 
las fuerzas del Ejército y de la Armada se han fijado sólo por 
el término dc un aíío, y es natural que así sea, porque, como lo 
decía inuy bien el señor don José Victorino Lastarria en sesión 



de la Cámara de Diputados de g de Enero de 1850, li¿cómo po- 
dría suceder que ;e votase el Prcsupucsto aizz~aZi'r,te~zte sin tener 
al mismo tiempo presente la fuerza del Ejército que debe exis- 
tir, cuando en ese Presupuesto están consultados los fondos 
que en dicha fuerza se invierten? Esta es razón principal que 
la Constitución ha tenido para ordenar que se fijen cada alzo 
las fuerzas de mar y tierra; y esta razón no milita, por cierto, 
respecto de las Contribucionesl~. 

Como se ve, el señor Lastarria tomaba en cuetita sólo la par- 
te del precepto Constitucional que ordena $jar @zraZffzezte en 
cada aizo (el igual~tzente se refiere al precepto anterior que se 
ocupa en los Presupuestos) las fuerzas de mar y tierra, desen- 
tendiéndose de las palabras con que te~tnina y que dicen: lilas 
fuerzas de mar y tierra se fijan sólo por igual termino,,. 

El señor don Manuel Montt, en la sesión anterior de 7 dcl 
tnismo mes, había tratado dc relacionar los dos distintos plazos 
que, respecto de las fuerzas de mar y tierra, establecc la Cons- 
titución en el inciso que estudiamos, costcniendo que la Ley 
que las fija, de la misma manera que la de Contribuciones, debe 
preceder seis meses á la fecha en que haya de ejecutarse, ~ltiem- 
po requerido por la prudencia, y en mucho< casos por una noto- 
ria justicia, para que las alteraciones hechas por el Congreso en 
el pie de la fuerza se llcven á cfecto sin los inconvenientes ane- 
xos, por lo común, á esas alteracionesll, inconvenientes que cl 
señor Montt indicó, haciéndolos tam5ién extensivos á las Con- 
tribuciones. 

Pero la verdad es que, si puede ser tan ínconvcniente como 
se quiera que Leycs que exigen graves medidas para ser plan- 
teadas, se dicten con alguna anticipación respecto de la fe- 
cha en que deben ponerse en vigor, la Constitución en ninguna 
parte dispone que aquéllas á que se refiere el inciso 3 de 
su artículo 37 (28), se dicten con esa ni con ninguna otra antí- 
cipación. Eso es mera cuestión de  prudencia, que sólo el legis- 
lador mismo aprecia en cada caso particular. 

Nosotros pensamos, por consiguiente, que la contradicción 
que ha motivado las precedentes observaciones es positiva, y 
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que debería supriinirse la últi-xa parte de la disposiciór. Cons- 
titucional contenida en el incico 3.0 del citado artículo 37 (28). 

La  práctica constante de nuestros Congresos la ha borrado vir- 
tualmente, fijando y decretando el monto de 13s fuerzas de mar 
y tierra sólo por un año: nunca, que sepamos, por dieciocho 
meses. 

Incisos 4.", 5." y 6," 

No han suscitado cuestiones en su aplicación práctica. 
En  cuanto al primero, debemos observar qiie no es Constitu- 

cional la práctica observada por varios de nuestros Gobiernos 
de contraer deudas, sin autorización de las Cámaras. El incon- 
veniente nos parece que podría salvarse dictando alguna Ley 
permanente que facilitara al Ejecutivo los medios de efectuar 
aquellas operaciones que requiere el buen crédito del país, sin 
salir de los límites fijados en los Presupuestos y en la Ley que 
autoriza ei cobro de las Contribuciones. No conviene perpetuar 
el sistema de violaciones Constitucionales, por muy bien inten- 
cionadas que sean éstas en,sus móviles. 

Inciso 7." 

No ha tenido aplicación todavía. iEsperemos que jamás la 
tenga! 

Inciso 8," 

Durante largos años, la práctica del Congreso ha sido conce- 
der el permiso necesario para que residan ciierpos del Ejército 
permanente en el lugar de sus scsiones y en una circunferrn- 
cia de diez leguas, sólo por doce nzeses. Esta práctica ha sido 
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alterada posteriormente, otorgándose esos permisos por trece 
nzeses en algunos caso;. E l  primero de éstos ocurrió en 1870, 
dando lugar á un debate sostenido en sesión de la Cámara de 
Diputados de 28 de Junio, entre el señor don Francisco Echau- 
rren, Ministio de Guerra, que sostenía la modificación, y los 
señores don Manuel Antonio Matta y don Angel Custodio 
Gallo, que la impugnaban por razones politicas, sin desconocer 
que el Congreso puede, como es evidente, señalar á ese permiso 
la duración que quiera, puesto que la Constitución no la de- 
termina (1). 

* * * 
Inciso 9," 

No ha sugerido dificultades en su aplicación. 

Según este inciso sólo e n  virtud de zuza Ley se puede: 
1.0, crear ó suprimir empleos públicos; determinar ó modificar 
sus atribucionec; aumentar Ó disminuir sus dotaciones; 2.0, dar 
pensiones y decretar honores públicos i los grandes servicios. 

Ocupémonos en cada una de  estas dos materias separada- 
mente. 

* 
?E * 

lA  qué empleos se refiere la Constitución en el inciso que 
en este momento pasamos á estudiar? 

L a  palabra el?zpZeo (2),  según el Diccionario de la Real Aca- 

( 1 )  En 1889 se ha omitido durante mes y medio el despacho de esta 
inisma Ley. S610 el I j de Octubre se la aprobó en la Cámara de Diputados, 
permaneciendo In fuerza piiblica retirada de Santiago durante el receso le- 
gislativo. (Nota & los E(?itores.) 

( 2 )  No son, ni pueden ser cnzplcos phElicos sino los que la Ley declara ta- 
les, desde que la ConstituciÓn se refiere á ellos sin definirlos. Asi pensaron 
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demia Española, significa: l~destino, ocupación, oficioll. L a  
misma Constitución, en su artículo 130 ( I ~ I ) ,  al decir que 
titodos los enzjleos municipales son cargos concejiles, de que 
nadie podrá excusarse sin tener causa seaalada por la Leyii,  
referiéndose así á las funciones de Alcalde y de Regidor, da á 
esa palabra una extensión enorme y equivalente á la de funcio- 
nario. 

Al expresar en el último párrafo de su artículo 23 (21) que: 
l~todo Diputado que, desde el momento de su elección, acepte 
e~ltpler retvibuz'da de nombramiento exclusivo del Presidente de 
la República, crsará cn su representación admite terminante- 
niente otra vez que existen también en~z~leos no retribuz'dos. 

Según esto, la creación de todo empleo, sea ó nó reniunerada 
por el Fisco, pues no trata la Constitución en el inciso 10 del 
artículo 37 (28) sino de los destinos pziblicos, ó sea de aquellos 
que se establccen para asuntos de interés general, requeriría la 
intervención del legislador, si sc aplicara dicho inciso conforme 
á sil tenor literal y sin introducir distinciones donde la Consti- 
tución no las establece. 

Sin embargo, la práctica no guarda conformidad con la opi- 
nidn precedente. Se ha entendido que el inciso se refiere sólo á 
los cmpleoc públicos refztados, porque en él mismo se habla del 
aumento ó diminución de sus dotaciones. Y lo que es todavía 
más grave, el Presidente de la República ha creado, por medio 
dc si~tzples ~Zec~etus y sin que exista Ley alguna quc le haya 
cor-ifcriclo esa facultad, empleos públicos rentados, conferidos 
al nombrado con el carácter de permanentes y con derecho de 
jubilación. E s  esto lo que viene sucediendo desde hace largos 

los seiíores don Enrique Mac-Irer y do11 Jose Manuel Baliiiaceda, y con ellos 
la iilayoria de la CBriiara de Diputados en sesión de 29 de Xoviembre de 1883, 
al aprobar, por ~eint iocl io  P-otos contra once, el articulo 7 2 ,  aprobado por.  el 
Senado, del Proyecto de Ley sobre Adrniriistración de Ferrocarriles del Es-  
tado, articulo que declara que T L ~  su11 empleados publicos los empleados ú coit- 

tvntn. No fue aceptada, ni debia serlo, la opinión de los señores Mattc y 
Amunitegui, opinión que atribuía un alcance absoluto y absurdo á las 
palabras c~~zpZeospzlblicos. Vid. art: 65 de la Ley de 4 de Enero de 1884. 
(Nota del Atcto~.) 



años con todos los destinos de profe5or de los establecimientos 
de enseñanza sostenidos por la Nación. 

Este procedimiento inconstitucional, y que se ha repetido en 
muchos otros casos, es debido á la falta de cumplimiento, por 
parte del Congreso, de la obligación de formar el plan general 
de Educación nacional á que alude el artículo 153 (144) de la 
Constitución, obligación que sólo ahora, después de cuarenta 
y cinco años corridos desde 1833, ha venido á llenar con la pro- 
miilgación de la Ley de g de Enero del afio actual (1879). 

L a  falta de ese plan se ha suplido, en .gran parte, por medio 
de decretos quc las Cámaras jamás han objetado, y que, lejos 
de ello, han ratificado al aprobar las Cuentas de Inversión que 
el Ejecutivo les ha presentado anuaimente, quedando así éste 
revestido de facultades verdaderamente legislativas en materia 
de I~~strucción pública. Igual cosa ha sucedido con la Guardia 
Nacional y con cuanto 5 cIla se refiere. 

Todo esto es más que incorrecto, y nos parece que el Con- 
I 

greso ha principiado ya  á reaccionar en la materia, reivindi- 
cando lac atribuciones que le son propias, según se deja ver por 
la Ley de Instrucción Media y Superior que acaba de ser pro- 
mulgada, y en la cual, si se ha creído necesario conferir a1 Presi- 
dente de la República la facultad de crear clases, se le sujeta 2 
las formalidades previas que la misma Ley determina. 

Que cl Ejecutivo ci-ée destinos cuando la Ley le faculta rx- 
presamente para hacerlo, es algo tan arreglado á la Constitución 
como el que contraiga una deuda, si la Ley le autoriza tzmbién 
para ello, 

La  Constitución exige que los empleos públicos sean creados 
por Ley, pero no exige una Ley especial para cada destino en 
particular. Así la Ley de I 5 de Octubre de 1875, sobrc Organi- 
zación y Atribuciones de los Tribunales, faculta al Presidente 
de la República para crear, previas tambidn las formalidades 
que clla misrna determina, ciertos etnpleos Ó cargos subalternos 
del Orden Judicial. 

La opinión de que cl Ejecutivo puede crear, por rncdio dc  
simples decretos, empleos públicos no retribuídos, no tiene base 
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en la Constitución, y ella ha  suscitado protestas en más de una 

ocasión. 
~ ~ í ,  en de la Cámara de Diputados de 6 dc Diciem- 

bre de 1871, los señores don Angel Custodio Gallo y don Fran- 
cisco Puelma sostuvieron, al tiempo de discutirse el Presupuesto 
de Relaciones Exteriores, que no había sido Constituci~nal el 
nombramiento hecho por el Ejecutivo en cl señor don Maxi- 
miano Errázuriz para Ministro Plenipotenciario de Chile en 
Viena, porque, aunque el nombrado lo hubiera sido sin sueldo, 
la creación de la Legación misma era materia de Ley. El señor 
clon Enrique Cood impugnó esa opinión, deduciendo la facultad 
del Ejecutivo del hecho de haber ciclo nombrado el diplomá- 
tico sin sueldo alguno, y de la atribución Constitucional que le 
compete de ~ o m b r a r  los Agentes Diplomáticos y Consulares. 

Nos parece, sin embargo, que una cosa es clMenr zma Lega- 
ción, y otra bien diversa mwz6rar al que debe servirla. La Cons- 
titución en ning~iiia parte confiere al Ejecutivo facultad de 
cjFenr enqleos sin sueldo, y sólo sí la de nombrar los empleados, 
presupuesta la creación del empleo por la Autoridad compe- 
tente. Nosotros no aceptamos el sistema dc  destinos grátuítos 
creados por medio dc simples decvetos. Semejante sistema des- 
truye por su base todo nuestro edificio Coristitucional, pues 
daría lugar á que el Ejecutivo creara entrc sus amigos acauda- 
lados, una falange de  empleados gratuítos, que ocuparan para sí 
los destinos públicos so color de que los servían de balde. 

Así podría el Ejecutivo crearse un Ejército pagado por sus 
amigos, y no se divisa tampoco por qué no habría de recibir dc 
&tos los fondos necesarios para sostenersc en el Poder, aun 
cuando las Cámaras se negaran á votar la Contribuciones. La  
pendiente del abuso es resbaladiza. 

Cuando la Constitución ha querido que los emplcos públicos 
sean creados por la Ley, no ha distinguido entre los pagados 
y los no pagados. H a  querido reservar al Congreso cierta in- 
tervención superior en los negocios con los cuales se relaciona 
el empleo que se trata de establecer. Para crear una Legación, 
por ejernplo, es tnenester apreciar las circunstancias que pueden 
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ó no hacerla necesaria ó conveniente, y no puede decirse que 
lo gvnt~líto del cargo, que es algo que depende en la mayor par- 
te de los casos, de las circunstancias especiales del nombrado, 
haya dc  hacer ilusoria esa intcrvención superior, que, en el 
Sistema Parlamentario, ejerce el Congreso aun sobre aquellas 
atribuciones del Ejecutivo que son de un carácter miis exclusi- 
vo, como el nombramiento de los Ministros del despacho y 
otras. 

Aunque cl caso á que acabamos de aludir ha ocurrido más de 
una vez, no creemos que deba ser imitado, pues no conocemos 
Ley alguna que faculte al Ejecutivo para crea7 Legaciones gra- 
tuitas donde le plazca. No existiendo esa Ley, no divisamos en 
qué pudiera fundarse el ejercicio de semejante facultad, sino en 
una práctica que ya es tiempo de  corregir, si nuestros Congre- 
sos no quieren continuar siendo, como hasta ahora, bien poco 
celosos de sus prorrogativas. Y la verdad cs que pocas de ellas 
han sido más atropelladas que la de crear empleos, á que se re- 
fiere la primera parte del inciso 10 del articulo 37 (28). 

E n  cuanto á la facultad de darpefzsio~les, m-ateria también d e  
Ley, segiin dicho inciso, no es cuestión Constitucional la de re- 
solver si las Cámaras deben votar, antes de decidir en materia 
de pensiones, si el individuo á quien ó á cuya familia se trata 
de concederlas, ha empeñado ó no la gratitud nacional. Esto 
es materia de simple trámite, que se rige por los reglamentos ó 
acuerdos interiores de las Cámaras mismas. 

Pero esa práctica, que se observó durante muchos años en la 
Cámara de Diputados, creemos que hasta 1852, se relaciona con 
un punto que es grave. 

Al hacer mérito de las pejrsiones, la Constitución separa la 
proposición i~riarpeiz~ioitzes~~ de la siguiente: ~ l y  decretar honores 
públicos á los grandes servicios,tl sólo por una coma, no por 
punto y coma, colno lo hace respecto de los períodos anterio- 
res. Luego es claro que el complemento final lfá.10~ grandes 

i 6 
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s e r v i c i ~ s , ~ ~  se refiere tanto al verbo dar como el verbo decretay, 
que están unidos por la conjuncidn copulativay, siéndole, enton- 
ces, que, como muy bien lo sostuvo el señor don Manuel Antonio 
Matta, cn sesión de la Cámara de  Diputados de  14 de  Agosto 
de 1858, la Ley no puede darjensiotzes sino á los grandes ser. 
vicios, y sólo 2 éstos; á pesar de que la opinión contraria, que 
en dicha sesión sostuvo el señor don LValdo Silva, según la cual se 
conceden pensiones á scrvicios que no son graizdes ni ?zotahZes, 
se ha convertido en una mala escuela que constituye al Estado 
en protector de  los desvalidos, y aun, en muchos casos, de  quie- 
nes no lo son. 

Nosotros, pensando como el señor Matta, desearíamos que 
cada vez quc se tratara de darpel.tsio?zes, las Cámaras recorda- 
ran previaine~zte, restableciendo el trámite que antcs se cmplea- 
ba en la de Diputados: que sólo es Constitucional acordarlas á 
los gyatzdes servicios. Tal es la voluntad de la Lcy F~indamcn- 
tal, voluntad que dcbe ser siempre respetada (1). 

O * * 
Y 2quC se entiende por Iionores f~iblicos para los efectos dc la 

(1) Según la Ley de ro  de Septienibre de 1887, las solicitudes que ten- 
gan por objeto conceder pensiones, donaciones ó condonaciones de deudas, 
O que importen abono de serricios civiles O militares, deben ir acoiiipafia- 
das de certificados de los Secretarios de anibas Gniaras  que acrediten si el 
peticionario ha formulado en los cinco años precedentes otra solicitud con el 
misino objeto, y cuil  resolución harecaido en ella, si la hubiere habido, ri fin 
de que no se toma en consideración en una Ciinara estando pendiente e11 la 
otra, y para los efectos que prerieile el articulo 42 (33)  de la Constitución. 
Las solicitudes y 9;tociortes referentes ri estas materias, no p~ieden ser consi- 
deradas sin el informe de la Comisión respectiva, la cual se pr3nunciari 

~ra.i~zttzrr~te, cuando se trate de servicios prestados a la acerca de si 
dichos servicios han coinpron~etido 6 nh la gratitud nacional. Cada Cimara, 
al resolver sobre dichas mociones O peticiones, decidiri, tainbiénj!wrviniiten- 
te, si los servicios que se alegan han conipi-oriietido ó no la gratitud riacio- 
nal Estas solicitudes Ó mociones no pueden ser firmadas por inás de dos 
iiiieii.ibros del Congreso, y deben ser consideradas por orden de antigüe- 
dad, salvo que se acuerde la preferencia en  1-otacióii secreta por los tres 
cuartos de lo5 iniembros prekentes. (iITot~z ~ ~ Z A Z C ~ L ~ Y . )  



disposición que examinamos? El Senado, después de una larga 
discusi8n promovida en sus sesiones de 8 y 10 de Julio de I 846, 
con ocasión de un Proyecto que tenía por objeto honrar la me- 
moria del señor don Mariano Egaña, resolvió, por once votos 
contra cinco, que podía decretar por sí sólo honores e71 SIL re- 
cinto, decidiendo asi que ellos no tienen el carácter de pziblicos. 
A la verdad que no es fácil comprender lo que se entiende 

por honor pziblico, si no lo es, por ejemplo, colocar el retrato del 
honrado en el liigar donde tiene sus sesiones una de las Cátna- 
ras. Lo visible ú ostensible del honor tampoco decide acerca de 
su carácter depziblico, :porque se han tributado entre nosotros 
honores tan visibles, como el de levantar estatuas en las calles, 
pfazas ó paseos, costeadas sólo con erogaciones particulares y 
sin que ninguna Ley las haya decretado. 

La  columna trajana que tenemos en Santiago, con los perfi- 
les de los señores Nenavente, Tocornal, Sanfuentes y García 
Reyes, nos parece que es un honor público, si por público sc 
entiende lo que estA á lo vista de todos. L o  son tambien la esta- 
tua de Cochrane en Valparaíso, la de Wheelmright en el mismo 
puerto. Y sin embargo, en todos estos casos y en muchos otros, 
honores que son públicos en el sentido que acabamos de  indi- 
car, no han sido autorizados por Ley alguna. 

Debemos, en consecuencia, deducir de lo que precede, que, 
según la inteligencia prácticamente dada á la Constitución, y 
que, por lo demás, guarda armonía con la que se ha dado á la 
segunda parte del artículo 5.O ( 4 . O ) ,  sólo se entiende que es $22- 

blico el honor votado por el Congreso á exfensczs de la Nación. 

Awziznistía, segilin el Diccionario de la Real Academia -Espa- 
ñola, es: flOlvido de los delitos polz'ticos, el cual decreta el So- 
beranoll. Indulto es: llGracia por la cual el superior ~efitite la 
ama, 6 exceptúa y mime  á alguno de la Ley ó de otra cual- 
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quiera obligación~~. La amnistia, según el artículo 93 de nues- 
tro Código Penal, número 3.O, 1ie.ztingue por corizpZeto la pena y 
todos szls efctos;?, la gracia de indulto, según el número 4.0 del 
mismo articulo, ~lsólo remite 6 co~znzr~ta la pena; pero no quita 
al favorecido el carácter de coizdenndo para los efectos de la rein- 
cidencia 6 nuevo delinquimicnto y demás que determinan las 
Leyesll. 
F Scgún esto, la amnistia recae sobre delitos políticos; el indul- 
to sobre delitos comunes; aquélla borra el hecho y todos sus 
efectos desaparecen para la Ley; Cste no borra el hecho, sino 
que perdona la pena, sin que desaparezcan para la Ley todos 
los efectos de aquél (1). 

Estas distinciones tan marcadas, y que todos los jurisconsul- 
tos han aceptado sin discusiór~, nos parece que fueron olvida- 
das por la Ley de 8 de Noviembre de 1865, que dice así: llSe 
concede amnistía á todos loc comprometidos en el hecho que 
tuvo lugar en la ciudad de TaIca el 7 de Julio último, que- 
dando en consecuencia fenecidos los juicios que hayan tenido 
origen 6 sido consecuencia de ese hechotl. 

El hecho á que esa Ley alude fud el de haber sido quemada 
en la plaza de Talca una copia de cierta Sentencia dada por la 
Corte de Apelaciones de Santiago, en la causa criminal promo- 
vida por un vecino de aquella ciudad contra el Juez Letrado 
de la Provincia. El delito era él de desacato ó falta dc respeto 
á la Corte; su carácter era, por consiguiente, el de delito co- 
vzzin. 

Si esto es así, no debió dictarse una Ley de nnznisti'~, desde 
que ésta no tiene aplicación sirlo tratándose de dclitos polí- 
ticos. 

Por otra parte, encontrándose pendientes los procesos á que 
aquel hecho dió origen, nos parece que la Ley citada violó el 
artículo 108 (99) de la Constitución, porque con ella se entor- 

(1) La arnnistia es una medida general que se aplica A una categoría de 
$~vso~zns; el indulto es la remisión total b parcial de la penn pronunciada 
contra zla i7zn'ividtco. (fVatn rlei At~t(1v.) 



peció y paralizó la acción de los Tribunales en caiisas de que 
se hallaban conociendo. 

Más todavía, lcómo concebir amnistía ó indulto donde 110 ha 
habido condenado? Si todo procesado tiene derecho á ser re- 
putado como inocente, mientras no declara lo contrario una 
Sentencia ejecutoriada, mal se comprende que se amnistíe Ó in- 
dulte al inocente. No se puede extinguir ni remitir una pena 
que no existe, desde que no ha sido aplicada. 

Creemos que la Ley á que hemos llamado la atención fu i  
aconsejada por móviles sanos y elevados en los difícilos mo- 
mentos que la guerra con España acababa dc  crear al país; 
pero creemos que ella es Constitucionalmeiite objetable en mAs 
d e  un sentido, y que no debe admitirse como precedente digno 
de ser imitado. 

Ida Ley solamcnte puede conceder indutos generales y nin- 

nistias. Aunque la Constitución emplea la conjución ópara unir 
las dos expresiones, ellas tienen, como lo hemos indicado ya, 
bien distinta significación. Los indultos pnrticulares sólo pue- 
den ser concedidos por el Presidente de la República, conforme 
á la parte 1 5  del artículo 82 (73), salvas las excepciones que 
ella misma determina. 

Siendo esto así, es evidente que el Congreso, fuera de los 
casos de excepción allí expresamente enumerados, no puede 
otorgar indulto alguno particular. Por consiguiente, el que las 
Cámaras pretendieron conceder á don Juan Aldunate en 1849, 
por medio de un Proyecto de Ley, fué insconstitucional; y el 
Presidente de la República obró bien al devolver dicho Proyec- 
to  ai Congreso desechándolo en el todo, como lo demostró per- 
fectamente el señor don Manuel Antonio Tocornal Grez, enton- 
ces Ministro de Justicia, contestando, en sesión de la Cámara 
de Diputados 31 de Octubre de 1849, á las observaciones que 
el señor don Federico Errázuriz formuló acerca del ejercicio 
del veto por parte del Ejecutivo en aquel caso. 
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Inciso 12 

NO hay pleonasmo cn este inciso. Una cosa es el lugar don- 
de debe residir la Representación Nacional, ó sea la capital de 
República, porque forman parte de la referida Representación 
el Presidentc.de :a República y otras Autoridades, como la Cor- 
te Suprema, Corte de Apelaciones dc Santiago; etc.; y otra di- 
versa es el luga; donde debe tener sus sesiones e¿ Congyeso, lugar 
que la Constitución no ha querido que éste solo pueda cambiar 
á su arbitrio, exigiendo por eso que el asunto sea materia de 
Ley, á fin de que tan grave medida jamás llegue á realizarse 
sin la concurrencia del Ejecutivo. 

No conocemos la Ley especial que haya declarado que San- 
tiago es la capital de la República, y que en dichacapital deba 
tener sus sesiones el Congreso. No ha llegado el caso de apli- 
car el precepto contenido en este inciso, desde 1833. 

iiSon atribuciones exclusivas de la Cámara de Dipu- 
tados: 

i i  I .a Calificar las elecciones de sus miembros, conocer 
sobre los reclamos de iiulidad que ocurran acerca de 
ellas, y admitir su dimisión, si los motivos en que la fun- 
daren, fueren de tal naturaleza que los imposibilitaren 
física 6 nioralmeilte para el ejercicio de sus funciones. 
Para calificar los motivos, deben conciirrir las tres cuartas 
p r t e s  de los Diputados presentes. 

112." Acusar ante el Senado, cuando hallare por con- 
veniente hacer efectiva la responsabilidad de los siguien- 
tes funcionarios: 

11Á los Ministros del Despacho, p á los Consejeros 
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de Estado en la forma, y por los crímenes señalados en 

los artículos 92, 93, 94, 95, 96, 97 -y 107 (83, 84, 85, 
86, 87, 38 y 98). 

. 

IIÁ los Generales de un Ejército ó Armada por haber 
comprom26ido gravemente la seguridad y el honor de 
la Nación; y en la misma forma que á los Ministros del 
Despacho y Consejeros de Estado. 

1iÁ los miembros de la Comisión Conservadora por 
grave omisión en ciimplimiento del deber que le impone 
la parte 2." del aiticulo 58 (4g). 

iiÁ los Tntendentes de las Provincias por los crímenes 
de traición, sedición, infracción de la Constitución, mal- 
versación de los fondos públicos y concusión: 

iiÁ los Magistrados de los 'Tribunales Superiores de 
Justicia por notable abandono de sus deberes. 

ii En los tres últimos casos la Cámara de Diputados 
declara primeramente si ha lugar ó n6, á admitir la pro- 
posición de acusación, y después, con intehalo de seis 
días, si ha lugar á la acusación, oyendo previamente el 
informe de una Comisión de cinco individuos de su seno, 
elegida rí la suerte. Si resultare la afirmativa, nombrará 
dos Diputados que la formalicen y prosigan ante el Se-  
llado. 11 

* 
5% * 

Primera atribución 

La disposición de la parte 1." del artículo 38 ( 2 9 )  referente á 
la dimisión de los Diputados no ha sugerido cuestión alguiia 
pues hnsta ahora jamás ha llegado el caso de aplicarla (1).  

(1)  El caso se ha presentado en 1885. El señor don Manuel Antonio 
Matta hizo renuncia de sil cargo de Senador, renuncia que no fue aceptada 
por el Senado. (Notfl &l Az~tor.) 
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Muy distinta cosa ha sucedido con la disposición referente á 
la calificación de las elecciones de los Diputados, la cual ha 
suscitado siempre idéntica cuestión en el pritner año de todos 
los Legislativos que se han venido sucediendo des- 
de ~Sqg,y  cuestión quc, á la verdad, ha sido resuelta siempre, y 
no podía sino serlo así, en el sentido de establecer una diferen- 
cia marcadísima entre la atribución Constitucional que á la Cá- 
mara compete de calificar las elecciones de sus miembros, y la 
atribución meramente reglamentaria de calificar lospoderes que 
ellos presentaren. 

Hay distinciones que fluyen de la Ley de la necesidad, de 
la naturaleza misma de las cosas. Si la Cámara no hubiera de 
comenzar sus operaciones por la calificación de los poderes de  
SLIS miembros, ¿cómo se constituiría? Y obsérvese que, mien- 
tras no se constituye, no es ni ipuede llamarse una parte de la 
Representación Nacional, como muy bien lo hacía notar el se- 
ñor don Domingo Arteaga Alemparte, en sesión de la Cámara 
de Diputados dc  S de Junio de 1867. E s  preciso, como él lo 
decía, empezar por el principio, y para ello no existe ternpera- 
mento mfis adecuado que el que constantemente se ha adoptado, 
de hacer ante todo la calificación de los poderes, sin perjuicio 
de considerar más tarde el fondo mismo de la elección, si á ello 
hubiera lugar. 

Renovada la Cámara por la elección del pueblo, conforme á 
la ¿ey, es sabido que 105 presuntivamente electos reciben una 
copia del acta dc  la respectiva Junta Escrutadora Departamen- 
tal, copia que les sirve de credencial ópoder para concurrir á las 
sesiones preparatorias de la Cámara. 

E s  evidenfe, sin embargo, que los electos no pueden ser re- 
putados coino verdaderos Diputados, mientras su elección no 
haya sido calificada por la Cámara, ya que es posible que dicha 
elección haya sido nula ó viciosa. Y como todos los presuntos 
miembros de la Cámara se encuentran en idéntico caso, resul- 
taría que no habría medio posible de hacer la calificación de  
una manera seria y formal, si no se arbitrara algún expediente 
para constztziir b la Cámara misma desde luego. 



Con el sistema de principiar por el examen de los poderes, 
sin perjuicio de la calificación posterior de la elección, cuando 
ésta diere lugar 5 objeciones, se salva todo inconveniente, y se 
llega al resultado de colzstitz~ir la Cámara con celeridad. 

E n  la sesión preparatoria que la Cámara de Diputados cele- 
bra el 29 de Mayo ( 1 )  con posterioridad á la elección de sus 
nuevos miembros, sc designa una Comisión de cinco de éstos, 
con el exclusivo objeto llde exanzi~zar los poderes de los electos 
y de presentar, respecto á ellos, los correspondientes informes 
6 la Cámara en su primera sesión ordinaria,,. 

Esta Comisión se limita sólo á examinar la forma exter~ta 
de los poderes, esto es, si están realmente conformes con el 
resultado del acta de la Junta Escrutadora General y con el de '  
los escrutinios parciales de cada Junta Receptora; si vienen fir- 
mados'por Autoridad compc;tentc; y en surna, si del mismo po- 
der no aparecen vicios 6 defectos que 1.0 hagan insuficiente para 
que quien lo presenta sea admitido á funcionar, aunque sea 
provisionalmente, como miembro electo de la Cámara. Esta, a1 
aceptar corrio suficiente un poder, no hace otra cosa que pro- 
nunciarse acerca de su forma externa y aparente; y reserván- 
dose la facultad de decidir acerca del fondo mismo de la 
elección, no confiere al Diputado, cuyo es el poder, sino una 
Representación condicional que se convierte en definitiva y es- 
table, si la elección misma, como suczdc en la gran mayoría d e  
los casos, no es objetada por miembro alguno de la Cámara, ni 
impugnada comb mala por ningún ciudadano dentro del tér- 
mino fijado por la Ley. 

Si el poder no estiiviere en orden, porque no emana de Auto- 
ridad competente; porque el resultado del escrutinio aparece 
falseado en él mismo; porque contiene borraduras, raspaduras 
Ó falsificaciones, ó por otro motivo cualquiera que, resultando 

(1) Esa sesi6n se celebra ahora el 15 de Mayo, segun el articulo 97 de la 
Ley Electoral de 9 de,Enero de 1884, según el articulo IOO de la Últiina Ley 
de Elecciones de 2 0  de Agosto de 1890 y segúnal Reglamento de la Cáina- 
ra de Diputados, reformado el 10 de Enero de 1885. (Noya de¿ Autor.) 
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de su misma inspección lo haga indigno de fe, la Cámara no lo 
acepta, y, mientras llega el momento de pronunciarse acerca 
de la elección misma, no es admitido A funcionar como Dipu- 
tado quien lo presentd. 

Aprobados tantos poderes cuantos fucrcn menester 10 me- 
nos para que haya pz~orz~nz, en la forma sumaria y expedita 
que acabamos de indicar, la Cámara queda ya en aptitud de 
pronunciarse acerca de los poderes que no consideró adinisi- 
bles prima-fnrin, resolviendo las ciiestiones de forido que se 
relacionan con la elección, entrando á la rnlz3cació~z de ésta y 
fa11 ando los ?~eclanzos de nzrlirlnd peildieztes. 

Si la calificación delpoder, como lo hemos dicho, conforme á 
la práctica invariablemente observada por la Cámara de Dipu- 
tados, es algo que en nada menoscaba el ejercicio de las atribu- 
ciones Constitiicionales de ésta para calificar la elecció~z, es claro 
que, cuando un poder es calificado de suficiente, no qiicda re- 
siielto que la eleccié~z es correcta ni válida. Y, al revés, cuando se 
califica una elecczórz como ilegal, cuando es declarada nula, el po- 
der cae por tierra, cesando la Representación de quien lo exhibió. 

Calz3car zlnn elección, es ejercer cuantas atribuciones fueren 
necesarias para depurarla de los vicios de que adoleció, y para 
restablecer la verdad del sufragio, alterada por cualquier moti- 
vo. Así, al ejercitar aquella facultad, piiedc la C:áinara rectificar 
escrutinios; puede ordenar que se le remitan las actas parciales 
para verificarlo, cuando se hubicre negado a hacerlo la Autori- 
dad establecida por la Ley; puede anz~lar de o'ficio, ó sin peti- 
ción de  persona extraña, la elección que califica; puede, en fin, 
si acepta la elección como válida, corregirla de  los dcfectoc con 
que se la hubicre falseado, para hacer que su resultado favorez- 
ca á quien fué el verdadero elegido del pueblo, y para evitar 
que usurpe la Representación de Cste quien careciere de título 
para asumirla. 

Citaremos algunos casos prácticos en comprobación de lo que 
acabamos de afirmar. 

En sesión de 7 de Junio de 1864, la Cámara de Diputados, 
al ocuparse en los poderes que, por el Departamento de Val- 
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paraíso, le habían presentado los señores don Antonio Varas, 
don Domingo Santa María y don Ignacio Zenteno, como 
Diputados propietarios, y los señores don Adriano Borgoño y 
don Justo Arteaga Alcmparte como suplentes, observó que de 
esos mismos poderes resultaba que el señor Zenteno había ob- 
tenido sólo cuatrocientos treinta y seis votos para Diputado 
propietario, al paso que el señor don José Victorino Lastarria y 
don Victorino Lastarria, nombres que evidentemente se referían 
á una sola persona, y que la Municipalidad de Valparaiso quiso 
considerar como dos diferentes, había obtenido cuatrocientos 
cuarenta votos. Observd que el seííor Arteaga había reunido 
sólo cuatrocientos treinta y seis votos para suplente, al paso que 
del poder resultaba que el señor don FranciscoVargas Fonteci- 
Ila reunía cuatrocientos cuarenta, aplicándolz, coino era eviden- 
te, los votos emitidos en favor suyo y los emitidos en favor de 
don Francisco Vargas Fztetztecilla, que dicha Municipalidad 
tuvo también la idea de considerar como personas difercrites. 

Persuadida'ld Cámara de que aquello importaba un ardid in. 
aceptable, y de que don José Victorino y don Victorino Lasta- 
rria eran una misma persona, como lo cran también una misma 
don Francisco Vargas Fztetztecilla 6 Fo/ztecilla, pues se sabía 
muy bien quiénes habían sido los candidatos de cada partido; 
cal$caízdo la elecciórt, lapdepuró de aquel vicio, y, rect~jicnndo el 
escrutiitio, declaró, por cuarenta y cinco votos contra cinco, que 
cran Diputados por Valparaíso los señores Lastarria y Vargas, 
y que no lo cran los señores Zenteno y Arteaga. 

La misma Cámara, en sesión de g del citado mes y año (Ju- 
nio de 1864), al ocuparse en los poderes duales que habían pre- 
sentado por el Departamento de Pelorca los señorcs don Luis 
Ovalle y don Waldo Silva, resolvió que no eran bastantes los 
poderes de aquél ni los de éste. Acto continuo acordó, por 
treinta y cinco votos contra quince, oficiar al Presidente de 12 

Repíiblica á fin de que impartiera las órdenes necesarias para 
qzie se veuzjicarn nueva ekcción en Pctorcs, con lo cual declaró 
virtualmente nzlla la que había tenido lugar en Marzo anterior, 
tí pesar de que nadie hnbia inicindo reclanto en ese sentido, 
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Igual cosa decidió la misma Cámara, en sesión de 18 de Ju- 
nio de 1867, declarando quc no aceptaba los poderes de ningu- 
no de 10s grupos de la dualidad formada en'linares, y acordando 
hacerlo saber al Ejecutivo para que sc procediera á nueva elec- 
ción, sin qzre kzrbiera precedido reclamncióiz a&z~na de nulidad 
E n  sesión de 5 de Julio de 1870 declaró también nulas las elec- 
ciones del Departamento de Cauquenes, verificadas el 3 de 
Abril de ese año, sin que se hubiera entablado tampoco reclniiza- 
cióit en ese seiztido. 

E n  sesión de 2 de Junio del citado año de 1870, la Cámara de 
Diputados rectzji?có elescrzltiizio de las elecciones de Copiapó, de- 
clarando que los electos por aquel departameiito eran los seño- 
res don Pedro León Gallo y don Manuel Antonio Matta, y no 
los señores don Miguel Luis Amunátegui ni don Luis Pereira, á 
quienes habían sido remitidos los poderes. 

E n  sesión de 28 de Julio del mismo año, tratando de los po- 
deres de la elección del Departamento de Petorca, la Cámara 
de Diputados, rectificando otra vez el escrz~tinio, proclamó como 
Diputados propietarios á los señores don Ambrosio Montt y 
don Ramón Cerda, y como suplente al sefior don Miguel Cru- 
chaga, en lugar de los señores don Ruperto Ovallc, don Pablo 
Flores y don José Antonio Soffia. Esta resolución fué adopta- 
da por treinta y ocho votos contra ventisiete. 

En  sesión de 1 1  dc Junio anterior la Cámara había hecho 
algo más grave. Como la Municipalidad de Freirina se hubiera 
negado á verificar el escrutinio de la elección de Diputados que 
se efectuó el 3 de Abril de 1870, elección cuyo resultado había 
füvorecido al señor don Ambrosio Montt, la Cámara ordenó 
que se le remitieran las actas de los escrutinios parciales de las 
mesas receptoras, y supliendo la omisión de la referida Munici- 
palidad, practicó ella misma el escrutinio en dicha sesión, y de- 
claró al señor Montt Diputado por aquel Departamento. 

La  observacióli que entonces hizo el señor don Vicente San- 
fuentes, idéntica á la que el señor don Antonio Varas había 
hecho en 1864, en el caso de los señores Lastarria y Zen- 
tcno, de que la facultad de escrutar no corresponde á la C4- 



mara, porque entonces la Ley la encomendaba á las Muni- 
cipalidades (hoy A las Juntas Escrutadoras que crea la Ley 
de 12 de Noviembre de 1874)~ nada arguye en contra del pro- 
cedimiento observado por la Cámara en los casos que hemos 
recordado; porque rectzj?cnr, corí-egir ó co?npletn~ un escrutinio, 
es algo tan distinto de escrutar, como lo es fallar un proceso 
en primera instancia de revisarlo en segunda. Como quiera que 
sea, suponemos que nadie sostendrá que una elección correcta, 
~nente  hecha en favor de una ó más personas haya de quedar 
sin efecto porque la Autoridad encargada por IaLey del escru- 
tinio final se niegue á hacerlo. Entonces, la Cámara, que se ve 
así ajada en uno ó varios de sus miembros, pone en ejercicio la 
facultad que le acuerda la Constitz~cicín de cnlzj?cczr la  elección, 
facultad que envuelve tocias, ubsolz~t~znzente todas las necesarias 
para hacer que prevalezcan la luz, la verdad y la justicia. 

Si para ello es menester escrutar, escrutará la Cámara. Si, al 
ocuparse en el examen de la elección, encontrare que es nula, 
la declarará nula de o$cio, como lo ha hecho en varios de los 
casos que hemos apuntado. 

Nos parece que lo dicho basta para manifestar que calzj?cnr 
poderes es bien distinta cosa de calzj'ica~ elecciones. Esto último 
lo comprende todo; es el género respecto de la especie, si nos 
es permitido expresarnos así. Cuando se califica una eleccióiz, la 
Cámara la declara válida Ó nula en definitiva, aunque no hubie- 
re habido recl(ri~zo. Cuando éste se entablare en forma, debe 
procederse conforme á lo dispuesto en la Ley de Elecciones 
Por lo demás, la práctica constante de nuestras Cámaras ha re- 
suelto ya uniformemente la cuestión que ha motivado las ob- 
servaciones precedentes, en el sentido que dejamos indicado, 
único conveniente, razonable y posible. 

L a  aprobación de los poderes, lo repetimos para concluir, no 
excluye los reclamos de  nulidad pendientes, ni los que pudieran 
entablarse dentro del término señalado porala Ley, ni estorba 
la calificación posterior de la elección misma, si fuere necesaria 
Aquella resolución, meramente provisional, nada prejuzga acer- 
ca del fondo de la elección, y por eso los poderes se aprueban 



siempre sirc per j~ic io  de reclamos de ~tzrlidad. Así lo resolvió la 
Cámara de Diputados, por cuarenta votos contra tres, en sesión 
de 8 de Junio de 1849, y asi lo ha decidido constantemente en 
todos los períodos Lcgislativos en que se ha suscitado la cues- 
tión. Esta puede, por lo tanto, considerarse coino resuelta dcfi- 
nitivamente por nuestras prácticas parlamentarias, ya tan cla- 
ramente establecidas, que hacen innecesaria mayor digresión. 

Segunda atrib;ción 

La atribucijn de acusar 4 ciertos altos funcionarios públicos, 
que la parte 2.a del artículo 38 (29) confiere á la Cámara de 
Diputados, es exclusiva sólo en cuanto á acusarlos ante el Se- 
izado. Así, algunos de esos funcioriarios pueden ser acusados 
ante la Justicia ordinaria por el Ministerio Público ó por iin 
particular, y en razón de los rnismos delitos que autorizarían á 
la Cámara de Diputados para llevarlos á la barra del Senado. 

Siendo la Cámara de Diputados la única Autoridad que pue- 
de acusar ante el Senado á ciertos funcionarios públicos, es 
evidente entonces que, si algún individuo que no fuere miembro 
de aqiiélla, solicitare que ponga en ejercicio esa facultad, la so- 
licitud no tendría consecuencia ni importancia alguna, si no fue- 
ra patrocinada por algún Diputado que la acogiera como suya, 
según se resolvid en el caso que recordamos al ocuparnos en el 
inciso 6." del artículo 12 ( IO),  en la parte referente al derecho 
de petición. Y en idéntico sentido fueron resueltas peticiones 
análogas en sesiones de la Cámara de Diputados de 18 de Agos- 
to de 1852 y de 27 de Julio de 1853, en que se devolvieron al 
selior don Ignacio de la Carrera, por no Iiaber sido patrocina- 
das por ningún Diputado, las solicitudes en que pedía á la Cá- 
mara encargara á alguno de sus miembros que acusasen ante el 
Scnado á los Magistraclos de una de las Cortes Superiores, que 
le liabían inferido perjuicio en una Sentencia confirmatoria por 
ellos pronunciada. 



En el caso de poder ser acusado ante la Justicia ordinaria 
por el Ministerio Público ó por un particular, se encuentran los 
Generales, los Iritendentes de Provincia y los Magistrados de 
los Tribunales Superiores de Justicia. Así, se ha dado ejemplo 
de Intendente, no solameiite acusado ante los Tribunales ordi- 
narios por el crimen de infracción de la Constitucic;n, sino tam- 
bién condenado por éstos. 

De acusaciones contra Generales de Ejército ó Armada ini- 
ciadas por la Cimara de Diputados ante el Senado, no se ha 
presentado en Chile caso alguno. Si llegara á ocurrir, lo que 
no esperamos, se sujetarían á las mismas reglas que las de los 
Ministros del Despacho y de los Consejeros de Estado, en las 

cuales nos ocuparemos al estudiar los artículos 92 á 97 y 107 
(S3 á SS y 10%) de la Constitución. 

El artículo S3 (74) no:' proporcionard ncasión para ocuparnos 
también en las acusaciones que es lícito entablar contra el ex -  
Presidente de la República, dentro del término, en la forma y 
por los crímenes que dicho artículo determina, 

Por el motneiito, nos corresponde recordar las cue.iticiies á 
que han dado lugar las acusaciones contra los Intendentes y 
Magistrados de los Tribunales Superiores, las cualcs, del mismo 
modo que las que la Cámara dc Diplitados iniciare contra los 
miembros de la Comisión Conservadora por grave omisión en 
el cumplimiento del debcr que les impoile la parte 2." del ar-  
tículo 58 (49), se sujetan á las formalidades especiales que es- 
tablcce el último párrafo del artíciilo gS (29). 

Notarernos desde luego, y por punto general, que la Cániara 
de Diputados ejerce la facultad de acusar, bien sea que se en- 
cuentre fu~icionaiido en sesiones ordinarias ó en-traordi~zarlcts, 
sin necesidad dc quc cl Ejecutivo incluya la acusación en la 
convocatoria. Así se dcduce de las Palabras czlando 'o/~nllct?*r.por 
cor~-~e?ziente, que emplea la Constituci8n en cl primer párrafo dc 
Icl atrihucióii que es materia de nuestras observacior~es, y así lo 
ha resuelto la práctica constante de  tiuestras Cámaras, práctica 
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que es perfectamente correcta y Constitucional, coino lo mani- 
festaremos al estudiar las cuestiones que ha sugerido la aplica- 
ción del artículo 53 (44). 

0 * * 
No ha ocurrido caso :alguno de acusación contra miembros 

de la Comisión Conservadora. Atendida la naturaleza de las 
funciones que á ésta encomienda el articulo 58 (49), y tomando 
en cuenta que sólo son acusables sus miembros cuando omiten 
dirigir al Presidente de la República representaciones condii- 
centes á velar por la observancia de la Constitución y de las 
Leyes, y A prestar protección á las Garantias Individuales, nos 
parece poco menos que imposible que ocurra el caso de tal 
acusación, pues, para que ella tuviera algún fundamento, sería 
menester probar, no sólo quc hubo una infracción de ia Corsti- 
tución ó de la Ley, ó un atropello de las Garantías Inrlividua- 
les de cierta gravcdad, sino que los miembros de la Comisidn 
Conservadora tuvieron noticia del hecho, que lo calificaron 
como de tal infracción ó atropello, y que, á pesar de esto, incu- 
rrieron en la grave omisión de no representarlo al Presidente 
de la República. 

La  Constitución, t1espué.i del párrafo destinado á la acusación 
contra los miembros de la Comisión Conservadora, respecto del 
cual cs inútil agregar cosa alguna á'lo ya dicho, establece que 
los Intendentes de Provincia pueden ser acusados ante el Se- 
nado por la Cámara de Diputados por los crímenes de traición, 
sedición, infracción de la Constitución, malversación de los fon- 
dos públicos y concusión. 

De estas acusaciones ha habido más de un caso, y ellas han 
sugerido las siguientes cuestiones: 1.") {dentro de qué término 
puede un Intendente ser acusado por la Cámara de Diputados 
ante el Senado? 2.a, {qué se entiende por crimen de inf~acció~z 
de la Constitz~ción para los efectos de tal acusacióri? 3.a) {puede 
la Cámara dc  Diputados proponer votos de  censura contra un 
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Intendente? 4.",-ipuede dicha Cámara acusar ante el Senado 
á un Gobernador? 

96 * * 

Privrtera cz~estión.-En cuanto al tiempo dentro del cual pue- 
den ser acusados los Intendentes, obsérvese que Ic. Constitución 

guarda completo silencio, y otro tanto sucede respecto de todos 
aquellos funcionarios que son acusables ante el Senado por la 
Cámara de Diputados, con excepción solamente del Presidente 
de  la República y de los Ministros del Despacho. En cuanto al 
primero, el artículo 83 (74) fija para la acusación el año inme- 
diato á la expiración del período Presidencial; en cuanto á los 
últimos, el artículo IOI (92) señala el término del ejercicio del 
cargo y los seis meses siguientes á la separación. 

Pues que nada dice la Constitución respecto al plazo dentro 
del cual son acusables por la Cdmara de Diputados los Inten- 
den te~ ,  Magistrados de los Tribunales Superiores y demás fun- 
cionarios á que se refiere la parte 2." del artículo 38 (29) (Con- 
sejeros de Estado, Generales de Ejército ó Armada y miembros 
de la Comisión Conservadora), parece evidente que sdio pueden 
ser acusados nzzefztras ejercen su5 funciones, ya  que, una vez que 
hubieren cesado de desempeñarlas, desaparecería el fundamen- 
to en que descansa principalmente la facultad excepcional de 
acusar, que en todos los paises sujetos al sistema Representati- 
vo, corresponde y debe corresponder á la Cámara de Diputa- 
dos, de Representantes ó de los Comunes, ante la otra Cámara, 
Este fundamento es la necesidad de obtener que un funcionario 
indigno sea separado del puesto que no podría continuar des- 

.empeñando sin grave ofensa para la vindicta pública. 
Hé aquí por qué el artículo 98 (89; de la Constitución, al de- 

terminar las facultades que el Senado ejerce en el juzgamiento 
de los funcionarios que ante él puede acusar la Cámara de Di- 
putados, establece que la declaracijn de culpabilidad hecha por 
aquel cuerpo produce la destitz~ción del acusado, el cual debe 
ser juzgado coz arreglo n' Lzs Leyes por el Tribunal orditzario 
covrqetente tanto para la aplicación de la pena señalada al de- 

17 



lita cometido, cuanto por hacer efectiva la responsabilidad ci- 
vil por los dafíos y perjuicios causados al Estado Ó á particu- 

lares. 
Así, como sucede en Inglaterra, según dice Macaulay, desde 

la caída de Roberto Walpole en 1742, debe repritarse la pértli- 
da del cargo y la desaprobación pública como un castigo sufi- 
cicnte para los errores dc  la Admiiiistración no imputables á 
liechos personales de corrupción. De estos últimos, toda vez 
que constituyan delitos, debe buscarse el castigo ante el Tribu- 
tial ordinario competente. 

Luego, pues, y exceptuando los casos de acusación contra cl 
Presidente y sus Ministros, porque recpccto de ellos la Coilsti- 
tución 'dispone otra cosa, por motivos que á su tiempo indica- 
remos, es obvio que un Intendente no p~iede ser acusado por la 
Clrnara de Diputados una vez que hubiere dejado de serlo. L a  
Constitución autoriza á dicha Cámara para acusar B los Inten- 
den te~ ,  mas no á los ex-Intendentes de Provincias. Otro tanto 
decimos de los*lliIagistrados de los Tribunales Superiores dc 
Justicia, de los Consejeros de Estado, Genei-ales de Ejército ó 
Armada y miembros de la Comisión Conservadora. 

La  opinión que acabamos de emitir fué sostenida en sesión 
de la Cámara dc Diputados de 3 de Julio de 1849 por cl señor 
don Juan Bello, y en la de 7 del mismo n-ics y año por el señor 
don José Victorino Lastarria. En  idéntico sentido discurrió el 
señor don Marcial Martínez cuando, al dar cuenta el señor Mi- 
nistro del Interior, don MigueI Luis Atnunátegui á la Cámara 
de Diputados, en sesión de 27 de Noviembre de 1869, de que el 
Intendente del Maulc, señor don Nicolás Figueroa, acababa dc  
ser reemplazado, declaró en el acto que no tenía ya objeto y que 
no podía scr vectilada la aciisación que contra dicho Intenden- 
te pendía ante la CAmara. Esta aceptó, cn su sesión inmediata 
de zg del misino mes, la manera de ver del señor Martínez, 
admitiendo el retiro de la acusación por cuarenta y cuatro votos 
contra seis, y sancionando aqí la teoría que dejamos expuesta, 
cuya verdad nos parece inco~itrovertible. 

Esta teoría es tanto más i-ieccsaria, cuanto que la jurisdicción 
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verdaderamente excepcional que, en virtud de sus atribuciones 
inspectivas, deben ejercer las Cámaras, la una acusando y la 
otra juzgando, no conviene sea ampliada más allá de 10 estric- 
tamente necesario, á fin de que haya algún Iíinitc para el ejer- 
cicio de tan extraordinarias facultades, y se evite el peligro de 
que lajusticin que administran Ias Cámaras, sea frecuentemen- 
te p o c o j ~ s t a ,  y se inspire, como de ordinario sucede, cn pasio- 
nes políticas del momento. 

Una vez separado del puesto el funcionario que se intenta 
acusar, está satisfecha la razón cn que reposa el sistema de 
acusaciones extraordinarias á que se refiere la parte 2." del ar- 
tículo 38 (29j, y debe cesar ó suspenderse la acusación, menos 
en los casos en quc la Constitución inisina disponga otra cosa. 

Seg~lrzda cuestiÚx.-La infracción de una Ley, y especial- 
mente de aquellas á que se refiere la Coastituciót~, ¿importa cri- 
rnen de iizfracción de ésta para los efectos de una acusación 
contra Intendentes de Provincia? 

Esta cuestión se debatió extensamente en sesión de la Cá-  
mara de Diputados de 28 de Abril de 1864, con ocasión de las 
acusaciones entabladas contra los Intendcntes de Aconcagua y 
de  Colchagua, seiíores don José Antonio Pérez Mascayano y 
don Angel Prieto y Cruz, 

Nosotros sostuvimos que la infracción de una Ley corno la 
de Elecciones, íi la cual se refiere la Constitución expresamente 
cn varios de sus artículos, importa i~zfvncció~z de la Constitución, 
y llamábamos la atención de la Cámara á la importante circuns- 
tancia de que si así no fiiera, no se comprendería por qué la 
Constitución autorizaba la acusación contra Intendentes por 
izfyacciú?t simple de ella, y no por infracción abierta de ia mis- 
ma, como sucede tratándose del Presidente de la República. 

Los Ministros del Interior y de Hacienda, señores don Ma- 
nuel Antonio Tocornal y Grez, y don Domingo Santa María, 
sostuvieron la opinión contraria, á pesar de que la Cámara, por 
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el hecho de haber ndfnitido d exanzeiz las proposiciones de acu- 
sación contra aquellos Intendentes, se había pronunciado im- 
plícitametite en un sentido conforme á nuestra manera de ver. 

Los fundamentos en que ésta descansa se encuentran en el 
discurso que tuvimos la honra de pronunciar en la sesión citada 
y que reproduciinos íntegro al fin de cste volumen ( 1 ) .  

Tercera cuestirín.-La facultad de las Cámaras de votar pro- 
posiciones de censura contra los Ministros de Estado, aunque 
fiié puesta en duda por los señores don Melchor de Santiago 
Concha y don Domingo Santa María en sesión de la Cámara 
de Diputados dc  25 de Agosto de 1865, es incuestionable. Más 
aún, ella es de la esencia del Sistema  representativo, como lo 
es la facultad de los Diputados y Senadores para formular in- 
tcrpelaciones. Quien puede inspeccionar la conducta de los fun- 
cionarios públicos, puede pedir explicaciones para formarse 
juicio cabal de los hechos sobre que recae la inspección, y pue- 
de manifestar también la conciencia que se ha formado acerca 
de la conducta del funcionario cuyos actos se fiscalizan. 

Debe notarse, sin embargo, que la facultad de interpelar y 
de proponer votos de censura cuadra mejor á la Cámara de 
Diputados qi;e al Senado. Llamado este cuerpo á juzgar á los 
funcionarios que ante él acusa aquella Cámara, es cuestión de 
prudencia en sus miembros abstenerse de manifestar opiniones 
anticipadas, que pudieran implicarlos para pronunciar senten- 
cia una vez llegado el caso de conocer en una acusación. 

La Cámara de Diputados ha votado proposiciones de cen- 
sura en varios casos contra el Ministerio. En  1849 la votó con- 
tra el Ministerio encabezado por el señor don José Joaquín 
Pércz; en 1870 contra el quc presidía el señor Amunátegui; en 
1875 contra el Ministerio del señor Altamirano; y en Julio 
de 1878 contra el encabezado por el señor don Vicente Reyes. 

(IJ Anexo nhm. í r .  



No puede, pues, ponerse en duda, ni ante la teoría ni arite la 
prbctica, la facultad de interpelar y de proponer votos de cen- 
sura que corresponde á los miembros de ambas Cámaras. És-  
tas no podrían, sin ella, ejercer debidamente las altas atribu- 
ciones inspectivas que les confía el artículo 58 (49) en su primer 
párrafo. 

Pero esa facultad ¿llegará hasta el'punto de proponer votos 
dc  censura contra un Intendente de Provincia ó un Gobernador 
de Departamento? 

El  señor don Manuel Antonio Matta sostuvo que sí, en sesión 
de la Cámara de Diputados de 28 de Octubre de 1873, formu- 
lando una proposición que desaprobaba la conducta del Inten- 
dente de Valparaíso y de los Gobernadores de Quillota y Ca- 
sablanca. 

Nosotros tuvimos el honor de defender la proposición contra- 
ria en la misma sesión, sosteniendo que la Cámara de Diputa- 
dos carece de la facultad de proponer votos de censura contra 
todo funcionario quc no sea Ministro de Estado. La  razón en 
que fundábamos, y en que fundamos hoy, nuestra manera de ver 
se reduce á una sola, que nos parece decisiva. 

Aprobada por la Cámara una proposición de censura contra 
un Intendente ó Gobernador, ¿qué efecto produciría el acuercio 
de la Cámara, si el funcionario censurado, que no depende de  
ella ni está con ella en relaciones directas, cuenta con el apoyo 
decidido del Ministerio? Contando el Intendente ó Gobernador 
censurado con la aprobación y apoyo del E:jecuti.ilo, es posible 
J' aún probable, que haría poco caudal del voto de la Cámara. 
Ese voto tendría entonces que darse contra el Ministerio mismos 
y sólo así sería eficaz y conducente. 

La  proposición del señor Matta fué rechazada en la sesión 
del día siguiente (29 de Octubre de 1873) por treinta y seis 
votos' contra ocho. 

* * %N 

Cz~nrtn cziestión.-{Puede la CAmara de Diputados acusar ante 
el &nado á Iiri Gobernador, á un Juez de Letras, 6 zi cualquier 
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otro funcionario que no esté expresamente mencionado en los 
artículos 38 y 83 (29 y 74) de la Constitución? 

Nos parece que basta plantear la cuestión para decidirla ne- 
gativamente. La  facultad de acusar que la Constitución confie- 
re á la Cámara de Diputados, y la de juzgar, que atribuyc al 
Cenado, conforme á los artíciilos 38 y 39 (29 y so), es una ver- 
dadera excepción al principio general consignado en el artícu- 
lo 108 (gg), de que sGlo á los Tribunales establecidos por la Lcy 
corrcsponde el juzgamiento de todas las causas civiles y crimi- 
nales, no pudiendo el Congreso, ni por consiguiente las Cáma. 
ras que lo forman, ejercer tales funciones, sino en los casos que 
la misma Constitución exceptúe expresamente. Luego, no es- 
tando incluídos los Gobernadores, Jueces de Letras, etc. entre 
los f~~ncionarios que mencionan los ya citados artículos 38 
y 83 (29 y 74)) es claro que respecto de todas las causas en 
que ellos tuvicren parte rige el precepto general del artícu- 
lo ro8 (99). 

Así lo ha decidido también, y no podía decidirlo de otra ma- 
nera, el artículo 5.0 de la Ley de I 5 de Octubre de 1875, refi- 
riéndose en la primera de sus excepciones solamente á los expre- 
sados artículos 38 y 83 (29 y 74) de la Constitución. 

El  pcriúltimo párrafo de la parte 2.n de1 artículo 38 (29) dis- 
pone que es atribución exclusiva de la Cámara de Diputados 
acusar ante el Senado á los Magistrados de los Tribunales Su- 
periores por notable abandono de szrs deberes. ?Qué significa esta 
'expresión fzotnble abando~zo de szrs deberes? 

Cuestión es esta que se debatió largamente en la CBmara de 
Diputzdos en sus sesiones de Agosto á Noviembre de 1868, á 
propjsito de la acusación entablada por el señor don Vicente 
Sanfuentes, Diputado por la Unión, contra los señores don Ma- 
nuel Montt, don José Gabricl Palma, don José Alejo Valenzue- 
la y don José Migucl Barriga, MagistFados todos cuatro de la 
Corte Suprema de Justicia; y que, ~ n a l  resuelta por la Cámara 
de Diputados, que admitió á examen aquella acusación y de- 



claró en seguida haber lugar A ella, vino á ser decidida defini- 
tivamente, en su sentido correcto y Constitucional, por la Sen- 
tencia que, en aquel ruidoso asunto, libró el Senado el 10 de 
Rlayo de I 869. 

Los amparadores de aquella celebérrima acusacidn sostenían, 
de acuerdo con la mayoría de la Comisión informante, coin- 
puesta de los señores clon Marcos Mena, don Ramón E. Errá- 
zuriz, don Pedro Pablo Olca y don Maliuel J.  Irarrázaval, que 
lltodo acto que imponga responsabilidad personal á los Magis- 
trados de los Tribunales S~iperiores i?i@lica tzecesaria?tzeitte la 

falta de nln@lii~tte~zto notable de deheresil. 1iDc manera, agre- 
gaba la mayoría de la Comisión, que toda vez que esta falta 
exista, toda vez que a&zcnn 1-zspo7zsabiZidadpesc á virtud de ella 
sobre la alta Magistratura Judicial, debe existir tambiin la fis- 
calización de la Cámara acusadora y la jurisdicción del Senado, 
encargado de hacerla efectiva dentro de la órbita de las faculta- 
des que le ha trazado la Ley  fundamental.^^ 

Como se ve, no era posible dar á la frase ?zotable aba~zdofto 
de debe~~es, una significación más amplia, más lata ni más com- 
prensiva que la que le atribuía la mayoría de la Comisión infor- 
mante. 

El señor clon Domingo Arteaga Alemparte, que informó por 
separado, pues él sólo formó la minoría de la Comisión, no acep- 
taba aquella amplia significación atribuída á la frase notable 
abandono de dehe~es. 1lMe parece dudoso, por lo menos, decía 
en su luminoso informe, que en la expresión ~zotable abandono 
de los debegtes de ZL?Z J-lngistr.ndr puedan comprenderse todos los 
drlitos y crímenes dc que el mismo Magistrado pueda hacerse 
reo. De  un Juez que infringe maliciosamente la Ley, 6 qiic 
estampa á sabiendas falsos coiisiderandos en sus Sentencias, se 
dice en nuestro idioma que ha cometido el delito de prevarica- 
ción, G de torcida administración de Justicia, al pa.so que puede 
decirse con razón de otro Juez que ha incurrido en notable 
abandono de sus deberes, aunque no haya llegado á hacerse 
prevaricador. Creo, pues, muy cuestionable que el artículo 38 
(29) de nriestra Carta Fundamental haya querido someter á la 
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jurisdicción del Senado á los Magistrados Superiores del Orden 

Judicial por todos los delitos y crímenes que pueden cometer. 
Si tal hubiera sido la mente del legislador, no se concibe por 
qué no la habría expresado claramerite, como podía hacerlo. 
Además, es imposible desconocer la gran suma de peligros é 
inconvenientes que afecta á esa ilimitada jurisdicción ejercida 
por un cuerpo político irresponsable, cuyos miembros no tienen 
que sujetarse á ninguna regla fija de procedimientos, ni es se- 
guro posean siempre la competencia bastante para juzgar cier- 
tos delitos. 

E n  el mismo sentido que el señor Arteaga trataron la cues- 
tión de Derecho los señores don Antonio Varas y don Domin- 
go Santa Maria. E n  el brillante, erudito y concienzudo discur- 
so que este último pronunció en sesiones de 6 y 7 de Noviembre 
de 1868, manifestó, hasta no dejar la más mínima diida, que era 
exacta la inteligencia que él mismo había dado al precepto 
Constitucional en la sesión de 28 de Agosto anterior. 

E n  esta última dijo el señor Santa María lo siguiente: 
11Las Leyes han trazado á los Tribunales un procedimiento 

diario, constante y uniforme Para el ejercicio de ciertas funcio- 
nes. E n  esta esfera, los Tribunales tienen deberes que cumplir, 
cuyo abandono, cuando se hace notable, constituye un delito á 
los ojos de la Constitución, que puede denunciarse ante esta 
Cámara y perseguirse ante el Senado. Así, un Tribunal debe 
comenzar su audiencia á tal hora, debe inspeccionar y vigilar 
la conducta de sus subalternos, debe visitar los lugares de de- 
tención, etc.; y si violara estos deberes de una manera notable, 
si hiciera un punible abandono de ellos, se haría reo de un de- 
lito que podría denunciarse ante esta Cámara. 

11Per0, juntamente con estas funciones, los Tribunales tiene11 
otra tarea más grave y delicada, cual es aplicar la Ley y diri- 
mir, mediante esta aplicacidn, las contiendas judiciales que ante 
ellos se ventilan. En esta aplicación de la Ley, un Tribunal puede 
también delinquir, siempre que haga una falsa aplicación, no 
por error de concepto sino á sabiendas, con dafiada y torcida 
intención. E n  una palabra, un Tribunal puede prevaricar, 



1lPues bien, estas divcrsac funciones encomendadas á 10s 
Tribunales, como de su cxclusivo resorte y competencia, han 
sido tomadas en cuenta separadamente por la Constitución en 
cuanto á la responsabilidad que el abandono ú olvido de ellas 
puede imponer á los jueces. E n  un caso ha querido la Consti- 
ción que el Ju:z sca el Senado, piiecto que, tratándose de he- 
chos comunes, de fácil calificación, basta el sentido común para 
apreciarlos. E n  el otro, la Constitución se ha alejado de este 
terreno, porque, tratándose de averiguar, de estimar la buena ó 
maIa aplicación que haya podido hacerse de una Ley, hasta 
descubrir la dañada y punible intención, no ha querido ni creí- 
do que tal investigación pudiera hacerse por personas legas, 
desnudas de conocimientos jurídicos é incapaces, por consi- 
guiente, de establecer la falsa ó recta aplicación de esa Ley.,, 

A pesar de la fuerza incontestable dc las consideraciones 
precedentes, la Cámara de Diputados, aprobó, en sesión de g de 
Noviembre de 1868, el informe de la mayoría de la Cotnisión, 
aceptando varioc de los cargos en que se fundaba la acuszción, 
y entre ellos algunos que evidentemente, aun siendo ciertos los 
hechos en que descansaban, no importaban notable abandono 
de deberes, según la inteligencia que los señores Varas y Santa 
María dieron á esa frase en el curso del debate; según la que 
también le dieron los señores Diputados don José Victorino 
Lastarria, don José Manuel Pizarro, doti Enrique Cood, don 
Manuel Rengifoy don Marcial Martínez en la consulta que, so- 
bre particular, dirigieron el 18 de aquel mes, en unión con el 
señor Varas, al Cuerpo de Abogados de Santiago y según la que 
dieron igualmente los miembros de nuestro foro, que suscriben 
la respuesta á dicha consulta de 24 del mismo mes. 

Los términos en que está redactada esa respuesta, que tuvi- 
mos la honra de meditar y de suscribir, nos ahorran el trabajo 
de extendernos aquí en mayores digresiones para manifestar 
que la frase notable abandono de deberes no comprende los 
crímenes á que se refiere el artículo I I I (102) de la Consti- 
tución. 

preferimos, atendida la importancia excepcional del caso, 
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reproducir la co~su l t a  y su respuesta, públicándolas al fin de 
este volumen (1).  

Por lo demás, si la Cámara de Diputados echó en olvido la 
verdadera inteligencia de la frase notable nbarzdono de deberes 
que emplea el prccepto Constitucional que examinamos, el Se- 
nado, en su Sentencia de 10 de Mayo' de 1869 (z), di6 el triunfo 
á la opinión que sostenemos, establecieildo en uAo de los consi- 
de rando~  en que ella descansa: IIque no compete al Senado juz- 
gar acerca de la verdadera y genuína aplicaci6n de las Lcycs 
que hagan los Tribunalesll, y en otro: llque en ninguno de los 
capítulos de la acusación hay culpabilidad ni notable abandono 
de deberes,,; y concluyendo por declarar sin lugar la acusación, 

conforine á lo preceptuado por el artículo 98 (89) de la Consti- 
tución. 

Este precedente importante, único ocurrido entre nosotros, 
ha reconocido el principio de que el crimen de fzotable abnndorzo 
de deberes, es distinto de los críinenes á que se refiere el artícu- 
lo I 11 (102) de la Constitución. Si se considerara á éstos como 
comprendidos en aquél, la independencia del Poder Judicial 
sería de todo punto ilusoria, porque el Congreso revisaría los 
fallos de los Tribunales, se avocaría el conocimiento de causas 
pendientes ó de procesos fenecidos, y ejercería fuiiciones judi- 
ciales de aquellas que le prohiben ejercer los biienos principios 
y, con ellos, el artículo 108 Cg9) de la Constitución: 

Procedivzientos que han de oobsevua~se e?z las ncz~snciones que 
la Chntara d~ Dipz~tndos entabla ante el Senado contra miewzbros 
de ¿a Conzisió~z Conseruan'orn, Jnte~2dentes de Provincza, y Ma- 
gistrados de Los Tdmznles Szgeriores de .jzrsticia.-A esta irn- 
portante materia está destinado el último párrafc del artícu- 
lo 38 (29), según el cual la Cámara de Diputados declara 
primeramente, en los tres indicados casos, si hií lugar 6 nd a 
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adrnitir Zapro~nsición de acz~snción, y despiiés, con intervalo de 
seis días, si ha Zz~gar á la acz~sación, oyendo préviamente el in - 
forme de una comisión de cinco individuos de su seno, elegida 
á la suerte, y nombráridose cn seguida, si resultare la afirma- 
tiva, dos Diputados que formalicen y prosigan la acusación 
ante el Senado. 

En las diferentes ocasiones en que ha llegado el caso dc  
aplicar esta disposición, esto es, en 1850, cuando el seííor Di- 
putado don Fernando Urízar Garfias acuscí al Intendente de 
Aconcagua, señor don José Manuel Novoa; en 1858, cuando el 
señor Diputado don Alejandro Reyes acusó al Intendente de 
Concepción, seííor don Adolfo Larenas; en 1864, cuando los 
seííores Diputados don José Eugenio Vergara y don Francisco 
Puelma acusaron, aquél, al Intendente de Aconcagua, seííor don 
José Antonio Pérez, y éste, al Intendente 'de Colchagua, señor 
don Angel Prieto y Cruz; en 1868, cuando el señor Diputado 
don Vicente Sanfuentes inició la acusación contra cuatro Ma- 
gictrados de la Corte Suprema, en que más arriba nos hemos 
ocupado; y en 1876, cuando el señor Diputado don Isidoro 
Errázuriz acusó al Intenderite de Valparaíso señor don Fran- 
cisco Echaurren Iluidobro, surgió, con más ó menos precisión, 
la duda de si, por el solo hecho de entablar un Diputado acu- 
sación conforme al último parrafo del artículo 38 (29), debe ó 
nó sef. ndftzitidn la proposición. 

E n  la primera de aquellas acusaciones, el señor don Antonio 
Varas, Ministro del Interior, dijo, en sesión de la Cámara de 
Diputados de 3 1  de Julio de 1850, que, acusado cl Intendente 
de Aconcagua por infracción de varios artículos de la Consti- 
tución, correspondía á la Cámara, para pronunciarse acerca de 
su admisibilidad, resolver sólo si la acusación se fundaba en 
delito por el cual dicha Cámara pudiera acusar, ó, en otros tér- 
minos, si ella era á nó competente, tocándole resolver zi~zzcamente 
si los hechos ó delitos que se imputan son de aquellos que por 
la Constitución pueden ser acusaclos por la Cámara. 

Esta admitió la proposiciin de acusación, por unanimidad, en 
la misma sesión, 
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E n  sesión de la Cámara de Diputados de I I de Noviembre 
de 1858, al discutirse la segunda de las acusaciones que hemos 
recordado, el señor don Manuel Antonio Matta sostuvo que: 
tiuna proposición de acusación se asemeja á cualquier otro 
proyecto de Ley que tenga su origen en la Cámara, no estan- 
do, por consiguiente, en el arbitrio de ésta rechazarla, zdna vez 
que uzo de los Diputados la haya iniciado, y d Za Cdnzara no le 
pueda otro medio qlle admitir laproposicióiz de acz~saciótz, y norn. 
brar las personas que la Ley prescribe para que declaren en el 
término señalado si hay ó nó lugar á la acusaciónll. Y más 
adelante agregaba todavía: llque no se puede por menos que 
admitir la acusaciónll. 

El señor don Antonio Varas, refutando la opinión del señor 
Matta, dijo, en resumen: que le parecía hasta inconciliable con 
el buen sentido sostener que la Cámara debe admitir á examen 
una proposición de acusación, por el solo hecho de haber sido 
emitida; que para enjuiciar, es necesario, ante todo, probar la 
existencia del delito; que sólo después de esto puede proce- 
derse á formar el sumario del cual debe resultar la semi-plena 
prueba capaz de inducir á la Cámara á declarar que hay lugar 
á la acusación; que para el caso de las acusaciones contra los 
Ministros del Despacho, los artículos 93 y 94 (84 j 7  85, hoy re- 
formados), á loc cuales se refiere el 38 (29), ordenan que, 'para 
admitir á examen la proposición de acusación, se oiga previa- 
mente el informe de una comisión de nueve Diputados ( I ) ,  lo 
que revela bien claramente que la resolución de ese punto no 
implica un mero trámite, sino que envuelve algo de grave y 
que requiere antecedentes bastantes. 

El señor don Alejandro Reyes, autor de la proposición de 

(1) Esto lo exigía la Constituci6n primitiva; pero aun despu6s de la re- 
fcrma verificada en 1874, el articulo 93 (84) ordena que, presentada la pro- 
posición de acusación, se señale uno de los ocho dias siguientes para que 
el Ministro contra quien se dirige dé explicaciones sobre los hechos gzrc se le 
i+~tlr>ut[ziz, y para deliberar sobre si la proposici0n de acusación se admite Ó 

ni> examen. Luego, es claro, que esta de1iber;~ciÓn implica conoci~?tiento v 
cnlificnciin de los hecho; imnputndos. (Nota de lapi*imern err'iciUit.) 
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acusación que se discutió, sostuvo que: lila Cámara, según la 
interpretación natural y genuína de la Ley, no tiene más que 
averiguar si el delito de que se aczrsa al Iiztendente está d no conz- 
pre?zdido en la Constituciúrz, y sólo después es cuando debe ver 
si hay ó nó semi-plena prueba ó prueba para iniciar la acusa- 
ciGn ante el Scnadoll. . 

El  señor don José Victorino Lastarria decía en la misma 
sesión: 1iAdmítase la proposición, que en seguida veremos si 
hay justicia ó nó para llevar adelante la acusaciónil. 

En  la sesicin siguiente, de 1 3  de Noviembre del mismo año, 
el señor Secretario don Francisco Puelma apoyó las opiniones 
del señor Varas. E1 señor don Domingo Santa María sostuvo 
en ella que mientras no llegara el momento de resolver si se 
acusaba ó nó ante el Senado, lala Cámara de Diputados no 
pzrede exigir antecedentes para admitir la proposición de acusa- 
ción; porque esto sería atropellar los trámites que la Constitu- 
ción ha asignado á cada operación de la Cámara. Lo  que 
debemos ver nosotros ahora, es, agregaba el señor Santa Ma- 
ría, si los ti~oti7~os que se adrdcert en contra del Iizte?zdente envued- 
ven ú lzú u?za infracciúlz Constitucionalli.. . i i  Aquí no se trata sino 
de admitir un simple denuncio.. . le basta al Juez oír que ha 
habido tal crimen.. . L a  Cámara no tiene otra cosa que hacer 
sino ver si el hecho es de aquellos que envuelven infracción de 
la Constitución, y adutitir la proposiciú?~ sin necesirtnd de que 
haya nzás datos que couzprueben el I'teckotl. 

El señor don Ambrosio Rodríguez, contestando al señor 
Santa María, principió por negar que la acusación entablada 
en 1850 por el sefior Diputado don Fernando Urízar Garfias 
contra el ~ntendente de Aconcagua señor don José Manuel 
Ncvoa, hubiera sido adtnitida, como se aseveraba, por el solo 
hecho de ser presentada por un señor,Diputado, sin más funda- 
mento que su simple exposición. Afirmó que se había presen- 
tado á la Cámara en aquella ocasión un expediente revestido 
de todos los documentos que podían dar mérito para aceptarla. 
E l  señor don Santiago Prado combatió también la proposición 
de acuración. 
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El scñor don Alvaro Covarrubias, ocupándose en el punto 
debatido, dijo que: 1110 único que debe hacer (la Cámara) es ver 
si se presenta la acusación en forma, quiero decir, si se nombra 
quién es el acusado, si está indicado de qué se le acusa, y si la 
aciisación versa sobre uno de los delitos consignados en el ar- 
tículo 38 (29) de la Constitución ó nóll. 

En  esa misma sesión la CAmara resolvió, por veintiocho vo- 
tos contra catorce, no admitir la proposición de acusación. 

En  las acusaciones promovidas en sesión de 12 de Abril 
de 1864, ante la Cámara de Diputados, por los miembros de 
ésta, señores Vergara y Puelma, contra los Intendentes de Acon- 
cagiia y de Colchagua, á que más arriba hemos aludido, dicha 
CArnara acordó, por treinta y cinco votos contra dos, haber lu- 
gar á la admisión de la primera é igual cosa respecto de la se- 
gnnda, por treinta y cuatro votos contra tres, sin debate alguno 
previo, respecto de la cuestión que nos ocupa. Se discutió sólo 
si podía ó nÓ acusar en sesiones extraordinarias, sin estar las 
acusaciones incluídas en la convocatoria, resolviendo de hecho 
que sz', y resolviendo bien, como lo veremos al ocuparnos en el 
artículo 53 (44). 

Eri la referida sesiin de 12 de Abril de 1864, admitidas las 
dos citadas proposiciones de acusación, se nombraron también 
á la suerte, y sin debate, las dos con~isiones dc  cinco Diputa- 
dos que debían informar acerca de si había ó nó lugar á dichas 
acusaciones. 

En los debates á que dió lugar, en 1868, la adjizisidiZiíz'ad de 
la proposición de acusación entablada por el sefíor Diputado 
don Vicente Sanfuentes costra los Magistrados de la Corte Su- 
preina señores Montt, Palma, Barriga y Valenzuela, expresa- 
ron la opinión de que la referida aciisación debía ser admitida 
5 examen, sin otros antecedentes que los que exponía el señor 
Sanfuentes, considerando esta primera resolución de la Cámara 
cotizo urt mero trdrrzite, los señores don José Victorino Lastarria, 
en sesión de 30 de Julio; don Ramón Barros Luco, eti la de 25 

dc Agosto; don Manuel Antonio Matta, en la de 29 de Agosto, 
y don Pedro León Gallo, en la misma. Todos estos caballeros 
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consideraban que la admisión de Ia aciisación nada ~irejiizgaba 
y que tenía por objeto sólo abrir la puerta para la investigación 
de los hechos. 

El señor don Domingo Santa María, fundando su voto ne: 
gativo á la admisión de la proposición, dijo, en scsión de 28  de 
Agosto, que la Cámara debía ilexaminar no sóIo la importan- 
cia de los hechos denunciados, sino la competencia que la Cons- 
titución le reconozca para deliberar sobre ellos, porque no todas 
las faltas que los Tribunales pueden cometer son justiciables 
ante el Senadoll. Y agregaba todavia que: ilPor lo que toca al 
abandono de deberes, la Cámara no deb.: olvidar que no basta 
el simple abandono, puesto que la Constitución ha querido que 
sea notable, es decir, continuado, persistente é incorregible. El 
simple abandono no da mérito para una proposición de cicusa- 
cidn, porque la Constitución ha puesto en manos de otro Poder 
la facultad necesaria para corregirlol,. 

Pero fué cl señor don Antonio Va-as quien planteó la cues- 
tión que estudiamos en sil verdadero terreno, con toda claridad 
y precisión, en la sesión del 29 del citado me; de Agosto, al 
pronunciar las siguientes palabras: ) )Es  verdad que algunos se- 
fiorcs Diputados sostienen que á toda proposición de acusación, 
cualesquiera que sean sus fiindamentos, debe dirselt: curso, por- 
qiic que cs necesario, dicen, dejar la puerta abierta á la denun- 
cia de los delitos. Respeto esa opinión; pero, para mí, toda 
proposición de acusación está sujeta á dos trámites: el de su 
nd/ítisiOiZiltnd y cl de su examen y aceptación; y al establecer- 
l o ~ ,  la Constitución ha tenido un  objeto serio. Si por el solo he- 
cho de introducirce 6 la CAmara una proposición de acusación 
debiera ser adniitida y tramitada, {para qué la Constit~ición ha- 
bría puesto á la Cámara en el caso de pronunciarse sobre la 
admisibilidad d r  la proposición? Es  menester, pues, apreciar 
primeramente si la proposición cs admisible, si los hechos en que 
se apoya dan materia de acusación, para darle curso y trarni- 
tarla. , . Toda ac/lsaciÓlz exige 2112 delito; si falta e l  delito, la acu- 

sac ib~~  rto esposible. <Hay clelito cn los hechos enunciados? Para 
contestar á esta pregunta bueno es reccydar lo que todos los 



272 OBRAS b~ DON JORGE HUNkkUS 

Códigos y tratadistas entienden por delito. Puede decirsc que 
todos ellos convienen en que lidelito es la acción Ú omisión de un 
1 1  hecho á que la Ley señala una penall. No basta, pues, que haya 
infracción de Ley para constituir delito; se requiere además que 
esa infracción tenga señalada una  pena.^^ 

La  Cámara ad~~zitió, sin embargo, la proposición dc acusa- 
ción, el referido día 29 de Agosto de 1868, por cuarenta votos 
contra quince. 

En  el curso del largo debate que también provocó la quinta y 
última de las acusaciones que más arriba hemos mencionadr>,- 
la promovida por el señor Diputado don Isidoro Errázuriz contra 
cl Intendente de Valparaíso señor don Francisco Echaurren 
Huidobro,-debate que principió en la sesión de la Cámara de 
Diputados de 20 de Junio de 1876 y terminó en la sesión noc- 
turna de I I de Julio siguiente, el expresado señor Errázuriz, y los 
señores don Justo Arteaga Alemparte, don Aníbal Las Casas, 
don Jovino Novva y don José Manuel Balmaceda, sostuvieron 
que la adnzisión á e.zrn;?zen de una proposición de  acusación im- 
porta sólo un tránzik, que no requiere estudio previo dc ante- 
cedentes ni recepción de pruebas, que serían oportunas sólo 
cuando llegara el momento de resolver s i  há ó nólugar á la actl- 
sación ó á form3ción de causa. 

Los señores don Enrique Cood y don Ezeqiiías Alliende 
Caro sostuvieron la opinión contraria, la misma que cl señor 
don Antonio Varas había defendido en la sesión de 29 dc Agos- 
to de I 868, y ésta fué en realidad la que prevalecib, puesto quc 
se discutieron y examinaron miniicigsamentc todos y cada uno 
de los capítulos en que se apoyaba la acusación, á .fin de deter- 
minar si constituían ó nó delito, y delito de aquellos que esta- 
blecen la competencia de la CRmara dc Diputados para acusar 
á un Intendente antc el Senado. 

Así, los señores don Enrique Mac-Iver, don Carlos Castellón 
y don Manuel Antonio Matta, fiindaron su voto negativo á la 
adnzisión de la proposición de aciisación en que las faltas ó deli- 
tos imputados al señor Echaurren no implicaban infracción de 
la Constitución: en que no eran de aquellas que autorizan á la 



Cámara de Diputados para arrastrar á un Ir~tcndcnte á la barra 
del Senado, y cn que, como lo dijo e1 señor Matta, en la sesión 
de I I .  de Julio, lljamds se ha podz'do probar que las faltas de que 
se acusa al Interidente de Valparaíso caigan en la terminante 
prcscripción del. artículo 38 (29) cle la Constitución, único por 
el cual puede la Cámara acusar á este funcionarioi,. I,a Cáma- 
ra resolvió, en dicha sesión, $20 actmztir la proposición de acusa- 
ción, rechazándola así de plano, por'cuarenta y nueve votos 
contra veintidós. 

Los casos prácticos que hemos recordado manifiestan que aún 
muchos de aquellos que han sostenido alguna vez que la aduti- 
siálz á examen de una proposición de acusación importa un meyo 
trámite, han modificado más tarde, y con justicia, tal opinión* 
Las discusiones mismas habidas en los casos de 1858, 1868 
y 1876, extensas y concienzudas, dan á conocer bien claramen- 
te que la ad~~~isibilicEa~Z de una acusacihn importa algo rn5s 
que un simple trimite, algo que cnv\~clve una significación 
grave. 

En  efecto, no se concibe que una  Constitución se ocupe en dic. 
tar reglas de mera traniitación. Atendida la naturaleza de un 
Código fundamental, si las determina, cs forzoso reconocer que 
deben tener algiin alcance, y éste no puede ser otro quc crear 
garantías eficaces en favor del funcionario á quien se trata de 
acusar, á fin de que no sc atropelle todo miramiento y se haga 
fácilmente de una alta atribucit5n judicial un instrumento des- 
tinado á satisfacer mezqiii~as pasiones políticas. Nosotros pen- 
samos que la Constitucitjn no ha. podido establecer trámites y 
fórmulas que nada significlucil, y pensamos, por lo tanto, que 
la aduzisióa d c,nt)rzen de una proposición de acusación cs algo 
que presupone cierto estudio y que implica la resolución dc al- 
gunos puntos graves. 

En  nuestro concepto, nd~tzitir á r.mnzciz una d c  
acusación ó simplcmcnt~ aditzltirhz, importa resolver: I O, que 
la acusación ha sido entablada en tier~qo y forma; 2 . O ,  que el 
crimen ó delito que la motiva existe ó que hay por lo menos 
semi-plena prucba cls  sil existencia, Ó que el Ireclio denunciado 

18 
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se presenta con el carácter de tal crimen ó delito; y 3.0, que el 
crimen ó delito, Ó el hecho que se presenta con el carácter de 
tal y que se imputa al funcionario á quien se trata de acusar, 
es de aquellos que, conforme á la Constitución, constitiiyen á 
la Cámara de Diputados en autoridad coínpetente para acusar 
ante el Senado. 

El  examen detenido de estos tres puntos, y muy particular- 
mente del segundo y del tercero, nos parece que importa algo 
más serio y grave que un siozple lrdnzite. Si la Cámara re- 
suelve los tres puntos indicados en sentido afirmativo, debe 
aduzitir la proposición de acusación. E n  el caso contrario, si 
las tres mencionadas proposiciones, si doc de ellas ó una sola 
fueren resueltas en sentido negativo, debe rechazar de plano la 
proposición de acusación. 

Una vez ndt~zitida á examen la proposición de acusación, 
llega el caso, previo el informe de la comisión respectiva com- 
puesta de cinco Diputados (ó de nueve en los casos en que 
fuere aplicable el artículo 94) (SS), de resolver si /zz (í IZO l z d -  

gar. k la acz~srciJ~z (6 á formación de causa, según el artícu- 

lo 97) (88). 
Para expedir esta segunda resolución, la Cámara debe pro- 

ceder como Juez sumariantc, exigiendo que haya por lo menos 
semi-plena prueba de que el funcionario A quien se pretende 
acusar, es el autor responsable, cómplice ó encubridor del cri- 
men ó delito que se le imputa. De  aquí se infiere que la comi- 
sión puede recibir declaraciones de testigos é ilustrarse por 
todos los medios que conceptúe necesarios para formarse con- 
ciencia del asunto y presentar á la Cárriara un informe moti- 
vado, que pueda servir de base á la declaración de haber ó no 
lugar á formación de causa, como se procedió por las comisio- 
nes nombradas para informar en las acusaciones entabladas 
en 1864 y 1868, A que más arriba hemos aludido. 

L a  existencia de un delito, Ó dc un heclio que se presente 
con el carácter de tal, es la base de todo procedimiento crimi- 
nal, y es, por consiguiente, algo que debe esclarecerse cuando 
De delibera acerca de la ~~d11zisi6ilidad de la acusaciln. Para 



pronunciarse acerca del segundo punto, la declaración de haber 
lugar 6 formación de causa, se debe averiguar si el funcionario 
á quien se trata de acusar aparece, prl?fzn-facie, en virtud de 
semi-plena prueba, como responsable de! delito. 

Aplicamos, pues, á este caso, las mismas consideraciones 
que hicimos valer en cl informe que, en unión de varios cole- 
gas, presentamos á la CAmara de  Diputados en sesión de 27 
de Noviembre de 187j, con motivo del desafuero pedido con- 
tra el seíior Diputado don Francisco de Paula Figueroa. 

El  plazo de seis días á que se refiere el último párrafo del 
artículo 38 (29) para que informe la comisión de cinco Dipu- 
tados de que en él se hace mérito, no es fatal. Debe entenderse 
que el informe no puede presentarse aiztes dz vencido ese tér- 
mino, pero sí des$ziC.s. Así lo resolvió la Cámara de Diputados 
en sesión de 1.0 de Septiembre de 1868, por cuarenta y seis 
votos contra tres, y lo resolvió bien, porque ese plazo se fija 
como garantía para evitar la precipitación en materia tan grave, 
y porque nadic puede scr obligado A lo imposible. 

Por lo que hace á las relaciones de la Comisión acusadora 
que la Cámara nombra conforme á la parte final del último in- 
ciso del artículo 38 (29) (ó conforme al art. 96) (87), con los 
Tribunales de Justicia, la Cámara de Diputados resolvió, en se- 
sión dc  I j de Diciembre de 1868, por cuarenta votos contra 
diez, que debía presentarse ante ellos por medio dc escritos, y, 
por cuarenta y cinco votos contra cinco, que en éstos debía 
usar papel sellado. Lo primer3 nos parece aceptable; pero 
no alcazamos á comprender el fundamendo de lo segundo, des- 
de que el costo del papel sellado 110 es erogado por los Dipu- 
tados, personalmente considerados. 

Todavía, á propósito de la xcucación de 1868, se suscitó la 
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duda de si los Tribunales ordinarios de Justicia podían compeler 
á la Comisión nombrada por la Cámara de  Diputados para 
proseguir y formalizar una acusación ante el Senado, á usar 
firma de letrado en los escritos que ante ellos tuviera que pre- 
sentar. La  Cámara, en sesión de 1 . O  de Mayo de 1869, resolvió 
que I Z O ,  por cuarenta y tres votos contra seis, despiids de Iiaber 
oído sobre el particular á su Comisión de Constitución, Legis- 
lación y Justicia, la cual presentt dos infrlrines, el uno suscrito 
en mayoría por los señores don Manuel Amunátegui y don 
Luis l'ereira, y el otro en minoría por e! serios don Antonio 
Varas. 

Nosotros creemos, con los señores Amunátegui y Pereira, 
que las Leyes que facultan á los Tribiinales para exigir en cier- 
tos casos firma de letrado á las partes litigantes, no son apli- 
cables á la comisión acusadora nombrada por la Cámara dc 
Diputados, porque, aparte de no ser la comisión ni la Cámara 
un litigante común, debe conservar en el ejercicio de sus fun- 
cioncs to:los los fueros propios de la Cimara misma; porque la 
cotnisión ejerce las funciones del Ministerio Público en s u  más 
alto grado; y porque no puede ser trabada en sus procedimieti- 
tos por una voluntad extraña, cual sería la del abogado cuya 
firma fuera necesaria. 

Si los miembros de una comisión acusadora cometen abusos 
ó se conducen de una inancra poco decorosa, es á la Cáinara 
misma á quien debe pedirse la aplicación del correctivo nece- 
sario para reprimir aquéllos y enmendar ésta. 

Hemos diclio rnás arriba que la cotnisióii de cinco Diputa- 
dos (6 de nueve según el art. 95) (86) que se nombra para infor. 
mar á la Cáinara sobre si debe 6 no habev Z/~gav ri Za ncitsnció~t, 

ticiic facultad para hacer declarar testigos y para propcrcionarse 
cuantos esclarcciinientos necesite para desempeñar acertacla- 
mente su encargo. 

5s ta  facultad de las comisiones que informan en las acusa- 
ciones que la Cámara de Diputados puede entablar ante el Se. 



nado, es aplicable á las comisiones que, confnrme 5 la. I.cy 
de 12 de Noviembre de 1874 (I) ,  pueden nombrar para es- 
clarecer los hechos y adelantar la prueba en las reclamacioncs 
de nulidad de  las elecciones dc  sus miembros. 

Más aún, esa facultad es propia de todas las comisiones que 
las Cárnaras nombran para el ejercicio correcto de ias atribu- 
cioncs que les competen, cuando éste requiere investigaciones ó 
datos previos, quc la Cámara misma, obrando en cuerpo, no 
podría proporcionarse. 

En  cuanto á la facultad que las Cámaras tienen dc nombrar 
comisiones para los efectos que les pluguicre, aun para  ost te- 
ncr la una ante la otra un proyecto cualquiera, ella no puede 
ponerse en discusión, y se ejerce constantemente sin embarazo 
alguno. Pero sí se ha puesto en duda la facultad que esas co- 
misiones pudieran tener para practicar ante sí actos de investi- 
gación judicial, compeliendo testigos á prestar ante ellas decla- 
raciones, exigiendo la exhibición de documentos, ordenando el 
registro de los arcliivos públicos, etc., etc. 

Para ilustrarla accrca dc este punto, la Cámara de Diputados 
nombró, en sesión de 21  dc Novieinbrc de 1863, una comisión 
especial compuesta de los señores don José Eugenio Vergara, 
don Santiago Prado y don Rmbrosio Montt, aceptando por 
urianiinidad la intlicación formulada por el señor don Francis- 
co Puelrna, con motivo de las dificultades con que había trope- 
zado cri el ejercicio de sus funciones la comisión compiiesta 
dc los seííores don Evaristo del Campo y don Ambrosio Olivos, 
que la misma Cámara había nombrado el 26 de Septiembre 
anterior, iipara practicar una inGestigación de los hechos ocurri- 
dos cn el Departamento de Petorca, y ecpecialmente sobre la 
formación de un nuevo Registro Electoral, emisión de nuevas 
calificaciones, y procedimientos empleados por el Gobcrnador 
en la ejecucidn de esos ac to s~~ .  

Como el señor del Campo hiciera presente á la Cámara, en 

(1) Derogada por la Ley de 9 de Enero  de  1584 que, en su articulo 97, 
conserva i las Ciiiiaras la riiisma facultad. (~Votn del Azltor.) 
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sesión de 7 de Noviembre deaquel año, que la comisión inves- 
tigadora de que él formaba parte, había tropezado con dificulta- 
des opuestas por el Intendente de Rconcagua, quien pretendía 
restringirla en sus investigaciones, amenguanclo las atribuciones 
de la Cámara, el señor Puelma formuló la indicación que trajo 
por resultado el nombramiento de una comisión especial á que 
acabamos de aludir, compuesta de los señores Vergara, Prado 
y Montt. 

Esta comisión presentó su informe en sesión de 5 de Diciem- 
bre del mismo año, y de esa pieza, notable por su precisión, 
claridad y elegancia, nos permitimos transcribir los párrafos si- 
guientes: 

i12Tiene la Cámara, ó, más propiamente hablando, el Congreso 
la facultad de nombrar comisiones investigadoras que puedan, 
por derecho propio y sin auxilio de una Autoridad extraña, 
poner manos en los archivos y Registros Electorales, penetrar 
en las oficinas Administrativas y tomar, en suma, todas las me- 
didas conducentes al esclarecimieato de los hechos que se pro- 
cura conocer? 

llLa comisión entra no sin repugnancia en el examen de es- 
tas diversas proposiciones. La  sola duda, aún leve, supone el 
de:coiiocimiento de nuestro Sistema de Gobierno, y el error 
verdaderamente grave, de que el Ejecutivo pueda tener una po- 
sición Constitucional inviolable y á cubierto de toda tentativa 
de pesquisa. No es esto lo que ha querido la Constitución vi- 
gente, ni otra alguna de las que han regido la República. E l  
Poder Ejecutivo, que por su naturaleza concentra en su mano 
la energía material de la sociedad, disponiendo de los favores, 
de los empleos, de la fuerza, de todos los medios de premio y 
de conminación, necesariamente ha de estar equilibrado, á me- 
nos de crearse un despotismo ~nonstruoso, por el poder del Con- 
greso 6 Asamblea del pueblo, que por su naturaleza representa 
la energía moral, la opinión, la conciencia públicas. 

 limitar las facultades de una Asamblea á la sola formación 
de las Leyes, es lo mismo que limitar la acción Ejecutiva á la 
sola firma de títulos y diplomas. Nada más absurdo. El Con- 
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greso es el atalaya perpetuo del pueblo, encargado de vigilar, 
no con el arma al brazo, sino con la Constitución cn la mano, 
la conducta del Ejecutivo, que, por la condición de los Poderes 
activos, ticnde al ensanche ilimitado de su influencia, !L la ab- 
sorción y al dominio de todo. Un Congreso meramente lcgis- 
lador seria idéntico al Cuerpo Legislativo del primer Imperio 
francés: asamblea nula, sin vitalidad ni movimiento sin la ener- 
gía de la palabra, del pensamiento y de la conciencia, triple 
poder que crea la Ley, verdadera expresión de la voluntad tia- 
cional. ¿Es ésta, por ventura, la situación quc en Chile, Repú- 
blica Popular Representativa, se ha dejado á los mandatarios 
de la Nación, constituídos en Congreso. En verdad que más 
valdría cerrar la Sala de sesiones y poner á la puerta el sarcas- 
mo que Crommell hizo escribir en cl pórtico de Westrninster, el 
palacio del Parlamento: Esta casa se nlq~cila. ¡Era ya inútil para 
un destii-io más nobie! . . . 

llHay una serie de actos del Congreso, emanados de la Cons- 
titución, sin embargo, que suponen el examen y conocimiento 
de hcchos dados y que, por consiguiente, se hallan fuera del 
dominio de la Legislación. .. 

... 11No será necesario torturar nuestra Carta Fundamental 
para llegar á la conclusión de que ha encargado al Congreso 
en conjunto y á cada una de las Cámaras funciones judiciales y 
administrativas, al frente de las cuales se hallan las facultades 
de investigación y de pesquisa. Desde el Reglamento Consti- 
tucional de 1812, punto de partida dc nuestro Derecho Público, 
hasta la Constitución de 1833, todas nuestras Cartas Funda- 
mentales, sin excepción de una sola, han reservado al Congreso 
un poder cnérgico de tuición y vigilancia en la administr;iciÓri 
ejecutiva del Estado ... Los preccdentes y prácticas parlarncn- 
tarias deben guiarnos en la inteligencia y ejercicio dc la facul- 
tad de investigar ... 

... llEn la sesidn 35.a ordinaria de 1858, la Cámara de Dipu- 
tados acordó nombrar, á propuesta del señor don Antonio 
Varas, una comisión de cinco miembros para que ~linvestigasc 
1 1  la administración del ferrocarril entre Santiago y Valparaisolt 
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... llEl Presidente de la Itepíiblica no observó ni contradijo 
el nombramiento y objeto de la comisión, y por el contrario, 
di6 orden de facilitar á los Diputados el conocimiento de los 
datos, libros, cuentas y demrís piezas conducentes al esclareci- 
miento de los hechos denunciados. 

... 11Este caso es único, y la comisión conviene sin dificultad. 
en que no basta á constituír un derecho de precedentes, un de- 
recho coniuetiidinario. 

... llNo cuento, dice un publicista francés (Hello), entre las 
11 invasiones al Poder Ejecutivo la investigación que puede or- 
1l.denar una Cámara con el objeto de esclarecer un asunto de 
11 su deliberación. El derecho de investigar es inherente á todo 
11 Poder que delibera, vota, decide, y al cualjrnporta conocer la 
11 verdad11 ... 

... *1Como ejemplo, da el publicista la investigación ordenada 
por la Cámara de Diputados de Francia, diirante cl reinado de 
Luis Felipe, con motivo de la Ley sobre tabacos y de la verifi- 
cación de los poderes de sus miembros. 

llEl podcr de acusar é investigar, dice cl Juez Story, comen- 
11 tador de la Constitución de los Estados Unidos de Norte 
11 América, debe entenderse como una manera de pesquisar la 
11 conducta dc los funcionarios públicos.ll 

La comisión cita en seguida algunos importantes casos 
prácticos de investigaciones decretadas por la Cámara de los 
Comunes en Inglaterra y por la de Representantes en Estados 
Unidos; y fundándose, entre otras consideraciones, en IIqiie es 
un principio fundamental de la Constitución el derecho de1 
Congreso y de cada una de las Cámaras á vigilar la observan- 
cia de la Ley, investigar la conducta dc: los funcionarios públi- 
cos y toinar las providencias condiicentec al esrlarecimiento de 
los asuntos sometidos á su deliberación; principio consagraclo 
y establecido expresamente en las Constituciones de 1812 y 
de 1818, de Octubre y Diciembre de 1823, de 1828 y de 183311 
y en q u e  el derecho de investigar, establecido por la Consti- 
tución, hace necesario y legítimo el empleo de los procedi- 
mientos que hagan efectivo y posible su ejercicio,lt terminó 
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proponiendo á la Cámara que la comisitn nombrada anterior- 
mente se transladara dc  nuevo á Petorca con el objeto de inda- 
gar los abusos cometidos por el Gobernador ó cualquiera otra 
persona con la mira dc coartar, violentar ó restringir cl derecho 
de sufragio, debicndo proccder dicha comisión, eri nombre y 
como delcgado dc los Poderes Constitucionales de la Cátnara, á 
la investigación de los hechos denunciados, tomando al efecto 
todas las providencias y medios dc  investigación que juzgace 
con~en ien t e .~~  El informe que dcjamos extractado fué aproba- 
bado por la Cámara, en la misma scsión de 5 de Dicicmbre 
de 1863, en que de él se dió cuenta, y sin discusión alguna, por 
treinta y cinco votos contra dos. 

L a  comisidn, renovada coi] los señores don Francisco Puel- 
ma y don Ignacio Ccnteno, para dar cumplirnicnto al acuerdo 
de la Cámara, desempeñó su encargo, ejerciendo toda espccic 
de facultades de investigación en Petorca, hasta el punto de 
hacer que comparecieran ante ella á prestar declaraciones el 
Gobernador mismo del Departamcnto, el párroco y toda clase 
de personas, sin distinción de fucro. El Ejecutivo ordenó se le 
facilitaran todos los medios necesarios para el buen desetnpcño 
de su encargo, lltributando de cste modo un homenajc elo- 
cuente al principio innegable de los derechos que en este ordcn 
de  cosas corresponden á los Cuerpos Legislativost,, como lo 
decían los referidos seiíores Puelma y Zenteno en el informe 
quc, dando cuenta de su misión, presentaron á la Cámara cl 29 

de Diciembre de 1563. - 
Poco después, en sesión de 22 de Marzo de 1864, la Cámara 

de Diputados nombró por unanimidad una comisión com- 
puesta de los señores don Rafael Sotomayor, don José Miguel 
Barriga y don Vicentc Reyes para que, ~ltransladándose á la 
mayor.brevedad al Departamento de San Fernando, practique 
las investigaciones necesarias,.á fin de comprobar las falsifica- 
ciones ejecutadas en Septiembre último en el Registro Electoral 
de dicho Departamiento, como también los demás abusos que 
hayan cometido y cometieren allí con relación á las próximas 
eleccioncstt, 
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Esta comisión presentó su informe á la Cámara en sesión 
de 12 de Abril siguiente, dando cuenta del desempeño de su 
encargo. De ese informe resulta que recogió treinta declaracio- 
nec de testigos, cntr'e otros medios de investigación. 

E n  ias sesiones diurna y nocturna de 20 de Diciembre 
de 1866, á consccucncia de una interpelación dirigida por el 
señor don Ricardo Claro al Ministro del Interior, con motivo 
de ciertos defectos en que se había incurrido en la formación 
del Registro Electoral de Lontué, dicho señor y cl señor don 
Jovino Novoa reprodujeron las ideas costcnidas cn el informe 
de los señores Vcrgara, Prado y Montt, que más arriba hemos 
extractado, refutando la opinión emitida por cl señor don Fe- 
derico Errázuriz, Ministro accidental del Interior, de que el 
nombramiento de una comisión investigadora propuesta por 
el señor Claro, sería inconstitucional porque ello implicaría una 
violación del articulo 108 (99) que prohibe al Congreso cjercer 
funciones judiciales. 

Aunque la Cámara rechazó la indicacióil del señor Claro cn 
la segunda de dichas sesiones, por veintiocho votos contra nue- 
ve, pensamos que sería en virtud de las otras razones aducidas 
coiitra la indicación durante el debate; pues nos parece eviden- 
teniente erróneo suponer que la facultad de juzgar causas civz- 
les y cri~izinales y que las funciones jz~diciales á que se refiere 
el artículo 108 (99) dc la Constitución, sean algo idéntico 
(cuando son en realidad algo pcrfcctamente distinto) á las fa- 
cultadcs de 77zcra irrz~est&nció/z que indisputablernente corrcs- 
ponden á las Cámaras para el acertado desempeño dc sus 
atribuciones Constitucionales, y rnuy c.ipecialinente para el 
ejercicio de la sz~pe?vigih~tcia que les pertezece sobre todos los 
ra7tzor de l'n Aduzi)~istracióz Pzíblica, conforme al párrafo 1.0 del 
artículo 58 (49) ( r  ). 

(1) Vid. discurso nuestro en  sesibn de Ia Cainara de Diputados de 26 

de Agosto de I 873, aneso núm. 3 .  (Nota del Autor.) 



iiCon atribuciones de la Cámara de Ser?adores: 
11 1.a Calificar las elecciones de sus miembros, cono- 

cer en los reclamos d e  nulidad que ce interpiisiesen 
acerca de ellas: y admitir su dimisión si los motivos en 
que la fuiidaren, fiieren de tal 1:aturaleza que los impo- 
sibilitaren física ó moralmente para el desempeño de 
estos cargos. No podrán cslificarse los motivos sin que 
concurran las tres cuartas partes de 10s Senadores pre- 
sentes. 

i i2.a Juzgar á los funcionarios que acusare la Cámara' 
de Diputados, con arreglo á lo prevenido en los artícu- 

los 38 Y 98 (29 Y 89). 
ii3.a Aprobar las personas que el Presidente de la 

República presentare para los Arzobispados y Obis- 
pado~ .  

ii4.a Prestar 6 negar su consentimiento á los actos 
del Gobierno en los casos en que la Constitución lo re- 
quiere. 11 

Este artículo no contiene la expresión exc~z~siuas que sc con- 
signa en el 38 (29), al enumerar las atribuciones del Senado. 
Ello se comprende fácilmente, desde que la cuarta atribución 
de las que en él se detallan, no es realmente exc/zlsivn de aquel 
cuerpo, porque, en s u  receso, como sc ve por los incisos g.", ro 
y.17 del artículo 82 (73), la ejercc la Comisión Conservadora. 

Respecto á la prirnera.de las atribucionci que este artículo 
confiere al Senado, reproducimos todo lo dicho con motivo dc 
la prirncra que el artículo 38 (29) concede á la Cámara de Di- 
putados. 
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La segunda, la ejerce el Senado con arreglo á las disposicio- 
nes co~itenidas en el artículo 98 (Sg), qiie estudiaremos oportu- 
namente. 

* * * 
En cuanto á la tercera, que se relaciona con la partc 8.a del 

artículo S2 (73), que será examinada á su tiempo, sólo tenemos 
que notar: I.", que la aprobación que ella exige por partc del 
Senado, es sólo para las personas que el Presidente de la Re- 
pública hubiere de presentar á la Santa Sede para los Aysobis- 
fados y Obispnrlos que existen en chile, mas no para las 
personas que el Sumo Pontíficr iiombrare Obispos ii.t pnrtibzrs 
kifideCi~tnz; y 2 . O ,  que no pudiendo esta atribución ejercerse por 
la Comisión Conservadora, como las otras á que se refiere la 
parte 4."de este artículo, en receso del Senado, este cuerpo 
ha sido convocado cspecialtnente por el Presidente de la 
República para el ejercicio de la referida atribución 3.n Así lo 
fué, en efecto, A una sesión especial, que tuvo lugar el 28 de 
Encro de 1852, para aprobar la presentación que el Presidente 
de la República hizo á la Santa Sede del señor Obispo de An- 
cud, don Justo Donoso, para el Obispado de la Serena, vacante 
por fallecimiento del señor don Jerónimo Sierra. Negar al Eje- 
cutivo esa facultad respecto del Senado sólo en casos análogos, 
sería obligarle á convocar extraordinariamente á ambas Cámaras 
para una sesión en la cual la de Diputados nada tendría qiic 
hacer. 

En cuanto á los Obispos ilz pn~tibus, que no ejercen potestad 
de Jurisdicción, sino sólo la de Orden, hay varios casos prácticos 
que confirman nuestra opinión, entre los cuales recordamos el 
del señor don José Miguel Arístegui, nombrado Obispo de 1-Ii- 
meria, y el del setior don Joaquín Larraín Gandarillas, nombra- 
do Obispo de Martirópolis. 
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De la formación de las Leyes 

iiL,as Leyes pueden tener principio en el Senado ó eii 
la Cámara de  Diputados á proposicióii de uno de  sus 
miembros, ó por Mensaje que dirija el Presidente de  la 
República. Las Leyes sobre Contribuciones de  cual- 
quiera naturaleza que sean, y sobre reclutamientos, sólo 
pueden tener prihcipio en In CAi~iara de  Dip~itados. 
1,ns Leyes sobre Reforma de  la Constitución y sobre 
amnistía sólo pueden tener principio en el Senado. 1 1  

Establecida la neccsidad de la división del Poder f~iblico por 
lo menos en tres ramas, que se llaman también Poderes, sepa- 
radamentc considerados el uno respecto de los otros, como lo 
hemos manifestado al ocuparnos en el artículo 2 . O ,  es dcl caso 
preguntarsi, confiado el Podcr 1,egislativo al Congreso Nacio- 
nal, como In dispone cl artículo 13 ( 1  I ) ,  tiene ó nó objeto el 
presente artículo. 

Fácil es contestar que lo tiene, y de tina alta importancia. E l  
que la prerrogativa de aprobar ó formar la Ley resida e11 uno 
ó en dos cuerpos colegiados, no es un antecedente dcl cual pu- 
diera deducirse, si la Constitución no lo cxpresara, que los 
miembros de aquél Ó de estos cucrpos tuviera;l la facultad de 
proponer I'royectos dc Ixy .  Menos todavía podría deducirse 
que semejante facultad hubiera de corrccponder necesariamente 
a1 Podcr Ej6c~ciitivo. 

( 1 )  Las galiibras de este 'irticulo sobre R<ior~~irz cic i,z C<1izsti¿2rctún han 
sido supriiiiida.; por Ley de i a  de Eriero dc 1882. Vid. i l~~es t ro  Gi>~~~~p~tar io  
B los antiguos articulas reforinados 16j ii 168 ( i lue~os 156 i r 59). (Not(r dct 
Az4tor.j 



En esta materia no todas las Constituciones han adoptado 
idénticos principios. 

Las hay que reservan la iniciativa para la proposición de Pro- 
yectos de Ley únicamente á los miembros de las Cámaras. 
Otras la confieren además al Poder Ejccutiyo y á la Corte Sii- 
pretna, bien qiie sólo tratándose de asuntos judiciales -respecto 
de esta Última. Otras, y esto es lo más general y conveniente, 
dan esa facultad á los miembros de las Ciinaras y al Poder 
Ejecutivo, corno sucede en Chile; y otras la reservan solamente 
al Poder Ejeciitivo. 

Este último sistema es el que dominó en Francia durante la 
mayor parte del primero y del segundo Imperio. Keservada al 
Emperador la facultad de proponer Proyectos de Ley, las Cá- 
maras debían limitarse á aprobarlos ó ~~echnzar/os, careciendo 
aún de la facultad de modificarlos.  sujeto á un régimen seme- 
jante, el Parlamento deja de serlo, como miiy bien lo obser- 
va Prevost Paradol, y merece sólo el nombre de Co~zsejo ( 1 ) .  

Las Cámaras forman entonces p ~ r t e  integrante del régimen 
colisultk~o (colisultntif), que no es sino tina variante del Gohier- 
no Absoluto, pcro que nada tiene de común con el Gobierno 
Parlamentario.il 

Nuestra Constitución, adoptando el sistema que fíge en las 
naciones rnds cultas y inejor organizadas, Iia atribuído la ini- 
ciativa para la proposición de Proyectos de Ley no sólo á los 
micmbroc de cada Cámara en aquella de que formaren parte, 
como debe ser, sino también al Presidente dc la República por 
medio de Mensajes, reservándola sólo á éste cuando el Congre- 
so fiinciona en sesiones extraordinarias. Pero, cn todo caso, la 
facultad de adicionar, corregir Ó enmecdar los Proyectos que 
le fueren sometidos, no tiene en nuestras Cámaras limitación 
alguna p?si tiva. 

El artículo reserva, en si1 segunda parte, ciertos' asuntos cs- 
pcciales que sóla pueden tener principio en una ú otra de las 
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Cámaras. Así, las Leyes sobre Contribuciories y sobre recluta- 
mientos sólo pueden tencr principio en la Cámara dc Diputa- 
dos; y las Leyes sobre Refor~~ta de  la Constitución y sobre am- 
nistía, sólo pueden tenerlo cn el Senado. {Ticncn fundamento 
alguno estas excepciones? 

Las dos primeras lo tienen, á nuestro juicio, no en la cir- 
cunstancia de representar la Cámara de Diputados más dircc- 
tatnente al pueblo, ó de representarlo exclusívamcnte, como 
sucede en Inglaterra con la Cámara de los Comunes; sino en 
que, siendo la Cámara de Diputados hoy tres veces más nume- 
rosa que cl Senado, ofrece más garantía, como Chmara de ori- 
gen, tratándose de Contribuciones y rcclutamientos. Es  induda- 
ble que es más difícil para un Gobierno echar legalmente sobre 
los hombros del pueblo una nueva caiga, cuando la Ley debe 
necesariamente tener principio cn una Cámara que conste 
cle ciento nueve micmbroc, que si piidicra tenerlo en una quc 
se compone sólo de treinta y siete (1879). 

Esta consideración no es aplicable ni á las Leyes de amnistía 
ni á las de Reforma de la Constitución. Bien se comprende que 
los convencionales de 33 lo establecieran así respecto dc am- 
bas, determinando que debían tener principio en el Senado, 
porque estc cuerpo, tal como lo organizó la Constitución pri- 
mitiva, era un elemento más conservador que cl que representa 
la Cámara de Diputados, 6, más bien dicho, era un elemento 
elegido cxclusivamcntc por el Ejecutivo. Semejante razGn es 
inaceptable, sobre to+ dcspués de la reforma introducida en 
la organización del Senado, y por eso sc ha declarado ya ne- 
ccsaria la reforma de este artículo en la parte que dispone que 
las Leyes sobre Reforma de la Constitución deben tener prin- 
cipio en cse cuerpo. Igual cosa puede dccirse de las Leyes.so- 
bre amnistía. 

En  sesión dc 19 de '  Agosto de 18G3, puesto en disciisión 
particr~llz.r, un Proyecto de Ley que facultaba al Ejecutivo para 
rectificar el avalúo de la renta de los fundos rústicos dc la Pro- 
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vincia de Maule, el Senado, después de empatada la votación, 
resolvió en conzité, por siete votos contra cinco, que dicho Pro- 
yecto debía pasarse á la Cámara de Diputados por ser referente 
á contribuciones. 

E n  sesión de la Cámara dc Diputados de 1 1  de Junio 
de 1864, el señor don Enrique Cood pidió explicacioncs á los 
scííores Ministros del Intcrior y de Hacienda, accrca de cicrtos 
Proyectos que calificó como de contribuciones, bajo la forma 
de emplcos, empréstitos ú otros gastos, por haberlos presentado 
ante el Senado como Cámara de origen. 

El  Senado se ocupó en el asunto en sesiGn de 1 3  del mismo 
mes y año, sosteniendo el Ministro de Hacienda, seAor don 
Alejandro Reyes, que el artículo 40 (31 )  sc refiere sólo á las 
Leyes que esialilece~z contribuciones 6 que tienen por o&efo ivt- 
polzevlas, lo cual no es manera alguna conforme ni con la letra 
ni con el espíritu de dicho artíciilo, que habla expresamcptc dc  
las 1,eyes sobre Co~ztvihuciones de czsnlqr~iera ~zatllraleza qzre seatz, 
sin distinción ni limitación alguna. 

En  la sesión que la Cámara de Diputados celebró al día si- 
guiente, el señor Cood, insistiendo eti la opiniGn que había 
manifestado en la sesión dcl I I del mismo mes, di($ también al 
precepto Constitucional un alcance demasiado lato y que no 
tienc evidentemcntc, pues lo hacía extensivo á una Ley sobre 
empréstito y á otra sobre asignar fondos para dos Legaciones, 
discurriendo como si toda Ley que autoriza gmtos sc encon- 
trara comprendida dentro del precepto de este artículo, por 
cuanto puede dar origen á contribuciones. La Cámara de Di- 
putados, sin pronunciarse cn seiltido alguno, pasó íí la orden 
del día. 

En cuanto al Senado, resolvió por dicz votos contra tres, en 
scsi(5n dc  1 5  dcl mismo nies y año, no volver sobre ei acuerdo 
quc había celebrado en la sesión dcl 10, apiobatido un Proycc- 
to sobre condonaci6n del znqzresto agyz'coln que debió cubrirse 
en Abril de ese año. En este caso nos parece evidentc que el 
Senado obró incorrectamente al ocuparse en ese Proyecto como 
Cámara de origen, puesto que en él se trataba en uiia co~zt~,ibz~- 



c2b72, y no debió el Senado distinguir donde la ConstitiiciÓn no 
distingue. 

Por lo demás, y sin hacer caudal de otros casos prácticos, 
pues nos parece que es bien claro el sentido del precepto que 
reserva á la Cámara de Diputados el carácter de Cámara de 
origen en todo Proyecto refeel.ente d Contribuciones, seo czlnlft~ere 
su naturaleza, hemos explicado ya, cn el estudio del inciso 1.0 

del artículo 37 (2Xj, la enorme impoi-tancia que tiene dicho pre- 
cepto Constitucional. 

Debe tenerse presente que la Constitiición, al determinar que 
las Leyes sobre Contribuciones, de cualquiera naturaleza que 
fueren, bien sea que las creen, que las supriman 6 que las mo- 
difiquen, tengan principio en la Cámara de Diputados, no ha 
privado al Senado de la facultad de corregir ó adicionar los 
Proyectos que aquélla le remitiere, usando de la atribución que 
á la Cámara revisora confiere el artículo 51 (42). 

Rige entre riosotros el mismo sistema que establece la Cons- 
titución dc  Estados Unidos, según la cual puede el Senado en- 
metzdar los Proyectos de Ley quepara  levaatar tfezta hubiere 
aprobado la Cámara de Representantes; y no el sistema inglés, 
conforme al cual, y por causas quc se explican fácilmente, la 
Cámara de los Lores carece de la facultad de enmendar 6 mo- 
dificar los Proyectos que, con el expresado objeto, le pasare ia 
Cámara de los Comunes. 

La  facultad de adicionar 6 corregir los Proyectos de Ley 
sobre Contribucion.es, que indudablemente corresponde al Sena- 
do, desde que la prescripción contenida en el artículo 5 I (42) 
es general y absoluta, no tiene otra limitación que la d e  con- 
servar y respetar la idea capital del Proyecto aprobado por la 
Cámara dc Dipdtados. Así, si ésta aprobare un Proyecto de 
impuesto directo sobre c l  cnpital, no sería Constitucional que el 
Senado devolviera un Proyecto de impuesto sobrc la renta, por- 
que así esta contribiición tendría su origen en una Cámara don- 

19 
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de  no puede tenerlo, conforme á lo di~puc.jtr> en el artícu- 

lo 40 (31). 
Esto nos parece evidente, y de ello nuestra historia parlamen- 

taria nos suministra el siguiente .ejemplo: 
La  Cámara de Diputados aprobó, en la sesión anual de 1873, 

un Proyecto de Ley para todas las Municipalidades de la Re- 
pública, destinado á aumentar la contribución de serezo y nlunt- 
brado. El Scnado devolvió aquel Proyecto á la CAmara de 
Diputados con gravcs modificaciones, limitando sus efectos á la 
Municipalidad de Santiago para cl año de 1877, y duplicando 
las contribuciones de sereno y alumbrado, la depatentes de ca- 
rittnjes la de ca7zchas de bolas y dirlevsio~zespziólicns y supri- 
inicndo las dcpz~estos fz~era de recoba y pz~estos ar~tbzt~nlltes, á 
pesar de la justa observación hecha por el señor don José Vic- 
torino Lastarria, Ministro del Interior, en la sesión de 29 de 
Diciembre de de 1876, en que dudaba de la Constitucionalidad 
de los acuerdos que en ella aprobó el Senado. 

L a  Cámara de Diputados, al tomar en cc~nsideración e1 Pro- 
yecto así modificado, acordó, en sesión de 4 de Enero de 1877, 
por veintiún votos contra catorcc, pasarlo A Comisión, á causa 
de las graves obervaciones que, en cuanto á su Constitucionali- 
dád, hicimos valer los señores don Luis Aldunate, don Deme- 
inetrio Lastarria, don Aniceto Vcrgara Alhaiio, don Abraham 
Konig, don Justo Arteaga Alemparte. don Josd Victorino Las- 
tarria (Mfnistro del Interior), y nosotros. El Proyecto quedó 
así sin efecto, porque, destiniido A producir sus efectos en 1877, 
la Comisión no ha informado hasta la fecha. Era claro que este 
trámite no tenía otro objeto que evitar un conflicto entre atn- 
bas Cámaras, no sicndo sino una manera atenta empleada por 
la dc Diputados, para manifestar quc cl Scnado no había obra- 
do Constitucionalinente en aquel caso. 

En  efecto, el Senado pudo, como Cámara revisora, limitar 
los efectos del Proyecto general sobrc contribución de seveno y 
a l~~mbrado á sólo la Municipalidad de Santiago y pudo también 
liinitar su duración ;í sólo cl afio de  1877. En csto usaba la 
facultad de corregir. Pero el Sena80 no pudb ni dcbii'coiiver- 



tirsc en Cámara dc origen diiplicando 6 triplicanclo la contri- 
bución de pateyztes, y suprimiendo las de pzrestos fi~era de recoba 
y anzúzrlanies, porque el Proyccto de la Cámara de Diputados 
no se refería á éstas, sino exclusit.amentc á la dc seyerto y nlzrnz- 

brncto. E n  concccuencia, sólo respecto de esta iiltima podía el 
Senado hacer uso de sus facultades de Cámara revisora. En  lo 
demás, se exccdió de ellas evidentemente (1). 

Dijimos antes que se ha declarado necesaria la reforma dc 
este artículo en la parte que dispone quc las Liycs sobre Refor- 
ma (reformabilidad) de la Constitución deben de tcncr principio 
cn el Senado. As! lo declaró, en efecto, la Ley de 4 (le Julio 
de 1877, cuyo artículo único dice: 11Sc declara que necesitan 
Reforma los artículos 165, 166, 167 y 168 de la Constitución, y 
el artículo 40 en la parte que determina que las Leycs sobre 
Reforma de ésta deben tener principio en el Senado (2)11. 

Estando para ser elegido cl Congrcso que debe cfectuar la 
Reforma de esos artfculos y que se inaugurará cl 1.O de Junio 
próximo, y existiendo íntinia relación entre la reformabilidad 
del artículo 40, en la parte indicada, y la de los artículos 165 
á 168, nos ocuparemos en la historia dc  la citada Ley de 4 de 
Julio dc  1877 al fin de este voliimen, ya que la publicación del 

(1)  E l  Senado, en sesión diurna de 2 6  de Diciembre de 1879, adicioiib 
el Proyecto sobre subsistencia de  las Coiitribuciones con la de nr<rn(2;rsfor- 
zosrrs, no incluida por la Cámara de  Diputados, con solo dos rotos en con- 
tra. L a  Ciiiiara de Diputados, en  sesióii nocturna de la misilla fecha, re- 
cliazó por inconstitucional semejante adicion, por treinta y seis votos contra 
nueve. E l  Senado, en sesión de 29 del iiiisrno mes, acordó no insistir e11 sil 
adición, por once rotos contra dos. 

T'éa~ise, además, las discusiones liabidas en sesiones de 3 y 4 (le Julio 
de 1884 sobre la Ley de Contribucioiies, y el discurso que proiiuncilinios en  
sesión de la C i ~ ~ i a r a  de Diputados celebrada el 5 del rnisriio riics de Julio, 
sesióii en  la cual aceptó esta Cámara por unnniiiiidad la iiianera conio de- 
fendimos sus fueros en  materia de Coiitribuciones. (ATofir n'cl il7rter.) 

E l  discurso á que se alude e s t i  entre los anexos de  este ~o lu inen ,  con el 
iiiimero 14. (Nota de los Editores.) 

(2)  Boletin dc las Lg*es de 1877, libro LXIT, pBg, 3 7  j. 



- - 

skgtindo que proyectamos pitede retardarse por motivos indc- 
pendientes de nuestra voluntad, y llegarían á ser, en tal caso, 
inoportunas nuestras observaciones referentes A la indicada Ley. 
Las consignaremos,. por consiguiente, á continuación del artí- 
culo 58 (1). 

 aprobado un Proyecto de Ley en la Cátnara de s u  
origen, pasarcl inmediatamente á la otra Cámara para 
su discusión y aprobación en el periodo de aqiiella se- 
sión. 1 1  

Ida palabra ap~obaciún que se emplea en este articulo, está 
impropiamente usada. Es claro que la CCimara revisora no tie- 
ne obligación de aprobar los Proyectos que le envía la Cámara 
de origen. Si así fuera, no tendría razón de. ser su existencia. 
Los artículos siguientes establecen que la Cámara revisora pue- 
de aprobar, desechar, adicionar ó corregir los Proyectos que le 
remitiere aprobados la Cámara de origen. 

Luego, no es exacto decir, como dice cl artículo41 (32)) que 
se le remiten para su aprobació~z. En lugar de esta palabra de- 
bid decirse: llpara los efectos que previenen los articiilos 42, 43, 
50 y 51 (33, 34, 41 y 42)~1, que son los que consignan las reglas 
á que deben sujetarse las relaciones de ambas Cámaras cn la 
formación de las Leyes. 

&a palabra i~znzediatante~tte que crnplea el artículo, indica 
que el propósito de la Constitución ha sido, sin duda alguna, 
que la Cámara revisora no retarde el despncho de los Proyec- 
tos que le jasa la Cámara de origcn. Igual consecuencia se 

(1) Este párrafo se conserva en respeto d la iiitegridad de la Obra; y en 
61, como en otras piginas de estos roIÚmenes, se citan los articulas segun 
su izumeración primitiva, en obsequio A la propiedad de las referencias. I,a 
Proposjci6n de Reforma ri que este1 plrrafo se refiere fui: ratificada el 12 .de 
Enero de 1882 en los terminos conformes con las opiniones del Autor y 
apreciados por El en sus escritos inis recientes. (Notd (12 los B(i'ltores.) 



desprende de la parte del artículo que quiere que el Proyecto 
pasado por la Cámara dc origen sea despachado por la rev'i- 
sora en el mismoperiodo de la sesión en que aquélla lo aprobó, 
es decir, dentro del mismo trienio legislativo. 

El período legislativo, como lo define el Reglamento Interior 
de la Cámara de Diputados, es el trienio por el cual duran las 
funciones de los Diputados. La serie de sesiones no interruin- 
pidas por un receso de la Cámara, se llama, según el Regla- 
mento de ambas, Legislatura 6 Sesión anual, conforme á la 
Constitución. 

Cada Sesióiz anzrn,? ó Legislatzlra es ordinaria 6 extraordina- 
ria, y cada reunión especial de la Cámara se llama también se- 
sión, segÚn.10~ citados Reglametitos. 

En este artículo y en todos los siguientes relativos á la for- 
mación de las Leyes, la palabra sesióyz está tomada en el sentido 
dc Legisslnatura ó conjunto de scsiones de un año de'los tres que 
componen cl periodo legislativo. 

Del artículo 41 ( 3 2 )  han surgido dos cuestiones. Es  la pri- 
mera saber si un Proyecto de Ley aprobado por la Cámara de 
origen, puede ser considerado por la otra de~ t ro  de ultperiodo 
legislativo distinto de aquel en que aquella lo aprobó. Es la sc- 
gunda saber si la Cámara revisora puede aplazar indefinidn- 
mente, sea de un modo expreso, acordándolo así, 6 de un modo 
tácito, desentendiéndose de ellos por completo, los Proyectos 
que le remite aprobados la Cámara de origen, ó si debe ~ ó n s t i -  
tucionalmente aprobarlos á su vez, desecharlos ó modificarlos, 
sin que sea lícito aplazarlos. 

Tuvimos la honra de ocuparnos en el examen de ambas cues- 
tiones, bien que sólo de paso respecto de la segunda, en sesión 
de la Cámara de Dipiitados de 27 de Julio de 1876, á conse- 
cuencia de haber manifestado en ella el señor don Justo Ar- 
teaga Alemparte la opinión de que el Projrecto de Ley contra el 
bandolerismo, que la Cámara de Diputados había aprobado en 
la última sesión del periodo Zegis/ntiz~o que terminó el 31 de 
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Mayo de aquel año, y que cl Seiiado acababa dc  aprobar tam- 
bién en las primeras sesiones del ltzlevo periodo legislativo que 
principió en esta fecha, no debía pasarse al Presidente de la 
Repúblita, sino que, atendida la hora en que llegaba á la Cá-  
mara de Diputados, constituía écta en Cámara reirisora, aun- 
que en 1875 hubiera sido Cámara de orzgeíz. 

Refutando nosotros esta opinión, aiinquc reconociendo que 
descansa cn la letra del artículo 41 (p), discurrimos de la ma- 
nera siguiente: 

I I E L  SEÑOR H u ~ ~ ~ u s . - E n t i e n d o  que el señor Diputado 
por Valparaíso quiere que se dé al Proyecto contra el bandole- 
rismo d trámite que se da á todo Proyecto que se presenta por 
primera vcz. Eii esa indicación me voy á ocupar. El señor 
Presidente puede llamarme al orden solamente si me desvío 
de ella. 

llPara hacer uso de la palabra pido se lea la nota pasada 
por el señor Presidente del Senado á este rcspccto. (Se leyó). 
Fíjese bien la Cámara en que esa nota principia diciendo: !)De- 
vz~elvo á V. E. el Proyecto  si^ vnriació~z nlg~~mzi,, y que no dice 
remito. 

llHecha esta observación, entro en materia. 
1 1  ?or primera vez, en los cuarenta y tres años de vigencia 

que cuenta nuestra Constitución, se promueve ante la Cámara 
la grave cuestión que envuelve la indicación formulada por el 
honorable Diputado por Valparaíso. Llamo grazie esa cuestión, 
no tanto porque ofrezca dificultades la inteligencia que deba 
darse al artículo 41 de la Carta Fundamental en la parte que 
dice: llen el periodo de aquella sesiÓn,ll sino porque, dados los 
antecedentes parlametltarios del país y tomada en cuenta la 
situación actual del Proyccto devuelto por el Senado á esta 
Cámara, la resolución que nosotros adoptemos piicdc producir 
consecuencias qiie realmente merecen a-que1 calificativo. 

llHe dicho que la inteligencia que dcbc darse al artículo 
Constitucional no sugiere dificultades, porque, en efecto, su te- 
nor literal es perfectamente claro. Quiere la Constitución que 
el Proyccto dc Ley aprobado por una de las Cámaras pase 
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innzediota7nente á la otra para su discusión en el periodo de  
aquella sesión, es decir, dentro del mismo trienio legislativo. 
Esto es obvio, y el fundamento de  la regla se concibe fácil- 
mente. Se  Iia querido evitar con ella que la CAmara revisora 
i%tarde indefinidamente la discusión del Proyecto que le ha rc- 
mitido la Cámara de origen, y que lo devuelva aprobado cinco, 
diez ó veinte años después de la fecha en que ésta lo tomó cn 
consideración, cuando las circuristancias que dieron origen al 
Proyecto Iian variado quizás por completo. 

11A pesar de esto, no es posible desconocer que la regla fijada 
por la Constitución presentaría el grave obstáculo, aplicada ri- 
giirosamente, de hacer inútil la discusión y aprobación de todo 
Proyccto de ,Ley en una y otra de las Cámaras en los últimos 
días de un período ó trienio legislativo. El trabajo de las Cá- 
maras, cuando no hay tiempo de que ambas despachen el Pro- 
yecto en la Última sesión anual de un periodo, sería enteramente 
inútil y se perd.ería cornpletamcnte en la mayor parte de los 
casos. Más aún: consecuencia de esa aplicación rigorosa de la 
Ley seria también la de que las Cámaras, después de SLI reno- 
vación, no deberían tomar en cuenta los trabajos Iieclios por 
sus antececoras en cl períoclo anterior, por más adelaiitados 
que estuvieran. Así, nosotros no deberíamos continuar ahora la 
discusión del Proyccto sobre reforma de la Ley Municipal, to- 
mándolo en el estado en que lo dejó la Cámara de 1875, sino que 
sería forzoso empezar á discutirlo de nuevo, desde su primer 
artículo; porque es lógico suponer que si una Constitución 
quiere que los Proyectos de Ley sean aprobados por aíndas Cd- 
nznrns dentro de un misnzo período, con mayor razón habrá que- 
rido que zuza súh dc ellas lo despache dentro de esc plazo. 

~ I Y ,  sin embargo, antes de ayer no más hemos hecho lo con- 
trario, principiando la discusión de ese Proyecto en su artícu- 
lo 33. Esto revela que si la regla cuya aplicación hoy se invoca 
tiene bases filosóficas, ofrece también inconvenientes. Por esto, 
sin duda, casi la totalidad de las Constituciones hoy vigen- 
tes en el mundo civilizado, guardan completo silencio á este 
respecto. Así, las de Bélgica, Holanda, Italia, Dinamarca, 
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Portugal, Brasil, Estados Unidos de Norte América y C ~ n f e -  
deración Argentina no establecen regla alguna tendente á fijar 
el tiempo que puede ó debe mediar entre la aprobación que 
una Cámara presta á los Proyectos que hubiercn tenido su ori-, 
gen en la otra. 

11El articulo 68 de la Constitución del Perú dispone que: 
11 aprobado un Proyecto de Ley por la Cámara de origen, pa- 
11 sará á la otra para su oportlrna discusión y v~ tac ión . ,~  

llComo se ve, no es fAcil averiguar lo que esa palabra oportu- 
Ea significa. Con ella ó sin ella habría siempre motivos para 
dudar. Sólo e,n Inglaterra la cuestión está resuelta de un modo 
claro y esplícito. Allí, para que un 6ill se repute aprobado por 
el Parlamento y para que pueda ser remitid6 á la Corona, es 
menester que lo haya sido por ambas Cámaras en el curso de 
uita nzisijza sesiófz anzral; por lo que, dice Laferriere, uno de los 
modos de rechazar un bilZ es pedir que se le dé segunda lectura 
dentro de seis meses, ó sea cuando el Parlamento haya clausu- 
rado sus sesiones. La regla del artículo 41 (32) de nuestra Cons- 
titución, menos severa que la inglesa, tampoco estaba consig- 
nada en la de 1828, y, bien sea por su novedad, bien sea por 
inadvertencia ó bien por otra causa cualquiera, es el hecho 
que nunca se ha aplicado, y que, lejos de eso, ha sido desaten- 
dida en muchísimos casos, de los cuales me permitiré recordar 
algunos. 

11La Ley de 13 de Julio de 1852, que concedió una gracia al 
General O'Rrien, fué aprobada por la Crímara de Diputados en 
sesión de 28 de Agosto de 185 r ,  y por el Senado en el periodo 
siguiente, en sesión de 2 de Julio de 1852. L a  Ley de 2 0  de 
Octubre de 1852, sobre reforma postal, fué aprobada por la Cá- 
mara de Diputados en sesiones de 1851, terminándose su dis- 
cusión y remitiéndose al Senado el 28 de Agosto de aquel año. 
El Senado no principió á discutir el Proyecto sino en el #erzódo 
sigz~iente, en sesiones de 14 de Junio de 1852 y siguientes; é 
introdujo en él varias modificaciones que la nueva Cámara de 
Diputados, conservando su carácter dc Cámara de origen, acep-. 
tó el de 4 de Octubre de 1852. La  Ley de Elecciones de 1861 



fué aprobada por la Cdmara de Diputados en 1860; en ese 
mismo año la aprobó también el Senado, pero modificando sus 
artículos 136 y 137. La nueva Cámara de Diputados de 1861 
no vaciló en reconocer que conservaba su carácter de Cámara 
de origen y, como tal, aceptó esas modificaciones. Igual cosa ha 
sucedido con la Ley de Elecciones de I 2 de Noviembre de I 874, 
hoy vigente. La Cámara de Diputados aprobó sus cuatro pri- 
meros títulos en 1872, y el Senado los aprobó también con al- 
gunas modificaciones en 1873, esto es, en unpertodo distinto del 
de la sesión de 1872, reconociendo siempre á la Cámara de Di- 
putados como de origen, y ésta, obrando en igual carácter, 
aceptó algunas de esas inodificaciones y rechazó otras en la 
sesión del año 1874. Y para no citar más casos, que podrfan 
multiplicarse quién sabe hasta dónde, recordaré á la Cámara 
que las Leyes que realizaron la Reforma de los artículos de la 
Constitución comprendidos en la Ley sobre Reformabilidad 
de 28 de Agosto de 1867 (salvo los arts. 81 y 62)(actuales artl- 
culos 52 y 53) fueron aprobadas por el Senado en 1871 y 1872. 
Sin embargo, la Cámara de Diputados elegida en 1873 discu- 
tió y aprobó esas Leyes en el citado año 1873 y en 1874, sin 
creer que hubiesen caducado ya esos Proyectos aprobados por 
el Senado en el período anterior. 

~lsupongo que bastarán los ejemplos que me he permitido 
recordar para comprender que la cuestión que ahora se inicia 
jamás ha sido promovida en ninguna de las ramas del Con- 

' greso, y que tácita é implicitainente ha'sido resuelta en contra 
de la letradel artículo 41 (32) y dando á éste el alcance de una 
mera recomendación. 

ilPero se dirá que la práctica jamás puede prevalecer en con- 
tra del tenor literal de la Ley, y que los hechos recordados 
prueban sólo que la Cámara, que pudo en aquellos casos recla- 
mar el cumplimiento del artículo Constitucional, renunció al 
ejercicio de su derecho. A lo primero contesto que la respuesta 
es perfectamente exacta, y que yo estoy de acuerdo con el prin- 
cipio de que la costumbre contra Ley no tiene fuerza alguna; 
pero agrego, en respuesta á lo segundo, que el artículo no coa- 
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fiere derecho n/gcl?zo 7-enunciable á ninguna de las Cámaras, y 
que, si él importa un precepto de orden público, las Cámaras 
no tenían facultad de dejarlo sin cumpliiniento, y el Presidente 
de la República debió vetar las Leyes cn cuya formación se 
hubiera violado la regla que el artículo sanciona. Si csas Le- 
yes no han sido devueltas por el Ejecutivo al Congreso, ello 
prueba que el artlculo mencionado no ha sido entendido por el 
Poder encargado dc guardar y hacer guardar la Constitución,' 
en el sentido que se desprende de su tenor litcral. 

ll¿Chmo explicar entonces que si ese tenor es claro, soy el 
primero en reconoccrlo, sc haya interpretado sólo como una 
mera recomendación y no coino un mandato imperativo y efi- 
caz? Permítame la Cámara detenerme en el examen de este 
punto, que es, sin duda, el más grave y de mayor interés para 
la acertada solución de la dificultad &e tenemos pendiente. 

112Ciiál es, scfior Precidcnte, la sanción que la Carta impone 
para el caso en que S'ea infringida la regla que establece su ar- 
tículo 41 (32)? ¿Dice acaso la Constitución qiie cuando el Pro- 
yecto no fiiere aprobado por ambas Cámaras dentro de un 
mismo periodo se considere como no propuesto en la Cámara 
que fué de origen? {Dice que el Proyecto debe ser tomado nue- 
vamente en consideración por ésta? Ni una sola palabra. Y 
ecte silcncio de la Carta es verdaderainente singular, si se toma 
en cuenta que todos los artículos sigiiientes, relativos á la for- 
mación de las Leycs, han cuidado sicmpre de establecer clara- 
mente los efectos que firoduce el rechazo del Proyecto por la ' 
Cámara dc  origen; los quc produce la aprobación ó rechazo del 
mismo por la Cámara revisora; los quc causa .la devolución del 
Proyecto por el Presidentc de la República, sea que lo corrija 
Ó modifique, sca que lo ciesechc en el todo. En  todos estos ca- 
sos la Constitución nos dice clara y esplícitamente cuál es la 
suerte que corre el Proyecto. Ya dispone que no podrá propo- 
nerse en la sesión de aquel afio; ya que se le tendrá por no pro- 
puesto; y ya, en fin, que las Cámaras deberán aprobarlo nucva- 
mente dentro de los dos años siguientes, so pcna de que, cuando 
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quiera que se proponga después, se tendrá como nuevo Pro- 
yecto para todos los efectos Constitucionales. 

llSi el Proyecto de Ley sobre modificaciones en nuestro sis- 
tema penal aprobado por esta Cámara el año anterior y remi- 
tido znnzediatantente, como lo fué, al Senado, no fué aprobado 
por este cuerpo en aquel año también, sino en este año, es de- 
cir, dentro del nuevo periodo que ha principiado el 1.0 de Junio 
último, ¿se deduce de aquí que la falta cometida por la Cámara 
de Senadores frustra por completo y hace ineficaz la aprobación 
que esta Cámara le prestó en 1875? 2Se deduce de aquí que 
haya fracasado y cbducado para Csta, y que deba tomarlo nue- 
vamente en consideración? 

llPuede ser, señor Presidente; pero la Constitución no expre- 
sa semejante cosa; y si al establcwr la regla Jel artículo 41 ( 3 2 ) ,  

no cuidó de darle sanción alguna, cabe entonces sostener que 
su propósito fué dar á esa regla el carácter de una mera ueco- 
~~zetzllaciótz, y de  una recomendacidn cuyo cumplimiento es de 
todo punto imposible cuando en las últimas sesiones del tercer 
año de un período, una Cámara termina la aprobación de un 
Proyecto de largo aliento, de un Código tal vez, y el Proyecto 
aprobado se remite á la otra Cámara en vísperas precisamente 
de  la clausura del Congreso. 

1iY esto no cs raro en iiuestra Constitución. Así, en su artícu- 
lo 168 ( 1 )  dispone que, establecida por la Ley la necesidad de la 
Reforma de uno 6 varios de sus artículos, se aguardará la$rÓ.ril?za 
renovación de la Cámara de Diputados, y que en laprinrern se- 
sibe que tenga el Coizgreso, después de esa renovación, se dis- 
cu t id  y delibeunrn' sobre la Reforma que haya de hacerse. Pues 
bien, á pesar de esas palabras$~,intera sesii~z, que son bien cla- 

(1) La observación del Autor iio podria aplicarse al articulo 168 rcfor- 
inado (hoy 159); ella qiird;~, pues, circu~iscrita al caso histórico referido eii 
el texto, por lo cual se conserva su nuiiieración antigua al articulo citado, y 
i la aprobación de los Proyectos de Refornin Constitucional, en niki-ito del 
inciso 3 . O  del actual articulo 156, antiguo articulo 16 j. (NoLa de los Efi-  
Lores.) 
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ras, he recordado ya que la Reforma de los artículos Constitu- 
cionales comprendidos en la Ley de 28 de Agosto de 1867 
(menos los arts. 61 y 62) (actuales arts. 5 2  y 53), no fué discu- 
tida ni resuelta por el Congreso, esto es por andas  Cn'!?zaras, en 
la sesión de 1870, ó sea dentro del término transcurrido desde 
el 1.0 de Junio de aquel año hasta el 31 de Mayo de 1871. 
Todos sabemos que esa discusión y deliberación tiivo lugar, en 
su mayor parte, en las sesiones de los años 1872, 1873 y 1874, 
de tal manera que no sólo no se efectuó en la pri?nera sesión 
del Congreso renovado, sino que un Congreso szrbs&zdiente llen6 
la misión que la Carta confía al próxitno ó sigziiente, y dentro 
de un período distinto del señalado por la Constitución misma. 

11Este hecho,.harto significativo, revela que el precepto del ar- 
ticulo 168, en lo relativo á la prillzeva sesión de que en él se 
habla, tampoco se ha considerado como ilizpe!,atiuo, sino tam- 
bién como una mera recol?zezdación, que, infringida, no produce 
efecto alguno, porque otra vez la Carta no ha dado sanción á 
esa regla, y, lejos de eso, guarda nuevamente silencio absoluto 
acerca de la suerte que corre la Ley sobre Reformabilidad, cuan- 
do no se delibera acerca de la Reforma que haya de hacerse den- 
tro del plazo fijado por el citado artículo 168. 

llLo que es indudable es que obra mal la Cámara revisora 
que aplaza, de liecho ó por acuerdo expreso, la consideración 
de un Proyecto que le remite aprobado la otra Cámara. Obra 
mal, porque semejante procedimiento vulnera las prerrogativas 
de  la Cámara de origen, desde que ésta, cuando la revisora re. 
chaza el Proyecto por mayoría absoluta, puede insistir en él 
por los dos tercios, y, en tal caso, para que el Proyecto fracase, 
es menester que la Cámara revisora insista en su rechazo tam- 
bién por los dos tercios de los votos dc sus miembros presentec. 
De  aqui es que un aplazamiento, que la Cámara revisora puede 
adoptar por si!izple l?zayoria adsolzcta 6 por el sólo hecho de de- 
sentenderse del Proyecto que le remitió aprobado la Cámara de 
origen, es algo que no puede admitirse entre nosotros. Ello es 
aceptable en Inglaterra, donde rige un sistema distinto del 
nuestro para la formación de las Leyes, porque en aquella na 



&n, como en otras muchas, todo Proyecto de Ley fracasa sin 
más que por la circunstancia de no haber merecido la aproba- 
ción de la nzayoria absoLz~ta eri ambas Cámaras. Entonces se 
concibe que un aplazamiento, que también requiere esta misma 
mayoría, sea un medio atento de rechazar un Proyecto ilt-Li~~zine. 

llPero si el aplazamiento adoptado por el Senado en cl alio 
anterior respecto del Proyecto que nos ocupa, importa una irre- 
gularidad Constitucional, que aquella Cámara.'se ha apresurado 
á corregir ahora, ¿se deduce de aquí qne esta Cámara tenga la 
facultad de convertirse hoy en revisora respecto de ese Proyec- 
to que el Senado Le devzelve aprobado sin variación a&uita, 
como lo dice la nota del honorable sefior Presidente de aquel 
cuerpo respetable? L a  consecuencia me parece fuerte, y quizá 
nos conduciría á la situación de arrogarnos atribuciones que ni 
la Carta ni la Ley expresanzetzte nos confieren, colocándonos 
así en un terreno que autorizaría contra nosotros el.cargo de 
haber violado el artículo 160 (151) de  nuestro Código Funda- 
mental. Y para adoptar el sistema que se nos propone, tendrfa- 
mos que llegar al duro extremo de declarar, implícitamente por 
lo menos, que la otra rama del Congreso ha violado la Consti- 
tucidn de la República. Nos arrogariamos el carácter de CA- 
mara revisora, cuando el Senado, según se ve por nota á que 
acabo de aludir, nos considera siempre como Cámara de origen 
en cuanto al Proyecto á que dicha nota se refiere. 

11Es esto, señor Presidente, lo que me induce á pensar que el 
asunto es en extremo grave y delicado. Supdngase adoptado 
por esta Cámara cl procedimiento que se nos propone; ¿no po- 
dría el Senado sostener mañana que el artículo 41 (32) de la 
Constitución no confiere á csta Cámara el derccho de arrogarsc 
el carácter de revisora? ¿No podría sostener qtie, aún prescin- 
diendo de la práctica constantemente obcervada, ese artículo 
carece de sanción é importa una mera recomendación? No po- 
dría protestar todavía que no reconoce en la Cámara de Dipu- 
tadss el derecho de cbnstituirsc cn Juez de las infracciones 
Constitucionales cometidas por el Senado, cn la hipótesis de 
quc ese cuerpo las hubiera c ~ m e t i d o ? ~ ,  
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si tal cosa sucediera, lo que no sería improbable, si se to- 
rnan cn ciienta los términos en que está redactada la nota que 
á csta Cámara ha dirigido cl honorable scñor Presidente del 
Scnado, ¿cómo sc salvaría tan chocante conflicto entre las dos 
ramas dcl Congrcso? Supóngase que el Senado, en presencia 
del acuerdo dc esta Cámara, acordara á su vez mañana, con 
arreglo á lo dispuesto en el articiilo 43 (34) de la Constitución, 
remitir el Proyecto en cuestión al Presidente de la República, 
puesto que en él nada ha alterado, y adoptara este camino por 
considerar, á su turno, que era indebido el procedimento obser- 
vado por csta Cámara. iTcndríamos entonces cl peligroso y 
ariornial espectác~ilo ofrccido al país y al mundo civilizado dc 
las dos Cbinaras dc Chile censiirándose implícitamente la una 
á la otra, como infractoras de la Constitución! 

llNo se cchc cn olvido qiie la Constitución en ninguna parte 
dispone quc, cua~ido un Proyecto dc Ley aprobado por una 
Cáinara lo fucrc también pcr la otra, dcbc ésta devolverlo á 
aquélla, i fin de que, por conclucto de la Cámara de origen, sea 
rcinitido al I'rcsidcnte de la República. Nó; cse trámite no lo 
prescribe el artículo 43 (34) ni otro aiguno de la Constitución. 
El  es un trámite de Reglamento y nada mAs que de Regla- 
mento. Y como no es posible so.;tener que una prescripción in- 
terna y reglamentaria de una ú otra dc las Cáinarac, prevalezca 
sobre lo que manda la Constitución misma, y nunca una dispo- 
sición de aqucl carácter puede arrebatar A ninguna de las ras 
mas dcl Cotigreso los derechos que la Constitución le acuerda, 
no cs aventurado suponer quc cl Senado obrara de la manera 
que yo imagino. 

~l^quella Cámara, según la nota i que he aludido ya, reputa 
á esta como Cámara de origen, y considcra, por consiguiente, 
quc cl Proyecto está aprobado ya por ambas Cnrtrnras, y que 
debe remitirse al Presidente de la Replíblica. Luego, si esta 
Cámara no lo remite, aquélla podría hacerlo, si no participara 
dc iiuestra opinióii. ¿Qué haría entonces esta Cáinara en prcsen- 
cia del procedimiento que yo supongo adoptado por la de Se- 
nadores? 
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I ~ Y  no se nos diga que la nota del honorable Presidente del 
Senado nada significa, ó que se ha redactado coino lo está por 
 inadvertencia.'^^. Desde hace días se habla mucho en todos 
los círculos políticos de la cuestión qiie en este moniento esta- 
mos debatiendo. Los señores Senadores no han podido dejar 
de darse cuenta de ella, cuando han observado que los sostcne- 
dores del Proyecto en aquella Crímara han hecho valer, como 
razón principal para que en él no se introdujese la rnás ligera 
modificación, la conveniencia de evitar que esta CAmara lo to- 
mara nuevamente en consideración. Cuando tales razones se 
adujeron en el Seriado, y ciiando aquel ciierpo resolvió que se 
tomara csrno base para la disciisión, el Proyecto aprobado por 
la  Cd~lzctra de Diputados, y no el informe de la ComisiGn res- 
pectiva; ?cómo es que ningún honorable Senador levantó cn- 
tonces la voz para protestar contra semejante teoría y para 
sostener que la Cámara de Senadores era hoy Cámara de 
origeett respecto del Proyecto en cuestión y no ya Cámara revi- 
sora? 

1lEste silencio absoluto guardado en la otra Cámara acerca 
del punto que discutitnos, prueba una de dos cosas: ó que todos 
los miembros del Senado presentes en la discusión han partici- 
pado por completo cle la opinión emitida por los sostehedorcs 
del Proyecto, cn cuanto consideraban siempre á esta Cámara 
corno de origen, opinión manifestada también en la. nota con 
que el Senado lo ha devueltof Ó que, si alguno ó algunos Scna- 
dores han pensado que aquella CAmara se ha convertido hoy 
en Cámara de origen respecto de dicho Proyecto, se mantuvo 
el1 reserva tal opinión, quizá para impedir las conscci~encias á 
que podría dar Iiigar un conflicto entre las dos ramas del Con- 
greso, conflicto que yo, por mi parte, también abrigo el deseo 
de evitar. 

11I~a verdad es que cuando las Cámaras incurren en alguna 
irregularidad en la formación de las Leyes, no tiene la una fa- 
ciiltad de corregir, por sí y ante sí, los errores de la otra. En  . 
semejante caso, incumbe al Presidente de la República, y sólo'á 
él, poner en ejercicio la delicada atribución de devolver el Pro- 



yecto al Congreso, desechándolo en el todo, y llamando la aten- 
ción de éste á la irregularidad cometida, como lo hizo el Ejecu- 
tivo el 16 de Noviembre de 1857, en el único caso que recuerdo 
haya ocurrido entre nosotros de haber sido vetado completa- 
mente un Proyecto de Ley por inobservancia de las iórrnulas 
y trámites Constitucionales. 

1lSi el Presidente de la República, á cuyo conocimiento lle- 
gará indudablemente esta discusiói~, piensa como lo indica el 
honorable Diputado por Valparaíso, pondrá en ejercicio la alta 
atribución que le corresponde. Si piensa como parece haber 
pensado la 'Cámara de Senadores, y si cree que el artícu- 
lo 41 (32) no consigna un mandato imperativo, porque la Carta 
no ha determinado los efectos que produce su infracción en tal 
caso, sancionará el Proyecto, si no lo observa por otros moti- 
vos, y lo promulgará como Ley del Estado. 

1lEntonces el único camino que puede y debe tomarse para 
evitar en adelante nuevas discusiones como la presente, cs cl 
que señala el artículo 164 (1 55) de la Constitución. Díctese una 
Ley interpretativa, que llene el vacío que se nota en el artícu- 
lo 41 (32); una Ley que determine claramente los efectos que 
produce la infracción de la regla que ese artículo consigna, si 
la considera coino un mandato y no como una mera recomen- 
dación; una T ,ey, en fin, que establezca una sanción precisa para 
el caso de que ese mandato no se respete. 

1lAdoptando ese camino, se salvará la dificultad, y se salvará 
buscando el acuerdo que dcbc reinar siempre entre las dos Cá- 
maras; ese acuerdo que es una garantía de orden en todo país 
bien constituído. Mientras tanto, siguiendo yo el ejemplo que 
nos da el honorable Senado, al devoCvernos el Proyecto en cues- 
tión como A Cámara de orgen, é imitando la conducta prudente 
que en aquel distinguido cuerpo se ha observado al reputarse 
siempre como Cámara revisora de dicho Proyecto, termino ex-  
presando que votaré por que 61 sea remitido al Presidcnte de la 
República para los efectos Constitz~cioizaZes.lt 

Habiendo el señor Arteaga Alernparte retirado la indicación 
que había formulado ~ a r a ' ~ u e ,  en lugar de enviarsc el Proyecto 



al Ejecutivo, lo retuviera la Cámara de Diputados, reputándose 
como Cámara revisora, se dió por terminado el incidente, pa- 
sándose á la orden del día, sin oposicit5n alguna. El Proyecto 
se remitid al Presidente dc la República y fué promulgado 
como Ley el 3 de Agosto del mismo año de 1876 (1). 

En el discurso -que hemos copiado dijimos: laobra mal la 
Cámara rcvisora que, de hecho ó por acuerdo expreso, aplaza 
la consideración de los Proyectos de Ley que le remite aproba- 
dos la otra Cámara,!. 

Debemos reconocer, sin embargo, que la práctica no ha sido 
uniforme en esta materia. 

As;, el Senado, en sesión dc 26 de Julio de 1854, aprobó un 
Proyecto de Ley que se le presentó suscr~to 'por catorce Sena- 
dores, permitiendo á los jesuítas restablecer su Orden en Chile, 
y cediendo en favor de ella el edificio que antes habia ocupado 
el Instituto Nacional y la suma de diez mil pesos para su repa- 
ración. Remitido á la Cámara de Diputados, en el acto de dár- 
sele cuenta de dicho Proyecto, en sesión de 29 del mismo mes 
y año, se leyó un Proyecto de acuerdo, suscrito por veintinueve 
Diputados, en que se pedía el cz$Zazamiento indefinido de dicho 
Proyecto. Con este motivo se suscitó cn dicha un Cámara un 
debate en que los señores don Manuel José Cerda y don Eu- 
gcnio Domingo Torres impugnaron el referido Proyecto de 
acuerdo romo inconstitucional, sosteniendo lo contrario el se- 
ñor Ministro del Interior don Antonio Varas y el señor Dipu- 
tado don Máximo Mujica. 

(1) Confirina la opinibn qiie sos tu~~ imos  en 1876, el caso ocurrido en se- 
sibn de 10 de Jiinio de 188.2, con inotiro de la tramitación que dimos como 
~ r b s i d e n t e  de la Ciniara, al Proyecto de Keforina Municipal pendiente des- 
de 1876 y al Proyecto presentado por el Ejccutiro sobre la misma materia. 
E n  nuestro abono puede Terse i e l  disciirso pi-oiiunciado por el sefior don 
Miguel Luis AmunBtegui e11 sesibil de 13 dc Junio del mismo aíid. (Nota 
del Autor.) 

20 
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Después de ese debate, la Cámara de Diputados aprobó el 
Proyecto de acuerdo, aceptando el aplazamiento indej?zido, por 
treinta y un votos contra siete. 

Con este motivo el Senado celebró sesión secreta el 31 de 
dicho mes y año. La Cámara de Diputados, en sesión de 3 de 
Agosto siguiente, acordó reconsiderar su acuerdo del 29 de Ju- 
lio anterior, resolviendo, por veintisiete votos contra nueve, 
tratar desde luego del Proyccto aprobado por el Senado. Puesto 
en discusión general acto continuo, fué rechazado sin debate 
por treinta votos contra seis. 

El Senado, que parece reclamó del acuerdo de aplazamiento 
en sesión secreta de 31 de Julio, no ha vuelto á ocuparse en 
el asunto. 

Nos parece que la Cámara de Diputados obró bien al recon- 
siderar, en su sesión de 3 de Agosto, su acuerdo de ajlazdnzieiz- 
to, y pensamos que, aurique no faltan ejemplos de tales ajlam- 
#tientos en una y otra Cámara, ellos han surtido efecto sólo 
porque la Cámara, cuyos fueros se vulneran con tales acuerdos, 
no ha reclamado de éstos. Es, por otra parte, muy fácil que la 
Cámara de origen obtenga de Ia otra el inntedialo. despacho de 
iin Proyecto de Ley, nombrando, como lo ha hecho la Cámara 
de Diputados en más de un caso (por ejemplo, en 1878, en la 
segunda Ley de inconvertibilidad de billetes de Banco), una 
Comisión de sus miembros que defienda el Proyecto ante la 
Cámara revisora. 

E n  sesión de g de Septiembre d6 1875, el Senado acordó por 
unanimidad aplazar indefinidamente la discusión del Proyecto 
aprobado por él sobre derogación del Código de Minería, en la 
parte que prohibe á los Jueces adquirir minas, Proyecto que la 
Cámara de Diputados, en su carácter de revisora, le había de- 
vuelto corregido. F3n este caco, el ac'uerdo del Senado no pre- 
senta el carácter de gravedad que ofrecía el acuerdo de la Cá- 
mara de Diputados de 29 de Julio de 1$s4, porque el Proyccto 
aplazado había tenido su origerz en el Senado mismo. Sin cm- 
bargo, no nos parece aceptable este precedente, -y somos de 
sentir que en ninghz caso deben las Cámaras separarse del 



único camino que les traza la Constitución, abordando las cues- 
tiones con franqueza y resoZviéna'o2as en un3 ó en otro senti- 
do, mas no dejándolas dormir el eterno sueño de las secreta- 
rías (1). 

(1) La Cámara de Diputados asi lo ha entendido en sesión nocturna 
de 16 de Agosto de 1880, aprobando por enorme mayoria el Proyecto de 
acuerdo firmado por cincuenta y siete de sus miembros, en que se in'vitaba 
al Senado á resolver el Proyecto de Ley que aquella habia aprobado para 
elevar la pensión concedida á la viuda de Prat, y cuya consideración el Se- 
nado habia resuelto ajhzzar 'ind&lzic&zmente. El Senado, en vista de esta 
invitacibn, volvió sobre su acuerdo de ajlaramieizto en sesión del viernes 2 0  

de Agosto de 1880, aprobando en ella dicho Proyecto por zrnani,lzidad y con 
sblo una ligera modificación. (Diario Ojcial, número 1,042, pág. 1,531, 
año de 1880.) (Nota del Autor.) 

Insertamos á continuación el Proyecto de acuerdo á que acabamos de 
referirnos : 

((Honorable Cámara: SegUn consta del Boletin Ojcial de las Sesiones del 
Colzgueso N~rcional, el Honorable Senado, en sesión de 30 del nies de Julio 
pasado, ha juzgado conveiiiente votar el aplazamientp, por dieciskis votos 
contra nueve, del Proyecto aprobado en la Honorable Cáiiiara de Diputados 
para conferir una pensión de quiilientos pesos niensuales a la señora viuda 
é hijos del mas grande de los herqes de la ReoUblica, Comandante de la 
corbeta Esnteralda don Arturo Prat. 

((La Honorable Ciinara recordará que, conforme á la conciencia indivi- 
dual de todos sus miembros y como fieles interpretes de la opinión pública, 
ese Proyecto, que envolvia, nó una gracia, sino un acto de e\.idente justicia 
y de reparación, fue atendido y despachado con solicitud y con preferencia 
por la Honorable Cámara de Diputados. 

uLa Honorable Coiiiisibn de Guerra y Marina consideró como un deber 
sagrado de su parte no retardar por un sólo dia su cometido, y oon la más 
completa uniformidad de todos sus rnie~iibros presentó el noble y elevado 
informe que la Honorable Cámara conoce. 

((Por su parte, la iiiisrna Hoiiorable Cárnara secundó con entusiasmo 
esos generosos sentimientos, porque, interpretando la voluntad nacional, por 
una mayoría que estaba próxima á la unaiiiiiiidad, juzgó que no existia con- 
sideración alguna que pudiera oponerse a la re2lizcciÓn de un acto de re- 
conocimiento phblico que satisfacia.una de las más vivas y ardientes aspi- 
raciones del p i s .  

aLos Diputados que suscriben no tienen para qué ni está al alcance de 
su conocimieiito, por haberse acordado ei aplazamiento en el Honorable 
Senado en sesión secreta) el entrar i averiguar los fundamentos y graves 
consideraciones en que ese acuerdo Iiaya podido descansar. 

«La Honorable Cámara de Diputados, para formar su juicio y aprobar ese 
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1iEl Proyecto de  Ley que fuere desechado en la Cá- 
mara de  su origen, no podrá proponerse en ella hasta la 
sesión del año siguiente. 11 

Proyecto conforme á las inspiraciones del deber y del patriotismo, no pudo 
menos que tomar en cuenta dos circunstancias principales: la justicia de la 
pensi6n que se acordaba y la situación del Erarie público. 

asobre el primer punto, era opinión unánime que cuanto se hiciera por 
la memoria de ese héroe sin igual en los anales del mar seria poco 6 nada, 
tomando en cuenta los grandes beneficios que habia recibido el pais y la 
gloria universal é incoiilparable que su noble sacrificio había hecho reflejar 
sobre la Repúbli'ca. 

aEl combate de Iquique importaba para el pais no s61o la destrucción 
del poder marítimo del Perú, sino que frustraba por conlpleto los planes 
del enemigo, que, realizados, habrian podido ser de fatales consecuencias 
para nuestro ejercito acantonado en Antofagasta. El  nobilisimo heroisnio 
del capitán Prat vari6 por completo el curso de los acontecimientos, y así 
como legaba á su pais la niás pura y más grande de sus glorias, dejaba eñ- 
pedito también á su ejército y á sus naves el camino que 61 con pobres ele- 
mentos habia engrandecido-y santificado con su martirio. 

<Estas consideraciones de justo y de universal reconocimiento, impo- 
nían al pais una deuda que no habria gratitud ni generosidad suficientes 
para recompensar. 

aLa Cámara de Diputados considerb, tomando en cuenta ta segunda cir- 
cunstancia, que en todo caso y en toda época el Erario pUblico sería sufi- 
cientemente rico para cun~plir con la más sagrada de todas sus obligacio- 
nes, la de honrar en sus deudos la memoria del más grande de sus hijos! 

aNo era posible, á juicio de la Honorable Cámara de Diputados, alegar 
una consideracibn de economia, si para sostenerla era necesario sacrificar 
cruelmente el deber, la justicia y la dignidad del pais. 

aEra insostenible y era casi indecoroso lnra los miembros de la Cámara de 
Representantes, que una simple ración de hambre fuese la moneda con el 
país atendía á la familia del Coiiiandante Prat. 

aSi la severa Ley de las economias debiera ser respetada, seria necesario 
que antes de arrojar una iiiancha sobre la gratitud pública y de empeque- 
ñecer la hazaña ii-iis grande que cuenta en sus páginas la historia del mar, 
se hiciera ella sentir con rigor implacable en todos los raiilos de la adini- 
nistración y del servicio público y en todos los funcionarios de la Nación, 
para que el pais, aún bajo el supuesto de un estado de pobreza, pudiese 
tener el levantado orgullo de cumplir siempre de preferencia con la pri- 
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El  tenor literal de este artículo no corresponde á la idea que 
en él va indudablemente envuelta. Desechado un Proyecto por 
una Cámara, no puede reconsiderarlo en la misma sesidn nnz~nl. 
Esto es claro, y así lo decidió, por ejemplo, el Senado en 14 de 

mera de sus deudas, la que Chile tiene para con el Comandante de la corbeta 
Esnterrzln'n. 

uPor otra parte, el auniento anual que en el Proyecto aprobado por la 
Honorable Cámara de Diputados se imponia al Erario público, ascendia 
sólo á tres mil seiscientos pesos, cantidad que veiiia á agregarse á los dos- 
cientos pesos mensuales que recibe en la actualidad la señora viuda del 
Comandante Prat. Según un fácil y ligero cálculo, el gravamen que este 
aumento de pensión de tres mil seiscientos pesos anuales imponia á los con- 
tribuyentes quedaba reducido á la infinia proporción de tr i~ peso al ario pov 
cada setcciciztos hnóiiniztes &ljnis. 

((La Cánlara de Dipu!ados, a1 prestar con decidida voluntad su aproba- 
ción al Proyecto en que nos ocupamos, era atenta al deseo y a la aspiración 
de la Nación; recordaba que todos los poderes ptiblicos se Iiabian apresu- 
rado á llevar al hogar de la noble compaíiera del inmortal Prat, demostra- 
ciones sin precedentes en la admiración de la gloria y en el tributo al 
dolor, y recordaba también que el pais entero bendecia cada dia con mis 
entusiasmo la memoria de su héroe. 

<Estaba segura la Honorable Cámara que el Proyecto que aprobaba, in 
fimo é insignificaiite para el pais en el gravamen que imponia, recibiria no 
sólo la aprobación, sino el aplauso general, porque no podrian ser simples 
y estkriles palabras las de los representantes fidedignos de un pueblo noble 
y agradecido. 

«Los infrascritos están seguros que el gravamen de un peso al año por 
cada setecientos habitantes, será en todo caso carga sobradamente ligera y 
gloriosa para el patriotismo de todos los ciudadanos, y que sin hacer una 
inmerecida ofensa al pais, no puede ser una razón de economia la que pueda 
paralizar la manifestación de gratitud del Proyecto que fué objeto de la so- 
licita aprobaci6n de la Honorable Ciinara. 
KY si las consideraciones que preceden descansan de una manera clara y 

evidente en principios de la más estricta justicia, ellas envuelven para el 
honor inisriio del país un comproiniso rnucho iiiayor, si se toman en cuenta 
las pertitrbaciones monetarias que de dia 6 dia pueden liacer más dificil el 
rnodestisinio y casi insosteiiible vivir que la Nacibn Iia acordado con una 
perisión de doscientos pesos mensuales i la distinguida familia del Coman- 
dante de la Es~ricraZda. 

(<Dejando, ahora, á un lado estas observaciones que hernos creido opor- 
tuno toiiiar en cuenta á la ligera para que sean juzgados en su verdadero 
alcance los móviles elevados que guiaron el ániino de la gran maporia de 
los representantes de la Nación, creemos indispensable y de suma grave- 
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Julio de 1854, negríndose á reconsiderar la solicitud de doña 
Rosalia Sánchez, que había sido rechazada por él en esa misma 
sesiótz anual. 

Pero, ¿qué sucede si el Proyecto rechazado por una Cámara 

dad tomar en consideracibn el ojlozai~~iento que este Proyecto ha podido 
merecer en el Honorable Senado, 

((La Honorable Cámara sabe que el trdmite de a$lazamietzto, como medio 
de paralizar y de anular los Proyectos deiLey iniciados en uno de los cuer- 
pos legisladores, no es conocido, ni es adniisible segiiii los preceptos de 
nuestra Constitución Pojitica. 

aPara dar mayor claridad á estas consideraciones que afectan de una ma- 
nera esencial á las prerrogativas de la Eonorable Cámara de Diputados, y 5 
las altas atribuciones que le confiere la Carta Politica, bastará recordar los 
articulos 41 y 50 (32 y 41) de nuestra Constitución. 

((Dice el articulo 41 (32): 
((Aprobado un Proyecto de Ley en la Cámara de su origen, pasari i~znte- 

u diatamente 9 la otra Cdmnrnpara su disczrsión y ajrobación cn el periodo de 
u npzceZZa sesi0lz.n 

uDice el articulo 50 (41): 
uEl Proyecto de Ley que, aprobado por una Cámara, fuere desechado en 

(( su totalidad por la otra, volverá á la de su origen, donde se tomari nue- 
u vamente en consideración, y si fuere en ella aprobado por una mayoría 
a de las dos terceras partes de sus iniembfos presentes, pasará segunda vez 
K á la Cimara que lo desechó, y no se entenderá que esta lo reprueba, si 
(( no concurre para ello el voto de las dos terceras partes de sus miembros 
u presentes.)) 

uLa simple lectura de estos artículos manifiesta de la manera mis in- 
controvertible, que ninguno de los cuerpos legisladores puede acordar e l  
aplazamiento de los Proyectos de Ley que pasan de una Cámara á otra. 

uEl artículo 50 (41) da el camino Único que presenta la Constitución 
cuando no existe en las ramas legislativas una completa conformidad cn la 
estimación de los Proyectos de Ley que penden de su deliberación. 

a u n  procedimiento contrario envolveria no sólo una abierta infraccibn 
de la Constitución, sino que destruiría por completo la alta prerrogativa 
de la Cámara de origen para insistir en los Próye-os de Ley que han ine- 
recido su aprobación y que A su juicio deben ser Ley, por consultar, 6 
una alta conveniencia pública, 6 un gran principio de moralidad y de jus 
ticia. 

aY en el presente caso, parece excusado manifestar que la Honorable 
Cimara de Diputados, al reclamar la estricta observancia de los preceptos 
Constitucionales, obedece no sólo á la necesidad de mantener los fueros y 
qtribuciones que le corresponden, sino ;i la necesidad de dar cumplido Y 
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se propone ante la otra, y esta última lo aprueba en la forina en 
que aquélla lo desechó y en la. misma sesión anual? ¿Qué haría 
con el Proyecto la Cátnara que fué de origen al rechazarlo, y 
que viene á convertirse en revisora mediante la iniciativa de la 

feliz término al Proyecto del que tiende 6 honrar la ineiiioria del gran ina- 
rino que tan l'uras glorias di6 á su país. 

nUn ejemplo práctico puede manifestar á la Honorable Cámara todo el 
alcance del acuerdo sobre aplazamiento toiiiado por el Honorable Senado, 
acerca del Proyecto en que nos ocupamos. 

«Hace pocos dias, la Honorable CÍin~ara de Senadores, corno Cániara de 
origen, prestó su aprobaciún á un Proyecto de Ley presentado por uno de 
sus miembros para derogar la Ley de 12 de Septiembre de 1878, sobre 
ascensos militares, por las dificultades que en la practica y con motivo de 
la presente campaña ella ofrecia. 

«Este Proyecto, aprobado por el Senado por unanimidad, fui: rechazado 
por considerable n~ayoria en la Cámara de Diputados, la que juzgaba con- 
veniente la subsistencia de la Ley. 

«jHabria procedido bien, habria sido siquiera tolerable que la Honorable 
Cámara de Diputados en lugar de rechazar el Proyecto, coino lo hizo, hu- 
biese acordado su aplazamiento por simple mayoría, frustrando asi el pro- 
púsito del EIonorable Senado y anulando sus atribuciones constitucionales? 

((Evidentemente que nO, y al haberlo hecho, el Honorable Senado habria 
reclamado, sin duda, con el más legitimo derecho, el respeto debido á las 
disposiciones de la ConstituciOn, que hemos copiado mis arriba. 

((Pero todavia, Honorable Cámara, serían mucho más grave las conse- 
cuencias que podrian traer nctierdos de @laznlrzicntos sobre Proyectos de 
Ley aprobados ya por uno de los cuerpos legisladores, pudiendo dar mar- 
gen B sensibles é ininotivadas dificultades entre las dos Cámaras represen- 
tantes de la Naciún. 

áSupóngase el misino ejemplo que acabamos de indicar. 
«El Honorable Senado insistiú por más de los dos tercios en la deroga- 

ciOn de la Ley de 18 78. 
«La Honorable Cámara de Diputados no tuvo n~ayoria de los dos tercios 

para insistir por su parte en el rechazo del Proyecto; pero tenía, como tuvo, 
la mayoría absoluta necesaria para haber acordado su aplazamiento, si hu- 
biera creído que tal procedimiento era correcto y ajustado á los preceptos 
de la Constitución. 

aSi en este caso una simple inayoria hubizra resuelto el aplazamiento, 
habría creado dificultades inconsultas y habria colocado nuevamente al 
Honorable Senado en el caso imprescindible de reclamar de semejantes re- 
soluciones. 

<Todo esto manifiesta muy 5 las claras, que en ningún caso es admisible 
ningiin acuerdo de aplazamiento en 10s Proyectos de Ley aprobados ya 
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otra Cámara? 2Podria to inar lo  en consideración en la  misma 
sesión anual en que lo habla desechado? Parece evidente que 
no, porque l a  Constitución prohibe  aún el que le sea propuesto 
en la misma sesión anual. Y si esto es así, ?no es lógico deducir 

por una de las Cimaras, y que nuestra Carta Fundamental, al tratar de la 
formación de las Leyes y del desempeño respectivo de los cuerpos legisla- 
dores, no consulta en parte alguna el trúj~tite de ajUazamie~zfo como medio 
de invadir y de inutilizar por la Ciinara revisora los Proyectos de Ley que 
han merecido la aprobación de la Cámara donde han tenido su origen. 

aAunque estas observaciones son por su propia naturaleza de un carácter 
elemental 8 incontrovertible, creemos oportuno garantizarlas mis aún con 
la palabra autorizada de uno de nuestros m5s distinguidos comentadores 
de Derecho Público. 

aNuestro honorable colega, señor Huneeus, tratando sobre esta materia 
en su importante obra La Constitzrcidn ante el Co~tgreso, dice con perfecta 
precisi6n lo siguiente: 

aLo que es indudable es que obra mal la Cimara revisora que aplaza, de 
a hecho y por acuerdo expreso, la consideración de un Proyecto que le 
u remite aprobado la otra Cámara. Obra mal, porque semejante procedi- 
a miento vulnera las prerrogativas de la Cámara de origen, desde que ésta, 
(( cuando la revisora rechaza el Proyecto por mayoria absoluta, puede insis- 
a tir en 61 por los dos tcvcios, y en tal caso,lpara que el Proyecto fracase, es 
(( menester que la Chmara revisora insista en su rechazo también por los 
u dos tercios de los votos de sus miembros prezentes. De aquí es que un 
(1 aplazamiento que la Cimara revisora puede adoptar por sirnjle ~ i ~ , y o r i n  
(( ndsolzcta 6 por el solo hecho de desentenderse del Proyecto que le remiti6 
u aprobado la Cjrnara de origen, es nGgo pzLe no pz~ede ndi~zitzyse elzttttue izo- 
u s0tros.D 

«Esta opinión de uno de nuestros más dictinguidos publicistas, esti  tam- 
bien autorizada en la práctica por el mismo Congreso. 

aLos anales parlamentarios del año 1654 registran el caso prbctico de iin 
reclamo interpuesto por el Honorable Senado, con motivo del afiZnz(z~~ticn¿o 
acordado por la Honorable Cámara de Diputados á un Proyecto de Ley 
aprobado por el primero, permitiendo A los jesuitas el restablecimiento de 
su orden en Chile. 

aLa Cámara de Diputados hizo cumplido honor á la justa reclamación 
del Honorable Senado, y colocindose i la altura de sus deberes constitu- 
cionales, reconsideró su acuerdo de njZ(rzancie7zi0, por ser un trimite desco- 
nocido ante la Constitución, y di6 al Proyecto de Ley aprobado por el Ho- 
norable Senado el giro que le correspondia seghn los trámites prescritos 
por la Carta Fundamental. 

uCon estos antecedentes, parece del todo excusado el entrar en mayores 
consideraciones, y tomando en cuenta la alta rectitud y elevado patriotismo 
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de allí que tampoco puede proponerse, durante esa sesión, ante 
la otra Cámara, ya que, aún suponiéndolo aprobado por ésta, 
no podría ser propuesto hasta la sesión del afío siguiente en la 
Cámara que lo desechó? Nos parece indudable que sí; porque, 

del Honorable Senado, no puede dudarse por un momento que dará al Pro- 
yecto de Ley aprobado por la Honorable Crin~ara de Diputados, á favor de 
la failiilia Prat, el curso determinado por las disl~osiciones Constitucio- 
nales. 

«I:os pueblos grandes, ha dicho el ilustre Lamartitie, son siempre nobles 
'(1 y generosos en su reconocimiento.)) 

«Los Diputados que suscriben, sin tenior de equivocarse, pueden aseve- 
rar que Chile desea hacer generosa justicia á los dignos deudos de su nobi- 
lisimo héroe, y confian en que todos los poderes publicos tendrán partici- 
parión igual en la santa obra de gratitud y de homenaje á la memoria del 
que ocupa el primer lugar en el amor y en la adniiraci6n de sus conciuda 
danos. 

uFundados en estas co~lsideraciones, sometemos á la aprobación de la 
Honorable Cámara el siguiente 

$La Cáinara de Diputados acuerda elevar estos antecedentes al Honora- 
ble Senado, iii~itándole á prestar su alta resolución al Proyecto de Ley 
aprobado ya por la Honorable Cámara, que concede una petición de qui- 
nientos pesos inensuales a la señora viuda é hijos del Comandante Prat.- 
Santiago, 16 de Agosto de 1880.-JosC Manuel Bal?naceda, Diputado por 
Care1mapu.-Enrique Tocornal, Diputado por Santiago.-Justo Arteaga 
Alcnzparte, Diputado por Valparais0.-Zorodabd Rodr&uez, Diputado por 
Santiago.-Petivo Lucio Cuarirn, Diputado por Linares.-José Cleri~eizte Fa- 
dres, Diputado por Santiago.- Juan Francisco Aivas, Diputado por Ovalle. 
- Jzran Doilti~go Divila, Diputado por La Laja.-Francisco Doizoso Vergara, 
Diputado por Oralle.-Ratnin Ricardo Rozas, Diputado por La Laja.-Carlos 
FKzlkev Jfizrtinez, Diputado por Santiago.~Fmrzcisco Carvallo Elizalde, Di- 
putado por Cañete é Imperial.-Angd Cz~stodiu Vicufia, Diputado por San- 
tiago.-Federico Brr&zz~riz E., Diputado por Constitución.-Lzris Jordin, 
Diputado por Linare~.~Dosi teo Errázi~riz,  Diputado por San Fernando.- 
JosC Tocornal, Diputado por Tala.-José Antonio Tnyle Arrate, Diputado 
por Combarba1á.-Cesdreo Pévcz, Diputado por Vichuquén.-Jtrsto Garcia, 
Diputado por San Jarier de Longon1illa.-Alatias Rioscco, Diputado por 
Lebu.-Agi~stirt Edwards, Diputado por Quillota.-Jizvier Varas Jlarín, 
Diputado por Illapel .-Luis Urzzla, Diputado por Santiago. -Ricardo Lcte- 
lier, Diputado por Talca -Fr~z~zcisco Caluo, Diputado por la Unión.-Ga- 
briel Vidnl, Diputado por Curic6.-Ventura Bla~tco Viel, Diputado por Ran- 
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como lo dice muy bien en sus Comentarios el señor don José 
Victorino Lastarria, la misma razón que obsta á que un Pro- 
yecto se presente ante la Cámara que lo desechó en la sesión 
anual en que esto tuvo lugar, h~iinpide que durante aquella Le- 
gislatura pueda ser presentado á la otra Cámara, porque si esto 
fuera permitido, podría eludirse este artículo Constitucional, 
que se propone diferir la consideración del asunto durante un 
plazo en el cual pueden variar las circunstancias ó sufrir modi- 
ficación los motivos que hubo para desechar el Proyecto en la 
Cámara de su origen. A esto se agrega que aun cuando el Pro- 
yecto se tratara en la otra Cámara y se aprobase, siempre sería 
imposible presentarlo durante aquel año á la primera Cámara 
en que fué desechadoll. 

L a  Cámara de Senadores aplicó la disposición de este artí- 
culo conforme á la inteligencia que le da el señor Lastarria, y 
que nos parece perfectamente exacta, en el caso siguiente que 
hemos recordado á propósito de otra cuestión al ocuparnos en 
el inciso 2.0 del artículo 37 (28). 

Discutiéndose en 1862 en la Cámara de Diputados, que en 
aquel año fui  Cámara de origen para la discusión de los Pre- 
supuestos, el correspondiente al Ministerio de FIacienda, el se- 

cagua.-Ricardo Humercs, Diputado por la Ligua.-Carlos IrarrdzavaZ, 
Diputado por Linares.- Manuel Novoa , Diputado por Puchacay.-Peclro 
Garcia de Za Huerta, Diputado por Limache.-Rnr~zO~z E. SanteZicEs, Dipu- 
tado por Santiago.-Alqiznd~o Fierro, Diputado por 1tata.-Nicalzor Xojns, 
Diputado por Osorno -FiZi.z Eclzer~e~ria, Diputado por Qui1lota.-Jost 

J 
Miguel Irarrdzaval, Diputado por Rancagua.-Agustln Rodri&~ez, Diputado 
por Constitución.-Dicgo Arttonio Elizor~do, Diputado por Nacimiento.- 
F~ancisco Prado Alduitatc, Diputado por Santiago.-E7iarisfo SUnchez, Di- 
putado por San Felipe.-Jorge Beauchef, Diputado por Arauco.-Manuel 
Bulnes, Diputado por Mu1chkn.-Don~i~zgo rEc Toro. Herrera, Diputado por 
Rere.-RnfnJ Echeverrin, Diputado por la Victoria.-A6rldlz Cyz~entes, Di- 
putado por San Felipe.-EuZogio Allendes, Diputado por Vallenar.-Ramún 
Luis IrarrUzauaZ, Diputado por Va1divia.-Zóci~~zo Err izur iz ,  Diputado por 
Me1ipilla.-Migud flarros Morin,  Diputado por CuricÓ.-Isidoro Errdzuriz, 
Diputado por la Serena.-Juan E. iVackenna, Diputado por Va1paraiso.- 
Segundo Moli~zn, Diputado por Vichuqu6n.-Joapzd~z WaZ&cr illnrti?zez, Di- 
putado por Rancagua.-Gaspar Toro, Diputado por Melipi1la.-FiZix Mac- 
Kenna, Diputado por Ovalle.-Diego R. Gzbznzdn, Diputado por Qu i i i o ta .~  
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ñor Lastarria, Ministro del ramo, hizo indiración para que, en 
la partida de jubilaciones, se consultara un ítem de do. mil no- 
vecientos pesos para pagar la que el Ejecutivo acababa de de- 
cretar en favor del señor don Fernando Urfzar Garfias. La Cá- 
mara de Diputados, después de un largo'y vivo debate, rechazó 
por treinta y dos votos contra seis, el ítem propuesto por el se- 
ñor Lastarria, en sesión de 4 de Noviembre del citado año 1862. 

Keniitido el Presupuesto al Senado, y llegado el momento 
de discutirlo ante ese Cuerpo como Cámara revisora, el señor 
Ministro de Hacienda reprodujo, en sesión de ro del citado 
mes y año, la misma indicación que la Cámara de Diputados 
había desechado seis días antes. Con este motivo, se suscitó un 
debate en que el señor don Eugenio Domingo Torres defendió 
é hizo suya la-indicación del señor Lastarria, y en que la im- 
pugnaron como inconstitucioi~al los señores don Manuel José 
Cerda y don Máximo Mujica. Manifestaron éstos que cada ítem 
del Presupuesto debía considerarse como una Ley, y que, por 
consiguiente, suponiendo que el Senado aprobara el que se le 
proponía, tendría que remitirlo á la Cámara de Diputados, la 
cual no podría considerarlo nuevamente, puesto que lo había 
ya desechado en esa misma sesión anual. 

Por nueve votos contra dos, resolvió el Senado, en la fecha 
recordada, lino admitir á discusión la indicación del señor 'TO- 
rres,~, dando á entender así que, á su juicio, un Proyecto de Ley 
desechado en la Cámara de origen no puede ser propuesto nue- 
vamente ante ni?zgz~na de las dos Cámaras durante la sesión 
anual en quc- el rechazo tuvo lugar. El Senado aplicó, pues, el 
articulo 42 (3 J), dándole la misma inteligencia y alcance que 
le atribuye el señor Lastarria en sus Comentarios á la Consti- 
tución de 1833, y partiendo del antecedente, que el señor To- 
rres negaba, de que cada ítem del Presupuesto es una Ley. El  
señor Lastarria, que habfa sostenido esto últirno en 1849, como 
lo hemos recordado en lugar oportuno, no tomó parte alguna 
en el debate á que acabamos de referirnos. En. la difícil situa- 
ción en que le había colocado el voto de la Cámara de Diputa- 
dos, que, por primera y por última vez hasta ahora, desconoció 
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los efectos de un decreto de jubilación expedido por el Presiden- 
te  de la República, el sefior Lastarria prefirió, sin duda, guar- 
dar silencio antes que caer en contradicción con sus antiguas 
opiniones de publicista, como prefirió abandonar la cartera de 
Hacienda, antes que soportar el peso de un voto contrario de 
ambas Cámaras, cuya justicia era, por lo menos, dudosa. 

El  Senado, al diszutir como Cámara de origen el Presupuesto 
de Relaciones Exteriores, negó su aprobación, en sesión de 26 
de Noviembre de 1877, á la partida referente á la Legación en 
el.Perú. Sin embargo de esto, la Cámara de Diputados, en se- 
sión nocturna de 26 de Diciembre siguiente, aprobó, por treinta 
votos contra veinticinco, la agregación á dicho Presupuesto de 
la partida citada, y el Senado, á quien incumbía reclamar con- 
tra ese procedimlento, si consideraba cada ítem, y con inric ra- 
zón cada partida del Presupuesto, como tina Ley, no sólo no hizo 
observación alguna, sino que, en sesión de 2 de Enero de 1878, 
aprobó por once votos contra tres la misma partida que apenas 
un mes antes había rechazado. 

Quizá las Cámaras han discurrido en este caso como si cada 
partida ó ítem del Presupuesto no fuera Ley especial, conside- 
rando la aprobada por la Cámara de Diputados como una mera 
adición al Proyecto remitido por el Senado, y no como un Pro- 
yecto de Ley especial al cual pudiera aplicarse el precepto del 
artículo 42 (33). Sin embargo, en la discusión habida en la Cá- 
mara de Diputados se sostuvo que el articulo 42 (33) prohibe 
sólo que un Proyecto de Ley desechado en la Cámara de origen 
se vuelva 5 proponer en ella, y nada más que en ella, en la se- 
sión del mismo año; y se añadió todavía que la pvoposición de un 
Proyecto no tiene lugar en una de las Cámaras sino por vietzsa- 

j e  del Presidente de la República ó por indicación ó moción de 
alguno de sus miembros, mas no cuando el Proyecto se remite 
á dicha Cámara, como revisora, por la CAmara de origen. 

Esta manera de discurrir, que atribuye más importancia S 
palabras mal empleadas, que ri los verdaderos fundamentos en 
que descansa el artículo 42 (33) ,  y la contradicciúii que resulta 
de los casos prácticos que hemos recordado, revelan que habría 
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sido mejor dar al referido articulo una redacción clara y preci- 
sa, que, rindiendo homenaje 4 la única opinión aceptable, que 
es además regla de atención y de buena táctica parlamentaria, 
dispusiera categóricamente que el Proyecto de Ley que fucre 
desechado en la Cámara de su origen n o  podrá proponerse e?z 

ella ?zi el2 la otra Cá~iznra hasta la sesión del afio siguiente. 

 aprobado un Proyecto de Ley por ambas Cámaras, 
será remitido al Presidente de la República, quién, si 
también lo aprueba, clispoiidrá s u  promulgación como 
Ley. 11 

ART. 44 (35) 

1rSi el Presidente de la República desaprueba el Pro 
yecto de Ley, lo devolverá á la Cámara de s u  origen, ha- 
ciendo las observaciones convenientes dentro del térmi- 
no de quince dias. 11 

11Si el Presidente de la República devolviere el Pro- 
yecto de Ley desechándolo en el todo, se tendrá por no 
propuesto, ni se podrá proponer en la sesión de aquel 
aíío. 11 

ART. 46 (37) 

11Si el Presidente de la República devolviere el Pro- 
yecto de Ley, corrigiéndolo 6 modificándolo, se reconsi- 
derará en una y otra Cámara, y si por ambas resultare 
aprobado, según ha sido remitido por el Presidente de 
la República, tendrá fuerza de Ley, y se devolverá para 
su promulgación. 



1:Si no fueren aprobadas en ambas Cámaras las mo- 
clificaciones y correcciones, se tendrá como no propues- 
to, ni se podrá proponer en la sesión de aquel año.11 

iiSi en alguna de las sesiones de los dos años siguien- 
tes se propiisiere nuevamente, y aprobare por ambas 
Cámaras el mismo Proyecto de Ley, y pasado al Presi- 
dente de la República, lo devolviere desechándolo en el 
todo, las Cámaras volverán á tomarlo en consideración, 
y tendrá fuerza de Ley, si cada una de ellas lo aprobare 
por una mayoría de las dos terceras partes de los miem- 
bros presentes. Lo mismo sucederá si el Presidente lo 
devolviere modificándolo 6 corrigidndolo, y si cada Cá- 
mara lo aprobare sin estas modificaciones 6 correcciones 
por las mismas dos terceras partes de sus miembros pre- 
sentes. t t  

ARTO 48 ( 3 9 )  

i1Si el Proyecto de Ley, una vez devuelto por el Pre- 
sidente de la República, no se propusiere y aprobare 
por las Cámaias en los dos.años inmediatos siguientes, 
cuando quiera que se proponga después, se tendrá como 
nuevo Proyecto en cuanto á los efectos del artículo an- 
terior. 1 1  

AKT. 49 (40) 

iiSi el Presidente de la República no devolviere el 
Proyecto de Ley dentro de quince días contados desde 
la fecha de su remisión, se entenderá que lo aprueba y 
se promulgará como Ley. Si las Cátnaras cerrasen sus 



L A  CONSTITUCI~N ANTE EL CONGRESO 3I9 

sesiones antes de cun.iplirse los quince días en que ha de 
verificarse la devolución, el Presidente de la República 
la hará dentro de los seis primeros días de la sesión or- 
dinaria del año siguiente. 11 

Conforme á los siete artículos precedentes, que, por referirse 
á una misma materia, examinamos conjuntamente, remitido al 
Presidente de la República un Proyecto de Ley aprobado por 
ambas Cámaras, puede aquel funcionario: 1." aprobarlo; 2.O, 
desecharlo en el todo, y 3.0, devolverlo corregido ó modificado. 

Ocupémonos en cada uno de estos tres casos en el orden 
indicado. 

* * f 

PRIMER CASO.-La aprobación de un Proyecto de Ley por 
parte del Presidente de la República se obtiene de dos mane- 
ras: la una, que es la usual y corriente, cuando el Presidente 
aprueba el Proyecto de un modo expreso, oyendo al Consejo 
de Estado; 12. otra cuando ?;o lo devuelve á la Cámara de su 
origen dentro del tCrmino de quince días, contados desde su 
remisión, pues, vencido ese plazo, se entiende aprobado y debe 
proniulgarse como Ley. 

Este tCrmino de quince días, que-la Constitución señala para 
la devolución del Proyecto, se suspende si, antes de,cumplido, 
las Cámaras cerrasen sus sesiones ordi~zarias. Entonces el Presi- 
dente de la República debe hacer la devolución dentro de los 
seis primeros días de la sesión ordinaria del año siguiente. He- 
mos agregado la palabra ordinarias á la frase cerraselz sus sesio- 
nes que emplea el artículo 49 (40), porque el uso que de ella 
hace dicho articulo en su parte final, da á conocer bien clara- 
mente su espíritu, y porque siendo Las Cdmaras el siijeto del 
verbo cerrasen, debe referirse éste sólo á las sesiones ordinarias, 
desde que son éstas las únicas sesiones que el Congreso cierra 
por sí mismo; conforme al artículo 52 (43). 

Las sesiones extraordinarias las convoca y las clausura el 
Presidente de la República, y en ellas las Cámaras no pueden 
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ocuparse sino en los Proyectos de Léy que él mismo incluye en 
la convocatoria. 

Se ha dicho ya que para devolver á las Cámaras unProyecto 
de 1,ey aprobado por ambas, la Constitución señala al Presi- 
dente un plazo de quince dlas, contados desde su iznzisihz. 

La Constitución no expresa cuándo debe hacerse esa revzi- 
sión. Según los Reglamentos de las Cámaras y la práctica es- 
tablecida, ella se verifica por la Cámara de origen tan luego 
como el Proyecto ha merecido la aprobación de ambas. Esta 
práctica es tan fundada, que nosotros creerlarnos contrario, 
si :no á la letra, á lo mcnos al espíritu manifiesto de la Consti- 
tución, el que una Cámara se permitiera retardar la remisión 
al Ejecutivo de un Proyecto de Ley ya aprobado por ambas. 
Un procedimiento semejante se prestaría á abusos injustifica- 
blcs. Depositaría en manos de una mayoría acciderital y fortuíta 
de la Cámara de origen, el medio de sobreponerse á las rcso- 
luciones Constitucionalmente aprobadas por ella misma y por 
la otra Cámara. 

* 
Y; * 

SEGUNDO c ~ s ~ . - C u a n d o  el Presidente de la República de- 
vuelve un Proyecto de Ley desechdndolo en e l  todo, ejercita la 
atribución que se cclnoce con el nombre de veto susje?zsivo, por- 
que el Proyecto se tiene por no propuesto,' ni puede pqbo7zerse 
e7z la g.rzisggza sesión nnunZ. El veto del Presidente suspende de 
hecho todos los efectos del Proyecto hasta la sesión del año si- 
guiente. Y si el mismo Proyecto de Ley se propusiere y apro- 
bare nuevamente por ambas Cámaras en a(gc~nn de las sesiones 
. . 
de los dos arxos siguientes, todavia, una vez que le fuere remitido 
por segunda vez, puede el Presidente de la República devol- 
verlo desechándolo en el  lodo tambi6n por segunda vez, y sólo 
tendría fuerza de Ley si ambas Cámaras lo aprobasen por fer- 
leya - ~ez  y por mayoría de los dos tercios de los miembros pre- 
sentcs de cada una. Si devuelto el Proyecto por el Presidente, 
no se propusiere y aprobare nuevamente por las Cámaras en 
los dos años-znnzediatos sz'guientes, cuando quiera que se' pro- 
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ponga después, se reputa como ?zvevo Proyecto en cuanto A los 
efectos expresados. 

Como se ve, el veto suspensivo del Presidente de la Repíl- 
blica en la formación de las Leyes tiene en Chile un alcance 
enorme. Son necesarias tres aprobaciones prestadas á un 
mismo Proyecto por las dos Cámaras, mediando, por lo menos, 
una sesión anual entre la primera y la segunda, y debiendo la 
tercera, que viene después de una segunda devolución, reunir 
los votos de dos tercios de los miembros presentes, también 
de ambas, para que la voluntad del Congreso pueda llcgar á 
prevalecer sobre la del Presidente, en caso de un choque de 
opiniones llevado Iiasta el último extremo. El veto suspensivo 
organizado de esta manera, importa un verdadero veto absoluto 
en sus consecuencias; importa algo que, si es concebible dentro 
del sistema monárquico, no puede admitirse ni cabe dentro del 
sistema republicano. 

Nosotros admitimos la necesidad del veto suspensivo en el 
Presidente de la República para lrr formación de las Leyes; 
pero dentro de los límites que establece la Constitución de Es- 
tados Unidos. Con arreglo á ella, ciiando el Presidente no 
aprueba un Proyecto de Ley, aprobado ya por ambas Cámaras, 
lo devuelve en el térmitio de diez días (excepto el Domingo) á 
la Cámara en que tuvo principio. Las Cámaras lo discuten de 
nuevo, tan luego como quieren, y si una y otra lo aprobaren 
nuevamente por las dos terceras partes de sus miembros, de- 
biendo la votación ser en ambas nominal, el Proyecto adquiere 
el carácter de Ley (1). 

Según esto, en Estados Unidos el veto presidencial no su$- 
pende por uri aíio ni por un mes los efectos del Proyecto; 6, 
más bien dicho, no paraliza la acción del Congreso respecto de  
él, como-entre nosotros. Una vez que las Cámaras lo reconside- 
ren, lo que pueden hacer inmediatamente que les es devuelto, 
si lo aprueban de nuevo por los dos tercios de sus miembros, 

(1)  Seccibn VII, IIUII~S. 2 . O  J. 3 . O ,  3rt. 1.0 de la C o i l s t i t u c i 6 1 1  de Estados 
Unidos. (Nofrz del Az~tor J 

21 
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no puede el Presidente de Estados Unidos devolverlo segunda 
vez, como sucede según el artículo 47 (38) de nuestra Consti- 
tución, y el Proyecto adquiere entonces fuerza de  Ley. 

Pensamos, por consiguiente, que el citado artículo 47 (38) 
debe reformarse más ó menos en el sentido de la Constitución 
Norteamericana. Por fortuna, nunca se ha aplicado práctica- 
mente, porque en 10s dos únicos casos que recordamos de Pro- 
yectos de Ley desechados en e l  todo por el Presidente de la Re- 
pública, las Cámaras han dejado pasar no sólo los dos años 
ínmediatos siguientes á que se refiere el artículo 48 (39), sin 
tomarlo de nuevo en consideración, sino que los dejaron de 
mano por completo y hasta la fecha. 

El primero de los dos mencionados casos tuvo lugar en 31 
de Octubre de 1849, con motivo del indulto particular que las 
Cámaras pretendieron conceder á don Juan Aldunate, por me- 
dio de un Proyecto de Ley, que el Presidente de la República, 
General don Manuel Bulnes y e1 Ministro de Justicia, señor 
don Manuel Antonio Tocornal y Grez, desecharon en el todo, 
según lo hemos recordado al ocuparnos en el inciso 1 I del ar- 
tículo 37 (28). 

El segundo caso ocurrió en Noviembre de 1857, á conse- 
cuencia de haber el Senado remitido al Ejecutivo un Proyecto 
de reforma de la Ley de Elecciones, compuesto de cuatro ar- 
tículos, con inclusión del 2 . O  que no había sido aprobado por la 
Cámara de Diputados. El mensaje en que se desecha el Pro- 
yecto en el todo, lleva las firmas del Presidente de Ia Kepúbli- 
ca, señor don ManueI Montt, y del Ministro del Interior, señor 
don Jerónimo Urmeneta. El Senado debió de reconocer la justi- 
cia dc  la devolución, desde que acordó, por siete votos contra 
cuatro, limitarse á acusar recibo de dicho mensaje, en sesión 
de 20 de aquel mismo mes y año (1). 

El fundamento en que el Ejecutivo se apoyó en los dos casos 

(1) El Senado acordd contestar, segiin la notcz que pasó el Presidente de  
la Repiiblica, «que los principios emitidos en dicha nota (la del Presidente 
de la República), son, en su dictamen, conformes á lo dispuesto en la Cons- 
titucidn del Estado.» (Nota deel Autor.) 
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citados para poner en ejercicio la grave atribución que le con- 
fiere el artículo 45 (36), fué uno mismo: el de ser ambos Pro- 
yectos contrarios á la Constitución, Único tnotivo quizá que 
puede autorizar el uso de una facultad que, en los paises bien 
organizados, si existe en la Ley, no debe existir en la prácti- 
ca (1). Así en Inglaterra, la Corona, que tiene en derecho la fa- 
cultad de vctar los Proyectos de Ley aprobados por el Parla- 
inento, en el hecho jamás la ejercita. Desde los tiempos de la 
Reina Ana no hay ejemplo de que en aquella nación, modelo 
de los países constitucionales, haya el Soberano vetado resolu- 
ción alguna de las Cámaraa iI<speremos que en Chile habrá de 
transcurrir también siglo y medio sin que sea menester recor- 
dar al Congreso, como en 1849 y 1857, que hay una valla que 
no le es lícito salvar: la del respeto que es debido á la Consti- 
tución del Estado! iEspcremos que el veto del Ejecutivo exist;: 
también cn adelante entre nosotros en la letra de la Ley Cons- 
titucional, mas no en su aplicación práctica! . 

TERCERCASO.-El Presidente dc la República puede, en tercer 
lugar, devolver al Congreso un Proyecto de Ley aprobad#) por 
éste, corrigiérzdo!olo ó nzodificúndolo, según lo dispone el artícu- 
lo 46 (37), á fin de que en una y otra Cámara sea reconsiderado, 
lo cual puede verificarse sin demora alguna, pues para ello no 
fija término dicho artículo. 

Si  por ainbas Cámaras reszrltare aprobado, según ha sz'do re- 
mitido por el Presidente de la República, tendrá fuerza de Ley 
y se devolverá á este para su promulgación. Y si las nzodzj2cn- 

(1) E n  16 de Julio de 1890 devolvi6 el Presidente de.la República á la 
Cámara de Diputados, en uso de la facultad que le  otorga el actual articu- 
lo 36 de la Constitución, esto es, desechandolo en e l  todo, un Proyecto de Ley 
que disponia que los fondos fiscales existentes en los Bancos no pudierzn 
ser retirados sino á inedida que las exigencias del servicio público y los 
compromisos del Estado reclainaran su iiiversión. E l  mensaje que veta ese 
Proyecto I Z O  lo objeta por razóii alguna de inconstitucionalidad. (Nota cle 
los Editores.) 
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cienes y correccio?zes nofueretz aprobadas en ambas Cámaras, se 
tendrá como no propuesto, ni podrá proponerse en la sesión 
de aquel afio. 

Es claro, por consiguiente, que, en este caso, el rol de las Cá- 
maras se limita á aprobar las correcciones ó modificaciones se- 
gzín han sido remitidas por el Ejecutivo, sin alteración alguna, 
ó á negarse A aprobarlas en esa forma. 

La Constitución no les confiere la facultad de corregirlas á 
su vez, de alterarlas ó adicionarlas. Si 120 fileren aprobadas se- 
ghz las remite el Ejecutivo, dice el artículo 46 (37), cl Proyecto 
se tiene por no propuesto, ni puede proponcrse en la misma 
sesión anual. Es explícita la redacción de dicho artículo, y así 
se ha aplicado y entendido invariablemente en todos los casos 
en que el Presidente de la República ha devuelto al Congreso 
Proyectos de Ley modz3cados ó coiz~regidos. 

Llamamos la atención á estas dos palabras, porque si cl artí- 
cúlo 46 (37) confiere al Presidente de la República la facultad 
de corregtr ó nzodz)ica~ el Proyecto de Ley que le fucre remi- 
tido aprobado por el Congreso, IZO le confiere la de an'iczonnrlo. 
Esta última facultad la concede el artículo 5 I (42) á la Cámara 
revisora, y la diferencia de redacción entre ambos artículos re- 
vela bien claramente la exactitud dc nuestra opinión. Esta ce 
comprueba más todavía si se recuerda que el artículo 46 (37) y 
el 47 (38), en su parte final, poniéndose en el caso de que el 
Presidente de la República devuelva un Proyecto nzodzj5cdndolo 
6 corrigi&~zdolo, determina la suerte que debe correr, según la 
que corren las ~nodzj£cacianes ó correccioizt.s, no hablándose, como 
se ve, en ninguno de los dos artículos, de adiciones, que impor- 
tan cosa bien diversa. 

En efecto, si se admitiera que el Presidente de la República 
tuviese facultad de devolver un Proyecto al Congreso con adi- 
ciones, resultaría que, debiendo Cstas ser aprobadas ó rechaza- 
das simplemente, y no pudiendo el Congreso modificarlas, el 
Ejecutivo podría, con el título de adiciones, proponer á las Cá- 
maras verdaderos Proyectos de Ley enteramente nuevos, que 
el Congreso no tendría facultad de corregir, modificar ó adicio- 
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nar como fuera de su agrado. Tendría el Congreso que limitarse 
A decir si  ó nó; lo que si bien lo establece la Constitución para 
el caso de covreccio;tzes ó ~rzcd@cnciones propuestas por el Presi- 
dente, no lo establece, en manera alguna, para el de adiciones. 
Esto último habria sido caer en el sistema quc llama consz~ZtZvo 
Prévost Paradol, al cual hemos aludido en el articulo 40 (3 J). 

Forzoso es reconocer que, atendida la letra de la Constitución y 
conforme á los buenos principios, el Ejeciitivo no puede propo- 
ncr adiciones sitio en la forma de Proycctos de Ley perfecta- 
mente distintos de aquel que se modifica ó corrige. 

Así lo hizo notar con perfecta exactitud el señor don Ri- 
cardo Letelier, en sesión de la Cámara de Diputados de 31 de 
Octubre de 1874, á propósito de la verdadera adición que im- 
portaba el párrafo 3: del artículo 31 de la Ley Electoral, en la 
forma en que lo corrigió el Ejecutivo, reduciendo á uno el nú- 
mero de los Diputados suplentes en todos los Departamentos. 
Nosotros encontramos fundada la observación, pues era evi- 
dente que esa adición importaba un proyecto de Ley verdade- 
ramente nucvo y relativo á una materia en que no se ocupaba 
el Proyecto de reforma de la Ley de Elecciones observado por 
el Presidente de la República. En efecto, el número de Dipu- 
tados siiplentes estaba determinado por una Ley especial, 
corno siempre ha sucedido, y no por la Ley de Elecciones. 

Del artículo 46 (37) surge todavía otra cuestión interesante. 
Devuelto un Proyecto de Ley corregido Ó nzodzjícado por el 

Presidente de la República, ¿á qué reglas deben sujetarse las 
Cámaras para reconsiderarlo, á fin de aprobar ó nó las modzjfca- 
ciones ó correccio~zes según han sido propuestas por el Ejecutivo? 

Piensan algunos que si las modificaciones ó correcciones no 
fueren aprobadas por la nzayoría absoZz~ta de los miembros 
presentes dc cada Cámara, debe cntenderse que quedan recha- 
zadas, teniéndose el Proyecto como IZO propuesto, y no pudiendo 
proponerse en la sesión de aquel ano, Qtros creen, y nosotros 
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entre ellos, que si las correcciones no fueren aprobadas por ma- 
yoría absoluta en la Cámara de origen, indudablemente fracasa 
el Proyecto; pero que si en ella fueren aprobadas por esa ma- 
yoría, y la Cámara revisora no lac aprobare por mayoría abso- 
luta, la de origen tiene facultad de insistir en ellas por dos 
tercios, y debe entenderse que igualmente las aprueba la re- 
visora, si no insiste en su rechazo también por dos tercios. 

La  primera de estas dos opiniones no tiene apoyo alguno en 
la letra de la Constitución, porque ella no establece que las 
correcciones deban ser en este caso aprobadas por la ?nayorín 
absolzita de tina y otra Cdmnra. NÓ; todo lo que dice es que el 
Proyecto corregido se recoizsiderará en una y otra Cámara, y 
desde que no establece reglas especiales para la reconsideración, 
es evidente que ésta debe sujetarse á la disposición general que 
contiene el artículo 50 (41). Tal opinión tampoco puede apo- 
yarse en el espíritu de la Carta, porque si la CArnara de origen 
aceptara las correcciones propuestas por el Presidente de la 
República, por unanimidad, verbigracia, y la revisora las recha- 
zara sólo por silnjle mayoria absoluta, aceptándolas también 
un tercio de ésta, no habría razón alguna para que tales correc- 
ciones no se convirtieran en Ley, ni la habría para alterar el 
sistema general ideado por la Constitución, conforme al cual 
jamás puede la sitizple mayovía de la Cámara revisora privar á 
la de origen de la facultad de insistencia por los dos tercios 
que le acuerdan los artículos 50 y 5 I (41 y 42). 

Si es cierto que un Proyecto de Ley se reputa aprobado por 
anzbas Cámaras, para los efectos del artículo 43 (34), cuando 
lo ha sido por los dos tercios en la de origen y por un tercio en 
la revisora, conforme al artículo 50 (41) ¿qué lógica habría en 
sostener que, en el caso de modificaciones 6 correcciones pro- 
puestas por el Presidente de la República, el Proyecto no que- 
daba aprobado, según hubiera sido remitido por este funciona- 
rio, cuando en esa forma lo aprobaren la Cámara de origen por 
los dos tercios y la revisora por un tercio? A la verdad que no 
la divisaríamos. 

Sin embargo de parecernos la opinión que acabamos de sos- 
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tener la única conforme con la letra y con el espíritu de la Cons- 
titución, hemos reconocido que no le han faltado contradictores 
en el único caso en que ha surgido la dificultad que motiva las 
precedentes observaciones. 

Ese caso pr6ctico es el quc pasamos á referir. 
Remitido al Presidente de la República el Proyecto de Re- 

forma Electoral, que se ha convcrtido en la Ley vigente (1) 
de  1 2  de Noviembre de 1874, lo devolvió aquel funcionario á la 
Cámara dc Diputados, que fué la de origcn respecto á los ar- 
tículos observados, con las correcciones de que hace mérito el 
Mensaje de 27 de Octubre de aquel año, publicado en la pági- 
na 391 del Boletin de sesiones extraordinarias de esa Cámara, 
correspondiente á aquella sesión anual. Dicha Cámara aprobó 
todas las correcciones 'en sesiones de 27 y 3 I del mismo mes. 

Remitido el Proyecto al Senado con las correcciones intro- 
ducidas por el Ejecutivo y aprobadas ya por la Cámara de Di- 
putados, y puestas en discusión dichas correcciones en sesión 
de 2 de Noviembre del mismo año, el señor Senador don Ma- 
nuel Irarrizaval promovió la duda, sosteniendo con los señores 
don Melchor de Santiago Concha y don Rafael Larraín Moxó, 
que si el Scnado desechaba alguna de las correcciones, el Pro- 
yecto debería considerarsc como no propuesto y no podría pro- 
ponerse hasta la sesión del año siguiente. El señor don Alejandro 
Reyes refutó victoriosamente esa mancra de ver, sosteniendo 
que, S; el Senado desechaba alguna de las correcciones, el Pro- 
yecto debía volver rí la Cámara de Diputados á fin de que ésta 
insistiera ó no en ella por los dos tercios, bien entendido que si 
insistía, el Senado tendría á su vez que insistir también por dos 
tercios en su desaprobación, reputándose aprobada por 61 la 
corrección si no contaba para el segundo rechazo con esta se- 
gunda mayoría. El asunto quedó para segunda discusión. 

E n  la sesión siguiente, de 4 de Noviembre, puestas en discu- 
sión las correcciones propuestas por el Ejecutivo, fueron apro- 

( 1 )  Derogada por la de 9 de Enero de 1884 y ésta por la de zo de Agosto 
de I 890. (IVofa de los Editores). 
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badas todas, mcnos la sexta, según la cual no podrían formar 
parte dc las juntas de Mayores Contribuyentes que nombran 
las Mesas Receptoias, aquellos individuos que hubieren forma- 
do parte de las que nombraron las Mesas Calificadoras. Esta 
corrección fué rechazada por catorce votos contra uno. 

Devurlto el Proyecto á la Cámara de Diputados, ésta, en 
sesión de 7 del mismo mas de Noviembre de 1874, acordó, por 
el voto tácito de la Sala, 720 insistir en la observación sexta 
rechazada por el Senado, bien que con la protesta de los seño- 
res don Enrique Tocornal y don Zorobabel Rodríguez, quienes, 
profesando la opinión del señor Irarrázaval, no reconocían en 
la Cámara de Diputados la facultad de insistir ó no en aquella 
observación, pues la consideraban definitivamente rechazada 
para los efectos del inciso 2.0 del artículci 46 (37) de la Consti- 
tución, por el solo hecho de haberla desaprobado el Senado, 
Cámara revisora, por mayoría absoluta. 

L a  verdad es que así como la Cámara de Diputados no ifzsis- 
tió, pudo haber insistido, desde que fué consultada, y esto prueba 
que ella pensó en aquel caso como pensamos nosotros. ¿Qué 
habria hecho el Senado si la Cámara de Diputados hubiera 
insistido en aprobar aquella observación por los dos tercios? 2Sc 
habria negado A reconsiderarla á su vez, á fin de rechazarla 
también por igual mayoría? No es posible adivinarlo; pero es 
el hecho que, en sesión de g del mismo mes y aíío, se le dió 
cuenta de un oficio en que la Cámara de Diputados le'comu- 
nitaba no haber ilzsistido en la ya citada corrección sexta, sin 
que ningún Senador objetara el proccdirniento de aquella Cá- 
mara. Quedó, pues, aceptada la Constitucionalidad de ese Pro- 
xedimiento, y resuelta así la cuestión en cste caso, único ocurri- 
do  hasta ahora, como ya  lo hemos dicho, en el sentido de la 
opinión sostenida por el señor don Alejandro Reyes, que ha 
sido siempre la nuestra. 

- Lo singular del caso que acabamos de recordar detallada- 
mente, á causa del vivo interés que ofrece, pasó todavía más allá. 

Como se ha visto, la sexta corrección del Ejecutivo al Proyec- 
to de Reforma de la Ley de Elecciones, quedó definitivamente 



LA C O N S T I T U C I ~ N  ANTE EL CONGRESO 329 

desechada por ambas Cámaras. Luego, conforme á la parte 
segunda del artículo 46 (37) de la Constitución, el referido Pro- 
yecto debid considerarse como no propuesto. Y sin embargo, 
el hecho es que fuC remitido al Presidente de la República, 
suprimiéndose de él la mencionada corrección, y qiie fué pro- 
mulgado como Ley el I 2 de Noviembre de I 874. ¿Cómo se jex- 
plica este procedimiento, al parecer tan incorrecto? 

Ello proviene de que el Ministro de1 Interior, señor don 
Eulogio Altamirano, prometió al Senado en la sesión del 4. á 
nombre del Ejecutivo, retirar la observación sexta, si la Cáma- 
ra de Diputados, que la había ya aprobado, consentía en ello. 
Esta Cámara, aunque no con csas palabras precisamente, así 
10 acordd en su sesión del 7, quedando implícitamente resuelto 
que llel Presidente dc la República pucde retirar las modifica- 
ciones con que hubiere devuelto un Proyecto á las Cámaras, 
obteniendo el asentimiento de arnbas~l. 

11El Proyecto de Ley que, aprobado por una Cámara 
fuere desechado en su totalidad por la otra, volverá á la 
de su origen, donde se tomará nuevamente en conside- 
ración, y si fuere en ella aprobado por una mayoría de 
las dos terceras partes de sus miembros presentes, pasa- 
rá segunda vez á la Cámara que lo desechó, y no se 
entenderá que ésta lo reprueba si no concurre para ello 
el voto de las dos terceras partes de sus miembros pre- 
sentes. tt 

Según este artículo, que es perfectamente claro, el Proyecto 
dc Ley quc, aprobado por la Cámara.de origen y desechado por 
la revisora, fuere aprobado nuevamente por los dos tercios de 
los miembros presentes de aquélla y no fuere rechazado se4und~ 
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vez (1) por igual mayoría de ésta, queda aproEiado por ambas 
Cdnzaras y debe remitirse al Presidente de la República. E n  
el caso contrario, si la Cámara de origen no insistiere en su 
primer acuerdo por las dos terceras partes de sus miembros 
presentes, ó si la Cámara revisora insistiere en reprobarlo por 
igual mayoría, el Proyecto se consideraría desechado y no po- 
dría proponerse hasta la sesión del año siguiente. 

Esto es obvio y se deduce fácilmente de la combinación del 
sistema establecido por este artículo, con las prescripciones 
contenidas en los artículos 42 y 43 (33 y 34). 

Pero el artículo 50 (41) se ha puesto en el caso de que el 
Proyecto de Ley aprobado por una Cámara sea desechado en su 
totalidad por la otra, lo que rarisima vez habrá de ocurrir. Mas 
él no expresa qué suerte corre el Proyecto cuando es aprobado 
en pafrte y en parte desechado por la Cámara revisora. Este se- 
gundo caso, que es frecuente, no lo decide el artículo 5 0  (41). 
En  la práctica se ha entendido siempre que cuando la Cámara 
revisora aprueba ciertas disposiciones de las que contiene un 
Proyecto de Ley aprobado por la Cámara de origen, y desecha 
otras, szlprinzié~doZas como medio de negarles su aprobación, la 
cuestión debe resolverse aplicando las reglas contenidas en el 
artículo 5 1  (42) para el caso de las adiciones Ó correcciones qiie 
aquélla tiene facultad de introducir en el Proyecto. Se ha en- 
tendido, pues, que szlp~inzir disposiciones de un Proyecto es 
algo idéntico á articionarZo Ó co~regirlo; y como la stlpresión de 
una parte del Proyecto importa desecharlo parcialmente, y el 
artículo 50 (41) se refiere únicamente á la desaproBacidn total, 
se ha buscado el medio de decidir la dificultad en el artícu- 
lo 5 I (42), cuyo estudio nos suministrar5 oportunidad de volver 
sobre esta cuestión. 

(1) En este iiltinio caso no puede la Cámara revisora, si no insiste en el 
rechazo, adicionar 6 corregir el Proyecto. Véase nuestro discurso en sesión 
de la Cámara de Diputados de zo de Julio de 1880. (Diario Oficial, pigi- 
na 1,069). Asi lo resolvi6 la Cámara por treinta y tres votos contra veinti- 
tres. a h  congictu remediorum (arts. 50 y SI,  actuales 41 y 42) electo uno vzc- 
dio, non clztur iizgressus ud nlterurn.» (Nota de/ Autov.) 



1 1  El Proyecto de Ley que fuere adicionado ó corregido 
por la Cámara revisora, volverá á la de su origen; y si 
en ésta fueren aprobadas las adiciones ó correcciones 
por la. mayoria absoluta de sus miembros presentes, pa- 
sará al Presidente de  la República. 

iiPero si las adiciones ó correcciones fuesen reproba- 
das, volverá el Proyecto segunda vez á la Cámara revi- 
sora; donde, si fuesen nuevamente aprobadas las adicio- 
nes 6 correcciones por una mayoría de  las dos terceras 
partes de  s u s  miembros presentes, volvera el Proyecto 
á la otra Cámara, y no se entenderá que ésta reprueba 
las adiciones 5 correcciones, si no concurre para ello el 
voto de  las dos terceras partes de  los mienibros presen- 
tes. 1 1  

Las disposiciones de este artículo tienen aplicaci(in frecuente 
y constante. Así como debe ser raro qiie uaa Cámara deseche 
en su totalidad los Proyectos aprobados por la otra, es natural 
que los acepte con modificaciones 6 enmiendas. Este es el caso 
que reglamenta el artículo 5 1  (42). Él sugiere algunas cuestio- 
nes interesantes, que pasamos á examinar. 

PRIMERA C U E S T I O N . - $ ~ U ~ ~ ~  la Cámara de origen su8eíz- 
nzendar las enmiendas ó modificaciones introducidas en un 
Proyecto de Ley por la CAmara revisora, 6 debe limitarse sólo 
á aprobarlas 6 desecharlas? 

Este punto no ofrece hoy dificultad. La larga práctica de los 
últimos veinte años lo ha resuelto en el sentido de que la Cá- 
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mara de origen no tiene facultad de subenmendar enmiendas, 
sino que debe aprobarlas Ó dcsecharlas lisa y llanamente. 

A pesar de que esto parece ahora obvio, no han faltado ca- 
sos en que la Cámara de origen ha modificado las modificacio- 
nes introducidas por la Cámara revisora en Proyectos de Lcy 
aprobados por aquélla. El seíior Lastarria recuerda en sus Co- 
nze?ztnrios lo ocurrido coi1 el Proyecto de Ley aprobatorio del 
Código Civil, y recuerda también que en la discusión de los 
Presupuestos ha sido frecuente el empleo, por la CAmara de 
origen, de la facliltad de subenmendar. Entre estos últimos 
podría citarse el caso ocurrido á f ine~ de 1849 con la partida 
del Presupuesto referente á la Legación de Korna, que hemos 
referido detalladamente al ocuparnos en la tercera cuestidn que 
suscita el inciso 2 . O  del articulo 37 (2s). 

Pero, aunque es cierto que la facultad de subenmendar se 
ha puesto en ejercicio no pocas veces por la Cámara de origen, 
ello Iia tenido lugar probablemente por inadvcrtencia. En efec- 
to, son pocas las ocasiones en que el ejercicio de tal facultad se 
ha sujetado á discusión. 

Expondremos aqui las principales. 
En sesión de la Cámara de Diputados de 3 de Noviembre 

de 1843, al discutirse el artículo IOG de1 Proyecto de Ley del 
Régimen Interior, que había sido agregado por el Senado como 
Cámara revisora, el señor don Antonio García Reyes propuso. 
que se le diera una nueva redacción. El señor don Antonio 
Varas, Diputado entonces por Chillán, hizo presente llque el 
artículo 51 (42) de la Constitiición manda que cuando un Pro- 
yecto sea reformado por la Cámara revisora, pasará á la de su 
origen, la cual sólo deberá admitir ó dcsechar las adiciones, 
pero no podrá hacer otras nuevas, y que, por consiguiente, la 
Cámara no podía adicionar ó reformar e1 artículo del Senado, 
sino admitirlo ó desecharIoll. 

El señor García Reyes contestó Ilqiie el artículo de que se 
trataba era nuevo, introducido por el Senado, debiendo éste 
considerarse como Cámara de origen respecto de él, de lo que 
se deducía que la Cámara de Diputados bien podía hacerle 
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nuevas adiciones; que este modo de entender el precepto Cons- 
titucional ofrecia sus ventajas, porque así los Proyectos de Ley 
serian mAs considerados en ambas Cámaras y sc meditarían 
con más madurez~~. 

El señor Varas, replicando, dijo entonces: 11El articulo Cons- 
titucional dice literalmente: lbel Proyecto de Ley que fuere adi- 
11 cionado.,~ Habla, pues, de Proyecto, no de artículo ó adición, 
y el Senado no deberá considerarse como el  ovigetz del Proyecto, 
sólo por haberle añadido un articulo. Por lo que toca á la 
madurez de la discusión, con los trhmites que permite la Cons- 
titución sc ofrece bastante garantía de que los asuntos serán 
bien considerados en ambas Cámaras. Admitir, por otra parte, 
la interpretación que acaba de proponerse, sería formar una 
cadena interminable, porque si el haber añadido el Senado un 
artículo al Proyecto es suficiente motivo para que se considere 
como Cámara de su origen, la de Diputados será Cámara revi- 
sora, y como tal podría añadir nuevas adiciones; pasará otra 
vez a1 Senado y después á la Cámara de Diputados, y de este 
modo la cadena no se termina jamás (I)II .  

En sesión de la Cáinara de Diputados de 27 del mismo mes 
y año, y. con motivo de la discusión del mismo Proyecto, el se- 
ñor Varas reprodujo la opinión que, sobre la cuestión Constitu- 
cional, habia emitido veinticuatro días antes. En aquel caso las 
Cámaras nombraron una comisión mixta para conciliar las opi- 
niones encontradas de ambas. 

El Senado, en sesióñ de 12 de Junio de 1847, resolvió la 
duda en el mismo sentido que el señor Varas, aprobando por 
unanimidad el articulo 2.O del proyecto de acuerdo que se ha- 
bia encomendado redactar al señor don Andrés Bello en la se- 
siGn anterior. Ese artículo prescribe que cuando un Proyecto 
de Ley sea devuelto al Senado con modificaciones ó correccio- 
nes introducidas por el Presidente de la Repiiblica ó por la 
Cámara de Diputados, conforme á los artículos 46, 47 y 5 I 
(37, 38 y 42), después de consideradas y discutidas por su or- 

(1) Vid. El PYD~Y~SO, nUm. 300, d e  6 de, Noviembre de  1843. 
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den, votará el Senado sobre la cuestión siguiente: llSe admite 
6 no la alteración propuestali. 

Este acuerdo del Senado, debido á la pluma eminente del 
señor Bello, resolvía la dificultad en el Único sentido conforme 
con el precepto Constitucional, no poniéndose siquiera en la 
hipótesis de que fuera licito á la Cámara de orige'n introducir 
correcciones en las aprobadas por la Cámara revisora. 

El  mismo señor Bello sostuvo idéntica opinión en sesión del 
Senado de 27 de Octubre de 1848, afirmando, como es la ver- 
dad, que el articulo 51 (42) no distingue entre las adiciones y 
las co~recciones introducidas en un Proyecto de Ley por la Cá- 
mara revisora, sino que coloca aqiiéllas y éstas en un mismo 
nivel. El señor don Francisco Antonio Pinto habló en el mismo 
sentido que el señor Bello, invocando el acuerdo aprobado por 
el Senado en la sesión ya citada de 12 de Junio de 1847, y se 

-procedió ii votar si se aprobaba ó no el artículo agregado por 
la Cániara de Diputados al Proyecto de Ley que tenia por ob- 
jeto ceder seis mil pesos á la Iglcsia Metropolitana para la 
compra de un órgano, resultando aceptado el articulo por una- 
nimidad; sin corrección alguna. 

En sesión de la Cámara de Senadores de 5 de Septiembre 
-de 1853, al tomarse en cotlsideración las modificaciones que la 
Cámara de Diputados habia introducido en el'Proyecto de Ley 
sobre secuestros aprobado ya por aquella Cámara, cxpuso el 
señor don Antonio Varas, Ministro del Interior, que &(no siendo 
lícito, según la Constitución, alterar dichas modificaciones, con- 
vendría que, al aprobarlas, el Senado explicara el sentido que 
atribuia á las expresiones Autoridnct cowzpeterzte, empleadas por 
la Cámara de Diputados, á fin de satisfacer las justas exigencias 
del señor Encargado de Negocios de Su Majestad CatólicaJll 
haciéndose la explicación en el oficio en que debía comunicarse 
á la Cámara revisora la aprobación de sus modificaciones. 

Votada la indicación que hizo cl señor Varas con tal objeto, 
-fué aprobada por nueve votos contra cuatro. 

En sesión de la Cámara de Senadores de I I  de Scptiernbrc 
de 1854, considcrando las alteraciones hechas por la Cámara 
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de Diputados en el Proyecto de Ley aprobado por aquella Cá- 
mara, sobre declarar de utilidad pública los llanos de Arquén, 
se suscitó la misma cuestión que vieneocupbndono~. LOS ceño- 
res Senadores don Fernando Lazcano, Presidente de la Cámara, 
y don Francisco Antonio Pinto, sostuvieron, y sin oposición 
alguna, idéntica opinión ,? la emitida por los señores Rello y 
Varas en los casos ya citados. Expresó el señor Pinto que la 
Cámara de origen no puede decir más que si 6 nó á las modi- 
ficaciones de la revisora, sin ngregnrles n i  quitarles u~za palabra. 

El sefior don José Victorino Lartarria, discutiéndose en se- 
sión de la Cámara de Diputados de IG de Junio de 1855, un 
Proyecto de Ley que tenia por objeto establecer un impuesto á 
favor de la Municipalidad de la Serena, sos:uvo que, modificado 
por la Cámara de Senadores, como lo había sido, el artículo 
que fijaba el plazo en que clebia principiará regir la Ley, no ha- 
bía inconveniente para que la Cámara de Diputados, que lo era 
de origen respecto de dicho Proyecto, submodificara á su vez 
aquel articulo, á fin de evitar de este modo todo retardo que 
dejara sin efecto la Ley. . 

El señor Lastarria citó, en apoyo de su manera de ver, el 
caso ocurrido en el Senado en 1849 á propósito de la partida 
del Presupuesto referente á la Legación en Roma, á que hemos 
aludido mAs arriba, y á propósito de la cuestión Constitucional 
dijo llEs verdad que cl artículo Constitucional dice: llaprobar 

6 reprobar las tnodificaciones 'hechas por la Cáinara reviso- 
¡# r a ~  ; pero esto pude entenderse que es para que la Cámara 
de origen no vuelva cobre 1; que ya acordó, dejándole, no obs- 
tante, la facultad de subenmendar lo que juxgarc conveniente,,. 

El sefior don Antonio Varas, Ministro del Interior, refutó 
otra vez, á nuestro juicio, victoriosamente, esa opinión, soste- 
niendo lo mismo que habia defendido en 1843 y 1853, y con 
argumentos idénticos á los que adujo en la primera dc aquellas 
ocasiones. 

La Cámara aprobó por unanimidad la indicación de suspen- 
der la coiisideraci6n del asunto, hasta que el señor don San- 
tiago Prado presentara un nuevo Proyecto qire, sobre la ma- 
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teria, se ofreció á redactar, salvando las dificultades ocurridas. 
El  señor don Alejandro Reyes había manifestado, en la se- 

sión anterior, de 14 de Junio de 1855, la misma opinión que el 
señor Varas respecto de la cuestión Constitucional. 

Finalmente, y para no citar más casos, en sesión de la Cá- 
mara de Diputados de 3 de Septiembre de 1862, y después dc 
discutido el punto en la sesión anterior de 30 de Agosto, se 
rechazó, por veintiocho votos contra once, la indicación del 
sefior don Manuel Miquel para ampliar hasta un año el plazo 
de seis meses que, en un segundo articulo agregado por el Se- 
nado, fijó esta CAmara para que principiara á regir el Proyecto 
de Ley que la de Diputados había aprobado con el objeto de 
eximir de derechos de exportación el cobre fundido con com- 
bustible del país. El artículo agregado por el Senado se aprotó 
con s610 un voto en contra. 

Los señores don Francisco Puelma y don Ambrosio Montt, 
sostuvieron, en aquel debate, que la Cámara de Diputados, que 
cra de origen respecto del Proyecto, carecía de facultad para 
modificar el articulo agregado por la de Senadores, y que debía 
limitarse á aprobar10 6 desecharlo. 

El señor don \Valdo Silva, reconociendo que un articulo de 
un Proyecto aprobado por una Cámara y modificado por la 
otra, no puede ser nuevamente modificado por aquélla, sostuvo 
que no sucede igual cosa cuando la Cámara revisora introduce 
en el Proyecto un articulo distinto, extraño á los que tenía en 
la de su origen, porque entonces el articulo agregado importa 
un Proyecto de Ley completamente nuevo. 

Al discurrir de esta manera, tratando de distinguir entre co- 
~recciofzes y ndiciones, se echaba en olvido que, como lo dijo el 
señor don Andrés Be110 en 1848, el artículo 51 (42)  de la Cons- 
titución coloca aquéllas y éstas en idéntica condición, que apli- 
ca á ambas las mismas reglas, y que no es licito introducir dis- 
tinciones donde la Ley no distirigue. 

La práctica constante de ambas Cámaras durante veinte ó 
más años no presenta ejemplo alguno, al menos conocido por 
nosotros, de que se haya violado la disposición contenida en e 
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artículo 51 (42), tal coino la entendfa el seííor don Andrés 
Bello. 

Es cierto que el señor don Frailcisco Puelma hizo notar, cn 
sesión de la Cámara dc Diputados de 1.0 de Diciernbrc de 1871, 
quc la Cámara de Seiiadores había violado el artículo 3 1  (42) 
de la Coiistitución en el caso siguiente. Aprobado por dicha 
Cámara el Proyccto de Ley que tenía por objeto crear un quin- 
to hlinistro del Despacho, denominado de Rclaciones Exterio- 
res, la Cámaya de Diputados lo aprobó también, agregando á 
los ramos que debían de quedar á cargo del nuevo Ministro los 
de coZouiznrió~z y chiiLz'zarió~z de ijzdz'genas. E l  Senado, en sesión 
de 29 d e  Noviembre de aquel allo, aceptó por unanimidad la 
adición referente á colonizaciórt y desechó, también por unanimi- 
dad, la referente á ciz,ihaciÚ/t de irzd&eenas. E l  señor Piielma 
pensó que la Cámara de-senadores habia coí,~egido.la modifica- 
ción de la Cámara de Diputados, y considerándola corno zuzn 
SO¿U, creyó que había infringido la Constitución, por cuanto no  
la había aprobado ni rel/~,obado por completo, lisa y llanam&te. 

Nosotros creemos, sin embargo, como el señor Prcsidcnte de 
la Cámara de Diputados, don Miguel 1,oic Arnunátegui, que 
en el caso que motivó la protesta del sellor Piielma, hubo dos 
adiciones distiiitas introducidas en el Proyccto de1 Scnado por 
aquella Cámara, y que el Senado, obrando dentro de sus faciil- 
tades, al/robó la zina y ~e l /~obó Zn otra. Cuando las modificacio- 
nes introducidas en u n  Proyecto por la Cámara revisora son 
varias, no es forzoso que la Cámara dc  origen adopte respecto 
de todas ellas idéntica resoliición. Lejos de eso, puede aceptar 
unas y rechazar otras. 

E n  apoyo de la opiiiión de que la Cámxra que cs de origen 
respecto de un Proyecto de Ley, no' puede subenicendar las 
correcciones ó adiciones introducidas cn él por la Cámara revi- 

i 

sora, existen, aparte de las incontestables razones de conve- 
niencia que se han indicado en la exposición preccdentc, dos 
argumentos derivados de la Constitución misma y que, á juicio 
nuestro, no admiten réplica. 

Es  el primero que el artículo 5 I (42) habla sólo de ajr,oÓnc.idíl 
22 



o ~epobació~z de las adiciones Ó correcciones por la Cámara 
revisora, sin conferir á ésta la facultad de subenmendarlas. Lue- 
go, carece de ella dicha Cámara, desde que la Constitucidn no 
se la confiere, y desde que ninguna magistratura G autoridad 
puede ejercer otras facultades que aquellas que expresamente 
Ie seliala la-Ley. 

Es  el segundo una razón de analogía, derivada del precepto 
contenido en el artíciilo 46 (37). Ya hemos visto que éste, al ocu- 
parse en el caso en que el Presidente de la República devuelva 
al Congresd un Proyecto de Ley con modificaciones ó correc- 
ciones, no admite sino dos soluciones: ó que éstas sean aprsba- 
das según hayan sido remitidas por el Ejecutivo, ó que no lo 
sean. Pero no acepta la posibilidad dc  que sean á su vez corre- 
gidas por el Congreso. L a  misma razón, si no inayor todavía, 
milita en favor de esta regla para aplícarIa á las relaciones de 
utia Cámara con Ia otra. 

SEGUNDA CUEST~ÓN.--{QU~ suerte corre un Proyecto de 
Ley que contiene varias disposiciones, cuando respecto de una 
ó más de ellas IZO hay acuerdo entre las dos CAmaras, habién-, 
dolo respecto de las otras? {Fracasa todo el Proyecto, ó fracasan 
sólo las disposiciones que son materia del desacuerdo? 

La  ciiesticín no puede ser nlás trascendental, porque si hubie- 
ra de decidirse en e[ sentido de que fracasa fan'o el Proyecto, 
nunca liabríamos tenido Presupu'estos aprobados por ambas 
Cámaras, porque no hay año en que no se produzcan entre 
ambas desacuerdos respecto de uno 6 más íteins, sin que por eso 
se haya dejado de dar curso á todos aquellos que han merecido 
la a c e p c i ó n  de  Ia una y de la otra (1). 

I'ara ilustrar bien la materia, principiaremos por recordar un 
caso notable. 

( 1 )  Vease sobre Presupuestos el iiiciso d.", articulo 9 . O  de la Ley de 16 de 
Septiembre de 1884. (No fa  del Autov.) 



Aprobado por la Cámara de Senadores, en sesión de 24 de 
Agasto de 1857, un Proyecto de Ley sobre elecciones, compues- 
to de cuatro artículos que contcnian cuatro disposiciones per- 
fectamentc distintas, la Cámara de Diputados, en sesiones 
de 17 y 22  de Octubre siguiente, aprobó el Proyecto corrigién- 
dolo en todos sus artíciilos. El Senado, en scsión dc 26 del mis- 
mo, desechó todas las correcciones; la Cámara de Diputados, 
en scsión de  31 del citado mes de Octubre de 1857, insistió 
sólo en tuzn de ellas, la que había introducido cn el artículo 2.0, 

por los dos tercios de  sus miembros presentes; y finalmente, cl 
Senado, cn sesión de 4 de Noviembre siguiente, desechó nuc- 
vamente esa corrección única, por catorce votos contra uno, ó 
sca por inás de la mayoría de los dos tercios de sus rniembros 
presentes. 

En  este estado las cosas, se suscitó, en el Senado, la cuestión 
de saber qué suerte dcbia correr el Proyecto después de la an- 
terior tramitación. El Presidente, señor don Pedro Nolasco 
Mena, y el señor don Fernando 1,a~cano sostuvieroii que el Pro- 

' yccto debía considerarse aprobado por el Congreso, y debía, 
por lo tanto, remitirse al Presidente (le la República. Los scño- 
rcs don Máximo Mujica y don Diego José Benaventc creían 
.que rl Proyecto había fracasado definitivamente y que debía 
relegarse para la legislatura siguiente. El señor don José Joa- 
quin Pérez manifestó que debían ser Ley los tres articulas apro- 
bados, con abstracción del segundo, que había sido materia de 
disentimiento, 

pesar de ser ésta la única opinión lógica y fundada, cl Se- 
nado aceptó la dc los señores Me?a y Lazcano, acordando, por 
nueve votos contra seis, rcmitir el Proyecto al Ejecutivo, y por 
unanimidad, haccr mérito' en el oficio rcmisorio y en el guc 
debía pasarse á la Cimara dc Diputados, de todos los iiiciden- 
tes ocurridos. 

L a  Cámara de Diputados, al dárselc cuenta (le la nota del 
Senado, y después de una discusión cn que cl señor Ministro 
del Interior, don Jerónimo Urmencta, y los señores Diputados 
don Ramón Rengifo, don Antonio Varas y don José Miguel 



Barriga sostuvieron que el procedimiento observado por la 
Cámara de Senadores era inconstitucional, aprobó por zlnani- 
~lzidna?, en sesión de 7 de Noviembre de 1857, 4 siguiente Pro- 
yecto de acuerdo: llEl Proyecto de Ley electoral, Jigz~uando een 
él el anrtíczclo a.O, aprobado por la Cámara de Senadores, no ha 
podido pasarse constitucionaIrnente al Presidente dc la Repú- 
blica para su promulgación como Ley,!. 

Con estos antecedentes, el Ejecutivo devolvió el Proyecto al 
Senado, desechándolo en el todo, en mensaje de 16 de Noviem- 
bre dc 1857, del cual se dió cuet~ta en aquel cuerpo el 20 del 
mismo, acordándose, por siete votos contra cuatro, limitarse á 
acusar recibo siniplementc dc dicho mensaje. Este es el segun- 
do de 10s casos de veto s2~spensiz~o que recordatnos al ocuparnos 
en los artículos 43 á 49 (34 á 40). 

Si el Senado, como lo pensó e1 sefior Pérez y como lo mani- 
festó bien claratnente la Cámara dc Diputados en su Proyecto 
de acuerdo, hubiera remitido al Presidente de  la República el 
Proyecto con inclusión solamente de los tres artíciilos aproba- 
dos constitucionalmcnte por ambas Cámaras, nos parece evi- 
dente quc dicho Proyecto no habría podido ser vetado, á lo 
menos por argumentos de constitucionalidad. 

Creemos, en efecto; que cuando un Proyecto de Ley com- 
prende disposiciones diferentes, que corrcsponden 5 ideas dis- 
tintas y qiie pucdcn existir con entera independencia las unas 
de las otras, no debe considerarse rechazado todo el Proyecto, 
porque hay desacuerdo entrc las dos Cámaras respecto de una 
ó varias de aquellas disposiciones. Así se ha resuelto práctica- 
incnte en la formación de 19s Presupuestos, que no fracasan 
porque no existe acuerdo respecto de todas sus disposiciones, y 
así sc rcsolvió también en 1874, en cl caso del Proyecto del Có- 
digo Penal, que 110 se consideró desechado porquc las Cámaras 
no pudieron ponerse de acuerdo respecto de sus artículos I 18 
y 261. 

L a  Constituciót~ no ha dictado ni podía dictar regla alguna 
absoluta en la tnate4a. La  solución de cada caso depende de 
su naturaleza. Así, es claro quc si 1a.s dos Cámaras están de 
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acuerdo en varias disposiciones de iin 'l'royecto que envuelve 
preceptos que pueden existir y aplicarse á pesar del dr.iacuerdo 
que hubiere surgido respecto de otras, el Proyecto debería re- 
mitirse al Presidente de la República con inclusión de las dis- 
posiciones aprobadas por ambas Cámaras, como debió haberlo 
hecho el Senado en el caso de 1857. 

Por el contrario, si lo desaprobado tiene tan íntima y estrecha 
relación con lo aprobado, que no se conciba la existencia de lo 
segundo sin la de lo primero, como en el caso de fracasar, por 

ejemplo, un artículo fundamental de un Proyecto de reforma 
de la Ley de Elecciones, entonces todo el Proyecto debería te- 
nerse por desechado. Cuestión cs ésta quc las Cimaras mis- 
mas deben resolver en cada caso de duda, coino solución de 
sana táctica parlamentaria, de prudencia y aún de simple buen 
sentido, cosas las tres que no es dado sujetar á reglas fijas é 
invariables. 

Hasta imposible sería dictarlas sin el grave peligro de sacri- 
ficar en muchos casos el verdadero acuerdo de ambas Cámaras 
acerca de  ciertas disposiciones aceptadas por cll;is, por conside- 
ración simplemente á una cuestión de palabras. En muchos ca- 
sos el desacuerdo existe sólo en la forma y no en el fondo de 
lo que se discute. 

Así, por ejemplo, en las sesiones extraordinarias de 1877, el 
Senado aprobó la partida del Presupuesto del Interior referente 
á los auxilios que se acuerdan á las Municipalidades para sos- 
tener las fuerzas de policía, fijando en cincuenta mil pesos el 
item relativo A la Municipalidad de Santiago; la Cámara dc 
Diputados corr&ió ese ítem, entre otros, eleváiidolo hasta echen- 
tn ivzil pesos; el Senado rechazó en seguida esta modificación; 
la Cámara de Diputados insistió en ella por los dos tercios de  
sus miembros presentes, y el Senado, finalmente, acordd, en 
sesión dc  g de Enero de 1878, no i~tsistir en su rechazo de la 
referida corrección, quedando así dsta aprobada. 

Pero el Senado, para volver sobre sus pasos, oyó préviamen- 
te el dictamen de una comisión compuesta de los scfiores don 
gamón ~i ie r re ro ,  don Antonio Varas, don José Eugenio Ver- 
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gara y don Joaquín Rlest Gana, que debía ilustrarle acerca de 
la suerte que correríabaque1 ítem y otros que se encontraban en 
idéntico caso, si el Senado insistía en desechar la corrección 
aprobada por la Cámara de Diputados. 

La dificiiltad consistía en saber si, en esta hipótesis, fracasaba 
el ítem por completo ó si debía entenderse rechazado sólo en 
cuanto á los treinta inil pesos en qiie lo había elevado la Cáma- 
ra de niputados. Si ésta se encontraba dispuesta á autorizar un 
gasto de ochenta mil pzsos, es evidente que aceptaba el de cin- 
cuenta mil y que hasta csta cifra había acuerdo entre ambas 
Cámaras. 

Sin embargo, la comisión arriba nombrada no manifestó opi- 
nión alguna en sil informe acerca de esta ciiestión constitucio- 
nal, limitándose á recomendar al Senado, en buenos términos, 
que, d j l z  de e-ditav coaj'ictos, no insistiera en rechazar las modi- 
ficacjones de la Cámara de Diputados. Parece, pues, que la 
ComisiGn temió que la insistencia del Senado importara el 
completo fracaso del ítcin 6 de los ítems qiic dieron margen 5 
coruecciones, y no simplemente el de éstas. 

Este caso, que puede ocurrir diariamente en la discusión de 
los Presupuestos principalmeiite, iio ofrecería dificultad en bue- 
na lógica. Quien quiere ccnceder ochenta mil, concede cincuen- 
ta mil más treinta mil, y si no obtiene lo que trata de agregar, 
no es de supone!. qiie desistirá de la parte qiie no ofrece dificul- 
tad. Fracasará la covi*eccicílt referente 5 los treinta mil, agrega- 
dos; pero no se divisa razón para que fracase también el item 
primitivo, qiic es un verdadero Proyecto de Ley, aceptado por 
ambas Cámaras en cuanto á la fracción de cincuenta mil que 
no suscita desacuerdo. E n  el caso citado {puede racionalmente 
admitirse que la Cámara de Iliputadoi. habría preferido dejar 
á la policía de Santiago sin subvención alguna, quitándole aún 
la de cincuenta mil pesos aceptada por el Senado, sólo porque 
no había obtenido que 'ella fuera elevada hasta ochenta mil pe- 
sos? A la verdad que tal suposición nos parece inadmisible. 

L a  verdad es que los artículos 50 y 5 I (41 y 42) no resuelven 
cuál es la suerte que corre un Proyecto de Ley, ó un artículo ó 



disposición de un Proyecto, cuando las adiciones Ó correcciones 
introdiicidas por la Cárnara revisora quedan definitivamente 
reprobadas, ya porque, rechazadas por la Cámara dc origen, no 
insistió cn'ellas la Cámara revisora por dos tercios, ya porque, 
habiendo ésta insistido en ellas por dicha mayoría, la Cámara 
de origen insiste también por dos tercios en su desaI)robaciÓri. 

Rechazadas así las nrEiGiones O L-oolt~eccio~~es, ¿se entiende api-o- 
bado el Proyecto, el artículo 6 rlisposición d r  él que las motivó, 
en la forma aprobada pri~nitivarnente por la Cámara de origcn? 

Así 10 entendió el Senado cn scsión de q de Noviembre 
de 1857, cn el caso que hemos narrado más arriba. I'ero hcmos 
dicho que ese cuerpo obró mal al proceder en csa inteligencia, 
porque el artículo 2 . O  del Proyecto quc di6 margen á la dificul- 
tad, no había sido aprobado por ambas Cámaras. 

E n  efecto, cuando la Cámara de Diputados corrigid ese ar- 
tículo por mayoría absoluta primero, é insistió después en la 
corrección por dos tcrcios, es claro que rechazh el artículo co- 
rregido, en la forma que le había dado cl Senado, primero por 
mayoría y en seguida por dos tercios. El Senado, al rechazar la 
corrección por mayoría absoluta primero y en seguida por dos 
tercios, insistió por idénticas mayorías en el artículo primitivo. 
Éste, sin duda, había sido aprobado tres veces, si se quiere, por 
la Cámara de Senadores, y aún admitamos que por z~tza~zi7tzidnLZ 
en todas ellas; pcro esto no bastaba para reputarlo aprobado por 
la Cámara de Diputadas, que implícitamente lo había desecha- 
do dos vcces, la una por simple mayoría absoluta y la otrapor 
dos tercios. 

Se  comprende que un Proyecto se considere aprobado por 
ambas Cámaras para los efectos de  su rernisicín al Ejecutivo, 
cuando obtiene la aprobación de los dos tercios de una Cámara 
y de un tercio de la otra, porque así se obtiene la misma 
unidad que se concigue sumando dos mayorías absolutas: 
+ + + = I ; 4 + 3 = I ; pero no es aceptable que prcvalczca la 
voliintad de los dos tercios ó de la iinariimidad_de una de las' 
Cámaras con prescindencia de la voluntad contraria de la otra, ' 
manifestada también por doc tercios ó por unanimidad. 
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Obró bien, por consiguiente, el Presidente de la República 
al poner en ejercicio su veto sz~sje~tsiz~o en el caso ocurrido 
en 1857. 

El señor I,astarria, en sus Cot7ze~ttnrios al artículo 5 1  (42), 
examinando la cuestión qiic nos ocupa, dicc que cuando las 
adiciones Ó correcciones fueren desechadas segunda vez por 
mayoría de los dos tercios de la Cámara rechazante, llel Pro- 
yecto quedará paralizado y no podrá 1)roponerse hasta la legis- 
latura dcl aiio siguiente,,. Esto, que no lo dicc la Constitución, 
nos parece exacto cuando la dis~iosiciór-i que resultare rechazada 
en definitiva fuere de aq~iellas que comprometieren la existen- 
cia de todo el Proyecto. Pero creemos que esa opinión no es 
aceptable de una manera ab3oluta ni aplicable á todos los casos 
sin limitación alguna. 

$,a práctica ha confirmado la verdad de la distinción que no- 
sotros hemos establccido más arriba. Citaremos un caso reciente 
y notable que así lo demuestra. 

1,a Cámara de Sctladorss, en sesiones de 1873 y 1874, apro- 
bó el Proyecto de Código Penal en cierta forma. La  Cámara 
de Diputados, en sejiones de Septiembre del segundo de los 
dos años citados, lo aprobó también, pero corrigiendo notable- 
mente sus artículos I 18 y 261. El Senado rechazó esas correc- 
ciones en sesión de 16 de Octubre del mismo año, por nueve 
votos contra seis la primera, y por diez votos contra cinco la 
ccguncla. L a  CAmara de Diputados, en sesión de 22 del mismo 
mes, insistió en ambas corrcccion~s por dos tercios, y el Senado 
insistió á su vez en el rechazo de una y otra, también por dos 
tercios, en sesión de 26 dcl referido mes de Octubre de 1874. 

Era entonces evidente que los artículos I 18 y 261, en la for- 
ma que les di6 el Senado al disciitirlos la primera vez como 
Cámara de origen, no habían sido aprobados en esa fornza por 
la Cámara de Diputados. Lejos de eso, al corregirlos, primero 
por mayoría absoluta y luego por mayoría de dos tercios, ma- 
'nifestó claramente que no aceptaba, por idénticas mayorías, el 
artículo primitivo. Así lo entendieron ambas Cámaras, consi- 
derando esos artíciilos desechados (al contrario de lo que hizo 
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el Senado en 1857) y suprimiéndolos del Proyecto de Código 
Penal que se remitió, sin ellos, al Presidente de la República, y 
quc no sc consides0 ni por un momento que hubiera fracasado 
en todos los artículos que habían merecido la aprobación de las 
dos Cámaras. 

Muy lejos de eso, el Senado aprobó por unanimidad, en se- 
si611 de 28 de Octubre de 1574, y la Cámara de Diputados, en 
sesión del dín siguiente, y con un solo voto en contra, un Pro- 
yecto de Ley que llautoriza al Presidente dc la República para 
que, al hacer la promulgación del Código Penal, en los tk~~.~zi?zos 
que Zo ha apobado e l  Conpeso, altere las referencias de unos 
artículos á otros, tomando en cuenta las supresicnes hechas en 
el Proyecto primitivoll. 

El Congreso, en este caso reciente é interesante, manifestó: 
1.0, que, á su juicio, el desaciierdo definitivo de ambas Cámaras 
respecto de las adiciones ó correcciones introducidas en un 
Proyecto de disposición legislativa, importa no sGlo el fracaso 
de dichas adicione'c ó correccionec, sino tarnbiCn el dc la dispo- 
sición rí quc cllas sc refieren; y 2.0 que el desacuerdo dc ambas 
Cámaras en una ó más disposicioncs de las contenidas cn un 
Proyecto de Ley, no importa ~lprecisamcntcti el fracaso de todo 
el Proyecto. 

Por eso, en cl caso citado, fracasaron no sólo las enmiendas 
introducidas por la Cámara de Diputados en los artículos I 18 
y 261 del Proyecto de Código Pcnal, sino también esos inismos 
artículos en la forma que.10~ había aprobado la Cíimara de Se- 
iiadorer; pero no fracasaron !os cuatrocientos ó quinientos ar- 
ticulos que Iiabían obtcnido la aprobaci6n definitiva de ambas 
Cámaras. 

E n  resumen, y para concluir cog cstas observacidncs, la Cons- 
titución no ha dictado reglas expresas é invariables para casos 
que pueden ser dc muy distinta naturaleza. Nos parece que los 
que ocurran deben ser resiieltos conforme á las opiniones que 
hemos manifestado, y que, en todo evento, es, facilísimo que las 
Cámaras inismas puedan ponerse de acuerdo respecto de aque- 
llo que ha merecido la aprobacidn de ambas, á fin de no sacri- 
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- - -  

ficar tal vez á un mero formulismo de  palabras, verdaderas 
cuestiones de fondo, respecto dc las cuales no existe quizás 
sino una divergcncia aparente. En  tales situaciones, produce 
saludables resultados el nombramiento de comisiones mixtas 
que estudien las dificiiltades y propongan Proyectos de Ley ó 
de acuerdo que, aceptados por ambas Cámaras, zanjan las cues- 
tiones, expedita p satisfactoriamente, como acaba de de hacerse 
respecto de uno de los artículos transitorios del Proyccto que 
es hoy la Ley de Instruccióp secundaria. y superior de la Repú- 
blica ( 1 ) .  

* 
3K- 3Y- 

TERCERA CUESTI~N.--La5 sz$?wesiorzes acordadas por la Cá- 
mara revisora en un I'royecto de Lcy aprobado por la Cámara 
de origen, isc rigen por las reglas que el artículo 5 I (42) esta- 
blcce para las arZiciozes y correccio?zes? 

Aunquc esta cuestion jamás se ha discutido, y prácticamente 
se ha resuelto afirmativamente, entendiénd6se que la palabra 
correcciones comprende las sz/p~,esiones, nos permitimos poner en 
duda la lógica de seinejante modo de  entender el artículo 5 I (42) 
de la Constitución. 

Entender quc las szrpvesiorzes de una ó más disposiciones de un 
Proyecto de Ley, que no son en realidad sino rechazosparciales, 
se rigen por las reglas del artículo 5 r (42) y no por las del 50 
(41), que prevé el caso de un ~,ec/zazo total del Proyecto, nos 
parece algo que ofrece graves inconvenientes. Dando á la pala- 
bra con~ecciórt dc que se sirve cl artículo 51, un alcance que ni 
aun gramaticalmente tiene, se aplica á un caso no previsto en 
la Constitución, una regla dictada para otro qiie es bien difc- 
rente. 

E n  efecto, según cl Diccionario de la Academia Española, 

(1) Respecto de los Presupuestos, el iilciso 3." del articulo 9 . O  de la Ley 
de 16 de Septiembre &de 1884, dispone lo que sigiie: «El desacuerdo de las 
Citmaras en alguna partida 6 item de los Presupuestos, no impide la sanci6n 
y promulgación de las demis partidas 6 items aprobados por an1bas.n (Nota 
del Arctov .) 



LA C O N S T L T U C I ~ N  A N T E  EL CONGRESO 347 

coi,ve@es ileilmendar lo que está errado;ll sz~prinzir es: ~loi~zitiv;~t 
y iidesechavll es ~lexcl'trir, reprobar. l ,  Luego es claro que cuando 
]a Cámara revisora suprime de un Proyecto algo de lo qiie en él 
aprobó la Cámara de origen, reprrdeba ó desecha lo quc suprime, 
cosa bien distinta, ante la gramática y la lógica, de corue<ir Ó 

enmeizdav. 2Cómo aplicar entonces á aqu-1 caso las reglas dic- 
tadas para éste, sin caer en un verdadero absurdo? Si el caso 
de yep~,o.obació~t $~zrcinl de un Proyecto no estA previsto expresa- 
mentz en la Constitución, ino sería más natural, cuando esa 
reprobación parcial LO i rn~lica el fracaso de todo el.Proyecto, 
aplicarle, por analogía, las reglas que el artículo jo (41) esta- 
blece para el caso de ~ q ~ o b r ~ i ó n  total, en cuanto le fueran apli- 
cables, en lugar de resolverlo conforrne al artíc~ilo 5 1  (42), dic- 
tado para situaciones diferentes? 

Fácil es persuadirse de ello, discurriendo sobre iin caso con- 
creto. 

El Senado, al discutir, á fines de 1876, el Presupuesto de Ha- 
cienda, introdujo en él un ítem especial destinado á gratificar á 
los empleados públicos con un dieciséis por ciento sobre sus 
sueldos, aprobando ese ítem, por mayoría absoluta de doce votos 
contra nueve. Remitido dicho Proyecto á la Camara de Diputa- 
dos, esta desechó aquel ítem, también por mayoría absoluta de 
cincuenta y dos votos contra treinta y dos. Al desechar ese 
ítem, que pudo muy bien figurar aisladamente como un Pro- 
yecto de Ley especial y separado, cuya suerte cn nada afectaba 
la de todo lo restante del Presupuesto, es evidente que la Cá,ma- 
ra de Diputados lo sz@yinzió del Presupuesto mencionado, sin 
que sea dable sostener que dicho ítem fué adiciolzndo ni coyve- 
gido. 

Ahora bien, devuclto al Senado aquei Presupuesto, en vez de 
votar ese cuerpo si izsistia ó no en la aprobación del ítem, que 
no importaba otra cosa que un verdadero Proyecto de Ley dese- 
chndo por la Cámara revisora, votó, en sesión de 13 de Diciern- 
bre de 1876, si aceptaba ó IZO /a modz$caciÚtz introd~icida en el 
Presupuesto de Hacienda por la Cámara de Diputados, y resol- 
vió aceptarla. por quince votos contra seis, 6,  lo que es más 
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exacto, decidió, por dicha mayoría, no i7zsistilp en su anterior 
acuerdo, que .en nada había sido eunzendado, quedando así re- 
chazado el ítem por ambas Cámaras. 

Supóngase por un momento que el Senado, en lugar de re- 
solver lo que resolvió en si1 sesión de r g  de Diciembre de 1876, 
hubiera f,eprobado, siempre por mayoría absoluta de doce votos 
contra nueve, la llamada ror?,ecciórz de la Cámara de Diputados, 
y que ésta hubiera insistido en rechazar ó szlprimir el ítem se- 
gunda vez, pero sólo por la misma mayoría absoluta de cin- 
cuenta y dos votos c o ~ t r a  treinta y dos, con que lo desaprobó 
la vez primera, mas no por mayoría de los dos tercios de sus 
nzienzbros presentes. ¿Qué habría sucedido entonces? Juzgado el 
caso con arreglo al artículo 51 (@), y persistiéndose en consi- 
derar el rechazo del ítem por la Cámara de Diputados como 
una correcczó7z, en que ésta insistía por dos tercios, se habría te- 
nido que llegar á la consecuencia de que dicho ítem estaba 
qkrobado por el Cofzg-reso, á pesar de que salta á la vista que ha- 
bría sido aprobado dos zleces por ntnyoría nbsolzttn en el Senado, 
y desechado dos u:c:s también por igual mayoría en la Cámara 
de Diputados.  dónde habría estado entonces la aprobación de 
ambas Cámaras, que sólo puede obtenerse cuando ambas aprue- 
ban un Proyecto por mayoría absoluta (+ + + = r), ó cuando 
la una lo aprueba por dos tercios y la otra no alcanza á dese- 
charlo por igual rriayoría, aceptándolo así por un tercio 
(++;=I)?  

¿No se ve que semejante resultado habría sido, en el fondo, 
inconstitucional? 

Aplíquese al caso la regla del artículo 5 0  (41), y se verá que 
nada de lo dicho sucedería. No se confunda la covrecciórz con la 
rejrobación, atribuyendo una importancia casi pueril á la even- 
tualidad fortuita y ocasional de encontrarse escritos en un sólo 
pedazo de papel dos ó cien Proyectos de Ley, verdaderamente 
distintos é independientes los unos respecto de los otros, y ol- 
vidando las únicas reglas que deben aplicarse para considerar 
aprobado ó desechado definitivamente cada uno de ellos. 

Lo  que constituye la unidad de una Ley no e> la voluntad 
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del que escribe mil ítcms de un presupuesto, Ó tnil artículos de 
un Código en un solo cuaderno conjuntamente. No; esa unidad 
la constituye únicanierite la relación íntima que existe entre 
todas las disposiciones de un Proyecto, cuando faltando una Ó 

varias carecerían de base las demás. Pero cuando esto no suce- 
de, cada disposición debe mirarse coko un Proyecto de Ley 
especial, que si es desechado por la Cámara revisora, tiene que 
ser reconsiderado por la de origen y no se entenderá aprobado 
nuevamente por ésta, si para ello no concurrieren los votos de 
los dos tercios de los miembros presentes, conforme á lo dis- 
puesto en el artículo 50 (41). 

Y por esto es que aun cuando se rechacen uno ó más íterns 
de un Proyecto de Presupuesto, uno ó más artículos de un Pro- 
yecto de Código, ni fracasa todo el Presupuesto, ni fracasa el 
Código entero. La  razón es obvia: cada artículo de un Código 
es una Ley, aunque esté promulgado con mil otros conjunta- 
mente; cada itein del Presupuesto debe ser también reputado 
como una Ley especial, según lo hemos manifestado en lugar 
conveniente, aun cuando se promulgue con otros quinientos. 

Repetimos, sin embargo, que la práctica no es conforme con 
nuestra manera de apreciar esta cuestión. Así, la Cámara de 
Senadores, al discutir en las sesiones ordinarias de 1878 el Pro- 
yecto de Ley que la Cámara de Diputados había aprobado, para 
coiisultar varias cconornías en los gastos públicos, desechó los 
incisos referentes á supresióii dc los sueldos de los decaiios de 
la Universidad y la supresión de las subvenciones acordadas á 
los Seminarios dc Valparaíso y de Talca. Ida Cámara de Dipu- 
tadoi, eti sesión de 4 de Junio de 1878, considerando las reso- 
luciones desaprobatorias del Senado como corvecciones introdu- 
cidas en el Proyecto, votó si las acejtabn Ó no, y no si insistía 
en mantener aquellas supresiónes de gastos, que importaban 
tiiaterias de Leyes distintas. Desechadas las llamadas rnod$?ca- 
cio7le.r ó correc~~io~res del Senado, esta Cámara, en sesidn de S del 
mismo mes y año, votó, á su vez, si insistía 6 iio en ellas, que- 
dando resuelta la negativa, por no haber contado la insistencia 
con los dos tercios de loc Senadores presentes, pues hubo sólo 
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once votos contra seis en favor de la primera corrección, y 
nueve votos contra ocho en favor de la segunda. 

Acatando miicho los precedentes, cuando son fundados en 
buenas razones, abrigamos dudas serias en cuanto á la bondad 
de los que hemos citado y de los que pudieran citarse con refe- 
rencia á la cuestión que acabamos de examinar. 

De las sesiones del Congreso 

11El Congreso abrirá sus sesiones ordinarias el día 1.0 

de Junio de cada año, y las cerrará el 1.O de Septiembre.ii 

I,a Constitución de 1828, al enumerar, en su artículo 84, los 
deberes del Poder Fjecz~tino, le imponía en el inciso 4.0 de di- 
cho artículo, el de: llDar anualmente al Congreso, luego que 
abra sus sesiones, razón del estado de la Nación en todos los 
ramos dcl Gobierno.1, Aparte de esta obligación impuesta al 
Jefe del Poder Ejecutivo, el artículo S8 de la misma disponía 
que: llLuego que las Cámaras abran sus sesiones anuales, darán 
cuenta los Ministros, en particular 5 cada una de  ellas, del es- 
tado de sus ramos respectivo s.^^ ~ste 'Scgunbo precepto corrcs- 
ponde ;il que contiene el artículo también 88 (79) de la 
Constitución dc  1833. Mas, á pesar de que esta última no h.í~ 
reproducido la disposición consignada en el inciso 4.0 del artí- 
culo 84, cl Presidente de la República, que, en cumplimiento 
de dicho inciso, leyó su discurso de  apertura al tiempo de abrir- 
se las sesioncs dcl Congreso el 1.O dc Junio de 1832, lia conti- 
nuado desdc 1833 hasta ahora, con excepción sólo del año 
1838, durante el cual no f~incionaron las Chmaras, llenando la 
misma formalidad, que, sin tener apoyo en precepto alguno de 
la Constitución vigente, deriva su existencia de la de 1828, y se 
ha convertido en una práctica constante y saludablc, que pone 
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en comunicación directa al jefe del Ejecutivo coi1 el Congreso 
Nacional. 

Podemos considerar que el discurso del Presidente de la Re-  
pública en las aperturas de las cesiones ordinarias del Congreso 
importa ya uua obligación que pesa sobre aquel funcionario, 
fundada en nuestro Derecho Constitucional consuetudinario, 
desde que se ha cumplido con ella durante cuarenta y cinco 
años sin otra excepción que la única apuntada más arriba. 

Si  el Presidente de la República debe dar cuenta sumaria al 
Congreso en su discurso anual, del estado de los negocios pú- 
blicos, haciendo mérito de lo hecho, de lo que se propone hacer 
y diseñando la tendencia de su política, es evidente quc cada 
una de las Cámaras á quienes ese discurso es dirigido, tiene 

Z 

indisputablemente la facultad de contestarlo, consignando en 
su respuesta las apreciaciones que la exposición del Presidente 
le sugiera. ' 

Y, ea efecto, una y otra lo contestaron desde 1842 hasta 
1847 inclusive. El Senado, en sesión de 2 de Junio de 1848 
accrdó, á indicación del señor don Andrés Bello, omitir la res- 
puesta al discurso presidencial y pasar á la Cámara de Diputa- 
dos, á indicación del señor don Juan de Dios Vial :del Río, un 
oficio llpara ver si quería segundar la marcha de la de Senado- 
reslr. 

El señor Bello fundó su indicación eii la inutilidad de la res- 
puesta, cuya discusión ocupaba días consecutivos sin provecho 
alguno, y en que la contestación a1 discurso del Presidente es 
una costumbre piiramente m91iárquica, y nada más que una 
arenga. en que muchas veces luchan y se encienden los partidos. 

L a  Cáinara de  Diputados, por su parte, en sesión dc 5 del 
mismo mes y año, nombró tina comisión compuesta de los se- 
ñores don Antonio García Reycs, don José Gabriel Palma y 
don José Francisco Gana para que redactara el Proyecto de 
contestación al discurso presidericial. 



Con este motivo, el spñor don Manuel Antonio Tocornal y 
Grez reprodujo en ella la indicación hecha por el señor Bello 
en el Senado, sosteniéndola con razoncc análogas á las que ha- 
bían scrvido á su autor para fundarla. El scñor don Antonio 
Varas se opuso á la supresión de la respuesta, y después de un 
extenso debate, sostenido~en sesión de 7 del citado mes de Ju- 
nio de 1848, cn que el señor Varas impugnó la indicación del 
señor Tocornal y en que éste la defendió extensamente, la Cá- 
mara de Diputados resolvió, por veintiún votos contra once, 'lno 
conformarse con el acuerdo del Senadolt. 

En  consecuencia, la Cámara de Diputados contestó en 1848 
el discurso presidencial, y es digno de atención el oficio que, 
defendiendo esa práctica, dirigió al Senado, con fecha 10 de 
Junio de aquel año, suscrito por su Prcsidcntc y Secretario, se- 
ñores don Manuel Montt y don Ramón Rengifo (1). 

E l  Senado, en sesión de 4 de Juni? de 1849, acordó otra vez, 
por unanimidad, no contestar ef discurso presidcncinl, é insistió 
en observzr idéntico procedimiento hasta I 862. 

La  Cámara de Diputados continuó nombrando comisiones 
para redactar la contestación al discurso presidencia1 hasta el 
año 1852 inclusive, y parece que, sin acuerdo alguno, abandonó 
también esa práctica desde 1853 hasta 1862 inclusive. 

En  sesión de I I de Junio de 1863, la Cáinara de Diputados, 
á indicación del señor don José Eugenio Vcrgara, acordó por 
unanimidzd nombrar una comisión para que redactara un pro- 
yecto de respuesta al discurso presidencial. Igual cosa acordó 
el Senado, en sesión del día siguiente, por nueve votos contra 
tres, á indicación del señor don Manuel José Balmaccda. 

. Los. proyectos de contestación fueron discutidos extensa- 
mente por las respectivas Cámaras, pronunciando el sefor don 
Manuel Antonio Tocornal y Grez,Ministro del Interior, en sesión 
del Senado de 24 de Junio de 1863, un notable discurso en que, 
reconociendo que las Cámaras tenían facultad evidente de con- 
testar el discurso presidencial, y quc ese punto no envolvía una 

(1) Pig. 27 del liolciirr de Scsiones de 1848. 



cuestión constitucional, ni siquiera de alta política, sostuvo que 
ese trámite, si no importaba una mera fórmula ó ceremonia, era 
por lo menos inútil, y aún podía ser hasta peligroso, por cuanto 
el medio único de que puede y debe servirse una Cámara para 
desaprobar los actos 6 la política del Ejecutivo, es entenderse 
con los ministros tisin encararse directamente con el Presidente 
de la República,,! cuyas funciones tienen una duración fija y 
cuya responsabilidad no puede hacerse efectiva sino después de 
terminadas aquéllas, no sucediendo lo mismo con los ministros, 
qiie pueden retirarse sin inconveniente en cualquier momento 
y que pueden ser acusados desde luego. 

Desde 1864 hasta la fecha, las Cámaras no han vuelto á con- 
testar el discurso presidencial, á pesar de haber formulado indi- 
cación ante la Cámara de Diputados, para que ésta lo hiciera, 
el sefíor don Manuel Antonio Matta casi todos los años, y el se- 
ñor don José Victoriiio Lastarria, en 1867 y 1868. Esas indica- 
ciones han sido siempre rechazadas por considerables mayorías. 

Si  la lectura de un discurso por el Presidente de la Repúbli- 
ca, al tiempo de abrir-el Congreso sus sesiones ordinarias, es 
algo que se apoya en una larga y excelente práctica, pero no 
algo que traiga su origen de la Constitución, como lo observó 
el seAor Tocornal en la mencionada sesión del Senado de 24 
de Junio de 1863, es evidente que la contestación á ese discur- 
so tampoco importa una cuestióri constitucional, ni cosa pare- 
cida. Ella implica solamente una cuestión de oportunidad y dc 
mera tActica parlamentaria, que cada Cámara resuelve con per- 
fecta libertad en cada caso concreto, según lo hallare por con- 
veniente, sin que la solución que se adopte, sea afirmativa Ó 

negativa, comprometa principio alguno. 

En resumen, nosotros llegamos á las siguientes conclusiones: 
I . ~ ,  que el Congreso abre sus sesiones j~~re-propio, con ó sin 
lectura de discurso presidencial, el 1.0 de Junio de cada alio; 
z . ~ ,  que la lectura de ese discurso importa una excelente prác- 

23 
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tica, quc conviene conservar, pero que no es exigida por ningún 
precepto de la Constitución vigente, como la exigía la de 1828; 
3.a, que la contestación á dicho discurso depende de la sola 
voluntad de cada Cámara, cuya facultad, para darla Ó no, no 
puede negarse; 4.a, que ha prevalecido la práctica de omitir la 
referida contestación; y que, salvo en casos muy cxccpcio- 
nales, creemos, como el señor Tocornal lo creía en 1848 y en 
1863, que es preferible en general abstenerse de dar una contes- 
tación cuyo debatc implica pérdida de tiempo las más de las 
veces y puede entrañar peligros graves en no pocas. 

Se  ha dudado alguna vez si las Cámaras pueden celcbrar se- 
sión ordinaria, no prorrogada,jzlre-propio, el día 1.0 de Septicm- 
bre. Se  puso en tcla de juicio esa facultad de la Cámara de 
Diputados por la minoría de ésta en un oficio del cual se dió 
cuenta en sesibn de 16 de Septiembre de 1858, y en el cual 
expresaban 10s señores diputados que lo firmaban, que no con- 
currían á la sesión de esa fecha, porque, prorrogadas las sesio- 
nes ordinarias, como lo habían sido, sólo por quince días, la 
prórroga había terminado el día anterior, 15 de Septiembre. 

El señor don Manuel Valenzuela Castillo, Presidente (e la 
Cámara de Diputados, observó, con perfecta exactitud, que la 
prórroga dcbia contarse sólo desde el 2 de  Septiembre, y re- 
cordó varios casos en que las Cámaras liabíaii celebrado sesión 
el día 1.0 de Septiembre, d pesar de no haber sido prorrogadas 
sus sesiones ordinarias. 

Después de un debate en que los señores don Antonio Va- 
ras y don Juan Herrera sostuvieron que la sesión del 16 era 
constitucional, porque la del día 1.0 se incluía entre las ordina- 
rias no prorrogadas, y los seííores don Manuel Antonio Matta 
y don Ángel Custodio Gallo afirmaron lo contrario, la Cámara 
resolvió, por treinta y nueve votos contra tres, que era legal 
dicha sesión del 16 de Septiembre de 1855, y en sesión extraor- 
dinaria de 5 de Noviembre siguiente aprobó, por treinta y cin- 
co votos contra cinco, el acta de aquélla. 



Muchos casos de sesión ordinaria no prorrogada, tenida por 
una ú otra de las Cámaras, habían ocurrido antes del debate 
provocado por primera y por última vez en 1858, y muchos han 
tenido lugar sin protesta ni reclamación alguna. Y, en efecto, 
no es fácil darse cuenta de cómo lia podido abrigarse duda 
alguna acerca del sentido claro del artículo 52  (43) de la- Cons- 
titución. Éste disponc que el Congreso abra sus sesiones ordi- 
narias el 1 . O  de Junio y que las cierre e¿ r." de Septiembre. Lue- 
go, si el artículo no fija la hora precisa en que debe verificarse 
lo uno y lo otro, ¿cómo sería posible sostener que el Congreso 
no cerraba sus sesiones ordinarias el 1.O de Septiembre, si las 
cerraba á las once de la noche del día 1 . O  de Septiembre? 

Nos parece, por consiguiente, que no puede haber cuestión 
sobre el particular, y que la práctica establecida de celebrar las 
Cámaras sesión ordinaria no pro?*rogada el día 1.0 de Septiem- 
bre es rigurosainentc ajustada á la Constitución, no debiendo, 
por consiguiente, considerarse incluído ese día en las sesiones 
ordiiiarias prorrogadas ni en las extraordinarias, cuando hubie- 
re lugar á aquéllas 6 á éstas. 

iiConvncado extraordinariamente el Corlgreso se ncu- 
pará en  los negocios que hubieren motivado la convoca- 
toria con exclusión de todo otro (1 ) .  1, 

(1) E n  sesión diurna de 30 de Diciembre de I S S ~  la Crirnara de Diputa- 
dos resolrib, pQr veintisiete votos contra nuere, que los Pruyectos de Ley 6 
mociones presentadas por los Diputados en sesiones extraordinarias sobre 
negocios no incluidos en la convocatoria, no pueden ni aun tramitarse has- 
ta las sesiones ordinarias, apoyando asi el procediiliiento adoptado por no- 
sotros como Presidente de la Cáiilara de Diputados, en la noche anterior, 
con motivo de la iiloción del señor don Rliguel Irarrázaral Vera que exiii-iia 
de la Contribuciói~ nlobiliaria los sueldos de los einpleados piiblicos. (Noflz 
dcZ Autor.) 



El alcance de las últimas palabras d e  este artículo,-ron ex- 
cZz~sión de todo otro,-ha sido materia de muchísimas discusio- 
nes tendentes á determinar ciiáles son los negocios en que las 
Cámaras pueden ocuparse en sesiones extraordinarias. 

Han creído algunos que las palabras á que hemos llamado 
la atención se rcfieren á todos los asunto1 que son de la compe- 
tencia de las Cámaras, sean cuales fueren y sin excepción al- 
guna. Han pensado otros que esas expresiones se refieren 
únicaniente á aquel!as atribuciones que corresponden al Cotz- 
greso, como son las ZegisZativas, pero de ningún modo á aque- 
llas que, siendo mcramcnte irtterrzas Ó econóílticas, ZIZS-ectivrrs 6 
co~zseri~ndoras, corresponden á cada zlna de las Cd~~zaras exclu- 
sivamente y con prescindencia de la otra. 

La  cuestión está hoy ya resuelta prácticamente en este íiltimo 
sentido, único que consideramos fundado y accptable; mas no 
sin que esta resolución haya dejado dc encontrar resistencia 
en miichas ocasiones, de las cuales nos parece conveniente re- 
cordar algunas. 

El Senado entró á ocuparse, en sesión extraordinaria de 20 
de Noviembre de 1848, de varias solicitudes en que, tratándose 
de Cartas de Ciudadanía,.se impetraba de él la declaración que 
debía hacer conforme al antiguo artículo 7.Ode la Constitución. 
Con tal motivo el señor don Andrés Bello dijo: llYo creo que 
la Constitucidn no prohibe al Senado dar esta declaratoria 
porque ella no es sino un mero acuerdo de la sala, en el que 
zadn tieize que ver Za otra Cd~zarrc.~, Sin embargo, como el se- 
ñor don Juan de Dios Vial del Río manifertara duda acerca de 
la cuestión constitucional, se nombró una comisión compuesta 
de los señores don Diego José Benavente, don Juan Francisco 
Meneses y don Pedro Ovalle Landa, para que informara sobre 
el particular. 

En la sesión dc 29 del mismo mes y año, el señor Benaven- 
te dijo, con relación al asunto, que lblo consideraba de tan ficil 
resolucióii que creía superfluo pasase á Comisión, pues era iiz- 
dzictnble que el Senado podía siellzpre entender en todos los asuiz- 
tos que le son privativos, sin que obste e l  haliarse co~svocado n' 



sesiones ext~n~yn'inarias. ,~ La  sala adhirió á la opinión del se- 
ñor Henaventepor u~zalrimidrrd, y, en sesidn de 13 de Diciembre 
del mismo año, despachó declaraciones relativas á varias Cartas 
de Ciudadanía, sin oposicidn al, -una. 

En  sesión extraordinaria de la Cámara de Diputados, de g 
de Noviembre de 1858, el señor don Alejandro Reyes, pro- 
movi6 contra el Intendente de Concepción, señor don Adolfo 
Larenas, la acusación de haber violado los artículos 15 y 16 
(actuales arts. 13 y 14) de la Constitución. Antes de discutir si 
se admitía ó no la proposición de acusación, tuvo lugar un de- 
bate previo, á propósito de las dudas manifestadas por el señor 
Presidente don Manuel Valenzuela Castillo y por el Secretario 
señor don Francisco Puelma, acerca de la facultad de la Cáma- 
ra para ocuparse en la acusación cn sesiones extraordinarias. 
Los señores don José Victorino Lastarria, don Alejandro Re- 
yes y don Manuel Antonio Matta, sostuvieron que la Cámara 
tenía indudablemente esa facultad, porque era suya excZz~si7ia- 
ntente, de carácter iizspectivo y no legislntiz~o. El señor don An- 
nio Varas sostuvo la opiniGn contraria, apoyándose en la letra 
del artículo 53 (44); y aunque otros señores Diputados, como 
don José Eugenio Vergara y don Santiago Prado, sin emitir 
una opinión categórica, manifestaron inclinarse á la del señor 
varas, la Cámara resolvió, sin embargo, la duda en un sentido 
conforme con la manera de ver de los señores Lastarria, Reyes 
y Matta, entrando á discutir, y discutiendo, en las sesiones 
de  11 y 13 del citado mes de Noviembre de 1858, si llse ad- 
mitía 6 no la proposición de a ~ u s a c i ó n ~ ~ ,  que fué desechada, 
como lo hemos dicho en otro lugar, por veintiocho votos con- 
tra catorce. 

Con motivo de las acusacioncs entabladas ante la Cámara 
de Diputados, en sesión extraordinaria de 12 de Abril de 1864, 
por los señores diputados don José Eugenio Vergara y don 
F ra~c i sco  Puelma contra los Intendentes de Aconcagua y de 
Colchagua, ambos sostuviernn la facultad cle dicha Cámara 
para acusar cn sesiones extraordinarias, y así quedó resuelto 
dc hecho en esos casos, admitiéndose á examen la primera 
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acusación por treinta y cinco votos contra dos, y la segunda por 
treinta y cuatro contra tres. 

E n  la sesión, extraordinaria de 28 del mismo rnes y año, el 
señor Ministro del Interior, don Manuel Antonio Tocornal y 
Grez, negó á la Cámara la facultad de acusar en sesiones de esa 
especie. Nosotros, disintiendo de la manera de ver de aquel no- 
table'estadista, que siempre nos fuS tan simpático como respe- 
table, tuvimos el honor de sostener lo contrario. 

El señor don José Eugenio Vergara sostuvo otra vez la opi- 
nión de que la Cámara de Diputados puede acusar en sesiones 
extraordinarias, en sesión celebrada por ella después de su 
renovación, el 16 de Junio de 1864, defendiendo victoriosa- 
mente las resolucioiics adoptadas por la Cámara anterior en la 
recordada sesión de 12 de Abril precedente. L a  misma opinión 
sostuvo el señor don Juan Herrera, cuya distinguida inteligen- 
cia fué arrebatada al país por una muerte tan prematura. 

En  la referida sesión de 16 de Junio de 1864, la Cámara de 
Diputados renovada, al resolver, por treinta y cuatro votos con- 
tra catorce, seguir co~zocie~zdo de las acusaciones que habían 
quedado pendientes el 28 de Abril del misnio año, fecha en que 
el Ejecutivo clausuró las sesiones extraordinarias que hasta 
cse día se estaban .celebrando, reconoció que la Cámara ante- 
rior había iniciado aqiiéll& conctitucionalmentc 

En sesión extraordinaria de la Cámara de Diputados de 8 
de Octubre dc 1867, se promovió cuestión acerca de si podía 6 
no ocuparse en resolver las reclamacioiies de nulidad de elec- 
ciones, que ante ella estaban pendientes, no habiendo sido in 
cluídas en la convocatoria á extraordinarias. Los señores don 
Francisco Vargas Fontecilla, Ministro del Interior, y don Ale- 
jandro Reyes, Ministro de Hacienda, sostuvieron la negativa, 
apoyándola c n  argumentos deducidos de lo que ambos llamaban 
témz nos chros yprecisos del artículo 53 (44j de la Constitución, 
de manera que resolvían así la cuestión con la cuestión misma. 
Los señorcs don Manuel Antonio Matta y don Domingo Artea- 
ga Alemparte defendieron. brillantemente la afirmativa, con 
razones que 2ste iiltimo condensó, con perfecta claridad jr  eru- 
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dición, en los párrafos de su discurso que transcribimos en se- 
guida: 

llsegíin nuestra Constitución, decía el señor Artcaga, la CA- 
mara de Diputados es una rama del Poder Legislativo, concurre 
con cI Senado y con cl Presidente de la República á la fosmación 
de las Leycs. Pero también, scgún la misma Constitución y sc- 
gún los principios del Derecho Público, es un cucrpo político 
que necesita y posee atribuciones propias para cxistir y fun- 
cionar. 

 este doblc carácter de la Cámara de Diputados es el origen 
de las diversas atribuciones que posee, las cuales es preciso dis- 
tinguir y clasificar. Estas atribucioncs son legislativas, políticas 
y corzservacioovas. La  Constitución además lc ha encomcndaclo 
cicrtas atribuciones judiciales, cuando ha soinetido á su inicia- 
tiva la acusación de ciertos funcionarios públicos. 

llEsta clasificación de las atribuciones de la Cámara permite 
fijar exactamente el alcance de la acción del Ejeciitivo sobre 
ella. L a  acción del Ejecutivo sdlo puede influir en las atribii- 
cioncs legislativas de la Cámara, circunscribiéndolas durantc 
las sesiones extraordinarias á la discusión de cierto número de 
asuntos dados. 

llPero la acción del Gobierno no alcanza á las atribuciones 
políticas de la Cámara. Por eso conserva ésta la facultad dz 
ejercitarlas, sin necesidad de que se le otorgue permiso para 
ello en la convocatoria á sesiones extraordinarias. En talcs se- 
siones los Diputados pucden hacer como cn la legislatura ordi- 
naria, el uso más amplio del derecho de interpelación, que es 
el medio por donde la Cámara ejercita sus atribuciones políticas. 

11Igual cosa pasa con sus atribuciones conservadoras. En  las 
sesiones extraordinarias, como cn las ordinarias, la Cárnara 
elige Presidente y Vicepresidente, acuerda llamar á los Dipu- 
tados suplentes cuando se hallan impedidos lo.; propietarios, y 
adopta todas las demác medidas conducentes á su orden y com- 
posición, es decir, ejercita todas sus atribuciones conservadoras, 
sin necesidad de que el Ejecutivo le haya autorizado para ha- 
cerlo. 
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IlAhora bien, ¿qué atribución más alta hay entre esas atribu- 
ciones conservadoras que la que incumbc á la Cámara de 
calificar la elección de sus miembros? 2Qué atribución más in- 
declinable que esa? ¿La Cámara podría elegir á los que har, de 
presidirla, podría Ilainar á los Dipiltados suplentes que han de  
integrarla en ausencia de los propietarios, podría hacer todo 
esto en sesiones extraordinarias sin la venia del Ejecutivo, y no 
podría ejercitar una atribución análoga, pero mucho más im- 
portante, mucho más indispensable á su existencia legítima y 
normal, cual es la de saber si todas la personas que se sientan 
en esta sala tienen derecho de estar aquí? <La Cámara podría 
ser iibre para ejercitar en todas circunstancias la parte menos 
vital de sus atribuciones conservadoras, y estaría forzada á ab- 
dicar el resto de ellas en el período de las sesiones extraordina- 
rias? 2Estaría forzada á ejercer sus funciones legislativas y 
políticas sin cstar segura de la legitimidad de todos los votos 
que concurren á sus deliberaciones, sin poseer una completa 
certidumbre respecto á la validez del mandato de todos sus 
miembros? 

11Estas nociones son tan claras, que me admira puedan ofre- 
cer dudas 5 cualquiera que esté familiarizado con las cuestiones 
más vulgares de la ciencia política, del Gobierno Constitucional 
y Representativo, cuanto más á un Ministro de Estado, que 
tiene cl deber de conocer estas cocas mejor que otro cualquirra. 

1lSe cree oponer un argumento decisivo á la indicación del 
honorable Diputado por Copiapó, citando el artículo 53 (44) de 
la Constitución, en virtud del cual el Congreso convocado ex  - 
traordinariamente sólo puede ocuparse en los negocios que 
hubicren motivado la convocatoria, con exclusión de todo otro. 
Basta leer con alguna atención las tres primeras palabras de esc 
artículo pa!-a convencerse de que está muy lejos de oponerse á 
la indicación del honorable Diputado por Copiapó, y de que 
antes bien justifica la opinión que acabo dc  desarrollar. Las 
tres primeras palabras dicen: llConvocado extt*aordzízavin~?zente 
e,? Congreso ...,, E n  la cuestión que sedebate no se trata del Con- 
greso sino de la Cámara de Diputados. Sin duda que cl Congreso, 



LA CONSTITCCI~N ANTE EL CONGRESO 361 

durante las sesiones extraordinarias, sólo puede discutir y votar 
aquellos Proyectos de Ley que el Ejecutivo determine en la 
convocatoria; pero, así como el Presidente de la República no 
puede prescribir á la Camara de Diputados que ejercite tales Ó 

cuales de sus atribuciones conservadoras, tampoco puede cstor- 
bárselo. La  calificación de las elecciones de sus miembros es una 
facultad que está completamente fuera del alcance del Ejecutivo 
y es una facultad sin cuyo ejercicio muchos de los que ocupamos 
un asiento en este recinto no podemos saber si tenemos ó no de- 
recho á considerarnos miembros de ese Congreso que acaba de 
convocarse extraordinariamente. La  iniciativa del Ejecutivo no 
pasa, ni sería posible que pasase de 1ac atribucioues legislativas 
de cada Cdrnara. $35mo podría prever ni sabzr el Presidente 
de  la República las atribuciones políticas y conservadoras que 
cada Cámara necesita ejercitar? 2Con qué derecho podría impe- 
dir á ninguna de ellas' quc se legitimara, que se constituyera 
definitivamente, que adquiriera la conciencia de su representa- 
ción nacional?ll 

El señor Arteaga Alemparte dilucidó la cuestión en el dis- 
curso que dejamos copiado en la parte conducente, de una 
manera tan sólida como incontestable en favor de la única 
opinión compatible con la diferente naturaleza de las atribucio- 
n i s  de las Cámaras, que él clasificaba en legislativas, políticas 
y conservadoras. 

Nosotros llamamos atribuciones i~zs$ectivas ó conser~~atioras, 
confortnándonos con la letra y el espíritu de los artículos 57 y 
58 (48 y 49) de la Constitución, las que el señor Arteaga lla- 
maha$oli?ticas; y damos el nombre de internas ó econówzicas á 
las que él llamaba conservadoras. E n  lo demás, nos hacemos 
un honor en adherirnos por completo á cuanto él dijo en aquella 
ocasión. 

L a  Cámara acordó, sin embargo, por cuarenta y cuatro votos 
contra tres, en la citada sesión de 8 de Octubre de 1867, no 
ocuparse en las reclamaciones de nulidad que xnotivaron la dis- 
cusihn á que acabamos (le referirnos. 

Pebemoc creer, á pesar de ello, que no la indujeron á adoptar 
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ese acuerdo las razones aducidas por los Ministro.: señores 
Vargas Fontecilla y Reyes, porque esa misrna Cámara, en sesión 
extraof,dinat*ia de g de Noviembre de 1869, acordó, por ciiaretita 
y cuatro votos contra siete, no obstante la oposición del seiior 
don Nicomedes C. Ossa que le negaba la facultad de hacerlo, 
ocuparse en el desafuero del seiíor Dip~itado don Juan de  Dios 
Cisternas Moraga, asunto que no estaba incluído en la convo- 
catoria. 

Más aún. E n  esa misma sesión, y en la siguiente del 10, se 
dió primera y segunda lectura á la proposición de acusación 
iniciada por el sefior Diputado don Marcial Martínez coritra el 
Intendente del Maule, señor don Nicolás Figueroa, acordán- 
dose tratar de ella, como se hizo efectivamente en la sesión 
exi'raordi~zaria de 27 del mismo mes y añp, en que la fundó y 
desarrolló el señor Martínez. Habiendo expuesto el Ministro 
del Interior, señor d ~ n  Miguel Luis Amunátegui, corno lo hemos 
dicho en otra ocasión, que el señor Figueroa había dejado de ser 
Intendente del Maule, el señor Martínez retiró su proposición 
de acusación, y, consultada la Cámara acerca de  este punto, 
después de haber decidido por treinta y tres votos contra dieci- 
siete que debía serlo, acordó, en sesión extraordinaria de  29 del 
citado mes de Noviembre de 1869, aceptar el desistimiento de 
la acilsación por cuarenta y cuatro votos contra seis. 

Así la Cámara de  Diputados resolvió en estos dos últimos 
casos la cuestión que nos ocupa, en un sentido conforme con la 
opinión emitida por e) señor don Domingo Arteaga Alemparte 
en la sesión de  8 de Octubre de 1867, acerca de la verdadera 
extensión de sus facultatles en sesiones extraordinarias. 

Desde entonces no ha vuclto á ponerse en duda en las Cáma- 
ras. ateniéndonos á nuestros recuerdos, la perfecta facultad que 
les asiste para ejercer, durante las sesiones extraordinarias, las 
atribuciones especiales que á cada una corresponden, sean de 
caricter meramente il~terito 6 éconónzico, sean inspectivas, conser- 
vadoras ó jzddiciales. 

Así, en sesión entraorditznria de  4 de Octubre de 1873, la 
Cámara de  Diputados se ocupó en iina reclamación de  nulidad 
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re feren t~  á las cleccionec de Illapel, y las declaró viilidas por 
vcintisietc votos contra veinticuatro, á pesar de que el asunto no 
habla sido incluído cn la convocatoria, sin que formulara un 
solo Diputado la más mínima objeción. 

En sesión, también cxtraordinaiia, de 7 dcl mismo mes y año, 
se prcscntó ante la Cámara de Diputcdos un proyccto de adi- 
ción al Reglamento. Considcrándose c! asunto como materia 
interrza y privativa de dicha Cámara, ésta acordó, sin oposición 
y después que su P rcsidcnte, el señor don Belisario Prats, hubo 
llamado la atención al pui-ito Constitucional que venimos exa- 
minando, dar al proyecto los tríímites de estilo, á pesar de quc 
no estaba incluído en la convocatoria. 

Los muchos casos análogos ó idénticos ocurridos en ambas 
Cámaras, nos permiten afirmar que es ya cuestión resuelta entre 
~iosotros que ellas pueden, cn sesiones cxtraordiiiarias, ejerccr 
todas sus atribucioncs dc la misma mancra que en las scsiones 
ordinarias, exceptuando tan sólo cn materias de Ley. Las únicas 
cuyo ejercicio queda siibordinado á la iniciativa dcl Ejecutivo, 
son las atribuciones legisZati7~as tlel Co~zg~eso, al cual se refiere 
cxpresamente el artículo 53 (44) dc la Cniistitución. 

Además de las razores tomadas del discurso citado del seiior 
Arteaga Alemparte, quc sirve de base sólida á la opinión por él 
emitida, nosotros creemos que ella ha prevalecido en la práctica, 
porque las cosas no podían suceder de otra manera. 

En  efecto, si el artículo 53 (44) de la Co~lstitución hubiera de 
tomarse en el sentido de que no sólo el Congreso, sino que tam- 
poco pucde cada Cámara separadamente ejercer durante las 
sesiones extraordinarias ninguna de sus atribucioncs, sin la venia 
del Ejecutivo, tendría que llegarse forzosamente á la consecucn- 
cia ineludible y lógica de que, durante tales sesiones, las Cííina- 
ras no pueden elegir los miembros de su mesa directiva, ni ocu- 
parse de ningún asunto meramente interno y econón~ico, sin 
permiso previo del Presidcnte de la Rcpública. 

Esto nadie se ha atrevido á sostenerlo jamás. Luego se reco- 
noce que el artículo 53 (44) no tiene el sentido absoluto que 
algunos han pretendido atribuirle. Y si no lo tiene ni pucde 
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tenerlo, tratándose de las atribuciones econónzicas de las Cámaras, 
¿por que habría de tenerlo tratándose de sus atribuciones i ~ s -  

pectivas, cuando en la práctica nadie ha negado, por ejemplo, á 
los Diputados la facultad dc interpelar en sesiones extraordi- 
narias? 

Nosotros tuviinos el honor de sostener, en sesión de la Cámara 
de Diputados de 12 de Abril de 1864, que la facultad de acusar 
á ciertos funcionarios durante las sesiones extraordinarias, no 
podía negarse á la Cámara, porque mientras el Congreso fun- 
ciona no puede hacerlo la Comición Coiiservadora, y porque al 
crear este cuerpo la Constitución de 1833 para que ejerciera, 
durante el receso de las Cámaras, las atribuciones inspectivas que 
á ellas corresponden, dentro de ciertos límites, lo que ha querido 
es la permanencia constante de esa inspección superior, que 
puede, según eso, y debe ejercitarse en todo tiempo. 

Pensamos hoy como entonces, y con mayor razón que enton- 
ces, porque la práctica de largos afios nos la ha dado, y porque 
la nueva redacción que la reforma de 1874 dió á los artículos 57 
y 58 (48 y 49) de la Constitución, referentes á la Comisión Con- 
servadora, confirma y vigoriza los argumentos recordados en el 
párrafo que antecede. Si al Congreso corresp'onde la sz@erv&i- 
lancia sobre todos los ramos de la administración; si la Comisión 
Conservadora obra sólo en represerztacibn del Congreso; y si esa 
supervigilancia debe ser permanente y cs condición indispensa- 
ble del sistema representativo; nos parece que no es posible des- 
conocer en las Cámaras, sea que funcionen en sesiones extraor- 
dinarias ó no, la más amplia facultad para ejercer libremente las 
atribuciones inspectivas que les competen á fin de que esa szlper- 
vigilancia superior sea efectiva y eficaz. 

Esto sentado, sólo nos resta recordar á propósito del artícu- 
lo 53 (44), una duda que se ha suscitado en cuanto al alcance de 
las facultades que á las Cdmaras corresponden, durante las sesio- 
nes extraordinarias, respecto á los asuntos ó negocios legislatiz~os, 



Ó sea á las lanterias de Ley incluídas por el Ejecutivo en dichas' 
sesiones. 

E n  sesióil extraordinaria de la Crímara de Diputados de 4 
de Diciembre de 1869, contestando el señor don Miguel Luis 
Amunátegui, Ministro del Interior, á una interpelación del se- 
señoi don Domingo Arteaga Alemparte, dijo: que estando in- 
cluído PII la convocatoria un Proyecto de Reforma Electoral, 
lltodos los Diputados tenían expedito su derecho de iniciativa 
para presentar Proyectos sobre la materia.l~ -Como el señor Ar-  
teaga expresase que no le parecía aceptable la teoría del se- 
ííor Amunátegui por cuanto la iniciativa de los Diputados en 
sesiones extraordinarias no podía ejercitarse sino por medio de 
indicaciones formuladas durante la discusión del Proyecto de 
Ley incluído en aquéllas, el señor Amunátegui, insistiendo con 
razón en su manera de ver, hizo nctar que el artículo 53 (44) 
dice que, convocado el Congreso á sesiones extraordinarias se 
ocupará en ellas dc /os asu~ztos (de los negocios dice el artículo), 
710 de los Proyectos, iniluídos en la convocatoria, y terminó expre- 
sando que, según esto, era claro que los Diputados podían pre- 
sentar los Pvoyectos que tuvieren á bien sobre los nsz~ntoscom- 
prendidos en dicha convocatoria. 

Como se ve, lo; señores Arteaga y Amunátegui disentían 
sólo en cuanto á la forma del procedimiento, sosteniendo aquél 
que la iniciativa de los Diputados debía ejercerse por medio de 
indicaciones formuladas durante el debate de los Proyectos de 
I x y  incluídos en la convocatoria, y afirmando el último que 
esa iniciativa comprendía aun la presentacidn de verdaderos 
Proyectos, con tal que se refirieran á los ~zegocios comprendidos 
en  la convocatoria sobredicha. 

L a  cuestión así situada, no es ya de Constitución sino de 
Reglamento; es una simple cuestión de forma. En  cuanto al fon- 
do, es indudable qur el señor Amunátegui entendía perfecta- 
mente bien el precepto Constitucional, cuya letra, por lo demás, 
no sugiere dudas acerca del punto que nos ocupa. 

Sin embargo, en sesión de la Crímara de Diputados de 14 de 
Novieinbre de 1871, el Ministro del Interior, 'señor don Eulogio 
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Altamirano, puso en duda la facultad dc aquélla para modificar 
ó corregir el Proyecto de Ley del Ejecutivo, referentc á la crea- 
ción de un quinto Ministro, de Relaciones Extcriores, en el sen- 
tido de que ese quinto Ministro lo fuera de Agricultura y Obras 
Públicas. Empero, en la sesi611 siguiente del 16 del mismo, el 
seíior Altamirano dijo que, así como le parccía inconstitucional 
la modificación á quc acabamos dc referirnos, no pensaba igual 
cosa respecto de la que tenia po r o b j e t o a g ~ e ~ ~ a r  el ramo de Co- 
lonizació7z al de Relaciones Exteriores. 

E l  señor don Manuel Antonio Matta, en la citada sesiin de 
16 de Noviembre de 1571, sostuvo la facultad de la Crímara 
para modificar los Proyectos incluídos por el Ejecutivo en las 
sesiones extraordinarias, citando el cjernplo del I'royecto de 
Contribución para la guerra, que éstc presentó en sesiones de 
esa espccic á la Cámara de Diputados el año dc 1866, y que el 
Senado convirtióen empréstito. Dijo cl sefior Matta que no 
basta el título antojadizo que el Ejecutivo ponga á un Proycc- 
to para cercenar el derecho de la Cámara.. 

El señor don Antonio Varas, en la sesión siguiente, de 18 del 
mismo, defendió también la facultad de la Cámara, haciendo 
notar que la Constitiicionalidad del procedilniento no podía su- 
bordinarse á la circunstancia de dejar al nuevo Ministro cuya 
creacídn se proponia el nombre de Relaciones Exteriores, cuan- 
do en realidad se trataba simplemente de saber si se creaba G 
no un quinto Ministro, y que siendo esta la idea capital del ne- 
gocio incluido en la convocatoria, las Cámaras la conservaban 
corrigiendo el Proyecto en el sentido que se consideraba como 
inconstítucional. 

Nos parece evidente que la opinióri emitida por el sefior 
Altamirano, en el caso que referimos, nos conducíría rí la con- 
seciiencia, verdaderamente inadmisible, de que funcionando cl 
Congreso en sesiones extraordinarias, su papel se limitaría á 
aceptar ó rechazar los I'roycctos de Ley que cl Ejecutivo le 
rcmiticra. Carecería entonces el Congreso de la facultad de 
corregirlos y adicionarlos, y caeríamos así en cl Gobierno quc, 



según lo dijimos ya al ocuparnos del artículo 40 (31), llama 
co~zszrZtivo el malogrado publicista francés Prévost Paradol. 

Si  debe reconocerse que las Cámaras tienen facultad de CO- 

rregir ó modificar los Proyectos de Ley que discuten, sea en 
sesiones ordinarias ó extraordinarias, porque la Constitución 
no se las ha quitado en estas últimas, es forzoso también admi- 
tir que dicha facultad no puede tener otro límite que el que 
señalen á la Cámara la prudencia y cordura de sus miembros, 
quienes naturalmente conservarán siempre en el Proyecto de 
Ley que discutierei,, su idea matriz ó fundamental. 

Así, en el caso citado por el señor Matta en 1871, el Senado, 
al discutir el Proyecto de Impuesto que le presentó el Ejecutivo 
en sesiones extraordinarias, alterando la forma en que lo había 
aprobado la Cámara dc Diputados, y controvirtiéndolo de im- 
puesto en etrz#i.dstito, consideró, sin duda, quc la idea fundamen- 
tal del Proyecto era la de proporcionar recursos al Erario. 

Así, el Senado, en sesión de 30 de Noviembre de 1870, dis- 
cutió un Proyecto redactado por su Comisión de Hacienda que, 
exceptuaba del pago del impuesto agrícola los fundos cuya 
renta no excediera de cien pesos, á pesar de que en la convo- 
catoria á extraordinarias se había incluído únicamente un Pro- 
yecto sobre condonación de las cantidades quc, en razón del 
impuesto agrícola, adeudaban sólo los fzr~zdos de /a P~~ovi~zcia de 
Chiloé, y á pesar de que en esa misma forma lo había aprobado. 
la cámara de Diputados. 

Así, en sesión de 17 de Diciembre de 1870, la Cámara de 
Diputados acordó por treinta y un votos contra veintidós, pa- 
sar á comisión iin Proyecto de Ley sobre aumento dc sueldo 
á los empliados de la Aduana de Valparaíso, á fin de que se 
hiciera extensivo á los de todas las Aduanas de Ia Rcpública, 
;íI pcsar de que el Ministro de Hacienda, señor don José Anto- 
nio Gandarillas, observó que el Proyecto incluído en la convo- 
catoria se refería sólo á aquéllos, y se opuso la indicación del 
señor don Miguel Cruchagn, por creer que el Congreso no podía 
ocuparse en la ampliación que ella ci-ivolvía. La indicación fué, 



sin embargo, aprobada por la mayoría que acabamos de in- 
dicar. 

Estos ejemplos, y cien otros que sería fácil citar, revelan que 
la facultad que á las Cámaras corresponde dc introducir en- 
miendas en los Proyectos de Ley que el Ejecutivo les somete 
en scsioncs extraordinarias, no puede sujetarse á otros límites 
que los que la prudencia y la lógica de las mismas Cámaras 
establecen en cada caso particular. 

Nos parece que es csta la única solución aceptable en la ma- 
teria. 

iiLa Cámara de Seriadores no podrá entrar en sesión 
ni continuar e11 ella sin la concúrrencia de la tercera par- 
te de  sus miembros, ni la Cámara de  Diputados sin la de 
la cuarta parte de  los suyos.!! 

Este artículo, debido A la Ley de Reformabilidad de 3 de 
Enero de 1873 y á la de Reforma de 25 de Septiembre del 
mismo ailo, ha reemplazado al antiguo artículo 54 (45), que 
decía así: 

llNinguna de las Cámaras puede entrar en sesiGn sin la con- 
rrencia de la mayorfa absoluta de los miembros de que debe 
componerse 11 

E n  sesión extraordinaria de 15 Noviembre dc  1872 se pre- 
sentó al Senado, suscrita por once de sus miembros, la moción 
que proponía declarar reformable el antiguo artículo 54 de la 
Constitución, y se pidió por el señor don Alejandro Reyes que se 
incluyera en la convocatoria. Hecho esto por cl Presidente de 
la República, la moción indicada fué puesta en discusión ge- 
neral y particular, y aprobada por unanimidad y sin debate en 
sesión del Senado de 22 del mismo mes y allo. La  Cámara de 
Diputados, en sesión de 2 0  de Diciembre siguicnte, la aprobó 
también, después de puesta en discusión general y particular, 
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con un voto cn contra, y fué promulgada como Ley el 3 de 
Enero de 1573. 

L a  conveniencia de la reforma que, nucve meses más tarde, 
llevó á efecto la Ley de 25 de Szpticmbre dcl mismo año, fiié 
apoyada por nosotros en sesión de la Cámara de Diputados 
de 28 de Agosto, sosteniendo el informe que nos cupo la honra 
de redactar, y que, modificando el Proyecto de la Cámara dc 
Senadores, fiié aprobado por ambas en su parte dispositiva, quc 
es hoy la disposición Constitucional vigente. 

En  sesión cic la CAmara de Diputados de 24 de Agosto 
de 1854, el señor don Jerónimo Urrncneta, apoyado por el señor 
don Antonio Varas, hizo indicación para que, una vez rcunidos 
quince diputados, se procediera á diccutir los asuntcs pendieri- 
tes ante la Cámara, reservándose votarlos para cuando hubiera 
número. Habiendo observado cl señor don Ramón Bcngifo quc 
podría considcrarsc inconstitucional la idea sugerida por el se- 
ñor Urmeneta, se determinó acordar lo conveniente en la scsión 
inmediata, lo que no se Iia Iiecho hasta ahora. 

11Si el día señalado por la Ccnstitucióii para abrir las 
sesiones ordinarias, se hallase el Congreso eri sesiones 
extraordinarias, cesará11 éstas, y continuará tratando en 
sesiones ordinarias de los- negocios para que liabia sido 
convocado. 1 1  

Este precepto es, en su primera parte, una mera consecucn- 
cia del articulo 52 (43), que dispone que el Congreso abrirA 
sus scsiones ordinarias el 1.O de Junio dc  cada año, sin distin- 
guir, si al llegar ese día, sc encuentra en receso 6 f~incioiiando 
en sesiones extraordinarias. 

1.a scgunda parte del artículo importa una mera reconien- 
dación, porque nadie ni nada puede obligar A las Cimaras ri 
tratar, cii sesiones ordinarias y con p~.eJfeerefzcin á los Proyectos 

24 
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de Ley iniciados por sus propios miembros, de los incluídos 
por el Ejecutivo en sesiones extraordinarias ya concluídas. 

Pensamos, por consiguiente, que este artículo que jarnrís ha 
suscitado discusión, podría suprimirse de la Constitucidn sin 
inconveniente alguno. 

iiEl Sen - \do  y la Cámara  d e  Diputados  abrirdn y ce- 

rrarán sus  sesiones ordinarias y extraordinarias  á u n  

misino tienlpo. El Senado,  s in embargo,  puede  reunirse 

sin presencia d e  la Cániara  de Diputados  pa ra  el ejer- 

cicio de las f ~ i i c i o n e s  judiciales q u e  disponen los articu- 

los 29, 30 jT 31, y la par te  2.a del articulo 3 9  (30). (1) 

iiLa Cámara  d e  Diputados  continuará sus  sesiones 

sin presencia del Senado,  si coiicluído el período ordi- 

nario hubiesen quedado  pendientes  a lgunas  acusaciones 

c o r ~ t r a  los fcincionririos q u e  designa la par te  2." del  ar-  

tículo 38 (29), con el exclusivo objeto d e  declarar s i  ha 
lugar, ó no, á l a  a c u s a c i ó n . ~ ~  

El primero dc  los trcs preceptos que este artículo establece, 
tiene un fundamento tan natural y obvio que 110 se presta á 
dudas. Si ambas Cámaras no estuvieran funcionando siempre 
coiistitucionalmente á zdn ~ E ~ S I J Z O  tientpo, sería imposible obtener 
cl pronto despacho de los Proyectos de Lcy, y lo sería también 
poner en prcíctica el sistema de recotlsideraciones é insistencias 
inmediatas que han creado los artículos 5 0  y 5 1  (41 y 42) de 
la Constitucidn. Ni lo uno ni lo otro se consegiiiría si cl Senado 
funcionara, por ejemplo, desde el 1.0 dc Junio hasta el I 5 de Ju-  

( 1 )  La refcreiicia los ailliguos ni.ticulos 29, 30 y 3 supi-iiiiidos de In 

Coiistitu<ión, 113 sido oriiitidn de la ediciciri de 1888. (Notrt de los E(li- 
~o?'Es.)  . 



lio, y la Cámara de Diputados desde el 16 de Julio hasta el 1.O 

de  Septiembre de cada año. 
Es  esto tan claro, que no es menester insistir en ello. 

El segundo precepto del artículo 56 (47) ha tenido aplicación 
sólo una vez, cuando, en 1869, el Senado funcionó, jz~re-propio, 
por si solo, sin necesidad de convocatoria del Ejecutivo, para 
conocer de la acusación entablaba en Noviembre de 1868 por 
la Cámara de Diputados contra cuatro Magistrados de la Corte 
Suprema. 

Debe tenerse presente que ese segundo precepto se refiere 
soZame?tte á la atribución judicial que corresponde al Senado 
confortne á la parte La del artículo 39 (30); porque, á conse- 
cuencia de ser hoy directas las elecciones de Senadores, se han 
suprimido de la Constitución los artículos 29, 30 y 3 I que con- 
ferían á ese cuerpo la facultad de hacer el escrutinio, la procla- 
mación y la rectificación de las elecciones de sus miembros. 
Estas facultades cabían dentro del antiguo sistema de elección 
indirecta ó de segundo grado, abolido, relativamente al Senado, 
desde 1874. 

La  Comisión encargada por el Congreso de hacer publicar 
una nueva edición de la Carta Fundamental de 1833, ajustada 
5 las reformas en ella introducidas hasta que principió á regir 
la Ley de Reforma de 24 de Octubre de 1874, Comisión de la 
cual tuvitnos el lionor de formar parte, en unión con los señores 
Senadores don Alejandro Reyes y don Manuel Josd Irarráza- 
val, y con el señor diputado don Isidoro Errázuriz, no se creyó 
facultada para eliminar del artículo 56 (47) la referencia inútil 
á los artículos 29, 30' y gr, ya suprimidos, porque aquel no fué 
declarado reformable ni se reformó conforme á las reglas esta- 
blecidas por los antiguos artículos 1 G 5  á 168 (1). 

( 1 )  La Coinision nombrada por el Coiigreso para Iiacer In niiera edicióil 
de la Coilstitucion con las reformas ii~troducidas en ella liastn el 10 de 
;lgosto de  1888, fue autorizada por la Lcg proiniilgada en esa iiiisiiia fecha, 
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I,a disposición que contiene el segundo párrafo del artícu- 
lo 56 (47), ha suministrado un argumento á los que han pre- 
tendido que la Cámara de  Diputados no puede ejercer la fa- 
cultad de aciisar que le confiere la parte 2.a del artículo 38 (29) 
en sesiones extraordiiiarias, si no está la acusacidn incluida por 
el Ejecutivo en la convocatoria, para sostener esa opinión que 
parece hoy rechazada ya definitivamente. 

Puesto que ese precepto expresa que la Cámara de  Diputa- 
dos continuará sus sesiones sin presencia del Senado, si con- 
cluído el por.iodo ordinavio huhiercn quedado pendientes algunas 
acusaciones, y no expresa igual cosa tratándose del periodo ex- 
trno~,dzjzario, es evidente, se ha dicho, que no puede aplicarse 
aquella regla á este segurido caso, y que, no pudiendo aplicarse, 
ello manifiesta que la Cámara de Diputados no puede acusar 
j~~re-p?,@io, en sesiones extraordinarias. 

Nosotros negamos por completo la evidencia de semejante 
conclusión. Si  es cierto, como lo hacían notar en 1858 y 1864 
los sefiores don Alejandro Reyes y don Francisco Puclma (1), 
que la parte z . ~  de1 artículo 38 confiere á la Cámara de  Dipu- 
tados la facultad de acusar ante el Senado wnndo ha l l a~e  por 
co~zvenieiz¿c harer efectiva la responsabilidad de  los funcionarios 
que esa disposición menciona, nos parece claro que puede cjer- 
citar!a cz~a~zdo le plazca, sea en sesiones ordinarias 6 extraordi- 
narias, aparte de  las demiác poderosísimas consideraciones que, 
en apoyo de  esta opinión, hemos apuntado al estudiar el ar- 
tículo 53 (44). 

El segundo párrafo del artículo 56 (47) no está en pugna con 

segúii consta e n  el certificado final de la edición, para riiodificar las referen- 
cias que iio guardaban consoilancia coi1 las disposicioiies vigentes. Diclia 
Coinisión eliminó, en  coiisecuencia, la iniitil referencia i los articulo5 zy,  
3 o y 3 I. (Nota de /os Editores.) 

(1) Acusaciones contra los señores don Adolfo Larenas y don Angel 
Prieto y Cruz, á que hemos aludido en nuestros estudios sobre la parte z " 
del articulo 38 ( 2 9 ) .  
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zsta manera de ver. No. Él no dicc lo quc dcberá 6 podr;i Iia- 
ccr la Cámara de Diputados cuando, iniciada acusación duran- 
te  el período extraordinario, terminara éste sin que se hubiera 
declarado si había lugar, ó no, á la acusación. Silenciaildo ese 
punto el precepto que nos ocupa, pensamos que lo cviderite en 
realidad es aplicarlo, por razones de identidad completa, al czso 
de las acusaciolies iniciadas en sesiones extraordinarias, ya  quc 
ellas, para el funcionario acusado, en nada difieren de  las pro- 
movidas durante las sesiones ordinarias. 

Cuando una Ley no resuelvc todos los casos, es regla de Iógi- 

ca y de hermenéutica resolverlos n pnri y por analogía de siis 
disposiciones. 

Así lo entendió la Cámara de Diputados en el oficio que 
pasó al Presidente de  la República el 29 de Abril de 1864, cuan- 
do tuvo conocitniento dcl mensaje dc clausura de  las scsiones 
extraordinarias, pasado precisnmcnte en los inomentos cn que 
se ocupaba en discutir si había ó nó lugar á las dos proposicio- 
nes de acusación que había ya admitido á exarncn y que csta- 
ban informadas por la:; respectivas Comisiones. Ese oficio, aun- 
que firmado sólo por el Presidente y cl Secretario dc la C amara, ' 

en la forma acostumbrada, atendida la singularidad del caso y 
la gravedad dc la situación, expresd q ~ i c  adherían á la opiniói-i 
en él manifestada cuarenta señores diputados, cntre los cuales 

tuvimos la honra de  colitarnos. 
Más tarde, cuando en sesion de  16 dc  Junio de 1864, rcnova- 

da  ya la Cámara de Dipiitados, .sc continiió la discusión de 
aquellas acusacioncs, el sefior don Maniicl Antonio Tocornal y 
Grez, Presidente en esos momentos dc dicha Cámara, y que, 
como Ministro del Interior, había firmado el rnensajc de  clau- 
sura de  28 de  Abril anterior, dijo, entrc otras cosas, las palabras 
siguientes: llPuedo asegurar á la Cámara que el Presidente de 
la República jamás habría cinpleado medio alguno coercitivo 
contra ella, si hubiera contilztlndo co~zocie~~do de las ncusncio?~es.~, 

Estas cxprcsiones, CII boca de  un estadista tan notable y 
digno como el señor Tocori~al, que fiié sicinprc celoso sostene- 

dor de  la tesis contraria á la que nosotros hemos defendido y 
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defendemos, prueban, á lo menos que no puede calificarse de 
evidente la declucción que se ha pretendido arrancar del segun- 
do inciso del artículo 56 (47) y que nosotros impugnamos. El 
error de esa deducción consiste ei-r discurrir n coiztrnrio seizsz 

en un caso en que debe discurrirse apnri. 

De la Comisión Conservadora 

1 1  Antes de  cerrar el Congreso sus sesiones ordinarias, 

eligirá todos los años cada C.ámara siete de sus miem- 

bros que compongan la Comisión Conservadora, la cual 

forn-iará un sólo cuerpo y cuyas funciones expiran de he- 

cho el día 31 de Mayo siguiente. 1, 

1 1  La  Comisión Conservadora, en representación del 

Congreso, ejerce la supervigiiailcia que á éste pertcnece, 

sobre todos los ramos de la adniinistración piíblica. 
1 1  Le  corresponde, en consecuencia: 

1 1  1.0 Velar por la observancia de la Coilstitución y 
de las Leyes, y prestar proteccióii á las garantías indivi- 

duales; 
112.0 Dirigir al Presidente de la República las repre- 

sentaciones conducentes A los objetos indiczidos, reite- 
rarlas por segunda vez, si no hubieren bastado las pri- 

meras. 
~iCuanclo las representaciones tuvieren por fundamen- 

to abusos ó atentados cometidos por autoridades que 

dependan del Presidente de la Reptíblica, y éste no to. 

mare las medidas que estén en sus facuitades para poner 



término al abuso y para el castigo del funcionario cul- 

pable, se  entenderá. que el Presidente d e  la República 

y el Ministro del ramo respectivo, aceptan la responsa- 

bilidad d e  los actos de  la'autoridad subalterna, corno si 

s e  hubiesen ejecutado por su orden ó con su consenti- 

miento; 

113.0 Prestar 6 rehusar su coi~sentimiento á los actos 

del Presidente de  la República á que, según lo preveni- 

d o  en esta Constitución, debe prdccder de  aciierdo con 

la Cottiisión Conservadora; 

114.0 Pedir al Presidente de la República que convo- 

que  extraordinariameiite al Congreso cliando, á su ju i -  

cio, lo .exigieren circunstancias extraordinari;is y excep- 

cionales; 

115.0 D a r  cuenta al Congreso en SLI primera reunión, 

d e  las medidas que h~ibiere  tomado e n  deseiilpeño d e  su 

cargo. 

iiI,a Coniisióii es  respotisable al Congreso d e  sii omi 

sión eii el cuniplin~ieiito de lo5 d::berec que  IGS incicos 

precedentes le imponen. 1 1  

La Cornisión Conservadora, que la Constitucirjn de  1Sz8 \la- 
maba CoinisiJri Permanente, coino la llarnan las Conctjtuciones 
del Perú y del Uruguay, tiene por objeto hacer constante la 
acción iirspcctiva que, en todo país regido por el sistema repre- 
sentativo, debe corresponder al Corigreso sobre todos los ramos 
de la admii~istración públi&. 

Antes de la lieforma Constitucional de 1874, la Coinisión 
Conservadora se componía sólo de siete Senadores que el Seiia- 
do debía elcgir ed tt'za antes de ccrrar el Congreso sus sesioiies 
ordinarias. Hoy se compone de catorce iniembros, siete Dipu- 
tados y siete Senadores, elegidos todos los años por la Cámara 
respectiva nrztes de cerrar el Congreso sus scsiones ordinarias, 
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formando In Con~isión iin solo cuerpo, cuyas funciones expiran 
dc hecho el 3 I dc Mayo siguiente. 

I,a rcforma, como es fácil notarlo, ha elevado el núincro de 
tnicmbroc de la Comisión Conservadora, dando en ella cabida 
á representantes de las dos Cimaras, y revistiéndola así de ma- 
yor prestigio y respetabilidad. 

Es  de sentir, sin embargo, que la reforma no haya estableci- 
do ciiál sistema de  cleccion dcbía observarse por las Cámaras 
al designar ar~ucllos dc sus miembros que deben formar la Co- 
misión, adoptando cl sistcma del voto proporcional ó del voto 
aciimulativo. Con cl dc lista completa, el partido que cuenta 
con mayoría e11 las dos ramas del Congreso, elegirá una Co- 
misión Conservaclora cuyos miembros todos militen en sus 
filas. 

Una Ley ( I ) ,  cs cierto, podría salvar ese vacío de la Consti- 
tución, ya quc no seria dado aceptar quc materia tan grave hu- 
biera dc  sujetarse ;í prescripciones internas y reglamentarias, 
que traerían por resultado el que una Cámara adoptara un 
sistema de elccción distinto al que admitiera la otra. E s  evi- 
dentc quc tal desacuerdo no tendría explicacidn alguna satis- 
factoria. 

Como la antigua disposición Constitucional contenida en el 
artículo 57 (hoy art. 48), disponia que los siete senadores que 
debían formar la Comisión Conservadora fuesen elegidos el dla 
antes de cerrar el Congreso sus sesiones ordinarias, ha habido 
inuchos casos en que, prorrogadas esas sesiones, la elección se 
ha verificado no el 30 6 31 de Agosto, como se ha hecho y se 
hace casi siempre, sino á mediados de Octubre, antes de termi- 
nar la prórroga. Así, en 1843 la elección de los siete Senadores 
que debían formar la Comisitjri se hizo el 19 de Octubre. Asf, 

(1) Por Ley de 4 de Septienibre de 1fi84, se ha resuelto que la elección 
de inieinbros de la Coniisión Conservadora se haga por voto aciiinulativo, 
(Nota del Atc fov.) 
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en 30 de Agosto de 1844, el Senado resolvió por iinanimidad 
aplazar dicha elección hasta la víspera del día en que debían 
terminar las sesiones ordinarias prorrogadas. Así, todavía, en 
1845 esa elección se efectuó el 17 de Octubre. 

En  sesión del Senado de 31 de Agosto de 1853, el sefior don 
Andrés Bello sostuvo que los Senadores suplentes no podían 
ser elegidos mienibros de la Comisión Conservadora, contra la 
opinión del Señor Presidente de ese cuerpo don Fernando Laz- 
cano. El  señor .don Francisco Javier Ovalle sostuvo opinión 
idéntica á la del señor Bello en sesión del Senado de 30 de 
Agosto dc 1865. En ninguno de los dos casos citados se votó 
proposición alguna que indicara el modo de ver del Senado 
acerca de la cuestión, porque en ambos resultaron elegidos siete 
Senadores propietarios. 

La duda tenía alguna importancia cuando los Senadores su- 
plentes debían su existencia nada más que á la Ley. Hoy que 
tienen existencia Constitucional, dcl mismo .modo quc los Di- 
putados suplentes, no divisamos razón que pudiera impedir á 
la Cámara respectiva elegir miembro de la Comisión Conser- 
vadora á un Senador 6 Diputado suplente, que, á conseciiencia 
de muerte ó inhaSilidrid absoluta de uno ó de varios de los pro- 
pietarios á quienes está llamado á reemplazar, ocupare en la 
Cámara su asiento de una manera estable 1 7  permanente. En 
este caso, el suplente goza de la inisma situación Constitucio- 
nal que el propietario. 

Cuando la suplencia se sirve sólo temporal ó accidentalmen- 
te, no nos parecería correcta la elección para miembro de la 
Comisión Conservadora de un suplente, que podría ó debería 
ser excluído de ella por su propietario ó por sus propietarios. 
Desde que éstos pueden ser tnuchos, y desde que cada provin- 
cia elige sólo un Senador suplente, y cada departamento un 
Diputado de la misma especie, el procedilniento de elegir á 
estos íiltimos, fuera del caso que indicamos en el párrafo ante- 
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rior, daría lugar á dificultades gravisimas y á cuestiones hasta 
poco decorosas, por lo mismo que tendrían tnuclio de persona- 
les (1). 

X 
iic * 

Dicho lo que precede con relación al artículo 57 (48), ocupé- 
monos en el nuevo artículo 58 (49) de la Constitución, que di- 
fiere notablemente del antiguo. 

Principia por establecer que la Comisión Conservadara, llcn 
~epresentrzciálz del C0?zgreso, ejerce ln sz~jeuv$i/a7zcia qze n' éste 
perterzece sobre todos los ranzos de la adnzinistr*ación p~iblicrrii co- 
rrespondién~lole, en consecuencia, velar por la observancia dc 
la Constitución y de las Leyes, y puestarp~otecció~z n'lasgar,rz~z- 
t h s  i~zdiz~idz~ni'es. 

Las expresiones escritas en letra cz~rsiva, que son niievas en 
el artículo que estudiamos, lian inducido, en más de  un caso, d la 
creencia errónea de que, so color dc proteger las garantías in- 
dividuales, la Comisióii Conservadora ó el Congreso podrían 
corregir ó enmendar resoluciones judiciales, sean sentencias de- 
finitivas 6 providencias dc mera tramitación. 

Recordaremos los dos casos ocurridos después de la reforma 
de I 874, y nosparece que su simple exposición y las resolucio- 
nes eri cllos libradas, bastarán para fijar claramente la verda- 
dera inteligencia del precepto Constitucional. 

El primer caso, ocurrido'eil 1875, está perfectamente narrado 
por la Corte Suprema en el informe que pasó á la Coriiisión 
Conservadora el 2 de Abril de aquel aiío, cuyo tericr es el si- 
guiente: 

11Corte Suprema de Justicia.-Santiago, 2 de Abril de 1875.- 
Esta Cortc ha recibido la nota del 22 del pasado para que in- 
forme acerca de  un3 solicitud del abogado don Ricardo Lete- 
lier, y prescindiciido por esta vez de la forma irregular dc la co- 

( r )  Recuérdese que los Senadores y Diputados supleiltes hati sido supri- 
midos para lo sucesivo B virtud de la reforiila de Agosto de 1888, que borrú 
de la Constitución todos los preceptos que los constituian. (Nota de los 
E[fitorcs.) 



municación dirigida por secretaría, crce conveniente exponer 
las principales consideraciones que, su juicio, deben estar en 
conocimiento de V. E. en esta materia. 

11l;ormóse en Talca un proceso criminal por un delito grave 
de que aparecía indiciado un individuo; y por ausencia del 
agente fiscal é inhabilidad dcl que debía subrogarlo, el Jiicz de  
letras nombró al abogado don Pedro Letelier para que ejercie- 
ra el cargo. Resistióse el nombrado á desernpeííarlo y reclamó 
de la providencia del Juez; pero sil solicitud fué denegada, no 
ya por el mismo magistrado que había verificado el noinbra- 

miento sino por otro que había tomado el conocimiento de la 
causa. Interpuesta apelación y concedida en todos sus efectos, 
se paralizó el juicio con grave detrimento de  la inocenc'ia del 
reo ó de la vindicta píiblica. Esta Corte, oídas las partes, con- 
firmó la providencia apelada y conlenó en costas al reclaman- 
te que había dado ocasión al retardo del juicio. Estas son las 

sentencias que se califican de actos de fuerza y que motivan la 
peticicín de que ésta se alce, es decir, de que se invaliden y anu- 
len y se dejen sin efecto. 

 estos juzgainientos, cualquiera qiic sca el carácter que se 
pretenda atribiiirles, son irrevocables por V. E. Ellos constitu- 
yen un juicio definitivamente resuelto, cuyo conocimiento no 
puede avocarse ni mucho menos Iiacer revivir el Congreso, ni 
el Presidente de la República, scgún el precepto del artícu- 
lo 108 (hoy art. 99) de la Constitución. 

llLa competencia exclusiva de los Tribunales de  justiciii para 
juzgar en la causa formada por el delito cometido no puede 
ponerse en duda, y ella comprende precisa y necesariamerite la 
de resolver todas las cuestiones incidentales concernientes al 
mismo juicio. Ninguna autoridad de  otro orden puede apreciar 
estas cuestiones para confirinar ó revocar el fallo que se hubie- 
re expedido sin invadir las facultades propias de un poder ex-  
traño que no le estA sometido. 

llLa Carta Fundamental confiere A V. E. el cargo de velar 
por la observancia de la Constitución y de  las Leyes, prestar 
protección á las garantías individuales y dirigir al Presidente 
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de la República las representaciones conducentes á estos obje- 
tos; pero esta atribución tiene sus limites claramente deslin- 
dados; nunca llega hasta revisar los fallos de los Tribunales, 
alterando ó modificando lo que por ellos hubiere sido juzgado. 
Sin esta restricción V. E. sería el Tribunal Supremo en todas 
las materias judiciales ó, tnbs propiamente, lo sería el Congreso, 
en cuya representación obra V. E. y sólo para darle cuenta de 
las reclamaciones que hubiere hecho. 

111.0s principios sumariamente insinuados impiden á esta 
Corte ocuparse en el examen de los fundamentos de la senten- 
cia que expidió y de las alegaciones de la solicitud sobre que 
se le ha pedido informe. No puede, en cfccto, discutirse ante 
V. E. la legalidad y fuerza de la cosa juzgada y del asunto ya 
fenecido, ni aun considerarse, si en la causa de que se trata, 
atendida la naturaleza del delito, debió intervenir el agente fis- 
cal, si el ejercicio del Ministerio público en ese caso especial, y 
por falta de un fiincionario que lo desetnpcíiase, era una carga 
que pesaba cn general sobre todos, y en particular sobre los 
abogados que por razón de sus conocimientos podían auxiliar 
mejor la acción de la justicia; si el Juez pudo designar á un in- 
dividuo para este efecto; si al nombrado le fué lícito sustraerse 
á ecte deber, sin más razón ni excusa que su falta de voluntad, 
y otras cuestiones de análoga naturaleza. Para estimar el valor 
legal de todas ellas en el proceso dc Talca, sería necesario que 
éste viniese ante V. E., es decir, que V. E. se avocase su co- 
nocimiento haciendo revivir el incidente fenecido. 

 esta Corte está animada del deseo de dar á V. E. testimo- 
nios de su deferericia, pero no puedc prescindir del imperioso 
deber de no contribuir por su parte á que las funciones judi- 
ciales se invadan por otras autoridades, ó se confundan con las 
que son propias de éstas, y se salve la barrera que la Carta 
Fundamental ha puesto para deslindar las atribuciones de los 
Poderes que ella establece. 

11Dios guarde a V. E.-il/lnnz~el ,%!fondt. -/osé Alejo Vule?zzzle- 
/u.-José Jfigt~el ~ ~ r r & . - ~ ' l u a r o  Covarrz~liins.-Al~k~zd~~ 
~eyes.-A la Honorable Comisi6n Cons~rvadora .~~ 
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Las opiniones sostenidas por la Cortc Suprema en el oficio 
que precede, fueron, como no podían dejar de serlo, acogidas 
por la Comisión Conservadora en el caso á que hemos aludido, 
resolviéndolo de la manera siguiente: 

lrsantiago, 12  de Abril de  1875.-Vjstos los antecedei~fes y 
oída la exposición verbal del interesado, la Comisión Conserva- 
dora declara que no sc halla en el caso de hacer uso de las fa- 
cultades qur  le confiere la parte 1." del ~r t ícu lo  58 (hoy 49) 
de la Constitución.-lJhyez.-Lar~airz. -Lira.-Barros iYfordl.t, 

-ll4&-zrel Cr*nlpi?zo, secretario.I~ 
De la misma manera que la Corte Suprema y que la Comi- 

sión Conservadora de 1875, nos cupo á t.iosotros la honra de 
disciiirir en sesiones de la Cámara de Diputados de 30 de No- 
vietnbre y de 1.0 de Diciembre de 1877, á consecuencia de una 
solicitud presentada ante ella 6 nombre del reo de homicidio 
do11 Mig~icl J. Triviños, en que, quejándose de la tratnitación 
dada á su causa por la Corte Suprema, pedía á la Cárnara quc, 
en virtud dc estar llamada por la Constitución reformada á 
prestar protección á las gararltias individuales, adoptara las 
medidas convenientes, íí fin de quc se diera ri dicha causa la 
trct?rzitacih~z otdi?zaria y legal. 

Como fiel exposición de nuestra manera de apreciar la natu- 
raleza y alcance dc la atribucidri Constitricional que cxamina- 
inos, nos permitimos transcribir aquí íntegramente los dos 
discursos que pronunciamos en la recordada scsión de 30 de 
Noviembre de 1577, el que pronunció en la mistxa el señor don 
Jovino Novoa, y las pocas palabras que nosotros dijimos en la 
sesión del día siguiente. 

1,eída la conclusión de la solicitiid, que nosotros no cono- 
cíamos, é informados de que se pedía que dicha solicitrid pasara 
á Comisión, coinbati4ndose la indicación hecha por el Vice- 
Presidente scñor don Enriquc Cood para quc fuera devuelta al 
L)eticionario, dijimos lo que sigue: 

IIEI, SESOR HUNEEI:S.-NO necesito más, scfior Presidente, 
para formar mi juicio acerca del alcance que debe darse á esta 
solicitud. Para mí es un recurso nucvo é inusitado contra el 
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primer Tribunal de la Repíiblica y que tiende á constituir á la 
Cámara en un terccr Tribunal de apelación. 

11Según lo que he alcanzado á oír del discurso de mi Hono- 
rable amigo el scñor Diputado por San Fernando, el reo Tri- 
viños se queja de  quc se le lla negado una prórroga del término 
de prueba que él solicitaba, y pidc á la Cámara protección, á 
fin dc que esa prórroga le sea concedida. Esto es en sustancia 
lo qiie importa la solicitud. 

llDcsde luego, me llama la atención esto de recurrir á la Cá- 
mara quejándose de los procedimientos dc un Tribunal. Supori- 
gamos que mañana la Corte Suprcma, violando la Ley, da  una 
sentencia injusta y condena A un ciudadano á la última pena. 
Éste sc queja antc la Cámara. {Podría ésta, pregunto yo, acep- 
tar eca solicitud p entrar dc lleno á rever el fallo de la Corte 
Suprema? Indudablemente no, porque ello sería muy peligroso, 
y, sobre peligroso, inconstitucional. 

ilEl reo, agraviado por la sentencia de la Corte, ticnc todavía 
el camino expedito que la Constitución le franquea para pedir 
gracia, ya que considera que la sentencia ha sido injusta, El  reo 
puede ocurrir al Presidente de  la República, á fin de que, con 

acuerdo del Consejo de Estado, le conceda indulto, si lo tiene 
á bien; pero de ninguna manera á In Cámara. 

llYo creo quc cada rama del Poder Público debe ser respe- 
tuosa rcspccto á las facultades de las demas ramas del mismo 
l'odcr. Para algunos es doctrina indiscutible esto de  que'convicnc 
ir ensanchando !as libertades individuales, limitando las atribu- 
ciones del Poder Judicial y las del Ejec~itivo, y confiriéndolas 
a1 Congreso. Yo no pienso de la misma manera. 

llYo acato y respeto todas las opiniones; pero sostengo que 
no hay libertad doiidc existe acumulación cn un Poder de las 
atribuciones que deben corresponder á los otros. I,a verdadera 
liber.tad consiste cn asegurar al individuo la plenitud de sus 
derechos, sin sujetar el ejercicio de éstos á trabas de ninguna 
especie, bien sea que éstas emanen del Poder Judicial, del E je -  
cutivo ó del Legislativo. Y esas trabas no dchen ser establecidas 
sino cuando lo exijan graves concideraciones dr: órden público. 
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llTodo dcspot i sm~ es inaceptable, aun cuando lo ejerza el 
Congreso Nacional. 

11Perrnítarne ahora la CAmara ocuparme brevemente en la 
indicación presentada por mi Honorable amigo el señor Vice- 
Presidente. 

llEl reo Triviños se apoya en la disposición contenida cn el 

inciso 1.0, artículo 58 (49) de la Constitución, quadice: 
111.0 Velar por la observancia de  la Constitución y de las 

11 Lcyes, y prestar protección A las garantías individua le^.^^ 
iiI)e manera, seiior Presidente, que si liubiéramos de enten- 

der esta disposición Constitucioi-ial como la entiende el reo, 
resultaría que jamás tiene el Congreso mayor suma de facultades 
que cuando se encuentra representado por la Comision Con- 
servadora. Cuando funciona el Congreso, la Constitución le 
señala sus atribuciones en el articulo 38 (29) y no puede exce- 
derse de ellas; pero aliora se quiere que cuando por él funciona 
la Comisión Conservadora, tenga un poder ilimitado respecto 

de los demás poderes. 
 respecto de  las facultades de la Comisión Conservadora se 

invocan los dos primeros incisos del artículo 58 (149.) 
llPero se olvida lo que la Constitución dispone en el artícu- 

lo 108 (99) respecto á las atribuciones del Congreso, á quien niega 
la facultad de inmiscuirse cn las causas pendientes y la de avo- 
carse procesos fenccidos. Ec natural creer, pues, que la Consti- 
tución no ha borrado en un artículo lo que escribió en el otro. 

!!El proccFo del rco 'Triviños está pendiente, y si cree que los 

Tribunales han violado la Ley, tiene muy expedito su dereclio 
'imara no para acusarlos en la forma correspondiente. Ante la C-' 

puede traerse una acusación contra la Corte Suprema. Sólo la 
Cámara misina podría acusarla ante cl Senado por notable aban- 

dono de sus deberes y no ros  otro motivo. En apoyo de esta 
doctrina tenemos la resolución que adcptó el Senado en ro de  
Mayo de I 869 cuando fui. acusado ante él el Tribuna: Supremo. 
El Honorable Senado sentó entonces el buen precrdente de que 
]a Corte Suprema s6lo puede ser acusada en la forma que acabo 

de expresar. 
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1lPor otra parte, el inciso 2.0 del artículo 58 (49) explica el 
seritido del inciso 1.0, que ha paralogizado á algunos seííores 
Diputados. 

llDice el inciso 2.0: 
llDirigir al Presidente de la República lac reprccentaciones 

11 conducentes á los objetos iiidicadoc y reiterarlas por segunda 
11 vez si no hubiere bastado la F ,rimera.~~ ' 

llEl inciso 1.0 dice: 
llVclar por la observancia de la Conetitución y de las Leyes, 

11 y prestar protección á las garantías individiiale~.~~ 
~~Ahora ,  ¿en quC coi-isistc csta protección que debe la Comi- 

sión Conservadora á las garantías individuales? No en otra cosa 
que lo que deja comprender el inciso 2.0 Y si este inciso 2.0 

faculta á la Comisión Conservadora sólo para dirigir represen- 
taciones al l'residente de la República para los objetos indica- 
dos cn el 1.0, es evidente que la Constitución quiere que la 
vigilancia que encomienda á la Comisión se ejerza sobre lo? 
empleados subalternos del orden administrativo, pero de ningún 
modo sobre los miembros del Poder Judicial, respecto de los 
cuales el inciso 3.0 del artículo 82 (73), también reformado, no 
confiere facultad alguna al Presidente de la República cuando 
se trata de torcida administración de justicia, como succdc en 
el caso actual, sino sólo cuando se trata de su conducta n~inis.  
terial y nada más que de ésta. 

~ ~ E c t a  es la inteligencia recta tle la Constitiicióii, jr no se 
puede haccr que la Cámara se mezcle eri los procedimientos de 
los Tribunales de  Justicia. Si hoy resuelvc la Cáinara mezclarse 

. en este asunto, mañana tendremos aquí cincuenta solicitudes 
en que á titulo de pedir protección para las garantías indivi- 
diiales, se querría que la Cámara se ingiriera día por día en la 
tramitación de los pleitos. ¿Y es posible aceptar un sistema se- 
mejante? ¿Querría acaso la Crímara arrogarse las facultades 
omnlmodac de un Largo Parlamento, como el clue mandó la 
horca á Carlos 1, ó de una Convención Nacional, como la que 
envió á la guillotina á Luis XVI? 

llYo no lo creo ni por un solo instante. 



11Miry mal ejemplo daría, pues, el Congreso chileno si auto- 
rizase la solicitud de Triviños. Creo, señor, que he comprendido 
bien el asunto, y espero que la mayoría de la Cámara piense 
como yo. Por eso rechazo la indicación para quc el asunto pase 
á Comisión, y aceptaré, cuando llegiie el caso, la indicacióii del 
señor Vicepresidente. Todo otro camino significaría que la 
Cámara se atribuye una competencia de  que carece por com- 
pleto, y establecería un precedente funesto que no autorizaré 
con   ni voto.,, 

Contestando á algunas observaciones del señor don Zorobabel 
Rodríguez, lo !,icirnos en la forma siguiente: 

llEl discurso que acaba de proi-iunciar el Honorable Diputado 
por Chillán me obliga á volver de nuevo al debate. 

llSu Señoría ha combatido la indicación del señor Vice- 
Presidente, fundándose en que ella importa una violación de la 
Constitución, por cuanto desconoce el derecho de petición que 
la Constitución acuerda á todos los ciudadanos. Creo que en 
este punto Su Señoría esta paralogizado. L a  Constitución ase- 
gura á los habitantes de Chile el derecho de dirigir peticiones á 
todas las autoridades constituídas, pero con la condición de que 
se proceda en términos respetuosos y convenientes. 

11La solicitud de Triviños estará redactada en términos respe. 
tuosos, si se qiiierc; pero no lo está en términos convenie7ztes, 
porque no es legalmente co7zveizie~zte aqucllo que peca a b' ierta- 
mente contra la Constitucidn misma que nos rigc, y ya he ma- 
nifestado que ella está en abierta pugna con lo dispuesto en el 
artículo 108 (99). 

llEn efecto, ¿qué clase de medidas dictaría la Cámara, si qui- 
siera dar cabida á la petición de Triviños? ¿Se dirigiría al I're- 
sidente de la República? Si tal cosa hiciera, ¿qué haría el 
Presidente de  la República? Podría recurrir al Ministerio Pú- 
blico; pero entretanto, la marcha de la causa no se interrum- 
piría por eso; seguiría su curso ilatural, y esto mismo está 1r.a- 
nifestand0 la inutilidad de la solicitud. L a  Cámara no ticnc 
facultad de revisar un fallo dado por la Corte Suprernn, 5ca 

bueno 6 malo. 
25 



11La Constitiición dice que ni el Presidente d e  la República 
ni el Congrcso pucdcn avocarse el conocirniento de causas pen- 
dientes ni revivir las fenecidas. Y ?puede negarse que esta es 
una causa pendiente? ¿Podría sostenerse que la resolución de 
la CAmara en este asunto no iria íí ejercer una grande influeii- 
cia en la rnarclia de  la causa? {Es posible desconocer que de  
esta manera sc vulneraría la independendencia del Poder Ju-  
dicial? 

 para los quc piensan como yo, es indudable que la solicitud 
no se presenta cn una forma ~.o.anve~zietzte. 

i~Podeinos estar cn desacuerdo cn cuanto al antecedente. Si 
el sefior Dipiitado por Cliillán cree que es discutible la Cons- 
titucianalidad clc la solicitiid, está bien. Yo rcspetotse inodo 
de ver. 

llPcro hágasei~os también á nosotros la justiciñ de que cree- 

mos que el proccdirniento no es correcto. {Cómo es posible que 
nosotros vayamos A tramitar una solicitud qrie, á nuestro juicio, 
es contraria á la Constitución? 

llNo tenemos duda alguria respecto de  la incompetencia de 
la Cámara. Y entonces ¿para qué pasainos la solicitud á Co- 
misión? 
. ~~Pongáinonos en este caso. Supongamos que mañana el Pre- 

sidcnte cle la República, en uso de sus atribiiciones Constitucio- 
nales, renluevc á un Intendente de provincia. ¿Qué diría la Cá- 
mara si' cl Intendente removido se le presentase diciendo: Yo 
pido á la Cdmara que me reponga en mi destino? 
, 1415s un ejcmplo en que la Cámara no puede absolutamente 

ejercer incdida alguna. ?Podría fa Cámara tomar en considera- 
ci6n iina solicitud de esa clase? ¿Qué haría la Cámara? Diría: 
el Presidente de la República ha liecho esto en virtud de  sus 
atribuciones; tal vez hizo mal eri separar al Intendente. Y po- 
dría decir al Ministro: esta medida nic parece buena ó mala. 

~ ~ l ' c r o  el Ministro del ramo le diría también: la Constitu- 
ción, en la parte 6." de su artículo S2 (73)) me confiere esa fa- 
cultad. 

1fiY cuidado, selior Presidente, que estoy citatido tin caso quc 
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ha ocurrido ya entre nosotros. El año de 1849 se pidió cuenta 
al Ministro del Interior por una destitución .de esa clase, y el 
Ministro contestó seilcillamente de esa manera; y la rnayo- 
ría de la Cámara, qiie era contraria al Ministerio, tio tuvo qué 
replicar. 

~ ~ A h o r a ,  si el Presidente de la República obra bien ó mal, eso 
es otra cosa. 

llYo he querido simplemente satisfacer esa objeción que ha- 
cía el Honorable Diputado p'or Chillíín, porque, siendo una opi- 
nión ilustrada, deseaba contestarla desde que rio estoy dc acuer- 
do con ella. 

llSu Señoría cree que la Cámara violaría la Constitución 
aceptando la indicación dcl señor Vicepresidente, y yo mani- 
fiesto á Su Señoría cómo es que, si la solicitud es contraria á la 
Constitución, es por lo mismo zizco~zvenz'e~zte, y cómo es que, acep- 
tando la indicación del señor Vicepresidente, lejos de violarla, 
respetaremos la Constitución.ll 

Corno el señor Rodríguez insistiera en su opinión, el señor 
don Jovino Novoa, participando d e  la nuestra, pronuncib el 
discurso siguiente, en la recordada sesión de 30 de Noviembre 
de 1877: 

~ I E L  SEÑOI: NOVOA (don Jovino).-1,legué á la Sala de se- ... 
siones, señor Presidente, cuando hacía uco de la palabra el Ho- 
norable Diputado por Valparaíso; pero por el giro de la discu- 
sión me persuadí de que la Cámara tenía sobre su mesa una 
solicitud del reo Tririfios, sobre la cual se trataba de tomar al- 
guna resolitcióii. 

lCon el objeto de manifestar mi opinión á este respecto, pedí 
al señor Secretarlo tne remitiera dicha solicitud, y cn vista de 
lo que ella expone, creo que debe ser inmediatamentc devuelta, 
por scr la Cámara incompetente para proveerla. 

1 1  Después de hacer una exposición del proceso que conoce- 
mos, y que yo llamaría proceso moroso, dice la solicitud; 

1lLlarnado V. E. por la Constituciótl rcformadadpvestnr nm- 

~ l j n r o  yj~,otecci¿í~z A las garantías individuales, se encuentra, á mi 
11 juicio, en el caso de hacer uso de sus altas atribuciones, toman- 
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11 do las providencias necesarias á fin de que se dr' d /o causa szr 

11 trnnzitñció?z orditzaria y legal. 11  

~lSe  pide, pues, que se tome medidas sobre el particular; que 
la Cámara revea y corrija la 'tramitación tortuosa que, á juicio 
del solicitante, se ha dado al procesa, y que establezca el pro- 
cedimiento correcto que, en concepto del reo, no se ha curn- 
plido. 

llY en la parte final de la solicitud expresa lo siguiente: 
llPor tanto, á V. E. suplico se sif.va adoptar las medidas que 

11 estimare convenientes, á fin de que se dé á mi causa la traini- 
11 tación legal.ll 

!!De mariera que la petición hecha por el reo Triviños impor- 
ta que la Honorable Cámara se constituya eii Tribunal de revi- 
sión de los procediinientos judiciales, dictando medidas de tra- 
mitación para los procesos de que debc tomar conocimiento la 
Excelentísima Corte Suprema. 

11Yo preguntaría, sefior, si á un individuo, mañana en virtud 
de la facultad que le otorga la Constitución de hacer petición á 
las autoridades constituídás, se le ocurriera presentar una soli- 
citud pidiendo que á él se le dieran los dieciocho mil pesos de 
renta de quc goza el Presidente de la República, ¿la acogería la 
Honorable Cámara?  sería digno y decoroso para el Cuerpo 
Legislativo atender á una solicitud como ésta, que sólo podría 
ser obra de un cerebro extraviado? 

~lSi  yo  mañana me presentara A la Cámara solicitando decla- 
rase que el sueldo que perciben todos los miembros de los Tri- 
bunales de Justicia, debía 'asignárseme, la Crírnara iadmitiría y 
trataría tan disparatada solicitud? No, por cierto; c o z 0  no tra- 
taría otra semejante A aquella á que se ha referido el honora- 
ble Diputado por Elqui, de que  un Intendente de Provincia re- 
movido de sil puesto por el Presidente de la Repúbiica, pidiera 
amparo y protección para que se le repusiese en su destino. La  
Cámara diría: No debo tratarla porque, acogiéndola, violo ma- 
nifiestamente las prescripciones Constitucionales. Y puesto que 
aquí estamos para amparar y proteger las garantías individua- 
les y observar los preceptos de nuestra Carta Fundamental, no 
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debemos aceptar solicitudes que importen para la Cámara una 
flagrante infracción dc nuestra Constitución, como es el absur- 
do contenido en la presentada á nombrc dcl reo Tsiviííos. 

~ lYo  comprendería quc se dijese: la Corte Suprema ha obra- 
do ilegalmente, y eii uso de las facultades que la Constitución 
me concede, acuso á dicho Tribunal y solicito de la Cámara 
( ~ u c ,  en vista de lo que aquélla dispone, designe cl Tribunal 
competente para apreciar los hechos que motivan mi petición. 
Si  tal fuera la solicitud del rco, la Cámara debiera totnar cono- 
cimiento dc ella. Y si los actos del Supremo Tribunal de Jus- 
ticia merecían e s t ~ d i o  antc el Senado, éste entraría á calificarlos. 
Pero la solicitud que se nos presenta pidc que la Cámara, ingi- 
riéndose cn los procedimientos judiciales, ordene cuál es la 
tramitación que debe darse al proceso iniciado. 

,)Al solicitar el reo Trivifios que esta Cámara dicte las incdi- 
das neccsarias para que se dé á su causa la tramitación corrcs- 
pondientc, quiere dccir que cl Congrcso debe conceder mayor 
tdrmino de prueba. {Puede la Honorable Cimara vacilar en de- 
clararse incompetente para fallar sobre una solicitud semejante? 

llPero se dice: no es posible devolver una solicitud que no ha 
sido estudiada; pues yo observo quc la estamos estudiando, y 
al ordenar que se devuelva, no la rechaza sin imponerse de su 
contenido. Yo entiendo, pues, que al devolver la Cámara esta 
solicitud por creerse ella incompetente para inmisciiirse en la 
tramitación de negocios judiciales, no rechaza esa solicitud sin 
conocerla, sin oír; al contrario, la rechaza con pleno conoci- 
miento de ella, puesto que se necesita conocerla á fondo para 
declarar llNo soy competente para tomar medida alguna; de- 
11 vuélvase.~~ Esto me parece evidente. 

I IA riesgo de molestar á la Cimara, voy á permitirme agregar 
algo sobre la tcoría Constitucional cn materia de garantías indi- 
viduales y el deber del Congreso dc vigilar por cllas, y lo hago, 
porque se ha insistido cn esta cucstión, á pesar de la clara y 
fundada esposición que, con su autorizada y brillante palabra 
ha hecho mi 1-Ionorable amigo el seííor Huneeus. 

liEl artículo 58 (49) de la Constitución recomienda efcctiva- 
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mente á la Comisión Coiiservadora, en representación del Con- 
greso, velar por la observancia de la Constitución y de las Leyes 
y prestar protección á las garantías individuales. Pero ¿cómo 
debe ser esta protección? <En qué consistirá? 

~iSiipongamos, señor, que durante el receso del Congreso un 
Tribunal de Justicia violara la Constitución de  una maneraque 
se quiera. ¿Qué haría, que debería hacer la Cornisión Conserva- 
dora? Velar, dice la Constitución, por su observancia; pero 
¿cómo? La  misma Constitución se lo dice: requiriendo á la au- 
toridad competciite para que hiiiera cumplir con su deber A ese 
Juez; J' ¿con qué objeto liaría este requirirniento? {Para cambiar 
por sí misma los piocedirnientos del Juez? De  ninguna manera, 
porque eso no lo puede liacer ni el inisrno Congreso. Lo  único 
que la Comisión Conservadora, como el Congreso, puede hacer, 
es establecer de  parte de  quién está la responsabilidad, para 
proceder en seguida como lo determina la Constitución respecto 
A la manera de liacer efectiva esa responsabilidad, la cual sólo 
puede Iiacersc efectiva en. los casos determinados y taxativos 
que la Constitución expresamente enumera. 

~~Establccida la responsabilidad del acto denunciado, <cómo 
procederían la Comisión Conservadora Ó el Congreso? I,a Comi- 
sión Conservadora daría cuenta al Congreso y éste por medio 
de la CAmara de Diputados entraría á. apreciar los capítulos en 
que se fundaran el cargo Ó los cargos; estimaría si era11 bastante 

podei.osos para entablar una acusaci6n ante el Senado, quien 
entonces se pronunciaria, pero se protiui~ciaría, no para desha- 
cer 10 hecho, como en el caso actual se exige, sino para imponer 
alguna pena á la autoridad declarada culpable. 

llEsta es la teoría Constitucional, esta cs la manera cómo, 
según ella, debe el Congreso velar por la observancia de  la Cons- 
titución y de las Leyes. 

~iAliora, volviendo á la solicitud que nos ocupa, ¿tiene ella 

algo de parecido á los casos en que puede el Congreso entrar A. 
juzgar la conducta de los Tribunales de Justicia? Aquí se trata 
de  una solicitud tan abiertamente incoiistitucional, como lo se- 

ría la de pretender que el sueldo de  dieciocho mil pesos del 



Presidente de la República debía otorgarse al solicitante y no 
al Suprcmo Magistrado dc la Nación. ;Cómo puedc pedirse in- 
forme de Comisión para desechar semejante disparate? 

1lPor estas consideraciones, y para no molestar mas á Iii CA- 
mara, termino pidiéndole que se pronuncie sobrc la solicitiid 
presentada, en la forma propuesta por nuestro Honorable Vice- 
presidente, señor Cood, devolviéndola.l, 

E n  la sesión de 1.O de Diciembre de 1577, á propósito de 
ciertas observaciones del señor don José Manuel Balmaceda, 
condeiisamos nuestras opiniones en las palabras siguientes: 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
11Er, S ~ R O I :  H u ? i ~ ~ ~ s . - T o r n o  la palabra sólo para haccr 

dos observaciones: 
11Es la primera, que la Constitución reformada y la antigua 

en nada difieren sustancialmentc acerca del dcreclio tIc peti- 
ción. Segiin la parte 6.a del artíciilo 12 (10) de la reformada, 
el derecho de pctición debe ejercerse procediendo en términos 
respetuosos y co~zzie~~ieiztes. Según la antigua, dcbía ejeicerse 
procediendo legal y resl~etuosamente. Toda la diferencia con- 
siste e11 la sustitucióii de la palabra cozvzltieizte á la expreiióii 
legal. Diferencia es ésta que iio lo es en el fondo, porque no es 

conutniejzte una  solicitud quc no es legal, y es cn alto grado 
i~zcoi~ve?zie/zte una petición qiic viola abiertamente la Conctitu- 
ción y quc importa un verdadero desatino, parque no otro cali- 

ficativo merece la idea de constituir á la Cámara en Tribunal 

llamado á rever los fallo5 de los Tribunales de Jii3ticia. 
~~Solicitudcs semejantes, se devueivcn, corno vulgarrncntc se 

dice, sin más auto ni más traslado. La  incoinpetcncia de la 
Cámara es algo tan evidente, que no puede ponerse en duda. 

. . . . . .  i ~ E n  segundo lugar rnc permito hacer notar. 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

'imara que la mejor prueba de  la notoria incompetencia de la C.' 
para conocer en la solicitud dc Triuifios, consiste en su absolu- 
t a  imposibilidad de dictar medida alguna en el sentido que se 
pretenlle. El  Honorable Diputado por Carelmapu acaba de de- 
cirnos quc la Láinara podría elevar una representación al Prc- 
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sidcnte de la República llatnando su atención al procedimiento 
de la Excelentísirna Corte Suprema. 

~lsuponiciido qiic tal cosa hiciera la Cámara, iqué avanzaría 
con ello? pregunto yo. Nada, absolutamente nada. El Ministro 
dc Justicia recibiría el oficio de la Cámara, y, aun queriéndolo, 
nada podrfa liacer respecto de la Corte Siiprema, por la senci- 
llísima razón de  que en el caso actual se trata d e  un acto de la 
Corte que no está sujeto á la vigilai~cia del Ejecutivo. Según 
la parte 3." del artículo 82 (73) de la Constitución, en la forma 
que tiene después de  la rcforma de 1874, hoy el Presidente de 
la República carece de facultad para ingerirse en la p ~ ~ o n t n  y 
czd1i2pZida n d ~ ? z ~ n ~ s t  vnción de justicia, pudiendo sólo ve1 ar sobre 
la coizdz~ct~z 7?~i?zistevial de los jueces, lo que es cosa bien dic- 
tinta. 

1lSe concibe que si un Ministro de la Corte Suprema aban- 
donara su asiento en el Tribunal durante un mes 6 dos sin l i -  
cencia de la autoridad competente, podrla, por esa falta mera- 
mcntc mi~zisterinl, ser amonestado por el Ejecutivo. Pero, 
después de la rcforma de la Constitución, no puecle costenerse 
que semejante amonestación purda dirigirse por el I'residerite 
de  la República á un Tribunal que administra justicia cz~mp!ia'a 
o no czr ~;lzplidn??zente. 

llEsta reforma importante, en la cual 110 ha parado mientes, 
quizá, el Honorable Diputado por Carelmapu, manifiesta que la 
representación que la Cámara elevara al Ejecutivo en casos 
como el actual, no produciría efecto alguno y sería del todo 
ineficaz. Semejante resultado, que sería inevitable, si tal paso 
se diera, revela clarainente la notoria incornpetcncia del Con- 
greso para conocer en solicitudes como la que en este momento 
nos ocupa. 

~~Todav ia  más. Ido dije anoche y lo repito ahora. Ni aún 
ante el Senado podría esta Cimara acusar á los Magistrados de 
la Corte Suprema por cl crimen de torcida administración 
de justicia Ó por el de  inobservanciamde lac Leyes que reglan 
el proceso. Esta Cámara podría acusarles sólo por izotnble 
abandono de szds deberes, lo que es cosa bien diversa. Y aun por 



los dos delitos á que acabo de referirme, la Corte Suprema no 
puede ser acusada por nadie, ni en caso alguno, según lo di§- 
puesto en la Ley vigente sobre Organización y Atribuciones de 
os Tribunales. 

llLo dicho basta y ?obra para que la Cámara comprenda que 
no es aceptable otro procedimiento que el de devolver la solí- 
citiid de  Triviños, como lo ha pedido mi I-Ionorable amigo el se- 
ñor Cood, porque ese proccdimiento significa la declaración 
implícita de que la Cámara se recoiloce zitcol;2petente de todo 
punto para conocer de tan anormal corno absurda p e t i ~ i h n . ~ ~  

La  Cámara, en la referida sesión de 1.0 de Diciembre de 1577, 
pensó como nosotros, aprobando, por treinta y ocho votos con- 
tra ocl10, la siguiente proposición:  oída la discusión prornovi- 
da por la solicitiid de Miguel Triviños, la Cámara declara que 
no es c o ~ ~ q e t e n t e  para resolver sobre el1a.ll 

La teoría sancionada en este caso por la Cámara de Diputa- 
dos cs, colno se ve, la inisma sostenida por la Corte Suprema 
y acogida por la Comisión Conservadora en Abril dc  1875. 

Antes de  la reforma del artículo 58 (49) de la Constitución, 
la Comisión Conservadora jamás había ejercido la atribución 
que tuvo dcsdc 1833, y que había tenido también conforme á 
la Constitución dc 1828, de velar sobre la observancia de la 
Constitución y de las Leyes. Sus funciones se habían reducido 
á prestar su acuerdo al Ejecutivo para la concesión de ascensos 
militares, cn receso del Senado, ó á declarar si Iiabía ó no lugar 
á formación de causa contra algún Diputado, durante el receso 
de la Cámara respectiva. ¡¡Pobre papel que habría hecho ape- 
tecible la supresión completa de la Comisión misma, llamando 
en esos casos extraordinarios á la Cámara correspondiente al 
ejercicio directo de sus atribuciones Constitucionales!! 

Sólo en Mayo de 1876 llegó el caso dc  que la Comisión Con- 
servadora pusiera en ejercicio por plimera vez, que nosotros se- 
painos, sus altas atribuciones inspectivas, á consecuencia de la 
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presentación que le fué elevada por los señores don Benjamín 
Vicuña Mackenna, don Justo Arteaga Alernparte y don Isido- 
so Errázitriz, denunciando una serie de hechos~abusivos, que 
minaban la pureza y libertad tle las clcccioiies populares que 
habían tenido lugar en los dos meses anteriores, y pidiendo á 
la Comisión pusiera en ejercicio las facultades que le confiere 
el articulo 58 (49) de la Carta Fuiidamental. 

Los cargos formularlos por los tres mencionados señores afec . 
taban á muchos fiincionarios adininistrativos, principiando por 
el Gabinete á quien se imputaba el cambio de Intendentes y 
Golernadores, hcclio á última hora con propósitos intervencio- 
nistas; siguiendo con cl Inte~idente de Valparaíso, á quien se 
imputaba principalmente el banclo ó decreto librada por él el I 7 
de Abril de  aquel..año; continuando con algunos Gobernadores 
departamentales, y terminando con aigunos Subdelegados. 

El denuncio se presentó con proporciones tan vastas, que la 
Comisión Conservadora, de la cual nos cabía á nosotros la honra 
de f ~ r m a r  parte, principió por ordenar el 4 de Mayo dcl año 
citado, que los señores reclamaiites preseiitaran una minuta es- 
crita coiicretando aquellos cargos que importaran ,infracciGn de 
la Constitución i de las Leyes. 

Hecho csto, la Comisión cclebró varias sesiones desde el 13 
hast;i el 25 de Mayo, adoptando los acuerdos que se consignan 
en las actas quc publicamos, entre las piezas contenidas al fin 

de este volumen (1). 

Los votos que tuvimos la honra de emitir durante aquéllas 
sesiones f~ieron deterininados por las ideas que abrigábamos y 
abrigamos todavía acerca del carácter de lk Comisión Conscr- 
vadora y acerca de la naturaleza de las abribuciones que hoy 
la corresponden conforme á lo dispucsto en los incisos 1.O j7 2 . O  

clcI artículo 58 (49). 
Procuraremos condensarlas con la claridad y prccisiGn que 

nos sea posible. 
* 

m * 

(1) Anexo 1iú111. I j. 
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La  Comisión Conservadora 720 es un Tribunal y 720 está Ila- 
mada á fallar. Sii acción es meva)ize~zte i7zrpzLtiun y se limita 
dirigir representaciones al Ejecutivo, en los casos á qtic aluden 
los párrafos 1.0 y 2.O del artículo 58 (49). La C~misión dckr- 
~lziiza, represerztn; pero no 7-esuelve izi serztt.nci(z en esos casos. 
No está, por consiguiente, sujeta íí las reglas que las Leyes se- 
ilalan á los Tribunales para tramitar y para decidir. Es la 
Comisión un cuerpo político iuspectivo que pvocede y ~iz~tanzirzn 
como jurnrh, según el leal saber y entei;der de los miembros 

que la forman. 
S i  la Cornisión está encargada de  ejercer, en r~$vesentación 

riel Co~zg~*eeso y ~iz~rnizte SZI rectso, la supervigilancia que á éste 
compete sobre todos los ramos de la Administración pública, es 
claro que no sería dable atribuirle facultades de que careciera 
el Congreso mismo; y corno éste carece de la faciiltad de ejer- 
cer funciones judiciales de aquellas que el arti'ciilo 108 (99) 
atribuye excliisivarnente A-los Tribunales establecidos I)or la 
Ley, es evidente que la Cotiiisióii carece n fovtiovi, de la de in- 
gerirse en procesos sometidos al conocimiento y decisión de la 
justicia ordinaria, de la de suspcii~ier su curso, clc la de avocár- 
selos y de la de revivir procesos fenecido;. 

Más todavía. 
Para mantener la separación debida entre los l'oderes Públi- 

cos y, para respetsr la independencia de cada uno de ellos, den- 
tro de la esfera que le es propia, velando, sin ciribargo, por la 
observancia de !a Constitución y de  las Leyes y prc.jtand3 pro- 
tección á las garantías individuales, es lógico afirmar que la 
Comisión tio debe interponer su acción inspectiva, sino en aqiie- 
110s casos en que, tratándose de infracciones á la Coristitucidn 
ó á las Leyes, ó de abusos ó de atentados cometidos contra las 
garantías individuales, no bastaren Ó no fueren suficientemente 
eficaces y expeditos, para hacer cesar el abuso, si éste no hubie- 
re cesado, y para obtener en todo caso el castigo del culpable, 
los remedios ordinarios establecidos por las Leyes; en aquéllos 
casos en que se tratare de hechos cuya gravedad fuera tal, 

atendida su naturaleza, las circunstancias en que tuvieron lugar, 
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la categoría de los f~zncionarios qiie los hubicren cometido, 6 
las trabas estalilccidas para perseguir la responsabiiiclad dc 
éstos, que sólo podría ser eficaz y expedita para su represión la 
intervención ciirecta de las CArnaras inismac, cn uso de las atri- 
buciones irispectivas que ies compcteri. 

Guiados por estas consideraciones, qur á la Cornisión rnicrna 
incunibe apreciar, sin perjuicio de ia respoi~sabilidad que pesa 
sobre sus tnicmbros ar,tc el Congreso, creímo.; en 1876, qua 
trntindose del decreto expedido por el Intcridente de Valparaí- 
so el 17 de Abril de aq~icl año,-decreto que reputamos incons. 
tituciorial 4 ilegal,-la Cornisióri debió dirigir una representa- 
cicín al Prcsidentc de la República, ya qu:: rlo para obtener que 
fuera revocado, puesto que sus cfcctos liabían cesado, á lo 
menos para evitar la repetición dc serncjantes atentados, Las 
circunstancias e13 que ese decreto ce dictó; la grave naturaleza 
de las disposiciorie% qiie contcnia; las trabas y dificultades con 
que los directaineiitc ofendidos por él tenían quc tropezar para 
perseguir la responsabilidad del Iritct~dente, autor de aquellas 
niedidas, y sujcto, por otra parte, A la acción fiscalizadora dc 
la Cárnara de Dipiitadoc, y, por corisiguicnte, á la de la Comi- 
si611; importaban razones que, á nuestro juicio, requeríati la 
acción directa de la Comisión. 

E n  el caso de abusos dc Inspcctore~ 6 Subdelegados, consis- 
tentes en el servicio compulsivo de patrullas, i~npuesto ri los 
ciudadanos, no coriciirrían tales circunctanciac. Aqiicllnc fun- 
cioilarios, interpretando y aplicando mal, siti duda alguna, el 
artículo 166 dc  la Ley de Régirnen Iiiterior, obedecían i una 

practica contraria á la Ley, pero coristantementc ohcervada 
entre nosotros durante largos aííos. Las Lcyes no los rode'in, 
como Lí los Intendcntcc y Gobernadores, de garantías que tra- 
ben (5 dificiilteri la accióti quc contra cIlos pudiera itltei-ponerse 
en razón de tales rncdidas. Lejos de eso, se les puede acusar 
fdcil:~zente, cn razdn de ellas, ante el Juez letrado ordinario, y 
puede, por consiguiente, obtcnerse pronta reparacióil del abuso 
por el rnismq ofendido ante los Tribunales llarnacios 3 conocer 
de las causas criminales, Por esta? razoncs, creernos que la Co- 



misión obsú bien al no nd~~zitlr siquiern d ct-nrnelz los cargos 
quc con este motivo cc formularon. 

Otro tanto decirnos relativamente al acuerdo (le no admitirá 
examen el cargo aducido contra el scííor don Belisario Henrí- 
qucz con motivo de Ir i  nota explicativa agregada por él, eri su 
carácter de Primer Alcalde de! Cabildo cle satitíago, al acta de 
la Junta Escrutadora de la elección municipal habida cn este 
Departamento en Abril de 187G; porque, si ese-acto fué indc- 
bido, in-iportaha un delito sobre el cual pendía rtntc los Tribuna- 
les ordinarios u11 proceso del cual éstos conocían y debían 
coiiocer exclusivamente, scgí~n el artíciilo ros (99) de la Consti- 
tución y cl 5 . O  de la Ley de Organización y Atribucioiles de 
los Tribunales. 

IXCISO 3 . O  J)EId r l R T i ~ ~ 1 . 0  58 (4g).-Loc actos cn que el Pre- 
sidente de la República dcbeprocedcr de acuerdo con la Corni- 
siún Conservadora, cuando el Senado se hallare en receso, son 
los rnrncionados e11 las atribuciones g.", 1o.a y 1 7 . ~  del articu- 
culo 82 (73) de la Cotistitucidn. 

ixcrso 4.0 i )EL ARTICULO jS (49). -La atribucidn dc pedir al 
Pres ide~te  dc la Kcpública convoque al Corigreso i sesiot~cs cx- 
traordinnrias, cuariclo lo exigierei~, á juicio de la Comisiói~ Coti- 
scrvadora, circunstancias cstraordinarias y especiales, no nos 
parece bastante para dar 5 diclia Comisión toda la respetabili- 
dad y prestigio necesarios, porque cl Ejecutivopodd~z izegaj.sc n' 
decretnr In conaocntoricz (1), y porqiie, aun c,L!el iéndola el Presi- 
dente de la Rcpiiblica, podría encontrarse ctl la imposibilidad 
dc llevarla á efecto, si cl Coiiscjo de Estado le riegase el acuerdo 
que, para tal medida, exige Id parte 5." del artíciilo 82 (73). (2;. 

(1) T ~ ~ i a l  opiiiibii sostiivieron 104 señores do,i ,liiLonio Varas, en sesicin 
del Senado de 6 de Junio de 1881, y cdoii Hcllsario-Pniis, en sesi611 del 7 
del inismo ni?$ y afio. (1'\TilL/z /?~/ll?ct@i..) 

(2; E1 caso de neg~i ise  el Ejecut:vo A convocar al Conzrcso d aeJiones 
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Creemos, por consiguiente, que el inciso 4.0 del artícu- 
lo 58 (49) debe ser reemplazado por el 3.O del artículo 92 de la 
Constitución de 1828, que confería d la Comisión Permanente 
la facultad de acordar por s t  sola, en caso de  ser insuficientes 
las representaciones qiie hubierr dirigido al Presidente de la 
República, la convocación del Congreso á sesiones extraor- 
dinarias. 

El inciso 5.0 del artículo 58 (49) no sugiere observacidn alguna. 
Nada niás natural que el que la Comisidn Conservadora, que 
obra sólo en representacidn del Congreso y durante su receso, 
dé cuenta A éste, tan luego colno se reunierc, de las medidas qiie 
hubiere tomado eri desempeño de su cargo. 

En  cuanto á la responsabilidad de los miembros de la Co. 
misión Conservadora, nos referimos á lo que acerca de ella di- 
jimos al ociiparnos en el artículo 38 (29). 

extraordinarias, ocurri6 el 29 de Abril de 1881, fecha en la cual acord6 la 
Coini~ióri Conservadora pedir al Presidente de 1.1 Repiiblica quc convocara 
al Congreso 6 sesiones extraordinarias para ocuparse en los nsunt.os relati 
vos á la guerra. Coi1 la iiiisma fechacoiltestó el Ejecuti'vo que «no coristán- 
dole la existencia de circunutancias extrnordiilarias y excepcionales que 
exigiera11 la conrocatoria del Congreso á sesioiies extraordinarias en  el corto 
tienipo que falt;iba. para el 1." de Junio, tenia cl sentiiliieiito de decir á la 
Co~iiisión que no consideraba oportuno anticipar la reunió!l del Congreso)). 
(Notli n'rb Azllar) (;:'). 

(') El  caso se ha repetido el a j  de Abril de ,890, fecha en la ciial el Presidente de la Itepública, 
fundindose en consideracione; análogas á las validas en 1881, exciisú la convocatoria del Congreqo 
6 sesiones extraordinarias, solicitada por la Comi-,ión Conservadora para el más proiito despacho 

e loc Proyectos de Ley dt Eleccionei y de blui~icipalidade-. ( A í o t ~  de los Edito,-es.) 



A N E X O S  



Incorporados á la Cárnara, en nuestra calidad d e  Diputado suplente 
por Ancud, e n  sesión de  3 de  Julio de  1865, en momeiitos en que se 
discutían la reformabilidad del artículo j.O (4.0) d e  la Constitución y 
el Proyecto d e  Ley Interpretativa de  dicho artículo, tuvimos la honra 

de  expresarnos d e  la manera siguiente: 
1iE1. SEÑOR H u ~ ~ ~ u s . - P a r t i d a r i o  conlo el que mis, señor Presi- 

dente, de  la refurnia de  la Constitución, he creído cuinplir con un de- 
ber d e  conciencia y de  sentimiento al apresurarme a tomar un asiento 
en esta Cámara, quizás de  una manera que algunos miembros han po- 
dido considerar extraña, no para hablar, agregando el prso de  ini lio- 
bre palabra al d e  las razones que militan en pro de  la reforma, sino 
para contribuir con mi voto al triunfo d e  las ideas que profeso. 

1iSiendo partidario decidido de  la reforma constitucional, deho serlo 
con mayor razón de  la del artículo 5 . O  (4.0), y me había propuesto to- 
mar la palabra con el ohjeto de expresar una idea semejante á la que 
el Honorable Diputado por Casablanca ha patrocinado en su discurso, 
es decir, estaha decidido por la adopciún d e  un termino iiiedio entre 

las dos opiniones extremas que se habían manifestado anteriormente 
en el seno d e  la Cárnara. Conservarido el artículo 5 . O  (4.@) en su pri- 
mera parte, porque soy católico (bien que, mirada la cuestión á la luz 
d e  los principios rigurosos del Derecho Ptíblico, recoñozco con Ics 
Honorables Diputados por Copiapó, por Itata y por Illapel, que no 

puede el Estado tener una religión), habría pedido la reforma de su- 

parte final. 
26 
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1lSe presenta ahora el mensaje del Presidente d e  la República, y 
croo que la Cim:~ra puede ocuparse en él, ya que, según se nie ha 

dicho, ha inerecido la aprob~ción  de  la Cániara d e  Senadores por to- 
dos siis roto-, nienos uno. Apenas creo necesario decir que nosotros 
estaremos por el Proyecto de  Ley, consecuentes con nuestro deseo de  
que el artículo sea reformado. 

 pero ¿cu:il es el a!cance d e  este Proyecto? <Qué mira se ha pro. 
puesto con Cl t l  Presidente de  la República? ¿Qué resultado produci- 

ría su adopc;ón, partiendo del hecho de que la Cámara está ocupándose 
exclusivamente en estas sesiones en la reforma d e  ese misino artículo 
que se quiere interpretar? 

i1No lo sé; pero si se ha creído'poner con el Proyecto un atajo á la 
reforma é i~npedirnos la continuación de  nuestros debates, se sufre una 
Iaiueritable equivocación. 

LlEsr men-jlje, qxe tiene ya la aprobación de la Cámara de  Senado- 

re.;, es t i  manifestando que la gran mayoría del pueblo chileno pide la 
reforr?ia, y es un argumento más en favor d e  la causa que sosteiieinos 
los que la solicitamos. N o  rechazainos la Ley Interpretativa, pero que- 
reino; sí, y lo qiierremos siempre, que la Ley no subrogue á las dispo- 
siciones constitucionales. (Scríln admisibles las garantías constitucio- 
nales con el so!o fundamento de  una Ley? La libertad de conciencia, la 
propiedad, la seguridad individua!, ¿deberán consigiiarse en una Ley 
expuesta á variaciones infinitas y á veleidades que no ejercen su iin- 
perio so l~re  una Constitución? D e  ninguna manera. U n o  de  los gran- 
des defectos de  que adolece 13 Constitucicíii de  1853 es el d e  encargar 
muclias v-cej sus preceptos & Leyes reglaiiientarias, mediante las cuales 
ini,  de una vez se han lierlio iiujorios; y 110 debe perniiiir la Cimara 
que ese defecto tonie inayor cuerpo con la consignlción de  una de  las 
m i s  prcciojas garantías del hoiiibre en unz s imi~le Ley Interpretativa. 

112Qué se pretende con el Proyecto? Nadd in:iios que borrar del 
Código Fundamental esa garantía; nada nienos que sostener que tanto 
vale la Ley como el precepto coiistituciond p l ra  las autoridades y 
103 ciudadanos; absurdo y absurdo tremendo, que espero sabreinos 
evitar. 

llSi es cierto que el Ejecutivo aprueba la idex de  reforiliar el artícu- 
lo 5.O (4.0), ¿por qué no reformarlo? ¿Y por qué, en liigar d e  refamar 
el artículo, se nos preseiit.1 de iii~proviso y coi1 el objeto, sin duda, de  



sorprender á la Cámara, un Proyecto de Ley Interpretativa, al)rol,ado 
como por telégrafo por la Cámara de Senadores? 

11He dicho y volveré á decir que prestaré ini voto al Proyecto; pero 
lo considero deficiente por sí'sólo para satisfacer las justas exigeiicias 
del país. 

#,Se me ha informado .que algunos iriiembros de este Honorable 
Cuerpo tenían la determinación de presentar á la Cáinara un Proyecto 
análogo al en que nos oiupamos, en las sesiones diurnas; pero csie 
Proyecto muy poco habiía sigriificado tina vez que 1.1 Cimar'~ acordase 
que la segunda parte del artículo constit~icional necesita de refoima. 

La reforma es iinprescindible, suceda lo que quiera, y no debcinos 
apartar de ella la vista en ningún caso. 

llSi es verdad que muchos de los Honorables Diputados pidieron, 
siendo inieinbros de la oposición, la reforina del artictilo ( 4 . O )  por- 
.qi:e la creían indispensable, ;por qué se apartaríxn lioy dz eila? 2Na t s  
verdad que esa idea tiiunfaria á pesar de los obstaculos que ia Consti- 
tución misma opone á esta refarnia? ¿Por qué eiitonces no entrar de 
lleno en la cuestión capital? 

iiEstoy por el Proyecto del Gobierno, pues lo cre) útil, teriieiido 
presentes las dilaciones que pueden sobrevenir en la reforma del arií- 
culo constitucional. La reforma, téngalo presente la Cániara, piietle 
tardar dos, cinco, 6 seis años. Quizás en las sesiones que nos restan 
del presente año no alcance á discutirse el Proyecto i i i  el info:ine que 
sirve de base al debate, y tal vez esto s61o pueda consegui~se en las sc- 

siones del año venidero. Entonces el Proyecto de Refurml aceptado 
por esta Cámara pasaría á la de Senadores en 1867. Si el Cenado, co- 
mo me permito dudarlo, no aceptase el Proyecto, ó si el Gubieriio, 
como también me permito dudado, dejase de ac<ptarlo, el tériniiio s2- 
ría más desproporcionado aún. La reforiua queda:í.i aplazada tiasta el 

año de 1870. 
iiPero si la J,ey no excluyz In  reforma, aprobada Iioy aqiiélla, puede 

venir ésta el día de niiñana. La Ley eii este caso tendría por otjeto 
satisfacer provisoriamente una nec~sidad (lile mis taide st ría aiendida 
de la manera que debe serlo. Por esto no trejlidaré en darle ini apro- 
bación mientras quede á salvo nuestro derecho liara ocupainos en se- 
guida en la reforma del artículo 5 . O  (+O), porqur, conviciic notarlo, 
tenernos coiiio Representantes de la Naci611 y como n~ie~libros del pri 
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mer Poder del Estado, derecho para seguir nuestras deliberaciones sin 
que nadie nos turbe,' sin que naaie nos moleste, sin que nadie pueda 
invocar la facultad de  ahogar nuestra voz ni desviar nuestra conducta 
de  In senda q:ie hayamos querido trazarnos. 

 entreta tanto, reconozco la necesidad de  que el Proyecto pase á la Co- 

nlisióii respectiva, y ine adhiero en este punto á las ideas emitidas por 
el Honoral>le Diputado p r r  Copiapó.ii 



ANEXO N Ú M .  2 

E n  la misma sesión d e  3 de  Julio de  1865, ncs expresamos, segunda 
vez, d e  la manera siguiente: 

IIEL SEÑOR HUNEEUC.-Para mí no existe la situncion rara y anó-  

mala de  que ha hablado el honorable Iliputado por Copiapó; así es  
que no tendré inconveniente en dar mi aprobación al Proyecto. Yo 
soy precisamente uno de  esos individuos á quienes se refirió en ln 

sesión pasada el Honorable Diputado por Iliapel. Yo soy Iiijo d e  tino 
d e  esos matrimonios mixtos, sobre los cuales mi antiguo y digno iiiaes- 
tro, el Honorable Diputadí, por Rere, no Iin emitido uiia opilii6n 
exacta. Al dar mi voto al Proyecto n o  lo Iiago guiado sinil>lcrneiitc por 
mi fe católica, apostólica, roiu3na, d e  que la Hoiioral~le Ci~ i ia ra  me 
Iia oído poco ha hacer profesión, sino porque, ya qiic no es posible 
obtener todo lo que desearía sobre este particular, ine conformo con 
aceptar lo poco que se nos ofrece, sin abandünar por eso el propósito 

de  conseguir más tarde lo demás. 
1iEn este sentido, y teniendo presente que la Iloiioral.)le Cámara h:i 

r e s ~ e l t o  (lile el Proyecto no pase á Comisión; que hay, si me es perrni- 
tido valerine d e  esta expresión forense, cosa juzgada sobre el particu- 

lar, creo que no puede haber escrúpulo para votar en favor del Pío- 
recto Interpretativo del artículo 5 . O  (4.0) que se nos prescrita. 

 aunque la Constitución no se ra!c de  la palal~rn culio, éste 110 es 
para mí otra cosa que la iiiririifestacióii d e  lo que el hombre siente en 
sus relr?ciones con el Ser Supreiiio. Puede ser que esta definición no 
sea. teológica, pero eila indica que al liab!ar el artícuio s.? (4.0) de  la 
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Constitución, del ejercicio público de las religiones disidentes, no ha 
podido referirse sino á su culto. Por eso es que el Proyecto que se dis- 
cute se vale de una palabra perfectamente adecuada. No debe, pues, 
la Honora1,le Cámara encontrar contradicción entre el voto de apro. 
I>ación que voy á dar al Pioyecto y ini anterior solicitud. Cuando hace 
un n-ioinento pedíx que el Proyecto pasase á Comisión, lo hacía única- 
mente con el buen propósito de que la Ley fuese completa, puesto que 
tengo intereses especiales que me obligan á procurar este resultado. 
No habiendo tenido tiempo para considerar con alguna detención el 
Proyecto, se iue ocurrieron de pronto algiinas observaciones B que tal 
vez convendría dar cabida en la 1,ey. Noté, por ejemplo, que la Ley 
nada hablaba de los cementerios de los disidentes; y aunque es cierto 
que el artículo 5 . O  del Tratado celebrado entre Chile y la Gran Bretaña 
estatuye algo sobre este particular, no lo es menos que una estipulación 

semejante sólo pueden hacerla valer los ingleses. {No convendría 
hacer extensivo este derecho á los disidentes de otras naciones? Análo- 

gas á ésta, se me ocurrieron otras consideraciones, como, por ejemplo, 
sobre los aparatos externos de los edificios religiosos, los campanarios, 
las cruces, etc. Pero, establecido ya por la Cán-iara que se trate inine- 
diatamente de este asunto, ¿cuál es rni deber? S~stei ier  el Proyecto 
que realiza una parte de niis deseos. 

ilEl Honorable Diputado por Copiapó encuentra un conflicto entre 
sus deseos y los respetos debidos á la Carta Fundamental; y yo, por el 
contrario, encuentro los míos de acuerdo en este particular. Creo que 
los trámites fijados por el artículo 364 (155) de la Constitución para 
la interpretación tienen perfecta cabida en el caso en que nos ocupa- 
mos; y, debiendo tener toda medida de este género algunos antece- 
dentes á su favor, pudiera decirse que i este respecto existe lo que en 
estilo forense se llama interpretación usual. En efecto, no se diga que 
sólo hace diez ó doce años se interpreta la Constitución como se 
Iiace ahoia; porque casi al mismo t:enipo de proinulgada, los misinos 
respetables autores de ella nos han indicado claramente, por medio de  
sus actos, el sentido y alcance que debe atribuirse á la prescripción 
constitucional. Aiinque pareciera indiscreto, es oportuno recordar un 
liecho que puede salvar toda duda que existiera en la Honorable Cá- 
mara, aunque no creo que la niayoría de los señores Diputados parti- 

cipe dellas ideas emitidas por el Honorable Diputado por Copiapó. En  

el año de 1837, siendo Ministro del Interior el digno padre del señor 



Presidente de  esta Cámara, uno de  los firmantes d e  la Constitrición, y 
Ministro del Culto el señor don ivtariano Egaña, fueron acompañados 
á Valparaíso por dos empleados, uno de  1~1s  cuales era don Francisco 
Javier Ovalle y el otro don Angel Prieto y Cruz; y presenciaron el 
establecimiento de  la priniei-a c a ~ ~ i l l a  protes!a::te en aquel pueblo, sin 

, que pensaran, ni por un inoniento, que aquello era una infracción 
constituciorial. Con motivo de cierto desacuerdo entre los ingleses y 
los norteamericanos, nacido de que los ingleses acostumbran, al con- 
cluir, rogar por el Rey y la Reina, lo que naturaliiiente choca con los 
sentimientos de los americanos, se creyó necelario fundar un1 segurida 
capilla, que es la que hoy se llama de  la Uiiión. 

11Si los misn~os autores de  la Constitución dieron esta interpretación 
práctica al artículo 5 . O  (4.0), nada inás natural que la coi!ducta observa- 
da  posteriorinente por las Administraciones Eulnes, Moiitt y la actual, 
respetando siempre este derecho en los disidentes. Por eso es que nun- 
ca han sido atendidas las peticiones que en ciertas ocasiones Iia elevado 
la autoridad eclesiástica para que se cierren esas capillac. Siendo así 

¿qué importaría ahora un voto negativo al Proyecto que se discute? 
Nada menos que una reprobación de  todos esos Gobiernos y Congre- 

'sos que han obrado dentro d e  la esfera constitucional. Creo qiie pueden 
haber existido dudas á este respecto; pero no acepto, con el Honorable 
Diputado por Itata, el cargo d e  violación d e  la Constitucióri qiie liasta 
cierto punto formuló Su Señoría contra las diferentes Adiiiinistracioiies 
que han venido sucediéndose en el Gobierno d e  la República. Creo 
que todos esos Gobiernos, así como el actual, han obrado perfectn- 
mente permitiendo á los disidentes el libre ejercicio de su culto. Nada 
tiene, pues, de  extraíío que, pensando de esta manera, esté dispuesto 

á dar ini voto en favor del Proyecto que se discuteii. 



Discurso sobre la necesidad de reformar el artículo 5.0 (4.0) 
de la Gonstitución 

En sesión de la Cámara de Diputados de 25 de Julio de 1865, pro 
nuncianios el discurso siguiente para sostener la necesidad de reformar 
el artículo 5.0 (4.0) de la Constitución: 

I ~ E L  SEÑOR HUNEEUS.-E~ la sesión del 3 del presente, al tratarse 
de la primera discusión del Proyecto de Ley Interpretativa somelido' 
al Congreso por el Presidente de la República, tuve el honor de expo- 
ner que me había incorporado á la Cámara con el objeto de contribuir, 
ya que no con el apoyo de mi palabra, al menos con el de mi voto, al 
triunfo de las idea; que profeso; ideas y principios que manifesté en- 
tonces á la ligera, diciendo, como recordará la Cámara, que deseaba la 
reforma de la parte segunda del artículo 5.O (4.0) y que pedía, por lo tan- 
to, que la Cámara lo declarase asf al tiempo de manifestar su opinión. 

1iConsecuente conniigo propio y con los deseos que entonces emití, 
me veo ahora en la obligación,--aunque tocado en cierto modo por el 
niisnio desaliento, pues noto que la proposición del Proyecto Interpre- 
tativo que hemos aprobado y que, si aun no es Ley de la República lo 
sera en breves instantes más, sólo ha tenido por objeto ahogar los de- 
bates sobre la reforma del artículo constitucional;-me veo, repito, en 
la necesidad de tiacer una nueva exposición de mis ideas acerca de tan 
grave como importante cuestión. 

iiInsistiré en pedir la reforma del artículo 5." (4.O), apoyado, ya en que 
ninguno de los motivos que la exigen ha desaparecido hasta ahora, ya 
considerando que la Ley aprobada no obsta en iiianera alguna á esa 
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drterminación, y en que, lejos de  obstar B ella, es uno de  los verdaderos 
fundamentos que la apoyan. 

ilExpuse entonces y repiti'ré ahora, después que la Cárriara ha oído 
los extensos y elocuentes discursos pronunciados por los honibres más 
prominentes d e  los p.irtidos, que sólo entro en debate trayendo la ex- 
presión de  mis propias ideas y sentimientos. N o  vengo aquí en repre- 
sentación de  partido alguno, -y las ideas que emito y sostengo son ideas 
mías, que expongo por ini cuenta y riesgo. 

llCon estas ligeras advertencias,-.puedo entrar á la cuestión que me 
obliga en este inomento á tomar la palabra. H e  manifestado ya en 

otra ocasión que era partidario d e  las doctrinas que sostienen los Hono- 
rables Diputados por Copiapó, Illapel é Itata, e n  cuanto no conciben 

cómo un Estado pueda tener una religión; y en efecto, mi persua- 
sión en este punto no puede ser más inainovible. Estoy íritimainente- 
persuadido de  que un Estado no es susceptible de  religión, puesto que 
nada tiene que hacer con la vida futura, y que no puede condenarse 
ni salvarse. Concibo que cada uno d e  los individuos quc forman el 
Estado abrace y profese una religión, la que él crea verdadera; mas no 
concibo que el Estado profese una religión exclusivamente, como debe 
suceder, según el artículo 5 . O  (4.0) d e  la Constitución, en nuestro país. 

1iPero á la vez que esto adniito, convengo también con la opinión 
que el Honoral)!e señor Presidente 110s manifestaba hace poco en un 
brillante y luminoso discurso. Su Exce!encia nos decía que la cuestión 
de  libertad d r  cultos podía mirarse bajo dos faces: el aspecto religioso 
y el aspecto polí:ico, que dependen d e  la naturaleza d e  las circunstan- 
cias que[rodean á cada país. Si contanlos el nfimero de  habitantes de  
Chile, tenemos 1.800,ooo Ó ~.goo,ooo, según los datos aproximados que 
arroja el último censo, es decir, cerca de  dos millones de  habitantes, 
cuya inmensa mayoría profesa la religión Católica, Apostólica yRomana. 
 por qué n o  reconocer este hecho e11 nuestra' Constitiición? Para mí 
al~rigo también la creencia, sostenida por los m i s  célebres autores del 
Derecho Público, de  que en niaterias politicas nada hay de  absoluto; y 
ian adelante llevo esta convicción que si algo creo que puede estable- 
cerse como absoluto, es el principio d e  que nada absoluto puede esta- 
l)!ecerse. E n  este sentido acepto también como expresión d t  la verdad 

lo que un Honorable Diputado nos decía: 1iHagamos las Lcyes para los 
pueblos y no los pueblos para las Leyes.!, Apliquemos este principio á 
Chile; hagamos Leyes para nosotros y, puesto que nos encontramos en 
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niedio de circunstancias que no obedecen i principios absolutos, no 

aceptemos esos piincipioc. 
i~lCuál es la necesidad más urgente par'a Chile? ¿Cuál es el progreso 

que puede traer mayor suma de beneficios á nuestro suelo? Ida inmi- 
gración. 1' aunque, refirithdose á ella, hayan dicho el Honorable señor 
Presidente y antes de él mi digiibiino niaestio, el Honorable Diputado 
por Rere, que lo que conviene á Chile es únicamente: la inmigración 
católica, no acepto este hecho. ¿Quién nos enviaría la ininigraclón ca- 
tdlica? ?La España? La España, como todos sabemos, no puede enviar 
ciudadanos fuera de su territorio, porque ella misma los necesita. Si 
alguna inriiigración puede venir a Chile en la época actual, es la de iri- 
dividuos de la raza atiglo-sajona, es decir, protestantes, pues que casi 
la totalidad de la raza anglo-sajona profesa el protestantismo. 

1 1  Yo creo qiie la mayor garantía que podemos conceder á esos inmi- 
grantes es la libertad de cultos; creo que la libertad de cultos contri- 
1)uirá poderosamente á traerla á nuestras costas, y en ese sentido opi- 
naba anteriormente y opino ahora por la supresión absoluta de la 
segunda parte del artículo constitucional; y lejos de variar mis ideas 
las opiniones emitidas ante la Cámara acerca de la naturaleza y el al- 
cance del Proyecto de Ley que hemos aprobado, interpretando el artí- 
ciilo constitucional, ellas sólo han contribuído a robustecer más y inás 
las que he sostenido, pues tengo la persuasión de que ese ~iiismo Pro- 
yecto de Ley es una prueba inás en favor de la necesidad de 1s reforma, 

para que quede consignada en el Código Fundamental una garantía 
que perdería gran parte de su valor consignada solamente en una Ley 
que puede derogarse y modificarse sustancialinente, como tendré oca- 
sión de manifes~arlo más adelante, á voluntad del Congreso Legis. 
lativo. 

1iEl Poder Constituyente no tiene la misión de establecer derechos; 
tiene sólo ia gravísima é importante de garantizarlos y reconocerlos. Si 
la Cámara dudara de este principio político, invocaría aquí la opinión 
de iin sabio é ilustre publicista francés. 

i1Las Constituciones liberales, dice, son las que tornan por base el 
1 1  Derecho Natural y al hombre como fin; las despóticas son las que 
11 toman al Gobierno como fin y al hombre como medio. Las primeias 
i i  marchan hacia la perfec'ción y la felicidad de los hombres, las segiin- 

1 1  das se olvidan de ellos; las primeras reconocen al hombre los dere- 
1 1  chos que le tccan, las segundas olvidan al hombre y al derechs ,~~ 



IiHabria deseado que eti lugar de  incliiir el reconocimiento d e  la li- 
bertad de  cultos cn una Ley, lo hubiese consignado la Cámara en la 
Constitucióii. H e  creído, al pedir la reforrila d e  la segunda pxrte del 
artículo constitiicional, que, aun cuando la Ley hiciese la misma decla- 
ración que la refornia, sicmpre habría eii favor d e  ésta la circuns!ancia 
de  que la Ley, por más que sea interpretativa y por más que muclios 
de  los miembros d e  la Cámara sostengan que debe considerarse incor- 
porada en la Constitución, puede ser derogada por otra Ley ordiiiaria. 

!¡La Ley Interpretativa, dicen algunos, se incorpora, según el Código 
Civil, en la Ley interpretada, forma parte de  ella y tiene su iilisiilo carác- 
ter; d e  consiguiente, el Proyecto Interpretativo del artículo 5.0 (4.0), 
llegará á ser Ley, y como tal, en sil carácter d e  interpretativo, se incor- 
porará en el artículo 5.O (+O), formando parte integrante d e  él. h vista 
de  esa doctrina, me hallo en el caso d e  manifestar á la Cámara una 
opinión diversa y las razones que obran en ini espíritu para aceptarla, 
porque la ju7go verdadera. 

¡¡Este es uno d,: los niotivos ~ U P  me han obligado á tomar la pala- 
bra. Además, en la primera discii;ión del Proyecto de Ley pedí á la 
Cámara, lo que ahora renuevo, que al tiempo de  votarse la reforma 

del artículo constit~ciorial, se toiiia.;e la precatición de  separar las dos 
partes de  que consta. 

!¡No pretendo la reforinn de  la priiilera parte del artículo; acepto el 
reconociiniento de  la religión Católica, A p ~ s t ~ l i c a ,  Ronlana, como re- 
ligión oficial; deseo que continúe, como h a s t ~  hoy, protegidd por el 
país, y sólo pido la reforma de  la segiiiida parte, que dice: ilcoil exclu- 
1 1  sión del ejercicio público de  cualquiera otratt. 

¡¡El Honorable señor Presidente ha dicho en la sesión anterior qiie 
había un grsn peligro en declarar reformable el artículo 5.0 (4.0), sin 
más razón que pedirse la reforma de una de  sus partes; y para fundar 
esta idea, S. E. agregaba que no era posible saber si los convenciona- 
les de  1867 (ojalá tenga razór. el señor Presidente al hablar de  !os 
convencionales de  1867, pues yo creo que al paso que vanios, conse- 
guiríamos mucho si la reforma se verificase en 1870) iriterpretirán los 
deseos verdaderos de la Cámara, haciendo la reforma que ésta desea, 
Ó pasarán más adelante, hasta aceptar, como podrán hacerlo, las ideas 
niSs avanzadas, las del Honorable Diputado por Copiapó. 

rtPara mí este peligro es coiiipletaniente ilusorio. Declarada la ne  
cesidad d e  la reforn~a y cuando se proceda a la elección de  los ciuda 
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danos que deben formar el Congreso Constituyente, todos nos fijaremos 
en las ideas que vayan á representar, y sólo daremos nuestros sufragios 
á aquellos que piensen d e  la misma manera que  nosotros. Yero hay 
más: supongamos que el Congreso Constituyente d e  1867 resolviese 
que la Constitución debe reformase en el sentido que el Honorable 
Diputado por Copiapó desea, es decir, suprimiendo completamente cl 
artízulo 5.O (4.0). ¿Qué significaría esta declaración? Que  tal era la 

opinión del país. Y si nuestro sistema político es el Gobierno Repre- 
sentativo, que consiste en que todos y cada uno de  los Poderes sean 
el Órgano exacto de las aspiraciones nacionales, ¿qué duda cabría acer- 
ca d e  la legitimidad y la conveniencia de  una reforma semejante? 

iiPedí que la votación se hiciese dividiendo el artículo constitucio- 
nal en dos partes, con el objeto de salvar todas las dificultades; y para 
hacerlo conocía no sólo las ideas de uno, sino de  muchos señores Di- 
putados que m e  habían manifestado el misnio deseo, llegando algunos 
de ellos hasta pedirme que hiciera la indicación. Hice la indicación, 
y al formularla no creí, como no creo ahora, que la Cáii-iara hubiera 
de  rechwarla. 

I I P ~ S O  ahora á manifestar, tan l~revemente como me sea posible, los 
fundamentos en que reposan 12s opiniones que profeso, y con este ob. 

jeto probaré: 
111.~ Que la Ley Interpretativa de  un artículo constitucional no se 

incorpora e n  la Constitución y que puede, consiguientemente, ser de- 
rogada por una Ley común del Congreso J.egislativo; y 

1iz.O Que ninguna dificultad se opone á la indicación que tengo 
hecha para que, a l  procederse á la votación que  se refiere al artícu- 
lo 5.O (4.0), se divida éste en dos partes. 

iiEn lo que toca al principio que algunos miembros de  la Cámqra 
sostienen de  que la 1,ey Interpretativa se incorpoia en la Constitución y 
tiene su niisina fuerza, sólo he  oído dos razones d e  algún fundamento. 
LI primera, alegada por mi Honorable aniigo el señor Vergara Albano, 
Diputado por Curicó, se funda en la prescripción del artículo 9 . O  del 
Código Civil, que deterinina que las Leyes Interpietativas de  otras se 
consideren como parte suya )r se incorporen en ella. E l  Honorab!e Di- 
pu'tado aplica esta disposición al caso d e  interpretarse u11 artículo cuns- 
titucional, y sostiene que la Ley dictada entonces no puede ser deroga- 
da sino por medio d e  un acto del Congreso Constituyente. La segunda 
d e  las razones á que aludo fué indicada por el Honorable señor Vice- 



presidente, quien, suponiendo el caso d e  una Ley derogatoria de  la IJey 
Interpretativa, se p reg~ntaba :  les esto concebible? <No resultarían d e  
aquí tres órdenes d e  liechos contradictorios? 

11No admito la segunda de estas razones. Si el Congreso Legislativo 
cree necesario dar efecto retroactivo á las I'eyes, nada se opone á que 
ese deseo se convierta en una legítima realidad constitucional. E l  pre- 
cepto que dice que una Ley no puede tener efecto retroactivo, 110 es 
un precepto constitucional, es iin precepto legal, sujeto á la acción vas- 

tísima del Poder Legislativo. E1 Poder Legislativo es el primero de los 
Poderes del Estado, puede hacer las Leyes, deshacerlas y modificarlas 
desde el momento en que no reconoce más trabas en su acción que las 
que le impone el Poder Constituyente. 

11Esta es la verdad de  los priilcipios, corroborada por los hechos. 
Veamos, si no, qué es lo que sucede en la Inglaterra, en ese país que, 
coil justicia, se nos presenta como n~ode lo  en materia de  organización 
política. 6Qiié pasa en Inglaterra? $hiles son las facultades del Par- 
lamento? Responda por mí un ilustre publicista: ilEl Parlamento no 

reconoce i~ iás  trabas que las necesarias para no convertir á una mucha- 
cha en inuchacho, ó á un inuchacho en  muchacha.^^ E n  otros térini- 
nos, las atribuciones del Poder Legislativo no tienen e a  Inglaterra más 
limites que los de  Id imposibilidad física 6 moral. 

llE1 poder del Congreso Legislativo, tan absolnto é independiente 
como acabarnos de  verlo, coinprende, pues, todos aquellos actos que 
no han sido prohibidos 6 restringidos por la Constitución. Y bien, yo 
pregunto: <dónde está en la Constitución chilena el precepto que da á 
la Ley Interpretativa de  un artículo constitucional el mismo valor q u e  

éste? Sólo cuatro artículos hallo en la Constitución que pueden citarse 
en este ca.;o: el 164 ('SS), que deterinina que sólo el Congreso, confor- 
ine á lo dispuesto en el artículo 40 y siguientes, podrá resolver las dudas 
que ocurran sobre alguno de  sus artículos, y los 165,166 y 167 (156,157 
y 158 refa~man'os), que establecen los tramites ó reglas que deben ob- 
servarse cuando se trata de  la reforiiia constitucioiial. Yo me pregunto: 
si despué; d e  determinar el modo como deben aclararse las dudas 
constitucionales, á renglón seguido habla el CdJigo Fundamental d e  
los trámites necesarios para declarar la rzfornia d e  la 'constitución y 
realizarla, ¿qué se infiere? 2No se deduce claramente que no es lo inis- 
mo interpretar que reformar? Y, si no es lo niismo interpretar que re- 

formar, icóino puede sostenerse que la Ley interpretativa de  un artículo 
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constitucional produce el mismo efecto que su reforma, incorporándose 
en la disposición interpretada? 

i~Ei artículo 40 (; 1 )  da reglas para la furmación d e  las Leyes ordina. 
rias y determina que éstas tengan principio en el Sei1:ldo ó eii la Cá- 
mara de Diputados, S propuesta de  uno de  sus iniembrus ó por men- 
saje que dirija el Presidente de  la Kepública. ¿Hay acaso en esa 
disposición alguna diferencia entre las Leyes comunes y las Leyes inter- 

pretativas? Y doiide la Ley no distingue, 2no es un principio d e  Derecho 
Universal que el hombre no puede hacer distiiiciones? ?No es cierto 
que una I , P ~  derogatoria de  otra Ley int?rpreta\iv~, debe, en consecuen- 
cia, seguir los mismos trámites que las Leyes coniunes y ordinarias? La 
mente de  la Constitución no puede ser, á ini juicio, más clara y teriiii- 
liante. Pero quiero ir m i s  adelante, quiero suponer que sea dudosa. 
2Qué dice el artículo 9.0 del Código Civil, que se cita coino base d e  la 
opinión contraria? Que las Leyes qiie se liiiiitaii á declarar el sentido de  
otras se entenderin incorporadas en éstas. Yo creo que, lejos de tener 

el alcance que se le quiere atribuir, el artículo 9.0 habla solamente á los 
jueces, y esta opinión está corroborada por la parte segunda del mismo 
artículo 9.0 que dice: 11Pero n:, afectarán en manera alguna los efectos 
1 1  de  las sentencias judiciales ejecutoriadas en el tiempo intermedio.11 
Participo en esta materia completamente de la opinión del Iloilorable 
Diputado por Santiago, y como él y otros n i iemhro~ de  la Ciinara han 
hablado y~ suficientemente sobre ella, no repetiré las razones qtie en- 
tonces expusier:>n y que creo tendrán prese: l t~s  ios señores Dip~itados. 

11Creo que, si exaniiiiaino; detenidaniente In Coristitiición, n? existe 
en elia'traba alguna para derogar las 1,eyes interpretativas coiiio las 
Leyes ordinarias; y si In Constitución iindn dice, 2cuák es el plrtido ra- 
cional que debe adoptirse? Ikbeinos apliclr S la cuestión los priiici. 
pios gener'11es de  la ciencia, que deberi ser sieiiipre nuestra noriiia 
cuando las Leyes positivas 110 son bastante explícitas. ESta aplicaciijn 
de  los priiicipios generales de 1'1 ciencia nada tiene, por otra parte, de  
extraiio ni d e  iniisitado. 2Cóiilo lleganios, por ejoinplo, i sostener que 
una niujer coi1 veinticinco aíios de  e d ~ d  y la renta exigida por la Cons- 
tituciói~, 110 debe gozar, sin embargo, del derecho de  sufra;iu? Siguien- 
d o  el pr i~ici~io 'general  que dice que á 1'1 inujtr no corresponde el ejer- 
cicio de derechos políticos. 

11Recurramos de  la misma inanera :i los principios en el caso actual, 
y ellos nos diriii que el Poder I.egislatiro es omnipotente, que sólo 
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hay una autoridad sohre él y que esa autoridad es el Poder Constitu- 
yente. El  Poder Constituyente da  origen al orden político y es princi. 
pio del Poder Legislativo, al cual sujeta en seguida la nlarcha de la, 
sociedad. Esta engendración de  Poderes se m~nifiesta de  unamanera 
que no deja lugar á dudas en la Revolución Francesa, que estableció 
prinlero la Asainh!ea Constituyente y en seguida la Asamblea 1,egisla- 
tiva. H e  aquí el verdadero orden de  precedencia trazado por la justi- 
cia, la convenie~cia  y el buen sentido de  los puel)!os: después de la 

Autoridad Constituyente, que es el f ~ ~ i i d a n ~ e i i t o  dei edificio, 13 Autori- 
dad Legislativa, que es el árbitro de  su régimen y gobierno. E1 Poder 
Legislativo es omnipotente rnientras sus actos no contradigan los pre- 
ceptos de  la Constitución. 

ilHe ahí expuestos los motivos ilue ilie hacen pensar que la Ley I n -  
teipretativa puede ser derogada por la inisiiia autoridad y con los mis- 
iiioi trrimites qiie las Leyes ordinarias ó co!nunes. Pero el Honorable 
señor I'rzsidente preguntaba: 2'Tciue alguien que venga un Congreso 
á d e r o g ~ r  esta Ley? ?Teme alguien que los Representantes del país I!e- 
guen á borrar la garantía que la Ley Interpretativa concede á los disi- 
dentes? Responderé con franqueza: rio lo tciiio por mi plrte; hago 
justicia Ií los hombrcs que el país ha Ilamndo y d los que llame iiiás 

tarde ,7. representarlo; pero esta justicia que nosotros haceinss á nues. 
tros representantes, ¿la harán del iiiismo niodo los extranjeros? Ya qiie 
niiesti-o p r inc i~a l  objeto es d.ir facilidades á la inmigr.icidn, ino con- 
vzndrí'i que las familias que vengan á Chile sepan que el ejercicio de  
su religión les es perlilitido á virtud de  una diiposición constitucion~l, 
no á virtud d e  una disposición legal, que, sea como quier?, cs riienos 
estable y puede ser derogada por iin Congreso cunl(~uiera? Ir~terrogo 
á -lo; miembros d e  la Cáninra y les pregunto: i n o  es verdad que un 
r-stranjero disidente se creerá iniiclias veces más g ~ r a n t i d o  con el pre- 
cepto coi~stitucional que con la disposición de  I J  Ley? Y si esto es 

\ 

cierto, conviene que demos á la inmigración toJa clase de facilida- 
des, principiando por la rcforina de  una be sus tralus, la 1113s iiilpor- 
tante tal vez: el libre ejercicio del ciilto. 
11Y ya que toco la reforiiia, hablemos con toda franqueza. I,a rsfor- 

ina del nriícu'o 5." (4.O) d e  la Constitución en el set,t;do que ia solici- 
to, no tiene, e n  verdad, iiiás alcance que la Ley ~ n t e r ~ r e t á t i v a  aprobzda 
por el Congreso. lisa Ley satisface ri los disidentes, les asegura el goce 
de un derecho que ellos pedían y creo que es uri ndelai-ito bien iiotal~lc: 



416 OBRAS DE: DON JORGE IIUNEEIJS 

que heinos consignado en nuestras instituciones. lSalva, sin embargo, 
todas las dudas? N6, y aquí está su defecto principal; d. esta fecha los 
a r t í c~ los  que la Cániara aprobó son objeto de  diversas interpretacio- 
nes. Los órganos de  la prensa están desacordes en la manera d e  estimar 
su alcance. La Patr ia ,  d e  Valparaíso, por ejemplo, tiene una manera 
muy distinta de  ver la Ley que EZIxdepeizdiexte, d~ Santiago, en su 
número del Domingo. I,a razón d e  estas diversas apreciaciones es fácil 
d e  comprender. Sin reformar el artículo constitucional se ha querido 
dar garantías en una Ley I~lterpretativa que no puede variar el sentido 
d e  aqu61 y que, en todo caso deja á salvo la falibilidad del Congreso 
Legislativo. El  Congreso no es infalible ni puede tener la pe ten i ión  d e  
serlo, porque sería ridícula; y á pecar de  esto, ¿qué otro objeto tiene la 
pretensión d e  que la Ley Interpretativa se incorpore en el artículo cons- 
titucional, sino declarar que el modo de  coinprender ese artículo según 
el Congreso es la verdad incontrovertible? Esto es un absurdo, ~ u e s t o  
que, no teniendo carácter de  infalibles los actos del Congreso Consti- 
túyente, primer Poder d e  un Estado, actos sujetos á reforilia según 
nuestro Código Fuiidaniental, aunque después de  muclias trabas y cor- 
tapisas, menos det~ct l  tenerlo las resoluciones del Congreso Legislativo, 
que ocupa un lugar inferior á aqiiél. 

11Pasando á la segunda cuestión, creía anteriormente y creo ahora 
que ningún ot)stáculo se opone á votar el artículo constitucional, diri- 
dido en dos.partes: la primera, que reconoce la religión Católica, Apos. 
tólica, Roniaiia como religión del Estado; y la segunda, que prohibe el 
ejercicio público de  cualqiiiera otra. A mi juicio, la religión del Estado 

debe ser la Católica, Apostólica, Romana. Soy católico, y quiero qiie el 
hecho actual siga doniinando en Chile, á pesar de  que los términos del 
artículo no sean en esta p:irte conformes con el buen sentido y el 
raciociiiio, d ~ s  causls principales que se oponen al reconocinliento d e  
una religión por el sér nioral que llamamos Estado. 

11No veo que las dudas del Honorable seiior Presidente sean funda 
das. Sil Excelencia sostiene que n o  sería propio declarar reformable un 
inciso de un artículo coiistitucional, ya porque ese orden no se confor- 
maría con las prescripciones constitucionales de  iina manera expresa 
ya porque encerraría alguiios peligros. 

11Voy á citar varios ejemplos, y principiaré rogando al Ho~iorable  

Secretario se sirva dar lectura al artículo propuesto por la Ccinisión 
informante, 
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llEl señor SECRETARIO. -~~C~ así: 11La religión del Estado es la 
ilCatólica, Apostólica, Roinana;~~ (punto y coma) iicon exclusión del 
llejercicio ptíblico de cualquiera otra.11 

11El señor HUNEEUS.-NO me refería al ariículo constitucional; pedía 
al Honorable Secretario la lectura del artículo propuesto por la Comi. 
sión informante. Pero sea conlo quiera, recuerdo, y la Cimara recor- 
dará también, que Ia Comisión habla en sil informe de reforma da 
incisos de artículos. 

 también recordará que el actual señor Ministro de Justicia aceptó 
ese informe con algunas reservas y que, adeiliás, en muchos otros 
artículos de la Constitución que constan de varios incisos se ha pro- 
puesto la reforma de uno, dos ó más de ellos, dejando inalterables los 
otros. Si cada precepto constitucional estuviera consignado en un a i t i  
culo separado, se comprendería sin dificultad que no pudiera declarnr- 
se la reforma por cada palabra ni por cada ínciso, pero no sucede así: 
la Constitución encierra muchas veces en un solo artículo disposiciones 
diversas y tan diversas que puede ritodificarse una sin que por el mismo 
hecho sea preciso alterar las otras. 

iiEl artíciilo ;2 (10) de 1B Cons~itución tiene siete iiicisos y el 8 2  (73) 
veintiuno. Cada uno de esos incisos encierra una disposición que puede 
reformarse sin perjuicio de In vigencia de los otros. ¿Cómo se pretende 
entonces que ninguno de esos incisos puede ser declarado reformable, 
bajo el pretexto de que se dejaría la puerta abierta á la reforma corn- 
pleta del artículo? Muchos de esos incisos están separados por un sini. 
ple pu11to y coina, que no obsta, sin embargo, A que la primera parte 
sea buena y la segunda necesite reforma, á que ésta diga una cosa y la 
primera otra diversa. 

ii$uál es la disposición constitucional que prohibe la reforma de los 
iiicisos de cada artículo? Porque es necesario que la Cámara proceda 
con lógica en este caso, y que, si no hay preceptos prohibitivos, admita 
todo aquello que no esté en pugna con los principios de la ciencia ni 
coi1 el buen sentido. El artículo 165 (r56) nada dice, y nada dicen 
t a ~ ~ ~ p o c o  10s siguientes acerca de la división de incisos, limitándose á 

p~escril>ir el modo como la reforma debe ser apoyaíla por los miem- 
bros de la Cámara y los trámites á que ésta debe sujetarse para decln- 
rar que hay lugar á ella. En el artículo 5.O (4.0) de que tratamos, la 
Cimnra seria lógica separando dos declaraciones que puedeti subsistir 
por sí solas, y refoiinando una mientras quedase la otra tal como se 

27 
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encuentra. ,jEs cierto ó no que, á pesar de hallarse separada de la pri- 
mera p i t e  por nn punto y coin3, la segunda del artículo 5 . O  (4.") po- 
dría ser reformada en un sentido diametralmente opuesto al que ahora 
tiene, quedando todo el artículo poco más 6 menos en estos términos: 
11La religión del Estado es la Católica, Apostólica, Romana; y se garan- 
11 tiza amplia y franca libertad al ejercicio de los cultos disidentes~~, 

todo separado por un simple punto y coma? Es evidente que esto po- 
dría hacerse, y de acluí deduzco que mi proposición nada tkne de raro, 
ni de contrario á la lógica, ni dc peligroso, ni de contrario á la Cons- 
titución, que nada dice sobre esta materia. 

Supóngase otro caso: supóngase que yo pidiese á la Cámara la refor- 
ma del inciso 7.O del artículo 1 2  (10) y que la Cáiiiara lo declarase re- 
formable por no consignar sino una garantía á medias, porqiie después 
de sentar como principio la libertad de publicar las opiniones por la 

imprenta sin censura previa y ei derecho de no poder ser condenado 
por el ahuso de esta !ibertad sino después de un juicio en que se cali- 
fique el abuso por jurados, determina que la causa se siga y sentencie 
con arreglo á la Ley qrie hace intervenir á los Tribunales ordinarios. 
Yocreo que no debe existir la censura previa, que debe haber comple- 
ta libertad de imprenta y que no deben razonablemente intervenir en 
el juicio de imprenta los Tribunales ordinarios, y pediría la reforma 
de uno 6 dos renglones del artículo constitucional, separados de los 
otros por una simple coma. Es evidente que esto podría suceder y que 
la Cámara obraría dentro de su derecho declarando reforinables las 
iíltiinas palabras del articulo 12 (ro), inciso 7 . O  de la Constitución. 

1lNo son, pues, los puntos y las comas los que hacen una disposición 
constitucional igual á otra ó diversa de ella. H e  traído á colación, en 
prueba de ello, dando !as gracias al Honorable Secretario por su re- 
cuerdo, varios casos que manifiestan que preceptos diversos, indepen- 
dientes unos de otros, pueden hallarse dentro de un inisino artículo 
constitucio~~al, como se hallan en efecto en el artíciilo 82 (73), en 
el 12 (10) y en el 5.0 (4.0) que nos ocupa. Quiero, sin embargo, ir más 
adelante, á fin de que en ningún caso pueda alegarse dudas á este res- 
pecto. El artículo 61 (52) de la Constitución dice: ii1,as funciones de 
11 Presidente de la República durarán por cinco añosli; (punto y coma) 
ily podrá ser reelegido para el período siguientei~. Ida Comisión infor- 
mante y muchos iiiiembros de la Cámara creen que la primera parte 
del artículo no admite reforma, pues el período de cinco años es un 



término proporcionado, ni muy largo ni muy corto, para ejercer las 
funciones de Jefe del Gobierno; no piensan así respecto de la segunda, 
y proponen, por ejemplo, que se declare abolida la reelección ¡rime- 
diata, 6 que sólo pueda verificarse mediante el cumpliiniento de cier- 
tas condiciones. (Qué se opondría á que la Cámara se ocupase primero 
de la primera parte y en segundo lugar de la segunda? Por el con. 
trario, ¿no es verdad que habría una confusión, y confusión de~,lorablc, 
en el juicio de  los señores Diputados al tiempo de votar, si ambas 
disposiciones fuesen sometidas á la Cámara á la vez? 

ilHe probado, á lo que creo, que ningún obstáciilo se opone á la 
votación dividida del artículo 5.O (4 .O)  Ido que pretendo así es que la 

Cámara pronuncie su juicio acerca de la segunda parte de este artícii- 
lo, que yo juego digno de  reforma, de  una reforma que conceda amplia 
libertad Q los disidentes para tributar á Dios el culto de su conciencia. 
Voy á enumerar á la Cáinara las razones que influyen en mi ánimo 
para creer que la segunda parte del artículo adiniie y exige refurma 
en ei sentido de estas ideas. Esto ha sido objeto de brillantes y luini- 
nosos debates en que se ha manifestaáo el pro y el contra de la cues- 
tión. Véome, después de ellos, precisado á ser niuy breve, para no 
fatigar demasiado la atención de la Cámara. Invoco su benevolencia, 
aguardando no serle inolesto por iiiucho tiempo. 

i1Cuatro han sido las principales objeciones formiiladas contra la 
cforma del artículo Constitucional por los adversarios de la libertad 
de cultos. Se ha dicho que esta libertad produce: 

i l r .O  La indiferencia religiosa esparcida en el país; 
112.O Las giierrac religioras; 
113.O I,1 relajación de la moral pública; y 

114.O La relajación de los vínciilos morales de la f~milia. 
1iLas dos primeras objeciones han sido perfectamente refutadas por 

' los honorables diputados por Copiapó y Casablanca primero y después 
por el Honorable Diputado por Illapel. P ~ r o  al ocuparse,en la tercera, 

el Honorable Diputado por Illapel, después de exponer algunas consi- 
deraciones, agregó que dejaba su respuesta á algiinos de los hijos de 
de matriiuonios mixtos que ocupan un lugar eii la Cámara. Yo, que 
me encuentro en ese caso, voy á cumplir los deseos del seiior Diputa- 
do, contestando brevemente á esa objeción. Para esto la Cámara ine 
permitir& que lea antes el páirafo en que el Honorat)le Diputado por 
Kere emitió sus opiniones sobre la materia: 
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 pero, no es todo: la tolerancia de otras creencias relajaría también 
11 los vínculos morales de nuestra sociedad. La Cámara no debe olvi- 
1 1  dar que la doctrina protestante es esencialmente inmoral, así por lo 
11 que hace al individuo, como con relación á la familia; 

ilÉsta descansa sobre el gran principio de la unidad y perpetuidad 
11 del vínculo conyugal, que el protestantismo ha  combatido.^^ 

llEsto decía á la Cámara mi Honorable maestro el señor Diputado 
por Rere, á. quien debo principalmente la fe católica que profeso, pero 
cuya autoridad, respetable para mí tratándose del catolicismo, no 
acepto tratándose de los protestantes. h la verdad no sé, señores, 
cómo puede afirmarse aquí, en presencia de la Cámara y en medio de 
un debate tan solemne, lo que el Honorable Diputado por Rere ha 
dicho de los disidentes. No sé de cuándo acá el protestantismo ha 
combatido la unidad de los vínculos de familia, ni cómo puede decirse 
que extingue totalmente la moral. ¡NO! La unión de los vínculos de  
faniilia es tan perfecta entre disidentes y católicos, como entre católi- 
cos y disidentes. ¡Ojalá siempre reinaran en las familias los principios 
que rigen á esos matrimonios mixtos, y fuesen respetados los víncu- 
los y la moral en las uniones de católicos tanto como lo son en las 
de católicos y disidentes! Esta es la verdad, y no se extrañe que me 
exprese con calor en esta materia, atendidos mis antecedentes. El 
protestantismo no combate ni la unidad ni la perpetuidad del vínculo 
conyugal. 3 

11El Honorable Diputado por Kere continuó diciendo del protestan- 
tismo: iihl propio tiempo proclarna la negación de la libertad humana 
1 1  y la inutilidad de las buenas obras para salvarse.  qué sucedería si 
1 1  se predicaran estas doctrinas al pueblo?ti 

q Q u é  sucederia si se predicaran estas doctrinas? Que los protes- 
tantes serían calumniados. Voy á citar el testimonio de un autor ca. 
tólico, á quien nadie recusará. 

llDice Tocqueville, página 353, tonlo 1: 
11No vacilo en afirmar que la gran severidad de costumbres que se 

11 nota en Estados Unidos, tiene su priniera fuente cn las creencias. 
11 La religión es á menudo impotente allí para contener al hoinbre en 
11 medio de las tentaciones sin niímero que la fortuna le presenta. No 
11 sabría moderar en él el ardor de enriquecerse que todo aguijonea; 
11 pero reina soberanamente en el a!nia de ia mujer, y es la mujer la 
11 que forma las costuiiibrea Seguramente América es el país del 



11 mundo en que es más respetado el matrimonio y en que se ha con- 
11 cebido la n ~ á s  alta y mis justa idea de la felicidad conytigal.ii 

IiCreo que esto basta para Iiacer á los protestantes la justicia que 
merecen. 

iiEn cuanto á la negación de la libertad huinana y de las buenas 
obras para salvarse, no ha estado más cerca de la verdad el Honorable 
Diputado por Rere. Si los protestantes niegdn la necesidad de  las bue- 
nas obras ¿cómo es que las practican? Luego no es cierto que el pro-, 
testantismo niegue la necesidad de las buenas obras. Lo mismo pue- 
de  decirse de  la negación de la libertad humana, desde el inomento en 
que se reconoce para obrar bien. 

1iEsto me hace recordar una preocupación espaicida entre nosotros 
y que hace aparecer á los católicos como únicos cristianos.  por acaso 
los disidentes no son cristianos también? ¿No siguen como nosotros la 
doctrina de Jesucristo? ¿No han adoptado la fuente de la misma mo- 
ral? ¿Sería preciso que viniésemos á refutar aquí, en la Cbmara, esa 
absurda preocupación? Por ini parte, no lo liaré. Si quisiera dar prue- 
bas de la moralidad que preside en los actos de los tniembros del .pro- 
testantismo, no tendría uno sino muchos ejemplos que traer á la  me- 
 noria de la Cámara. ¿No es cierto que preferimos muchas veces tra- 
tar con protestantes á tratar con católicos, porque fiamos mis en el 
honor y la delicadeza de aquéllos para cumplir sus con~promisos? El 
Honorable señor Presidente de la Cám3ra tiene testimonios irrecrisa- 
bles de lo que digo y estoy seguro de que más de una vez ha tenido 
ocasión, como cada uno de nosotros, de admirar esa puntualidad y ese 
respeto á la palabra einpeñadaque los distinguen en sus coiiipromiios. 
¿Dónde está entonces la relajación de la moral social que introduciría 
la tolerancia de cultos entre nosotios? 

1iNada me sería inás fácil que citar aquí la opinión de un distingui- 
do protestante, F. Chalrners, sobre la predestinación; pero no lo haré 
á trueque d e  no molestar á la Cáiiiara. A pesar de su creencia en la 
predestinación, Chalmers aconsejaba á sus discípulos creer cn el Evan- 
gelio, arrepentirse, obedecer á Jesucristo y consagrarse serianiente á 
llenar esta tarea; es decir, les aconsejaba lo mismo que los padres de  
la Iglesia Católica, lo mismo que los apóstoles, lo mismo que  la Hil)lia 
de Scio, que les presentaba como modelo en sus sermories. Así, la pre- 
destinación no ha impedido las buenas cbras, ni traído por consecuen 
~ i a  la disolución de los vínciilos sociales ni de familia entre los protes- 
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tantes. Además de Chalmers podrían citarse otras autoridades que 
hablan sobre esta misina materia. 

iiYa que de  esto tratarno?, me parece indispensable hacer notar que 
esa escritura pública que se exige al disidente para contraer matrimonio 
ni:xto en Chile por las autoridades eclesibsticas, carece de todo valor. 
Los derechos de la patria potestad atacados en ella son irrenunciables 
por nuestras Leyes y de ello tenemos numerosos ejemplos. En vano se 
pretenderá que el hijo no quede sometido ii la patria poteyiad de su 
padre; la estipiilación que tal cosa consigne será nula. Pero, supo- 
niendo que no lo fuera, ¿en qué se  apoyaría? ¿Tiene la Cámara iioticia 
de algiíii disidente que obligue á sus hijos á abrazar la religión que él 
profesa? 2No es verdad que, por el contrario, les deja la más amplia 
libertad para abrazar la religión que quieran, y que en el mayor nú- 
iliero de los casos esos disidentes extranjeros tienen hijos católicos en 
Chile? Este es el hecho plíblico y conocido por todos tiosotros. 

i1Cieo que, 5 la vista de tales ejemplos, la Cámara no tendrá miedo 
de que la tolerancia de cultos venga á relajar la moral pública en Chile, 
Y, si ose temor existiese, no sería respecto de las sectas protestantes 
que profesan una moral santa, cuyo origen es el mismo que el de la 
moral católica,-Jesucristo,-que son hermanas en el cristianismo y que 
profesan doctrinas que todo podrán llevar consigo menos la destruc- 
cióri de la sociedad y de la familia. Si lo que se pretende es evitar la 
propagación del culto pagano, ¿será este un motivo para no conceder 
libertad al culto cristiano? La consideración de que los Convencionales 
de i 870 pueden pasar más adelante aún ¿debe impedir el que se acuer- 
de hoy el principie de un acto de justicia? ¿Por qué no adoptar eiiton- 
(:es uri artículo constitucional semejante al que Maximiliano acaba de 
dictar en Méjico, el cual consigna la más amp'ia iitbertad en favor de 
todos los ciiltos cristianos y en cuanto á los otros determina que no 
puednn establecerse sino después de un decreto que los autorice, des- 
pués de exaininailos, á fin de que no se introduzcan en el plís cultos 
contrarics á las  Leyes, á la nioral ó á las biien3s costumbres? 

llEn cuarto lugar, alegaba el Honorable Diputado por Rere el enfla- 
quecimierito de la unidad como una de Ins más fuertes objeciones con- 

tra la tolerancia de cultos. Permítame la Cámara decirle que todos los 
arguiiientos que se h,in indicado en este sentido carecen de exactitud. 
Se ha hecho una confusión lamentable de dos cosas diversas: la unidad 
católica y la uniformidad de creencias. La unidad es como la santidad, 



como la catolicidad y como la apostolicidad, uno de los caracteres de  
la Iglesia Católica, y consiste en profesar la fe de los apóstoles, admi- 
tir sus sacramentos, obedecer á sus pastores; consiste en que dentro 
del catolicismo no hay sectas; todos aceptanlos la misma doctrina, la 
misma moral y estamos sujeto3 á una cibeza:visible, que es el Papa. 
(Es esto lo mismo que la uniformidad de  creencias? La unidad católica 
existe, pero no existe la uniformidad de creencias. 2Cree la Cimara 
que todos deben profesar en Chile la misma religión, aceptar la misma 
fe, y adorar al Ser Supremo bajo la misma forma? Si esto sc quiere, se 
quiere un imposible. No vanios, por perseguir ideas fantásticas, á en- 
cerrarnos en el exclusivismo absurdo. Si todos profesásenlos en Chile 
la misma religión, sin duda alguna que ese sería un bien digno de con- 
servarse. Si el mundo entero profesase la misma fe, jco3nto mayor no 
sería quizás el orden de las naciones! Pero, como ese argumento no es 
absoluto sino relativo á los lugares en que la uniformidad existe y deba 
continuar existiendo, nada vale en el caso actual. 

~ lPor  el contrario, la libertad de cultos conviene á Chile, porque 
atraerá á su territorio, escaso de habitantes, iina inmigración mucho 
más numerosa; pues aunque haya aumentado de una manera conside- 
rable el número de chilenos durante los últimos años, coino lo niani- 
festó el señor Presidente en su discurso, ni Su Seiioría ha ncgndo ni 
nadie puede poner en duda que ese progreso siga adquiriéndose en 
mayor escala. El misnlo IIonorab!e Presidente, y si no, el Honorable 
Presidente de la Cámara be Senadores, preside una Comisión nom- 
Lrada para dar auge á los medios de obtener una corriente más sólida 
y numerosa de extranjeros hacia el país. 

q P o r  qué no respetar con los desidentes aquel precepto del Evati- 
gelio que nos dice: 11No hagas á otro lo que no quieras para tial? Si no 
aceptamos la intolerancia de los protestantes para con los católicos, 
{por qué no reconocemos á éstos lo que queremos que se nos reconoz- 
ca á nosotros mismos? 

iiHe creído y persisto en creer que la Ley Interpretativa es un ele- 
mento más creado en favor de la reforma. Seamos sinceros: los disi- 
dentes no tienen grandes actos de culto, y, relorn~ado el artículo cons- 
titucional, es n~uy probable y casi seguro que no veamos iiiás que lo 
que hayamos de ter sin la reforma, bajo la protecci6n de la Ley. Se ine 
dirá que al asegurar esto arguyo contra mis argumentos anteriores, y yo 
responderé que, partiendo de la necesidad dc no consignar preceptos 
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hipóc;itas en nuejtras Leyes, me inclino inás a la confesión de la verdad 
y A la refurma de la segunda parte del artículo 'constitucional, no en el 
sentido de suprimirlo, pero sí en el de darle una nueva forma que ga- 
iaiitice de la manera más amplia la libertad de profesar los cultos de- 
sidentes. Si es cierto que el Supreino Gobierno ha aceptado el princi- 
pio de la libertad dc cultos, aunque cubriéndolo con cierto velo, si lo 
aceptamos todos nosotros, y si entra en los :intereses más vitales del 
país y le prepara d í ~ s  de abundante progrzso, ¿por qué no hemos de 
proclamar las cosas tales como son en si mismas, sin ambajes, sin ocul- 
taciones y con entera franqueza? 

iaCreo que Iie inolestado ya bastante la atención de la Cámara con 
la exposición de ideas que consideraba necesarias para deshacer cier- 
tos errores inuy dignos de ser refutados, y espero que habré merecido 
su benevolencia, atendido el móvil que ha guiado mis palabras. 

li'rerminaré haciendo indicación para que al tiempo de votar se di- 
vida el aitículo 5 . O  (4.0) en dos inciso., á fin de que cada cual pueda 
dar su voto d las ideas que abriga con sinceridad y conciencia. iY Dios 
quiera que en tieinpos no lejanos de nosotros pueda el extranjero que 
re dirija á Chile !eer en la facliada de nuestro edificio político estas 
grandes palabras: Libertad de nrltos, que encierran una idea rcconocida 
ya coiilo principio por nuestras Instituciones Fundamentaleslii 



ANEXO NÚM. 4 

Informe de la mayoría de la Comisiónde Constitucióq Legislación 
y Justicia sobre la reforma del articulo 5.0 (4.0) 

Honorab!e Cámara: 

Vuestra Comisión de Constitución ha estudiado, con la detención 
que la importancia de la materia requiere, la mocióil que tiene por 05- 
jeto declarar necesaria la reforma del artículo 5 . O  (4.0) de la Carta 
Fundamental y de los demás que con él se relacionan. 

Fácil es comprender que la cuestión primordial que aquella moción 
promueve, es relativa sólo al citado ar t ícu!~ 5.O (4.0), que declara que 
lbla religión de la República de Chile es la Católica, Apostólica, Roma. 
na, con exclusión del ejercicio público de cualquiera otra.!, Siendo 
meras deducciones de ese artículo y del sistema que en él está basado, 
los demás que comprende diclia moción, es iiidudable que la reforma 
de aquél reclamaría también la de éstos. 

E n  electo, establecida la recíproca independencia de  -la Iglesia y 
del Estado, y suprimida toda religión oficial, ni tendría razón de ser el 
precepto del artículo So (71) que in~pone al Presidente de la República 
la obligación de observarla y de protegerla, ni la tendrían tampoco los 
que confieren á las autoridades políticas las atribuciones mencionadas 
en los artículos 39 (30), párrafo 3.O; 8 2  (73), párrafos 8.O,  13 y 14; y 
104 (95) ,  párrafos 3.O y 4.0, referentes á la facultad de presentar, al 
patronato, al e.zequaiur y á los recursos de protección. Tampoco ten. 
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dría ya hase la disposición del artículo 102 (93), que exige que forme 
parte del Consejo de Estado un eclesiástico constituído en dignidad. 

Concretándose, pues, al examen del artículo 5." (4."), y tomando 
desde luego en cuenta su primera parte, piensa vuestra Comisión que 
es necesaria su reforma, bajo cualquier punto de vista que se conside. 
re la disposición que en ella se consigna. 

En teoría es inadmisible que una Constitución imponga al Estado 
religión determinada. 

La razón es obvia. 
Si una Constitución no es otra cosa que el conjunto de principios 

fuiidan-ientales que organizan los Poderes Públicos, aseguran los dere- 
chos individuales y determinan las bases á que deben sujetarse las re- 
laciones de las autoridades po1ític;is entre sí y las de éstas con los go- 

bernados; es perfectamente claro que su esfera de acción está cir. 
cunscrita sólo á intereses temporales. 

Sentada esta base capital, se nota sin dificultad que el fomento y 
desarrollo de tales intereses no exige que se imponga religión algVna 

al Estado; puesto que una sociedad política es algo esencialmente di- 
verso de los individuos que la componen, qhenes están siempre divi- 
didos, bajo el aspecto religioso, en sectas diferentes. 

V e r d ~ d  es que, á pesar de lo aicho, no es nuestra Constitución la 
única que haya adoptado como religión del Estado la-Católica, Apos- 
tólica, Romana. 

Mas este hecho, :que vuestra Con~isión se apresura á reconocer, 
nada arguye contra la verdad del principio arriba establecido. Él prue- 
ba sólo que circunstancias dadas han podido aconsejar la adopción de 
un sistema que, en la épcca actual, está sirviendo de origen fecundo á 
graves dificultades entre las autoridades políticas y las eclesiásticas en 
no pocas de las naciones que lo han admitido: dificultades que no 
existen donde, como en Estados Unidos ó en Bélgica, no reconoce el 
Estado culto alguno exclusivo. - 

Si lo que ayer pudo establecerse con la mira de buscar la armonia 
entre autoridades de un orden diverso, ha llegado á ser hoy origen de 
cuestiones entre ambas; si lo que pudo aceptarse sin inconveniente 
hace diez Ó cuarenta años, los produce ahora y de carácter gravísimo; 
si en aquellas cuestiones el Estado no podría ceder. sin amenguar su 
soberanía; si no es admisible que el perfecto derecho que reside en la 
Nación para constituirse y regirse como mejor le ;>laxa haya de subor- 



dinarse jainbs á autoridades extrañas, sean éstas cuales fueren; y si debe 
aceptarse, como base fundamental de la organización política de todo 
Estado independiente, el gobierno de éste por sí mismo y exclusiva- 
mente por las autoridades internas en quienes delega el ejercicio de su 
soberanía; no se concibe entonces cómo pudiera ponerse en duda la 
necesidad de uiia reforma que se propone 4 la Honorable Cámara bajo 
el amparo de tan poderosas consideraciones. 

Si del terreno teórico se pasa á considerar la reforma de la primera 
parte del artículo 5.0 (4.") desde un punto de vista esencialmente prác- 
tico, parece á vuestra Comisión que ella ha llegado á ser ya y que será 
cada día más necesaria, como el único medio adecuado que se presen- 
ta para evitar la posibilidad'siquier de  futuros conflictos entre la 
Iglesia y el Estado. 

Y nótese bien que esos conflictos no sólo pueden poner en pugna 
frecuentemente los sagrados deberes que al .católico impone su religión, 
cori los ineludibles que la Constitución I~ace pesar sobre el ciudadano 
y el gobernante; sino que, con ocasión de las odiosas cuestiones de 
preeiilinencia entre ambas autoridades á que se ha aludido ya, causan 

alarmas é inquietud en las conciencias é introducen en la sociedad se- 
rios elementos de perturbación. 

Esto por 10 que toca á la necesidad de reforniar la primera parte 
del artículo 5 . O  (4.0) 

En cuanto á la segunda, su reforma e; tan necesaria, 6 más aun, si 
cabe, que la de la primera. 

Desde que habitan el hospitalario suelo de Chile individuos que 
profesan distintas creencias,  cómo podría desconocer;e. la necesidad 
de  asegurar ampliamente 5. cada cual el derecho que naturalmente le 
coilipete de ejercer poblica 6 privadamente su culto, en coridición 
idéntica á la de  todo otro? 

Aparte de las razones consignadas en el preámbulo de la moción 
que se informa, y de los numerosos é incontestables argumentos que, 
en apoyo de la libertad de ciiltos, hicieron valer sus defensores ante la 
Honorable Cámara de 1865, y cuya reproducción no es aquí indispen- 
sable, piensa vuestra Comisión que este punto de la reforma no pue- 
de dar lugar á divergencia de opiniones en el grado de adelanto que 
ha alcanzado la Repíiblica, y que él está ya definitivamente juzgado 
en sentido favorable á esa libertad. 

Tan cierto es esto, que, aunque de una manera indirecta, tuvo que 
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reconocerlo así la Ley Interpretativa de 2 7  de Julio de 1865. Meries- 
ter es, por consiguiente, incorporar en la Carta:Fundanier.tal, y en 
todo su desarrollo, la garantía que esa Ley quiso dar á los disidentes; 
y tiempo es ya de llegar, con franqueza y buen ánimo, al término del 
viaje cuya piimera jornada emprendió el Congreso de aquel año me- 
morable. 

Aunque no inctiinbe á vuestra Comisión abrir dictamen acerca 
del sentido en que liaya de hacerse la reforma propuesta, ya que la 
manera de ver del actual Congreso no liga al futuro llan~ado á consu- 
inarlo, se permite indicar, sin embargo, que convendría realizarla, su- 
primiendo de la Carta Fundamental todos los artículos detallados er. 
a moción que motiva este informe, y i'eemplazándolos por uno que, 

sin adoptar culto alguno oticial, asegure ampliamente á todos su ejer- 
cicio piíblico y privado, sin otras linlitaciones que las reclamadas por 
la moral y el orden público. 

Vuestra Comisión no duda que tan importante reforma social ha 
de realizarsr por la fuerzz misma de las cosas, en época más ó menos 
próxima; y es de sentir que ella crearía para la Iglesia Católica, Apostó- 
lica y Romana una coridición tal, que la dejaría en completa libertad 
para gozar de todos los derechos que le corresponden por su institu- 
ción, asegurándole cuantos medios fueran necesarios para que, dentro 
de  su esfera propia, obrara con entera independencia de otra autori- 
dad y llenara sin embarazo alguno la elevada iilisión que le compete. 

Y no se diga que los inconvenientes á que da lugar nuestro régi- 
inen actual podrían evitarse dejando subsistentes los artículos 5 . O  (4.0) 

y 80 (71)  de la Constitución, y suprimiendo todas aquellas de sus dis- 
posiciones que se refieren á las facultades que ella confiere á las auto- 
ridades políticas en sus relaciones con la Iglesia. 

Vuestra Comisión, con franqueza lo declara, no aceptaría senie- 
jante solución; porquci esas facultades son, á su juicio, en países que 
atraviesan la situación del nuestro, consecuencia necesaria de la obli- 
gación de proteger exclusivamente la religión Católica, Apostólica, Ro- 
mana. Si el Estado se impone tan grave obligación, tiene no sólo el 
derecho sino el deber imperioso de sujetarla en su ejercicio á cuantas 
limitaciones sean necesarias para que la protección que dispensa a un 
culto determinado, jainás pueda inferir- menoscabo ni lesióai alguna á 
la Soberanía Nacional. 

En conclusión, y á nombre de la igualdad absoluta que á todos 
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~iproca debe asegurarse en el ejercicio de su culto; á nombre de la re-' 
independencia de que deben gozar la Iglesia y el Estado, dentro de la 
esfera que respectivameiite les corresponde; y á nonibrs, finalmente, 
de la Soberanía di: la Nación, que debe conservarse incólume en todo 
caso, la Comisión de Constitución de la Honorable Cámara de Dipu- 
tados, pide á ésta apruebe en todas sus partes la inoción á que se re- 
fiere este informe y que ha merecido ya el honor de ser apoyada por 
veintinueve de sus miembros.-Sala de IaComisiÓn, 6 de Julio de 1874. 
-Jorge 2 . O  HUIZ~~US, Diputado por la Serena -Enrique Coad.-Ban- 
cisco Javier Concha.-Joapuin Blest Gana.-José Manuel Balmaceda, 
Diputado por Carelmapu. 



Discurso proziunciado en sesión de la Cámara, de Diputados de 10 de 
Enero de 18'71, referente al artículo 9.0 (suprimido) de la Consti- 
tución (1). 

1lEr. SEÑOR H u N E E ~ J s . - ~ , ~  dificultad que en este morriento trata. 
mos de  resolver es, señor Presidente, d e  suma gravedad, considerada 
en lo absoluto, y n o  calece de razón el Honorable señor Arteaga Alem- 
parte al afirmar que es imposible resolverla do: una manera completa- 
mente satisfactoria. Esto es efectivo á la luz de  los buenos principios; 
pero no pienso por eso que, dentro del terreno ielativó y meramente 
positivo de  la Ley de 12 de Noviembre de  1874, no sea posit)le arbi- 
trar algún medio que salve el vacío que en ella se nota, cuando se 
quiere relacionar la regla general que establece el inciso 1 . O  en sri ar- 
tículo 80 con la parte del 72,  que permite decir de  nulidad d e  una 
elección por actos que la hubieren viciad? cn la constitución 6 proce- 
dimientos d e  las Juntas d e  Mayores Contribuyentes que noiiibran las 
Juntas Calificadoras, Ó en la constitución Ó procedimientos de  é>tas 

dltimas. 
E1 artículo 72,  en la parte i que acabo de  referirme, permite hoy 

(1) Este discurso no tiene ya interés en el 1)erccho Positivo, así por hal~rrse  su- 
primido el artículo 9." d e  la Constitución, como por la derogación d e  la Ley Electo- 
ral sobre que discurre. Ido incluímos, sin embargo, en atencihn & la sobriedad de  las 
interesantes ideas que desarrolla y la relativa actualidad d e  la importante materi 
.i que él se refiere, (Nota de los Editores. j 



atacar una elección con10 nula por defectos en 11 formación del Re- 
gistro Electoral, por actos que hulieren  viciad^ las calificaciones. La 
Ley de Noviembre de 1874 modificj así de una manera sustancial y 
profunda nuestro sistema electoral; porque, como lo sabe bien la Cá- 
mara, antes no era lícito decir de nulidad de una elección por tales 
defectos. El Registro Electoral se formaba no s6:o por las Juntas Ca- 
lificadoras, sino por Juntas Revisoras que corregían los defectos de que 
podía adolecer, inscribiendo a los ciudadanos que habían sido indebi- 
damente excluídos, O excliiyendo á los individuos que indebidamente 
habían sido calificados. 

Suprimidas hoy las Juntas Revisoras, dispone la I..ey de 1874, en 
su artículo 23 ,  que la inscripción indebida ó la exclusión ilegal, aunque. 
pueden ser perseguidas y deben ser castigadas, no dardn lugar, en nin- 
gbn caso, d exclusiones Ó inclusiones posteriores la clausura del Re- 
gistro. Y con10 esta clausura tiene lugar, según los artículos 19 y zo 

de la misma Ley, el r g  de Noviembre, es decir, el inismo dia en que 
las Juntas Calificadoras dan término á sus funciones, resulta que sus 
procedimientos indebidos, inirados con relación á la calificación y á la 
elección iiiisina, no tienen otro correctivo que la nulidad de ésta, de- 
clarada por la autoridad competente. 

H e  aquí por qué la Ley Electoral vigente ha can~biado nuestro an- 
tiguo sistema, y ha establecido que puede reclamarse la niilidad de una 
elección por actos que hayan viciado las calificaciones. E3to se explica 
fiícilmente, sih que sea del caso averiguar ahora si el nuevo sistema es 
6 110 más ventajoso que el antigiio, y sin que haya tampoco para quC 
discutir acerca de cuál de los dos se armoniza mis con el precepto que 
contiene el artículo 9 . O  (suprimido) de nuestra Constitución, caso de 
que se entendiera que ese precepto, al deterinir.ar que nadie puede 
ejercer el derecho de sufragio sin haber poseído su boleto de califica- 
ción tres vneses antes de la elecci6.1, quiso que dentro de este término 

se revisara el Registro por la autoridad que determinase la Ley, á fin 
de dejarlo defiitiua é i~revocaáCemente formado. 

Dando de mano á estas cuestiones, me parece que debemos tomar 
la Ley tal como existe. Buena 6 mala, nuestro deber es respetarla mien- 

tras sea Ley, y buscar el medio de llenar los vacíos que en ella se noten 
de una manera lógica con el conjunto de sus disposiciones. 

Dicho lo que precede, es del caso preguntar ~61110 podría hacerse 
de nuevo una elección dentro de los treiztn d a s  á que se refiere $1 ar 
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iículo 80 de la 1,ey de Elecciones, cuando el acto que ha motivado la 
nulidad declarada afecta al Registro mismo y hace necesaria la renova- 
ción de las calificaciones. Imposible de todo punto; porque la sola for- 
mación de un nuevo Registro exige un término más largo que el de 
treinta días, y porque todavía, además de ese término, es preciso que 
transcurran tres meses para que el ciudadano inscrito pueda ejercer el 
derecho de sufragio. 

La Ley no previó este caso; luego nosotros debemo(l1enar ese vacío, 
y llenarlo de una manera general, como corresponde al legislador, á fin 
de que en adelante no se susciten nuevas dificultades como la presente 
En vez de dictar una Ley especial para el caso de  Cauquenes, Ley que 
seria considerada por muchos como atentatoria contra las atribuciones 
exclusivas de esta Cámara, dicten~os un precepto tan general como el 
que contiene el inciso 1 . O  del artículo 80 de la Ley de 1874, y habre. 
inos salvado así la dificultad de una inanera perfectamente correcta 
dentro de las reglas que esa misma Ley sanciona. 

Establézcase que, cuando una elección se anulare por cause  que 
hagan necesaria la renovación de las calificaciones, se procederá desde 
luego á esa renovación en la forma y dentro de los términos que se ob- 
servan en las calificaciones que tienen lugar cada tres años; y que la 
nueva elección no se verificará sino después de vencido el término de 
tres meses, coqtados desde la fecha en que terminó la rei~ovación de 
las calificaciones; y pienso que habremos solucionado In duda que hoy 
nos trae preocupados, de una manera legal y que en nada amenguaría 
los derechos y prerrogativas de esta Cámara. 

 podrá objetarse á la idea que someto á la deliberación de la Cd- 
mara el inconveniente de que una vez aceptada como regla general en 
la Ley, podría suceder que, en un momento dado, haya más de un Re. 
gistro Electoral en un mismo Municipio. Supóngase, por ejemplo, que 
la Cámara de Diputados declara nula la elección de sus miembros he- 
cha en el Departamento A, por vicios que hagan necesaria la nueva 
formación del Registro. Supóngase, además, que el Senado declare vá- 
lidas las elecciones de  los Senadores de tal provincia hechas en el mis- 
mo Departamento A. {No es verdad, que dada esta hipótesis, quedaría 
subsistente para el Senado el Registro pri??zilivo, y que para la Cámara 
de Diputados, que anuló éste, existiría sólo el Registro reno.iindo? 

i1Y si, después de la renovación del Registro, hubiere de procedersc 
á una elección directa extraordinaria, no de Diputados, sino de Elec- 



torr s de  Presidente de  la República, por ejemplo, ¿quiénes sufragarían 
en esta elección? ¿quiénes serían reputados como ciudadanos activos 
con derecho d e  sufragio? ¿Los individuos inscritos en el Registro primi- 
ti\ o ó los inscritos en el Registro renovado? 

Esta dificultad graiísima tampoco estd resuelta en la Ley. 'Tal vez 
no sería fácil darle otra solución que la d e  ~ o l r e r  al sistema antiguo, 
según el cuál el Registro no podía renovarse; ya qrie no existe en Chile, 
ni puede la Ley crearla dentro de  nuestra Consti~ución, una sola auto. 
ridad llamada á calificar todas lar'elecciones y d reso l~er  las reclaina- 
ciones de  niilidad que se suscitaren acerca de  todas ó de cualesquiera 
elecciones. El  inal es inevitable dentro del sistema actual, puesto que 
la Cámara de  Diputados califica las e:eccioi-ies d e  sus mienibros y el 

Serindo la d e  los siiyos; y todavía al Congreso inciimbe resolver las 
cuestionzs de  nulidad referentes á las elecciones de  Electores de Presi. 
dente y á las de  éste inisino; y al Tribunal especial que exihte dentro 
del Consejo de  Estado compete fallar las reclamaciones de  nulidad d e  
las elecciones municipales. 

Hé aquí cuatro autoiidades distintas que, apreciando un misino 

hecho,-la hueca 6 nu la  formación d e  un mismo Registro Electoral, 
-pueden calificarlo de  una manera diametralmente opuesta. 

Pero 110 se  trata ahora d e  salvar ese defecto, sino simpleillente 
de  dictar una regla que armonice los de  dos artículos de la 
1,ey Electorul, en lino de  los cuales (el 8 0 )  no se dcterrilinó la inane- 
ra cómo debe prxederse  en alguno' d e  ios casos previstos en el otio 

(el 72). 
Sin otri, propósito que el que acabo de  indicar, me  perinito modi- 

ficar el Proyecto d e  Ley presentado por el Ejecutivo y refundir en uno 
los dos artículos de  que consta, en los térininos siguientes: 

iiSin perjuicio de la regla general establecida en el inciso 1 . O  del 
aitíciilo 80 d e  ln Ley de 1 2  de Noviembre de  1874 ,  cuando una elec- 
ción fuere anulada por causa que haga necesaria la renovación de  las 
calificaciones, se procederá á hacerla extraordinariaii-ieiite en la forma 

que sigue: 
i1E1 Presidente de  la República dispondrá que, dentro de  los prime- 

ros veinte días después d e  haberle sido anunciada la declaración d e  
nulidad, se efectúe el primero de  los actos necesarios para su1)cni ar 
el ~ i c i o  que motivó dicha declaración. Entre ese acto y los demás 
que se requieran para la renovación de  las calificaciones, se giiarda- 

28 
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rdii los n!isinos iiitervalos de  días y las inisiiias foiri-ils que dek)-n 

observarse eii las calificacioiies ordinarias. 
- 111,n nucia ~ o t a c i ó n  tendrá lugar el día siguiente desp~iés de  vznci- 

dos tres iiiese;, contados desde la fecha en que hubiere terminxdo la 
renovación de  las calificaciones. 1.0s actos necesarios, pnra que la 
eleccióii se repita en dicho día, se verificarán can la anticipación y 
eii la forma qtie las Leyes señalan para las eleccioiies ordinarias.ti 



Discurso sobre la, libertad de enseiianza 

. En sesión de la Cáinara de Diputados de I 7 de Octubre de r 873, pro- 

nuncianlos el siguiente discuiso, referente á la lil~ertad de ensefianza: 
I I E L  SEÑOR HUNEEUS. -NO tema la Cámara que vaya á molestar 

su atención con un largo discurso: mis pretensiones son inái modestas. 
Me propongo únicamente fundar mi voto y iilanifestar cuales son las 
razones qrie me inducen á aceptar en parte 1 ; ~  indicacióii del señor Ro- 
dríguez y á desecharla también en parte. 

11Me explicaré con t o d a h  clariJad que me sea posit)le, porque de- 
seo ser comprendido. 

.ilJ,a indicación del Honorable Diputado por Cliillán, auiiqiie aplrez- 
ca formulada coi110 una sola, es en realidad doble. Hay en la propo:i- 
ción de Su Sefioiia 1-10 una sino dos iiidicaciories: una relativa á la 
libertad de enseñanza, y otra referente á la libertad de profesiones. 

i1Cierto es qüe la libertad de ~irofesiones cs el coinpleiiiei~to indis- 
pensable de la librrtad de  ensefianza; pero es inenertcr tainbién que la 
Cán-~ara no olvide que, tratándose 'de indicaciones :obre reforma de 
.la Constitucitn, es necesario iiiirarlas bajo dos puntos de vista: pri- 
mero, bajo el punto de vista teórico, para que la Cámara resilelva si 
es aceptable 6 no la idea contcnid:~ en la indicación; y segunda, bajo 
el punto de vista práctico y constitucional; por cuanto la teoría que 
parece haber sido ace1,tadri por la Cániara es lim'tar la rtforina unica- 

inente á aquellos puntos dtclarados reformables por la Ley de Agosto 
de 1867, adixitida la nlaixra coi110 el Honorable Iliputadu por 'l'alca, 



señor .4niunátegui, y el que habla indicamos en una sesión pasad1 que 
debía verificarse ia reforiila, esto es, aceptando sólo aquellos incisos 
d-l Proyecto que no se refieren á materias que pudieran estar en pugna 
con otros incisos 6 artículo; de la Constitución que, por la Ley que 
acabo de citar, no hayan sido declarados reforniables. 

llPor esto mismo deseabl manifestar á la CLmara cuál es iiii modo 

de penslr respecto de las d7s ind!caciones formuladas p3r el Honora- 
ble Diputado por Chillán, scñor Rodríguez, y me permito hacerlo alio- 
ra, abusando tal vez de su condeicendeticia, en los términos más breves 
que me sea posible. 

1iPrimera cuestión: libertad de enseñanza. Principio por declarar 
que en un documento público que conceptúo grave,-porque entien- 
do que cuando en materias políticas iin hombre hace declaraciones, 
debe pensar m!iy b:en lo que dice y aceptar todas las consecuencias 
que se desprendm de sus palabras,-me he declarado abiertamente 
partid~rio de la l iber t~d individ~ial, en toda la acepción de la palabra. 

llhfe plrece que esta declar~ción es bastante explícita para que la 
C'ii~iara, sin inás antecedentes y aún cin el deblte incidental que tuvo 
lugar á propósito de  la publicación de ciertas actas,-debate que me 
proporcioii6 I;i oportunidad de decir que era partidario de la libertad 
de ens-fianza,-se persuada de que, cin ponerme eii pugna con mis 
propias ideas, no liucdo coinbatir el principio que establece la libertad 
de enseñanza. I,o ccepts en la persuasión de que si este principio 

przva!ece en la Ley, Iia de producir más tarde muy buenos resultados. 
No creo absolutamente que la libertad de enseñanza pueda producir 
en Chile frutos perniciosos. Nc, señor. 

1lSe ha pretendido por muchos que el país no está preparado, que 
no es conveniente dejar que todos ciiseñen como quieran y por 10s 
métodos qce quieran, y se h2 contrapuesto á este principio de laliber- 
tad de enseñanza el principio de autoridad. 

llMuchas veces, pensando yo en esta cuestión, me he preguntado: 
$10 será tal vez que la intervención de la autoridad ha sofocado la ini- 
ciativa inclividu il? ~~Zcaso,  me he dicho yo, dando más expansión A la 

libertad de enstñlnza, no tomlri ésta l-ilás vuelo, haciendo reportar al 
país más b:ileficios? 

11Confies0, señor, que muy bien puedo equivocarme; pero me parece 
que la lib-rtad de enseñanza es algo que la Cáni-ira no puede menos 
de estab!ecer y conjignar en 1'1 C irti. Ptro consignar de un2 manera 



absoluta este principio eii la Constitución, sin estalilccer )os límites á 

que pcdría sujetado la Ley, es algo que tainlién ~~rodcciiía niuy po- 
cos buenos resultados en la práctica, porque quedaiia Lí la Ley la fa- 
cultad de limitacióii colno quisiera. 

ilY aquí debo declarar, que de los dcs sist-inas, el rípresivo y el 
preventivo, ya sea tratándose de la libeitad de  e!iseiian~a ó de cua!- 
quiera otra libertad, yo estoy por el represivo, y por iiiia razón muy 
sencilla: creo que debe establecerse coiiio regla general que el hombre 
civilizado propendc al bien y no al mal, y creo, adeinás, que la c0r.s e 
cuencia natural que se desprende de esta proposición es que la autcri- 

dad no debe suponer que el humbrz va Lí obrar mal. Tan cierto es esto, 
que para medir el grado de libertad y de progreso á que ha llegado 
una Nación cualquiera, no hay más que averiguar cuál de estos dos 
sistemas prevalece eri su legislación: el represivo ó el preventivo. En 
donde prevalece el sistema preventivo es necesario multiplicar el nú. 
mcio de agentes de policía, porque se parte di: la base de que es nie- 
nester vigilar & los iioinbres pala que n o  delincan: todo es allí regla- 
iileiitación, todo está bajo el ojo vigilante de la autoridad. En aquellos 

países donde ese sisteina no domiiia, no es necesaria casi la ititerven- 
ción de la policía, ni las Leyes restrictivas de ¡a 1ibeit.d indi\iduaI. 1' 
coi110 el hombre tiene ciertas  facultad-.^ cl?ie iio proceden de la I.ey sino 
de Dios 6 de la Naturaleza, una Constitución que las restringiese ó las 

ahogase sería atentatoria, iiito!erdt)le. Aunque la Constitución no ic- 
coiiszca en el lionil~re ciertos derechos, no por eso deja éste de teiier- 
los, y no hay quien pueda quitdrselos, porque no es ella quien se los 
ha dado. Seria, por ejen-iplo, un absurdo que la Constitución preten- 
diese negar á alguien el derecho de pznsar, dereclio que Dios ha dado 
al Iionibre, ó el de manifestar su lieiisamiento. De ahí precisamente 
nació la libertad de iinprenta. 

i~Fero si nuestra Cons!iluciÓi-i gar,iiitiza la libertad individual, que cs 
el Nnbens COY-us de los ingleses, también es cierto que en el inciso 4 . O  

del artículo 1 2  ( io)  dice: llLa Constitución asegura á todos los habi- 
11 tantes de la República.. . 

114.0 La libertad de permanecer en cualquier punto tle la Iiepública, 
:i traslada~se de uno á otro, 6 salir de su territorio.11 

 pero, á renglón seguido, este artículo determina las liinitaciones á 
que esa libertad cslá sujeta, y dice: i~guardándose los rcglainentos de 
1 1  policía y salvo si,-ntl~ie el 1 erjuicio de teicero.il Es cicrto que teiic- 
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mos el derecho de  ir y venir, y el d e  trasladarnos de  un punto á otro, 
dentro y fuera de  la República; pero si alguien se presenta en contra 
mía, se ine arraiga y ya no puedo separarme libremente del lugar donde 
se ine demanda. 

tiotro tanto sucede con el derecho de  propiedad, reconocido a m  
p l i h e n t e  por la Constitución, pero que está limitado por la facultad 
que deja al legislador d e  decretar la expropiación, por causa de  utili- 
dad púb!ica y por interés particular, en virtud d e  sentencia judicial. 

rlPor estas consideraciones ine permito adicionar la indicación en 
cste sentido: iaLa libertad de  enseñ.inza sin sujeción á medidas pre- 
11 ventivas.ti Creo que para fundar mi opinión sobre este punto no nece- 
sito insi3tir mucho; ya que hablo á una reunión de  hombres ilustrados. 

ilT11 vez se ine hará esta observación: si la Constittición no ha po- 
dido dejar d e  reconocsrine la libertad de  enseñar lo que yo quiera, 
tainpoco puede quitárinela, de  manera que es inútil dejar consignada 
esta disposición en la Carta Fundamental. Esta objeción se contesta 
ficilmente recordando lo que sucede respecto de  la libertad de  asocia- 
ción, que n o  está reconocida por la Constitución, y que, 110 obstante, 
se ejerce libremente porque es un derecho natural é incuestionable. 
Y sin embargo, se quiere ahora asegurarla de  un modo positivo, Luego, 
igual cosa debe hacerse coa la libertad de  enseñanza. 

liEsto por lo que hace á la cuestión d e  coiistitiicionalidad. Por lo 
que toca á la cuestión teórica que envuelve la indicación, parece que 
no habrá un solo señor Diputado que se atreva Q negarle su iinpor- 
tancia. 

il'rodavía podiía hacerse una objeción, y es la d e  que la libertad de  
enseñanza es incompatible con el principio del Estado docente. Pero 
yo niego absolutainente esa incompatibilidad. N o  porque tenga cada 
cual la libertad de  enseñar :o que quiera ycomo quiera, debe el Estado 
prescindir d e  dar á los chilenos !a instru~.ción que juzgue conve- 
niente. 

iiLa indicación no modifica en lo menor lo dispuesto por los artícu- 
los 153 y I 54 (144 y 145) de  la Constitución que establecen el Estado 
docente y que n o  han sido declarados reformah'es; de  manera que no 
hay inconveniente alguno para declarar libre la enseñanza de  los parti- 
culares, al mismo tiempo que se encarga al Estado dar por su parte 
educación gratuíta. 

llEsto mismo es lo que encuentro establecido en la Consti:ución de 
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Bélgica, que asegura primeramente la libertad de enseñanza y á ren- 
glón seguido prescribe que la educación costeada por el Estado se re- 
girá por las disposiciones que establezca la Ley. 

1lY á propósito de la indicación del Honorable Diput~dopor  Chillán, 
he visto con gusto que en el Proyecto sobre Instrucción suscrito por 
los señores Dipiitados Elejt Gan2, Matta y Errázuriz, y el señor Sena- 
dor Reyes, se reconocen hasta cierto punto principios que se aproxi- 
tiian mucho á la comple'a libertad de enseñanza. E n  ese Proyeclo se 
establece que la enstñanza costeada por los particulares podrá hacerse 
sin inás intervención del Consejo Universitario que la de velar por la 

inoralidad, Iiigien3 y seg~ridad dc 105 alumrios de colegios particu- 
lares. 

iiRuego que se me rectifique si no es esto lo que en él se pro- 
pone. 

I ~ E L  SENOR BLEST G ~ N A  (Vicepresidente).-Es la verdtd. 
!!EL S E ~ O R  HUNEEUS.-D~S[)U~S de todo esto, si se rec7noce la ii- 

beriad de fundar escuelas ó c~legios y de enseñar libreniente en cllas, 
no puede merios de aceptarse l i Iil>e:tad de enseñanza, desde que en 
nada lastima al Estado docente. 

iiDeclaro, coino lo he declar~do siempre, que soy partidlrio de la 
libertad de enseñanza, pero á pesar de esto, si en mi mano estuviera su- 
primir el Estado docente, no lo suprimiría, porque ello no sería conre 

niente ni acept'~ble, dado el estado actual de  la sociedad. 
i1Y para manifestar que la educac;ón pziblica á que se refieren los 

artículos 153 y 154 (1 14 y 145) de 11 Constitución, es iínicamente la 
sostenida con fondos nacionales, ine bsstará invocar antecedentes es 
tablecidos por nuestro Derecho Positivo. 

ilgQué se deduce de la Ley Interpretativa del artículo 5 . O  (4.0) d e  la 

Constitución? Que no puede llamarse culto pzil>lico el que se practica 
en capillas privadas, aunque tcngan sus pequeñas torrecillas. Estable- 

ció, y con niuclia razón, que no puede reputarse corno cultop~íbliro 
el que se ejerce en templos de propiedad particular, sino en aquellos 
que son costeados por el Estado. 

iiOtro tanto puede decirse de la libertad de enseñanza, desde que la 
Constitución la reconoce implícitamente sin n e p r  por esto la necesi 
dad del Estado docente. 

1iLa Constitución establece también que sólo en virtud de una Ley 

se puede decretar honores pzíblicos á los grandes servicios; sin enibargo, 
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venios que cuando los ciudadanos quieren perpetuar la memoria de  
algún hombre ilustre levantan estatuas sin necesidad de ocurrir al Con- 
greso para que decrete tales honores. Y no puede ser de otro modo 
desde que, no siendo c~steados con fondos del Estado, no se reputa 
que son honores príb/icos. 

i1Me parece, pues, qiie no hay inconveniente para aceptar la prime. 
ra parte de la indicación, que juzgo muy coinpatible con los artícu- 
los 153 y 154 (141 y 145) de la Constitución, los cuales se refieren 
sólo á la eriseñanzaplidl'ica, d sea, á la sostenida por la Nación. 

i.Tiempo es ya dc exaiiiinar la segunda parte de la indicación del 
Honorable señor Itodríguez, que se refiere á la libertad de profesione.;. 

11Xquí cs del caso hacer una declaración expresa, porque de: .eo ser 
bien ccinprendido por mis Honorables colegas. H e  dicho que adniito 
la lib~rtad de profesiones, y así lo he deciarado siempre en mi modes- 
ta carrera de hombre piíblico y lo he enseñado á mis alu~iinos como 
profesor de Derecho Público, en lo que fundo mi mayor orgullo. Pero 
esto que he declarado y he enseñado, lo admito únicamente como un 
principio teórico, mas no lo considero aceptable en el terreno extricts- 
incnte constitucio~~al, desde que no podemos reformar ahora aquello 
que no se ha declarado reformable. 

iiEn efecto, el artículo 151  (142) de la Constitución dice así: 
1iNinguna clase de trabajo ó industria puede ser prohibida, á menos 

11 que se oponga á las buenas costunibres, á la seguridad, 6 á la salu 
11 bridad pbblica, 6 que lo exija el interés nacional, y una Ley lo de- 
1 1  clare así.11 

~yQué  resulta de aquí? Que la Constitución admitió que una simple 
Ley pudiera restringir esa libertad, Ó por lo menos estableció que ese 
fuera un medio de limitar la libertad del trabajo. ¿Cón?o entonces 
aceptar la libertad de profesiones en un artíciilo de la Constitución, 
existiendo en ells otro, y no reformable, que declara que la libertad 
del trabajo puede ser limitada por una simple I;cy? 

ilDz paso agregaré que mi deseo niás ardiente es que el Estado 
tenga la menor intervención posible en las relaciones de los individuos 
entre sí; esa intervención nie fastidia. Dispénseme la Cámara esta 
manera de expresar nii opinión. Esti  bien que el Estado intervenga 
en sus relaciones con los ciudadanos, pero en las,relaciones entre 
Pedro y yo; el Estado nada tiene que ver. Es á Pedro y á mí :i 
quienes únicatilente interesa mantenerlas y arreglarlas, 



1iPor otra parte, la Constitución, en el inciso 2.O del artículo 1 2  (10) 

que discutimos, asegura á todos los habitantes del Estado lila ad- 
11 misión á todos los empleos y funciones pbblicas, sin otras condi- 
11 ciones que las que impongdn las Loyes.,~ Y es bien sabido que la 
Ley Iia dispuesto que sea uua condición indispensable para el des- 
empeño de ciertos empleos y funciones púb:icos haber llenado ciertos 
requisitx y recibido ciertos títulos, como el de  abogado 6 de mé. 
dico, pQr ejemplo. 

i1Me he visto en el caso de dar estas explicaciones para que no se 
estime mi voto negativo á la segunda parte de la indicación del señor 
Rodriguez como una coritradicción con los principios que, en orden á 
la libertad de profesiones, ine Iia cabido siempre la honra de manifes- 
tar; sino como uria consecuencia necesaria del respeto que debemos á 
la Constitución, la cual nos prohibe extender la reforma que discuti. 
mos á aquellos de sus preceptos que no lian sido declarados refor- 
mable~. 

 sermi mino, pues, haciendo indicación para que al inciso que tiene 
por objeto asegurar la libertad de ertse/iansn, se agregue la frase siguien. 
te: sin sujeción r i  medida a(p~na p~eue~~iiva.ii 



ANEXO NÚM. 'i 

Informo de la Comisión de Constitución, Legislacida y Justicia sobre 
o1 desafuero de un  sebo^? Dipntafio. 

Honorable Cámara: 

Vuestra Comisión d e  Constitución, Legislacíón y Justicia ha estu- 
diado detenidamente la solicitud que el I'rocurador don Rafael Carras- 
co, á nombre del Primer Alcalde de  la Ilustre Municipalidad d e  este 
Departamento, señor don Belisario Henríquez, ha presentado ante el 
Juez letrado en lo criminal, don Ramón Huidohro, entablando acusa- 
ción contra los señores miembros del Jurado electoral que suscriben la 
sentencia de  30 d e  octubre úitimo, aconipañada en copia. Dicha soli- 
citud ha sido remitida á la Honorable Cámara por el referido señor 
Juez letrado, á consecuencia de  lo pedido en su segundo otrosí, i fin 
d e  que, con arreglo B lo dispuesto en el artículo 15 (13) de  la Consti- 
tución, ella resuelva l~si autoriza ó no préviamente la acusación, decla- 
rando si ha ó no lugar á formación de  causal! contra el señor Diputado 
don Francisco de  Paula Figueroa, que es uno d e  los miembros del 
Jurado comprendido en la acusación. 

Vuestra Comisión piensa que, con arreglo á la Ley, el señor Juez 
del Crimen no ha  debido aceptar, para efecto alguno, la acusación en 
tablada por el Procurador don Rafael Carrasco, á noml~re  del señor 
Henríquez. La acusación ha debido ser interpuesta directamente por 

éste. Pero coino este defecto puede fácilmente subsanarse, vuestra Co- 
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misión ha preferido desentenderse de él, :i fin de no retardar el despa- 
cho del presente informe, sin perjuicio de que la Honoiable Cáinara 
resuelva, acerca de este punto, lo que crea conveniente. 

Para evacuar debidamente su conietido, vuestra Comisión princi- 
pia por esta!)lecer que, á su juicio, la Cáinara no debe autorizar acusa- 
ción alguna contra uno ó varios de sus miembros, sino cuando concu- 
rrieren copulativamente dos circunstancias. Es la primera la existencia 
del delito cuyo castigo se pretende, comprobada plenamente, ya que 
de otra manera no habría licuerpo de delított, y no existiendo éste 110 
se concit)e siquiera que plidiera acusarse, en razón de él, á pcrsona de- 

terminada. Es  la segunda, la de que haya antecedentes bastantes pala 
presumir que el autor del delito es el Diputado cuyo desafuero se pre- 
tende. 

Faltando cualqiiiera de estas dos condiciones, no debe autorizarse 
la acusación contra el Diputado, ya que las garantías que, á favor de 
éste, consignan los artículos 14 á 17 (12 á 15) de la Constitución tie- 
nen por objeto resguardar su independencia, no só!o contra los avan- 
ces del Poder Ejecutivo, sino contra los actos de todo individuo que, 
sin motivo ni causa legal, pudieran ponerla en peligro. Si por el sóio 
Iiecho de entablarse acusación contra un Diputado por cualquier par- 
ticular, la Cáil~ara hubieia de autorizarla, es fácil compreiider liastn 
dónde podría llevarse el abuso de iniciarlas contra 1c;s iiiiembros de la 
Representación Nacional, y hasta dónde podrídn alcanzar las consecuen- 
cias de semejante abuso. Baste indicar que dentro de los límites de 
esas consecuencias, cabría aun la desaparición completa, aunque mo- 
mentánea, de las Cámaras inismas. 

Si aun tratándose de simples particulares, no es adn~isible que se 
autorice contra ellos acusación alguna, á menos de constar que hay u11 

delito que castigar, es lógico suponer que de  idéntica manera, al n ~ c -  
nos, debe procederse cuando se trata de un Diputado, cuya persona In 
Constitución ha querido rodear de inmunidades especiales. 

Establecidos estos antecedentes, vuestra Comisión se ha ocupado 
en investigar prolija y cuidadosamente si constitiiyen 6 no delito los 

capítulos en qiie está basada la acusación que se trata de iniciar con- 
tra el Honorable Diputado don Francisco de Paula Figueroa. 

Para resolver esta cuestión previa, es menester examinar :separada- 
mente cadu uno de los cinco capítulos que la n~encionlida acusación 

comprende. 
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Consiste el primero ilen que el Jurado sc constituyó sin prestar ju- 
ramento ninguno de sus inien-ibros, incurriendo en la contravención 
terminantemente señalada en el ai tículo z I 6 del Código Penal. 1 1  

Es p")lico y notorio que los miembros del Jurado E!ectoral de 
Sactiago no prestaron juramento alguno antes de constituirse. Pero 
esa omisión ¿constituye delito? Porque, conviene recordarlo, delito es 
úiiican~ente toda acción ií omisión voluntariape~tadnpoi la Ley (art. 1 .O  

del Código Penal). 
Ahora bien, ninguna I.ey inipone á los inieinbroc de los Jurados 

electorales ob!igación de prestar juramento antes de constituirse. El 
ar!ículo 216 dc1 Código Penal, que se cita en el escrito de acusación, 
no es aplicable á esa clase de funcionarios, porque él está comprendido 
el1 el párrafo prinzero del título 5 .O  del libro 2 . O  de dicho Código; y 
según el terminante precepto contenido en la parte final del artícu- 
1u 10 de la Ley de 12 de Agosto último, sólo so11 aplicables á los 
miembros del Jurado las disposicioiies del párrafo cz~nrfo del título 
inencionado. Si, pue?, el artículo Z I G ,  que cs el que se aducc como 
fundamento del primer capítulo de aciisación, no está conlprendido en 
ese párrafo cztnifo, es de toda evidencia que los niiembros dei Jurado, 
al oinitir un jrirainento que ninguna Ley les ordenaba prestar, no han 
ccmetido delito alguno. 

Se acusa á los mieinbros del Jurado, en segundo lugar, !!por habar 
dictado una sentencia manifiestamente injusta; delito especiamente 
previsto en el número primero del artículo 224 del citado Código.11 

Desde luego, es menester observar que nuestro Código Penal no 
autoriza la acusación contia los miembros de los Tribtinales de Justi- 
cia, co!egiados ó unipersonales, por haber dictado una seiitencia lilani- 
íiestan~ente injusta en causa criminal, sino cuando esa sentencia se ha 
dictado lipor negl&e~zcia Ó $t~arnncia ine.rczcsnbles.t~ Así lo dice termi- 
nantemeineiitc la disposición legal que se cita en apoyo del segundo 
capítulo de acusación. 

Sin embargo, el Procurador don Rafael'Carrasco no dice en su es- 
critoque el Honorable Diputado don Fr,incisco de  Paula I"b I rueroa 
haya dictado la sentencia de 30 de Octubre úitimo, por ízegZl'2,oencin ó 

Pero aun ciiando tal concepto se hubiera enunciado categórica- 
mente, vuestra Comisión piensa que, tomando en cuenta el carácter y 
la naturaleza misma del Jurado, en ningún caso sería admisible que los 



n-iiembros que lo forman pudieran ser acusados por Iiaher aprecildo 
erróneamente la culpabilidad del individuo sonietido á su jurisdicción. 

La institución* del Jurado consiste precisamente en confilr á quie- 
iiej lo forman la facultad de  calificar, en materias crinlinales, la culpa- 
bilidad 6 inciilpabilidad del acusado sin sujeción á otros preceptos que 
á los d h h s  de la #rnpliu coízcie~~ciu. 

I,uego, si e i  efectivo que la conciencia humana es libre; que ella 
es algo que ninguna Ley puede atacar, y que nadie tiene dereclio de in- 
trorliicir mano profana en su sagrado recinto; es fácil coniprender que 
cuando la Ley confía á algiiieti la misión de  calificar el carácter d e  un 
lvecho con arregio sólo d su lenl saber y entender, n o  puede iinponer 

responsabilidad penal á ese Juez, precisamente por haber obedecido en 
aquella calificación á los dictados de  esa niisiua conciencia, cuyos móvi. 
les á nadie es lícito sondear. 

L o  dicho basta para inanifejtar que el segundo c a p í t u ! ~  de  acusa- 
ción, tal coino hn sido forinulado, no im?orta nn delito, ni con arreglo 

la disposición co?ilpleta del inciso 1 . O  del articulo 2 2 4  del Código Pz- 
nal, ni en conformidad á los principios fiindan~eritales en qiie reposa 
la institución del Jurado. 

El tercer capítulo de la acusación dice así: 11Por haber contraveni- 
d o  á sabiendas á las 1,eyes que reglan la sustanciación del juicio. 
(Núni. 2, art. 224 del Código  penal.),^ 

Ehte capítiilo de  acusación sugiere tinr observación idéntica á la 
que, en primer término, Iia insinuado vgestrJ Coinisión respecto del 
c-xpítiilo anterior. I'ara que la contravención a sabiendas de  las Leyes 
que reglan la sustanciación de  un juicio importe delito, es menester 
que se haya verificado llen términos d e  producir nu'idad en todo ó en 
parte stistnncial.~~ Así lo expresa terminantemente también la dispo- 
sición citada en apoyo d f l  tercer cap í t i i !~  de  acusación. 

Según esto, no hay delito cuando no concurre esa circunstancia en 
la contravención á 11s reglas del procediiniento. Y conio ninguna Ley 

concede recurso d e  nulidad, en ningiín caso, conira los fallos que ex- 
pidieren los J~ i rados  electora le^, es legalmente inadn-iisible, mientras 
esa Ley no se dicte, la existencia del delito que se supone conletido por 

' 

los micmbros del Jurado de  Santiago en el cnso esptcial que motiva 
este infornie. 

Pero hny m i s  todavia con relación á ese caso. Cuando se dictó la 

sentencia d e  30 d e  Octubre iíltiino, ningurin Ley 1iabi.i establecido las 
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reglas que deben sujetarse los Jurados Electorales en sus procedi- 

inientos. La Ley Iioy vigente ha sido promulgada el 8 del mes actual, 
con posterioridad, por consiguiente, á la fecha en que fué expedida la 
sentencia que motiva la acusación iniciada por don Rafael Carrasco, á 
nombre del Priiner Al=.alde d e  la Ilustre Municipalidad d e  este Depar- 

tamento. 
Si esa Ley no puede tener efecto rttroactivo, por uiia parte; y si, 

a i i i~ cuando lo tuviera, es u11 hecho notoiio que el Jurado que dictó la 
sentencia de  30 de Octubre último, ajustó sus procedimientos, porqiie 
así lo creyó conveniente, á las iilisinas reglas que esa Ley posteiior 
prescrihc, ¿ciiil es entonces la Ley de  procedimieiitos infringida en esa 

fecha por el Jurado E'ectoral de Santiago? 
Si esa Ley no se ha citado ni, á juicio d e  vestia Coniisión, podría 

citarse, es obvio llegar á In consecuencia de  que el tercer capítulo d e  
acusación tampoco importa un delito en el caso presente. 

Se acusa, en cuarto lugar, al Honorable señor Figueroa, Nipor haber 
expresado su opinión antes de  la deiiheración y del pronuncianliento 
de  la sentencia, y fallado la causa con manifiesta implicancia que le 
era conocida. (Niín~. 7 . 9  art. 2 2 4  del Código  penal).^^ 

Al ocuparse en este cargo, vuestra Coinisión se  refiere separada- 
mente al Honorable seRor Figueroa, porque el escrito d e  acusación 
contiene, con relación á diclio cargo, alusiones espccialcs á la de! Pre- 
sidente del jurado, sin Iiacerlas extensivas al sefior Figueroa, único de  
los acusados respecto d e  quien la Ciímara está llainldn 5 autorizar 6 
r.0 prévilmentr: la menciotiadn acusación. 

I<i1 el escrito que suscribe el Procurrdor Carrasco no se formula 
cargo alguno á este respecto contra el señor Diputado Iiigueroa. Esto 
só!o bastaría para que la CBmara no accediera á la solicitud de des- 
afuero de  dicho señor Diputado, con motivo del cuarto capítulo d e  

acusación. 
Mas, auri cuando 5e prescindiera de  lo expuesto, es menester ob- 

servar que la implicancia manifiesta no au tor i~a  la acusación contra e; 
Juez que adolece de  ella, sino cuando le es conocida ily no la ha hecho 
conocerpiÉz~iar~ee á Ilrspartrs~t. Y si nos hemos d e  atener i la expo- 
sición contenida ci1 el escrito de acusación, parece que los motivos de 
iiiiplicaiicia que sc Iiacen valer consisten eii la manifcsta~ión antici- 
pada de  In opinión del Jurado so\)re alguno; d e  los piintos a que se 
iefería cl debate. S i  esa inaiiifestación tuvo lugar en presencia del 
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iiiisnio señor Alcalde acusado, éste debió reclimar en el acto la iiiipli- 
cancia del inieinbro ó miembros del Tribunal que anticipaban su juicio. 
Si el señor Alcalde no Iiizo valer. su dcrecl~o, y consiiitió en que el 
debate siguiera su curso y l!e;ara á su térniino, ¿podría ahora poner en 
ejercicio, inoportunamente tal vez, ese derecho? 

Pero hay todavía una consideración niás grave que las anteriores 
con referencia al cuarto capítulo de  acusación. 

<Cuál es la Ley que  determina las causales d e  implicancia qiie es 
lícito hacer valer contra los miembros d e  un Jurado'E1ectoral? El es- 
crito de  acusación n o  la iiienciona, y si L verdad es que dicha Ley no 
se ha dictado todavía, ~ c ó n i o  podría entonces adniitirse que su viola- 

ción iniportara delito? 
E l  iiltirno capítulo d e  acusación consiste en ilno haberse expre- 

sado noiiiinalmeiite los inieinbros que ci>ncurrieron á formar sen. 

tencixit 
El heclio es efectivo; pero él no constituye delito, porque, aun ad- 

inikiendo que las disposiciones de la Ley de  2 0  de  Kovieiiibre de 1873 
sean aplicables á los Jurados Electorales, ni esa Ley ni ninguna otra 
impone pena al iiiienihro ó inieinbros d e  un Tribuii.il co leg i~do  que 

no le dieren cunipliniiento. 
Por  otra parte, la omisión consistente en no consignar en una sen- 

tencia d e  un Tri l~unal  colegiado el voto d e  los Jueces que han diseritido 
d e  la opinión d e  la mayoría, no produce jurídicamente, ni puede ra- 

cionaliiicnte producir otro efecto qiie el de  reputarse cliie la sentencia 
Iia sido acordada por unaiijmidad. Por consiguiente, si alguna pena 
hubiere para e>te caro, ella consistiría úiiicaiiiente en iniponer al Juez 
que, ha?>iendo disentido, no cuidó d e  expreslr :~,  la niisina responsn- 
bilidad que pesa ss1);-e los que acordaron el fallo por inayoría; y esa 
s ~ n c i ó n  única vendría d pesar przeisamei~:c sobre el Jucz que n o  cuidó 
d e  salvar su voto, sin agravar por eso en lo mas mínimo la responsabi- 
lidad de aquellos que, coi1 sus votos, formaron sentencia. 

1,a precedente esposicióii l).ista para arribrrr 5 la consecuencia d e  
que ninguno de  los cinco capíttilos co~nprendidos en el escrito de  acu- 
sació, coiistituye delito, atendida la esposición que en él se contiene 
y los tériiiinos en que está 1-ed~ctado. Si no hay delito que pesquisar, 
falta la priniera de  las condiciones que la FIonorable Ci ímar~  &be 
tener presente para autorizar una aci~sación contra los iiiienibros que 
la componen; y se hace inútil, por consiguientt., ocuparse enIiiivestigar 
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si se han acompañado á la acusación antecedentes bastantes para ha- 
cer presumible que un señor Diputado sea responsable de delitos que 
no tienen cuerpo ni existencia legal. 

En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, 1,egislaciÓn y 
Justicia, piensa que la Honorable Cámara debe negar la autorización 
que de ella se solicita, declarando que no ha lugar á formación de 
causa contra el señor Diputado don Francisco de Paiila Figueroa, por 
ninguno d e  los cinco capítulos que comprende el escrito de aciisación 
á que se refiere este informe.-Santiago, 1í 16 de Noviembre de 1875. 
-Jorge 2 . O  Hkneeus.- Ei~rique Cood.-J M. 1TZnlfttaceda.-losí Cle- 
nzeltte Jabres. 



ANEXO NÚM. 8 

Legislación Electoral de C U e  (1) 

1,a Ley de  liefoiina Constitucional ratificada el ro d e  Agssto rílti- 
1110 contiene, además de  otras innovaciones, varias relat iv~s á elecciones. 
H a  reforniado el antiguo artículo 8.O (7.0) de  nuestra C~nstitucióii,  
qce  determinalx las condicionec necesarias para la ciudadaní'~ activa 
c m  derecho d e  sufragio; lia suprimido el antigi~o artícuio g.O, que re- 
quería, para poder votar, la posesión del boleto de cu/lyfcación, por lo 
riienos tres nieses antes d e  las elecciones; y ha supriinido también los 
Senndores y Diputados suplentes, ordenando que, cuando Iiubiere lugar 
á \:tczntes, se elijan reeiliplazantes en elecciones extraoidi i~ai i ;~ efec- 
tuadas en /u foumu y plrrzo que la Ley jvescriba. 

hfecester es, por lo tanto, que en breve se dicte la L P ~  destin.l*ia á 
liac-r efectivas tan in:eresantes reformas. 

Esa Ley futura modificará forzosaniente nuestra Ley Eiectoral vigen 
te, en lo relativo á Registro é inscripciones; supriinirá, así lo deseamos, 
los Ooietos de  calificación, y habrá de  adicionarla con preceptos tendtn- 
tes rí plantear en Cliile el sisten~a, nuevo para nosotros, de  elecciones 
sujZet/;entarios d e  Senadores y Diputados. 

Con tal motivo nos parece que no será del todo inútil traer á la 
iileinoria, aunque sea s6!o en resumen, los preceptos contenidos en las 
diversas Leyes E!ectorales que han imperado en la Repúl~lica durcnte 

la vigencid de  la Constitución Política d e  1833. 

(1 )  Publicóse este estudio en la Revisln Fo~ense de Santiago. (A70tn de 10s Err'z. 
fores). 

' 9  
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Esas Leyes son las seis siguientes: 
1.a La de 2 de Dicieinbre de 1833; 
2.-3 Ida de 12 de Noviembre de 1842; 
3." La de 1 :  d e  Septiembre de 1861; 
4a La de 6 de Agosto de 1869: 
5." I,a de 1 2  de Noviembre de 1874; y 
6." La de 9 de Enero de 1884, actualmente en vigor. 
Procurarenios dar separadamente una idea general de  cada una de 

ellas. 

Seglíii la 1,-y de Elecciones de z de Diciembre de 1833, las Mulzici- 
palinndes nombrahan el 24 de Noviembre del año precedente á la 
reri~vación de la (::íinara dc Dipiitados, en sesión pública, con as¡;- 
tencia de In iiiayoría absoluta de siis miembros, una Junta Calificadora 
par.1 cada Pul-l-opuia de su Distrito. La Junta se componía de cuatro 
propiet~ios y cuatro suplentes, elegidos á la suerte de entre los veci- 
nos inscritos cri el Registro de Electores de  la respectiva Parroquia, y 
de u11 Presidentz designado también por la Municipalidad. 

El 2 s  de Noviembre, á las diez de la mañana, se instalaban las 
Juntas Calificadoras, que fiincionsl~an cuatro horas diarias hasta el 7 
de Diciembre iiiclusive. Se admitía la calificación por poder, autorizado 
p3r el Inspector del distrito respectivo á presencia de dos testigos. No 
podían calificnrse, adeinis de  las personas á que se refiercii los anti- 
guos artículo; 10 y I I (8.0 y 9.O) de la Constitiición, los iiidividuos del 
clero Y~SZIIUT, los soldados, cnáos y sargetztos del eji~cito i/er/?zn~zenie, los 
jornaleros i z i  los feones gafianes. 

1,as nlunicipalidades mismas cran Ias]/(nlas Revisorns de Departa- 
meiitn, presididas por el Municipal de primera elección, y funcionaba11 
( I ~ x l c  el 12 hasta el 20 de Diciembre inclusive, durante cuatro lloras 
diarias, p2ra oír y fallar breve, sumaria y verbalmente, sin ulterior re- 
curso, las reclamacicnes relativas á inclusioi~es Ó cxcli!siones indebidas 

eii el Registro. 
1.0; bo!ctos de calificación S ?  retiovaban cada tres años, y su i111- 

presión y distribución corría á cargo de la Comisión Conservadora, que 
Iiacía esta iíltimrt por inedio de los Iiitendentes y Gobcrnndores. 



Las elecciones de  Diputados y Electores d e  Senadores se eftctuaban 
el último Domingo de Marzo; las de  Municipales el tercer Domingo d e  
Abril, y las d e  Electores de  Presidente el día designado por la Consti- 
tución. E n  caso de  elección extraordinaria d e  éstos, ella tenía lugar 
dentro de  dos meses contados desde el día en que el Vicepresidente 
debía expedir las órdenes al efecto. 

E n  cada parroquia funcior~aba una mesa rtceptora, compuesta d e  
cuatro vocales propietarios y cuatro suplentes, elegidos p o r  Zn 1Clltlzici- 
pal idad de  la misina manera que los vocales de Juntas  calificadora^, 
y d e  un Presidente designado por la misiiia hZunicipalidad. 

Las votaciones duraban dos das corzsecrrfivos é ii@ror?-ojnbles, desdz 
las diez de la mañana hasta las dos d e  la tarde, y desde las cu:ttro 
liasia las seis de  la tarde. 

Todo  elector debía votar personnl/zrnte. 
Ida Mztnic$aZidad f~zisina, en presencia de  iin coini.ionadt) c:)n voz 

y voto por cada mesa, liacía el escrufixio ge:zercrZ de  las elecciones 
departamentales, al día sig~iiente de  hallarse reuilidas las cajas que 
contenían los escr.uiinios particulares praciicados cada día d c  votación 
por cada inesa receptora del Departamento; resolvía á pluralidad al~so- 
luta de  votos las dudas 6 diíerencias que ocurrieran; p:oclainaba y co. 
nlunicaba el resultado á los electores. 

Idas elecciones de Senadores se Iiacían por los electores de  Senaclo- 
res el segundo domingo de  Abii!, can sujeción á las reg1,is á (lile se  
sujetaban y se sujetan los Electores d e  Presidente de  la Repúbiica. 

Ida Ley d e  1833 nada disponía en orden á nulidad de  elecciones. 
Contenía sÓ!o iin artículo, el 78, relativo al orden y libertad de las 
elecci~nes, facultando ri las J u n t ~ s  para pedir auxilio á la autoridad 
local; y no fi;urabaii cri ella sino tres przceptos (artículos 7 7 ,  79 y SO) 
relativos á delitos electorales, de !os cuales conocía el Juez ordinario 
del De pa rtamen to, hnriendo efeectivn la  pena e l  Gober/zl~dor. 

La Ley de  1 2  de  Novienlbre d e  1842 se contrajo á los l~iititos si- 
giiiectes: 
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1.O Reglamentó el absurdo sistema de permitir la ca!ificación porpo- 
der, autorizado por el S~~Ba'eZegado (en lugar del Inspector) y dos tes- 
tigos. 

2 . O  Reglamentó también la remisión y forma externa de los boletos 
dc calificación. 

3.O Introdujo el fatal sistema de reemplazar por dt>crtto 1itu~zic1;6aZel 
boleto de calificación extraviado. 

4 . O  Estableció que al Juez ordinario del Departamento, á quien co- 
rrespondía conocer de las causas por infracción de la Ley Electoral, 
correspondería también hacer efeettirfa Zapena que z'nrpusie~e, y no al Go- 
bernador, como lo disponía la 1,ey de 33; y prescribió que la sentencia 
del Juez, pronunciada en juicio ordinario, sería apelable, puntos que 
silenciaba dicha Ley. 

5." Adicionó la Ley de 33 c ~ i i  do; artículos que periabaii, uno al 
empleado público, civil ó militar, que conrtare á sus subniternos la li- 
bertad del sufragio, y otro al que veiidiera ó comprara boletos de 
calificación 6 süfragio alguno. 

6." Estableció, finalmente, infringiendo, á juicio nuestro, la Consti- 
tución, que de la nulidad de elecciones de Electores de Senadores y de 
Presidente, de la República, coiiocerían el Juez letrado de la Provincia 
y cuatro hlunicipales sorteados de la Municipalidad de la cabecera dc 
la inisma Provincia. 

En los artículos adicionales dispuso que en Iu sucesivo ningún chile- 
no podría calificarse sin saber leer y escribir; pero que co~zfi:zuaria~t 
go2a:ana'o hasta su muerte del derecho de calificaise los que estucierensn 
posesión de él, aunque no supieran leer ni escribir; lo que importaba, 
en nuestro concepto, otra inconstitucionzlidnd. 

Ida Ley de 1842 que fué, segiín ella misma se llamó, un mero suple- 
?~~erztd de Ici de 1833, no introdujo en las blses en que ésta:descansaba 

ninguna rxodificación, y pudo ser censurada como doblerncnte contra- 
~ i a  á la Constitución, pues ésta quiso que las eleccioi~es de Senadores 
fuesen calificadas por el Senado; las de Presidente de la Reptíblica 
170' el Congreso, srgrin se desprende claramente de sus ~Ireceptos; y 
que la condición de saber leer y ejcribir se hiciera efectivl, sin distin- 
ción algutm, después de ciimplido el año de 1840. 



I,z Ley de 13 de Septieiiibre de 1861, derogatoria de las dos ante- 
riores, ;modificó en puntos sustanciales el sistema creado por la 

de 1833. 
Estableció que el Registro Electoral sería perrnnne?rt~, y no renova- 

ble cada tres años. Encargó su$rim~ra for?rinción á Juntls Calific2do- 
ras parroquinles, nombradas por la Municipalidad de la misini manera 
que lo hacía según la Ley de 1833, compuestas de cuatro vocales pro- 
pietarios y cuatro suplentes, y presididas por un Presideliite nombrado 
por dicha RIunicipalidad y que debía ser miembro de ésta ó Subde'e- 
gado del Departamento. 
A lossoidados y clases del ejército permanente y de los cuerpos or. 

gailizados de policía no se les co~llputnba I'z renla dc  que goz;ib~n en 

calidad de tales, para los efcctos de la inscripción; se suprimió la pro- 
hibición de calificarse inipuesta por la Ley de 1833 i los ecles~ásticos 
rigulares, y á los jornaleros y p:oiirs g ~ i i ~ n e s ,  y se supriiiiicron, lo 
que es importante, las calificlciones por pojer. Exiqió para! todo cali 
ficado la condición de saber leer y escribir, sin distinguir entre I L S  que 
se hubieren o nó calificado antes de 1840. 

Las Juntas Calificadoras encargadas de la primera forniación del Rc- 
qistro fiincionaron durante diez días, cuatro horas diaria.. Una vez 

cerrados sus tnhajos, la I%f~cnicr;bnlilind nombró una Junta compuesta 
de un Alcalde, que la presidió, de Jos Regidores y dos vecinos electo- 
res, designados á la suelte. Esta Junta tuvo el encargo especial de 
coti@/efrrt el Registro en su  respectivo D~psrtanicnto, funcioiió para ese 
efecto durante treinta días, transcurridos los cüaler, cl Rcgis!ro depar 
tarncntal permanente quedó cerrado y se pasó al Gobernador respecti- 
vo parasu pnblicacióii. 

Efectuada ésta, la Municipalidad misma conoció y rcsolvió las re- 
claii~aciones promovidas con motivo de exclusione; Ó inclusiones 
indebidas, y, desliués de resueltas diclias reclaniaciones, el Registro 
permanente quedó definitivamente formado y se depositó en la Secre- 
taría Municipal bajo In llave ciistodiada por e/Pyi~ner A/;nlde. 

La iini>iesiÓn y di>trit)uc ón de lo; buletos de calificaci6ii continuó 
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á cargo de  la Coiliisión Conservadora. Se manttivo el sistema de  de- 
cretos llamados á reemplazar los boletos de  calificación extraviados, y 
se Iiizo extensivo al caso en que un ciudadano trasladara szr reside~iin 
del Depnrtnniento en qiie se calificó á otro distinto, lo cual se explica 
fáciln~ente dentro del sistenia del Registro$er??zanente. 

Una vez que se formó así el Registro, quedó sujeto anualmente á la 
división de  tina Jiinta compuesta de un Alcalde, dos Regidores y dos 
vecinos electores, nombrados por  la Ilfz~lzic$alidnd. Esta Junta funcio- 
naba todo el mes de Septiembre de  cada aíio en la Sala Municipal, du-  
rante los días y horas que In Afunic~nl idad  acordr~b'i, y tenía doble 
encargo de calificar, por una parte, á los ciudadanos no inscritos, y de  
excluir, por oira, á: los inscritos que hubieren fallecido, que hubieren 
incurrido en algrina inhabilidad, 6 que huhierea dejado d r  ser propieta- 
-rios, poseedores del capital, del empleo ó renta que entonces se re- 
quería para ser ciudadano activo con deiecho d e  sufragio. 

I ) e  las reclamaciones que se entablaran contra los procedientos de  
estas Juntas, conocía la A4i~izic$nlia'ad respectiva, que debía fallarlas 
desde el 1 5  hasta el 30 de  Noviembre. El  plazo para interponer dichas 
reclainaciones corría desde el i o  hasta el 2 5  de Octubre. 

Tal fiié, diseñado á grandes rasgos, el sistema ideado por la Ley 
d e  1861 para introducir en Chile el Registro permanente. Tantos fue- 
ron los iriconvenientes qiie ocasionó en la práctica, que la Ley d e  Re- 
gistros Electorales d e  6 de  Agosto de  18Gg, que luego examinarenios, 
lo suprimió por completo y volvió al antiguo sistema del Registro P e  
riódico y Trienal. 

E n  materia de  elecciones directas, la Ley de  1861 só1o:introdujo in- 
novaciones dt: detalle en las Leyes de de  1833 y i 842; tal como la re. 
ducir ri cincuenta días el término d e  sesenta dentro del cual deben 
Iiaccrse las elecciones extraordinarias de  Presidente de  la República 
en los casos de  los artíciilos 74 y 78 ( 6 j  y 69) de  la Constitución. E n  
lo sustancial conservó todo el edificio levantado en 1833. Así, man- 
tuvo la Parroqz~ia como base para el funcionamiento d e  las mesas ca- 
liíicaduias y receptoras; mantuvo por completo la composición d e  éstas 
y el modo de  nombrarlas; dejó subsistente el término de  dos días como 
duración de  las elecciones directas, y conservó siempre en manos de la 
Mtr~iic$alz¿z'ad todas las atribuciones que las Leyes anteriores le confia- 
ban, inclusive la d e  efectuar el escrzdlinio departamental. 

Apenas es  necesario decir que la Ley de  i 86 I no innovó, ni era po 



sible que innovara, en lo tocante á las elecciones indirectas de Senado- 
res y de Presidente de la República, desde que toda Ley habia de 
conforniarce a los preceptos que la Constitución contenía en fa  mate- 
ria, antes de la reforma de 1874, que convirtió en directas las elecciones 
de Senadores, y las que ah i  contiene en lo referente á eiccciones 
presidenciales. 

E n  lo que se inanifestó más detallada y escrupulosa la Ley de 18Gr 
fué eii lo tocante al orden y libertad de las elecciones, á los delitos en 
materia electoral, y i la nulidad de las elecciones y casos en que de- 
ben repetirse, puntos los tres que apenas tocaban las Leyes de 1333 

y 1842. En los tres, las Loyes posteriores de 1874 y 1884 han bebido 
sus inspiraciones en la Ley de 1861, cuyas ideas capit'iles han conser- 
vado aquéllas en su plrte sustancial. Las diferencias que en talespuntos 
existe11 entre la Ley de 1861 y las de 1874 y 1884 se refieren á cues- 
tiones de det.ille 6 procedimiento, i i ~ i s  que a materia de capital im 
portancia, y no despiertan grande interés. Ido que realnietite no: inipor- 
ta, al estudiar nuestra Legislación electoral, es conocer todo aquello 
que se relaciona con las dos bases fuiidaiiientales en que debe descan- 
sar, á saber: la cal$cació7a 6 inscripciór~, Ó sea, cuanto se refiere á la 
formación del Registro electoral; y la vofación, ó sea, todo cuanto se 
refiere á la elección misma. 

La Ley de 1861 es la primera que confió al Congreso la facultad de 
conocer de las reclamaciones de-nalidad de Electores de Presidente de 
la República, y al Senado la de conocer de las de nulidad de las elec- 
ciones de electores de Senadores, restableciendo así el iiilperio de la 
Constitución, violada en esa parte por la Ley de 1842. 

Iremos dicho ya que el sistema Gel Kegistro permaiiente, introducido 
entre nosotros por la Ley de r g de Septiembre de 1861, vivió muy poco, 
á pesar de que él es el tipo á que debe conformarse toda Legislación 
medianamente adelantada en la materia. ¿A qué imputar el fracaso de 
una idea tan ~~lausible y tan bien inspirada? Nosotros creenios que 
ello Se dcbió, no á defectos del sistema, sino á nliestros pésinics hábi 
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tos electorales, y á la inlpiinidad de que han gozado siempre en Cliile 
los delincuentes en materia electoral. 

El hecho es que la Ley de 6 de Agosto de  1869 selimitó á derogar 
Ics cuatro priineros títulos de la de 1861, relativos todos á la foima- 
cióii del Registro Electoral, y los artículos 78 y 80 de la iziisina, estos 
dos últimos para modificar In manera de nombrar los vocales de las 
Juntas Receptoras y para que éstas funcionasen rrn solo día, en lugar 
de dos, como antes sucedía. 

La recordada Ley de 1869 restab!eció el Registro frieizad periódico; 
conservó la base de la Parroquia para S; división y para el funciona- 
miento de Juntas Cü11ficadoras;dejó el norilbratniento de éstas en nianos 
de la ~lifunic$aZidad, pero cxcluyciido de ésta al Intendente, Goberna- 
dor ó Subdelegado, y debiendo ser presidida por uno de sus Alcaldes ó 
Regidores; é introdujo el sisteiila de Juntas Rez~isoras, compuestas de 
siete individuos, seis elegidos á la suerte por la Nz~nicq5alidad de entre 
los czrarenfa Mayores Coizfribz~j~enfes que pagaren mayor contribución 
directa, fisca! ó inunicipal, residentes en el Departamento é inscritos 
en los Registros Municipales, y de un Municipal designado por el 
Cabildo mismo para Presidente. En la misma forma se designaban los 
voca!es suplentes y un Presidente suplente. 

Fué esa la vez primera que la Ley dió entrada á los Mayores Con. 
ftibr~yetzies en la organización de nuestro sistema electoral, confiando 
á una Junta Revisora, compuesta de ellos en las seis séptiinas partes, 
la facultad que antes había correspondido á la Municipalidad, dc rever 
y enniendar los actos de las Juntas Calificadoras de su respectivo te- 
rritorio. 

La Ley de 1869 exigía, como la de 1861, la coinpnrecencia personal 
del individuo que pretendía calificarse, iestah'eció la prohibición ahso- 
luta de inscrit~irse que la Ley de 1833 Iiabía impuesto d los soldados y 
clases del ejdrcito permanente, prohibición que la de 1861 hal~ía iimi- 
tado en siis efectos al sueldo que so les pagabx, y la h i ~ o  extensiva á 
los so!dados y clases de ln marina y de la policía. 

Las Juntas Calificadoras fiincionahan, según la Ley de 1869, desde 
el ro hasta el 25  de Noviembre, durante cuatro Iioras diarias, y de sus 
actos podía reclamarse desde el 10 hasta el 15 de r)iciembre poste- 
rior. La Junta Revisora departamental oía y fallaba las reclnil~aciones 
fundadas en exclusiones 6 inclusiones indebidas, oyendo á los recla- 
mantes y reclamados entre el 15 y el 23 de Diciembre, y fallando las 



reclainacione; desde el 23 hasta el 31 de dicho mes. En cste último 
día quedaba cerrado el Registro y se depositaba por el Primer Alca!de 
en la Secretaría 6 Tesorería Muriicii~al. 

Se dejó siempre 5 la Con~isión Conservadora la incumbencia de 
hacer imprimir y repartir los bolctos de calificación, y se introdujo la 
i m portantisima reforma de abolir los certzjfcados de inscr$ciones, que 
antes se daban por razón de cambio de domicilio ó de pérdida del 
boleto de calificaciói-i. 

En su artículo 41 adicioi~ó la Ley de 1869 la parte penal de la 
de i 86 I ;  pero de una manera deficiente, porque estableció en él coino 
una pena la ~nuli'a pecuniaria, 6, sólo en defecto de elh, la prisión. Una 

triste experiencia ha dado á conocer que la multa pecuniaria, por cre- 
cida que sea, no es pena eficaz en materia electoral, porque, llegado 
el caso, no la paga el delincuente, sino el partido en cuyas filas niilita. 

E n  todo lo relativo á elecciones directas, salvo en cuanto a su du- 
ración, que se redujo á 1111 dia; á elecciones indirectas; al orden y li- 
bertad de las elecciones; á delitos electorales, y á nulidad de las elec. 
ciones, continuó rigiendo la Ley de 1861 hasta que se proinulgó la de 
12 de Novienlbre de 1874, que es la quinta dictada desde que princi- 

pió á vivir nuestra semisecular Coilstitución. 

Esta Ley, fr!ito de  largos é interesantes debates, que ocuparon pre- 
ferentemente la atención de nuestras Cáiriaras durante los años 1872, 

1873 y 1874, modificó en puntos gravísimos nuestra organizacidn elec- 
toral. 

Conservó el Registro triennl y periódico, y la disposición de la Ley 
de 1869, que excluía del derecho de sufragio á las clases y soldados 
del ejército periiianente, de la tnarina y de la policía, é introdujo en 
el iilecanismo establecido por las Leyes anteriores, las reformas tras- 
cendentales que pasamos á indicar: 

rSa Adoptó la SubdrZegaci6n, en lugar de la Pa~roquia, como base 
para la forinación del Registro y para el funcioi~amieiiio de Jutitas 
Calificadoras y Receptoras. 

2." Creó las Jz~nfas de' Mayores Contduyenfes, y confió ri esas cor. 
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poraciones la facultad que hasta entonces había correspoiidido á las 
Iilunicipalidades de constituir las Juntas Calificadoras y Receptoras, 
la de nombrar los vocales de éstas, cinco propietarios y otros tantos 
suplentes, y la de designar el local en que debían funcionar. 

3.a Confirió al Primer Alcalde de la Mu~iicipalidad, 116 á la Justicin 
ordinaria, la atribución de rectificar el personal de  In Junta de Mayo- 
res Contribuyentes, fallando las reclamaciones á que la lista de ellos, 
que for~lraba el /?zkndtnfe ó Gober7zadov, diera lugar. 

Obligó á las Juntas Calificadoras, que funcionnbaii desde el 1 . O  

liasta el rg  de Novieinbre, cuatro horas diarias, á exigir que el indivi- 
duo inscrito jrnznrn la partida de inscripción 51 margen del Registro. 
. 5." Estlbleció, por la vez primera, que se presun-ie de derecho, que 

el que sabe leer y escribir tiene la renta requerida por la Ley, lo que 
importaba suprimir este requisito constitucional, que ahora no más, 
el 1 0  de Agosto del corriente año, ha sido suprimido regu'arin-nte por 
la Reforma Constitucional ratificada en esa fecha. 

6." S1q5rif1ziÓ Zas~z~izfas Revisaras, )- estableció que las exclusiones 
ó inclusiones indebidas pueden ser perseguidas y castigadas; pero que 
no dan lugar, en ningún caso, á exclusiones Ó inclusiones posteriores 
á la clausura del Registro por las Juntas Calificadoras. 

7." Confirió á la Municipalidad el encargo de hacer imprimir y r& 
partir los boletos de calificacióii de su respectivo territorio, quitándolo 
á la Comisión Conservadora. 

8." Estableció que las elecciones de Diputados se efectuaran por 
el sisteiiia del ztofo acz~muZ~ztivo; las de hlunicipales, por el de lista iz- 
co~~$letn ó voto Zi~nifado; y que las de Senadores, que debían hacerse 
por Provincias en votación directa, según la Reforma Constitucional 
de 13 de Agosto de 1874, se efectixran por el sisteiiia de lista cont$leta. 

9." Prescribió que los Siibdelegados, Inspectores y emp!eados con 
sueldo, en cuyo nombramiento, ascenso ó destitución interviniera el 
Presidente de la República, no podían formar parte de las Juntas Ca- 
lificadoras, Receptoras y Escrutadoras. 
10. Prescribió que el sufragio fuera secreto, y adoptó varias precau- 

ciones para los escrutinios. 
I 1. Quitó á las Municipalidades la faciiltad de hacer los escrutinios 

departamentales, y la encomendó á una Junta Escrz~tadora, presidida 
por el Primer Alcalde y compuesta de los Presidentes y Secretarios 
de las Juntas Receptoras del Departainento: 



12. Creó para el escrutinio de la elección provincial de Senadores 
otra Junta Escrutadora especial, compuesta de dos Comisionados ele. 
gidos por cada Junta Escrutadora departamental de la provincia. 

13, Ciasificó las contravenciones elcctoraies en faltas y delitos, y 
dividió éstos en públicos y privados; y 

14. Prescribió que de los delitos coinunes cometidos con nlotivo 
de actos e!ectorales y de los delitos privados electorales, conocería la 
Jristicia ordinaria; y que el conocimiento de las faltas y deiitos públi- 
cos correspondería á un Jurado electoral elegido por la Junta de Con- 
tribuyentes, el cual qued6 suprimido el 1 .O  de Marzo de 18'76 por la 
Ley Orgánica de los Tribunales de 15 de Octubre de 1875. 

Aparte de dctallcs, que sería inútil recordar porque no ofrecen inte- 
rés, relativos unos al orden y liberiad de las elecciones, otros a las nu- 
lidades de éstas, y otros á puntos de escasa aplicación, creemos que 
están condensadas en los catorce pirrafos precedentes las innovaciones 
de verdadera trascendencia que introdujo entre nosotros la Ley de 
r 2 de Noviembre de 1874. 

Veamos ahora qué scerte les ha deparado la Última Ley Electoral 
promulgada el g de Enero de 1884. 

Esta Ley ha conservado la institución de las Juntas departamentales 
de Mayores Contribuyentes; pero ha limitado sus funciones al nombra- 
miento, que efectúan por voto acumulativo, de una Comisión Ejecutiva 
de  calificaciones; de una Comisión Ejecutiva de elecciones, conipiiestas 
ambas de cinco ciudadanos electores, todos propietarios; y de una 
Junta Escrutadora departamental, compuesta de siete ciudadanos elec- 
tores, también propietarios. 

H a  supriniido los su~lenz'es en todas las Juntas Electorales, haciendo 
así imposibles las escandnlosas dualidades que á menudo se producían 
en nuestras elecciones. 

Las reclamaciones que sugierelas listas de Mayores Contribuyentes, 
son resueltas por la Justicia ordinaria, en ambas instancias, en lugar 
'del Primer Alcalde que las decidía con arreglo &la Ley de 1874. La licta 
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se forma por el Tesorero Fiscal y el Municipal, no por el Tntendente Ó 

Gobernador. 
La Comisión Ejecutiva de calificacicnes elige los cinco vocales pro- 

pietarios de  que consta dnicamente toda Junta Calificadora, votando 
cada vocal de aqu6lla, por escrito, por un vocal de cada una de éstas. 
Se ha conservado la Subdelegación coi110 base para la división del Re- 
gistro y nlimero de Juntas Calificadoras. 

Éstas no pueden inscribir, además de los individuos que la Coiisti- 
tución excluye del sufragio, a las mujeres, á los regiilares, y a todo 
individuo enrolado 6 empleado á sue!do en la policía rural, además de 
los so'dados y cla5es del ejército, de la armada y de la policía, excluí- 
dos ya por las Leyes anteriores, en todo 6 en parte. 

Todo acto ejecutado en minoría por cualqiiiera Junta Electoral, es 
nulo, y quienes lo celebran en minoría conleten delito penado por la 
Ley de 1884. 

La iiilprzsión y repartición de los bdetos de calificación se enco- 
mienda una Comisión compuesta de las Presidentes y Vicepresiden- 
tes de ambas Cimaras. 

No hay Juiltas Revisoras, ni se expiden certificados por extravío 
de boleto ó c31iil)io de residencia, ~01110 lo había dispuesto ya la 1.ey 
de 1874.  

Las elecciones se efectúan en los rnismos días que antes de 1884, y 
cada una por el sistema que liabía designado la Ley de 1874, á saber: 
la de Diputados, por voto acumulativo; la de Municipales, por voto 
limitado; y la de Senadores y Electores de Presideote de la Repdblica, 
por lista completa. 

Lis Juntas Receptoras de voto; estin organizadas de una manera 
idéntica 5 las C~lificadoras, y son nombradas dc la misrna manera por 
la Cumisibn X j e ~ u f k u z  de elecc¿¿nes. En la misma sesión en que la J u n t ~  
de Mayores Contribuyentes efectlía el nombramiento de la Coiilisión 
Ejecutiva de elecciones, elige tambiCn, por voto acumulativo, los siete 
voca!es de la Jirtzfn Escrufadovn general del Depczrtarnento ri que se ha 
aludido 1116s arriba. 

El sufragio delie ser secreto, coino lo había dispuesto ya la Ley 
de 1874. 

Se adoptan precauciones exquisitas para los escrutinios, tales corno 
la de prescribir que las actas de toda Junta Electoral deben ser firma- 
das, no sólo por el Presidente y Secretario, sino por todos los miembros 



conciirrentes de  la Junta, generalizando así el sistema que la Constitu- 
ción establece para las actas de los colegios electorales de Presidente 
de la República. 

El escrutinio general del Dcpnvtatrze71fo lo efectúa la Junta Escrutado- 
ra, compuesta de siete individuos electores, nonlbrada al efecto por la 
Junta de Mayores Coiitribuyentes, según se ha expresado ya. El escru- 
tinio provincial para Senadores lo efectúa una Junta compuesta de los 
Presidentes y Secreta.rios de las Juntas Escrutadoras generales de los 
Departamentos de la Provincia respectiva. 

l'ars las elcccioiies de Electores de Presidente de la República se 
organiza tina Junta especial de Mayores Contribuyentes en cada Depar- 
tamento, á fin de que ella efectúe la designación de la respectiva Co- 
misión Ejecutiva de elección y de la Junta Escrutadora departamental, 
procediéndose conio en las demás eleccio'~es directas. 

En la elección que hacen los Electores de Presidente se conservan 
en sustancia y can10 es natural desde que en esa parte no ha sido re- 
formada la Coiistitucióii, las reglas establecidas por las Leyes prece- 

dentes. 
E n  los títulos que trata11 del orden y libertad de  las elecciones, y de 

la nulidad de ésta., se ha conservado, mejorándolo, el mecanismo de 
la Ley de 1874. La de 1884 ha establecido reglas claras y precisas para 
que las reclamaciones de nulidad de elecciones se decidan pronto, y se 
I-im resiielto acertadainente dificiiltades de detalle, qrie cn la práctica 
hzbia suscitado la Ley anterior, seiialando plazos perentorios p-lra ini- 
ciar las reclainacione.z, para traiiiitarlns y aun para decidirlas. 

Se ha esta1)lecido que, para negar lugar ri la formación de causa 
contra Intendentes, Gobernadores de plaza y de Departamento, por de- 
lito electoral, se requiere el voto de los tercios del nliinero total de 
Consejeros del Estado, é idéntica mayoría para la concesión de iiidul- 

tos en delitos de la misma especie. 
La primera de las dos reglas precedentes es aplicable ahora d todos 

los procesos que, en materia criminal se promuevan contra los Inte~i- 
denles y Goberr~adoiec, conforine d lo dispuesto en el artículo 39 de !a 
Ley de Régimen Interior de 2 2  de Diciembre de 1885. 

Los delitos dectorales producen acción popglar. y el querellante no 
está obligado á rendir fianza ni caución a lgun~.  

La Ley de 1884 no contiene titiilo alguno especial de:tinado A del i t~s  
y penas eeiectorales. En cambio, y para inayor claridad, al fin de cada 
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título castiga las infracciones á lo que eri él se preceptú~, obedeciendo, 
inás que las Leyes anteriores, á la buena tendencia de disniinuír los 
casos en que se aplica ~/luZta solaiiiente, y de aumentar aquéllos en que 
se aplica la pena depvisión 6 la depresidio. 

El rápido bosquejo que precede bastará para dar á conocer el coiis- 
tante progreso efectuado en nuestra Legislación, ya que no en nuestros 
hábitos electorales, desde 18 33 hasta 1884. Séanos permitido confiar 
en que, avanzando en la inisma vía, la nueva Ley que pronto Iiabrá de 
dictarse, no defraudar& las esperanzas que todos los ciudadanos honra- 
dos, si11 distinción alguna de colores políticos, abrigan ahora de que la 
República contaiá próxiiiininente con un luiiiin~so faro que encamine, 
en sus futiiros viajes, á piieito seguro la nave de nuestra libertad elec- 
toral, taii ci iiienudo maltratada por recios temporales. 
A d i o  contribuirá principalmente la sipresión del boleto de califica- 

ción, que es el mayor de los esco\los que embarazaban su cainino.- 
Santiago, á 18 de Octubre de  I ~ ~ ~ . - J ( ~ R G E  HUNEEUS. 



ANEXO NÚM. 3 

La Ley Electoral de 9 de Enero de 1884 (11 

(NOTAS REDACTADAS CON S U J E C I ~ N  ESTRICTA Á L-4s IDEAS DEL SEÑOR 

DON JORGIL HUNEEUS) 

SUMAIlI0.-r.  Derechos políticos.-2. Dereclio electoral.-3. Juicio general so- 
bre la Ley d e  1884.-4. Contribiicicnes por cuyo tnonto se dcterininan 13s Mayo- 
res Contribuyentes.-5. Penalidad.-6. Excusa de edad.-7. Acta?.-8. Regis- 
tro y votación.-9. La representación en el sufragio.-10. Residencia Ó domici- 
l i o . - ~ ~ .  I<xcliisiones del safragio.-12. Continuidad de las sesiones d e  las Juntas 
1Zeceptoras.-13. Necesidad de conocer como Jurado en los reclamos de iiiilidad. 
-14. Efecto de los reclainos de niilidad -15. Inconvenientes del voto conjun. 
to.-16. Nuevas elecciones de Electoreí :le Presidente de  la I<epúl>licn. 

' 
1 ,  DERECHOS POL~TICOS.-I,OS derechos políticos son los que se re- 

lacionan con la organización ó con el ejercicio de los Poderes Públi- 
cos; en otros térrniiios, son los que habilitan pala desempeñar cargos 
púl>licos ó para elegir á los que ha11 de servirlos. De este concepto se 
desprende que los derechos políticos son solamente dos: el de elegir y 
el de ser elegidos. 

1,n elegibilidad es un derecho condicionado por la Constitucióil, en 

( 1 )  Los apuntes que atrevidamente presentamos bajo ese riibro son un conjunto 
de generalidades preliminares al estudio d e  toda Legis!acióii Electoral, de ohserv,icio- 
nes aplicables en su mayor pnrte A cualquiera Ley que se pron~iilgue sobre 1% materia 
y de opiniones d e  carácter sustantivo, eleinentos unos y otros de actuaii 1ad perma- 
nente. Hetrios recogidos esos documentos en interesmtes y prolijas explicaciones, 
casi taquigráficas, que distinguidos alumnos del Autor, don José A. Alfonio y don 
Alejandro i í lvarez J., se Iian servido siirnini>trari;o:. E l  cuerpo de estearlíci~ln es ds 
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cuanto se refiere á los cargos de Presidente de la República, Ministro 
y Consejero de Estado, Senador, Diputado y Municipal; y por Leyes 
especiales en orden á muchos otros cargos públicos, como lo hacen la 
Ley de Régimen Interior relativamente á los de Intendente, Goberna- 
dor, Subdelegado é Inspector, y la de Tribunales, con respecto á los 
cargos de Juez y magistrado superior. 

Veamos con qué requisitos limita la Constitución el derecho de ele- 
gir. No basta, para sufragar, la ciudadanía natural ó pasiva, que en- 
vuelve simple nacionalidad, y en cuya virtud se puede, por ejemplo, 
impetrar en el extranjero la protección del pabellón chileno. Se re- 
quiere, además, el carácter de ciudadano activo, ó sea, poseer las con- 
diciones de edad y habilidad para leer y escribir. En tal situación, 
puede el ciudadano inscribirse en los Registros Electorales; luego que se 
inscribe inviste la aptitud de ciudadano activo con derecho de sufra- 
gio. La identidad constitucional de la ciudadanía activa con derecho 
de sufragio es objeto de algunas otras disposicioces; el artículo 8.O 

(antes 10) de la Carta consulta casos en que esa ciudadanía se sus- 
pende con todas sus derivaciones. Pero no es eso todo. La 1,t.y Elec- 
toral de 1884, conlo todas las precedentes, exceptuada la de 1861, ex- 
cluye de la inscripción hasta nueve clase de individuos, y entre ellos, 
á las mismas personas que, según la Consiitución, tienen suspendida 
su calidad de ciudadanos activos sufragantes. 

2. DERECHO ELECTCRAL.- La importancia del derecho electoral 
es pritnordialísiina, ya que de él emanan los Poderes Públicos de la 
Nación; el mecanismo político de los países parlamentarios descansa 
en el ejeicicio correcto del sufragio. El sufragio, ya se le considere co- 
mo uii derecho, ya se le estime en lo que verdaderamente importa, un 
cargo que no se desempeña sino á virtud de requisitos mis ó menos 
numerosos que siempre reducen y selectan el cuerpo electoral, es 
acreedor al respeto de los ciudadanos y de los Gobiernos. No es hu- 

todo punto inconexo y carece en absoluto de uriidad. Ello se debe, no i deficiencia 
de los materiales de que hemos dispuesto, pues ellos, y muy particularmente los del 
señor Alfonso, permitirían redactar un breve comentario; clél~ese á que, por una 
parte, no nos hemos permitido tocar asuntos que el Autor miimo tiene tratados en 
sus Obras, tales como la apreciación de los distintos sisteniaj electorales; y por otra 
parte, á que, atendida la abrogación de la Ley que incidentalmente hemos tomado 
como base, prescindimos,-entre otras cosas, de toda explicación y de toda crítica re- 
1ati.r.a~ B la aplicacibn ó á la parte reglamentaria de esa Ley. (Nota de los Bdilores.) 



mano ni procedente esperar de éstos prescindencia absoluta ante el 
ejercicio del sufragio; pero sí es dado formular los límites á que su in- 
tervención debe sujetarse para que no degenere en violatoria de la 
libertad y de la pureza del voto; la Ley, superior á todo interés y á 
toda pasión, por una parte; y por otra, el decoro, doljlemente sensible 
en los hoinbres de Gobierno, son los términos que el buen sentido im- 

pone á la acción de las autoridades. Snlvadas esas lim!taciones natu- 
ra!es, no se concibe de qué influjos legítiinos podría usar. H e  ahí el 
pensainiento de Thiers y el de Cavour; no es posible exigir mei:os en 
resguardo del acto generador de la vida politica, ni es posilde exigir 
rnás i hombres que tienen regularmente, tras de sus deberes cívicos, 

preferencias de  partidarios. 
Pero hay una intervención que en absoluto debe ser condenada: la 

que arbitrare un Presidente en la elección de Piesidente sucesor. Nos 
parece que al carricter uiiipersonal de esa elección la sustrae li toda pre. 
sión legítima del Presidente cesante. Y ese inotivo es aún seciindar;~ 
ante la letra de nuestra Constitución, que ha prohibido, desde 1874, la 
reelección presidencial, con fines aparentes, si no con el verdadero y 
dignísimo propósito de impedir qtie se perpetlíen las influencias de un 
misino Presidente; y es indudable que la intervención de un Prrsiden- 
te en la elección del que le ha de suceder no consulta, sino que, por 
por el contrario, burla esa institución fundanlenta1 de  nuestra Repií- 

blica. 
3. JUICIO G E N E R A I ~  SOBRE LA LEY nE I 884.-La Lcy de I z de Encro 

de rS84, quint-Ley sustantiva promulgada sobre elecciones, Ley que 
garantiza la libertad del sufragio con ventajas considerables, hasta el 
punto de que los interesados en eludir sus efectos, impidieron en ab- 
soluto algunas elecciones por medio del crimen, realizó progresos gí- 
gantescos que prolongarían su vigencia si á ellos se hubieran agregado 
pri~.cipalmente: la aplicación del voto acuinulativo para todas las elec. 
ciones, la sanción invariable de todos sus efectos con pena de prisión 
6 presidio, y la exigencia de la unanimidad, por ejemplo, para el acuer- 
do de los indultos que puede otorgar el Consejo de Estado. Sucesiva- 
mente indicarcnlos algunas otras reformas importantes de que esa Ley 
es suscel)tible plrticularmente, merced á la supresión constitucional del 

boleto de calificación. 

CONTRIRUYENTES.-~~~S contribucioiles cuyo monto se estima para 

30 
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organizar la Junta de Contribuyentes con los que pagan impxesto ma- 
yor, son fiscales y municipales: fiscales son la agrícola y la de patentes; 
n~unicipal es la de sereno y alumbrado. Si bien dentro de nuestro 
sistema tributario no son esas las únicas contribuciones directas, la 
Ley lii tomado esas y no otras, porque son las únicas de que se lleva 
rol y matricula; y, así, :ha escogido las que, pudiendo hacerse col~star 
fehacientemeiite, garantizan mejor contra una organización fraudulenta 
'de la Junta originaria de los procedin~ientos electorales. 

Sabido es á qué abusos se ha prestado la inclusión de  Contribuyen- 
tes por pltente industrial; prescindiendo de ellos, la Ley sugiere aún 
la duda de si la industria debe ser ejercida: por sentencia judicial de 24 
de Octubre de  1887, se resolvió acertadamente la afirmativa. Creeinos 
que convendría eliminar en la forn~ación de la Junta de Contribuyen- 
tes el peligroso elemento de la patente industrial, como creemos tam- 
bién qlie la Ley 110 ha sido feliz al incluir entre los Contribuyentes 
agrícolas á los maridos de mujeres que poseen predios riisticos, pues 
eso lleva dernasiads lejos: á aplicaciones enteramente incongruentes de 
la ficción civil de la representaciún legal. 

Es digno de atención el orden alfabético que la Ley toma coino razón 
de preferencia al organizar la Junta de Contribuyentes. Esa preferen- 
cia no es arbitraria: en el criterio de la I,ey, el orden alfabético de los 
nombres debe decidir las concurrencias cuando el llamamiento se hace 
it virtud de la Ley inisnis; por el contrario, adopta la soiución por sor- 
teo cuando se trata de elecciones que, hechas directamente por los 
hoiiil)rec, Iim padido ser objeto de sus pasiones y cálculos. 

5. PENALIDAD.-La Ley pena con multa de 500 pesos á los Ma- 
yores Contiibuyentes que sin imposibilidad no asistieren á la Junta. 
Esta es iiila grave deficiencia que ha contribiiído ri perpetuar cn nues. 
tro puc-1110 la idea de que los delitos electorales no son verdadeio.; 
delito., ya que su sanción se traduce en una pérdida de diiiero qiie 
gcneralinente iio paga el reo, pues la paga por él su partido. Por razón 
de moralidad pública, deben sustituirse esa y otras penas, que antes 
que penas parecen meras exacciones, consagradas en esta Ley, por 
pérdida del dest~no, en su caso, y en toda circunstancia por meses de 
prisión ó de presidio, que ninglin hombre digno se pondría en el caso 

de sufrir. 
&lis aun: no debe autorizarse la equiplración de infracciones Igga- 

les que escandalizan y perjudican á la sociedad entera, con dinero al- 
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guno: si de la inasistencia de los Contribuyentes,-que la suplencia, oca- 
sión de dualidades no menos r>erniciosac, no subsana,-piiede originarse 
la carencia de Junta y aun de representación, es evidente que de allí 
se deriva para los ciudadanos interesados en una elección correcta un 
daño mayor tal vez que el producido por falsificaciones ú otras mali. 
cias. Y la Ley, al dar contra la inasistencia acción popular, Iógicamen- 
te debió dar á esa acción una satisfacción tal como la ya enunciada, 
proporcionada d su fundamento. 

6. EXCUSA DE  EDAD.-^ Ley admite como excusa de inasisten- 
cia á la Junta de Contribuyentes y Q la Comisión Ejecutii~a de las ca- 
lificaciones el tener mis de sesenta y cinco años de edad. Esta lenidad 
de nuestra Ley sugiere dos órdenes de inconvenientes. 

Por una parte, no es aceptable ante la doctrina el que Q ciudadanos 
excusados por la Ley de desempeñar un cometido de interés social, se 
les conceda opcióti para desempeñar 6 no, á su voluntad, ese conieti- 
do; ó se incluye en la Junta i los Coritrit>uyentes mayores de sesenta y 
cinco aiio3, con,obligación de asistir, sancionada, como del)? serlo todo 
mandato legal, 6 se les excluye'ó inhabilita perentoriainente eri la for- 
mación de dicha Junta. Pero no coiisulta la fe pública el imponer di- 
cha obligacióti en términos potestativos para el obligad@, pues así no 
se garantiza cl invariable cuinplimiento de la Ley. 

Por otrn parte, dicha excrisn perjudica al regular funcionaniiento del 
sistema electoral. En Santiago, por ejemplo, la Junta Ejecuiiva -de las 
elecciones consta1)a de tres niieiiibros conservadores mayores todos de 
sesenta y cinco años: dichos niiemt~ros excusaron su asistencia á la Jun- 
ta é iinposibilitaron su reunión. Así, unos cuantos mienlbros de un 
cuerpo electoral pudieron, sin que les afectase responsabilidad de nin- 
guna especie, impedir que ese cuerpo funcionara. ¿No podría pensarse, 
sin referirnos á ese caso determinado, que los individuos de un parlido 
político encuentran en la excusa de edad un recurco con que trabar 
impunemente en menoscabo de los derechos del pafs el curso de los 
procedimientos electorales? 

7.  ACTAS.-Acertadamente dispone la 1,ey que las actas de la Jun- 
ta de Contribuyentes, entre otros, sean firmadas por todos los vocales 
electores. Eti efecto, el requisito de que las actas sean firmadas no sólo 
por el Presidente y por el Secretario, coiiio lo son las actas de las se- 
siones Legislativas, sino también por todos los miernl~ros de una cor- 
poración electoral, constitiiye una garantía de auieiiticidad y puieza, ya 
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que se hace más difícil la falsificación de un acta mientras mayor n ~ -  
mero de firmas la autorizan. Es este, por lo demás, el mismo sistenia 
adoptado por la Constitución para las actas de las elecciones de Elec- 
tores de Presidente de la República. 

8. REGISTRO Y VOTACI~N.-DOS actos constituyen, principalmente 
el ejercicio del sufragio: la inscripción, coino acto previo, y la votación 
misma. Ambos suponen la existencia de un registro de electores, ya 
que segiín la Legislación general sólo vota11 los ciiidadanos legaliilen- 
te inscritos. 

Uno de los principales problemas que ofrece la institución de los 
Registros electorales es el de su duración. ¿Qué Registros son más con- 
venientes? ¿Los permanentes 6 los periódicos? 

La Ley de 1833, como todas nuestras demás Leyes Electorsles, 
estableció el Registro periódico. La Ley de 1861 se exceptúa de las 
restantes, por cuanto ensayó el Registro permanente. Reconociendo la 
superioridad absoluta del Registro permanente, no es posible disimular- 
se que éste surtió en Chile pésimos resultados que hicieron abrogar10 
en 1869, debido á nuestra deficiente educación política y á nuestros 
deplorables hábitos electorales. No aceptamos la conveniencia de im. 
plantarlo en Chile. 

Entre los inconvenientes que el Registro permanente nos traería figu- 
ran, por una parte, el qiie en ese Registro no son fácilmente subsana- 
bles los vicios con que lo adulterarían incesantemente; y por otra, el 
acceso tentador que él ofrece á la usurpación y al fraude. Lo primero 
es inherente á su perpetuidad, que excluye la renovación. Ido segundo, 
emana de las circunstmcias que condicionan el ejercicio de los dere- 
chos políticos, y en cuya virtud el de  sufragio se pierde y se suspende. . 
Si hubiera posibilidad de hacer constar oportuna y completamente las 
alteraciones que momento á momento sufriría el Registro de electores; 
si se pudiera modificar ese Registro borrando de él, por ejemplo, á los 
que se naturalizan en país extranjero, á los que quiebran frauduleiita- 
[riente, todos los cuales, y n~uchos otros, suspendidos, privados del 
derekho de sufiagio, podrían de hecho presentarse á votar en mérito 
de estar inscritos; si fuera posible, en una palabra, sustraer esos Regis- 
tros á la caducidad que plagaría sus inscripciones, es evidente que no 
habría necesidad de renovarlos. Pero, así como es regular que se ins- 
criban los nacimientos, los matrimonios y las def~inciones, actos de 
que se originan numerosos derechos civiles, no lo sería, por la inversa 



el que se inscribiera espontáneamente un suceso que priva de un de- 
recho cuya subsistencia nadie tiene interés particular en impugnar. 
Más aun, ¿cómo no temer que, pudiendo hacerlo, se votaría por muer- 
tos cuya defunción no estuviese inscrita? 

Por lo demás, no divisamos inconveniente para que la inscripción 
se sujete á las solemnidades que rigen la inscripción en el Registro 
Civil; y aun para que los oficiales de este servicio administrativo agre- 
guen á sus libros una nueva sección, la de ciudadanos electores, de la 

cual suministrarían copias á las Mesas receptoras. 
La votación, á su vez, no estd en la Ley de 1884 dispuesta en condi- 

ciones satisfactorias. Nojotros desearíamos simplificar ese acto en la 
siguiente forma: los ciudadanos inscritos serían llamados sucesivamen- 
te por las respectivas mesas; y para justificar su identidad bastaría el 
cotejo de la firma que prestaran con la firma que constará en el Regis- 
tro, ya que el juramento, bastante en Inglaterra para acreditar la iden- 
tidad personal y el hecho de no haber votado aún, no pnrece serasufi- 
ciente garantía para las elecciones de Chile. 

g. LA REPRESENTACI~~N EN EL SUFRAGIO.-El sufragio es aún, 
con10 lo era tan~tiiéil la calificación, acto personal, indelegable por lo 
tanto. Tal ha sido el criterio de todas nutslrds Leyes Electorales, ex- 
cepto la de 1833. Gravesrazoncs obstan efectivamente, al ejercicio del 
derecho electoral por medio de apoderado. 

Prescindiendo de que en el rilecanisino de la Ley de 1884, el sufra- 
gio por representación habría sido impracticat)le, pues la calificación 
requiere que previamente se firme en el Registro, desde luego se puede 
afirmar que el mandato político difiere absolutamente del mandato 
civil: en éste las instrürciones del mandante obligan nl niandatario; en 
aquél esas instruccionzs no existen ni pueden existir de un modo efi. 
caz, por manera que este tilandnto es antes una delegación incondi- 

cional que una delegación de volunt~d determinada. 
Pues bien, el mal de que, por no poder constituir niandatario, algu- 

nos electores se priven del sufragio, no puede prevalecer ante el grnví- 
simo peligro de que esos mandatarios traicioilen el voto de sus 
mandantes. El interés público, vitalmente coinproinetido en las elec- 
ciones, no permite que así Se las desnaturalice: la infracción de un 
mandato privado perjudica li un simple particular; pero la infracción 
de las óidenes de algutioi comitentes en mandatos para vctar se tra- 
duciría en la mut9ción radical de lus personas elegidas. Nada más 
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seiicillo que reagrav-ir todavía esos peligros naturales de la delegación 
electoral, forjando poderes imaginarios; bastaría para ello con la com- 
plicidad de un Notario. 

El carácter personal, indelegable, del sufragio es, pues, incontestable 
si se atiende á las consecuencias de una práctica contraria. La Ley 
lo ha comprendido así, y ha prohibido calificarse y votar por poder. 

I o. KE~IDENCIAS 6 DOMICILIOS.-NO es dudoso que para ser inscrito 
se debe acreditar un hecho que, tal como el domicilio G la residencia, 
garantice contra la dualidad de  la inscripción, fácil de repetir, sin eso, 
en el Registro de ú t r ~  Departamento. Entre esos dos eletnentos.nos pa- 
rece preferible exigir la residencia antes que el domicilio, porque éste SU- 
pone, además del hecho material y conipro1)abie de la residencia, algo 
menos f6cil de probar, cual es el ánimo de permanecer; y no conviene. 
que la Ley imponga requisitos de constatación difícil que la hacen 
inaplicable 6 que estimulan á violarla. 

1 1 .  E ~ ~ L U S I O N E S  DEL SUFRAGIO.-Ya he~xos dicho que tkmbién 
la Ley, además de la Constitución, limita el ejercicio de su cargo en 
términos que se traducen en exclusiones más ó menos numerosas. 
Las exclusiones establecidas por la Ley de 1884 se descomponen así: 
los motivos que suspenden la ciudadanía activa con derecho de sufra- 
gio según e1 artículo 8.0 ( 1 0  de la Constitución), importan, coino ella 
niisiiia lo dice, la exclusión del sufragio; los inotivos que envuelven 
pérdida de la ciudadanía, según la Carta, envuelven tainbién, ante la 
Ley, la pérdida del sufragio. Entre éstos últimos hay una causal que 
la Ley 110 consigna, y es la naturalización en país extranjero: los he- 
chos no se alteran por eso, ya que, según la deducción más simple, la 
privación de  la ciudadanía lleva consigo la privación del sufragio. . 

Las demás causales, ajenas á la Constitución, estin sindicadas de 
iriconstitucionales. A este respecto agregaremos á lo ya d i c h ~  en LA 
CONSTITUCI~N ANTE EL CONGRESO, 2 modo de explicación, no de excu- 
sa, que los nlismos Constituyentes sentaron en la Ley Electoral de 1833 
el precedente de excluir del sufragio por disposición legal á individuos, 
-los peones gañanes,-que la Constitución no excluye; y que la exclu- 
sión de las clases y soldados del ejército, de la policía y de la marina, de 
los eclesiásticos regulares, y de los enrolados y empleados en la policía 
rural,-á quienes fundadamente se equipara con los individuos de la 
urbana, ya que están igualmente subordinados á la autoridad,-- encuen- 
tra un amparo constitucional, deficiente, por lo demás, en la compren- 
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siva fóriiiula del artículo 8.O (10): la ineptitud nioral que impide obrar 
libre y reflexivamente. 

En efecto, se interpreta el hecho histórico apuntado en el sentido 
de que los Constituyentes de 7.833 se redujeron á consignar en la Cons- 
titución las excliisiones fundariientales, y entregaron á la 1,cy las dernás 
restricciones del sufragio que aconsejaran las circunstancias. Por lo 
que respecta á la derivación que se atribuye á las exclusiones mencio- 
nadas, ello és exacto sólo eri cuanto la subordinación moral y la disci- 
plina que a esos individuos afecta, puede anular la reflexión y volun- 
tad de su voto, ya que el superior jerárquico les ordenaría la reclusión 
en el cuartel ó en el c'austro el día de las elecciories, con un pretexto 
6 con otro, siempre que sus opiniones no le fuesen simpáticas. Ea ver- 

(f dad es que estos preceptos, correctos en su f ~ n d o ,  no lo son- tanto en 
su forma, particularmente el relativo á los eclesiásticos regulares, cuya 
exclusión nos parece abiertamente inconstitucional por las razones 
expuestas en Ia obra de nuestra referencia. 

La exclusión de las mujeres data solamente de 1884, pues antes 
ninguna se había presentado i inscribirse. Ella no puede ser más jus- 
tificada en el orden de los principios: las mujeres no son ni deben ser 
admitidas al ejercicio de los derechos políticos ni al de las funciones 
públicas. Tal es el axioma de Derecho general que se desvirttía por 
inovimientos como el producido en Inglaterra, donde la opinión se 
alucina ante el hecho de que el soberano pertenezca al sexo femenino. 
Que el sufragio es un cargo 6 función piíblica parece indudable á jui- 
cio de los tratadistas n ~ á s  autorizados, pues su ejercicio interesa á la 
nación entera; las mujeres, aptas para el desempeño de empleos oficia- 
les que no tienen anexo poder jurisdiccional, no lo son para el de 
aquellas funciones que tienen parte del Poder Público p3r atributo. Por 
lo demás, las razones de moralidad y de convehiencia social en que 
descansa esta doctrina son tan obvias, que las Leyes Electorales de los 
pueblos cultos no iilencionan siquiera á las mujeres entre las personas 
excluídas del sufragio. 

12. CONTINUIDAD DE LAS SESIONES DE LAS JUNTAS RECEPTORAS. 
-El precepto general que la Ley adopta es la no interrupción $e las 
sesiones de las Juntas Receptoras. No obstante, éstas pueden suspen- 
der la votación, que será continuada en el niisino día, cuando desórde- 
nes ó agrupamientos hicieren imposible su funcíonaiiliento. La Ley 
Electoral de 1874 autorizaba á las Jiintas para suspender sus sesiones y 
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continuarlas en el día siibsiguieiite, cuando el desorden era producido 
por la fuerza pública, y continuarlas en el siguiente si el desorden reco- 
nocía otra procedencia, pues fundadamente presumía la Ley que en 
este cnqo era mls fácil contener los abusos. 

Estas disposiciones de la Ley de 1874 no dieron resultados felices. 
El partido perdidoso, interesado eil diferir la votación, podía siinular 
6 pioducir realmente desórdenes que impusieran la suspensión de la 
Junta por algunas horas, durante las cuales preparaba recursos eiidere- 
zados á torcer en su beneficio los resultados naturales de la votación; 
esas hoias de  suspensión eran, pues, las horas de los abusos más ilegí- 
timos y fraudulentos. 

Por In inversa, por la Ley de 1884, el plazo de suspensión esta redu- 
cido á términos que dificultan el cálculo de esos resultados y, por lo 
tanto, los golpes y maquinaciones con que en tales monientos se adul- 
teraba el sufragio; y aun para autorizar esa breve suspensión debe coii- 
ciirrir el acuerdo unánime de la Junta. 

13. NECESIDAD DE CONOCER COMO JURADO EN LOS REC[.AMOi DE 

~ u ~ ~ n n n . - E l l a  fluye de la naturaleza misina de las cocas: esos recla- 
mos pueden reconocer causas variadísiinas é investir caracteres que la 
Ley no podría especificar. Dz ahí la necesidad de que el Tribunal que 
entienda en esos reclamos, aprecie los hechos como Jurado. Pero esa 
necesidad emana aiín de otra causa: de la conveniencia evidente de 
que se gradúe, antes de  declarar la solidez 6 nulidad de la eleciión, 13 
trascendencia decisiva ó no de los hechos viciosos, y se comprende siii 
esfuerzo que esta apreciación no puede ser regulada sino libremente, 
ex aguo e i  bono, ya que ante una apreciación legal los inconvenientes 
del proceso de nulidad se agravarían lejos de atenuarse. 

Pur lo demás, la institución del Jurado debe inspirar garantía sufi- 
ciente, todz vez que predon~ina en el Derecho Procesal de países como 
Inglaterra, y como quiera que nuestras misnias Leyes,-la del tiando- 
lerisino, entre otras, -la consagran en repetidas ocasiones. 

14.  EFECTOS DE LOS RECLAMOS DE NULIDAD.-El principio roinaiio 
que tiene por ineficiente lo que es nulo en Ikrecho, carece de aplicación 
en el Derecho Público. I,a naturaleza de las cosns así lo iinporie con tal 
rigor, que 1% Ley, de acuerdo coii el 1)eieclio geiieral de las naciones 
constituídas, hn otorgado valor y eficlcia 5. los actos de los Sei~adores, 
Diputados y \Tunicipa!es cuya elección estuviera objetada de ii~~lidad, 
mien!ras e s t ~  niilidad no sea declarada. Este legal no compren- 



de las reclan~aciones interpuestas contra las elecciones de Presidente 
de la Kepfitilica, pues ellas han de resolverse antes del 30 de Agosto. 
Los actos i que esos funcionarios hubieren concurrido con sus votos 
son, pues, válidos, aunque su elección resulte anulada en virtud de un 
principio tan propio del Dzrecho Ptíblico como lo es del Ikrecho Ci- 
vil el principio contrario. 

Y eso es tan exdcto bajo el punto de vista práctico, que la Ley no 
puede disponer otra cosa sin autorizar por el hecho mismo el curioso y 
verosímil fenómeno de que la mitad de una Cámara, por ejemplo, ob- 
jetara los poderes de la otra mitad con el solo propósito de eliminar de 
ella á sus adversarios políticos siquiera ínter se fallaran las reclamacio- 
nes pendientes. U aquí notaremos de paso, que los términos fijados 
por la Ley para la ventilación de la nulidad de las elecciones no rezan 
con las reclamaciones sobre inhabiiidad de los electos, las cuales pue- 
den ser interpuestas en todo tiempo, como que es atribución privativa 
de cada Cámara el conocer de las referentes i sus miembros, y como 
que dicha inhabilidad puede sobrevenir rnucho después de expirados 
aquellos plazos. 

15. INCONVENIEXTES DEL V O I O  CONJUNTO.-Can ocasión de las úl- 

timas elecciones de Alunicipales de Cureptc, surgió un conflicto cho- 
cante y grave. El 'Tribunal respectivo anuló esa elección, fundado en 
procediinientos de la Junta de Mayores Coiitribuyentes. La Cliniara 
de Diputados, al calificar la elección de Diputados del inisiiio Departa- 
mento creyó unániiiiente que esa Junta había procedido coi1 arreglo A 
la Ley. En esa disconformidad es evidente que una sola resolución fué 
justa y que la otra vino á redundar en desprestigio para la autoridad 
que, á juicio de  la opinión, equivocó su fallo. El mal que se produce 
en casos anilogos al que citamos nace de  nuestra desgraciada organí- 
zación judicial y eleccionaria i estos respectos. Ida Constitución, por 
utia parte, estal>lecc que conozcan las Cáiilaras respectivamente de las 
elecciones de sus riiieinbros; y la Ley, por la suya, dispone que esas elec. 
ciones se verifiquen conjuntamente, por manera que, en general, las 
afectan unos mismos vicios; no es difícil, merced á eso, que una elec- 
ción se tenga por nula en una Cámara y por válida en 1s otra, en reso- 
luciones contradictorias que expedirá cada una de ellas al calificar las 
elecciones de sus miembros respectivos. 

Pero la Constitución no dispone que las elecciones se hagan en u n  
solo acto, n i  en un misino día, ni ante unos mismos funcionarios. Ella 
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se limita á establecer Tribunales diferentes para el conocimiento de las 
reclamaciones contra elecciones de Senadores y Diputados. Las espe- 
cificaciones restantes, relativas á la unidad del acto electoral, tratán- 
dose de elecciones legislativas, y relativas á la identidad de los fun- 
cionarios ante quienes se vota, en caso de elecciones legislativas y 
inunicipales, son obra de la Ley. Pensamos que antes que reformar la 
Constitución en esta parte, se debe modificar la Ley en sentido que 
diversifique ambas entidades; el acto de votar y los cuerpos electora. 
les, ó siquiera alguna de ellas. 

16. NUEVAS ELECCIONES D E  ELECTORES DE PRESIDENTE.-E\ Con- 
greso hace el escrutinio y la rectificación de la elección de  Presidente de 
la República. Pero la Constitución, que así lo establece, no determina 
en qué caso debe el Congreso ordenar que se proceda á nuevas eleccio- 
nes de Electores. Y es evidente que hay caso en que esas elecciones 
deben repetirse, ya que, si bien la Constitución no exige para ser elegido 
Presidente mayorías calculadas sobre el total de Electores ni sobre el 
de votantes, no confiere tampoco al Congreso la facultad de hacer por 
si mismo la elección de Presidente en el caso improbable, pero posible, 
de  anularse todas las elecciones, ó siquiera un número de votos supe- 
rior á la mayoría absoluta del total de Electores que debe elegirse. Tal 
es el caso en que la Ley ha creído que el Congreso ya no rectificaría ni 
escrutaría, que es lo que la Carta le comete, sino que elegiría por sí 
mismo, al dar preferencia, por ejemplo, al candidato que contara con 
setrnta votos sobre el que obtiene treinta, cuando hubiere más de cien 
votos anulados. En efecto, zqué rectificaría, ni qué escrutaría el Con- 
greso cuando todas, ó casi todas, las elecciones hubieren sido anuia- 
das? Si es evidente que en la ocurrencia de resultar nulas todas las 
elecciones de Electores no hay elección ni puede el Congreso hacer 
otra cosa que remitirse al sufragio, lo es también que la Ley debía fijar 
S la nulidad de estas elecciones un límite, pasado el cual no hay elec- 
ción de Electores ni base para rectificarla: el término más prudente, 
atendida la conveniencia de no repetir las elecciones de Electores de 
Presidente, y atendido el cardcter meramente supletorio de las atrihu- 
ciones que en esa materia confiere la Constitución al Congreso, pues 
suponen siempre la existencia de una elección, parece encontrarse en 
la mayoría absoluta del número de Electores que se debe elegir. Se 
comprende que, si en un total de trescientos Electores se anula la 
elección de ciento cuarenta y nueve, se qtribuya á los ciento cincuenta 
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y un Electores restantes la representación de todo el colegio electoral, 
pues en tal caso los cornicios electores han sido válidamente elegidos, 
y á su ves eligen; sus votos son entonces el objeto de la reclificación 
que hace el Congreso. Pero, en el caso inverso predomina la caren- 
cia de la voluntad nacional sobre la voluntad manifestada, y en tal 
caso no hay base racional para dar por electo á nadie ni para que el 
Congreso rectifique una elección que no se ha consumado, sino sola- 
mente para que convoqtie á una elección valedera: así como parece 
lícito atribuir á la mayoría de  los Electores la representación de los 
que faltan, no parecería correcto, por el contrario, cmferir al menor 
número de esos inistiios Electores la representación de todo el colegio 
electoral. Ese precepto de la Ley, lejos de ser inconstitucional, es tanto 
niás fundado cuanto que la Ley entiende constituídos los comicios 
cuando concurre á ellos la mayoría absoluta de sus miembros. 

En el caso propuesto, de procederse á nuevas elecciones, totales 6 
parciales, no podría el Presidente cesante continuar desempeñando la 
Presidericia por el tiempo necesario para elegirle un sucesor. La Cons- 
titución limita de un modo terininante la duración de su período. Pero 
como el caso mismo no está previsto en ella, se hace necesario resol- 
verlo por analogía. Esa eventualidad ofrece mayor senlejanza con el 
caso en que el Presidente electo no puede hacerse cargo de sus funcio. 
ries, que con las circunstancias en que es subrogante el ILIinistro del 
Interior, por manera que ocuparía accidentalmente 11 Presidencia de 
la República el Vicepresidente del Consejo de Estado. 



Con motivo de haberse suprimido por la Cáinara de Diputados, en 
la discusión de la Ley de Presupuestos el sueldo de una las Promoto. 
rías Fiscales de Santiago, el Autor dijo en sesión del Senado de 26 de 
Dicienlbre de 1888, lo siguiente: 

I I E L  SEÑOR Hu~~rcus . -Dei  cambio de glosa de este ítein, resulta 
prdcticamente qce la Cánlara de Diputados ha suprimido el sueldo y el 
destino del primer Promotor Fiscal en lo criminal de Santiago; y siento 
tener que molestar la atención del Senado sobre este punto, que consi- 
dero muy grave. No haré ninguna observación respecto de la persona del 
Pron~otor Fiscal, cuyo sueldo se suprime, ni tomaré en cuenta si este 
fnncionario ha cuinplido ó no correctainente con sus deberes; pero lo 
que me Ilaina la atención es que se haya supritnido un cargo creado 
por una Ley de efectos permanentes; y aunque ya he emitido mi opi- 
nión respecto de la 1,ey de 16 de Septiembre de 1884, no querría 
dejar pasar desapercibida una cuestión de tal importancia, porque si 
hoy se supriine por un año el sueldo de un Promotor Fiscal, mañana se 
podría suprimir con razones anblogas el del Presidente de la República, 
el del Prcsidente de la Corte Suprema 6 e1 de los Ministros de Estado. 

q L e  parece al Senado que sería correcto, de conveniencia pública, 
abrir la puerta a este sistema? H e  leído en un libro, cuyo nombre no 
recuerdo, escrito por el cé!ebre Spencer, lo siguiente, al final de esa 
herinosa obra: ilLa misión del liberalismo ha sido hasta hoy poner coto 
$1  ó Iírnites al poder del Ministerio; la inisión del liberalismo debe 

1 1  ser en adelante poner coto ó límites al poder del Par lan~esto ,~~ 
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llCito estas palabras ahora que existe cierta corriente para cercenar 
las atribuciones del Ejecutivo. Si hubiera de elegir entre el des- 
potismo de un solo liorilbre y el despotismo de una Asamblea, prefe- 
riría cien veces lo primero, porque siquiera hay así responsabilidad. Y 
lo que hoy se querría hacer es abrir la puerta á ese sistema de la pre- 
ponderancia absoluta del Poder Legislativo. 

11Decía poco antes que si esta cuestión ha podiclo resolverse dentro 
de la Ley de 16 de Septiembre del 84, por mi parte declaro que, 
cualquiera que sea la opinión de  los señores Senadores, la mía es la 
que con tanta elocuencia expresó en la Cámara de Diputados el Ho- 
norable señor Mac-Iver. Esta no es simp!e cuestión de  Ley, sino cues- 
ióri constitucional. 

1iEl artículo 28 (antiguo 37) de la Constitución dice en su inciso 2 . O  

que s610 en virtud de una Ley se puede fijar anualmente los gastos 
de la Administración Píiblica, y en el inciso 10: iiCrear ó suprimir ein. 
11 pleos públicos, determinar ó modificar sus atribuciones, aumentar 6 
11 disminuir sus dotaciones, etc.11 

11Me parece inconcuso que para cualqriiera de los puntos que abarca 
el inciso 10 se necesita una Ley distinta de la de Presupuestos. 

l~I,a Ley de Septiembre del 84, si algo establece, ha tenido por 
principal objeto fijar la interpretación general de ciertos puntos cons- 
titucionales, de ninguna manera para dar facultades al Congreso para 
suprimir sueldos y empleos en los Presupuestos. 

así como no qriiero la omnipotencia de un Poder, no quiero 
tainpoco la de otros. Si se cree necesario supritnir el empleo de pri- 
mer Promotor Fiscal ¿por qué no se presenta un Proyecto de Ley? 

11Se dice que la Constitución lo prohibe porque asegura la inamovi- 
lidad de los funcionarios judiciales. Esto no es exacto; hay aquí un 
profiiiido error. 

11La Constituc.iÓn, en su artículo r 10, que hoy corresponde al ror 
dice textualmente: 

ilLos Magistrados de los Tribunales Superiores y los Jueces Letra- 
11 dos de prinlera instancia permanecerán durante su buena compor- 
1 1  tación. Los Jueces de Comercio, los Alcaldes ordinarios y otros 
11 Jueces inferiores desempeñarári su respectiva judicatura por el tiem- 
11 po que determinen las Leyes. Idos Jueces no,podrán ser depuestos 
11 de sus destinos, sean temporales Ó perpetuos, sino por causa legal 
11 mente  sentenciada;^^ 
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~~Corno  ve el Senado, el artículo se refiere sólo á los niagistrados 
de los Tribunales superiores y á los Jaeces. 

liPero se me dirá que aún queda subsistente una disposicidn de la 
Ley de Tribunales que asegura tamhiéii la inamovilidad de los fun- 
cionarios judiciales que desempeñan empleos fijos y deteriiiinados por 
esta misma Ley; y qoe, en consecuencia, al suprimir el empleo se 
violaría la Ley que lo ha establecido. Pero este procedin~iento no se 
ha adoptado, y yo creo que en todo caso es riecesario buscar algún 
arbitrio para salvar la dificultad. 

iiPor ini parte, me parece preferible soportar ciertos males antes que 
aplicar remedios peores que el mismo mal. Si iin empleado judicial 
no cumple con sus deberes, debe ser amonestado por los Tribunales 
superiores. Si esto no se consigue, preciso será resignarse á cierta 
situación. Esta es ini opinión individual. 

1iEn todo caso, el Senado comprenderá que yo no puedo aceptar la 
modificación introducida por la Cáinara de Diputados en esta partida 
del I'resupuesto de Justicia. 

11He jurado guardar la Constitución del Estado, y, entendiéndqla en . 
el sentido que 11e tenido la honra de expresar, no puedo votar sino en 
la forma que lo tiago. 

i~¿oncluyo, pues, declarando que votaré en contra de la modifica- 
cibn, por más que esté perfectament6 convencido de que los móviles 
que han guiado á la IIonorable Cámara de Diputados son dignos y 
elevados. 11  



Discurso pronunciado en eosi6n de la Cámara, de Diputzdoa de 28 de 
Abril de 1864, referente á acusaciones contra Intendentes de Pro- 
Vincia í 1 ). 

EL SEÑOR HUNEEUS.-NO -pretendo seguir paso á paso al señor 
Ministro del Interior en el discurso que acaba de pronunciar. Esa ta- 
rea, sobre larga y superior á mis fuerzas, sería inútil, pues dicho dis- 
curso puede resumirse en tres partes que, á nombre de la Comisión 
informante de que tengo la honra de ser miembro, analizaré ordena- 

damente. 
Eri la primera el señor Ministro llama nuevamente la atención de 

In Cámara á la cuestión, ya debatida y resuelta, sobre si ésta ha tenido 
6 no derecho para acordar la acusación de dos Intendentes en sesiones 
extraordinarias, y aun le ruega quc vuelva sobre sus plsos. En la se- 
gunda, aceptando que la Cdirisra haya tenido ese derecho, sostiene Su 
Seiioría que en los procedimientos del Intendente de Aconcagua no 
ha habido infracción constitucional; y en la tercera y última, procura 
justificar esos procedimientos y vindicar al funcionario acusado. 

En cuanto á la primera parte del discurso del señor Ministro, con- 
sidero excusado entrará rebatir los argumentos que en ella se hacen 
valer, pues ya la cuestión, despuCs de debatida suficientemente en la 

( 1 )  Apenas necesitarnos recordar que la Ley de Elecciones y la Ley clel IZégimeri 
Iriterior á qrre este discurso hace referencias, rstin derogadas. (-,Vota ([&los E.l'itorcs) 
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última sesión, á consecuencia de  la duda propuesta por el señor Pre- 
sidente sobre si la Cámara podía 6 no ocuparse de  acusaciones en se- 
siones extraordinarias, fué resuelta en sentido afirmativo. E l  señor Mi- 
nistro, que ha expresado varias veces cuánto respeta las opiniones de  
la Cámara, debe, pues, respetar una decisión que ha sido dada con 
toda reflexión y madurez, y manifestar con hechos la verdad d e  sus 
palabras, expresión franca, sin duda, de  sus deseos. N o  concibo, pues, 
cómo se pide á la Cámara que vuelva sobre sus pasos, que revoque 
acuerdos ya tomados, ofendiéndola hasta cierto punto, como seria 
ofender al Gobierno pedirle que revocase alguno d e  aquellos decretos 
que confieren derechos y que invisten el mismo carácter que  una sen- 
tencia ejecutoriada. 

1.0 dicho basta en cuanto á la cuestión que el señor Ministro del 
Interior ha querido traer de  nuevo al debate, en el cual, aunque muy 
fuera de  lugar, ha creído Su Señoría necesario hacer grandes encomios 
de  la Constitución d e  1833, que nadie ha atacado y que para el señor 
Ministro puede muy bien ser un SanctaSatzctomnz, sin perjuicio de  que 
haya tal vez en esta Cámara quien piense de  muy distinta manera y la 
considere altamente defectuosa. 

Pasando á la segunda parte del discurso del señor Ministro, se ha 
sostenido que los actos del Intendente acusado, aun en el supuesto d e  
ser ilegales, no importarían la infracción de  uno 6 más artículos-de la 
Constitución; ó, eii otros térnlinos, se afirma que la Cámara no puede 
acusar á un Intendente por quebrantamiento d e  las Leyes, sino sólo 
por infracción a6iertn de  la Carca Fundamental. 

La Comisión, á cuyo nonibre hablo, después d e  convencida, por 
el examen de  los docunientos que corren en el expediente que tiene 
sobre la mesa el señor Presidente, de  que el Intendente de  Aconcagua 
había infringido varias disposiciones d e  la Ley Electoral, y decretado 
la prisión de  los vocales de  la mesa receptora de  San Esteban en un 
caso en que la Ley no lz autorizaba para ello, abrigó la duda de  que ha 
hecho mérito el señor Ministro, y procuró investigar si los actos del 
referido kitendente implicaban ó no una violación d e  los articulas 
18 (16) y 12 (ro), parte 4." de  la Constitución, discutiendo detinida- 
mente ese punto. 

E n  nuestra Constitución hay, señor, preceptos d e  muy distinta na- 
turaleza: los unos contienen disposiciones particulares que sólo pueden 
infringirse directamente; los otros principios ó mandatos genersles que 



necesitan de una Ley complementaria para hacerse efectivos, Ley á que 
la Constitución misma se refiere expresa y literalmente, de tal manera 
que, violando~esa Ley, se viola el precepto constitucional. Entre aqué- 
lla y ésta existe iioa conexión y enlace tan íntiinos, que no es posib!e 
siquiera concebir que tales disposiciones generales se respeten ó in- 

frinjan, sino respetando ó infringiendo la Ley coiilpleinentaria, cuyo 
cumplimiento ordena la prescripción constitucional al referirse á ella. 
Así, por ejeinp!~, al Presidente de la República corresponde, segun la 
parte 11." del artículo 82 (73) de la Constituciói-i, conceder jubilaciones 
con a~reglo á las Leyes. Si mañana ese funcionario ( oncediera jubilación 

á un empleado que tiene sólo un año de servicios, violando la Ley que 
exige diez para obtener esa gracia, {habría violado 6 no la disposición 
constitucional que le ordena jubilar con arreglo ~í la L e y ,  y no con infrac- 
ción de la Ley? Evidentemente que sí, contestará cualquiera que arguya 
lógicamente. 
11Y no puede ser de otra manera, pues si un padre de familia envía 

su hijo á casa de Pedro, verbigracia, para que se eduque al lado de 

éste y respete en todo las órdenes que de él reciba, es claro que si el 
hijo infringe los mandatos de Pezro, infringe por el mismo hecho la 
orden de su padre. Esto se comprende sin esfuerzo alguno, y es preci- 
samente lo que ha sucedido en la acusación que en este inomento 
ocupa á la Cámara. 

iiEI artículo 18 (16)  de la Constitución ordena que la elección de 
Diputados se haga por los Ikpartamentos en votación directa, y en la 
forma que determine la Ley de Elecciones. Si alguien impide que en 

esa forma se haga la elección sobredicha, piola 6 no el artículo cita- 
do? El artículo r z  (10) de la Carta Fundamental ordena, en su par- 
te 4.", que nadie puede ser preso, arrestado ó desterrado, sino en la 
forma determinada por las Leyes. El funcionario que apresa á un ciu- 
dadano en un caso en que la Ley no le autoriza para ello, ,piola ó no 
la prescripción constitucional que acabo de recordar? 

1 1  La Comisión, interpretando leal y razonablemente la Constitución,- 
si interpretación cabe en puntos tan sencillos,-contestó esas preguntas 
en sentido afirmativo. Y en verdad que no pudo hacer otra cosa, pues 
de lo contrari resultaría que hay preceptos Constitucionales que pue- 
den infringirs y otros cuya infracción es absolutamente imposible. 1)e 
csta última c.ase serían todos aquellos que se refieren á Leyes comple- 

SI 

,.p 
inentarias, y en tal caso me permito interpelar directamente al señor 
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Ministro del I ~ t e r i o r  para que tenga á bien decirme, icuándo se infrin- 
giría el artículo IS (16) de la Constitución, si no se viola por la infrac- 
ción de la Ley Electoral á que se refiere? ¿Qué importaría entonces la 
referencia de la Constitución á una Ley, si no es el precepto de que 
dicha Ley se observe? In~posible es dar solución satisfactoria á estas 
preguntas, si se aceptan las teorias del señor Ministro. 

llDe paso haré notar que no concibo cómo el señor Ministro del 

Interior, que no acepta interpretaciones de la Constitución cuando se 
trata de deslindar las atribuciones de la Cámara, recurre, sin embargo, 
á ellas y las acepta sin vacilar cuando se trata de esclarecer la conduc- 

ta de sus subalternos acusados. 
i1Pero el señor Ministro del Interior no sólo ha incurrido en esta 

contradicción flagrante, sino que, tratando siempre de restringir las 
atribuciones de la Cámara, ha sostenido que ésta no puede acusar á 
los Intendentes sino por infracciones abiertas de la Constitución, por- 
que las infracciones i~zdirectas Ú siilzpíes, no pueden haber autorizado el 
régimen terrible y aterrante, para Su Seiioría, que ella establece para 
juzgarlas. 

llSin entrar en el análisis crítico de las facultades judiciales que la 
Constitución confiere al Senado para fallar en las acusnciones entabla- 
das por esta Críinzira, me permitiré hacer notar al señor Ministro que 
lia padecido en este punto u n a  equivocación gravísima, tergiversando 
disposiciones fundanlentales que son muy claras. Al enumerar .la Cons- 
titución, en sn articulo 38 (29), los crímenes que autorizan á la Cáma- 
ra de 1)iputados para acusar á los Intendentes, menciona los de trai- 
ción, sedición, irzfracciún de la Constiluciá~z (infrncción. simplemente, 
fíjese en ello la Cárriara), malversación de los fondos pfiblicos y con- 
cusión. El caso en que se exige infra*.Gn abierta es el previsto por el 
artículo 83 (74), esto es, cuando se trata de acusar á un ex-Presidente 
de la República, mas no á un Intendente. E l  señor Ministro ha con. 
fiindido, pues, estos dos artículos, de los cuales se deduce uii argu- 
mento contrario precisamente á las concliisiones de Sil Seiioría. Y en 
efecto, si la Constitución hubiese lluerido que la acusación de los 111- 
tendentes se restringiese á los casos de infracción abierta,  por qué no 
usó en ambos articúlos de idénticas palabras? ¿Por qué habló en un 
caso de 2izfrncciún abierta y en otro de simple infracción? I.,a razón es 
inuy obvia: tratándose de acusar á un Intendente, nuestra Carta Fun- 
damental ha estimado como causa suficiente la infracción simple de 



sus disposiciones; tratándose del ex-Presidente d e  la Kepública ha 
querido restringir el derecho d e  la Cámara. Hé aquí por qué la Comi- 
sión, sin confundir casos que son completamente distintos, y exigiendo, 
para la averiguación de  los hechos imputados al Intendente de  Acon- 
cagua, no senliplena prueba, que es lo bastante, sino la prueba c o m  
pleta y muy clara que consta por los documentos agregados al expe. 
diente, procediendo con la mayor cautela y iiiadurez, adquirió el 
convencimiento de  que los procedimientos de dicho Intendente en- 
vuelven una indisputable transgresión de la Carta Política del Estado. 

&)Pero hay m i s  todavía. Aceptando la teoría que  sostiene el señor 
Ministro de  que en estas materias dehe procederse hajaildo d e  la Cons- 
titución á la Ley, y no subiendo de  la Ley á la Constitución, hay dos 
artículos de  ésta que harían pesar sieinpre con justicia sobre el Inten. 
dente d e  Aconcagua la acusación entablada en su contra. Estos son: 
el artículo 142 (r33), que dispone que nadie puede ser preso, si no es 
responsable a pena aflictiva 6 infamante y en la forma que determina 
la Ley; y el 160 ( r s r ) ,  que ejtsblece que ninguna Magistratura puede 
ntribuirse, ni aun i pretexto de  circunstancias extraordinarias, otra au -  

toridad ó derechos que los que expresanzenfe .les haya conferido la Ley. 
Colocando el debate en este terreno, y descendiendo de  la Constitución 
ri la Ley, ¿ha oido citar la Cámarala Ley que autorizaba al Intendente 
para apresar á los mien~bros de  la Mesa de  San Esteban? $ H a  oído citar 
la que ex$yesa~r:ente confiere á dicho Intendente la facultad que se arro. 
gó? No la ha oído, ni la oirá tampoco, porque el Honorable señor Mi- 
nistro del Interior no puede citar Leyes que no existen. 

 pudo, pues, la Comisión fundar en este sentido la acusación enta- 
blada; pudo aun extenderla a los artículos constitucionales que a c a i ~ c  
d e  citar; pero, iiiis celosa y cauta en el cumplimiento de  sus deberes 
d e  lo que el señor Ministro supone tal vez, procedió en el sentido de  
que la infracción del artículo 142 (133) de  la Constitución no conrti- 
tuía un delito distinto de  la infracción del articulo I 2 (lo),  parte 4.", 
como taiiibién que la del artículo 160 (15  I ) ,  seglín se hace presente 
en la última parte del informe, no implicaba un capítulo d e  acusación 

diferente de  los dos primeros. 
~~Creyerido que la Cámara no necesiia ya d e  mds discusión p3ra 

Ilustrar su manera d e  ver en cuanto al punto que ha servido d e  tema 
al señor hlinistro del Interior en la segunda parte de  'su discurso, y 

que puede formarse,, con. lo expuesto, concepto claro y seguro sobre si 
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los procedimientos ilegales de un Intendente, importan 6 no una viola- 
ción de los artículos constitucionales que se refieren ¿i las Leyes in- 
fringidas; me incumbe ahora ocuparme en la última parte de ese dis- 
curso, esto es, en si el Intendente de Aconcagua ha extralimitado ó no 
sus atribuciones, violando la Ley de Elecciones y decretando prisión 
contra el Presidente y Vocales de la Mesa Receptora de San Esteban 
sin tener facultades para ello. 

llEl señor Ministro ha dicho que el Intendente de Aconcagua cyyó 
que á él correspondía la facultad de designar el local en que debían 
funcionar las Mesas Receptoras, y que creyó asimismo que era de su 
deber arrestar á los iiiieriibros de la de San Esteban. La palabra cygó, 
en que expresamente hago hincapié, manifestará á la Cámara que, en 
concepto del señor Ministro, la buena 6 mala intención de los fun- 
cionarios piiblicos es lo que decide acerca de la legalidad ó ilegalidad 
de sus procedimientos, opinión que no acepto y que me limito sim- 
plemente á rechazar, porque hay argumentos tan destituídos de fun- 
damento que no necesitan refutación. 

~~Aurique en el informe de la Comisión encontrar8 consignados la 
Cámara los hechos que, según siis propias notas, ha ejecutado el In- 
tendente de Aconcagua, y los fundamentos del Proyecto de  acuerdo 
con que termina dicho informe, me permitiré desarrollarlos, citando 
las disposiciones legales en que la Comisión se ha apoyado, porque la 
simple lectura de aquel' informe no habrá bastado quizás para que los 
señores Diputados se hayan formado cabal concepto de este asunto. 

&{De los documentos que corren á foja 2 y siguiei~tes del expedien- 
te, resulta comprobado que el Presidente y Vocales de la Mesa Re- 
ceptora de San Esteban se vieron imposibilitados para el desempeño 
de sus funciones, porque el oficial encargado de la fuerza que debió 
ponerse á disposición de la Mesa, se negó á entregar á ésta la caja de 
votos y el Registro de calificados. Resulta también que, B pesar de ha- 
berse ofrecido la Mesa á funcionar en la calle pública, el oficial sobre- 
dicho, cumpliendo con las órdenes del Intendente, según lo expresa 
en su nota de  foja 2 vuelta, insistió en su negativa, fundándose en 
que la Mesa debía funcionar en el lugar que él designase, á virtud de  
la delegación de facultades que en su persona había hecho el señor 
Intendente y no en el que la n ~ i s n ~ a  Mesa eligiese, 8 consecuencia de 
lo cual, y no habiéndose verificado la entrega de la caja y del Regis- 
tro, la Mesa se vió imposibilitada absolutameilte para funcionar. 
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llAhora bien, la facultad de designar e1 local en que debía fiincio- 
nar la Mesa, {era privativa de ésta ó del Intendente? En CI supuesto 
que lo fuese del Intendente, {pudo ese funcionario delegar su ejerci. 
cio en un oficial que debía estar sometido á las órdenes de la Mesa? 

JJA juicio de la Comisión, esas dos preguntas no pueden resolverse 
sino en contra del Intendente, y éste no puede siquiera alegar la ex- 
cusa de ignorancia, porque los presidentes de las Mesas Receptoras 
de San Felipe, según consta por sus notas, le habían negado el dere- 
cho de designarles el local para sus funciones y el Iriteiidente no pudo 
ni debió arrngarse la facultad de resolver una verdadera cuestión de 

competencia de autoridades, decretando prisión contra los miembros 
de la Mesa de San Esteban. 

IiAnte todo, conviene recordar que no existe Ley alguna que con. 
fiera á los Intendentes la facultad de designar el local en que deben 
funcionar las Mesas Keceptoras, y el argumento que el señor Ministro 
deduce de la Ley del Régimen Interior, en que se concede á la autori- 
dad administrativa la vigilancia sobre los lugares públicos, es absoluta- 
mente inadecuado é inaceptable en un caso cn que, como el presente, 
no se trata de una medida de policía, sino de una competencia de atri- 

bnciones entre dos autoridades tan independientes la una como la otra, 
pues una Mesa Receptora, en el ejercicio de sus funciones, no se en- 
cuentra en la situación de un particular que tendría que obedecer, mal 
que bien, á las órdenes de la autoridad administrativa. La Mesa de 
San Esteban, con la conciencia de sus derechos y de que era en esos 
nlomentos una autoridad constituída legalmente, no se hallaba en el 
caso de  respetar órdenes que, en s u  concepto, eran ilegales, y respecto 
de las cuales se Iiabía disputado al Intendente su derecho psra librar- 
las. Estuvo la Mesa tan en su dereclio, como lo estaría, por ejemplo, 
una Corte para negarse á obedecer la orden en que un Intendente le 
mandase funcionar á las cuatro de la tarde ó en la plaza pública. 

~ I Y  en efecto, la Mesa de San Esteban no anduvo, en manera algu- 
na, descaminada al sostener que i ella incumbía designar el local para 
sus funciones. 

 según los artículos 106 y 107 de la Ley de  Elecciones, al Presi- 
dente de las Mesas Receptoras compete conservar el orden y libertad 
de las elecciones, corriendo bajo su gol~ierno cuanto ocurra en el cir- 
cuíto en que la Mesa funciona. h él, con acuerdo de la mayoría de los 
Vocales, corrrsponde la facultad de dictar cuantas medidas sean nece 
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sarias para asegurar ese orden y garantir esa libertad, y sin su orden, 
con el acuerdo d e  la misma mayoría, ninguna tropa 6 partida d e  fuerza 
armada puede residir 6 estacionarse en dicho circuíto; llegando hasta 
tal punto el carácter de  autoridad propia é independiente de las Mesas, 
que si el niisnio Presidente d e  la República se dirigiese á cualquiera 
de'eilas con el objeto d e  dar órdenes en el circuíto en que funciona, esa 
Mesa tendría perfecto derscho para oponerse á la ejecución d e  ellas, y 
para no considerar e n  esos momentos á ese funcionario sino como un 
simple ciudadano, sujeto á las Leyes como todos los demás. 

iiPero, aparte d e  esas disposiciones, cuyo espíritu revela niuy clara- 
mente que las Mesas Receptoras n o  están sujetas á autoridad alguna en 
el desempeño d e  sus funciones, el artículo 75 de  la Ley d e  Elecciones, 
en su parte final, dispone i q u e  las Mesas 6 Juntas Receproras sesitua- 

1 1  rdn en lugares públicos y accesibles distantes entr.e sí, por lo menos, 
11 niedio'kilómetro.,i ¿A quién se dirige el precepto contenido en esta 
disposición? Evidentemente que á las Mesas, coino se dirige á los Jue. 
ces el precepto que les ordena funcionar desde la diez de  la mañana 
en ciertos meses del año. Y esta inteligencia que da la Comisión al 
artículo citado, guarda perfecta conformidad, según se me  ha asegu- 
rado, con la práctica que  siempre se ha observado en el país, práctica 
que ha reconocido en las Mesas el derecho de  designar el local para 
sus fuiiciones. 

iiMas, el señor Ministro objeta esta doctrina, preguntando qué se 
haría si iina Mesa, desconocieiido el mandato de  la Ley, eligiese para 
funcionar un local que no tuviese las calidades de  público y accesible. 
I,a respuesta es sencilla. La autoridad administrativa amonestaría á 
la Mesa para que cucpliese con la Ley, como corresponde hacerlo en- 
tre autoridades indepeiidientes, y si la mesa insistiera, se pondría el 
hecho en conocimiento del Juez de  Letras, que esda magistratura com- 
petente en tales materias, para que, terminadas las funciones de  la 
Mesa, se hiciera efectiva la responsabilidad d e  siis mieinhroc. Esto es 
lo único que podría y debería haber hecho el Intendente de  Aconca- 
gua, si 'a Mesa Receptora de  San Esteban hubiese violado la Ley; pero 
nunca lial~erla atropellado hasta el punto de exigir que esa Mesa, á c ~ i -  
yas órdenes debía estar sometido el oficial encargado d e  la fuerza, hu- 
biera de  sujetarse á las d e  éste. Ida Mesa no se hallaba, pues, en el caso 
d e  respetar órdenes que, según se expresa en uno d e  los consideran- 
dos de  la protesta que corre en el expediente, tendían, no sólo á des. 



pojarla de sus atribuciones, sino A. cambiar completainente los papeles 
respectivos que á ella y al oficial encomendaba la Ley, y estuvo en su 
derecho para protestar contra tales órdenes y resistirse á darles cunl- 
plimiento. 

1iCon estos antecedentes verá la Cániara que el Intendente de Acon- 
c a p a  impidió con sus procedimientos. que la Mesa Receptora de San 
Esteban rjerciese sztsfgnciones Iibre~ílente y con se*wridad, cometiendo 
así el delito que el artículo 1 2 2  de la Ley Electoral castiga, si mal no 
recuerdo, con la pena de extrañamiento por un tiempo que no baje de 
un año ni exceda de seis, y con pérdida por doce de la ciudadanía en 
ejercicio. El caso est,?, pues, expresamente previsto por la Ley, y en 
vista de su terminante disposición y de los documentos que acreditan 
los hechos que he recordado, la Coniisión no pudo menos que encon- 
trar infringido el citaao artículo I z z  de la Ley de Elecciones. Desearía 
saber yo ahora si, aparte de la cuestión de infracción constitucional, 
cree Ó no el señor Ministro del Interior que el Intendente de Aconca- 
gua haya violado esa disposición legal. 

 c considerando suficientemente esclarecido e: primer capítulo de acu- 
sacíón, permítame la Cámara entrar á ocuparme en el segundo, esto es, 
de la infracción del artículo r z  (10) de la Constitución, en su parte 4." 

1iLos Iiechos que ~ilotivan este capítulo de acusación, son: el decreto 
de prisión lilxado por el Intendente contra los miembros de la Mesa 
Receptora de San Esteban, y la ejecución de ese decreto en las personas 
de tres de esos miembros, pues los dos re5tantes no pudieron ser Iia- 
bidos. 1,a Cámara eiicontrarri esos hechos plenamente probados en el 
expediente, y ellos son de tal naturaieza que, aún eri el siipuesto de 
que no se hubiese infrigido el artículo 18 (16) de la Coiistitiicióri y de 
qiie se eliminase el primer capitulo de acusación, el procedimiento de 
ese funcionario, al expedir aquel decreto y al hacerlo ejecutar, es iua-, 
nifiestainente ilegal y anticonstitucional. 

i1El Intendente, como consta por su oficio de foja 2, expidió el de- 
creto de prisión de que he hecho mérito contra el Presidente y Vocales 
de la Mesa Receptora de San Esteban, por considerarlos infra2ores del 
artículo 26 de  la Ley de Elecciones, según en dicho oficio lo expresa, 
y reos de delito. 

11De paso haré presente que el Intendente se paralogizó con~pleta- ' 

mente al citar en su oficio el referido artículo 16, pues éste se refiere 
á IasJ~oztos Cn/$cxdorns que intervinieron en la primera forniación del 
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Registro y que ya no funcionarán jamás, y de ninguna manera es apli- 
cable, en lo tocante i la designación del local, á las juntas 6 il.lessns Re- 
ceptoras, que intervienen en las elecciones directas y no en las califica- 
ciones, pues para ellas se dictó la disposición final del artículo 75, en 
que se les ordena co!ocarse en lugares públicos y accesibles, sin hablar- 
se de plazas, ni de plazuelas, ni de atrios de templos. El señor Inten- 
dente citó, piies, mal el artículo 26 de la Ley Electoral, y, á falta de 
I.ey, castigó lo que 61 llamó delito en los Vocales de la Mesa de San 
Esteban, de una manera que él creyó muy sei-icills, la de mandarlos á 
la cárcel. ¡Remedio, en verdad, muy sencillo, pero inuy poco legal! 

,,Pero si el artíciilo 26 de la Ley Electoral no es aplicable á las Me- 
sas Receptoras en cuanto á la designación del local, lo es sí en cuanto 
á la responsabilidad de los miembros de dichas Mesas que se niegan á 
funcionar, que no concurren ó que se aucentan, por referirse á él di. 
rectanente el inciso final del artículo 79. 

!)Ahora bien, leyendo ese artículo 26 que él mismo cita, habría visto 
el señor,Intendente de Aconcagua que los Vocales de una Mesa Recep- 
tora que no asistieren ó se negaren sin justo motivo á desempeñar el 
cargo, sufren una multa de doscieízlos pesos Ó cuatro meses de prisión, 
y habría visto tanlbiéil que, según el artículo 27, i la Municipalidad 
corresponde calificar si esos nlotivos con ó no justos. Indudablemente 
para el señor Intendente de Aconcagua no f ~ e r o n  iiluy justos los mo- 
tivos en que se fundaron para no funcionar los Vocales de la Mesa de  

San Esteban, puesto que los mandó apresar. 
 pero la cuestión es que el señor Intendente, por muy injiistos que 

fuesen los tales motivos, se arrogó, al calificarlos por sí misnio, un de- 
recho que no tenía, pues debió dar parte á la Municipalidad de San 
Felipe, á quien correspondía esa calificación. Si la Municipalidad, 
oyendo á los Vocales, calificaba de injustos los motivos, habría llegado 
el caso de hacer efectiva la multa de doscientos pesos, facultad que 
corresponde al Juez de Letras, según el artículo r2G de la Ley Electo- 
ral, y sólo negándose los vocales al pago de dicha multa, habría podido 
el Juez, y no el Intendente, decretar la prisi611, puesto que Csta se 
aplica en defecto de la multa y no conjuntamente. 

11Hay más todavía. E n  la hipótesis de qlie al Intendente hubiese 

correspondido la atribución que la Ley confiere á la Municipalidad y 
al Juez ordinario del Departamento, no pudo aquél decretar prisión 
c ~ n t r a  los miembros de la Mesa Receptora de San Esteban, pues la 



responsabilidad que pudo imponerles la desobediencia á la orden del 
Intendente, que éste califica como infracción del artículo 26 de la Ley 
Electoral, no constituye para ésta u n  delito. U en efecto, según el 
artículo 124 de la Ley sobredicha, no hay delito en los Vocales de una 
Mesa Receptora sino cuando cometen n<y12n fraude, y la infracción del 
artículo 26 no implica fraude, desde que se castiga sólo con una sim- 
ple multa, que se suple por una prisión de cuatro meses; y no se pena, 
como lo establece para el caso de delito el artículo 124, con pérdida 
de la ciudadanía ni con destierro. 

11Si los vocales de la Mesa Receptora de San Esteban, aun en la 
serie de hipótesis desfavorables para ellos que ha hecho discurrir á la 
Comisión, no conietieron delito de ninguna especie, ¿cómo pudo el 
Intendente decretar prisión en su contra y hacerla efectiva? ¿Ó acaso 
olvidó Su Señoría las prescripciones contenidas en el artículo 106 de la 
Ley del Régimen Interior, y en los artículos 12 (IO), parte 4.", y 
142 (133) de la Constitución del Estado, que reglamentan la facultad 
de apresar? 
. iiE1 derecho de arrestar puede ejercerse sólo en caso de delito 

infraganti, 6 cuando, habiendo indicios de culpabilidad contra un indi- 
viduo, sea preciso asegurarse desde luego de su persona. Los Vocales 
de la Mesa de San Esteban no se hallaban en e! primero de esos ca- 
sos, porqur mal puede ser delincuente infraganti el que no ha cometi- 
do delito, y ya se ha probado que no es delito la infracción del artícu- 
lo 26 de la Ley de Elecciones, que sirvió de fundamento al decreto de 

prisión librado por el Intendente, aun en el supuesto de que esa infrac- 
ción hubiese sido efectiva. 

4iNo se hallaba tampoco en el segundo caso, ni era preciso asegu- 
rarse desde luego de la persona de los Vocales, porque, según e! artícu- 

lo 142 ( 1 3 3 )  de la Constitución, no puede ser preso el que no es 
responsable á pena corporis-afiictiva 6 infamante, y ya ha visto la 
Cámara que los referidos Vocales, aun en el caso peor para ellos, no 
habrían sido responsables sino de una multa de doscientos pesos, ó, 
en su defecto, cuatro meses de prisión. 

11El señor Intendente de Aconcagua ha violado, pues, la Ley, entran- 
do á calificar la justicia 6 injusticia de los motivos que imgidieron 
funcionar á los Vocales de la Mesa de San Esteban; la ha violado, 
calificando de delito lo que la Ley no considera como tal, y graduando 
como corporis-aflictiva 6 infamante la pena que creyó aplicable á ese 
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delito imaginario; se ha arrogado facultades que correspondían i la 
Municipalidad y al Juez ordinario; ha decretado prisión contra los 
Vocales en un caso en que la Ley no le autorizaba para ello, inlrin. 

giendo así, no sólo l a p r t e  4." del artículo 12 (10) de  la Constitución, 
que se refiere terminantemente á las Leyes, sino el artículo 142 (133) 
que no autoriia el uso de la facultad de apresar sitio respecto de los 
individuos responsables á penas corporis-aflictivas ó infamantes, y 
nadie sostendrá, por cierto, que sea de esa naturaleza una simple 
multa. 
11A estas conclusiones arribó la Coinisión en cuanto al segundo ca- 

pítulo de aciisación, y, en vista de ellas, prescindiendo del tercer capí- 
tulo de acusación por el n~otivo que expresa en su informe y que creo 
haber recordado, no trepidó en sonleter á la Ilonorable Cámara el 
Proyecto de  acuerdo relativo á que se declare que ha lugar á forma- 

ción de causa contra el señor Intendente de Aconcagua, por infracción 
de los artículos 18 y r z  (16  y IO), parte 4." de la Constitución. 

tisería de desear, pues, que el señor Ministro del Interior, dejándose 
de interpretaciones de la Constitución que á nada conducen por el 
momento, se concretara á desvanecer los cargos y razones en que se 
apoyan los dos capítulos de acusación aceptados por la Comisión á 
cuyo nombre lie tomado la pa1abra.1, 



ANEXO NÚM. 12 

Consulta sobre la acusalcióm á la Corte Suprema de Justicia 

Los infrascritos, Diputados al Congreso Nacional, al emitir su voto 
-en la Cámara negando lugar á la proposición d e  acusación ri la Corte 
Suprema, han creído adoptar la única resolución que era coinpatible 
con los preceptos d e  nuestra Carta Fundanlental. E n  efe'cto, los seis 
primeros cargos formulados contrd la Corte descansan en hechos que 
no podrían d e  modo algeno caer bajo la disposición de la segunda par- 
te del artícuio 38 ( 2 9 )  d e  la Constitución, ni conferir iniciativa á la 
Cámara de Diputados para acusar, ni jurisdic:ión al Senado para juz- 
gar, ya por consistir en aplicación d e  Ley á una contienda sometida á 

la decisión del Tribunal Ó en actos ajenos á las funciones de  magistra- 
do. Esto sin tomar en cuenta que, d e  esos cargos, cinco se refieren á 
fallos pronunciados por el Tribunal, en que se ha'hecho justa y debida 
aplicación de la I,ey, y que el que lleva el número 5 . O  reposa en un 
hecho de  cuya existencia no hay prueba alguna, y que en vista de  las 
investigaciones practicadas por la Comisión, se  forma la convicción d e  
que jamás ha existido. Los cuatro últimos cargos, aceptándolos como 
la Comisión informante los expone, no iinportarían notable abandono 
de deberes, ni en los términos del Derecho Civil ni del Derzcho Cons- 
titucional, que  autorizase una acusación ante el Senado: siendo de no- 
tar que, respecto d e  unos, las mismas piezas que se ha tenido presente 
manifiestan que no han existido los hechos en que se fundan, que nin. 

guno de ellos puede calificarse de  falta, y que todos consisten en pro. 
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cedirnientos sujetos, por su misma natiiraleza, á la discreción del Tri- 
bunal, practicados en su mayor parte d e  tiempo atrás y cuya legalidad 
se pong hoy por primera vez en duda.. 

Con todo, los 'Diputados que suscriben han visto con extrañeza 
que doctrinas y conclusiones tan claras, indubitables y verdaderas han 
sido desestimadas por la Cámara á que pertenecen, y creen d e  sü de- 
ber hacer un llamamiento a sus colegas, abogados del foro chileno, á 
fin de  que expresen frarica y concienzudamente su parecer acerca de  
los méritos y fundamentos de  la acusaciún entablada contra la Corte 
Suprema, bajo el punto de  vista constitucional y legal, prescindiendo 
d e  toda otra consideración que no debiera tenerse en cuenta por el ju- 
;isconsulto al dar su dictamen. 

Esta invitación al Cuerpo d e  Abogados es tanto más oportuna y 
justificada, en el presente caso, cuanto que nadie desconoce la impor- 

tancia que de suyo tiene la resolución adoptada por la Cámara, aten- 
didos los principios que, sin duda, han debido servirle d e  base, y el 
funesto precedente que ella establece para la independencia del Poder 
Judicial. - Santiago, 18 de  Noviembre de  1868.-J. K Lastarria.- 
Antonio Yaras.-Jasé ilianuel Pi8nrro.-Enrique Cond.-M. Re-@. 

-M. &urtinez. 
CONTESTACI~N 

Los que suscriben, respondiendo gustosos al llamamiento que se 
han servido hacerles sus Honorables colegas de  profesión, miembros 
actualniente de  la Cániara de  Diputados, para que franca y concienzu- 
damente expresen su opinión profesional sobre el mérito y frindaniento 
que tenga la acusación entablada por dicha Cáinlra contra la Suprema 
Corte de  Justicia, bajo el punto de  vista constitucional p legal, han 
procedido al examen frío é imparcial de  las cuestiones que en sí en- 
vuelve esa acusación, hecha completa abstracción d e  todo lo que pue- 
de>perturbar la razón serena del j~irisconsulto, en el estudio de  una 
cuestión legal; y el restiltado d e  este estudio ha coriducido á los in- 
frascrito~ á las concliisiones que se expresarán más adelante. 

La primera cuestión que ha llamado la atención d e  los infrascritos, 
así como también llamó justamente la de  Uds., al debatir la acusación 
en e! seno d e  la Cámara de  Diputados, es la de  la constitiicionalidad 
6 inconstitucionalidad d e  esa acusación, 6, lo que es lo mismo, la de si 
el Senado es ó n o  competente para conocer de  ella y fallarla como Juez. 
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Sobre este punto, los infrascritos juzgan indispensable no perder de 
vista las consideraciones siguientes: 

Que por el artículo 108 (99) de la Constitución vigente, 111a 
facultad de juzgar las causas civiles y criininalec pertenecen e.xcír/s~- 
vameltte á los Tribunales establecidos por la Leyti, con iiihibitoria ex- 
presa para que ni el Presidente de la República ni el Congreso puedan, 
en nilz,.tin caso, ejercer funcionesjudiciaZes; 

z . ~  Que la única excepción que la misma Constitución pone á esta 
regla, es la que resulta dei niímero z.O, artíciilo 39 (30), que atribuye 

al Senado la Ocultad de iijuzgar á los funcionarios que acusare la Cá- 
mara de Diputados, con arreglo á lo preveiiido en los artículos 38 y 98 

(29 Y 89); 
3." Que, según el inciso 6.0 de la parte z . ~  del citado artículo 38 

(29), uno de los casos en que compete á la Cimara de 1)iputados la 
facultad de  acusar, y por consiguiente, al Senado la de juzgar, es 
cuando se insputare á los Magistrados de los Tribunales Superiores de  
Justicia notable aband~ízo de sus deberrs, en cuyo caso el Senado juzga 
al acusado, según el artículo 98 (89), ejerciendo un poder discrecional, 
ya sea para caracterizar el delito, ya para dictar la pena; 

4.a Que, circunscrita de este modo la jurisdicción discrecional del 
Senado sobre los Magistrados de los Tribunales Superiores de Justi- 
cia al único caso en que se les acusare de abandono notable de debe- 
res, su jurisdicción no puede pasar iriás allá de este delito, entrando á 
conocer de otros que por la misma Constitución estén sonletidos a 
tránlites y pena.; establecidas por la Ley; 

5." Que en este último caso se encuentran todos los delitos que un 
magistrado cometiere fuera del ejercicio de sus funciones de Juez; los 
cuales están sonletidos al juegainiento de los Jueces ordinarios, por los 
artículos 24 y 34 del Reglamento de Administración de Justicia; y los 
que cometiere conlo magistrado, están sometidos, no á un poder dis- 
crecional y arbitrario, coiiio el que correspcnde al Senado, sino á pro- 
cediinientos y penas que deben emanar de la misma Ley; pues el 
artículo III (102)  de la Constitución, al declaixr á los Jueces perso- 
nalmente responsables por los crímenes de cohecho, falta de obser- 
vancia de las Leyes que reglan el procedimierito y en general, por 
toda prevaricnrión ó torcidn ad~~ziizistracibiz de justicia, cuida de agre- 
gar: que lila Ley determinari los casas y el modo de hacer efectiva esta 

vesponsabilzakd. t i  
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6.2 Que contrastando el procedimiento que la Constitución esta- 
blece al atribuir al Senado jurisdicción para juzgar el delito de aban. 
dono notable de deberes, con el procedimiento que el artículo I I I  

(102) de la misma Constitución reserva expresamente á la Ley para 
los otros delitos de que puede hacerse reo un magistrado, resulta ne- 
cesariamente que la jurisdicción concedida para el priiner caso no 
puede comprender el segundo; porque si lo comprendiera, sería preci- 
so investir al Senado de facultades extraordinarias, convirtiéndolo en 
legislador, puesto que á esto equivale transferirle facultad para ordenar 
un procedimiento y señalar una pena que debe eiilanar de la mis?7za 
Ley, y no del poder discrecional de nadie; 

7." Que desde que tal poder no ha sido conferido por la Constitu, 
ción al Senado, sino que, por el contrario, ha sido expresamerite reser- 
vado por ella á la misma Ley, es evidente que todo lo que el Senado 
hiciera usurpando á la Ley lo que es peculiar á ella, sería nulo; pues, 
segiín el artículo 160 ( 1 5 1 )  de la Constitución: ilNinguna Magistratu- 
ra, ninguna persona, ni reunión de personas puede atribuirse, n i  aun 
á pretexta de cil~c~~nstczncias extrnordtizarzas, otra autoridad ó derc- 
chos que los que expresamente se les haya conferido por las Leyes. 
Todo acto en contravención á este artículo es nul'oit; 

8.2 Que la inconipetencia del Senado para juzgar otra clase de de- 
litos que el de abandono notable de deberes por parte de un illagis 
trado, no sólo resulta de las disposiciones constitucionales antes cita- 
das, sino hasta de la naturaleza niisma de In composición de ese 
Cuerpo político; pues no requiriendo el artículo 32 (23) de  la Consti- 
tución, entre las condiciones dz idoneidad para ser elegido Senador, la 
calidad de abogado, habría sido absurdo que ella hubiese encon~en'dr,- 
do á una Magistratura imperita en Derecho, la facultad de decidir si en 
ciertos casos se había hecho ó no por un Tribunal errónea aplicación 

de la Ley; 
9.3 Que, aunque la Cimara de Diputados ha res~el to  ya acusar, 

suponiendo así implícitamente que los hechos sobre que versa la acu- 
sación ectdn sujetos i la jurisdicción del Senado; sin embargo, esta 
resolución no puede ni debe surtir efectos legales que constituyan al 
Senado en la indispensable necesidad de aceptar la acusación, desde 
que por la Constitiición ambas Cámaras so11 independientes y sobera- 
nas en el ejercicio de  sus peculiares atribuciones; 

10. Que esta conclusión se corrobora con la consideración del 
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papel que la Constitución asigna á cada Cimara en estas materias, 
confiriendo á la de Diputados el de ja r t e  acu~aa'ora y sólo al Senado 

el deJuez de la acusación; 
I 1. Que es una mixi~xa inconcusa de jurisprudencia, i la vez que 

un principio de razón natural y de buen sentido, que sólo al Juez com- 
pete marcar la esfera de su jurisdicción; pues seríl absurdo colocar 
en la voluntad de la parte reclamante el poder de llevar el coilocimien- 
to de la caiisa que promoviera ante la Rlagistratiira que mejor le pa- 
reciera; 

I z. Que, de acuerdo con este principio, el artículo 1.O del Regla- 
mento del Senado establece: que esta Cámara debe, ante todo, decla- 
rar si es ó no de s ~ i  competencia el juzgamiento de los hechos que la 
de Diputados Iiubiere aceptado como materia de acusación. 

En virtud de las consideraciones que preceden, los que suscriben 
se adhieren en general á los principios sostenidos por siis Honorables 
colegas en el seno de Ia Cámara de Diputados, con ocasión del debate 
que ha habido en ella á propósito de si debería 6 no admitirse la pro- 
posición de acusación contra los Magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia; y, en consecuencia, son de dictamen: I . ~ ,  que la Cámara de 
Diputados sólo puede acusar rí los Magistrados de los Tribunales Su- 
periores de Justicia, por notable abandono de sus deberes; z.O, que la 
calificación que de esta Crímara hiciera co~i~o parte acusadoua, de que 
ciertos actos constituyen notable abandnno de deberes, no coarta la ju- 
risdicción que el Senado, zini~oJz~fz en la materia, ejerce al apreciar y 
estimar esos actos seglín su carácter y naturaleza; 3 . O ,  que la jurisdic- 
ción del Senado está circunscrita solo á las faltas por notable nbatzdo?zo 
de deberes; y 4.O, que, en consecuencia, estin fuera de la jurisdicción de 
ese 'l'ribunal los delitos de prevaricato, torcida administración de Jus- 
ticia y cualesquiera otros de que un Magistrado pudiera hacerse res. 
ponsable, ya corno Juez, ya coino persona privada. 

La segunda cuestión que se desprende de la consulta que se exa- 
mina, tiene por objeto averigu'ir: si en los seis cargos que acepta el 
acuerdo de la C á ~ n ~ r a  de Diputados como t~ases de acusación contra 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, hay ó no materia 
para que pueda considerárseles reos de notable abandono de sus de- 
beres. Corno esta proposición es compleja, se hace indispensable exa- 
minar uno á. uno los cargos que dicho acuerdo de acusación com- 

prende. 





interlocutorias de  las definitivas; de manera que no distinguiendo la 
Ley unas de otras, es lógico entender que se refiere á ambas, y en este 
sentido se ha entendido siempre en la práctica; 

7.O Que, en consecuencia, el presente cargo, á más de salir de la 
esfera de la jurisdicción del Senado, no está siquiera apoyado en an- 
tecedentes que pudieran hacerlo aceptable ante cualquiera otra autori- 
dad competente. 

Considerando, respecto del segundo cargo, esto es: llCaso de un 
proceso criminal levantado en Melipilla por un asesinato, cuya su- 
maria se ordenó rthacer por el Presidente de  la Corte Suprema, que 
se trasladó en persona á aquel lugar, haciéndose además procesar 
por autoridades civiles al reo, que tenia fuero inilitar~~: 

1.O Que aun dando el hecho por cierto, él no constituiria un delito 
de abandono notable de deberes, sino simplemente un delito de falsi- 
ficación, ajeno, por tanto, á la jurisdicción del Senado, y sujeto exclu- 
sivaniente á la pesquisa y castigo de las autoridades ordinarias; 

2.O Que, en la misma hipótesiq es un error de Derecho suponer que 
el Presidente de la Corte Supren~a hubiese cometido ese delito, como 
tal Presidente; pues sus funciones están limitadas al recinto del Tribu. 
nal y á lo meramente económico-interno del mismo, sin que por sí solo 
tenga jurisdicción, debiendo, para ejercerla, asociarse á sus demris co- 
legas y obrar de acuerdo con ellos; 

3 . O  Que, en consecuencia, ese delito de falsificación no podría ser 
imputado al Presidente de la Corte Suprema en su carácter de magis- 
trado, desde que no pudo obrar por si sólo como tal, sino que á ,!o 
sumo le sería imputable como h persona privada, ni más ni menos 
como un homicidio, hurto, etc., que hubiera podido cometer; 

4 . O  Que por los documentos publicados, ni aun indicios aparecen 
de que tal delito se hubiese cometido, ni menos se descubre In parti- 
cipación que por complicidad hiibiera tenido en él el Magistrado acu- 
sado, ya que él no pudo tampoco ser autor Ge esa falsificación; 

5 . O  Que el enjuiciamiento de la persona autor de la muerte que se 
persiguió en esa sumaria, fué iniciado por la Justicia ordinaria, sin re- 
clamación del reo ni del Agente Fiszal, quienes aceptaion su competen- 
cia; y, á mayor abundamiento, el hecho que dió origen á esa pesquisa 
fué ejecutado por el reo en su carácter de Inspector, kircunstancin~ que 
ponen fuera de  toda observación la legal competencia de las autotida- 
des ordinarias para conocer y ju7gar de ese proceso; y 

32 
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6." Que por 10 expuesto, el presente cargo incide en las mismas 
condiciones legales que el anterior, esto es, 110 ser de  tal naturaleza 
que, aun siendo verdadero, pudiera recaer bajo la jurisdicción del Se- 
nado; y como reslllta de todo punto inlprobado, ni aun la Justicia or- 

dinaria podría hallar en é\ bases para una pesquisa, y me- 
nos todavía para Una Condenación. 

Coiisiderando, respecto del tercer cargo, esto es: 11Falta de curnpli- 
miento del artfcuio 5.0 del código civilll: 

1.O Que tal falta no 11, existido; y 
2.' (&e -aun cualido la hubiere habido, ella no daría base legal a 

una acusación, desde que el motivo el1 que se la apoya es un hecho 

sicol6gic0, que se escapa á toda investigación humana, cual es que el 

Tribunal haya tenido dudas acerca de la aplicación de la Ley. 
Consider~ndo, rsspecto del cuarto cargo, esto es : 11 Omisión de 

visitas de cárceles, haci&dolas practicar por Comisiones especia- 
l e s ~ ~ :  

1.' Que ia omisión que se indica como !general no ha tenido lugar 

iilás que en un solo caso, y esto por :motivos que, á juicio de la Jm- 
ta de Visita, fueron Calificados por ella como suficientes para excusarla 

esa vez de practicar la visita en cuerpo; que no sale de la 
esfera de las facultades ordiilarias que competen á los Magistrados reu- 
nidos en Junta de Visita; 

2 . O  Que ese acuerdo no suprinlió la visita, y sólo varió la forma en 
qllt., atendidas las circunstancias, se :estimó que podia practicarse, 

Y dos de 10s Magistrados acusados, efectivamente la practicaron; Y 
3.' Que t~nlpoco esa omisión constituye un abandono notable de 

deberes, sino que, Por el contrario, el hecho único que se cita prueba 
la asidu3 regularidad coi1 que ese deber se ha ciiinplido. 

Consideraiido, respecto del quinto cargo, esto es:  relaciones se- 
cretas en las audiencias del ~ ~ i b ~ ~ ~ l ~ ~ :  

1.' Que ho hay Idey alguna que prescriba á los Tribunales el de- 

ber de tener abierta constanteinente la sala de SUS aucliencias; 
2.' Que la institución de laplíb/im es, por el contrario, una prueba 

de que las dcinjs aiidiencias de uii 'rribunal no están sujetas una 
publicidad sostenida y continua; y 

3.' Que el único derecho que cotisagra la Ley es, á favor del aboga- 
do y las partes,' de Presenciar las relaciones de.sus causas y alegar en 

ellas; derecho de que siempre se lla sin la iricnor coartacióii 



y aun con ancha anlplitud, pues es frecuente que, á más de 10s abo. 
gados y las partes, presencien la relación y los alegatos varias otras 
personas que, sin interés en el pleito, concurren á su vista por curiosi- 
dad 6 por el deseo de instruirse. 

Considerando, respecto del sexto rargo, esto es:  frecuentes i r i  

asistencias del Tribunal á las jaudiencias que debe celebrar los días 
J ueves~~: 

1 . O  Que este cargo es vago, desde que no se demuestra cuál sea el 
perjuicio que por él haya podido sufrir la pronta y rectl administra- 
ción de Justicia; 
- 2 . O  Que las audiencias de un Tribunal tieneri por objeto el despa- 
cho de las causas pendientes, de donde se sigue que, no habiéndolas, 
ó no estando en estado de despacharse, á ningún deber falta el Tribu- 
nal que en circunstancias de esa especie deja de concurrir á las au- 
diencias; 

3 . O  (&e la apreciación del recargo de labores de un Tribunal y la 
distribución del trabajo que debe allanarlo, son puntos que se rozan 
con la ecoriomía interna del misriio; y que no pueden ser juzgados con 

acierto sino por 61; y 
4.0 Que esta distribución del trabljo en ciertos días de audiencia, 

jamás se ha estimado como contraria al celo del Tribunal por el pron- 
to despacho de las causas pendientes, y no ha sidc, por tanto, objeto 
de ningún requerimiento de parte de las autoridades llamadas i velar 
por la pronta administración de Justicia; 

En virtud de las coiisideraciones expuestas, los que suscriben opinan: 
Que ninguno de los hechos incriminados á los miembros de la 

Corte Suprema constituye, aisladaniente ó en conjunto, el delito de 
notable abandono de  sus deberes como Magistrados; y que, por con- 
siguiente, no hay mérito legal para proceder contra ellos, ni compe- 
tencia en e1 Senado para juzgarles. 

Las conclusioiies que preceden, lo mismo que casi todas las con- 
sideraciones en que están fundadas, no son más que el resumcii de las 
ideas acogidas por Ustedes y el Honorable Diputado por Chillán, don 
Domingo Arteaga Aleinpart?, en los importantes debates que ha habido 
en la Cámara de Diputados; y, por lo tanto, ha parecido á los inírascri- 
tos que era innecesario entrar en mayores explicaciones sobre ellas, y 
que bastaba presentarlas en la forma concisa y descarnada de este dicta- 
men.-Santiago, 24 de Noviembre de 1868.-Andrés de Vi//gas.-Ga. 



So0 OBRAS DE DOH JORGE IIUNEEUS 

brkl O/a?ilpo.-Evaristo del Caqbo.-Jorge 2 . O  Hz~izeeus.-Cosnze Cam- 
----C-- 

$lo. -Juan Vicente de Mira.-José Castillo.-Renjanzin Cav2pillo.- 
José Eugenzó Vergara.-l;rancisco Ugarte Valdés.-l;rnncisco PueZ~tza. 
-Mariano Gunzález Ruines.- Waldo Silva.-Horacio iíníTartu.-J2c- 
lz'o Zegers. -José Tdurcio Bisyuertt.-Federico Nozloa ArtPaga.-San- 
tiago Prado.-Anselmo Cruz Vergara.-Marco A. Gundi¿n.-]z~aiz 
de Mata Castro.-Jz~an Diego Infante.-Raimundo Antonio 1Rón.- 
Bernara'ino Antonio Vila.-$sé ~Wcolás Hurtado.-Rafael Sot07nayor. 
- - s é  Santiago Velázquez.-iMáxi#zo Gainza.- Ranzjn Picarte.- 
Juan de Dios Bazo.-J 1% Dávila A.-Dominqo Arce.--vino No. 
voa.-Diego Ar~rzstro/tg.--MatzzceZ Garcla de& &.ta.- Yice~te Re- - .  . U..  -- . 
yes.-MZ;rr~~rl - Cruchaga. d - l&e?te Báz~ila laaz7aiír.--Juan Do~niil;o 
Ddvila,-José Naria Urpuieta.-Juan A. Mnnrípuez Urrutia.-jasé 
Joapuln Lnrraiil Zanarfu. -@lza_o Zente~za..- Manuel D. Bravo 
0Zavnrrieta.-Ramón MurilZo.-Baldonzero Pizarra.-Jasé Cletrtente 
Fabyel -/Tulián G. Riesco.-Serapio ~ocualzt. - M i u e . l E ~ - ~ a -  - 
nueí A. Pe2a. -José Luis Arrate.-José Gaspar de La Carrem.-Sa- 
tz14eZ Salamanca. -R Garcia de La Huerta. - Guillerino E. Rodríguez. 
-Francisco I;ueire.-Ei-ancisco dc B. EguZ;..uren.-l;rnncisco E. Ber- 
nales. -josé del P. Me/Eina.-Ricardo Afatte.-Juan P. Vnrgas.-Abel 
de la Cuadra. -José Antonio Tagle ~.-A?zgez Art&as.-~uan Domii2- 
go Tagle AA.- Carlos A. Ro,cer.-Ambrosio Rodrigzrez O.-iMnnueZ 
José Cerda. -José Antonio Alvarez. -Ramón Cerda.-li'arnón de Ro- 
zas. -Manuel L. Cerda.-Jose' A. Lira.-Pastor Romn'n.-Manuec 
Bello.- Carlos Bgizard. -Beiya/nín VeZusco.-Ramón G. Concha. - 
~ o m i r t ~ o ~ e r  Afuiioz RigueZnze. 



ANEXO NÚN.  13 

Discurso pronunciado en sesión de la Cámara de Diputados de 26 de 
Agosto de 18'73, ti propósito de la facultad de nombrar Comisiones 

E\ señor .Hu~~~us . -P r inc ip ia ré  por declarar que ine asocio de 
todo corazón á la indicación que ha forinulado el Honorable señor 
Halmaceda. Participo completamente de las opiniones que lia exnitido 
en sil discurso, y deseo, como él, que la Cámara de Diputados mani- 
fieste su anhelo por que la reforma electoral, ya algo retardada por 
inconvenientes que no es del caso recordar, llegue lo más pronto que 
sea posible á convertirse en Ley. Pero para apoyar la indicación no 
habría sido necesario que yo tomaia la palabra, pues parece que será 
bien acogida por la mayoría, si no por la totalidad de  los miembros de 
la Cámara. Veo con satisfacción que el Honorable señor Ministro del 
Interior tampoco se ha opuesto á la idea que entraña el Proyecto de 
acuerdo, y que sólo se han despertado en él algunos escrúpulos consti- 
tucionales; pero creo que con pocas palabras pueden desvanecerse. 

Se trata de saber si la Cámara de Diputados tiene facultad de iioin- 
brar una Comisión, sea de los miembros propuestos por el señor Eal- 
inaceda, sea de los que, á no dudarlo, elegirá acertadamente el señor 
Presidente, para que asistan á las deliberaciones del Senado con la 
mira de sostener el Proyecto aprol~ado por esta Cáinara. 

Dos son los fundamentos que la Cámara debe tomar en cuenta 
cuando trata de resolver alguna cuestión: I.O, la Ley escrita; y 2 .O ,  la 
tradición. Las costuinbres parlamentarias, señor, forman algo que es 
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muy necesario respetar si no re quiere echar en olvido el Derecho Con. 
suetudinario. 

Voy á permitirme recordar algunos casos, que bastarán, lo espero, 
pira que el señor Ministro se persuada de que con el nombramiento 
de la Comisióri nada haceiilos que pueda afectar las prerrogativas del 
Senado, y que con ella danios un paso que, en esta Cámara que prin- 
cipia ahora sus funciones, tendrá una alta significación para el país: el 
de manifestar que nos anima á todos el deseo del Honorable señor 
I3almaceda. 

E1 año 49 se suscitá en la Cáii~ara de Diputados una intersante 
discurión que tal vez ninguno de los miembros de la actual C '  amara 
recuerde, porque todos ér'in~os miiy jóvenes entonces; pero que cono- 
ceremos niiichos pqr haber leído sus detalles en el Boletin de Sesio- 
nts. Esa discusión se refiere á iin Proyecto de  Ley que tenía por ohje- 
to interpretar la parte 6." del artículo 36 ( 2 7 )  de la Constitución y el 
artículo 161 (152), referente la primera al alcance de las facultades 
extraordinarias y el segundo al estado de  sitio (1) .  El actual Presidente 
de la República fué uno de  los más acalorados sostenedores del Pro. 
yecto, que, no obstante la oposición de los amigos del Gobiertio, fuC 
aprobado en la Cámara de Diputados. 

Entonces esta Cámara nombró una Comisión que fuera á sostener 
el Proyecto ante la de Senad~res, y el Senado estuvo tan lejos de creer 
que por esto se invadían sus atribuciones, que el mismo señor Bello, 
Senador entonces, si mi memoria no lile engaña, hizo indicación para 
que se aplazara la discusión del asunto hasta que la Comisián de la 
Cámara de Diputados pudiera concurrir á los debates. Primer ante- 

cedente. 
En I 863, después de haber terminado la discusión de un Proyecto 

de Ley de  Instrucción Pública, que ha c~r r ido  mala suerte, porque el 
Presidente de la República lo devolvió con algunas triodificaciones.y 
no se creyó oportuno insistir en él, la Cámara de  Diputados hizo exac- 
tamente lo que había hecho en 1849 y lo que propone se haga ahora 
ini Kot~orable amigo el señor Balmaceda. Nombró una Comisión que 
fuera á sostener dicho Proyecto ante el Senado. 

(1) Como se sahe, los dos artículos citados fueron reformados con posterioridacl A 
la fecha en que el Autor pronunció este discurso. (A7ala de los Editores.) 



De modo, pues, que tenemos dos antecedentes, ocurridos en épo- 
cas bastante distantes la una de la otra. 

No es esto sólo. El añc 63 se promovió también aquí otro debate 
relativo al nombrainiento de una Comisión que debía pasar d Petorca 
con el objeto de  practicar ciertas investigaciones respecto del modo 
como se había forniado el Registro Electoral. Un Proyecto de acuer- 
do sometido por un señor Diputado pasó a Comisión, y ésta, en un 
luniinoso inforine que se encuentra publicado en el Boletín del año 63 ,  
firmado por algunos de los mienibros niás notables de la Camara, los 
señores don Ambrosio Montt, don Eugenio Vergara y don Santiago 
Prado, dictaminó en el sentido de que la Cámara de Diputados tiene 

esa facultad. Y nótese hier. que la práctica observada no reposa ahso. 
lutamente en ningiín precepto constitucional, porque, como lo ha 
dicho muy bien el señor Ministro del Interior, la Constitución se re- 
fiere P Comisiones sólo cuando se trata de hacer efectiva la responsabi- 
lidad de ciertos funcionarios, para foriniilar aciisaciones ante el Senado. 
La Cámara ve, pues, que hay inuItitud de precedentes que abonan su 
facultad de nombrar Conlisiones en casos que no están previstos en la 
Coiistitución. No recuerdo si habri habido algunos otros fuera de los 
que me he permitido recordar, para que el Honorable hfinistro del 
Ititerior se persuada de que nada hay en el Proyecto de acuerdo que 
importe una invasión de atrt1)uciones; y de que su significación es sini- 
plemente la que el mismo señor Balinnceda le ha dado: la de manifes- 
tar que esta Cámara se asocia con gusto á los deseos de Su Excelencia 
el Presidente de  la R~píiblica en orden P reforma electoral. Y la inedi- 
da que se tomó en los casos recordados parece que debería totlinrseen 
el actual. Se tratabaentonces de una 1,ey importantísima sobre esiaJo 
de sitio y facultades extraordinarias, que tanto dió que hablar en arluel 
tiempo; y más tarde de fijar criáles son los principios á que debe suje- 
tarse la instrucción pública. ¿Es acaso inenos importante la reforiiia 
electoral? Nombremos, pues, Ia Comisión, y h3t)reinos hecho algo 
que, para nií, honraría mucho á la Cámara, y algo que el país no po- 
dría menos qiie aplaudir. Me asocio, piies, con placer á la indicación 
del Honorable señor Balinaceda, le daré mi voto, y espero que las lige- 
ras explicaciones que he tenido la honra de dar sobre su constituciona- 
lidad, bastarán para que mi Honorable amigo el señor Ministro del 
Interior le preste también su aprobación. 



Discurso pronunciado por el Autor, como Presidente de la Cimara de 
Diputados, en sesión de 5 de Julio de 1884 sobre uns modificación 
introducida por el Senedo en el Proyecto de Ley de Contribu- 
ciones. 

El señor HUNEEUS (Presidente).-Contrariando el propósito que 
nie anima de no toniar parte en los debates de la Cámara, mientras 
me quepa la alta honra de dirigirlos, considero, sin embargo, que debo, 
en el presente caso, expresar con claridad mi pensamiento sobre el 
negocio en debate, ya que él se relaciona con las atribuciones que 
constitucionalmente competen á esta raina del Congreso. 

Me mueve á obrar asf la circunstancia de que aquí mismo se ha 
manifestado aisladamente alguna opinión que pone en duda esas atii- 
buciones, y la de haberse suscitado debate acerca de ellas en algunos 
bancos del Honorable Senado. 

El inciso modificado por el Honorable Senado dice así: 
11De mercados y puestos de abastos, conforme al artículo 103 de la 

Ley de 8 de Noviembre de 1854, en la forma que ha sido modificada 
por la Ley de  19 de Octubre de 1861, entendiéndose que no puede 
prohibirse la venta de articrilos de abastos fuera de los mercados, y 
que la contribución sóIo se cobrará á los vendedores que tengan pues- 
tos fijos ó se sitúen en lugares púbiic0s.11 

Note la Cámara que en el inciso que acabo de leer se hace referen- 
cia expresa al artículo 103 de la Ley de Municipalidades de 8 de No- 



vienibre de 1854 y al artículo refornlado de la Ley de  g de Octubre 
de 1861, que ha subrogado á aquél. 

Ambas disposiciones son perfectamente idénticas e11 lo concer- 
niente al número 7.0 de  la primera y al nlíinero 4.O de la segunda. 
Una y otra están consignadas en el título noveno de la Ley de Muni- 
cipalidades, que contienen algunas disposiciones generales, pero que 
no determinan cuáles son las atribuciones de los Cabildos. 

El artículo 103 de la Ley Municipal, á que se refiere el inciso apro- 
bado por el Senado, tiene por objeto únicamente determinar cuáles 
de las atribuciones de la Municipalidad deben ser puestas en ejercicio 
por medio de  Ordenanzas, cuáles por medio de  Reglamentos, y cuáles, 
finalmente, por medio de simples acuerdos. 

Ese artículo resuelve una cuestión de forma 6 de procedimiento, 
pero no confiere atribuciones de ninguna especie á las Municipalida- 
des. No puede, en consecuencia, fundarse en semejante disposición la 
facultad que se pretende atribuir i las Municipalidades, de establecer 
Contribuciones. Ello seria contrario al inciso 8.0 del artículo 128 (ac. 
tual 139) y a1 articulo 148 (actual I ig) de la Constitución. 

Pero no es esto solo. Las atribuciones de las Municipalidades están 
taxativa y minuciosamente enumeradas en los artículos z5: 26, 27, 
28, 29 y 30 d e  la Ley orgánica de  S de Noviembre de 1854. Es en 
esos artículos donde debe buscarse la facultad que se quiere atribuir á 
las Municipalidades, de imponer una Contribución sobre los puestos 
fijos que se sítúen fuera de  los mercados y de  los lugares 6 bienes 
destinados al uso público. Ninguno de los artículos á que acabo de 
referirlile confiere á los Cabildos tal atribución. 

?Zuy lejos de eso, el inciso 9." del artículo 2 8  establece que á 
las Jfz~nir$nlidades cor~esponde  establece^ la rreución de nuevas Con. 
tribucioizes, y el artículo 30 prescribe ilque, para atender á todos los 
objetos confiados á la acción municipal, las Municipalidades podrán 
projoner al Gobierno, 6 hacer a1 Congreso, por conducto de los Inten- 
dente~,  las solicitudes que creyeren convenientes, principalmente con 
relación al establecimiento de nuevas Contribuciones 6 creación de 
arbitrios. 1 1  

En vista de los preceptos que acabo de leer, me parece que nadie se 
atrevería á sostener qur las Municipalidades pueden establecer Contri. 
buciones á virtud de lo expuesto en la Ley de 8 de Noviembre 
de 1854. Esa Ley no solamente no les confiere semejante autorizaci6n 
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sino que dice bien claramente que las Municipalidades no tienen otra 
facultad que la de prnpoizer la creación de Contribuciones á la aiitori- 
dad competente, lo qye por cierto es bien distinta cosa de crearlas por 
sí y ante sí. 

En contra d e  esta conclusión, cuya verdad es para mí evide::te, 
no se puede argüir con el número 4.0 del nuevo artículo 103, ó con el 
númeio 7." del antiguo artículo ~ o g  de la Ley de 8 de Noviembre 
de 1854. Esos dos núnieros, que, según ya lo he observado, consignan 
un precepto idéntico, determinan que son materia de Ordenanza las 
disposiciones que establecen reglas restringiendo la libertad indivi- 
dual, el libre ejercicio de -1na profesión ó industria, ó el libre uso de 
la propiedad; pero ellos no derogan, ni habrían podido derogar los 
artículos constit~cionales ni los artículos 28 y ;o de la misma Ley 
de 1854, que he recordado ya a mis Honorables colegas. 

 podría alguien, en vista de lo que acabo de exponer, sostener que 
las Muriicipalidades tienen facultad de imponer Contribuciones no es- 
tablecidas expresamente por la Ley? Atribuir al inciso 4 . O  del artícu- 
lo 103 semejante alcance, sería, en mi concepto, una verdadera enor- 

midad. 
Si así hubiera de entenderse aquella disposición, no estaríamos 

libres de que mañana se pretendiera repetir lo que intent6 hacer la 
Municipalidad de Valparaíso en 18;z, aprobando un Proyecto de Or- 
denanza con el objeto, no solamente de reglamentar el ejercicio de  la 
medicina, sino también de sujetar á tarifa los servicios de los médicos. 

Aquel Proyecto levantó entonces una protesta casi unánirne en esta 
Cámara, á consecuenciu, si mal no recuerdo, de una interpelación 
formulada por el Honorable señor don Vicente Reyes, entonces digno 
miembro de ella. Es lo cierto que ese Proyecto de ordenanza jamás 
fué aprobado por el Presidente de la República, y que probablemente 
duerme todavía en la Secretaría del Consejo de Estado. 

Tercio en este negocio con cierto calor, porque se trata en él de los 
fueros de esta Cámara, y pienso que, defendiéndolos, no hago otra 
cosa que corresponder á la confianza con que ella me honra mante- 
niéndome en el elevado puesto que aquí ocupo. 

Si el inciso aprobado por el Senado, y que estamos discutiendo, 
importara crear una Contribucióii sobre los puestos fijos que se sitúen 
en propiedades particulares, segíin la opinión del Senado, que es lo 
que he creído oír al Honorable señor Ministro de lo Interior ... 



El señor BALMACEDA (Ministro de lo Interior).-Esa es la opinión 

del Presidente del Senado. 
El s e i i o r ' H T J ~ ~ ~ u c  (Presidente).-si esa fuera la opinión del Hono. 

rable Presidente del Senado, 5 quien siempre he respetado y respeto, 
yo contrapongo categóricamente á ella en este caso la opinión del Pre- 
sidente de la Cámara de Diputados. 

Si el inciso aprobado por el Senado hubiera de importar una Con- 
tribución sobre los puestos fijos que se sitúen fuera de los mercados, 
en propiedades particulares, entonces, nótelo bien la Cámara, el Sena 
do se habría convertido en Cbniara de  origen respecto de- esa Contri- 
bución, y se habría infringido así el artícrilo 40 (actual 31)  de la Carta 
Fundamental. 

No puedo admitir semejante hipótesis, porque en la misma Cámara 
de Senadores S:: ha reconocido, y de hecho se ha respetado, el pre- 
cepto constitucional á que acabo de aludir. 

Es cierto que en aquella Honorable Cámara se dijo que ésta debió 
haberle comunicado el rechazo del inciso referente 5 los derechos de 
exportaciún sobre la plata y el cobre que figuraba en el Proyecto del 
Ejecutivo; pero si ese inciso fué rechazado, ?cómo ni  para qué habría 
de haber comunicado esta Cámara una resolución negativa? ¿Qué ob- 
feto habría tenido comunicar acuerdos negativos? $e comunican, ata.- 

so, al Senado los acuerdos en que esta Ciinara rechaza Proyectos de 
Ley que tienen en el!a su origen? Jamás se ha hecho semejante 
cosa. 

Pero se ha dicho también que la supresión de aquel inciso importa- 
b l  la derogación de algunos artículos de la Ordenanza de Aduanas, y 

que para derogar las Leyes se requiere el acuerdo de las dos Cámaras. 
Esto último es cierto; pero no lo es lo primero, porque las Leyes sobre 
Contribuciones son de iina naturaleza especialísima, y cuando se deja 
transcurrir el término de dieciocho meses sin autorizar nuevamente su 
cobranza, caducan por el ministerio rnisino de la Constitución, sin que 

sea menester derogarlas. 
Si la Honorable Cámara se negara ahora á aceptar el inciso en dis- 

cusión, rechazando la forma que le ha dado el Senado, y si el Proyecto 
en debate no se promulgara como Ley antes de  las doce de la noche 
de hoy, ¿podría mañana cobrarse en Chile Contribución algiina? Evi- 
dentemente qQe no, y esta emergencia que yo supongo, y que por 

fortuna no ocurrirá, está manifestando cuán cierto es que las Leyes 
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sobre Contribuciones no están sujetas á las mismas reglas que las 
demás Leyes. 

La naturaleza de aqu6llas es especial, tanto porque deben renovarse 
periódicamente, á lo más tarde cada dieciocho meses, cuanto porque, 
sea cual fuere su carácter, deben precisamente tener principio en esta 
Cámara. 

Reconozco que el Honorable Senado, cuando discute las Leyes que 
esta Cámara le envía sobre Contribuciones, puede ejercer el derecho de 
revisión en la forma establecida por los artículos 50  y 51 (actuales 
41 y 42) de la Constitución, tan ámpliamente como quiera, siempre 
que no se atribuya la facultad de crear Contribuciones nuevas, no auto- 
rizadas por la Cámara de Diputados. En consecuencia, y seguro como 
estoy de que el Senado no puede haber tenido la idea de sobrepo- 
nerse á ningún precepto constitucional, ni la de arrogarse atribuciones 
que no le corresponden, entiendo el inciso de la misma manera que lo 
ha entendido el Honorable señor Letelier en el Proyecto de  acuerdo 
que acaba de presentar. En este sentido, y creyendo que la modifica- 
ción en debate autoriza simplemente la cobranza de la Contribución 
municipal sobre los puestos fijos que se sitúen en los mercados y en 
los lugares de uso pdl~lico, pero de ninguna manera sobre los que 
se sitúen.en propiedades particulares, votaré en favor de dicha modi. 
ficación, pidiendo al Honorable señor Secretario que deje en el acta 
constancia de esta declaración. 



ANEXO 3ÚM. 15 

Sesiones de la Comisión Conservadora en Mayo de 1876 

SESI(~N DEL 13 DE MAYO DE 1876 

Asistieron los señores Blest Gana, Balmaceda, Barros Morán, Con- 
cha, Covarrubias, Huneeus, Matte, Salamanca, Reyes, Videla. 

Aprobada el acta de la sesión anterior, se dió cuenta: 
11De una solicitud suscrita por varios vecinos de Valparaíso para que 

se tenga presente al tiempo de pronunciarse la Comisión Conservado- 
ra sobre la reclamación que pende ante ella. 

Se mandó agregar á sus antecedentes. 
Los sefiores Vicuña Mackenna, Errázuriz y Arteaga Alemparte, 

cumpliendo con el acuerdo de la Comisidn de 4 del actual, presenta- 
ron la minuta y docunlentos á que dicho acuerdo se refiere. 

Habiendo expuesto el señor Vicepresidente que era llegado el 
caso de acordar alguna resolución sobre el asunto pendiente en vista 
de la minuta y documentos presentados, el señor Reyes propuso se 
hicieran iiiiprimir todos los antecedentes y se remitiera un ejemplar á 
cada uno de los funcionarios ó uutoridades á quienes afectaban lbs 
cargos que se hacían, para que informen en la parte que les con. 
cierna. 

El señor Barros Morán hizo presente quc era llegado el caso de 
ocuparse en la indicación que hizo en la sesión del 29 de Abril próxi- 
mo pasado para que se citara al señor hIinistro del Interior, á fin de 
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que diera las explicaciones convenientes, sosteniendo que las prácticas 
parlamentarias apoyaban su indicación. 

El señor Balmaceda hizo algunas observaciones en contra de la 
anterior indicación y apoyó la del señor Reyes en cuanto á la conve- 
niencia de mandar imprimir los antecedentes de  la reclamación, los 
cuales, en su concepto, debían pasarse á cada uno de los Ministros de 
Estado, para que, á la brevedad posible, informaran sobre los puntos 
que les corresponda. 

El señor Concha manifestó las dificultades que podían presentarse 
para la impresión de algunos documentos, y opinó por que los antece- 
dentes se pasaran en informe á los señores Ministros de Estado, reco- 
mendándoles su pronto despacho. 

El señor Vicepresidente observó que hay cargos en la reclama- 
ción que necesitan informe y otros que adolecían de vaguedad, y 
que, en caso de que se acordara pedir informe, convendría que la Co- 
misión fijase previamente los puntos sobre que debiera recaer. 

El seiior Hiineeiis, después de hacer algunas observaciones en 
contra de la indicación del señor Ihrros Morán, opinó por que, aten- 
dida la gravedad del asunto, quedara para segunda discusión y se iin- 
primieran, entretanto, los antecedentes, con el objeto de que la Comi- 
sión pudiera estudiarlos detcnidainente y formar juicio sobre los cargos 
que contienen. 

El señor Concha insistió en sus observaciones. 
El seiíor Balmaceda presentó formulada la siguiente indicación: 
clA fin de que la Comisión Conservadora se concrete en su resolu- 

ción definitiva á los cargos que importan infracción de la Constitu- 

ción y de las Leyes, imprímanse la minuta y los documentos compro. 
bantes de la reclamación pendiente, y repárlanse entre los inieinbros 
de la Con~isión, quedando citados para resolver el Jueves 18 del 

corriente á las dos y media P. M.ii 
El señor Covarruhias apoyó esta indicaciún manifestando que con 

el estudio detenido de los antecedentes se podía circunscribir el infor- 
me á hechos determinados y se consultaría así la brevedad en la reso- 

lución del asunto. 
La indicación del señor Balmaceda fué aceptada por unanimidad. 

Se levantó la s e s i ó n . - B ~ ~ s ~  GANA.-M ca/fzpino, secretario. 



Asistieron los señores Blest Gana, Balmaceda, Barros Morán, Coil- 

cha, Covarrubias, Huneeus, Matte, Reyes, Salamanca y Videla. 
Aprobada el acta de  la sesión anterior, se leyó una solicitud de los se- 

ñores don Benjamín Vicuña Mackenna y don Isidoro Errázuriz, con el 

objeto de que la Comisión Conservadora se sirva admitir en la nómina 
de los docuiiientos que han presentado, referentes á la reclamación 
pendiente, una copia certificada que aconipañan, relativa A la organi- 
zación de las patrullas de electores en el Departamento de Linares y un 
impreso que contiene la vista del Fiscal de la Excelentísima Corte Su- 
prema de Justicia sobre los sucesos de Cobquecura. 

Antes de pasar á la orden del día, el señor Huneeus, con el objeto 
de salvar ciertos inconvenientes que ofrecían las sesiones secretas, pro- 
puso que, en lo sucesivo, sólo tuvieran el carácter de privadas las que 
se celebraran con rnotivo de la reclamación pendiente. 

.4poyada esta indicación por los señores Reyes, Videla y Vicepre- 
sidente, fué aprobada por unanimidad. 

Pasando en seguida á tratar del asunto en debate, el señor Concha 
opinó por que la Comisión, para calificar los cargos contenidos en la 
minuka, acordase pedir informe sobie ellos a los Ministros de Estado, 
los cuales deberían prévianiente oír á los funcionarios á quienes se 
acusaba de complicidad. 

El señor Huneeus dió algunas explicaciones sobre el acuerdo de In 
sesión anterior, manifestando que al presente sólo se trataba de exaixi- 
nar los cargos que eran de la competencia de la Comisión. 

El señor Concha replicó que, aún para ese objeto, era preferible 
oír a las partes, 6 proceder al no:nhramiento de una Comisión encar- 
gada de hacer la clasiiicación de dichos cargos. 

El señor Reyes observó que la Comisión no iba á fallar sobre 
ellos .sino á reconocer sil competencia para entender 6 no sobre el par- 
ticiilar, y que la impresión y estudios que se habían hecho de los ante- 
cedentes, harían iníitil el nombrariiiento de la Comisión. 

No insistiendo el señor Conclia en su; indicación, se procedió á 
considerar los cargos en el orden siguiente: 

1." Canlbios de Intendentes y Gobernadores llevados á cabo á dl- 
tima hora ea aquellas ?rovjncias y Departamentos en que los partidos 
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que luchan con el Gobierno no obtuvieron un triunfo pacífico y 
tranquilo en la última elección, como en Llanquihue, Lontué y 
Aconcagua, eligiéndose para ocupar el puesto de la última á un Ma- 
gistrado inamovible de un alto Tribunal, á quien se acusaba de una 
participación coinpletamente vedada en las elecciones de Diputados 
de esa misma Provincia. 1 1  

El señor Balmaceda opinó por que dicho cargo no importaba in- 
fracción de la Constitución ni de la Ley, y que, por consiguiente, no 
era de la competencia de la Comisión Conservadora. 

Los sefiores Reyes y Salzmanca apoyaron la opinión del señor 
Balmaceda, fiindados en que el Presidente de la Repdblica había ejer- 
cido una atribución constituciohal. 

Suscitóse después un debate en que tomaron parte los sum "nores 
Concha, Covarrubias, Huneeus, Vicepresidente y Reyes sobre la pro- 
posición que debía votarse, proponiendo el primero la siguiente: 

q S e  expresan desde luego los fundamentos por los cuales la Comi- 
sión acepta ó rechaza el cargo como base de la reclamación?rl 

Sometida á votación, prevaleció la afirmativa por siete votos coi 
tra tres. 

El cargo indicado no fué admitido á examen por unanimidad. 
Se pasó á tratar del segundo cargo, que dice: 
1 1 2 . ~  La aglomeración de fuerzas militares en la capital, desguarne- 

ciendo para este objeto la línea de l a  frontera, constantemente ame- 
nazada por el pillaje de los Oárbaros.11 

Los seiiores Reyes y Huneeus expusieron que el cargo no era 
aceptable, por cuanto la movilización de tropas era una atribución 
conferida al Presidente de la República por la Constitución. El pri- 
mero hizo además presente los motivos que había tenido el Gobíerno 
para hacer dicha movilización. 

Consultada la Sala sobre la siguiente proposición: 1lLa Coinisión 
Conservadora ¿procede ó nó á examinar el segundo punto de la mi- 
nu ta?~~  resultó la negativa por unanimidad. 

Pasóse á considerar el tercer cargo, que dice: 
111.0s últimos sucesos ocurridos en la designación de la Municipa- 

lidad y Alcaldes de Santiago, sucesos que han dado lugar á actos 
que envuelven una innovación y trastorno completo de la Ley Elec- 
toral y que han acarreado como consecuencia y como protesta una 
acusación criminal por falsificación de documentos, entnblada por la 



mayoría legítima de  esa Ilustre Corporación contra el primer Alcalde 
de la que la había precedido.11 

El señor Huneeus expuso algunas consideraciones para manifestar 
que ese cargo no debía aceptarse. 

Votada la siguiente proposiciói?: il&3e procede ó no al examen del 
tercer cargo de la  minuta?^^ resultó la negativa por unanimidad. 

La Comisión pasó, en seguida, á ocuparse en los cargos formula- 
dos en el primer párrafo de la minuta, referentes á los procesos mili. 
tares que sz siguen en Chillan y en Quirihue por los sucesos electorales 
ocurridos el 2 6  de Marzo en San Ignacio de Cobquecura; á !a manera 
de proceder en las causas que juzga la Justicia militar, y á la conducta 
observada por el Intendente de Ruble en los sucesos electorales de 
San Ignacio. 

El seiior Huneeiis observó que había mucha vaguedad en los car- 
gos y que iina sola resolución podía comprender los tres. 

El señor Reyes opinó que los cargos no eran de la competencia 
de la Comisión Conservadora. 

Los señores Barros Morán y Covarrubias sostuvieron que los car- 
gos referentes á los procedimientos observados en San Ignacio y Cob- 
quecura eran de gravedad y debían someterse á examen, y que la reso- 
luciún de la Comisión no invadiría las atribuciones de  los Tribunales 
de Justicia. El señor Covarrubias pidió que, para formar juicio exacto 
sobre esos suces~s, se trajesen á la .vista los procesos correspondientes. 

131 señor Reyes, sin oponerse á esta indicación, hizo presente que, 
en su concepto, había antecedentes para que la Con~isión pudiera pro- 
nunciarse sobre el particular. 

El seíior Covarrubias insistió en sus observaciones. 
Se suspendió la sesión. 
A segunda hora, usaron sucesivamente de la palabra los señores 

l3arros Morán y Vicepresidente en apoyo de In indicación del señor 
Covarrubias. 
A propuesta del señor Reyes se acordó por unanimidad suspender 

la consideración de los cargos contenidos en el párrafo primero de la 
minuta hasta que se tengan á la vista los procesos de que se ha hecho 
mérito. 

Se consideraron en seguida los cargos consignados en el pirrafo 
segundo de la minuta, relativos á la conducta funcionaria del Inten- 
dente de Valparaíso en las últimas elecciones. 

33 
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Los señores Huneeus, Reyes y Videla opinaron por que se sonle. 
tiera á examen. 

votada esta proposición: 1~La Comisión ¿procede 6 no i examinar 
dichos cargos?it resultó la afirmativa por unanimidad. . 

El señor Balmaceda hizo dos indicaciones: la primera para celel~rar 
sesiones diarias, la hora de costumbre, hasta la conclusión del asunto 
en cuestión; y la segunda para que las resoluciones parciales que se 
acuerden no se hagan públicas hasta la resolución definitiva. 

Ambas fueron unánimemente aceptadas. 
s e  levantó la sesiÓrl .-R~~s~ GANA.-iM. Caíílpino, secretario. 

SESIÓN DEL 19 DE MAYO DE 1876 

Asistieron los mismos señores que en la sesión anterior. 
La Cornisión entró á ocuparse en los cargos contenidos en el pá- 

rrafo tercero de la representación pendiente. 
El señor Hunerus opind que se sometieran á examen, atendida su 

gravedad, los cargos á que se referían los anexos 10 y r r y s , ~  dese- 
chasen los coml~rendidos bajo los números I z y 13, que se relaciona- 
ban con actos justiciales de una autoridad subalterna. 

El señor Concha sostuvo que era preferible oír al Gobernador de 
Casablanca sobre todos ellos para que la Comisión pudiera proceder 
con ~ n i s  acierto. 

El señor Hui;eeus contestó las observaciones del señor Conclis, 
llaciendo ver que los cargos que proponía elitninar no estallan re~esti- 
dos de las circunstancias que hacían necesaria la intervención de la 
Coinisión Conservadora. 

El señor Videia se adhirió al parecer del señor Huneeus, soste- 
niendo que la práctica autorizat~a el servicio compulsivo de los cela- 
dores d que s i  referían los anexos 1 2  y 13. 

El señor Concha insistió en la conveniencia de  que se pidiera in- 
forme al Gobernador de Casablanca, haciendo presente que el servicio 
compulsivo de que se t r~taba  podia haber sido ordenado por diclia 
autoridad. 

El seíior Reyes observó que los reclarilantes acusaban al subdele. 
gado de Margamaiga y que el anexo correspondiente se refería ~ I I I  

acto propio y exclusivo de ese funcionario. 



El señor Balmaceda expuso que se abstenía de emitir opinión y 
voto sobre el particular, y pidió se consignara así en el acta. 

El señor Covarrubias, después de hacer relación de una quere;la 
interpuesta en contra de un Inspector y de  un Subdelegado, por exac- 
ción de servicios personales y multas, y del fallo pronunciado sobre 
ella por la Suprema Corte de Justicia, apoyó las observaciones del se- 
fiar Huneeus en cuanto al carácter que debían revestir las actos some- 
tidos á la acción de la Comisión Conservadora. 

Cerrado el debate, se procedió á consultar si se sometiari 6 110 5 
examen los cargos del párrafo tercero á que se refieren los anexos núme- 
ros 10 y r r  y resultó la afirmativa por unanimidad. 

Hecha igual consulta respecto de los relacionados con los anexos 
12 y 13 prevalecí6 la negativa por seis votos contra dos. 

El señor Balmaceda se abstuvo de tomar parte en dichas rotacioiies. 
La Comisión Conservadora acordó en seguida, por ocho votos 

contra dos, no aceptar á examen el cargo sobre servicio de pntrullns 
en el Departamento de 1,inares á que se refiere el anexo nún~ero 14. 

Considerados después los cargos relacionados en los anexos 15 

y 16 en contra del Gobernador de Quillota, los señores Huneeus y 
Salamanca pidieron se hiciera constar en el acta que, por niotivos per- 
sonales, se abstenían de emitir opinión y voto. 

Se acordó por unanimidad admitir 6 examen dichos c,trgos, ahste- 

niéndose de votar los señores nombrados. 
Finalmente, se pasó á considerar el cargo contra el Stibdelegado 

de Carrizal, del Departamento de Linares, por el servicio de ~~atrullas 
y exacción de multas i que se hace referencia en la últiina solicitud 
de los Diputados señores Errázuriz y Vicuíía Mackenna. 

Después de un ligero debate en que toinaron parte los seiiores Hu- 
neeus, Reyes y Videla, la Comisión acordó por ocho votos contra dos 
no admitir á examen dicho cargo. 

Se suspendió la sesión. 
A segunda hora, el seiior Vicepresidente expuso que era Ileg~do el 

cnso de acordar la traniitación que debía darse á los cargos aceptados 

A examen. 
El señor Covarruhias opinó por que se pidiera informe a los funcio- 

narios á quienes se referían; insinuando tanibién el seiior Concha la 
conveniencia de  tener á la vista los procesos levantados con motivo de 

los sucesos de Valparaíso. 
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El señor Salamanca expresó el deseo de que, por el honor de la Ma- 
gistratura, no se hiciera mención del cargo relativo á la soltura de un 
reo, que Su Señoría reputaba inverosímil. 

El señor Balmaceda contestó que debía pedirse informe sobre di- 
cho cargo para ofrecer así al Intendente de Valparaíso la ocasión de 
justificar su conducta. 

El señor Huneeus adujo algunas consideraciones para manifestar la 
gravedad de los actos ejecutados por el Intendente de dicha Provincia. 
Refiriéndose al decreto de 1 7  de Abril, Su Señoría sostuvo que era 
ilegal é inconstitucional; que la Comisión Conservadora habría podido 
proceder sobre él sin requisición alguna y que la única tramitación 
que cabía en el particular era averiguar la autenticidad de dicho de- 
creto. Expresó, sin embargo, que aunque ese era su juicio personal, se 
abstenía de hacer indicación alguna sobre la materia. 

El señor Reyes apoyó la indicación del señor Covarrubias, manifes- 
tando la conveniencia de oír en todo c ~ o  al funcionario inculpado, 
para poder apreciar el decreto aludido en su verdadero carácter. 

En el mismo sentido opinó el señor Concha, agregando que creía 
indispensable e! informe, desde' que e1:acto acusado se relacionaba con 
el ejercicio de ciertas facultades otorgadas por la Ley del Régimen 
Interior á los Intendentes para la conservación del orden público. 

El señor H:!neeus insistió en sus observaciones. 
El señor Matte Spinó por que se pidiera informe sobre la autenti- 

cidad del decreto de 1 7  de Abril, 
El señor Balmaceda cxpuso que, aunque consideraba ilegal el de- 

creto en cuestión, la dignidad y altura que debían acompañar los pro- 
cedimientos de Ia Coinisión hacían necesario el informe indicado. Su 
Señoría opinó, en consecueticia, por que se oficiara inmediatamente al 
Intendente de Valparaíso y á los Gobernadores de Quillota y Casablan- 
ca para que informen en un término dado, debiendo remitirse un dupli- 
cadc de dichas comunicaciones por conducto del Ministerio del In- 
terior. 

El señor Barros Morán dijo que, aunque había formado concien- 
cia sobre la autencidad del referido decreto, no se oponía á que se 
oyera al Intendente de Valparaíso desde que la Corilisión lo estimaba 
necesario. 

El señor Videla encareció tainbién] la necesidad de oír 3 los fun- 
cionarios acusados para proceder con pleno conocimiento de causa y 
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acordar los términos de la representación, en :caso de que ésta debiera 
tener lugar. 

El  señor Huneeus aceptó la indicación del señor Balmaceda. 
El señor Covarrubias, conviniendo con el señor Huneeus en que 

había casos en que la Comisión Conservadora podía ejercer de oficio 
las atribuciones que le confiere la Constitución, opinó, sin embargo, 
por que no debía desatenderse la garantía de oír siempre al acusado, 
procediendo en el particular con la calma y serenidad que la impor- 
tancia del asunto requería. Su Señoría irnpugnó también la indicación 
del señor Balmaceda en lo referente á la remisión de las comunica. 
ciones por un doble conducto. 

El señor Balmaceda retiró esa parte de su indicación, explicando el 
alcance que tenía. 

El  señor Huneeus explicó también el espíritu de sus observaciones 
y los nlóviles que lo habían guiado al inanifestarlas. 

Cerrado el debate, se procedió á votar la indicación :del señor Bal- 
maceda, forniiilada así: 

iiQue se pida informe al Intendente de Valparaíso y á los Goberna. 
dores de Casablanca y Quillota en la parte que les concierne y que la 
Comisión Conservadora ha acordado someter á examen, debiendo ésta 
reunirse el Jueves próxin~o á las dos de la tarde para resolver definiti- 
vamente en vista de los informes 6 sin ellos, si no fueren presentados 
oportunamente. 1 1  

Dicha indicación resultó aprobada por unaniii1idad.-BLEST GANA. 
-M. Canlpitzo, secretario. 

S E S I ~ N  DEL 25  DE MAYO UE 1876 

Asistieron los señores Blest Gana, Ealrnaceda, Barros Moran, Co- 
varrubias, Huneeus, Matte, Reyes, Salainanca y Videla. 

Aprobada el acta de la sesióil anterior, se di6 cuenta de los infor- 
mes qiie, en cumplimento de lo acordado en sesión del rg del actual, 
han presentado el seiíor Intendente de Valparaíso y los Gobernadores 
de Quillota y Casablanca. 

Dióse también lectura A una solicitud d e  los señores Vicuña Mac- 
kenna, Errázuriz y Arteaga, en la que piden se tomen en considera- 
ción los documentos que acompafian reIativos á la reclamación pen- 
diente, 



si8 OBRAS DE DON JORGE HUNEEUS 

1,a Comisión Conservadora continuó ocupándose en el referido 

asunto. 
El señor Huneeus observó que, en vista de los documentos que se 

Iiabían leído, era menester proniinciarse sobre dos cuestiones previas: 
la primera acerca de la competencia de la Comisión suscitada en el in- 
fornie del Intendente de Valparaíso, y la segunda sobre la prórroga de 
plazo para informar pedida por ese funcionario y los Gobernadores 
de Quillota y Casztbianca. 

Agregó Su Señoría que, después de las explicacioues dadas en el 
primero de dichos informes, debía desecharse el cargo relativo á la 
soltura de un asesino cogido en delito infrliganti. 

La Comisión convino en esto último por unanimidad. 
El señor Barros Morán opinó en seguida por que no había nece- 

sidad de dos informes, deljiendo continuarse la discusión del asunto 
en debate. 

El señor Reyes sostuvo la conveniencia de oír nuevamente á dichos 
funcionarios, haciendo presente que esa medid1 no embarazaba la ac- 
ción de la Cámara de  Diputados ni lastimaba derecho alguno. 

segunda hora usó de la palabra el señor Vicepresidente para 
manifestar que las medidas impugnadas podían apreciarse de distinto 
modo, atendidas las circunstancias en que se dictaron y que la amplia- 
ción de plazo para informar ~610 importaba dejar 5 los referidos fun- 
cionarios sometidos á la acción mas eficaz de otra autoridad, agregando 
otras consideraciones en apoyo de la prórroga indicada. 

El señor Videla se adhirió á las observaciones de los señores Vice- 
presidente y Reyes, sosteniendo que la concesión de un nuevo plazo 
era un acto de justicia y lógica, atendidos los procedimientos observa- 
dos con los reclamantes. 

El seiíor Reyes, despuis de insistir en sus observaciones, propuso 
se concediera el plazo de ocho días para que los funcionarios acusados 
presentaran los documentos justificativos de su defensa. 

El señor Covarrubias adujo algunas consideracioiies para manifes- 
tar los inconvenientes que presentaba la indicación del señor .Reyes y 
las ventajas que resultarían de l~ronunciarse desdz luego sobre la pre- 
sente cuestión. Con tal objeto propuso que la Coiilisión Conservadora 
acordara reunir todos los antecedentes de la materia para pasarlos á la 
Cámara de Diputados. 

E1 señor Vicepresidente modificó dicha indicación en el sentido 
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de que expresara que la premura del .tiempo no permitía á la Comi- 
sión Conservadora resolver sobre la reclamación pendiente. 

Votada la indicación del señor Covarrubias, enmendada por el se- 
ñor Vice-Presidente, resultó aprol~ada. 

Lcs señores Matte, Barros Morán, Huneeus y Balmaceda pidieron 
se hiciera constar en el acta su voto negativo al precedente acuerdo. 

Agregó el ÚItinio que no había contestado las observaciones hechas 
por los señores Vicepresidente y Cov:trrubias, con el lin de  llegar á 
un resultado definitivo en la preserite sesión. 

Se acordó, por líltimo, dar publicidad á las actas y den~ás  antece- 
dentes de la iriateria y reunirse nuevamente el sábado próximo á 

las 7 P. M. 
s e  levantó la ses ión. -Bt~s~ GANA.-M. COIIZ$~~ZO, secretario. 
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